	
CIRCULAR No.15-2002
	
Asunto: Centros de fotocopiado.
	


	CIRCULAR No.50-2002


	Asunto: Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos.
	


	CIRCULAR No.34-2004


	Asunto:Divulgación de la existencia de Oficinas de Atención a las Personas con Discapacidad.
	


	CIRCULAR No.37-2004

	Asunto: Coordinación entre Despachos Judiciales que se encuentran en un mismo edificio, para brindar atención a personas con discapacidad, en la primera planta.
	


	CIRCULAR No.44-2004

	Asunto: Encuesta Barreras de Acceso para personas con discapacidad
	


	CIRCULAR No.70-2004




	Asunto: Recomendaciones relacionadas con el diagnóstico sobre la circulación de las personas con movilidad restringida dentro de los edificios del Poder Judicial, desde el punto de vista de Salud Ocupacional.
	


	CIRCULAR No.77-2004
	Asunto: Obligación de cumplir con la Ley 7600.
	


	CIRCULAR No.89-2004
	Asunto: Modificación a la circular Nº 77-04, sobre la aplicación de la “Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”.
	


	CIRCULAR No.187-2004


	Asunto:Sobre el artículo 41 del Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos.-
	


	CIRCULAR No.17-2005

	Asunto: Adición al “Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos”.
	


	CIRCULAR No.29-2005

	Asunto:Deber de brindar facilidad a los usuarios que necesiten localizar las salas de juicio, cuando son citados en los procesos.
	


	CIRCULAR No.58-2005
	Asunto: Alcance de la obligación del Poder Judicial en el ejercicio de los derechos y deberes a las personas con discapacidad.
	


	CIRCULAR No.101-2005

	Asunto: Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.
	


	CIRCULAR No.151-2005

	Asunto:Modificación al artículo 36 y adición al artículo 80 del Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos.
	


	
CIRCULAR No.182-2005

	Asunto: Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con un situación especial.-
	


	
CIRCULAR No.20-2007

	Asunto: Reiteración de circular N°20-96. Facilidades que se deben de prestar a las personas con discapacidad cuando deban realizar gestiones ante los despachos judiciales.
	


	CIRCULAR No.50-2007
	Asunto: Mantenimiento de los espacios destinados a personas con alguna discapacidad.
	


	CIRCULAR No.60-2007
	Asunto: Accesibilidad en los servicios que se brindan a las personas con alguna discapacidad.
	


	CIRCULAR No.63-2007
	Asunto: Parqueo para servidores judiciales con alguna discapacidad.
	


	CIRCULAR No.066-2007
	Asunto: Protocolo interinstitucional de intervención para la atención de mujeres en situación de riesgo alto de muerte por violencia.
	


	CIRCULAR No.106-2007
	Asunto: Protocolo de uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial.
	


	CIRCULAR No.115-2007

	Asunto: Información obligatoria a incluir en el sistema de gestión como parte de la política de género del Poder Judicial.
	


	CIRCULAR No.001-2008


	Asunto: Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda.
	


	CIRCULAR No.24-2008

	Asunto: Aprobación de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial.
	


	CIRCULAR No.81-2008
	Asunto:Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial.
	


	CIRCULAR No.32-2009
	Asunto: Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad.
	


	CIRCULAR No.59-2009
	Asunto: Medidas para la contención del gasto.
	


	CIRCULAR No. 67-2009
	Asunto:Aclaración de la Circular Nº 32-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, publicada en el Boletín Judicial Nº 105 del 2 de junio de 2009.
	


	CIRCULAR No.92-2009

	Asunto: Protocolo de Actuaciones para el Desempeño de los Tribunales de Juicio en Materia Penal.
	


	CIRCULAR No.052-2010

	Asunto: Reglamento para el uso y disfrute de las instalaciones de la finca La Soledad dentro del marco del proyecto denominado Justicia con la Naturaleza.
	


	CIRCULAR No.63-2010

	Asunto: Normas a cumplir durante el período de vacaciones colectivas (fin de año, semana santa y medio período).
	


	CIRCULAR No.83-2010

	Asunto: Informe de seguimiento sobre las propuestas de mejoras resultado autoevaluación institucional 2009 a implementar en el 2010.
	


	CIRCULAR No.08-2010


	Asunto: Reiterar circular N.º 63-2010 emitida por esta Dirección 7 de julio de 2010 “Normas a cumplir durante el período de vacaciones colectivas (fin de año, semana santa y medio período)”.
	


	CIRCULAR No.167-2010
	Asunto:“Directrices para reducir la Revictimización de Personas en Condición de Discapacidad en Procesos Judiciales”.
	


	CIRCULAR No.168-2010
	Asunto:“Directrices para reducir la Revictimización de Niños, Niñas y Adolescentes en Condición de Discapacidad en Procesos Judiciales”.
	


	CIRCULAR No.31-2011
	Asunto: Reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales.
	


	CIRCULAR No.33-2011


	Asunto: Normas a cumplir durante el período de vacaciones colectivas (fin de año, semana santa y medio período).
	


	CIRCULAR No.40-2011
	Asunto: Reglamento de Evaluación.
	


	CIRCULAR No.19-2012
	Asunto: Recomendación del uso de las Cámaras Gesell, como un mecanismo para evitar la revictimización.

	


	CIRCULAR No.24-2012
	Asunto: “Manual de Uso de las Cámaras de Gesell”.-
	


	CIRCULAR No.66-2012
	Asunto: Protocolo para la Gestión Pericial.
	


	CIRCULAR No.67-2012

	Asunto: Reglas Prácticas del Tribunal de la Inspección Judicial Modelo de Costa Rica.-
	


	CIRCULAR No.173-2012

	Asunto: “Política de igualdad en los servicios de gestión humana del Poder Judicial”.
	


	CIRCULAR No.173-2012
	Asunto: Adición Política de igualdad en los servicios de gestión humana del Poder Judicial.-
	


	CIRCULAR No.181-2012
	Asunto: Procedimiento para solicitud y entrega de equipo y mobiliario especial.-
	


	CIRCULAR No.014-2013
	Asunto: Estrategia de Comunicación sobre la Institucionalidad. del Poder Judicial.
	


	CIRCULAR No.057-2013

	Asunto:  Ley Contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT).-
	


	CIRCULAR No.117-2013

	Asunto: “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.
	


	CIRCULAR No.121-2013

	Asunto: Evitar envío innecesario de usuarios en condición vulnerable al Archivo Judicial.
	


	CIRCULAR No.168-2013
	Asunto: Normas a cumplir durante el período de vacaciones colectivas (fin de año, semana santa).
	


	CIRCULAR No.184-2013


	Asunto: Actualización de la circular N° 30-2008 sobre las Buenas Prácticas, para notificar, citar, localizar y presentar personas. Además sobre señalamiento y realización efectiva de debates, y aprovechamiento de las herramientas tecnológicas de la Institución.-
	


	CIRCULAR No.194-2013
	Asunto: “Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO”.-
	


	CIRCULAR No.215-2013

	Asunto: Actualización de los montos por infracciones a Ley de Tránsito por Vías Públicas, Terrestres y Seguridad Vial, No 9078, que rigen a partir del 1 de enero de 2014.-
	


	CIRCULAR No.25-2014

	Asunto: Modificación a la circular N° 181-2012, sobre el “Procedimiento para solicitud y entrega de equipo y mobiliario especial”.-  
	


	CIRCULAR No.35-2014
	Asunto: Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-
	


	CIRCULAR No.167-2014

	Asunto: “Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones”.-
	


	CIRCULAR No.168-2014
	Asunto: “Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial”.-
	


	CIRCULAR No.173-2014

	Asunto: Reiteración de la circular No. 31-2011, sobre “Reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales”.-
	


	CIRCULAR No.197-2014

	Asunto: “Protocolo Interinstitucional de Intervención y Valoración de Riesgo en Situaciones de Violencia Contra las Mujeres”.-
	


	CIRCULAR No.31-2015
	Asunto: Supervisar parqueos institucionales.
	


	
CIRCULAR No.60-2015
	Asunto:Abordaje de casos de personas que se presumen cuenta con alteración mental o una enfermedad psicosocial y se duda de su comprensión para el cumplimiento de medidas de protección que se ordenan en materia de violencia doméstica.-
	


	CIRCULAR No.62-2015


	Asunto: Directrices  generales sobre el uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial.
	


	CIRCULAR No.86-2015


	Asunto: Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-
	


	CIRCULAR No.83-2015

	Asunto: Reiteración de la Circular N.º117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.-
	


	CIRCULAR No.119-2015


	Asunto: Modificación de la circular No 60-2015, sobre “Abordaje de casos de personas que se presumen cuenta con alteración mental o una enfermedad psicosocial y se duda de su comprensión para el cumplimiento de medidas de protección que se ordenan en materia de violencia doméstica”.
	


	CIRCULAR No.192-2015
	Asunto: “Protocolo de Atención Inmediata a personas menores de edad, víctimas y testigos en sede penal”.-
	


	CIRCULAR No.231-2015


	Asunto: 1) Modificación de la Circular No. 184-2013 “Actualización de la circular No. 30-2008 sobre las Buenas Prácticas, para notificar, citar, localizar y presentar personas. Además sobre señalamiento y realización efectiva de debates, y aprovechamiento de las herramientas tecnológicas de la Institución.” 2) Desaplicación de la Circular No. 1-2007, así como sus reiteraciones mediante Circular No. 30-2008 y No. 20-2010.
	


	CIRCULAR No.21-2016
	Asunto: Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, Menores Infractores, Victimas e Imputado.
	


	CIRCULAR No.64-2016


	Asunto: Solicitar el resultado al Departamento de Psicología y Psiquiatría Forense, de la primera y segunda evaluación al final del mes de internamiento, para determinar si la persona debe o no continuar bajo internamiento en el Centro de Atención para Personas con Enfermedad mental en conflicto con la Ley (CAPEMCOL).-
	


	CIRCULAR No.91-2016
	Asunto: Aspectos a considerar para el trámite de procedimientos de contratación para alquiler de locales.
	


	CIRCULAR No.158-2016

	Asunto: Modificación a la circular N° 109-16“Guía de Conducta Para las     Empresas Proveedoras de Bienes y Servicios al Poder Judicial”.-
	


	CIRCULAR No.168-2016
	Asunto: Asesoría y Representación Legal de Víctimas de Discriminación en el Poder Judicial.-
	


	CIRCULAR No.170-2016
	Asunto:Aprobación y entrada en vigencia de la Ley 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad.-
	


	CIRCULAR No.189-2016


	Asunto: Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.
	


	CIRCULAR No.03-2018
	Asunto:Sobre la obligación de notificar a las personas con discapacidad, conforme a sus necesidades específicas.
	


	CIRCULAR No.96-2018



	Asunto: Se corrige “Circular No.21-2016 Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, Menores Infractores, Victimas e Imputados”, conforme observación realizada por la Comisión de Acceso a la Justicia, en cuanto a la terminología correcta de “menor infractor” por “persona menor en conflicto con la ley”.
	


	CIRCULAR No.96-2018
	Asunto: “Normas Prácticas para la Aplicación del Nuevo Código Procesal Civil”.
	


	CIRCULAR No.105-2018
	Asunto: Se reiteran la Circular N° 31-15 acerca de “Supervisar parqueos institucionales”.
	


	CIRCULAR No.105-2018

	Asunto: Deber de utilizar el sistema de videoconferencia en distintas etapas del proceso penal, pensiones alimentarias y familia.
	


	CIRCULAR No.35-2019
	Asunto: Protocolo para la Atención de Emergencia, Evacuación por Amenaza de Bomba.-
	


	CIRCULAR No.76 -2019

	Asunto: Importancia de conocer, estudiar y aplicar los convenios e instrumentos internacionales relacionados con los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad.
	


	CIRCULAR No.134-2019
	Asunto: Asignación de espacios de parqueo para el personal judicial que presentan algún tipo de discapacidad.
	


	
CIRCULAR No.173-2019
	Asunto: “Modificación a la Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad”.
	


	CIRCULAR No.202-2019
	Asunto:Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad.
	


	CIRCULAR No.19-2020
	Asunto: Aclaración de la Circular Nº 67-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”.-
	


	CIRCULAR No.118-2020
	Asunto: Exoneración IVA para los servicios de interpretación en LESCO.
	


	CIRCULAR No.147-2020

	Asunto: Medidas excepcionales tendientes a la protección y seguridad de las personas con discapacidad, en ocasión de la emergencia que atraviesa el país por el virus Covid-19.
	


	CIRCULAR No.159-2020.
	Asunto: Adición a la circular número 130-2020 denominada “Uso de mascarillas o caretas.”
	


	CIRCULAR No.173-2020

	Asunto: Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica, sobre la Convención de Derechos del Niño de las Naciones Unidas.
	


	CIRCULAR No.209-2020

	Asunto: Reiteración de la circular N°197-2020 “Protocolo para la Gestión Institucional de Equipos de Protección Personal por Covid 19.
	


	CIRCULAR No.227-2020


	Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.
	


	CIRCULAR No.262-2020
-

	Asunto: Estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos a poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, incluyendo personas indígenas, adultas mayores, niñas y niños, entre otras.”
	


	CIRCULAR No.256-2020

	Asunto: Reiteración de la circular No. 205-2020 “Actualización del protocolo DGH-007: Gestión Institucional de equipos de protección personal por COVID-19”.-
	


	CIRCULAR No.36-2021
	Asunto: Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial.
	


	CIRCULAR No.206-2021

	Asunto: Reiteración de la circular N° 50-2021 sobre la “Guía práctica de comunicaciones judiciales, la cual lleva adjunta las “Reglas generales que contemplan la Ley de Notificaciones Judiciales.-
	


	
CIRCULAR No.251-2021
	Asunto: Reiteración de la circular N.º 101-2005 sobre la “Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.-
	


	CIRCULAR No.252-2021
	Asunto:Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la“Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-
	


	
CIRCULAR No.255-2021
	Asunto:Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-
	


	CIRCULAR No.258-2021

	Asunto: Reiteración de la circular N° 174-2017 sobre “Reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social”.-
	


	CIRCULAR No.261-2021

	Asunto: Actualización de los montos de las multas de tránsito que regirán para enero del 2022, según el artículo 148 de la Ley 9078 “Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial. -
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Corte Suprema de Justicia

    * Secretaría General *

 

CIRCULAR N° 34-2004

 

Asunto:       Envío de los resúmenes de las sentencias al Registro Judicial.- 

  

 A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS QUE CONOCEN MATERIA PENAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión N° 12-2004, celebrada el 19 de febrero del año en curso, artículo XL, a solicitud del Tribunal de la Inspección Judicial, dispuso comunicarles que están en la obligación de confeccionar los  resúmenes de las sentencias dictadas, en forma completa, nítida, sin borrones, tachaduras, con la fecha en que adquirió firmeza la sentencia y con ningún tipo de corrector.

 Asimismo, deberán poner especial cuidado con los datos de identificación del convicto. En caso de que los resúmenes sean devueltos con anomalías, omisión o datos mal consignados, deben confeccionarlos de nuevo, para evitar alguna duda sobre la autenticidad del documento. 

Por lo anterior, deberán tomar en cuenta lo dispuesto en los artículos 5º, 8º y 9º de la Ley Nº 6723 de 10 de marzo de 1982 (Ley de Registro y Archivo Judiciales), los que literalmente dicen:

“Artículo 5º.  En cada sección se coleccionarán los resúmenes de las sentencias condenatorias pronunciadas en los juicios, que se hubieren tramitado en la provincia respectiva, por delitos dolosos o culposos. Cada resumen constituirá un asiento sucesivo y numerado que expresará: 

a)    El nombre del convicto, sobrenombre o alias, apellidos paterno y materno, nombre del cónyuge, lugar y fecha de nacimiento, domicilio, nacionalidad, sexo, estado civil, profesión u oficio y el número comprobado de la cédula de identidad o, en su caso, de la cédula de residencia o del pasaporte, si fuere extranjero, o de los datos que consten en el proceso, si se tratare de un mayor de diecisiete años y menor de dieciocho años. Si no portare cédula de identidad el Tribunal sentenciador, una vez firme la sentencia, ordenará al Registro Civil la remisión de su fotografía, el número de la cédula, y a falta de ésta, la certificación de nacimiento.

b)   La calificación del hecho punible, fecha y lugar de su perpetración.

c)    Los nombres, apellidos y calidades del ofendido.

d)    La naturaleza y duración o cuantía de la pena, con expresión de si fue o no suspendida y las medidas de seguridad impuestas.

e)    Las anomalías, estados de degeneración, enfermedades orgánicas, estudios del medio social del convicto y cualquier otro dato de interés en relación con el delito cometido, si tales datos constan en el proceso.

f)     Los Tribunales que hayan dictado la sentencia, con indicación de su fecha y de si se han tomado en cuenta las condenas anteriores para los efectos de reincidencia del convicto, o si se ha aplicado una medida de seguridad con motivo de ser éste habitual o profesional”.

“Artículo 8º.  El Registro devolverá al Tribunal de origen los resúmenes que no contengan  los datos fundamentales que indica el artículo 5º, para la identificación del convicto”.

“Artículo 9º.  El resumen deberá enviarse dentro de los treinta días siguientes a la firmeza de la sentencia. La omisión o retardo en el envío de este resumen implicará, para el Jefe del Registro, la obligación de poner el hecho en conocimiento de la Inspección Judicial, para los fines consiguientes”.

 

 

            San José, 30 de marzo de 2004.-

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 

Publicada en el Boletín Judicial No 68 del 06 de abril de 2004

 

 - CC:  - Diligencias

- Marco.-/asisjur/circulares/2004

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 14:36:50.
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CIRCULAR Nº 117-2013

 

Asunto:      “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 

PÚBLICO EN GENERAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:

 

PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 

PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD

2013-2017

 

I.         INTRODUCCIÓN 

 

El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades. 

 

Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios. 

 

En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.

 

Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.

 

Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.

Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.

II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017

 

 

		Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.





 

 

		DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA 

		SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE 

		ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA 

		TIEMPO DE EJECUCIÓN

		REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN

		EVALUACIÓN DE RESULTADOS



		 

ACTITUDINAL

		Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] . 

 


		ü      Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.

 

ü      Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.

 

ü      Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.

 

ü      Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.

 

 

 

 

		Permanente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

Contraloría de Servicios. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Unidades de Capacitación del Poder Judicial

 

 

 

 

 

 

 

		Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Lineamientos y divulgaciones emitidas.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.

 

 

 

Alianzas establecidas.

 

 

 

 

 

 

 

 

Mecanismo o mejoras instauradas.

 

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras instauradas



		INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN

		Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.

		ü      Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.

ü      Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.

ü      Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

ü      Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.

ü      Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.

ü      Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.

ü      Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1 año  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anualmente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

 

Diferentes centros de Responsabilidad[3]

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias

		Mecanismos y mejoras establecidas

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Estrategia elaborada e implementada.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Informes de rendición de cuentas

Cantidad de actividades realizadas.

 

 

 

 

Mecanismos instaurados.



		SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.

		El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

		ü  Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.

 

ü  Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.

 

ü      Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo. 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

1 año

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

		Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.

 

Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.

 

 

 

 

Departamento de Personal

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia.

		Servicios y ayudas técnicas establecidas.

 

 

 

 

 

Investigaciones realizadas.

Estrategias implementadas

 

 

 

 

 

Diagnóstico elaborado

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Redes de apoyo establecidas.



		JURÍDICA

		En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4] desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas. 

Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.

 

		ü      Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.

 

ü      Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.

 

ü      Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.

 

 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

1 año 

 

 

 

 

 

1 año

 

 

		Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

		Actualización y clasificación  realizada.

 

 

 

 

 

 

Cantidad de usuarios que accesan la página.

 

 

 

 

 

Proyecto de creación.

 

 

 

 

 

Resultados de la evolución y mejoras a implementar.



		POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES

		La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.

		ü      Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

		Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

		Manuales y protocolos elaborados.

 

 

 

 

Directrices establecidas.

 

 

 

 

 



		ADMINISTRATIVA

		El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.

 

		ü      Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Anualmente

		Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.

 

		Indicadores establecidos.

 

 

 

 

Directrices establecidas.



		ESPACIO FÍSICO

		En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.

 

		ü      Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.

 

ü      Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).

 

ü      Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.

 

 


		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanentes

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad

 

 

 

 

 

Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.

 

 

Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena

		Mejoras realizadas.

Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.

 

 

 

 

 

 

Traslados realizados.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras consideradas

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.

 



		TRANSPORTE

		Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.

 

		ü      Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.

 

ü      Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.

 

		Anualmente

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia

 

		Política aprobada.

 

 

 

 

 

 

 

 

Medias adoptadas.



		TECNOLOGÍA

		En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.

 

Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.

 

Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.

 

		ü      Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. 

 

ü      Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.

 

ü      Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.

 

 

ü      Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.

 

ü      Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad. 

 

ü      Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.

 

ü      Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

ü       

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

		Dirección de Tecnología de Información.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.

 

 

 

 

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información

		Actualizaciones realizadas.

 

 

 

 

Sitio y Sub-sitios web ajustados.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Especificaciones establecidas.

 

 

 

 

 

 

Alertas establecidas.

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras implementadas.

 

 

 

 

 

Cantidad de terminales adaptadas.

 

 

 

 

Herramientas implementadas.





III.      ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.

 

3.1  .     Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.

 

Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.

La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

            

Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades. 

 

Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.

 

Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.

 

Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.

 

El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.

 

3.2  .     Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.

 

En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:

 

§         Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.

§         Propiciar investigaciones en los temas de interés. 

§         Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros. 

§         Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales. 

§         Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación. 

§         Confección de material informativo. 

§         Propuestas de reformas.

§         Establecimiento de redes, entre otros.

 

En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.

 

Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.

 

Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

3.3  .     Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.

 

Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:

 

§         Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.

 

§         Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.

 

§         Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.

 

§         Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.

 

§         Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.

 

§         Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.

 

§         Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.

 

3.4  .     Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.

 

La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.

A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:

 

		POTENCIALES RIESGOS

		ORIGEN

		PROPUESTA DE MEJORA

 



		 

Ambiente de control

		

		



		Falta de apoyo político al Plan.

		Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

		Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.

 

Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.

 



		Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil

		Carencia de espacios para la validación y sensibilización

 

 

 

 

 

 

Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.

 

		Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.

 

Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua

 

Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.

 



		Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.

		Deficientes canales de coordinación y comunicación

 

 

 

 

		Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.

 

Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.

 



		No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

		Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.

 

Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.

 

 

 

Quejas de los usuarios/as

 

		Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.

 

 

Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. 

 

Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as

 



		Limitaciones presupuestarias

		Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.

		Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.

 



		Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución

		Falta de una estrategia de comunicación y divulgación. 

		Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.

 



		 

Valoración del Riesgo

		

		



		No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.

 

		Falta de capacitación en materia de control interno.

 

 

		Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



		 

Actividades de control y seguimiento 

		

		



		Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.

		Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.

 

		Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.

 

 



		Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.

		Falta de instrumentos de control.

 

		Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.

 



		Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.

		Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.

		Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.



		 

Sistema de Información

		

		



		Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución 

		Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)

		Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión. 





 

3.5.      Impacto esperado del Plan.

 

§         Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.

 

§         Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

§         Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

 

§         Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.

 

3.6.            Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.

 

 

		ACTIVIDADES

		AÑO/MESES

		

		

		

		

		

		

		

		

		REPONSABLES



		

		2012

		

		

		

		

		

		

		2013-2017

		

		



		

		6

		7

		8

		9

		10

		11

		12

		

		1 al 12

		 



		Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.



		Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.



		Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan. 

 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado. 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



		Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan,  identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia





 

         San José, 2 de junio de 2013.

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Dz/Ref.: 4639, 6654-13.
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[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.
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[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación. HYPERLINK \l "_ftnref2" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes. HYPERLINK \l "_ftnref4" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras. HYPERLINK \l "_ftnref5" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001. HYPERLINK \l "_ftnref6" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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Circular de Secretaría de la Corte N° 121 - 2013


04 de Julio del 2013

Fecha de Publicación: 20 de Agosto del 2013

Descriptores/Temas: undefined

Amplia: Circular de Secretaría de la Corte 191 del año 2008
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 014 del año 2014
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 018 del año 2014

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°121 del 4 de julio del 2013


CIRCULAR Nº 121-2013

 

Asunto:      Adición a la circular 191-2008 “1) Sobre el deber del Juez que conoce materia penal y se encuentra en rol de disponibilidad de atender, además de los asuntos propios, los relacionados con la materia de pensiones alimentarias. 2) Sobre la obligación de los Oficiales de Seguridad de colaborar en la ubicación –en horas no hábiles- del juez encargado de atender la materia de pensiones alimentarias, cuando se presente un obligado alimentario con la intención de cancelar su deuda, a fin de evitar el apremio corporal. 

 

A LOS JUECES QUE CONOCEN LA MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS 

 

A LOS JUECES PENALES QUE ATIENDEN DISPONIBILIDAD Y TURNO EXTRAORDINARIO 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 49-13, celebrada el 14 de mayo de 2013, artículo LV, acordó adicionar la circular No 191-2008, y comunicarles que las juezas y jueces penales que atienden disponibilidad y turno extraordinario, cuando deban atender un asunto de pensión alimentaria para resolver sobre la libertad de una persona apremiada, deberán recibir en depósito los dineros que por ese concepto se les presente, con la indicación de que al día hábil siguiente lo comuniquen al juzgado respectivo con la entrega del dinero recibido. 

En el caso de que la causa por pensión se encuentre en otra circunscripción territorial,  el juzgado que recibe el dinero, deberá comunicarse con la  Administración Regional correspondiente y  pondrá a su orden el dinero recibido, la cual lo depositará en la agencia bancaria más próxima, comunicando  al despacho que lleva la causa y enviando el original del depósito por el medio más expedito posible.

 

 San José, 4 de julio de 2013.

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 5209-2013.

Dz
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Circular de Secretaría de la Corte N° 168 - 2013


26 de Setiembre del 2013

Fecha de Publicación: 29 de Octubre del 2013

Descriptores/Temas: undefined

Documentos citados: Actas - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°168 del 26 de septiembre del 2013


CIRCULAR Nº 168-2013

 

 

Asunto:          Lista de abogados suspendidos en el ejercicio de su profesión, actualizada al 25 de setiembre de 2013.-      

 

 

A LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones Nº 14-03 y 97-03, celebradas el 27 de febrero y 16 de diciembre de 2003, en ambas, artículos LII, hago de su conocimiento y para los fines consiguientes, la lista de los profesionales suspendidos en el ejercicio de la profesión ante el Colegio de Abogados, según correo electrónico del citado Colegio Profesional. 

 

LISTA DE ABOGADOS SUSPENDIDOS EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN

ACTUALIZADA AL 25 DE SETIEMBRE DE 2013

 

 

		NOMBRE DEL ABOGADO 

		Nº CARNÉ

		TIEMPO 

		RIGE DEL 

		HASTA EL

		GACETA



		Acevedo Cornejo Federico Andrés

		9392

		5 meses

		02/09/2013

		02/02/2014

		167 del 02/09/2013



		Alvarado Cervantes Olman 

		4436

		*****

		12/05/2011

		*****

		91 del 12/05/2011



		Alvarado Cervantes Olman 

		4436

		2 años y 1 mes 

		13/11/2011

		12/12/2013

		218 del 14/11/2011



		Alvarado Navarrete Leda Emperatriz

		20197

		3 meses

		04/09/2013

		04/12/2013

		169 del 04/09/2013



		Aguilar Herrera Luis

		1490

		1 año

		30/04/2013

		30/04/2014

		082 del 30/04/2013



		Badilla Toruño Minor

		8362

		3 años 

		06/01/2011

		05/01/2014

		4 del 06/01/2011



		Badilla Toruño Minor

		8362

		1 mes 

		06/01/2014

		05/02/2014

		4 del 06/01/2011



		Badilla Toruño Minor

		8362

		1 Año

		06/02/2014

		05/02/2015

		247 del 21/12/2012



		Barillas Jiménez Juan Alexis

		11541

		1 Año y 4 meses

		04/09/2013

		04/01/2015

		169 del 04/09/2013



		Beirute Rodríguez Pedro José

		1353

		1 mes 

		04/09/2013

		04/10/2013

		169/del 04/09/2013



		Brenes Brenes José Miguel

		987

		4 meses 

		04/09/2013

		04/01/2014

		169 del 04/09/2013



		Calderon Pérez Luis Felipe 

		4880

		3 años 

		13/12/2010

		12/12/2013

		241 del 13/12/2010



		Calderon Pérez Luis Felipe 

		4880

		4 meses 

		13/12/2013

		12/04/2014

		176 13/09/2011



		Cartín Fallas David

		18385

		3 meses

		02/09/2013

		02/12/2013

		167 del 02/09/2013



		Cubillo Pacheco Luis Antonio 

		12673

		2 años y 18 dias

		22/08/2012

		09/09/2014

		161 del 22/08/2012



		Di Bella Hidalgo Herbert 

		5869

		12 Años 

		23/03/2007

		22/03/2019

		59 del 23-03-07



		Echegaray Castellanos Edgar

		2775

		3 años y 6 meses

		13/01/2012

		12/06/2015

		10 del 13/01/2012



		Elizondo Durán Roy Harold

		11123

		1 año

		17/06/2013

		16/06/2014

		115 del 17/06/2013



		Fernández Vargas Bernardo Fidel 

		16131

		3 años 

		13/10/2011

		12/10/2014

		197 13/10/2011



		González Salas Gerardo Ant.

		5454

		28 años

		20/06/2007

		19/06/2035

		118 del 20-6-07



		Guevara Duarte Ricardo Alberto

		11155

		5 meses

		24/08/2014

		23/01/2015

		048 del 08/03/2012



		Guevara Duarte Ricardo Alberto

		11155

		3 años

		24/06/2011

		23/06/2014

		122 del 24/06/2011



		Guevara Duarte Ricardo Alberto

		11155

		2 meses

		24/06/2014

		23/08/2014

		10 del 13/01/2012



		Gutierrez Salicetti Felipe

		4220

		3 años 

		13/12/2010

		12/12/2013

		241 del 13/12/2010



		Hernández Quirós Francisco Javier

		6526

		2 meses

		06/08/2013

		05/10/2013

		10 del 13/01/2012



		Hernández Quirós Francisco Javier

		6526

		6 Meses

		06/10/2013

		05/04/2014

		121 del 22/06/2012



		Hernández Quirós Francisco Javier

		6526

		5 meses

		06/04/2014

		06/09/2014

		082 del 30/04/2013



		Hernández Quirós Francisco Javier

		6526

		4 meses 

		07/09/2014

		06/01/2015

		115 del 17/06/2013



		Jiménez Rodriguez Victorino

		8040

		*

		06/07/2010

		*

		130 del 06/07/2010



		López Elizondo Steve

		9792

		4 años

		06/07/2010

		05/07/2014

		130 del 06/07/2010



		López Elizondo Steve

		9792

		6 meses

		06/07/2014

		05/01/2015

		199 del 18/10/2011



		Madrigal Castro María José

		11601

		4 meses 

		17/06/2013

		16/10/2013

		115 del 17/06/2013



		Marín Rojas Gillio

		11441

		30 años 

		11/03/2004

		10/03/2034

		50 del 11/03/04



		Masís Quirós Edwin Rodrigo

		11500

		6 meses

		30/04/2013

		30/10/2013

		082 del 30/04/2013



		Mata Araya Rodrigo

		3134

		**

		10/05/2013

		**

		115 del 17/06/2013



		Mojica Chang Guillermo

		10206

		1 Año y 3 meses

		30/07/2012

		29/10/2013

		146 del 30/07/2012



		Mora Guevara William

		10370

		3 años

		22/08/2012

		21/08/2015

		161 del 22/08/2012



		Morales Fernández Jorge Eduardo

		14781

		1 mes 

		02/09/2013

		02/10/2013

		167 del 02/09/2013



		Muñoz Aguirre Leyman 

		8680

		6 meses

		15/04/2013

		14/10/2013

		199 del 18/10/2011



		Núñez Mata Federico

		15398

		3 meses

		30/08/2013

		30/11/2013

		***



		Prendas Matarrita Edgar Luis

		15421

		17 meses y 11 días

		22/06/2012

		03/12/2013

		121 del 22/06/2012



		Quesada Elizondo Carlos Luis

		10740

		8 meses y 15 días

		02/09/2013

		17/05/2014

		167 del 02/09/2013



		Robles Macaya Carlos Hernán

		2416

		24 Años 

		15/04/2005

		14/04/2029

		72 del 15/04/05



		Rodríguez Bastos Fabio Evencio

		3991

		3 años

		13/10/2011

		12/10/2014

		197 del 13/10/2011



		Rodríguez Bastos Fabio Evencio

		3991

		4 meses 

		13/10/2014

		12/02/2015

		247 del 21/12/2012



		Rodríguez Pacheco Ligia

		10964

		9 meses

		30/04/2013

		30/01/2014

		082 del 30/04/2013



		Rojas Fallas Luis Alexander 

		16985

		4 meses 

		14/07/2013

		13/11/2013

		11 del 16/01/2012



		Rojas Saborío Manuel David

		15100

		3 años y 3 meses

		24/08/2012

		23/11/2015

		163 del 24/08/2012



		Ross López Cristina

		5254

		1 Año y 3 meses

		21/12/2012

		20/03/2014

		247 del 21/12/2012



		Salas Salazar Kenneth 

		1356

		20 Años 

		11/03/2004

		10/03/2024

		50 del 11/03/04



		Suñol Prego Fernando

		9373

		3 meses

		02/09/2013

		02/12/2013

		167 del 02/09/2013



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		1 Año

		14/03/2013

		13/03/2014

		88 del 06/05/04



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		6 Meses

		14/03/2014

		13/09/2014

		152 del 05/08/04



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		3 años y 3 meses

		14/09/2014

		13/12/2017

		59 del 23/03/07



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		4 años

		14/12/2017

		13/12/2021

		135 del 14/07/2008



		Tijerino Medina Yolanda Margarita

		10399

		*

		17/06/2013

		*

		115 del 17/06/2013



		Valverde Arias Kattia

		9000

		14 meses

		06/03/2013

		06/05/2014

		046 del 06/03/2013



		Valverde Segura Jorge E.

		8540

		3 años

		24/04/2013

		23/04/2016

		193 del 08/10/2007



		Vargas Barrantes Walter

		11875

		3 años

		08/03/2013

		08/03/2016

		048 del 08/03/2013



		Villalobos Salas José Alberto

		12163

		6 Meses

		04/09/2013

		04/03/2014

		169 del 04/09/2013



		Zamora Mata Mario

		8435

		3 años

		08/03/2013

		08/03/2016

		048 del 08/03/2013





 

 

* La suspensión se mantendrá hasta que cumpla la condena impuesta en sede penal.

 

** La suspensión será hasta le revocación de medida cautelar o finalización del proceso.

 

*** Inhabilitación del ejercicio de la Abogacía y Notariado por Medida Cautelar Oficio 398-2013 JPPZ.

 

***** Suspendido hasta que cancele la multa máximo 12/05/2021.

 

San José, 26 de setiembre de 2013.

  

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General   

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 11239-2013.

Dz.         

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 16:05:35.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°184 del 23 de octubre del 2013


CIRCULAR Nº 184-2013

 

Asunto:      Actualización de la circular N° 30-2008 sobre las Buenas Prácticas, para notificar, citar, localizar y presentar personas. Además sobre señalamiento y realización efectiva de debates, y aprovechamiento de las herramientas tecnológicas de la Institución.-

 

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión N° 98-13, celebrada el 17 de octubre de 2013, artículo XXXII, acordó actualizar la circular N° 30-2008, y comunicarles su obligación de cumplir con lo dispuesto, que literalmente dice: 

1. A los despachos y oficinas judiciales que deban notificar, citar o comunicar, deben de tener presente los siguientes puntos: 

 


a).- Detallar claramente la siguiente información:

          Al momento de solicitar datos para la identificación de personas usuarias, con el propósito de facilitar su exacta y pronta ubicación posterior, deben tomar toda la información posible, para que luego sea incluida en las cédulas de notificación y/o boletas de citación,  entre ellos se debe recopilar:


 


§                Nombre completo (en lo posible incluir el "conocido como" y de ser necesario aportar fotografías recientes) de la persona a notificar, citar o entregar cualquier comunicado judicial.


 


§                Indicar el número de cédula y/o pasaporte de la persona.


 


§                Dirección completa del domicilio (de forma exacta, coherente y clara con calles, avenidas, número y color de casa, o en su defecto punto de referencia y puntos cardinales).


 


§                En lo posible presentar un recibo de cobro de los servicios públicos de luz, agua o teléfono o bien presentar una fotografía del lugar donde se debe llegar.


 


§                Teléfonos de habitación, celular y trabajo; teléfono de una persona familiar, vecina cercana y de confianza que pueda dar referencia de la ubicación.


 


§                Se debe procurar verificar con terceros, cuando tengan sospechas de información inexacta o falsa.


 


§                De ser posible indicar el lugar de trabajo de la persona (se recomienda aportar fotografías del lugar de trabajo) y la hora en la que se puede localizar, además indicar si la persona tiene diferentes horarios de trabajos y cuales. Con la finalidad de ser utilizadas y aportadas en la orden de notificación, citación o cualquier otra comunicación judicial.


 


§                Motivar a las personas usuarias para que hagan uso de la clave que les permitirá recibir notificaciones, por medio del sistema de la página Web en los casos que corresponda.


 


b) Sobre confección de cédula de notificación, boleta de citación o comunicado judicial, se debe incluir:

 

§                Incluir toda la información recopilada en el punto anterior donde corresponda.


 


§                Fecha y hora en la cual se realizará la diligencia; además, de mencionar el lugar donde se llevará a cabo e indicar claramente el lugar donde se realizará la audiencia. 


 


§                Es importante que se indique de forma clara, la oficina de comunicaciones judiciales o el despacho judicial al que corresponde realizar la diligencia.


 


§                De no existir obstáculo legal, indicar si se trata de una persona imputada, testigo, ofendida, demandada, actora, querellante u otros, a la vez indicar el tipo de delito. Lo anterior con el fin de prever cómo actuar ante la persona.


 


§                Hacer uso de la posibilidad de gestionar viáticos, para asegurar el traslado y la alimentación de las personas testigos de bajos recursos que así lo requieran.


 


§                Firma de la persona encargada, con el respectivo sello de la oficina o la firma digital cuando esta corresponda.


 


§                Finalmente, quien la confecciona debe consignar el nombre y número de teléfono de la oficina o extensión de la persona a la cual puedan dirigirse las consultas referentes a la diligencia solicitada.


 

c)  Otras Buenas Prácticas importantes:

 


§                En el momento que se recibe una denuncia, de ser factible, se debe señalar fecha para la audiencia, se debe notificar en el acto a la o las partes presentes e inmediatamente se debe elaborar la citación o notificación a las partes ausentes.


 


§                Revisar los expedientes con 15 días de anticipación, para evitar la suspensión de los debates o de audiencias, con el fin de determinar si fueron efectuadas todas las gestiones necesarias a las partes involucradas en la causa.


 


§                Efectuar un recordatorio del señalamiento, una semana antes de su celebración, a fin de evitar la inasistencia de las partes por olvido, o para poder gestionar de la manera más efectiva el orden de comparecencia de las personas testigos, en caso de que alguno tenga un impedimento a una hora o en un día particular. 


 


§                En los casos que se cuente con el apoyo de la tecnología utilizarla para realizar las comunicaciones a través de correo electrónico, fax, mensajes cortos de texto a celulares, como recordatorio a las partes de la fecha de la audiencia. 


 


§                Fijar señalamientos de audiencia en horario accesible, contemplando las particularidades de la zona, sea: tomando en consideración el tiempo en los desplazamientos de las partes que provienen de zonas alejadas.


 


§                Realizar la citación, notificar o comunicar con la mayor anticipación posible, a fin de que las partes puedan gestionar permisos o disponer asuntos personales que habiliten su asistencia al señalamiento.


 


§                Se debe hacer una gestión y una cédula de citación por cada persona a notificar o citar. Incluso una persona puede ser notificada y citada en el mismo acto, dejando las correspondientes constancias.


 


§                Cada gestión debe enviarse como mínimo con dos copias, una para realizar la diligencia y otra para el recibido del despacho con su respectiva boleta de citación. Tomando en consideración que el único papel utilizado, es para salvaguardar el derecho de accesibilidad a la justicia, con relación a las personas que no cuentan con medios tecnológicos.


 


§                Actualizar en el expediente de forma constante y cada vez que se de un cambio de la dirección o de la última notificación, citación o comunicación llevada a cabo.


 

§                Cuando las partes involucradas brindan como medio de  notificación el estrado judicial, es importante solicitarles un medio adicional  para recordarles la  fecha de la audiencia.


 


§                En el caso de personas imputadas presas, la servidora o el servidor judicial deberá recordar al centro de atención institucional para la presentación puntual de la persona requerida, recordando la fecha y hora del señalamiento, dos o tres días antes de que se realice a efecto de coordinar lo necesario.


 


§                Utilización del sistema de agenda única en las dependencias judiciales que cuenten con este tipo de tecnología, a efecto de disminuir o eliminar choques en los señalamientos.


 


§                Coordinar con los representantes legales de las instituciones estatales y demás instituciones autónomas (Municipalidades, CCSS, INS, JAPDEVA, ICE, RECOPE, PANI, entre otros) involucradas en los procesos para que se presenten a la audiencia donde sean requeridos.


 


§                Realizar reuniones de coordinación con la Fuerza Pública de la localidad con la finalidad de indicarles la importancia de la efectividad de la citación y notificación de las partes del proceso.


 


§                Hacer uso de la videoconferencia en los casos que proceda.


 


§                Se reitera la importancia de la puntualidad del tribunal en las salas de audiencias, así como la necesidad de una dirección del debate respetuoso y eficiente, que permita un espacio razonable a las partes para ejercer la defensa de sus intereses y a la vez impida las pérdidas innecesarias de tiempo. Asimismo, si por algún motivo el debate es suspendido o reprogramado el juez o jueza tramitadora, o quien designe, deberá informar de manera oportuna a las personas las razones de la decisión adoptada.

 

§                Cuando se trate de personas con discapacidad, la cédula de notificación deberá ir acompañada de un documento en un formato accesible de audio, digital, electrónico, Braille o cualquier otro, conforme a los avances tecnológicos y las políticas institucionales de accesibilidad. 

 


§                Facilitar el servicio de intérprete, de signos o de los medios tecnológicos que permitan recibir en forma comprensible la información; con este propósito la institución velará por obtener los recursos humanos, materiales y económicos para este fin.

 

§                Maximizar la realización de las notificaciones, citaciones o comunicaciones en forma electrónica.

 

2.      Aspectos que debe considerar  la Técnica o el Técnico en Comunicaciones Judiciales:

 

a)              La notificación o citación, puede hacerse por diferentes medios para garantizar que la persona solicitada por el despacho judicial, efectivamente se haga presente en el momento que se requiere; por lo cual se puede solicitar su apersonamiento y motivar a las personas usuarias para que hagan uso de la clave que les permitirá recibir notificaciones por medio del sistema de la página Web en los casos que corresponda.


 


b)             Deben dejar constancia en forma clara del resultado de su gestión y devolver al despacho u oficina requirente a la brevedad las diligencias respectivas. 


 


3.      A despachos judiciales o cualquier otra oficina del Poder Judicial que necesiten localizar o presentar personas, debe tener presente lo siguiente:   

 

a)              Agotar todas las vías para localizar a las personas requeridas, sea por medio de números telefónicos, correos electrónicos, dirección o alguna persona por medio de la cual se les pueda localizar. En caso de que el resultado sea negativo, enviar la gestión oportuna a la Sección de Localización y Presentaciones del  Organismo de Investigación Judicial en San José o a las Delegaciones, Subdelegaciones y Unidades Regionales de ese Organismo según corresponda, a efecto de ejecutar una localización o presentación para poder llevarla al despacho judicial.


 


b)             Deben aportar toda la información posible, con el propósito de facilitar su exacta y pronta ubicación de la persona a la cual se le debe localizar o presentar.


 


c)              Indicar fecha y hora en la cual se realizará la diligencia. 


 


d)             Indicar el tipo de servicio que se va a llevar a cabo: localización o presentación.  


 


e)              De no existir obstáculo legal, indicar si se trata de una persona imputada, testigo, ofendida, demandada, actora, querellante u otros, a la vez indicar el tipo de delito. Lo anterior con el fin de prever cómo actuar ante la persona.


 


f)              Firma del Jefe del Despacho, con el respectivo sello de la oficina, o la firma digital cuando esta corresponda.


 


g)             Indicar el nombre y número de teléfono de la oficina o extensión de la Técnica o Técnico  Judicial al cual puedan dirigirse las consultas referentes a la diligencia solicitada.


 


4.      Para la Sección de Localizaciones y Presentaciones de San José, las Delegaciones, Subdelegaciones y las Oficinas Regionales del Organismo de Investigación Judicial del país,  debe tener presente lo siguiente:

 

Utilizar la base de datos respectiva con las direcciones donde se ha logrado ubicar la persona que se ordenó localizar o presentar, la cual les resultará de ayuda en casos futuros. 


a)              En cuanto a las localizaciones, es importante que también se investigue con una persona familiar, vecina u otro tipo de fuentes a considerar, para la pronta localización de las personas.


 


b)             Las servidoras y los servidores que tienen la función de localizar y presentar personas, deben dejar constancia en forma clara del resultado de su gestión, e indicar al requirente la dirección donde la persona fue ubicada.


 


5. Otras buenas prácticas por materia.

 

Materia Penal:

 

a)              Seguir el Protocolo de medidas para el señalamiento y realización efectivo de debates en los tribunales de juicio y el Protocolo para evitar la suspensión de audiencias en los Juzgados Penales.  

 

b)             Los casos en que el señalamiento implique más de veinte días hábiles en la agenda, serán consultados con el juez o jueza coordinadora del tribunal, quien verificará si ello se justifica y de ser así, buscará que el señalamiento se haga procurando en lo posible no entorpecer el trabajo ordinario de los tribunales.

 

c)              El horario de inicio del debate en la mañana será las ocho horas y en la tarde las trece y treinta horas, por cuanto esto permite un aprovechamiento mayor del tiempo laboral. Se entiende que se cuenta con diez audiencias por semana en el servicio ordinario. Lo anterior sin perjuicio de los casos en los que, atendiendo a criterios razonables, se puedan señalar un mayor número de debates.

 

d)             Los tribunales de juicio no deben remover audiencias ya señaladas de los juzgados penales a efecto de ubicar sus propias audiencias nuevas o de continuación de juicios. En casos de extrema excepción, en que la única solución posible sea escoger entre uno u otro señalamiento, deberá decidirse de común acuerdo con el coordinador o coordinadora del Juzgado Penal, quien al emitir su criterio atenderá además de las razones jurídicas, las razones de gestión de su despacho, así como las causas originadas en la  gestión del tribunal, como el uso que se hace de los tiempos laborales, el uso eficiente de la agenda y el cumplimiento de las directrices contenidas en esta circular; asimismo deberán ser consultadas las partes, de forma que no se afecte el servicio público a su cargo tampoco.

 

e)              Para efecto de hacer los señalamientos, se entenderá que en el caso simple se dan los siguientes supuestos: 


 


 


		Cuatro testigos (30 minutos cada uno)

		f)        

		Dos horas



		Incorporación de la Prueba Documental

		g)       

		20 minutos



		Una defensora o defensor (Conclusiones)

		h)       

		20 minutos



		Un Fiscal (Conclusiones)

		i)         

		20 minutos





 


 


f)     Excepciones al caso simple: Siguiendo los anteriores parámetros, a algunos casos se les debe considerar especiales en atención a estos otros criterios: 


 


Por tipo de delito y víctimas.  Delincuencia Económica, Delitos contra la Libertad Sexual y Homicidios pueden requerir más tiempo de debate. Asimismo, personas menores de edad víctimas de delitos sexuales y personas con discapacidad deben ser consideradas especialmente al momento de programar debates. En esos casos, con un criterio de razonabilidad, debe el juez/a tramitador/a extender el tiempo para su recepción.


 


Caso de mayor complejidad.  Por ser casos de excepción pueden ser resueltos, con la intervención del Juez/a Coordinador/a, lo que no obsta para considerar válido el establecimiento de algunos principios generales que se apliquen de forma general.


 


Para este efecto, las partes proponentes pueden indicar el tiempo necesario extraordinario para la declaración de sus testigos de previo a la programación del debate, si hubiera alguna razón que lo justifique.


 

 g)   Los debates con privados de libertad deben agendarse en un horario en que las personas imputadas ya hayan podido ser trasladados a la sede del tribunal: a partir de las diez de la mañana o en la audiencia de la tarde. De ese modo, las personas  testigos, defensoras defensores y fiscales emplearían el tiempo anterior al señalamiento en otras labores propias del cargo. También se podrían programar debates de casos simples que puedan completarse de previo al inicio del debate de la causa con la persona imputada detenida.


 


h)    Implementar la práctica de que, si la persona imputada se encuentra libre, se le cite al despacho a efecto de verificar que es localizable, y notificarle personalmente en dicho momento de la fecha y hora del debate. Lo anterior, para evitar el gasto de recursos en citaciones a juicio cuya realización no será posible por rebeldía.


 


i)   Al solicitar dictámenes médicos u otro tipo de pericias, debe consignarse la fecha de debate, de ser ello posible, con el fin de que las respectivas solicitudes sean evacuadas en orden de prioridad, y así evitar suspensiones de debates a la espera de prueba técnica. 


 


j)      Es importante que se ponga a disposición de las juezas y los jueces penales del país, en forma efectiva, el Sistema de Información para la Administración Penitenciaria (SIAP), que contiene información sobre la situación jurídica e información penitenciaria de las personas que se encuentran descontando una sentencia condenatoria (centro donde se encuentra, si está en prisión preventiva, las penas pendientes, en otros aspectos). Esta información permitiría a los Despachos penales administrar mejor el tiempo para el señalamiento de audiencias y juicios.


 

Materia Contencioso Administrativa:

 

a)              Respecto de las citaciones de personas testigos y peritos, debe estarse a lo dispuesto en el artículo 77 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y Civil de Hacienda, que establece que una vez fijada la hora y fecha para la celebración del debate oral y público, cada parte debe citar y hacer comparecer sus testigos y peritos, para lo cual quedan a su disposición las cédulas de citación en el Despacho. Solo en los casos en que éstos no comparezcan y se demuestre previamente o durante el debate que la persona testigo o perito fue debidamente citado, el Tribunal ordenará su presentación por medio de la Fuerza Pública. Si en autos consta medio o lugar para localizar o notificar al perito, el Tribunal realizará la citación respectiva a juicio.


 

b)             La jurisdicción contencioso administrativa requiere, para su acceso, de patrocinio letrado que le permita a las partes plantear sus demandas en forma debida. Así lo establece el CPCA en distintos artículos, a saber, 87, 100.2, 102.c, así como el 46 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y Civil de Hacienda. De forma que en principio, debido a que el diligenciamiento testimonial es carga de la parte, les corresponde a éstas o a sus representantes, hacer llegar a las personas testigos y peritos a las audiencias donde sean requeridos; con las salvedades que establece ese mismo artículo, sobre la intervención de la fuerza pública y la actuación oficiosa del Tribunal cuando se cuenta con medio o lugar para localizar o notificar al perito.


 

c)              Para enviar las gestiones, debe indicarse que la normativa aplicable a la materia contencioso administrativa establece plazos más cortos y flexibles en virtud de que los derechos que se protegen en el proceso contencioso administrativo -interés público, derechos fundamentales, justicia cautelar, entre otros-, así lo exigen. El artículo 143, inciso 4) establece que cuando se haya señalado la celebración de una audiencia oral para el recurso extraordinario de casación, la resolución que ponga en conocimiento la ampliación del recurso deberá ser notificada a la parte contraria, al menos con dos días hábiles de antelación. En los artículos 24 (plazo para la audiencia de medida cautelar) y 145 (plazo para suspensión de audiencia oral en recurso de casación); se establecen plazos de "hasta por tres días", con lo que el plazo puede ser incluso menor a tres días.


 


d)             En los artículos; 61 (plazo para subsanación de la demanda); 13.3 (plazo para oponerse a la intervención del coadyuvante); 24.1 (plazo de la audiencia sobre la solicitud de la medida cautelar); 25.2 (plazo para la ejecución de la medida cautelar ya dispuesta); 30 (plazo para interponer el recurso de apelación contra el auto que resuelve la medida cautelar); 47 (plazo de la audiencia para la acumulación de varios procesos); 50.2 　(plazo de la audiencia de traslado de los documentos presentados después de la demanda y la contestación, y antes de concluida la audiencia preliminar); 132 (plazo para el recurso de revocatoria contra autos); 133 (plazo para el recurso de apelación); 159 (plazo para referirse y oponerse a la multa por incumplimiento de requerimientos del juez ejecutor); se establece un plazo de tres días para el cumplimiento del requerimiento respectivo. En el artículo 61 (plazo para subsanación de la demanda en procesos de trámite preferente) se establece un plazo de veinticuatro horas para la subsanación respectiva. 


 


Materia de Familia: 

 

En los Juzgados de Pensiones Alimentarias del país, la audiencia temprana se debe de realizar en un plazo no mayor de 10 días, de lo contrario deberán proceder conforme lo establece la Ley de Pensiones Alimentarias, por lo que en cada Jurisdicción deberán coordinar con la Defensa Pública, considerando los recursos con que cuentan para atender este tipo de asuntos.


 

 San José, 23 de octubre de 2013

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref: (4299-11, 10637-13)

Dz

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 16:07:10.
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CIRCULAR Nº 194-2013

 

 

Asunto:   “Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO”.-

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES 

QUE TRAMITAN MATERIA PENAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 100-13, celebrada el 24 de octubre de 2013, artículo LIII, aprobó el siguiente “Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO”, cuyo texto literalmente dice:

 

“Protocolo para la acreditación de la idoneidad 

de intérpretes judiciales de LESCO

 

Justificación

 

  Dentro de los diversos escenarios de la vida en sociedad, la necesidad de ejercitar sus derechos, no es ajena a la población sorda. No obstante, el acceso a los instrumentos y mecanismos que los garanticen, y la exigibilidad de estos ante la administración de justicia, se ve entorpecido por las barreras de comunicación e información, a las que se enfrenta frecuentemente este grupo.  

 

  Una de las obligaciones impostergables de los Poderes Judiciales, es garantizarle a las y los ciudadanos (as) en general, acceder a la justicia sin discriminación alguna. En el caso de la población sorda para lograrlo, es necesario asegurar canales de comunicación efectivos y eficaces, que les permitan conocer sus derechos, los mecanismos para accederlos, los servicios que ofrece la institución, procedimientos, resoluciones y cualquier otra información necesaria, para una adecuada interacción con la administración de justicia.

 

  La aprobación de políticas institucionales sobre acceso al a justicia,[1] para personas en condición de vulnerabilidad, así como la producción de directrices, lineamientos y circulares específicas de la materia, junto con la creación de instancias judiciales para su ejecución, evaluación y monitoreo, reflejan el compromiso del Poder Judicial para la eliminación de barreras y consecuentemente, el mejoramiento de la administración de justicia.


 

El sistema judicial como garante de la aplicación de los derechos fundamentales, asumió el compromiso de velar por la correcta atención, de las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, reconociendo que estos grupos enfrentan mayores obstáculos, para acceder al sistema de justicia en procura de la tutela de sus derechos. 

 

La fidelidad a este compromiso, sumada a la obligatoriedad legal de respetar los preceptos establecidos en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuya filosofía se fundamenta en la adopción de un modelo de la discapacidad, basado en el modelo social y de derechos humanos, contribuye a promover la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad auditiva y la cohesión social.

 

No obstante los esfuerzos realizados hasta ahora, es indispensable la promoción de nuevas políticas públicas que garanticen, con mayor eficacia la salvaguarda de derechos y la incorporación de perspectivas novedosas, para mejorar  el acceso a la justicia de la comunidad sorda; que orienten el trabajo cotidiano de los (as) operadores (as) del sistema judicial. Igualmente, es imprescindible proveer recursos  y herramientas que optimicen la gestión judicial.

 

El acceso a la justicia es un derecho fundamental (artículo 41 de la Constitución Política), asimismo, es un derecho instrumental y como tal hace posible la exigibilidad, de todos los derechos que asisten a la población con discapacidad. De ahí la importancia de asegurar canales de comunicación efectivos, que faciliten a las personas sordas la comprensión, en todas las actuaciones judiciales en las que participen, 

 

El convencimiento institucional de que el único camino de cara al mejoramiento del servicio, es la humanización de la justicia, se constituyen en el telón de fondo para que el Poder Judicial, garantice la satisfacción de los requerimientos particulares de las poblaciones, que exigen una atención especial y diferenciada, en este caso las personas con discapacidad auditiva.

 

Por otra parte, la comunidad de sordos de Costa Rica - no obstante-  reconoce los esfuerzos realizados para la reducción de barreras que enfrenta su grupo poblacional, ha emplazado al Poder Judicial para resolver a la brevedad, la dificultad originada en la carencia de intérpretes idóneos (as), para la interpretación en audiencias y diligencias judiciales, o en cualquier otro acto judicial que se necesite, en las que se requiere por seguridad jurídica, eliminar cualquier margen de error en la comunicación.  La seguridad jurídica, el principio de defensa, el principio de igualdad ante la ley, el principio de no discriminación, entre otros, forman parte de las garantías constitucionales que debe tener toda persona, cuando se enfrenta a la administración de justicia y la falta de personas intérpretes idóneas y calificadas, sin duda incide en las posibilidades de concretización de estos principios y garantías constitucionales.  

 

Aunado a lo anterior, se ha evidenciado inopia de intérpretes, pues hasta ahora la mayoría no cuenta con el  perfil necesario, para ejercer la función en sede judicial, ni existe en el país un ente certificador que garantice su idoneidad; por lo que se han presentado cuestionamientos en relación con las personas intérpretes judiciales inscritas para actuar judicialmente, lo que torna más compleja  la situación y hace más urgente la atención a corto plazo de la problemática, para asegurar una interpretación de calidad; por lo que un propósito adicional que se puede lograr con el Protocolo, es motivar a otras personas para que tomando en cuenta el perfil definido, se formen como intérpretes judiciales. 

 

Ante las vicisitudes que se presentan en la práctica de la interpretación, el Poder Judicial requiere definir las pautas que permitan la contratación de personas idóneas, para el ejercicio de esta profesión, asegurando así un servicio de calidad a las personas sordas, ello en estricto apego a la doctrina de los derechos humanos, instrumentos internacionales y nacionales, entre ellos la Ley 9049[2], Ley de Reconocimiento del Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como lengua materna; que señala en su artículo segundo, la obligación de las entidades públicas y privadas, de garantizar el derecho de las personas sordas y con sordo ceguera, a usar la lengua de señas costarricense, para hacer efectivo el ejercicio de sus derechos y libertades constitucionales.

 

Ahora bien, dada la complejidad propia del ámbito judicial, el (la) intérprete de LESCO que intervenga en un proceso judicial, debe conocer los aspectos fundamentales de la administración de justicia, y contar con un buen manejo del vocabulario específico, tanto en español como en LESCO, puesto que su función primordial es asegurar niveles óptimos de comunicación e información de calidad. De ahí los esfuerzos que realiza la institución en este campo, incluyendo la creación de este Protocolo para la idoneidad de interpretes judiciales en LESCO

 

Marco conceptual y jurídico

 

Para comprender la necesidad que tiene el Poder Judicial, de contar con personas intérpretes de LESCO,  que participen en audiencias y actos judiciales, es importante describir el desarrollo de la lengua de señas y de la labor de interpretación. 

 

La comunicación es inherente al ser humano, por tanto, el uso de diversas formas comunicativas muestra en esencia la necesidad de interactuar socialmente, para la  construcción de vínculos entre los individuos.

 

Dentro de la diversidad de lenguajes que las personas han utilizado a través de la historia, el uso de señas se considera uno de los más antiguos; incluso más que la misma lengua oral, base de la comunicación humana.

 

Es difícil ubicar el nacimiento del uso de señas en un lugar determinado, existe más bien una razón común para utilizarla: la comunicación entre grupos de personas que de otra forma no hubiesen podido interrelacionarse, es decir grupos de personas sordas entre sí y con personas oyentes.

 

Es bastante probable que la Lengua de Señas Costarricense tal y como se conoce en la actualidad, se haya originado a partir de una mezcla entre la lengua de señas española y señas autóctonas de Costa Rica, producto de viajes de estudio que se realizaban las personas sordas a España.

 

A partir de 1940 año en que se crea la Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güel, se da un desarrollo importante de esta lengua, al facilitarse la interacción de jóvenes alumnos (as) que comparten socialmente en los recreos y se comunican mediante señas. Con el pasar del tiempo la lengua continúa evolucionando, y nacen nuevas señas que produce la comunidad sorda al concentrarse a departir en locales comerciales en San José y en parques en las cabeceras de provincia.[3]

 

Lógicamente con el surgimiento de la lengua de señas, nace la necesidad de la interpretación cuyo objetivo es ofrecer al (la) usuario (a) de ese servicio, principalmente la persona sorda pero también la oyente, el acceso a la información facilitando la comunicación en ambos sentidos, con ello en el ámbito judicial se propicia el acceso a la justicia y el ejercicio de los derechos de esta población.

 

En el caso de la interpretación en lengua de señas, el papel de un (a) intérprete con formación profesional adquirida a través de una instancia educativa superior, es novedoso pues hasta hace poco tiempo se ofrece la interpretación como carrera técnica en la Universidad de Costa Rica, dentro del programa de extensión docente PROGRESO (Programa regional para la sordera), no obstante, actualmente persiste en el ejercicio de esta labor, la práctica que realizan familiares o amistades de personas sordas, de realizar la interpretación como un apoyo no profesional, lo cual puede originar conflictos desde el punto de vista lingüístico, cultural o de ética profesional, puesto que esta interpretación surge de la familiaridad y la buena voluntad de los sectores implicados.

 

  Tratándose de acceso a la justicia para la población sorda en Costa Rica, el Poder Judicial debe asegurarse de realizar los ajustes razonables pertinentes, por tal razón es menester que la persona con discapacidad auditiva, cuente con los servicios adecuados de interpretación y con los equipos de apoyo necesarios. La comunicación en este sentido no se limita a la lengua de señas, también es necesario el conocimiento amplio y profundo sobre la discapacidad auditiva y sobre lo que ella implica en el campo de la comunicación social.

 


            Por otra parte, la Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad[4], ratificada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica, mediante la promulgación de la Ley No. 8661 del año 2008, marca un hito al reconocer explícitamente el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones (artículo 13). El modelo social y de derechos humanos, nuevo paradigma en el que se fundamenta este instrumento, propugna la autonomía de las personas con discapacidad, y establece la obligación de  asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, sin discriminación alguna.

 

            En el artículo segundo reconoce la lengua de señas al establecer que: “Por lenguaje se entenderá tanto el lenguaje oral, como la lengua de señas y otras formas de comunicación no verbal (…)”.

 

            Las obligaciones derivadas del artículo 13 citado, incluyen los ajustes de procedimientos - que pueden ser adecuados a la edad - para asegurar el desempeño de las personas con discapacidad, cuando actúan directa o indirectamente en los procedimientos judiciales, en las diferentes etapas y cualquiera sea su condición.

 

            Esta Convención también señala que los Estados asegurarán que las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, no se vean privadas de su libertad en forma arbitraria o ilegal y “que la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una privación de libertad” (artículo 14). 

            


            En igual sentido se encuentra fundamento legal, en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad[5] Ley N° 7948-1999, que en su artículo primero párrafo segundo establece: “a) El término “discriminación contra las personas con discapacidad” significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.”

 

            En síntesis, la discapacidad no puede ser una limitante dentro del proceso judicial, por lo que la intervención de la persona intérprete en LESCO, asegura el respeto a las garantías legales y constitucionales, a través del ejercicio del debido proceso,  en toda actuación judicial.

 


En concordancia entonces con el marco jurídico establecido a partir de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad y su Reglamento[6], las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, la Política de Igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial, el Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial[7] y demás normativa institucional; todos ellos instrumentos que promueven la equidad en el trato, la no discriminación y el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad y en el caso particular de las personas sordas; el Poder Judicial garante de la aplicación de los derechos de esta población y para asegurar plenamente su goce, adopta el Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO.
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Propósito

 

            El Protocolo en sí mismo se constituye en una herramienta que permite a las autoridades judiciales por medio de las instancias administrativas correspondientes y a partir del diseño y aprobación de un perfil idóneo, proveer a las personas usuarias del sistema de justicia de intérpretes cuya formación garantice, a las personas con discapacidad auditiva, la eliminación de barreras comunicativas y de información, para el acceso a la justicia en igualdad de condiciones que la población en general, a partir del reconocimiento y respeto de la diversidad, propiciando asimismo el mecanismo adecuado para que la interpretación se realice con profesionalismo, de manera ética e imparcial, asegurando un tratamiento digno a esta población.

 

            La aplicación de este Protocolo garantiza al Poder Judicial de Costa Rica,  que las personas profesionales en interpretación, poseen las competencias necesarias para asistir a las personas sordas, en todas las actuaciones judiciales (incluyendo conciliaciones y arbitrajes) en que participen cualquiera sea su rol como sujeto procesal. 

 

Personas beneficiarias y destinatarias

 

Son personas beneficiarias de este Protocolo, las que integran la comunidad sorda y que interactúan en el sistema judicial, para hacer efectivo el ejercicio de sus derechos.

 

Asimismo, se define como personas destinatarias de este instrumento, a las personas intérpretes de la Lengua de Señas Costarricense inscritas en el Poder Judicial, para actuar como intérpretes en audiencias o diligencias judiciales, y a las (os) funcionarias (os) judiciales, en lo que les competa.


Principios Orientadores[8]

 

Al hablar de principios y su aplicación a situaciones concretas, es importante y además necesario considerarlos en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan para otorgar a las personas destinatarias, la protección requerida según sean sus especiales circunstancias. 

 

A ninguno de ellos debe atribuirse un valor mayor, cada uno cumple una función específica, que requiere considerarse integralmente y en relación directa, con otras áreas susceptibles de protección, para asegurar su aplicación armónica en aras de lograr una postura respetuosa de los derechos humanos de las personas destinatarias.

 

Para los efectos de este protocolo y sin perjuicio de no ser una lista taxativa, se citan los siguientes principios: 

 

No discriminación por razones de discapacidad

 

El principio promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales. 

 

El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación para las personas sordas, en su relación con la institución.

 

No violencia

 

Constituye un acto de violencia, invisibilizar e ignorar las necesidades de las personas con discapacidad auditiva. Por ello la institución debe ejecutar acciones para erradicarlas. Se debe promover la eliminación de malas prácticas, prevenir que se presenten en el futuro y sancionar en caso de que persistan. La interpretación en LESCO es indispensable para reconocer y solventar las necesidades de las personas con discapacidad auditiva. 

 

No revictimización

 

La revictimización consiste en acciones u omisiones, que contribuyen al detrimento del estado físico, mental y/o afectivo emocional de la persona víctima, en este caso con discapacidad auditiva. 

 


Con el fin de evitar situaciones revictimizantes[9] el Poder Judicial promoverá la contratación de personas intérpretes judiciales en LESCO idóneas.

 

Igualdad de oportunidades

 

El logro de la igualdad de oportunidades se refiere al proceso mediante el cual los diversos sistemas de la sociedad, el entorno físico, los servicios, las actividades, la información y la documentación se ponen a disposición de todas las personas, especialmente de las personas con discapacidad. Es decir, es un principio que va más allá de la igualdad formal que trata a todas y todos por igual, al valorar sus diferencias.

 

En el ámbito judicial tratándose de personas con discapacidad auditiva, este principio se materializa, mediante acciones que facilitan su interacción con los (as) funcionarios (as) y promueven  un nivel  óptimo de comunicación y acceso a la información, entre otras la contratación de personas intérpretes idóneas en Lengua de Señas Costarricense.

 

Equidad

 

Relacionado con el Principio de Igualdad de Oportunidades que valora las diferencias que caracterizan a los seres humanos, el Principio de Equidad promueve la adopción de acciones individualizadas para que las personas con discapacidad - en este caso auditiva- disfruten del derecho de acceder a la justicia, en iguales condiciones que las demás personas, o bien realizando las adaptaciones que el caso específico requiera. 

 

Respeto a la diversidad

    


Este principio permite evidenciar las diferencias que caracterizan a todas las personas, ya sea en relación con la edad, género, etnia, condición económica, nacionalidad, discapacidad, opción sexual, etc., para asegurar un trato adecuado. Por tanto se deberá garantizar a la persona sorda un (a) intérprete idóneo (a) en Lengua de Señas Costarricense en todas sus variables, considerando los regionalismos, modismos propios del grupo etario, diferencias de género u otras formas de comunicación a las que recurre esta población tales como la comunicación gestual visual o señas naturales.[10]

 

Accesibilidad

 

Si bien este principio se identifica comúnmente con la accesibilidad al entorno físico, promoviendo medidas para la eliminación de barreras arquitectónicas, también incluye la eliminación de barreras que impiden el acceso a la información y la comunicación - dos componentes muy importantes de este principio, para las personas sordas- al interactuar en el entorno judicial. Por esto, los (as) servidores (as) judiciales deben promover que las personas sordas, alcancen niveles óptimos de comunicación y acceso a la información en cualquier ámbito, poniendo a su disposición los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, facilidad de expresión y privacidad mediante una interpretación idónea.

 

Vida independiente

 

Con el fin de que las personas sordas tomen el control de sus acciones y decisiones en el ámbito judicial, es vital que todos los procesos en los que participan sean accesibles, lo que necesariamente requiere el apoyo de un (a) intérprete judicial de LESCO capacitado (a) y que cumpla con un perfil idóneo.

 

Participación conforme a la edad cronológica

 

Este principio promueve un tratamiento respetuoso para las personas con discapacidad, independientemente de su edad. Cada persona debe ser tratada en relación con su edad cronológica - sin menoscabo al respeto que merecen los niños y niñas -  una persona adulta con discapacidad, debe ser tratada como tal, y no como un (a) infante, pues en ese caso se estaría limitando su autonomía. Los (as) intérpretes judiciales deben aplicar este principio y facilitar la participación plena de las personas sordas.

 

Interés superior de la niña, el niño y adolescentes

 

Toda instancia pública o privada y en este caso el Poder Judicial, cuando se trate de una niña, un niño o adolescente con discapacidad auditiva, debe tomar en consideración la condición de persona menor de edad, sujeta a derechos, deberes y responsabilidades, en relación con su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento, comprensión, capacidad de comunicación y demás condiciones personales, así como su entorno socioeconómico y cultural, con el fin de respetar sus derechos. Es indispensable cuando se realiza una interpretación judicial tener en cuenta estas circunstancias.

 

Transversalidad

 

Se trata de considerar todos y cada uno de los ámbitos de organización social, para incorporar las necesidades, aspiraciones y características de las personas, grupos y pueblos. En el caso de las personas con discapacidad auditiva, como partícipes de los procesos judiciales, al transversalizar su perspectiva se logra que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las políticas y programas institucionales, de manera que gocen de los servicios en condición de igualdad y equidad.

 

Integridad e interdependencia

 

Los derechos de las personas con discapacidad auditiva, deben observarse de manera armónica e integrada, con todos los demás principios que conforman el ordenamiento jurídico internacional sobre derechos humanos.  

 

Conceptos

Sordera

 


Condición que presenta una persona que no cuenta con la capacidad de escuchar los sonidos de su ambiente (por ej. el lenguaje oral) y/o ve disminuida, en alguna medida, dicha capacidad.  La sordera es una condición que evita que un individuo reciba sonido en todas o casi todas sus formas, afectando en diversos grados sus habilidades para la comunicación oral.[11] 

 

Desde un punto de vista antropológico, la sordera es vista como una “condición” que identifica a un grupo de personas, desde el desarrollo de una lengua de modalidad visual-gestual (señas), a partir de la cual se crea una identidad y cultura propia del grupo señante.

 

Pérdida auditiva 

 

Se presenta en individuos sordos o anacústicos quienes tienen una limitación auditiva que impide procesar la información lingüística a través del oído, con o sin amplificación; así como a individuos hipoacústicos que tienen una audición suficiente para poder procesar la información lingüística con ayuda de un amplificador (audífono). [12]

 

Contexto lingüístico – cultural 

 

Entorno lingüístico del cual depende el sentido y el valor de una palabra, frase o fragmento considerados, desde la perspectiva de un grupo de personas sordas, que tienen la lengua de señas como su primer idioma.

 

Comunidad Sorda

 


“Se refiere al grupo de personas sordas que usan una lengua de señas y que a partir del uso de la misma, se generan sentimientos de identidad grupal, auto reconocimiento e identificación como sordo”.[13] Dentro de esta perspectiva, la persona Sorda es considerada como un miembro real y potencial de la comunidad sorda, la cual se independiza lingüística y culturalmente de la comunidad mayoritaria oyente, pero se integra económica y contextualmente a la sociedad industrial.

 

Identidad sorda

 

Se refiere al reconocimiento de las personas como sordas y en estrecha relación a su lengua de señas, la historia de sus pares lingüísticos, su comunidad y cultura.[14] 

 

LESCO

 

Lengua materna de la comunidad sorda costarricense.

 

Discapacidad

 


Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.[15]

 

Discriminación por motivos de discapacidad

 


Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar, impedir, anular o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.[16]

 

Ajustes razonables

 

Se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad auditiva el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.

 

Perfil de la persona intérprete de LESCO  

en el Poder Judicial

 

El papel del (la) intérprete de LESCO dentro del ámbito judicial, debe responder a una especialización jurídica de la lengua tanto oral como de señas, ya que los términos a utilizar son particularmente específicos del ámbito legal, y por tanto el (la) intérprete deberá cumplir con requisitos directamente relacionados con ese campo del saber;  además de los propios de la función de interpretación, asegurando así un ejercicio profesional objetivo y fidedigno.

 

En el contexto judicial es importante comprender que el arte de la interpretación, se refiere a la traducción que hace el (la) intérprete, de lo que quiere expresar una persona sorda, durante una audiencia o acto judicial, y de lo que los (as) operadores (a) jurídicos (as) necesitan expresarle. La interpretación debe ajustarse únicamente a lo manifestado por ambas partes, asegurando con certeza la comprensión y garantizando calidad en la información.

 

Por ello, es indispensable para asegurar el respeto de los derechos fundamentales de las personas sordas, facilitar niveles óptimos de comunicación y acceso a la información.  De vital importancia resulta entonces, considerar los requisitos que debe cumplir  el (la) Intérprete de LESCO. 

 

Estos requisitos se fundamentan en los conocimientos y habilidades adquiridos no solo en el ámbito académico,  sino en el bagaje cultural, interacción social y atributos éticos de la personalidad de los y las intérpretes de LESCO.

 

Habilidades


Lingüística[17]

 

La persona intérprete debe poseer habilidad para utilizar correctamente los códigos, la estructura y reglas gramaticales propias de la lengua de señas y la lengua oral castellana.

 

El (la) intérprete de LESCO requiere contar con un amplio vocabulario, tanto en la  lengua oral como en lengua de señas, con el propósito de ofrecer una interpretación apegada a los términos a interpretar; pero más allá de ello es parte de su función, demostrar una apropiada construcción gramatical del mensaje en ambas lenguas, al trasladar las representaciones abstractas que vienen contenidas dentro de un mensaje, y que sin duda son importantes en cualquier escenario, pero que se vuelven vitales en la interpretación judicial.

 

Asimismo, es conveniente poseer conocimientos a nivel de vocabulario jurídico y su significado, tanto en la lengua castellana como en la LESCO,  para responder a una interpretación acorde con las vicisitudes de la materia judicial.

 

Socio- lingüística

 

El (la) intérprete debe dominar y demostrar variedad lingüística de la lengua de señas, para alcanzar una interacción óptima con personas nativas de LESCO, personas sordas cuya primera lengua es el español, personas sordas bilingües, personas sordas usuarias de señas naturales, etc.

 

Debe poseer habilidad para comprender la LESCO con acentos regionales o locales y las expresiones propias de las provincias. Asimismo las señas propias de diversos grupos como es el caso niñas, niños, adolescentes, u otros.

 

Traslativa 

 

La interpretación es un proceso mental de alta complejidad, en el que participan diferentes niveles de análisis, sobre la información recibida: vocabulario, estructura de las palabras, coordinación y unión de las palabras para formar oraciones, sonido de la voz,  contexto socio-lingüístico y cultural. 

 

Por tal razón, el (la) intérprete debe tener la habilidad de trasladar la información recibida rápidamente, de la lengua de señas a la oral y viceversa, con la mayor fidelidad posible.

 

Este proceso de traslado de la información implica, capacidad de atención para escuchar y luego signar el mensaje, y en el mismo sentido, capacidad de concentración para  observar y comprender las señas, y trasladar el mensaje a la lengua oral.

 

Tecnológica

 

Debe conocer y saber utilizar los recursos tecnológicos e innovar para garantizar el acceso a la información que sea necesaria para desarrollar el servicio de interpretación.

 

Vocación de servicio

 

Debe tener la suficiente sensibilidad para comprender, que las personas sordas y oyentes son usuarias de sus servicios, esto implica una vocación permanente de servicio, comprensión de sus requerimientos y solución de las necesidades de interpretación, bajo los estándares de calidad establecidos.

 

Capacidad de adaptación

 

La persona intérprete debe estar en posibilidad de trascender las barreras culturales, tanto de la comunidad sorda, como de las personas oyentes; debe ser capaz de trasladar la información respetando la cultura lingüística de ambas poblaciones, sin eliminar los elementos que les caracterizan.

 

Sinergia

 

Es importante en el (la) intérprete, la capacidad de sumar sus esfuerzos, a los de profesionales de distintas disciplinas que intervienen en las audiencias y procesos judiciales, con el fin de que la persona sorda usuaria, reciba una atención integral que cubra sus necesidades y en resguardo de sus derechos.

 

Iniciativa

 

Se refiere a la capacidad para responder con rapidez, eficiencia y eficacia, ante nuevos requerimientos dentro del plano de la interpretación,  y en relación con la forma de  encontrar la transmisión  idónea de un mensaje, independientemente de su complejidad.

 

Perfil por competencias de la persona intérprete judicial de LESCO

 


Una vez determinadas las habilidades básicas que debe poseer una persona intérprete, se procede a establecer los requisitos[18] mínimos que el Poder Judicial de Costa Rica, estima indispensables para contratar a los y las intérpretes de Lengua de Señas Costarricense, que prestarán sus servicios en la institución, para participar en todo actuación judicial en la que sean requeridos (as), a partir del establecimiento de un perfil por competencias.

 

 

 

 

 

1.      Identificación del perfil

 

 

		 

		 

		 



		1.   Nombre del Cargo

		Intérprete judicial de LESCO 

		



		2.   Departamento que designa, contrata  y remueve

		Dirección Ejecutiva

		



		3.   Tipo de interviniente

		Intérprete neutral

		



		4.   Supervisión durante la prestación del servicio

		Jefatura del despacho

		



		5.   Tipo de contratación

		Contrato por servicios profesionales

		





 

2.      Contexto propio

 

		 

		 



		En cumplimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Costa Rica mediante Ley N° 8661-2008, la participación de un (a) intérprete judicial en los procesos, procedimientos o actuaciones judiciales, es indispensable para asegurar el respeto de los derechos fundamentales de las personas sordas, para así facilitar niveles óptimos de comunicación y acceso a la información.  

 

Los requisitos que debe cumplir el (la) Intérprete de LESCO, se fundamentan en los conocimientos y habilidades adquiridos no solo en el ámbito académico,  sino en el bagaje cultural, interacción social y atributos éticos de la personalidad de los y las intérpretes de LESCO.

		





 

 

3.      Objetivos de la función de interpretación

 

		 

		 



		1.      Garantizar mediante el ejercicio eficiente y eficaz de la función interpretativa, que la comunicación entre las personas sordas y otras personas que intervienen en los procesos, procedimientos o actuaciones judiciales, se produzca sin vulneración alguna a los derechos humanos de esta población.

 

2.      Asegurar que la información requerida por las personas sordas, sea suministrada y comprendida a cabalidad, para alcanzar un nivel de certeza óptimo en la comprensión.

		





 

 

 

4.-Requisitos mínimos

 

		 

		 

		 



		1.         Título requerido

		Título de conclusión de educación diversificada.

Título de Intérprete en Lengua de Señas Costarricense, otorgado por el Programa PROGRESO de la Universidad de Costa Rica.[19]

 


		



		2. Certificación de competencias

		Otorgada por el ente certificador. [20]

 

		



		3. Experiencia

		Dos años de experiencia en interpretación, debidamente comprobada.

		



		4. Estudios específicos

		Curso Jurídico para Intérpretes de la Lengua de Señas Costarricense.[21]

 


		



		5.-Conocimientos específicos (dominio)

		Lengua de Señas Costarricense y de la cultura de las personas sorda.

Español

Cultura de las personas oyentes.

Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO. 

Comunicación gestual visual.

		



		6.- Tecnologías de la información

		Manejo internet a nivel usuario

		





 

 

 

 

 

5. Requisitos deseables

 

		 

		 

		 



		1.      Título 

		Carrera Técnica

		



		2.- Título 

		 

Carrera Universitaria

		



		     3.- Titulo

		 

Cursos de formación complementaria

		





 

 

6.      Competencias de la persona intérprete

 

		TAREAS

		HABILIDADES

		CONOCIMIENTOS 

		VALORES



		Facilitar a través de la interpretación la comunicación entre las personas sordas y cualquier otro sujeto procesal. 

		Habilidades

 

-          Lingüísticas

-          Socio-lingüísticas

-          Traslativas

-          Tecnológicas

-          Vocación de servicio

-          Capacidad de adaptación

-          Sinérgicas

-         Iniciativa 

-         Comunicación efectiva

-         Capacidad de trasmitir el tono e intencionalidad del mensaje de la misma forma en que fue emitido

-         Expresión corporal

-          Capacidad de establecer, mantener y recuperar el contacto visual 

-          Uso del espacio 

-          Capacidad de atención concentración en todas variables

-          Capacidad para detectar la variabilidad de características comunicativas individuales de la persona sorda.

-          Capacidad de autoevaluar si él o ella como interprete esta en condiciones de solventar  las características comunicativas de la persona sorda

 

 

 

		Dominio (fluidez y claridad) de:

-          Lengua de Señas Costarricense (acreditación de haber alcanzado el nivel más avanzado de LESCO disponible en el país)

-          Cultura de las personas sordas. 

-          Español: escrito y oral

-          Estructura gramatical en español y LESCO

-          Cultura de las personas oyentes.

-          Cultura general 

-          Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO (básicas)

-          Comunicación gestual visual.

-          Articulación clara y visible de las palabras que permita diferenciar palabras que son sinónimo.

-          Teoría de la comunicación 

-          Formas de llamar la atención de una persona Sorda 

-          Uso del espacio

-          Código de vestimenta

-Conocimiento básico de las diferentes instancias y servicios judiciales y el rol de cada sujeto procesal.[22]

		- Confidencialidad

- Objetividad

- Puntualidad 

- Responsabilidad:

-actualización 

-Cumplimiento estricto de la norma institucional e indicaciones del (la) servidor (a) judicial a cargo de la actuación.

- Fidelidad en la trasmisión del mensaje a ambas lenguas

- Capacidad de escuchas y aceptar criticas 

- Neutralidad

- Imparcialidad



		TAREAS

		HABILIDADES

		CONOCIMIENTOS 

		VALORES



		Asegurar que la información requerida por las personas sordas, sea suministrada y comprendida a cabalidad

		Habilidades

-          Lingüísticas

-          Socio-Lingüísticas

-          Traslativas

-          Tecnológicas

-          Buena articulación

-          Capacidad de adaptación

-          Sinérgicas

-          Iniciativa

-          Memoria a corto y larga plazo en el ejercicio de la interpretación

-          Capacidad atencional

-          En las diversas formas de la interpretación tanto en Lengua de señas como en interpretación oral.

-          Selección adecuada de los términos a interpretar según el perfil de la persona usuaria

-          Monitoreo

-          Versatilidad

-          Fluidez en la LESCO y el español

		Conocimientos 

Dominio de:

-Lengua de Señas Costarricense y de la cultura de las personas sorda.

-Español

-Cultura de las personas oyentes.

-Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO. 

-Comunicación gestual visual. 

-Generalidades del vocabulario legal y de los procesos.

 

		Valores 

- Vocación de servicio 

- Confidencialidad

- Imparcialidad

- Fidelidad del mensaje

- Flexibilidad

-Actualización      continua

- Empatía

- Respeto a la diversidad

- Discreción

- Objetividad

- Neutralidad

- Vocación de servicio





 

 


Ética en la interpretación judicial[23]

 

Este enunciado se refiere a aspectos íntimamente ligados al proceso de interpretación, que complementan los requisitos y definen en mayor medida, la idoneidad de las personas intérpretes, para una adecuada interpretación y salvaguarda de sus derechos.

 

En el se regula una gama importante de temas, que sumados a los conocimientos de LESCO e interpretación gestual visual, facilitarán que se brinde un servicio de calidad para las personas sordas usuarias de los servicios judiciales.

 

Confidencialidad

 

Es deber de la persona intérprete guardar absoluta confidencialidad, con respecto a la información que sea de su conocimiento en función de la labor que desempeña, sea que se imponga de ella en forma verbal, documental o por cualquier otro medio. La información, que además de otros aspectos, puede incluir datos relacionados con las personas involucradas;  por ningún motivo podrá ser utilizada en favor suyo o de terceras personas

 

Fidelidad en la interpretación

 

La persona intérprete está obligada a transmitir fielmente, el contenido del mensaje en ambos sentidos; deberá interpretar en LESCO lo que manifiestan las autoridades judiciales, u otras personas que participan en la audiencia,  proceso judicial  o conciliación y de igual manera, deberá interpretar lo expresado por la persona sorda, sin agregar ningún juicio de valor. 

 

Imparcialidad

 

Está absolutamente prohibido para la personas intérprete, emitir juicios de valor, mientras realiza su labor, la misma regla aplica en caso de tener contacto previo con la (s) persona (s) sorda (s). Es su deber abstenerse de realizar comentarios personales, opinar, aconsejar, manipular, modificar el mensaje o tomar partido. 

 

El deber de imparcialidad implica además, abstenerse de anteponer sus creencias religiosas, políticas, convicciones, estado anímico, preferencia sexual, intereses personales, comerciales o profesionales.

 

Es prohibido que una persona intérprete realice esta labor, en caso que existan lazos  consanguíneos o por afinidad con la persona sorda, que puedan comprometer su imparcialidad. 

 

Respeto

 

El (la) intérprete debe mostrar respeto por los valores, creencias y costumbre de las personas sordas, aun cuando no los comparta; este es un requisito indispensable para el ejercicio adecuado de su labor.

 

Privacidad

 

No está permitido al (la) intérprete hacerse acompañar de terceras personas que interfieran en su labor, y en la privacidad inherente a esta. Se hace la salvedad en caso de requerirse la participación de otra persona intérprete en el mismo acto, o del acompañamiento de un (a) intérprete en formación. En este caso previamente a realizarse la diligencia deberá presentar el documento idóneo que acredite su condición. En ambas situaciones deberá contarse con el consentimiento de la persona sorda y de la autoridad judicial, la autorización mencionada también deberá otorgarse con anterioridad.

 

Normas de conducta

 

La persona intérprete tiene absolutamente prohibido, presentarse a realizar su función en estado de ebriedad, o bajo los efectos de cualquier otra sustancia que afecte sus capacidades.

 

Bajo ninguna circunstancia asumirá el  (la) intérprete, conductas discriminatorias que afecten la dignidad de la persona sorda. En todo momento deberá mostrar respeto por las diferencias basadas en la etnia, nacionalidad, edad, sexo, género, diversidad sexual, discapacidad, religión, condición económica, escolaridad, y cualquier otro aspecto que caracterice a las personas usuarias del servicio.

 

Puntualidad

 

El (la) intérprete deberá presentarse al acto para el cual haya sido contratado (a), con suficiente anticipación. Entiéndase para todos los efectos, su obligación de apersonarse con no menos de quince minutos de antelación, de la hora programada.

 

Presentación personal

 


La vestimenta de la persona Intérprete de LESCO, cuando participa en audiencias judiciales, deberá ajustarse a la normativa[24] establecida por la institución, para los (as) funcionarios (as) judiciales. Es recomendable además que esta sea sobria en cuanto al uso de colores y diseños (evitar el uso de colores fuertes, rayas, diseños llamativos), que podrían causar distracción y dificultar la emisión y comprensión de la información de una lengua a la otra.

Es recomendable que las uñas se encuentren al natural, en caso de estar pintadas el diseño y el color debe ser discreto, con el fin de no interferir con la comunicación, pues se constituyen en un estímulo visual que distrae en relación con el mensaje que se desea transmitir.

 

Responsabilidad del (la) 

intérprete judicial de LESCO

 

 

  Es importante, para garantizar la mayor efectividad, que el (la) intérprete conozca el contexto psicosocial, en el cual se desenvuelve  la persona sorda y cualquier rasgo de su personalidad relevante para comunicación más efectiva; así como las circunstancias en las que se originaron los hechos. Esto le permitirá prepararse adecuadamente para la entrevista.

 

 

Información 

 

  Cuando la persona con discapacidad auditiva participe en una actuación judicial, cualquiera sea su condición, será responsabilidad del (la)  intérprete judicial de LESCO - sin perjuicio de que esta lista no sea exhaustiva- asegurar que mediante su interpretación comprenda con claridad:

 

		Ø      La naturaleza de la actuación judicial o de conciliación en la que va a participar en un lenguaje claro y sencillo.

 



		Ø      Las circunstancias de su participación  dentro de dicha actuación.

 



		Ø      El nombre y ubicación de las instituciones que le pueden asistir si lo requiere, incluyendo la asistencia psicológica.

 



		Ø      La función que desempeña el (la) Fiscal en un proceso judicial.

 



		Ø      La función que desempeña el (la) Defensor (a) en un proceso judicial.

 



		Ø      La función que desempeña el (la) Juez (a) en un proceso judicial o  Conciliador (a).

 



		Ø      El tipo de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales o de conciliación.

 



		Ø      Los derechos que le amparan en el seno del proceso.

 



		Ø      La posibilidad de obtener asistencia técnico-jurídica gratuita, en los casos en los que corresponda.

 





 

Interrogatorio 

 

Con el fin de asegurar niveles efectivos de comunicación, la persona intérprete deberá, explicar a los (as) diferentes sujetos procesales o intervinientes en la conciliación, aspectos básicos sobre la labor de la interpretación, y los requerimientos que esta función conlleva, para asegurar el respeto de los derechos de las personas con discapacidad auditiva, y la calidad del servicio.

 

		 

		 



		Ø      Durante las entrevistas a la persona sorda, los (as) operadores (as) jurídicos (as) deben utilizar lenguaje con estructura simple y vocabulario sencillo, para facilitar la labor interpretativa, asimismo, para asegurar la comprensión y comunicación de las personas sordas.

		



		Ø      La importancia de realizar preguntas claras y directas, que tomen en cuenta la edad, el nivel de instrucción, el nivel de comunicación que alcanza la persona sorda, y sus condiciones socioculturales. En caso de que una pregunta esté compuesta por varias preguntas, éstas deben desagregarse y hacerse de una en una.

		



		Ø      La necesidad que tienen los (las) funcionarios (as) judiciales de asegurarse, que la persona sorda comprende las preguntas y la naturaleza del acto, así como también sus consecuencias jurídicas, ya que de ello depende que no se violen sus derechos fundamentales, ni se produzcan situaciones discriminatorias.

		





 

Audiencia Oral

 

            Aunado a la responsabilidad del (la) intérprete, de realizar su labor en estricto apego a las obligaciones profesionales que le competen y los lineamientos establecidos en este Protocolo, debe asegurarse de informar a la persona sorda usuaria de sus servicios, todos aquellos aspectos relevantes, relacionados con el desarrollo de la actividad judicial, en una sala de juicio:

 

 

		Ø      Previo al ingreso a la sala le informará a la persona sorda, la disposición de la misma, la ubicación del juez (za), del (la)  conciliador (a), demandantes y demandados (as), de los (as)  fiscales y defensores (as), así como también la ubicación de los (as) testigos o declarantes y del público.

 



		Ø      La ubicación que ocupará en la sala, en su condición de intérprete.

 



		Ø      El lugar que le corresponde ocupar a la persona sorda.

 



		Ø      De manera sencilla y clara la importancia del acto a celebrar.

 



		Ø      Resumidamente, la descripción de cada una de las etapas.

 



		Ø      El comportamiento que debe guardar durante la audiencia.

 



		Ø      En qué momento puede expresarse y la forma en la que podrá hacerlo.

 





 

Frente a la autoridad judicial

 

		Ø       Acudir con puntualidad  al acto procesal. 

 



		Ø       Dirigirse con respeto a la autoridad judicial entendiendo, también  como tal también a los (as) conciliadores (as) judiciales.

 



		Ø       Interpretar con fidelidad omitiendo juicios de valor o comentarios adicionales.

 



		Ø       Si lo requiere, deberá solicitar aclaración sobre cualquier aspecto que se escape a su comprensión, o a la de la persona sorda.

 



		Ø     Guardar absoluta confidencialidad.





 

Pericias médicas y/o psicosociales

 

            Cuando la persona sorda tenga que ser valorada por profesionales de la medicina, trabajadoras (es) sociales y/o psicólogas (os), la asistencia de la persona intérprete será indispensable, para garantizar la fluidez de la comunicación. Tratándose de delitos sexuales, cometidos contra mujeres, niños y niñas, quien realice la función interpretativa, deberá ser mujer, salvo mejor criterio de la persona interesada. Asimismo, es su responsabilidad asegurarse que la persona sorda comprende, las condiciones en las cuales otorga su consentimiento y las implicaciones que tiene, para que se le practique un examen, prueba o valoración. Es de especial importancia explicarle que tratándose de una pericia médico forense no rige la confidencialidad, por tanto la información obtenida en la pericia será reflejada en el informe pericial y el perito rendirá testimonio en audiencia pública sobre los puntos, salvo que se indique la reserva por orden judicial de la actuación en cuyo caso el público será retirado de la audiencia, quedando sólo los intervinientes.

 

            En relación con la responsabilidad de la persona intérprete, aplican todas las señaladas en el apartado correspondiente, así como los demás deberes detallados en todo el Protocolo.
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[4] Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo. Naciones Unidas, Asamblea General, 2006. HYPERLINK \l "_ftnref4" 


 HYPERLINK \l "_ftnref4" 


 HYPERLINK \l "_ftnref4" 
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[6] Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad, Ley No. 7600, Costa Rica, 1996. HYPERLINK \l "_ftnref6" 
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[7] Aprobado por la Corte Plena en la sesión N° 10-12, celebrada el 12 de marzo de 2012, artículo XI. HYPERLINK \l "_ftnref7" 
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[8] Los principios citados en este documento responden a una adaptación particular en relación con  las personas sordas, de los principios universales contenidos en documentos internacionales, entre ellos: Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, Resolución 48/96 aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. Organización de Estados Americanos, Asamblea General, 1999. Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, convención de Belem do Para, Organización de Estados Americanos, 1994.
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[9] “Aquellos sufrimientos que a las víctimas, a los testigos y mayormente a los sujetos pasivos de un delito les infieren las instituciones más o menos directamente encargadas de hacer justicia: policías, jueces, peritos, criminólogos, funcionarios de instituciones penitenciarias.” MAZA MARTÍN (José Manuel). Artículo “Algunas consideraciones Criminológicas de interés judicial sobre la víctima del delito”, en Antología “Victima y Proceso Penal Costarricense”, Issa El Khoury Henry. Escuela Judicial, Poder Judicial. San José, Costa Rica. 2000. p.271 HYPERLINK \l "_ftnref9" 
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[10] Por tanto si la persona  intérprete asignada evidencia dificultades de comunicación en una de dichas variables, es su responsabilidad hacerlo saber a la autoridad judicial para que se asigne al (la) usuario (a) sordo (a) un (a) intérprete que conociendo sus habilidades comunicativas, pueda trasladar fielmente la información en ambas vías, para ello es posible en estas circunstancias contar con el apoyo de un i(a) intérprete sordo (a), poniendo de este modo en ejercicio la interpretación consecutiva.

·                      
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[11]  ORAL DEAF 2009. HYPERLINK \l "_ftnref11" 
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[12] Shea y Bauer (2000: 267) HYPERLINK \l "_ftnref12" 
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[13] Robert E. Johnson, Maria Ignacia Massone (1991) Sistema para la Descripcion Fonética de la Lengua de Señas Argentina. . In Lengua de Senas Argentina: Analysis y Vocabulario Bilingue.  HYPERLINK "http://www.mendeley.com/research/sistema-para-la-descripcion-fonetica-la-lengua-senas-argentina/" \o "Sistema para la Descripcion Fonetica de la Lengua de Senas Argentina.  " 
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[14] Federación Mundial de Sordos 2007

[15] Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo. Artículo 1, párrafo segundo. Naciones Unidas, Asamblea General, 2006.

[16] Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. Organización de Estados Americanos, Asamblea General, 1999.

[17] Ciencia del lenguaje. Diccionario de la Real Academia Española.

[18]  Estos requisitos podrán ser modificados por el Poder Judicial cuando lo estime pertinente, siempre en función de asegurar los derechos fundamentales de las personas con discapacidad auditiva.
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[19] En la actualidad Progreso de la Universidad de Costa Rica, es el único programa a nivel nacional que otorga el título de intérprete. De existir a futuro otras Universidades que incluyan en su currículo, un curso equiparable por medio del CONESUP, podrán también certificar. HYPERLINK \l "_ftnref19" 
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[20] Se refiere a la certificación de la formación por medio de enseñanza no reglada. Este requisito rige a partir de la creación del ente certificador en el año 2014. HYPERLINK \l "_ftnref20" 
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[21] Este curso tiene como objetivo capacitar a las personas intérpretes de Lengua de Señas Costarricense, en la terminología jurídica necesaria, para realizar una interpretación fidedigna en las audiencias judiciales, asimismo, capacitarles en temas procesales básicos, éticos y administrativos importantes para el desempeño de su función.

[22] Este conocimiento no implica que el (la) intérprete brinde orientación jurídica que es competencia de otros (as) funcionarios (as).

[23] Para la construcción de este apartado se tomó como modelo el documento: Código de Conducta Profesional para los Intérpretes de la Lengua de Señas Mexicana, Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS), México.

 

[24]  Consejo Superior, Circular No. 185-2012, Reglamento de Vestimenta para las personas que laboran en el Poder Judicial, Poder Judicial, Costa Rica. Ver Anexo A.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 215 - 2013


12 de Diciembre del 2013

Fecha de Publicación: 09 de Enero del 2014

Descriptores/Temas: undefined

Documentos citados: Actas - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°215 del 12 de diciembre del 2013


CIRCULAR Nº 215-2013

 

 

Asunto:   Actualización de los montos por infracciones a Ley de Tránsito por Vías Públicas, Terrestres y Seguridad Vial, No 9078, que rigen a partir del 1 de enero de 2014.- 

 

 

A LAS INSTITUCIONES, ABOGADAS, ABOGADOS, 

SERVIDORAS, SERVIDORES JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

            El Consejo Superior en sesión N° 108-13, celebrada el 21 de noviembre de 2013, artículo LXIX, de conformidad con lo que establece el artículo 148 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas, Terrestres y Seguridad Vial, No 9078, acordó comunicarles los nuevos montos correspondientes a las multas por infracciones a esa ley, que regirán a partir del primero de enero de dos mil catorce:  

CUADRO DE MULTAS

LEY 9078-ACTUALIZADO-ENERO 2014

		RT.

INCISO

Ley de Tránsito

		 

CONDUCTA

 

		SANCIÓN

 

 

		MULTA ¢

OCT. 2012

		MULTA ¢

ACTUALIZADA

(4,82%)

		MULTA ¢

RIGEN A PARTIR ENERO 2014 (Redondeada)



		143 a)

		A quien conduzca bajo las influencias de bebidas alcohólicas

		Multa categoría A

		280.000

		293.496

		293.000



		143 b)

		Al conductor que circule a una velocidad superior 140 k.p.h.

		Multa categoría A

		280.000

		293.496

		293.000



		143 c)

		A quien conduzca con licencia vencida

		Multa categoría A

		280.000

		293.496

		293.000



		143 d)

		Al conductor que adelante, curvas, intersecciones, cruces de ferrocarril, puentes, túneles, pasos desnivel, por espaldón, por el costado derecho. 

		Multa categoría A

		280.000

		293.496

		293.000



		143 e)

		Al conductor que invada el carril adjunto que se encuentre separada por una línea de barrera de trazo continuo, a excepción de lo establecido en el artículo 100.

		Multa categoría A

		280.000

		293.496

		293.000



		143 f)

		Al conductor que infrinja la prohibición de giro en U y giro a la izquierda en lugares donde haya señalamiento vertical y horizontal.

		Multa categoría A

		280.000

		293.496

		293.000



		 

		 

		 

		 

		 

		 



		144 a)

		Conductor que permite personas menores de edad sin dispositivo de seguridad, estatura 1.45 mts.

		Multa categoría B

		189.000

		198.110

		198.000



		144 b)

		Conducta vehículo transporte materiales peligrosos. Infringe art. 115.- 

		Multa categoría B

		189.000

		198.110

		198.000



		144 c)

		Al conductor tipo moto y bicimoto permita menores 5 años viajen en el vehículo. Infringen art. 117 inciso e) 

		Multa categoría B

		189.000

		198.110

		198.000



		144 d)

		Conductor irrespeta señal de alto en intersección

		Multa categoría B

		189.000

		198.110

		198.000



		144 e)

		Conductor irrespeta señal de luz roja (excepción 104)

		Multa categoría B

		189.000

		198.110

		198.000



		144 f) 

		Conductor circule un vehículo con placas no le pertenecen, alteradas o falsas

		Multa categoría B

		189.000

		198.110

		198.000



		144 g)

		Conductor circula más 40 k.p.h., sobre el límite establecido

		Multa categoría B

		189.000

		198.110

		198.000



		 

		 

		 

		 

		 

		 



		145 a)

		Conduzca vehículos carga pesada zonas urbanas, suburbanas, no autorizadas por el MOPT.

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 b)

		Conductor que circule con exceso de carga

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 c)

		Conduzca vehículo modificado o adaptados, contravención art.122

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 d)

		Propietario del vehículo ponga circulación sin dispositivos retrorreflectivos exigidos 

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 e)

		Conductor incumpla recorridos y paradas establecidas CTP

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 f)

		Conductor transporte público exceso de pasajeros, establecidas CTP

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 g)

		Conductor transporte público traslade pasajeros área marcada entrada y salida. Contravención art.51 inciso a) 

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 h)

		Conductor circule sin las luces encendidas desde 6 p.m., a las 6 a.m.,  o se dificulte la visibilidad

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 i)

		Conductor grúa o plataforma incumpla disposiciones art. 113

		Multa categoría C

		94.000

		98.531

		99.000



		145 j)

		Propietario taxi no porte taxímetro o bien esté alterado

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 k)

		Conductor taxi que no utilice taxímetro con pasajeros

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 l)

		Conductor adelante valiéndose de vehículos de emergencia

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 m)

		Conductor que circule por las aceras 

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 n)

		Conductor que adelante a otro, detenido frente a zona peatonal

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 ñ)

		Conduce con teléfono móvil o cualquier sistema comunicación. Infringe artículo 126

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 o)

		Conducir sin licencia o permiso temporal sin acompañante

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 p)

		Conduce a una velocidad 25 k.p.h., alrededor de planteles educativos, centros de salud, centros de atención adultos mayores, lugares lleven a cabo actividades masivas.

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 q)

		Conduzca sin cinturón de seguridad

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 r)

		Conductor que permite acompañantes no utilicen cinturón

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 t)

		Conductor permita acompañante no utilice casco

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 u)

		Conducto circule más 30 k.p.h., sobre el límite establecido

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 v)

		Conductor transporte público se niegue a prestar servicio adultos mayores o con discapacidad

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 w)

		Motociclista que adelante en medio de filas a una velocidad superior 25 k.p.h, salvo 108 inciso g)

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 x)

		Conductor circule velocidad inferior a la mínima con el propósito de congestionar o entorpecer el flujo vehicular

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 y)

		Propietario o conductor utilice vehículo para prestar servicio público sin contar con las autorizaciones respectivas

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		145 z)

		Quien circule, estacione y obstruya el derecho de vía ferroviario

		Multa categoría C)

		94.000

		98.531

		99.000



		 

		 

		 

		 

		 

		 



		146 a)

		Al propietario con dispositivo que permita burlar o anular los aparatos de vigilancia de Policía de Tránsito

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 b)

		Conductor irrespeta señal de tránsito fija vertical u horizontal

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 c)

		Conductor incumpla las prioridades de paso, artículo 105 

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 d)

		Conductor incumpla circulación en rotondas, señaladas 106 ROTONDAS 

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 e)

		Conductor incumpla reglas uso carril central establecidas 107

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 f)

		Conductor incumpla requisitos de señalamiento de maniobra ADELANTAMIENTO, inciso c) 108 (luces direccionales para adelantar izquierda)

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 g)

		Conductor incumpla normas de uso luces establecidas 103 por horario o visibilidad

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 h)

		Conductor moto circule sin vestimenta retrorreflectiva 

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 i)

		Conductor infrinja las prohibiciones para circulación art. 122 

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 j)

		Propietario que ponga en circulación vehículo alterado el motor, sistemas inyección, carburación o control de emisión de gases, establecido en su tarje IVE

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 k)

		Taxista o servicio especial en demanda de pasajeros en zonas no autorizadas

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 l)

		Conductor brinde servicio especial de taxi sin el respectivo permiso

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 m) 

		Conductor infrinja maniobra RETROCESO establecido 109

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 n)

		Conductor infrinja normas de estacionamiento art. 110

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 ñ)

		Conductor circule vías cuyo tránsito es restringido conformidad DGIT

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 o)

		Conductor transporte público puertas abiertas durante el recorrido o permita subir o bajar pasajeros en zonas no autorizadas 

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 p)

		Conduzca licencia no apta para el tipo y clase de vehículo conducido

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 q)

		Conductor licencia extranjera por más 3 meses, luego de ingresado al país

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 r)

		Conductor ingrese intersección con luz verde o derecho de vía, si el congestionamiento vial obstruye la libre circulación.

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 s)

		Circular vehículo en la playa, salvo excepción de ley

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 t)

		Conductor servicio público aprovisione combustible con pasajeros

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 u) 

		Ciclista circule vía cuya velocidad sea igual o mayor 80 k.p.h.

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 v)

		Conductor circule a más 20 k.p.h., sobre el límite máximo establecido

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		146 w)

		Propietario ponga circular sin la IVE período correspondiente

		Multa categoría D)

		47.000

		49.265

		49.000



		146 x)

		Propietario ponga circular sin estar al día en el pago de derecho de circulación y seguro obligatorio 

		Multa categoría D

		47.000

		49.265

		49.000



		 

		 

		 

		 

		 

		 



		147 a)

		CONDUCTOR QUE CAUSE LESIONES O DAÑOS EN FORMA CULPOSA. 

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 b)

		Propietario transporte carga limitada circule infringiendo requisitos artículo 112 

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 c)

		Conductor ponga funcionamiento autoparlantes entre 19 horas al as 07 horas, salvo permiso MOPT 

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 d)

		Conductor ponga autoparlantes a 100 metros de clínicas y hospitales, centro de enseñanza e iglesias con actividades

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 e)

		Conductor de tránsito lento a una distancia menor de 50 metros de otro vehículo tránsito lento

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 f)

		Conductor se detenga sobre el señalamiento horizontal, excepto que la señal de alto la visibilidad sea insuficiente para realizar la maniobra de avance

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 g)

		Propietario circule sin los documentos registrales art. 4

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 h)

		Conductor que sujete otro vehículo en marcha

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 i)

		Conductor infrinja normas adelantamiento 108

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 j)

		Conductor no ceda el paso a peatones en sitios señalamiento vial lo indique.

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 k)

		Propietario vehículo ponga en circulación con placas reglamentarias en un sitio distinto al destinado

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 l)

		Conduzca con licencia o permiso temporal de aprendizaje 

		 

		 

		0

		 



		147 m)

		Propietario de vehículo ponga en circulación sin los implementos de seguridad, artículo 36 triángulos, extintor, chaleco, etc.

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 n) 

		Conductor que evada el pago de tasas de peaje o no presente comprobante 

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 ñ)

		Conductor infrinja la restricción vehicular

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 o)

		Conductor utilice bocina y otros dispositivos sonoros para apresurar al conductor del vehículo precedente

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 p)

		Conductor utilice bocina a una distancia menor de 100 metros de hospitales, clínicas, iglesias y centros de enseñanza, siempre que estén desarrollando actividades, los dos últimos

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 q) 

		Conductor que utilice de forma abusiva otras señales sonoras sin causa justificada

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 r)

		Conductor que cause congestionamiento vial al reducir velocidad para observar un accidente o cualquier evento

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 s)

		Conduzca sin placas o con menos de las reglamentarias

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 t)

		Conductor que utilice estacionamientos preferenciales y no cumple las condiciones art. 96

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 u) 

		Propietario ponga circulación cuando sus características físicas inscribibles hayan sido modificadas sin cumplir art. 13

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 v)

		Propietario ponga en circulación en incumplimiento de requisitos establecidos Título II, capítulo I, sección V.

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 w)

		Propietario de transporte público ponga en circulación sin la rotulación exigida

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 x)

		Quien enseñe a conducir bicicletas en vía públicas cuya velocidad autorizada sea superior 40 k.p.h.,

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 y)

		Ciclista que circule en las aceras

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 z)

		Circule en las vías con patinetas, patines y otros vehículo no autorizados, artículo 124

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000



		147 aa)

		Peatón que transite por las vías en contravención a), b), c), d) y e) art. 120 

		Multa categoría E

		20.000

		20.964

		21.000





 

 

San José, 12 de diciembre de 2013.- 

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

Ref.: 10954, 13322-13

Dz
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CIRCULAR Nº 25-2014

 

 

Asunto:      Modificación a la circular N° 181-2012, sobre el “Procedimiento para solicitud y entrega de equipo y mobiliario especial”.-  

 

 

A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión N° 4-14, celebrada el 16 de enero de 2014, artículo II, acordó modificar la circular N° 181-2012, sobre el “Procedimiento para solicitud y entrega de equipo y mobiliario especial”, publicada en el Boletín Judicial N° 219 del 13 de noviembre de 2012, para que en adelante se lea de la siguiente manera:  

 “PROCEDIMIENTO PARA SOLICITUD Y ENTREGA DE EQUIPO 

Y MOBILIARIO ESPECIAL

 1. Para la solicitud de equipo y mobiliario especial,  el servidor o servidora judicial deben remitir la gestión al Área de Salud Ocupacional  en San José  o entregarla a los Profesionales en Salud Ocupacional que laboran en los diferentes Circuitos Judiciales del país en el formulario anexo, el que puede accederse también en la página WEB del Departamento de Personal – Gestión Humana. 

 

2. Junto con la gestión la persona interesada deberá obligatoriamente adjuntar un documento médico en el que se describa el padecimiento o la lesión, su ubicación, las limitaciones físicas y motoras, la indicación de asignar equipo especial, así como cualquier otra recomendación pertinente. Se aceptarán documentos médicos (epicrisis, dictamen, certificado o peritaje médico) emitidos por los médicos especialistas de la patología. En caso de no aportarse este documento emitido por médico especialista, la persona gestionante, será valorada por alguno de los dos médicos especialistas en medicina del trabajo que laboran en el Servicio Médico de los Empleados del Primer Circuito Judicial de San José. Estos  deberán efectuar inter - consulta con otras especialidades en caso de estimarlo pertinente para emitir la recomendación de uso de equipo de oficina especial. También serán de recibo los documentos que emitan médicos especialistas del Instituto Nacional de Seguros en los que recomiende la asignación de equipo o mobiliario especial. La fecha de emisión del dictamen no puede exceder a tres meses en relación con la fecha de la solicitud de equipo especial. 

 

3. En los siguientes casos se exceptúa la presentación del documento médico indicado en el punto anterior, junto con la gestión para la entrega de equipo especial, si la persona gestionante presenta:

 

·      Discapacidad evidente y manifiesta.

·      Dimensiones particulares evidentes y manifiestas. 

·      Problemas de estatura en función de las dimensiones de las sillas, escritorios, mesas para microcomputadora y estaciones de servicio que el Poder Judicial adquiere para entrega general

 

          4. El Área de Salud Ocupacional o los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales, según corresponda:

 

·      Verificarán que las gestiones cumplan con los requisitos establecidos.

     En los casos de las solicitudes que no cumplan con los requisitos definidos, se hará la comunicación formal a la persona interesada para que en un plazo máximo de 30 días hábiles cumpla con lo faltante; de no hacerlo la solicitud será archivada sin mayor trámite.

 

5. El Área de Salud Ocupacional o los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales, darán prioridad a las solicitudes de personas con padecimientos o lesiones específicas, en donde se establezca que la dotación de equipo especial es determinante para evitar un trauma mayor al que ya padece la persona, según los documentos médicos aportados. Para ello podrán apoyarse con el criterio de los médicos especialistas en Medicina del Trabajo que laboran en el Servicio Médico de los Empleados del Primer  Circuito Judicial de San José. 

 

6. El Área de Salud Ocupacional y los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales, serán los responsables de elaborar los informes técnicos- profesionales que correspondan. Para ello además de considerar la información médica que se adjunte según sea el caso.  Deberán como mínimo realizar las siguientes actividades:

 

i. visita al puesto de trabajo del o la solicitante.

ii. Entrevista con la persona interesada.

iii. Mediciones antropométricas.

iv. Revisión de las condiciones ergonómicas del puesto.

 

Lo anterior con el fin de garantizar un análisis exhaustivo para el otorgamiento de equipo especial y cualquier otra recomendación que permita una mejoría en la condición o dolencia de la persona solicitante. Para lograr este propósito deberán coordinar lo necesario con las diferentes áreas de especialidad del Departamento de Personal - Gestión Humana, incluyendo los médicos especialistas en medina del trabajo del Servicio Médico de los Empleados del Primer Circuito Judicial de San José, a quienes también deberán acudir en caso de duda y comprensión respecto al contenido de los documentos médicos que son aportados; o bien para solicitar las ampliaciones médico-profesionales que puedan corresponder. Las diferentes áreas de especialidad presentarán la información que se les requiera para lograr un informe integral en relación con este tema.

 

7. Una vez elaborados los informes del caso, el Área de Salud Ocupacional (oficina central en San José) y profesionales de salud ocupacional en otros circuitos  será la encargada de realizar los trámites necesarios para la entrega del equipo ante el Departamento de Proveeduría o las instancias que correspondan. 

 

Para los efectos dispuestos se procederá de la siguiente forma:

 

·      En el caso de que exista equipo especial en el inventario institucional, procederá vía oficio a solicitar la entrega por persona al Departamento de la Proveeduría. 

·      De no existir equipo especial en inventario, el Área de Salud Ocupacional procederá a confeccionar la requisición correspondiente y a enviarla al Departamento de Proveeduría para su respectivo trámite. 

·      El Área de Salud Ocupacional remitirá a la Dirección de Tecnología de la Información los requerimientos para entrega de equipos informáticos o similares, cuya presupuestación y compra ejecuta esa instancia por directriz institucional. 

·      De no existir recursos presupuestarios para los trámites de compra, por tratarse de un asunto de interés institucional conforme a las políticas y directrices establecidas, el Departamento de la Proveeduría o a la Dirección  de Tecnología de la Información o la instancia que corresponda, procederá a la pronta incorporación de recursos para tal fin y harán la comunicación respectiva al Área de Salud Ocupacional, a fin de que el proceso de compra pueda continuar. 

 

8. Para que se pueda cumplir con lo anterior, el Departamento de Proveeduría deberá:

 

§        Comunicar al Área de Salud Ocupacional a más tardar a finales de enero de cada año, el disponible presupuestario por subpartida y artículo. 

 

§        Remitir al Área de Salud Ocupacional los reportes de inventario de equipos especiales en bodega según sea necesario. 

 

9. El equipo es para uso exclusivo de la persona a quien se le asignó, indistintamente de los puestos u oficinas en que ésta se pueda desempeñar durante la relación laboral, razón por la cual se deberá proceder de la siguiente forma:

 

El Departamento de la Proveeduría en la guía o remisión de entrega, especificará que el equipo es para uso exclusivo de la persona a quien se le asignó, para lo cual la jefatura deberá tomar las previsiones correspondientes. Si por problemas de espacio, escasez de equipos u otros, el equipo debe ser utilizado por otras personas (por ejemplo durante una incapacidad); la jefatura inmediata deberá establecer los controles y previsiones necesarias para evitar cualquier daño. 

 

Si la persona a quien se le asignó el equipo especial concluye su relación laboral o no requiere más el equipo, la jefatura será responsable de hacer la devolución inmediata al Departamento de la Proveeduría, instancia que procederá también a la entrega del equipo y mobiliario que será necesario restituir en el despacho u oficina judicial según sea el caso. 

 

Cuando la persona a la cual se le haya asignado equipo especial se traslade a otra oficina, la jefatura inmediata y la Administración (Dirección Ejecutiva y Administraciones Regionales) prestarán ayuda para que el equipo pueda ser trasladado al nuevo lugar de destino, donde la nueva jefatura tomará nota de que el equipo es para uso preferente de la persona. 

 

10. Cuando el equipo asignado se dañe, la reposición debe solicitarla la jefatura de la oficina a la que pertenece la persona interesada directamente al área de Salud Ocupacional o al Profesional destacado en el Circuito Judicial según corresponda, con copia al Departamento de Proveeduría y a la Dirección Ejecutiva, con explicación del por qué se dañó el equipo.

 

El área de Salud Ocupacional en coordinación con el Departamento de Proveeduría procederá a realizar los trámites necesarios para la renovación del equipo o mobiliario especial. Por su parte, la Dirección Ejecutiva determinará si procede o no la apertura del respectivo procedimiento de responsabilidad civil por los daños que presenta el equipo o mobiliario especial. 

 

 

11. El Área de Salud Ocupacional y los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales del país, deberán dar seguimiento a todos los casos de servidores y servidoras que cuentan con equipo especial, con el fin de monitorear el uso del mismo, los ajustes que éste requiera, la vida útil y las condiciones en que se encuentra, así como cualquier otro aspecto de interés relacionado con el puesto de trabajo y las circunstancias de discapacidad, enfermedad o lesiones que originaron la asignación de equipo especial. Para la ejecución de esta labor podrá coordinar lo necesario con las diferentes áreas de especialidad del Departamento de Personal - Gestión Humana.

 

12. Los médicos de empresa con que cuenta el Poder Judicial,  una vez valorado el paciente podrán remitirlo a consulta de los médicos especialistas en medicina del trabajo del Servicio Médico del Primer Circuito Judicial de San José, en caso de que estimen que están en presencia de una dolencia que requiere equipo espacial, para que emitan en definitiva el dictamen correspondiente.

 

San José,  6 de febrero de 2014.

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 4929-2012, 14891-2013.

Dz.
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CIRCULAR Nº 35-2014

 

 

Asunto:      Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.- 

 

 

 A  LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión No 5-14, celebrada el 10 de febrero de 2014, artículo XXV, acordó reiterarles la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”, publicada en el Boletín Judicial No 6 del 9 de enero de 2006, que indica: 

“El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a las personas usuarias con discapacidad,  adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en una situación especial”.-

 

            San José, 26 de febrero de 2014.- 

 


 


 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 8569-2013/ Dz
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CIRCULAR Nº 167-2014

 

 

Asunto: “Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones”.- 

 

 

A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS 

Y PÚBLICO EN GENERAL  

 


SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión No. 17-14, celebrada el 28 de abril de 2014, artículo XXXV, aprobó el siguiente “Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones”, cuyo texto literalmente dice: 

 

REGLAMENTO AL TÍTULO IX

DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE LAS JUBILACIONES Y PENSIONES

 

CAPÍTULO I

DEL AMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

 

Artículo 1.- El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en adelante (L.O.P.J.), relativo a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

 

Artículo 2.- Para los efectos de este reglamento, entiéndase:

 

Por jubilación, el derecho del servidor judicial de percibir una asignación por vejez, por imposibilidad permanente para el desempeño de su cargo o empleo o para mejor servicio.

Por pensión, el derecho que tienen los familiares del servidor o jubilado  judicial a que hace referencia el artículo 232 de la L.O.P.J. en caso  de su fallecimiento, a percibir una asignación mensual.

Por servidor judicial, la persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario.

 

CAPITULO II

DE LAS COMPETENCIAS

 

Artículo 3.- Corresponde a la Corte Plena, definir las políticas de inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

 

Artículo 4.- Corresponde al Consejo Superior la administración del Fondo; conceder, modificar, suspender o cancelar las jubilaciones y pensiones otorgadas; aprobar el reconocimiento de tiempo servido y la concesión de préstamos cuando proceda conforme a la ley; y velar por el correcto manejo financiero contable, así como de las inversiones.

 

Artículo 5.- La Dirección Ejecutiva es la  encargada de dictar las resoluciones relativas a la inversión de los recursos, conforme a  las recomendaciones emitidas por el Departamento Financiero Contable y las políticas definidas por la Corte Plena y las disposiciones del Consejo Superior. Ejerce las demás funciones que la Ley Orgánica del Poder Judicial le asigna, relacionadas con la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

 

Artículo 6.- Le corresponde al Departamento de Personal:

 

1. Recibir y tramitar las solicitudes de jubilaciones y pensiones, así como cualquier reclamación  relacionada con estos derechos.

 

2. Efectuar  los estudios necesarios para determinar si la persona solicitante cumple con los requisitos para adquirir el derecho, así como la normativa aplicable y los montos de jubilación o pensión que correspondan.

 

3. Mantener actualizada la base de datos de jubilados(as) y pensionados(as).

 

4. Efectuar los reajustes individuales, colectivos y por costo de vida para actualizar el monto de jubilación o pensión de los beneficiarios(as).

 

5. Atender y orientar a las personas usuarias.  

 

6. Confeccionar constancias y certificaciones de diversa índole relacionadas con la información atinente a los beneficios de jubilación y pensión. 

 

7. Elaborar los informes y todos aquellos estudios solicitados por el Consejo Superior, la Superintendencia de Pensiones, los despachos judiciales, la Procuraduría General de la República, la Corte Plena y las personas destinatarias del Fondo.

 

8. Solicitar ante los Departamentos de Trabajo Social y Medicina Legal, los estudios correspondientes que permitan establecer la procedencia de una jubilación o pensión, cuando así se requiera.

 

9. Realizar los estudios y cálculos relacionados con la redistribución y acrecimiento de las pensiones.

 

10. Mantener actualizada la base de datos de las y los servidores judiciales, en cuanto a: años de servicio, años reconocidos, estado civil, número de hijos, posibles beneficiarios, el nombre de éstos y sus números de cédula y custodiar los expedientes de cada uno de ellos.

   

11. Las demás que le asigne la L.O.P.J., la Corte  y el Consejo Superior.

 

Artículo 7.- El Departamento Financiero Contable será el encargado de:

 

1. Gestionar el pago quincenal correspondiente a la planilla de asignaciones a los jubilados(as) y pensionados(as) judiciales, así como cualquier otro egreso que se ordene con cargo a la cuenta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

 

2. Gestionar el proceso de inversiones, a efecto de hacer las correspondientes recomendaciones de inversión a la Dirección Ejecutiva de acuerdo con las políticas de inversión aprobadas por la Corte Plena y las directrices que gire el Consejo Superior en su condición de Administrador del Fondo.

 

3. Gestionar el proceso de administración del riesgo conforme las políticas definidas por la Corte Plena y las directrices que gire el Consejo Superior.

 

4. Analizar y controlar los datos correspondientes a nuevos códigos de  deducciones y entidades acreedoras y a créditos de renta por aplicar a los jubilados(as) y pensionados(as). 

 

5. Analizar, controlar e informar a la Dirección Ejecutiva y al Consejo Superior  las posibles exclusiones o suspensiones de beneficios por cualquier concepto, en los supuestos previstos en la ley.

 

6. Analizar y aplicar la reactivación de  beneficios suspendidos conforme a lo aprobado por el Consejo Superior. 

 

7. Controlar los aspectos relacionados con el pago de adicionales por reajuste, recálculo, acrecentamientos de beneficios, el pago a las entidades deductoras, aplicación y pago de pensiones alimentarias o su modificación.

 

8. Velar por la disponibilidad de recursos financieros para la ejecución del pago de las asignaciones a jubilados y pensionados, pago de impuesto de renta, pago a la Caja Costarricense de Seguro Social, cuota patronal al Fondo y demás compromisos.

 

9.Gestionar el traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido.

 

10. Generar la información respectiva para otros entes externos de forma mensual.

 

11. Controlar y verificar las cuentas por cobrar a servidores jubilados y pensionados por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, liquidación a jubilados y pensionados judiciales y cualquier otro concepto relacionado con las cuentas por cobrar, así como comunicar al Departamento de Personal las sumas a deducir con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

 

12. Preparar los estados financieros mensuales  y demás informes que se le soliciten y hacerlo de conocimiento de los entes superiores.

 

13. Proponer a la Dirección Ejecutiva el calendario de pagos a los beneficiarios del fondo.

 

14.  Atender las inquietudes y orientar a las personas usuarias. 

 

15. Confeccionar constancias y certificaciones cuando se trate del retiro del dinero de la operadora de pensiones. 

 

16. Las demás que le asigne la L.O.P.J., el Consejo Superior y la Dirección Ejec utiva.

 

Artículo 8.- El Departamento de Trabajo Social es el encargado  de realizar los estudios socioeconómicos solicitados por el Consejo Superior o el Departamento de Personal, que permitan establecer la procedencia,  acrecimiento, suspensión, extinción o modificación de una pensión, así como también el correcto aprovechamiento de los beneficios acordados según lo normado en el artículo 235 de la L.O.P.J.

 

Artículo 9.- De conformidad con las atribuciones otorgadas por el artículo 90 de la L.O.P.J., corresponde a la Auditoría Interna, vigilar y fiscalizar el régimen económico del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, controlar el uso y destino de sus recursos y brindar las recomendaciones pertinentes para una adecuada gestión, sin perjuicio de la Auditoría Externa que deberá realizarse de los estados financieros anualmente.

 

CAPÍTULO III

DE LOS REQUISITOS PARA OBTENER LA JUBILACIÓN Y PENSIÓN

 

Artículo 10.- Para obtener la jubilación se deberá cumplir con los requisitos que establecen los artículos 224 y siguientes de la L. O. P. J.

 

Artículo 11.- El Departamento de Personal debe velar porque ninguna jubilación sea inferior a una tercera parte del salario del último puesto desempeñado por el servidor.

 

Igualmente, la pensión no podrá ser inferior a la tercera parte del último sueldo percibido ni superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar el exservidor, pero si existiere  cónyuge o compañero (a) de hecho, el monto de la pensión a que tuvieren derecho los beneficiarios será del ciento por ciento.

 

Por último salario se entenderá el correspondiente a salario ordinario de los últimos treinta días de la relación de servicio.

 

Artículo 12.- Toda jubilación o pensión se reajustará con base en los incrementos por variaciones en el costo de vida que se realicen a los servidores judiciales, según lo dispuesto en el artículo 229 de la L.O.P.J. Para este reajuste se considera la asignación mensual por jubilación o pensión.

 

Artículo 13.- Requisitos de la solicitud de jubilación.

Toda solicitud de jubilación debe ser presentada en el Departamento de Personal con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro establecida por el (la) servidor(a); esto para evitar retrasos en el pago de la jubilación  e inconvenientes por el depósito de sumas de más por concepto de salario.  La solicitud debe indicar:

 

a) Nombre y número de identificación.

b) La fecha exacta del retiro.

c) Un lugar, medio electrónico u de otra índole para recibir notificaciones.

 

La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo  del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso el Departamento de Personal actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda.

 

Artículo 14.-  Para obtener el beneficio de  pensión se deberá cumplir con los requisitos que establecen los  artículos 232 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

 

Artículo 15.-  Si al momento del fallecimiento,  el servidor o servidora judicial, mantenía  en forma singular y estable, una relación de convivencia en los términos de la L.O.P.J.   y estuviere ligado en matrimonio,  el Consejo Superior podrá distribuir la pensión entre éstos, previo estudio socioeconómico por parte del Departamento de Trabajo Social, si las personas gestionantes de la pensión, dependían económicamente de ellos. 

Los hijos e hijas con derecho a alimentos, así los excónyuges o exconvivientes con ese mismo derecho, serán considerados como beneficiarios para efectos de la distribución del beneficio, aunque no hubieren sido designados por el causante como tales.

La distribución la efectuará el Consejo atendiendo a las necesidades de cada beneficiario.

 

Artículo 16.- Documentos que se deben presentar con la solicitud  de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página del Departamento de Personal:

 

1.Declaración jurada para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.

 

2. Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia.

 

3.  Certificación de la Oficina Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social referente a si la persona gestionante recibe o no pensión de otro régimen.

 

4.  Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones).

 

5.  En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la  servidora o servidor judicial fallecida, deberá aportar declaración jurada  en que haga constar  la convivencia durante al menos  dos años de manera estable, continua  y singular.

 

6.  En el caso de que se gestione  pensión para los hijos o hijas de la persona judicial fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona  es estudiante de una carrera académica o para el aprendizaje de un arte u oficio y sus calificaciones. El Departamento de Personal consultará en línea en el Registro Civil  el nacimiento de los hijos e hijas.

 

7.  Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente,  deberá aportarse certificación del Centro Médico en donde es atendido por la discapacidad que presenta.

 

8.  Los excónyuges o exconvivientes deben presentar el documento que acredite su derecho.

 

La información de la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional de si la persona interesada recibe pensión de esa entidad; la existencia de  matrimonio  inscrito en el Registro Civil; la información de la Oficina de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, de si la persona gestionante recibe pensión de esa Institución; y  de la   Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense del Seguro Social referente a si la persona interesada  aparece como asalariada, serán recabadas por el Departamento de Personal mediante consulta en línea con esas instituciones.

 

Artículo 17.- En caso de que la persona gestionante de la pensión sea el padre o la madre de la persona servidora judicial fallecida, deberá presentar los documentos atinentes que se indican en el artículo anterior y el Departamento de Personal consultará en línea la filiación de éstos con la persona exservidora judicial fallecida.

 

Artículo 18.- El Departamento de Personal podrá solicitar cualquier otro documento  que considere necesario para la comprobación de la información presentada o consultada en línea, lo cual deberá prevenirse en un solo acto.

 

En caso de que se aporten certificaciones, éstas no deben tener más de un mes de emitidas por el ente respectivo, y se deben presentar los documentos originales.

 

Artículo 19.- Para el cálculo del monto de las jubilaciones y pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.

 

CAPÍTULO IV

DEL RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO FUERA DEL PODER JUDICIAL

 

Artículo 20.- La persona servidora judicial podrá solicitar el reconocimiento del tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación, según lo establece el artículo 231 de la L.O.P.J. y el Reglamento para el Reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos de anualidades y jubilación.

 

El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10’% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien deberá autorizar expresamente en la gestión de reconocimiento, que el rebajo se continúe haciendo  aún después de jubilado o en caso de muerte en la pensión a que tengan derecho sus beneficiarios. 

 

              CAPÍTULO V

VIGENCIA DE LOS DERECHOS

 

Artículo 21.- El derecho a la jubilación es facultativo, salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo o separación para mejor servicio, una vez  que cumpla con  los requisitos previstos en la ley. El derecho  debe ser acogido por el Consejo Superior y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como servidor activo.

 

Artículo 22.-  El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor  (a) judicial, sin perjuicio de la prescripción de las cuotas conforme a lo establecido en el Código de Trabajo.  Para el supuesto de que con posterioridad a la distribución inicial realizada por el Consejo Superior, se presenten solicitudes de beneficiarios con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.  

 

CAPÍTULO VI

DE LA SUSPENSIÓN Y EXTINCIÓN

DE LAS JUBILACIONES Y PENSIONES

 

Artículo 23. Corresponde al Consejo Superior con la colaboración del Departamento de Personal vigilar el correcto aprovechamiento de las jubilaciones y pensiones, estableciendo los controles necesarios y recurriendo a la verificación en diferentes fuentes, incluso el Sistema de Cuenta Individual de la Caja Costarricense del Seguro Social, para verificar si la persona jubilada se ha colocado en una situación incompatible con el disfrute del beneficio.

 

Artículo 24. Corresponde al Consejo Superior con la colaboración del Departamento Financiero Contable verificar el rendimiento académico de los pensionados que se encuentren en los presupuestos que señala el párrafo quinto del artículo 232 de la L.O.P.J. Se retendrá  el pago en caso de bajo rendimiento o que no se aporte la respectiva constancia de estudios y rendimientos académicos que deben presentar los beneficiarios de la pensión y dicho Departamento lo comunicará a la Dirección y al Consejo Superior para que disponga lo que corresponda en cuanto a la suspensión del beneficio.

 

Artículo 25.-  El beneficio jubilatorio se suspenderá mientras su titular ocupe cargos públicos incompatibles con su disfrute. Antes de acordar la suspensión, como medida precautoria la Administración retendrá el pago del beneficio. Una vez que deje de ocupar ese cargo, se le seguirá pagando el beneficio  atendiendo los incrementos por costo de vida. Únicamente se hará el recálculo de la jubilación tomando en cuenta el nuevo tiempo de servicio, cuando este se ha prestado en el Poder Judicial.

 

Artículo 26.- El beneficio de jubilación  se extingue con el fallecimiento del beneficiario cuando no existan parientes con derecho a pensión. También se extingue cuando el servidor pensionado por incapacidad permanente para el desempeño del cargo deja de estar en esa situación, para lo cual será valorado por el Consejo Médico Forense.

 

Artículo 27.- El derecho de pensión se suspende cuando el beneficiario cumple dieciocho años y no se encuentra realizando estudios para una profesión u oficio, con resultados satisfactorios. En el caso de que el interesado, antes de cumplir los veinticinco años, reinicie o inicie estudios con dicho propósito, podrá pedir el reanude del disfrute, demostrando lo pertinente. Si se acogiere la solicitud el beneficio regirá a partir de ella, sin efectos retroactivos. La suspensión temporal o modificación  de la pensión, no acrecerá el monto de la pensión del resto de los beneficiarios(as).

 

Artículo 28.-  El derecho de pensión se extingue:

a) Por la muerte del beneficiario.

b) En el caso de los hijos e hijas, por el cumplimiento de 25 años.

c) Porque el beneficiario llegue a no necesitarla para mantener un nivel de vida adecuado. 

 

Artículo 29. El acrecimiento de la pensión solo se dará por extinción del derecho de uno de los beneficiarios, según lo establece el artículo 232 Ley Orgánica del Poder Judicial, previo estudio de trabajo social.

 

Artículo 30. Para declarar la extinción o suspensión del beneficio de jubilación o pensión, salvo el caso del fallecimiento, deberá seguirse un procedimiento con garantía del debido proceso, del cual se dejará constancia en el respectivo expediente. Lo anterior sin perjuicio de la retención de las cuotas autorizada en este Reglamento como medida precautoria.

 

CAPÍTULO VII

DE LA ADMINISTRACIÓN DEL FONDO

 

Artículo 31.- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones, será administrado por el Consejo Superior, con el apoyo de la Dirección Ejecutiva, los Departamentos de Personal y Financiero Contable y demás instancias que se lleguen a crear.

 

CAPÍTULO VIII

            DE LAS INVERSIONES

 

Artículo 32.- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones contará con un Comité de Inversiones y de Riesgos, que estará conformado por el personal de la Unidad de Riesgos e Inversiones, la jefatura del Departamento Financiero Contable, la Dirección Ejecutiva y los Asesores Externos en Riesgos e Inversiones contratados por el Fondo. Estos Comités serán los responsables de proponer al Consejo y a la Corte la política de riesgos e inversiones. Velarán por el seguimiento y cumplimiento de la política de riesgos e inversiones aprobada por la Corte Plena, rindiendo los informes mensuales que correspondan al Consejo Superior. La Unidad de Riesgos y la Unidad de Inversiones del Departamento Financiero Contable,  tendrán relación jerárquica directa con el Consejo Superior del Poder Judicial, y tienen la obligación de hacer de su conocimiento las situaciones en que estimen que su recomendación técnica no está siendo acogida.

 

Artículo 33.- Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, deben ser invertidos de conformidad con lo establecido en los artículos 81, inciso 12 y 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  conforme a las políticas definidas por la Corte Plena, y de acuerdo a las recomendaciones que efectúen Comités de Riesgos e Inversiones, mediante una administración activa, de la cartera de inversiones, procurando que se garanticen los mejores rendimientos, liquidez, seguridad,  solidez económica y que el tipo de interés de la inversión  a realizar no sea inferior a la tasa técnica actuarial que se determine.

 

Artículo 34.- Para la compra y venta de los títulos valores se utilizarán los mecanismos que ofrezca el mercado financiero costarricense, mediante la intermediación financiera de un Puesto de Bolsa. También, los títulos valores se pueden adquirir o vender directamente con el emisor (ventanilla), o comprar a través de una negociación directa o por medio de las entidades bancarias.

 

Artículo 35.- Se  podrán contratar los servicios de un Puesto de Bolsa, para la intermediación financiera y la custodia de los valores que adquieran, mediante la firma del respectivo contrato. 

 

Artículo 36.- Los puestos de bolsa con los que se lleguen a firmar los contratos, se encargarán de gestionar la debida custodia física de los títulos valores, al igual que de los macrotítulos o anotación en cuenta electrónica de los recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, garantizando la seguridad y conservación de los valores.

 

La custodia se realizará, en el caso de los títulos físicos en las bóvedas que para los efectos asigne el Puesto de Bolsa o  bancos del Estado y los macrotítulos mediante la anotación en cuenta electrónica en la Central de Valores o bancos del Estado.

 

Los costos de custodia estarán considerados dentro de los costos de intermediación bursátil; y en el caso de las negociaciones directas se cancelarán en forma independiente, conforme se pacte en el contrato de servicios bursátiles.

 

Artículo 37.- El Departamento Financiero Contable, al menos trimestralmente debe realizar inventarios de los títulos valores o macrotítulos que mantienen en los diferentes entes que los custodian, para constatar y garantizar la existencia real de los recursos dinerarios invertidos, así como también verificar que la información de los títulos valores, coincida con los registros que para tales casos se llevan en el Subproceso de Ingresos de ese Departamento.

 

Artículo 38.- El Departamento Financiero Contable deberá rendir informes trimestrales a la Dirección Ejecutiva, quien a su vez deberá informar al Consejo Superior, sobre la distribución de la cartera de inversiones, los intereses ganados, rendimientos, así como cualquier otro aspecto que coadyuve a la toma de decisiones.

 

CAPÍTULO IX

DE LOS PRÉSTAMOS

 

Artículo 39.- Los préstamos con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones serán otorgados a los sujetos que establece el artículo 238 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

 

Artículo 40.- Los recursos concedidos a los sujetos que establece el 238 de la LOPJ en calidad de crédito a los servidores, jubilados y pensionados judiciales, se realizarán conforme al reglamento de crédito aprobado por Corte Plena en sesión N° 16-11, del 30 de mayo de 2011, artículo XXIX y sus reformas.

 

CAPÍTULO X

DE LOS ESTADOS FINANCIEROS DEL

FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES

 

Artículo 41.- El Departamento Financiero Contable deberá   presentar ante la Dirección Ejecutiva, y esta a su vez al Consejo Superior, trimestralmente, los estados financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, cumpliendo con lo establecido en la normativa contable que resulte aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sin perjuicio de los informes que se soliciten en el momento que se requiera.

 

Artículo 42.- Anualmente, la Dirección Ejecutiva, deberá realizar las gestiones necesarias para que se efectúe una auditoría externa al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con el fin de evaluar la veracidad, confiabilidad y razonabilidad de las cifras que conforman cada una de las cuentas contables, resumidas en los estados financieros del Fondo, sin detrimento de las evaluaciones que ejecute la Auditoría Interna del Poder Judicial en el momento que lo estime oportuno y conveniente. Su costo estará a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

 

CAPÍTULO XI

DE LOS ESTUDIOS ACTUARIALES

 

Artículo 43.- La Dirección Ejecutiva, deberá realizar las gestiones necesarias para que se realice al menos cada dos años un estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a efecto de medir entre otros aspectos, su sostenibilidad en el corto, mediano y largo plazos.

 

Artículo 44.- El estudio actuarial debe ejecutarse considerando las distintas variables en esta materia, que permita proyectar la situación actuarial en el corto, mediano y largo plazos, y en apego estricto a los requerimientos que se establecen en el pliego de condiciones para la contratación.

 

Artículo 45.- Las recomendaciones del referido estudio serán puestas en conocimiento de las organizaciones laborales del Poder Judicial  y posteriormente deben ser analizadas y evaluadas por el Consejo Superior, con el propósito de que se tomen las decisiones pertinentes tanto a nivel de la Corte Plena cuanto del Consejo Superior, para el adecuado funcionamiento y salud actuarial, económica y financiera del fondo de jubilaciones y pensiones.

 

CAPÍTULO XII

DISPOSICIONES FINALES

 

Artículo 46.- Lo no previsto en este reglamento será resuelto por la Corte Plena. En todo caso de duda, salvo lo dispuesto en la ley, privará  el principio pro-fondo.

 

Artículo 47.- Este reglamento rige a partir de su publicación y deroga el Reglamento N° 2 de la Ley de Jubilaciones y Pensiones Judiciales del siete de julio de mil novecientos treinta y nueve.”

Conforme se dispuso en la sesión de Corte Plena No. 29-2014, celebrada el 16 de junio de 2014, artículo XIII, se suspende la aplicación de los artículos 7 inciso 7 y 25 de este Reglamento, hasta tanto se tenga la ampliación del criterio solicitada por la Auditoría a la Procuraduría General de la República, sobre el cálculo de las jubilaciones de aquellas personas que siendo jubiladas del Poder Judicial reingresan a laborar y posteriormente se acogen nuevamente a la jubilación.

Esta publicación deja sin efecto a circular No. 95-2014.

San José, 12 de agosto de 2014.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref : 8102-2012, 4495-2014.
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CIRCULAR Nº 168-2014

 

Asunto: “Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el  Acoso Laboral en el Poder Judicial”.- 

 

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión 33-14, celebrada el 7 de julio de 2014, artículo XIX, aprobó el siguiente “Reglamento Autónomo para Prevenir, Investigar y Sancionar el Acoso Laboral en el Poder Judicial”, cuyo texto literalmente dice: 

 

  “REGLAMENTO AUTONOMO PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR EL ACOSO LABORAL EN EL PODER JUDICIAL

 

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objetivos

Prevenir, investigar y sancionar las conductas y situaciones de acoso laboral en el Poder Judicial, en el tanto es una práctica discriminatoria contra los derechos fundamentales de la persona trabajadora, que atenta contra su dignidad, los derechos de igualdad ante la ley y no discriminación, al trabajo, la salud y a su integridad personal. 


 

Artículo 2.- Definiciones

Acoso laboral: Consiste en un patrón de conducta (s) agresiva (s) y abusiva (s), continua (s), sistemática (s), deliberada (s) y demostrable (s) de una o varias personas sobre otra u otras personas en el lugar de trabajo, independientemente del puesto que ocupe, que contempla acciones u omisiones contra la comunicación de la (s) persona (s) acosada (s), los contactos sociales, la reputación, el prestigio laboral o la salud física y psicológica. Esto con el fin de generar miedo, intimidación, angustia, perjuicio laboral, desmotivación o inclusive, inducir al traslado o renuncia. 


 


a.1) El acoso laboral puede darse, entre otras, bajo las siguientes modalidades generales:


 


1. Maltrato laboral: Todo acto de violencia contra la integridad física o moral y los bienes materiales de quienes estén cubiertos por este reglamento; toda expresión verbal injuriosa o ultrajante que lesione la integridad moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre; todo comportamiento tendente a menoscabar la autoestima y la dignidad de quien participe en una relación de trabajo. 


 


2. Persecución laboral: Toda conducta cuyas características de reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de inducir la permuta, traslado o renuncia de la persona servidora, mediante cualquier acción que tenga la intención de producir daño, afectar la estabilidad física y/o emocional, o provocar desmotivación laboral.


 


3. Discriminación laboral: Todo trato diferenciado por razones de raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, preferencia política, orientación sexual, situación de discapacidad o condición social, entre otras causas injustificadas.

 


4. Entorpecimiento laboral: Toda acción tendiente a entorpecer el cumplimiento de la labor, hacerla más gravosa o retardarla con perjuicio para la persona servidora. Constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre otras, la privación, ocultación, instrucciones difusas o erróneas, inutilización de los insumos, documentos, instrumentos para la labor, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos.


 


5. Desprotección laboral: Toda conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y la seguridad de la persona servidora mediante órdenes o asignación de funciones sin el cumplimiento de los requisitos mínimos de protección y seguridad.


 


a.2) Son conductas que no constituyen acoso laboral, bajo ninguna de sus modalidades, siempre y cuando se ejerzan de manera razonable y motivada entre otras, las siguientes:


 


1. Las políticas, directrices, exigencias y órdenes necesarias para mantener el orden, la disciplina y el aprovechamiento de los recursos institucionales, conforme al bloque de legalidad.


 


2. Los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria que legalmente corresponde a los superiores jerárquicos sobre sus colaboradores. 


 


3. La formulación de comunicados (circulares, oficios, correos electrónicos u otros) encaminados a solicitar exigencias técnicas o mejorar la eficiencia laboral, así como la evaluación laboral periódica de la persona servidora conforme a objetivos e indicadores de rendimiento.


 


4. La solicitud de cumplir deberes extraordinarios de colaboración con la institución, cuando sean necesarios para garantizar la continuidad del servicio público o para solucionar situaciones particulares en la gestión de la institución. 


 


5. Las actuaciones administrativas o gestiones encaminadas a dar por terminada la relación de servicio, con base en una causa legal o una justa causa de conformidad con el ordenamiento jurídico. 


 


6. Las órdenes dadas por la jefatura para el fiel cumplimiento de las labores de las personas servidoras, así como la formulación de exigencias razonables para la elaboración de un trabajo o cumplimiento de funciones. 


 


7. La solicitud que realicen las jefaturas de acatar las prohibiciones y deberes inherentes a su relación de servicio, establecidos en la normativa vigente.


8. Las diferencias o conflictos personales o laborales aislados, de carácter pasajero, que se presenten en un momento concreto y en el marco de las relaciones interpersonales, de forma tal que afecte el ámbito laboral pero que su finalidad no sea la destrucción o el deterioro de las personas implicadas en el suceso.


 


9. Denegar justificadamente ascensos, la tramitación de los estudios de clasificación y valoración de puestos, nombramientos en propiedad, capacitaciones, permisos o licencias, así como vacaciones, para los que no se cumplan con los requisitos de ley o los requerimientos institucionales según la necesidad de la prestación del servicio. 


 


10. El estrés laboral, como respuesta fisiológica y de comportamiento de una persona que intenta adaptarse y ajustarse a presiones internas y externas. 


 


11. El desgaste profesional, entendido como un estado de agotamiento emocional, despersonalización y baja realización personal en el ámbito profesional.


 


Víctima: Es la persona que es objeto de la (s) conducta (s) constitutiva (s) de acoso laboral, quien podría sentirse afectada en su salud integral y sufrir consecuencias en diversas áreas de su vida. 


 


Denunciado (a): Es la persona contra quien se dirige la denuncia por presunto acoso laboral  vinculado a su relación de trabajo.


 


Prevención: Conjunto de actividades o medidas adoptadas por la institución con el fin de evitar y disuadir cualquier conducta o situación de acoso laboral, así como tratar sus consecuencias.


 

Artículo 3.- Ámbito de cobertura

 

El presente reglamento rige para todas las personas servidoras del Poder Judicial, nombradas en propiedad, interinamente, en puestos de confianza, a plazo fijo y quienes realicen una labor de meritorio. De igual manera rige para el personal de contratación externa al servicio de la institución cuando sean víctimas de acoso laboral por parte de alguna persona servidora judicial. 


 


CAPÍTULO II

PREVENCIÓN DEL ACOSO LABORAL 

 

Artículo 4.- Instancia responsable

 

Corresponde al Departamento de Personal, a través del Consejo de Personal y la Comisión Permanente de Salud y Seguridad Ocupacional, recomendar a la Corte y al Consejo Superior políticas, programas y procedimientos institucionales para la prevención y el tratamiento del acoso laboral en el Poder Judicial. Esta tarea se llevará a cabo a través de las áreas especializadas que componen el departamento de cita y todas aquellas oficinas y dependencias que por su naturaleza están facultadas para implementar la labor de prevención y puedan facilitar el proceso de difusión. 


 


Además, el Departamento de Personal podrá coordinar con instituciones públicas y/o privadas que puedan colaborar con el proceso preventivo.


 


Artículo 5.- Prevención del Acoso Laboral 

 

El Departamento de Personal es responsable, en coordinación con las diferentes instancias de los ámbitos y programas que componen el Poder Judicial, de diseñar, planificar y ejecutar, estrategias y acciones preventivas y efectivas para evitar que el acoso laboral se manifieste dentro de la institución. Para desarrollar esta labor, la institución deberá suministrar todos los recursos humanos y materiales que resulten necesarios.


 


Las estrategias que se podrán implementar son:  


 

Estrategias de Divulgación y Sensibilización 

 

El objetivo general de estas acciones será garantizar que las personas servidoras puedan acceder oportunamente a la información necesaria para comprender, prevenir y abordar el acoso laboral por medio de diversos canales de comunicación disponibles en la institución.


 


Estas estrategias buscarán poner a disposición de las personas receptoras de la información, las herramientas necesarias para que puedan prevenir el acoso laboral y participar de manera eficaz en las etapas que conforman el presente reglamento.


 


Podrán utilizarse, dentro de otras estrategias, las siguientes:


 


Envío de cápsulas informativas a la población judicial del país.


 


Remisión de afiches que identifiquen ejemplos de acoso laboral, el respeto entre el personal e informen del procedimiento para denunciar conductas constitutivas de acoso laboral.


 


Charlas informativas.


 


Cualquier otra iniciativa que resulte beneficiosa para la sensibilización y cooperación del personal en la prevención del acoso laboral.


 


Estrategias de formación y capacitación 

 


Para lograr los fines del presente reglamento, el Departamento de Gestión Humana, la Escuela Judicial y las unidades de capacitación de los diferentes ámbitos y programas del Poder Judicial promoverán acciones permanentes de formación y capacitación que podrán ser desarrolladas en las distintas modalidades: a distancia, virtual, presencial y semipresencial.


 


Además, para quienes tengan personal a cargo (jefaturas, coordinaciones, judiciales, administrativos u otros) se deben promover actividades formativas para el desarrollo y fortalecimiento de sus habilidades directivas.


 


Corresponde al Departamento de Personal, la Escuela Judicial y las unidades de capacitación de los diferentes ámbitos y programas del Poder Judicial incluir dentro de los procesos de inducción y de formación inicial los contenidos de acoso laboral, siendo obligatoria la participación y aprobación por parte de la población judicial.


 

Artículo 6.  Estrategias de asesoría y atención

 

Cuando una persona servidora considere que hay actuaciones que sugieran acoso laboral en su despacho u oficina, sin que medie una denuncia formal, puede acudir a la Unidad de Atención Psicosocial de los Servicios de Salud,  al Área de Ambiente Laboral del Departamento de Personal o a las instancias competentes según el ámbito institucional, con el fin de recibir asesoría y/o atención por parte de sus profesionales. 


 


Los equipos profesionales realizarán las acciones que correspondan con la persona o grupo solicitante; entre las cuales se encuentran:


 


a) Asesoría individual o grupal sobre el tema de acoso laboral, sus manifestaciones y estrategias de afrontamiento y autocuidado.


b) Asesoría a las jefaturas en el desarrollo y fortalecimiento de sus habilidades directivas.


c) Referencia a atención psicológica individual de los Servicios de Salud o a las instancias competentes según el ámbito institucional.


d) Visita al despacho u oficina para informar al grupo (personal, jefaturas y coordinadores) acerca del acoso laboral y su regulación en el Poder Judicial, así como prácticas sanas de convivencia, entre otros. Es obligación de las jefaturas facilitar la participación de todas las personas que integran la oficina o despacho judicial en estos procesos.


e) En aquellos casos donde hay conflicto en la oficina o despacho, sin que esté consolidado el acoso laboral, se podrá recurrir, previo acuerdo de las personas involucradas, a un proceso de apoyo y mediación de conflictos.


f) Coordinar con otras instancias internas y/o externas al Poder Judicial para que coadyuven en la atención del caso.


g) Cualquier otra acción profesional que brinde una alternativa de abordaje a la situación que se presenta. 


 

CAPÍTULO III

PROCEDIMIENTO PARA INVESTIGAR LAS DENUNCIAS

 

Artículo 7.- Trámite

 

Las causas por acoso laboral en el Poder Judicial se tramitarán y resolverán de acuerdo con las disposiciones normativas disciplinarias que para estos efectos existan en nuestro ordenamiento jurídico.


 


Artículo 8.- Órganos facultados para recibir, investigar y resolver las denuncias

 

La Corte Suprema de Justicia, el Consejo Superior, el Tribunal de la Inspección Judicial y cualquier otro que de acuerdo con la ley puedan ejercer la potestad disciplinaria, serán los  competentes para recibir, tramitar y resolver las denuncias por acoso laboral, según corresponda a cada uno de conformidad con las atribuciones y competencias designadas en la Ley Orgánica del Poder Judicial.


 


Artículo 9.- Competencia, atribuciones y potestades del órgano instructor

 

El órgano instructor tendrá las siguientes atribuciones y potestades: 


 


a) Recibir las denuncias por acoso laboral e iniciar la investigación preliminar de oficio. 


b) Tramitar las denuncias por acoso laboral, conforme el procedimiento disciplinario previsto en nuestro ordenamiento jurídico. 


c) Recibir las pruebas ofrecidas por las partes y recabar las que fueron admitidas.


d) Solicitar a las oficinas y a cualquier servidor (a) judicial la colaboración necesaria para concluir la investigación.


e) Verificar que el asunto se tramite con celeridad y eficiencia.


f) Velar que en el proceso no existan errores u omisiones capaces de producir nulidad o indefensión.


g) Adoptar o proponer las medidas cautelares para alguna de las partes. 


 


Artículo 10.- Recepción de la denuncia

 

La denuncia será recibida por el órgano instructor, por escrito, medio electrónico o de manera oral. Esta deberá contener: 


 


a) Nombre y calidades completas de la persona denunciante y denunciada.  


b) Identificación precisa de la relación laboral entre la persona denunciante y la denunciada.


c) Descripción de los hechos con mención exacta o aproximada de fechas.


d) Ofrecer los medios de prueba que sirvan de apoyo a la denuncia e indicar su ubicación para efectos de evacuación. 


e) Señalamiento de medio o lugar para atender notificaciones.


f) Lugar y fecha de la denuncia.


g) Firma de la persona denunciante (física o digital).


 


En caso de que la denuncia no cumpla con los requisitos señalados líneas atrás, el órgano instructor ordenará subsanarla. Para ello le prevendrá a la persona denunciante que indique los requisitos omitidos o incompletos, o bien, que aclare los hechos confusos dentro del plazo de ocho días hábiles. Para evitar retrasos en el inicio del proceso disciplinario, el órgano competente elaborará un formulario con los espacios necesarios para incluir la información requerida.


 


Artículo 11.- La víctima como parte del proceso

 

La víctima será expresamente reconocida como parte en el proceso, con todos los derechos inherentes a esta condición, incluyendo la posibilidad de ser asistida por un (a) profesional en derecho, sobre lo cual será advertido por el órgano instructor en la primera resolución. Si así lo solicita, la representación podrá recaer sobre un (a) defensor (a) público (a).


 


De igual manera, tiene derecho a ser atendida por los profesionales de los Servicios de Salud o en los servicios de Psicología y áreas afines a disposición de los (as) servidores (as) judiciales de los diferentes ámbitos. 


 


Artículo 12.- Traslado de la denuncia 

 

El órgano instructor, una vez recibida y subsanada la denuncia, según sea el caso, dará traslado a la persona denunciada; notificándola en forma personal y privada, mediante acta que deberá firmar como constancia de recibido. En este acto se le dará audiencia por el término de cinco días hábiles, sobre el contenido de la denuncia y sobre las pruebas ofrecidas por el denunciante, a los efectos de que manifieste, por escrito, su descargo y ofrezca su prueba. De igual manera se le comunicará que debe señalar medio o lugar para recibir futuras notificaciones.


 


Artículo 13.- Valoración pericial

 

El órgano instructor podrá, cuando así se justifique, solicitar a la Sección de Psiquiatría y Psicología del Departamento de Medicina Legal, o al Departamento de Trabajo Social, llevar a cabo valoraciones periciales de carácter psicológico o psiquiátrico de la presunta víctima y de la persona denunciada, así como  estudios sociales del entorno laboral y familiar de la víctima.


 


El dictamen psicológico y psiquiátrico de la presunta víctima, deberá indicar la relación entre la condición emocional o mental de ésta y el supuesto acoso laboral que denuncia, la (s) recomendación (es) y las razones concretas en que se fundamenta.   


 

En el caso de las personas denunciadas, el dictamen deberá referirse al ajuste psicológico (incluye manejo del estrés), el perfil de personalidad, el control de emociones y relacionar esas variables en cómo influyen en el puesto que desempeña, sus relaciones interpersonales en general, sus relaciones interpersonales con figuras de autoridad y el estilo de liderazgo o formas de supervisión de personal, esto último cuando corresponda, entre otros aspectos.  Además, las recomendaciones deberán incluir si está en condiciones de supervisar personal o si requiere algún tratamiento o asesoría psicológica para desempeñarse de manera saludable con las personas a su cargo.


 


En ambos casos deberá valorarse la confiabilidad de la información brindada por la persona evaluada.


 


Artículo 14.- Medidas cautelares

 

Al inicio o en el transcurso del procedimiento, podrán adoptarse, de oficio o a solicitud de la persona interesada, las medidas cautelares que faciliten la investigación y la paralización inmediata de la situación de conflicto. Dichas medidas serán adoptadas, debidamente razonadas, por el órgano instructor y podrán ser: 


 


a) Suspensión con goce de salario de la persona denunciada. 


b) Traslado temporal de la persona denunciada, hasta por tres meses.


c) Traslado de la persona denunciante, con su consentimiento o a solicitud de sus representantes legales, o a sugerencia de algún testigo, cuando exista relación de subordinación o cuando se presuma la continuación de las aparentes conductas de acoso laboral. 


d) Cambio de la supervisión de las labores de la persona denunciante, cuando la persona denunciada sea su superior inmediato. La supervisión podrá ser efectuada por otro (a) servidor (a) de superior jerarquía. 


e) Otras medidas siempre que se garanticen los derechos de las partes, guarden proporción y legalidad y no afecte el servicio público que se brinda. 


 


Artículo 15.- Audiencia sobre la contestación de la denuncia

 

Una vez contestada la denuncia, en tiempo y forma, el órgano instructor dará audiencia por tres días hábiles, de esta y de las pruebas ofrecidas, al denunciante. 


 


Artículo 16.- Audiencia de recepción de prueba testimonial

 

El órgano instructor señalará la hora y fecha para recibir, en una sola audiencia, la prueba testimonial ofrecida por las partes, con mención expresa de los nombres de las personas admitidas como testigos.


 


De sus manifestaciones se levantará un acta que será firmada, al final, por las personas presentes. Si alguno de los testigos propuestos no se hiciere presente a dicha audiencia, se prescindirá de su declaración; salvo que el órgano instructor lo considere esencial, en cuyo caso se hará un nuevo señalamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes.


 

Una vez concluida la recepción de las pruebas, se les deberá dar oportunidad a las partes, por un tiempo razonable atendiendo la complejidad del caso, para exponer sus conclusiones.


 


Artículo 17.- Valoración de las pruebas.

 

 El órgano decisor evaluará las pruebas aportadas al proceso verificando la presencia de al menos los siguientes elementos en los hechos denunciados: la intencionalidad por parte del (la) supuesto (a) acosador (a) y que estos hayan sido sistemáticos y frecuentes. De igual manera, deberá tomar en consideración la reincidencia o no de este comportamiento en la persona denunciada.  


 


Artículo 18.- Recursos contra la resolución de fondo y comunicación al Departamento de Personal.

 

La resolución de fondo dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial  tendrá, única y exclusivamente, recurso de apelación ante el Consejo Superior, el cual deberá interponerse en el plazo de tres días hábiles. Las dictadas por la Corte Suprema de Justicia solo admitirán reconsideración.


 


Una vez firme la resolución de fondo, debe el órgano decisor comunicarla al Departamento de Personal con el fin de que se proceda con lo dispuesto en el artículo 23.


 

CAPÍTULO IV

MEDIDAS COMPLEMENTARIAS DE TRATAMIENTO INDIVIDUAL

 

Artículo 19.- Solicitud de medidas complementarias de tratamiento individual

 

Salvo que se esté en el supuesto  de imponer la sanción de despido, la persona sancionada o el órgano decisor podrán solicitar o recomendar, respectivamente, al Departamento de Personal medidas complementarias de tratamiento individual con la finalidad de orientar adecuadamente su comportamiento, de abordar la situación de conflicto existente y evitar una posible reincidencia. 


 


Artículo 20.- Instancia encargada de la aplicación, seguimiento y comunicación de las medidas complementarias de tratamiento

 

El Departamento de Personal es el órgano encargado de determinar y coordinar con las instancias competentes según el ámbito institucional, las acciones relacionadas con las medidas complementarias de tratamiento, entre las cuales se podrán contemplar:


 


a) Tratamiento psicológico individual.


b) Capacitación para el desarrollo de habilidades directivas e interpersonales.


c) Traslado permanente de la persona sancionada.


d) Cualquier otra que brinde una alternativa sana de abordaje a la situación que se presenta.


 


Con el fin de facilitar el abordaje, el profesional asignado y autorizado por la jefatura correspondiente, podrá acceder al contenido del expediente disciplinario para determinar y recomendar las medidas complementarias de tratamiento y deberá guardar el secreto profesional así como la confidencialidad de la información contenida en este.


 


Al finalizar la (s) medida (s) complementaria (s) de tratamiento, el Departamento de Personal o la instancia correspondiente comunicará al órgano decisor la (s) medida (s) ejecutada (s) y el cumplimiento o no de esta (s).


 


Artículo 21.- Derecho de la víctima a recibir atención integral

La víctima de acoso laboral, una vez finalizado el proceso disciplinario, tiene derecho a solicitar y obtener en cualquier momento atención profesional que le permita recuperarse física y psicológicamente de las secuelas del acoso laboral.  Para ello, podrá recurrir a las instancias correspondientes.


 

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES FINALES

 

Artículo 22.- Denuncia temeraria o falsa

 

Quien denuncie por acoso laboral de forma temeraria, falsa o abusiva podrá ser sancionado (a) disciplinariamente, previa apertura de causa y observancia del debido proceso, conforme a las disposiciones aplicables de la Ley Orgánica del Poder Judicial.         


 

Artículo 23.- Participación de las instancias encargadas de abordar los ambientes laborales del Poder Judicial

 

Durante la tramitación de la denuncia, las instancias encargadas de abordar los ambientes laborales del Poder Judicial, únicamente facilitarán material informativo virtual o físico, con recomendaciones y buenas prácticas de convivencia durante estos procesos.


 


Una vez finalizado el procedimiento disciplinario y comunicada la resolución final al Departamento de Personal, según lo dispuesto en el artículo 16, éste deberá coordinar con dichas instancias para que activen, cuando corresponda y según el criterio técnico de los profesionales a cargo, los protocolos existentes orientados a la recuperación de los equipos de trabajo que hayan sido afectados directa o indirectamente por el acoso laboral.


 


Artículo 24.-  Registro y estadísticas sobre la prevalencia del acoso laboral en el Poder Judicial 

 

Corresponde al Departamento de Personal llevar un registro de las consultas y denuncias que se susciten a lo interno del Poder Judicial, con el fin de orientar las estrategias de prevención contenidas en este reglamento.


 


El Área de Ambiente Laboral del Departamento de Personal es la instancia responsable de recabar la información requerida para confeccionar dicho registro, así como definir los formatos y variables en que deberá presentarse la información por parte de los Servicios de Salud, el Tribunal de la Inspección Judicial, el Consejo Superior y  la Corte Suprema de Justicia y las instancias competentes según el ámbito institucional, quienes tienen la obligación de suministrar lo solicitado.


 


 


Artículo 25.- Normas aplicables

 

En lo que corresponda y para lo no previsto en este Reglamento, se   estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y demás cuerpos normativos vigentes en nuestro ordenamiento jurídico. 


 


Artículo 26.- De la vigencia del presente reglamento

 

Este reglamento rige a partir de la fecha de su publicación en el Boletín Judicial y deroga cualquier disposición que se le oponga.”

San José, 14 de agosto de 2014.

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 5248-2014

Dz
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 CIRCULAR N° 37-2004

 


Asunto: Sobre el impartir lecciones.

 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS

SE LES HACE SABER QUE:

 


      El Consejo Superior en sesión N° 11-04, celebrada el 17 de febrero del presente año, artículo LXXVIII, dispuso solicitar a todos los Coordinadores de los despachos judiciales que en el plazo de tres días contados a partir de esta publicación, deberán remitir a la Secretaría General de la Corte, un informe en el que se indique el nombre de los Jueces de ese tribunal que imparten lecciones en entidades de estudios superiores, el horario en que realizan esa labor docente, el centro en que imparten lecciones, y el plazo de la autorización concedida. 

 

San José, 14 de abril de 2004. -

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte

            

Publicado en el Boletín Judicial No 80 del 26 de abril de 2004

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 14:39:33.
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CIRCULAR Nº 173-2014

 

 

Asunto:      Reiteración de la circular No. 31-2011,  sobre “Reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales”.-

 

 

 A  LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS QUE CONOCEN MATERIA PENAL Y A LAS SECCIONES ESPECIALIZADAS EN FLAGRANCIAS

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 68-14, celebrada el 29 de julio de 2014, artículo XXII, acordó reiterarles la circular No. 31-2011, sobre “Reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales”, publicada en el Boletín Judicial No. 75 del 18 de abril de 2011, como un medio idóneo para regular y disminuir el tiempo ocupado en la celebración de los debates celebrados, que indica:  

“El Consejo Superior, en sesión N° 14-11, celebrada el 22 de febrero de 2011, artículo LXXXII, a solicitud de la Comisión de Oralidad, con el fin de poner a su disposición una herramienta para la mejor organización y aprovechamiento del tiempo de agenda, les comunica las siguientes reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales:

 “1) Los principales factores que determinan el tiempo requerido para un Debate son: Número de testigos, número de imputados (as), número de defensores (as) y tipo de delito; y son válidos tanto para los casos simples como para los casos de mayor complejidad.

 

2) El horario de inicio del debate en la mañana será las ocho horas y en la tarde las trece y treinta horas, por cuanto esto permite un aprovechamiento mayor del tiempo laboral. Se entiende que se cuenta con diez audiencias por semana en el servicio ordinario. Lo anterior sin perjuicio de los casos en los que, atendiendo a criterios razonables, se puedan señalar un mayor número de debates.

 

3) En cuanto al señalamiento:

 

a) El señalamiento de los debates es una función que no harán los jueces de juicio sino el Juez Tramitador o Jueza Tramitadora con la debida intervención de la Administración, la cual tiene a su cargo el manejo de la agenda única, lo anterior a efecto de garantizar que los jueces y juezas decisoras no tengan contacto con el trámite de las causas, como corresponde al modelo procesal que acogió nuestro ordenamiento jurídico y a la observancia de los principios constitucionales y de las convenciones internacionales que garantizan la imparcialidad de los jueces y juezas que administran Justicia en la etapa de juicio.

 

b) El juez o jueza tramitadora valorará para hacer el señalamiento el número de testigos, complejidad de la causa, prescripción y demás criterios aquí establecidos, y propondrá las fechas en la agenda a efecto de que el funcionario administrativo encargado de gestionar la agenda única reserve los espacios correspondientes y genere la programación definitiva de los debates a salvo de cualquier contratiempo originado en la duplicidad de señalamientos a la misma hora o con los mismos intervinientes, entre diferentes grupos de un tribunal o con otros despachos penales de un mismo circuito.

 

c) Los casos en que el señalamiento implique más de veinte días hábiles en la agenda, serán consultados con el juez o jueza coordinadora del tribunal, quien verificará si ello se justifica y de ser así, buscará que el señalamiento se haga procurando en lo posible no entorpecer el trabajo ordinario de los tribunales.

 

d)  Los tribunales de juicio no deben remover audiencias ya señaladas de los juzgados penales a efecto de ubicar sus propias audiencias nuevas o de continuación de juicios. En casos de extrema excepción, en que la única solución posible sea escoger entre uno u otro señalamiento, deberá decidirse de común acuerdo con el coordinador o coordinadora del Juzgado Penal, quien al emitir su criterio atenderá además de las razones jurídicas, las razones de gestión de su despacho, así como las causas originadas en la  gestión del tribunal, como el uso que se hace de los tiempos laborales, el uso eficiente de la agenda y el cumplimiento de las directrices contenidas en esta circular; asimismo deberán ser consultadas las partes, de forma que no se afecte el servicio público a su cargo tampoco.

 

4) Al ingresar los casos, el Juez o Jueza tramitadora debe consignar la fecha de prescripción de las causas y los siguiente factores: número de testigos; número de intervinientes; número de Audiencias requeridas para el debate y si el tribunal debe ser unipersonal o colegiado.  

 

5) Para efecto de hacer los señalamientos, se entenderá que en el caso simple se dan los siguientes supuestos: 

 

Cuatro testigos (30 minutos cada uno)                             Dos horas

Incorporación de la Prueba Documental                          20 minutos

Un defensor (Conclusiones)                                             20 minutos

Un Fiscal (Conclusiones)                                                 20 minutos

 

6) EXCEPCIONES AL CASO SIMPLE: Siguiendo los anteriores parámetros, a algunos casos se les debe considerar especiales en atención a estos otros criterios: 

 

A) POR TIPO DE DELITO Y VÍCTIMAS 

 

Delincuencia Económica, Delitos contra la Libertad Sexual y Homicidios pueden requerir más tiempo de debate. Asimismo, personas menores de edad víctimas de delitos sexuales y personas con discapacidad deben ser consideradas especialmente al momento de programar debates. En esos casos, con un criterio de razonabilidad, debe el juez/a tramitador/a extender el tiempo para su recepción.

 

B) CASO DE MAYOR COMPLEJIDAD

 

Por ser casos de excepción pueden ser resueltos, con la intervención del Juez/a Coordinador/a, lo que no obsta para considerar válido el establecimiento de algunos principios generales que se apliquen de forma general.

 

Para este efecto, las partes proponentes pueden indicar el tiempo necesario extraordinario para la declaración de sus testigos de previo a la programación del debate, si hubiera alguna razón que lo justifique.  

 

7) Los debates con privados de libertad deben agendarse en un horario en que los imputados ya hayan podido ser trasladados a la sede del tribunal: a partir de las diez de la mañana o en la audiencia de la tarde. De ese modo, los testigos, defensores y fiscales emplearían el tiempo anterior al señalamiento en otras labores propias del cargo. También se podrían programar debates de casos simples que puedan completarse de previo al inicio del debate de la causa con imputado detenido. 

 

8) Para los señalamientos deberá usarse la agenda electrónica, que a su vez funcionará como instrumento para conocer la forma en que se programan los debates de conformidad con los parámetros aquí establecidos y la estrecha colaboración entre el juez tramitador y el responsable de la Administración de las salas.

 

9) Se reitera la importancia de la puntualidad del tribunal en las salas de audiencias, así como la necesidad de una dirección del debate respetuosa y eficiente, que permita un espacio razonable a las partes para ejercer la defensa de sus intereses y a la vez impida las pérdidas innecesarias de tiempo. Asimismo, si por algún motivo el debate es suspendido o reprogramado el juez o jueza tramitadora, o quien designe, deberá informar de manera oportuna a las personas que han comparecido de la situación y de la decisión adoptada.”

 

San José, 18 de agosto de 2014.-

                                                         


 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

Ref.: 864-11, 6662-14/ Dz
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CIRCULAR Nº 197-2014

 

 

Asunto:      “Protocolo Interinstitucional de Intervención y Valoración de Riesgo en Situaciones de Violencia Contra las Mujeres”.- 

 

 

 A  LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

QUE CONOCEN MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 


 

El Consejo Superior en sesión N° 76-14, celebrada el 26 de agosto de 2014, artículo XLVIII,  aprobó el siguiente “Protocolo Interinstitucional de Intervención y Valoración de Riesgo en Situaciones de Violencia Contra las Mujeres”, que indica: 


 

“Protocolo Interinstitucional de Intervención y Valoración de Riesgo en Situaciones de Violencia Contra las Mujeres”

 

 

Este protocolo es un instrumento para la intervención en situaciones de violencia contra las mujeres, que requieren de una actuación integral, coordinada y articulada, por parte de las instituciones estatales que tienen responsabilidad en la respuesta a esta  problemática. Por lo anterior es fundamental que se conozca con claridad la competencia de cada una de las instituciones involucradas, así como las de otras instancias que también deben actuar.

 

Este instrumento se ofrece como una guía general de acción aplicable para las situaciones de excepción, que requieren de medidas especiales; en este sentido, la aplicación del mismo debe potenciarse y complementarse a la luz del conocimiento y entrenamiento en el uso de la Ley, la aplicación de la experiencia de intervención en la materia, así como implementación de buenas prácticas por parte de los funcionarios y funcionarias de las diversas instituciones implicadas.

 

Como punto de partida, se presenta una lista con algunos indicadores de riesgo para mujeres en situaciones de violencia; los mismos han sido construidos a partir del conocimiento acumulado acerca de los contextos y las circunstancias en las que las víctimas son sometidas a agresiones por parte de sus parejas, ex parejas, pretendientes, familiares por consanguinidad o afinidad. 

 

A partir de esta premisa, a continuación se señalan acciones mínimas que deben realizar los funcionarios y las funcionarias públicas cuando conocen, atienden o investigan un caso de violencia contra una mujer.  

 

Algunos indicadores de riesgo:

 

Al momento de la aplicación de cualquiera de las condiciones que de seguido se enumeran, debe considerarse que  sé esta ante una situación de riesgo alto, por lo que se requiere de una intervención y una respuesta inmediata por parte de quienes la conocen, además deben realizarse todas las acciones pertinentes para brindar protección a la víctima.

 

I-.  Indicadores según condición del presunto agresor

 

v            Ataques previos del presunto agresor con riesgo mortal: ahorcamientos, asfixia, sumersión, ataque con arma blanca, contundente o de fuego (aunque no haya sido disparada), golpes y heridas graves, embestirle con el automóvil (o intentar),  precipitarla por la escalera, envenenamiento

v            Amenazas de muerte a la víctima de parte del presunto agresor

v            Intento o amenaza de suicidio de parte del presunto agresor

v            El presunto agresor tiene la condición de convicto o ex convicto por delitos contra las personas

v            El presunto agresor tiene una acusación o condena previa por delitos contra la integridad física o sexual de las personas

v            Habiéndose dictado medidas de protección de no acercarse a la afectada, el presunto agresor las irrespeta sistemáticamente, irrumpe por la fuerza en la casa o acosa a la afectada, en su lugar de trabajo o en otros lugares.

v            Abuso sexual del presunto agresor contra los hijos o hijas u otras personas menores de edad de la familia cercana, así como tentativa de realizarlo

v            El presunto agresor tiene antecedentes psiquiátricos (internamiento psiquiátrico, medicación por depresión)

v            El presunto agresor es una persona que tiene acceso armas, posee  conocimiento en el uso de armas de fuego y/o que trabaja con ellas o las porta 

v            Resistencia violenta del presunto agresor a la intervención policial o a la intervención de otras figuras de autoridad 

v            Acoso, control y amedrantamiento sistemático de la víctima de parte del presunto agresor.

v            Que el presunto agresor haya maltratado y/o  asesinado mascotas.

 

II-.  Indicadores según condición de la víctima  

 

v       La afectada debe egresar de su domicilio por riesgo de muerte

v       La víctima considera que el presunto agresor es capaz de matarla

v       La víctima está recientemente separada, ha anunciado al presunto agresor que piensa separarse o abandonarlo, o ha puesto una denuncia penal o ha solicitado medidas de protección por agresiones contra ella o sus hijas e hijos o ha existido amenaza por parte del presunto agresor de llevarse a sus hijos o hijas más pequeños si decide separarse. 

v       La víctima ha recibido atención en salud como consecuencia de las agresiones o ha recibido atención psiquiátrica producto de las agresiones vividas. 

 

La situación es de mayor riesgo e implica una mayor urgencia en la intervención si:

 

v            La víctima está embarazada, en período de post parto o de lactancia y tiene hijos e hijas menores de 12 años

v            La víctima tiene algún grado de discapacidad o está enferma

v            La víctima es una adulta mayor

v            La victima es una persona menor de edad

 

III-. Indicadores según situación general de violencia.

 

v            La víctima está aislada o retenida por el presunto agresor contra su voluntad en el momento o lo ha estado previa mente.

v            Hay abuso físico contra los hijos e hijas.

v            Abuso de alcohol o drogas por el presunto agresor

v            Aumento de la frecuencia y gravedad de la violencia

v            Se han impuesto medidas legales y de otro tipo relacionadas con situaciones violencia doméstica contra el presunto agresor, o a favor de la víctima

 

ACTUACIÓN INSTITUCIONAL ANTE UN CASO DE RIESGO.

 

En cualquier caso que se realice una intervención con mujeres en riesgo, es imprescindible mantener estricta confidencialidad, lo que implica no brindar información a ninguna persona o institución que no esté directamente relacionada con la protección de la mujer.

 

OBLIGACIONES COMUNES DE TODAS LAS INSTITUCIONES QUE TIENEN RESPONSABILIDAD EN LA ATENCIÓN DE LAS MUJERES VICTIMAS DE VIOLENCIA DOMÉSTICA.

 

Acciones que son de competencia para todas las instituciones señaladas en el presente protocolo.

 

1.             Informar al Área Violencia de Género del INAMU sobre todos los casos de alto  riesgo atendidos en su institución.

 

2.              Brindar información a la víctima y coordinar de inmediato con el INAMU mediante el sistema 911 dónde puede contar con recursos de apoyo y protección personal.

 

3.              En caso de que no se ordenara prisión preventiva contra el presunto agresor o que éste último haya quedado en libertad por cualquier circunstancia, pese a que tal medida se haya ordenado, se debe brindar información a la víctima sobre recursos de apoyo y protección personal.

 

4.             En casos de alto riesgo, o cuando las circunstancias del caso así lo ameriten, se debe coordinar de inmediato a través del 911 para ubicar a la afectada  en un centro de protección para víctimas. Una vez gestionada la ubicación con esta línea telefónica de emergencias, debe efectuarse el traslado de la mujer hasta dicho centro. Realizada esta intervención se debe mantener de cualquier manera la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentre la mujer. Se excluye de esta acción los Juzgados Penales y el Patronato Nacional de la Infancia.

 

5.              Verificar que la víctima cuente con un plan de seguridad específico para ella y su situación. En caso de que no existiera, coordinar de inmediato  con las instancias competentes, para su implementación (Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Publico, Delegación de la Mujer, Área de Violencia de Género del INAMU, Áreas de Salud de la CCSS, entre otros)

 

6.              Llevar un registro de presuntos agresores o de agresores, que deberá contener la siguiente información: nombre, número de cédula, dirección del domicilio, profesión u oficio al que se dedica, lugar de trabajo, tipos de agresiones que han ejercido sobre sus víctimas y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo;  irrespeto de medidas de protección, número de eventos de los que se tiene conocimiento y número de eventos en que se ha intervenido. 

 

7.              Implementar un sistema interinstitucional de referencia y contra referencia de todos los casos atendidos.

 

8.              Facilitar el transporte de la víctima en los casos en que la situación de riesgo para la afectada así lo requiera.

 

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA

 

Las situaciones de riego pueden ser conocidas en el Ministerio de Seguridad Publica por varias fuentes:

 

                    i.               Solicitud de intervención de la persona afectada o un tercero  (llamada al 911 o personalmente) a través de la cual se recopilan datos que indican que hay riesgo  o antecedentes que indican que hay alto riesgo;

 

                  ii.               Cuando los(as) oficiales están presentes en el lugar de ocurrencia de la situación de violencia, y deben  valorar el riesgo.

 

 

                iii.               Coordinación de una institución del Sistema Nacional Atención y Prevención de la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Intrafamiliar, que ha detectado la situación de alto riesgo.

 

       En todas las intervenciones realizadas deberá tenerse en cuenta el Protocolo de Intervención Policial en Situaciones de Violencia Doméstica y la Política sobre Agentes Contra la Violencia, los cuales deberán actualizarse de acuerdo a lo estipulado en las reformas a la Ley Contra la Violencia Doméstica.

 

Actuación:

 

1.             Atender inmediatamente a la persona afectada garantizando su seguridad. 

 

2.             Neutralizar al presunto agresor  poniéndolo a la orden de la Autoridad Judicial competente, alejándolo de todo contacto visual con la víctima.

 

3.             Cuando el caso así lo requiera, coordinar la atención de la afectada en el centro de salud de la CCSS más cercano y si ésta quedara hospitalizada a consecuencia de las lesiones sufridas producto de la agresión, informar de inmediato al Ministerio Público.

 

4.             Registrar en el Informe Policial con detalle y exactitud toda la información relacionada con la situación de riesgo existente, así como los pormenores de la intervención  realizada. De igual manera, indicar el parentesco o vínculo del presunto ofensor con la afectada.            

 

5.             Consultar los registros policiales de la Delegación a fin de determinar si cuenta con más causas o intervenciones policiales por violencia doméstica. Registrar toda esta información en el respectivo Informe Policial.

 

6.             Poner al presunto agresor a la orden del Ministerio Público o la Autoridad Judicial competentes antes de cumplirse las 6 horas de detención. 

 

7.             ACATAMIENTO A LA CIRCULAR 152 DEL 2010 DEL CONSEJO SUPERIOR. Se adjunta documento. 

 

8.             Facilitar transporte y acompañamiento a la víctima, a efectos de presentarse a la declaración ante el Ministerio Público u Autoridad Judicial competente. 

 

9.             Cuando se ha establecido que existe una situación de riesgo severo o alto para la víctima facilitar, con carácter prioritario, facilitar el transporte para el traslado de la afectada a un centro de protección en los casos que así se requiera.

 

10.         En caso que la mujer no desee solicitar medidas de protección o presentar denuncia penal en ese momento, confeccionar el Parte Policial donde se detalle pormenorizadamente los hechos y la intervención realizada; e inmediatamente presentar esta información a la Autoridad Judicial competente.

 

11.         Decomisar las armas en poder del presunto agresor. En los casos en que se sospeche que el presunto agresor tiene armas de fuego y las se encuentran en el domicilio común, informar a la Autoridad Judicial competente, a fin de que ordene su decomiso, previa autorización de ingreso al domicilio por parte de la victima, el cual debe registrarse en un acta debidamente firmada por la afectada.

 

12.         En caso de incumplimiento de las medidas de protección: detener al presunto agresor y ponerlo a la disposición del Ministerio Público, entregando una copia del registro de antecedentes de agresión del detenido, si se cuenta con él, así como el Informe Policial con el registro de la información recabada y de cual fue su actuación policial.

 

13.         Dar seguimiento a la denuncia interpuesta en sede judicial e incorporar la información al registro de agresores.

 

14.         En caso que la afectada no se traslade a un albergue, se deben realizar rondas periódicas por su domicilio y diseñar con ella un plan de apoyo policial de emergencia. Se debe orientar a la víctima sobre este  plan y su implementación inmediata en caso de que vea sorprendida en su casa o en cualquier lugar por el presunto agresor, y brindarle información de cómo solicitar ayuda. Indicarle a la afectada la importancia del acompañamiento familiar, partiendo del hecho de en estos casos es vital para ella recurrir a personas de su confianza. Brindarle información sobre recursos de apoyo existentes en la comunidad. Lo anterior según lo estipulado en el Manual de los Agentes del Programa Contra la Violencia Intr afamiliar y Obligación de los Cuerpos Policiales en la Atención y Protección de la Víctima.

 

15.         En los casos de violación o abuso sexual de personas menores de edad, la Autoridad Policial debe informar de inmediato a la Fiscalía de Delitos Sexuales y Violencia Domestica, a la Fiscalía del lugar donde ocurre el hecho, o al Organismo de Investigación Judicial, cuando esta situación se presente después de las 16:30 horas  y antes de las 07:30 horas, en días feriados o cierres colectivos, de las Instituciones y Autoridades competentes, deberá coordinarse con el PANI a través del 911, y actuará de acuerdo con el Protocolo de Intervención policial en casos de Abuso Sexual y Violación, mismo que entre otras cosas obliga a consignar los hechos en un Informe Policial.

 

16.         De igual manera el Oficial de Policía cuando interviene en situaciones de abuso sexual a personas menores de edad, debe registrar literalmente lo manifestado por la victima, así como anotando los datos de cómo ingresó la alerta, la hora, la fecha, la dirección de la victima, así como la identificación y dirección de posibles testigos; también debe anotar lo que él mismo escuchó y cómo intervino. En las situaciones en que las circunstancias de los casos así lo requieran, coordinar con los establecimientos de salud de la CCSS (EBAIS, clínicas u hospitales) con el objetivo de brindarle contención emocional a la víctima. Guardar la debida confidencialidad.   

 

PODER JUDICIAL

 

§               Fiscalías del Ministerio Público.

 

Actuación:

 

1.             En la atención de todos los casos, tener en cuenta al momento de valorar la situación, la lista de indicadores de riesgo previamente señalados. Prestar especial atención al momento de valorar el caso, cuando los hechos que se investigan son constitutivos del delito de incumplimiento de medidas de protección, respecto a la medida cautelar que corresponda solicitar.

 

2.             Informar a la Delegación Policial del lugar de residencia de la afectada, cuando el juez o j(a) penal ha ordenado o no la prisión preventiva, así mismo, si se ordenaron o  no medidas cautelares distintas a la prisión  preventiva.

 

3.             Cuando no se acoge la solicitud de prisión preventiva de la Fiscalía y se ordena la libertad del presunto agresor, el fiscal o la fiscal cuando cuenta con un medio de comunicación rápido donde contactarla debe informar  de inmediato esta circunstancia la víctima, y además deberá el fiscal o la fiscala comunicar lo ocurrido  a la Delegación Policial respectiva, a efectos que ésta última informe la situación a la persona ofendida, sobre todo en aquellos casos donde no se tiene un medio de comunicación rápido (teléfono), lo anterior con la finalidad que la víctima no sea sorprendida por el presunto agresor.

 

4.             En los casos en los que se ha ordenado la medida cautelar de prisión preventiva, pero que un cambio en las circunstancias ha implicado su modificación se debe informar de de inmediato a la persona afectada, si tiene un medio de comunicación rápido, y al Ministerio de Seguridad por los medios ya establecidos.

 

5.             ACATAMIENTO A LA CIRCULAR 152 DEL 2010 DEL CONSEJO SUPERIOR.

 

6.             Cuando las circunstancias del caso así lo requieran, el fiscal o fiscala deberá realizar las coordinaciones necesarias con instancias internas del Poder Judicial (OIJ, Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos del Ministerio Público), o otras instituciones públicas que tienen responsabilidades en la atención de los casos de violencia contra las mujeres (INAMU, CCSS, IMAS, Fuerza Pública, etc.)  para trasladar a la víctima a un lugar seguro (centro de protección,  recurso familiar, etc.).

 

7.             Informar a la mujer de sus derechos, así como de los recursos a los que puede acceder en el proceso penal (constituirse como querellante, acción civil resarcitoria, etc.), de conformidad con los lineamientos establecidos en el protocolo de atención a víctimas de violencia doméstica. Esta información estrictamente debe ser brindada por parte del fiscal o la fiscala encargada del caso, o en su defecto por una persona auxiliar o técnica judicial debidamente capacitada en esta materia. El propósito de esta disposición es que la información le sea brindada a la persona ofendida de la manera más adecuada, tomando en cuenta en cuenta su condición de víctima, y siendo sensible a sus recursos y posibilidades. 

 

8.             En los casos de agresión que no constituyan delito, se debe trasladar el caso de oficio al Juzgado de Violencia Doméstica o Juzgado Contravencional, para que ésta autoridad valore si procede ordenar medidas de protección.

 

§                            Juzgados Penales

 

Actuación:

 

1.             Cuando no se acoge la solicitud de prisión preventiva de la Fiscalía  y se ordena la libertad del presunto agresor o que por  un cambio en las circunstancias se haya modificado esta medida cautelar es obligatorio,  informar de inmediato esta circunstancia al Ministerio de Seguridad Publica por los medios ya establecidos y a la persona ofendida. 

 

§                Juzgados Especializados de Violencia Doméstica, de Familia o Contravencionales.

 

Actuación:

 

1.             Trasladar de oficio todos los casos de incumplimiento de medidas de protección a Ministerio Público.

 

2.             Hacer testimonio de piezas ante la Fiscalía en los casos  donde se presuma la existencia de un delito.

 

3.             Informar y coordinar con el Ministerio Público los casos de alto riesgo, para que éste último proceda de acuerdo a este Protocolo y así mismo solicite las medidas cautelares que conforme a derecho correspondan.

 

4.             Poner en conocimiento de la Policía Administrativa del lugar de residencia de la afectada los asuntos en que el presunto agresor fue notificado  en el mismo  Juzgado que ordeno las medidas de protección. 

 

5.             ACATAMIENTO A LA CIRCULAR 152 DEL 2010 DEL CONSEJO SUPERIOR. 

 

MINISTERIO DE JUSTICIA

 

 Adaptación Social 

 

Actuación:

 

1.             En los casos en que la Autoridad Judicial ordene la libertad de un presunto agresor que se encuentra en prisión preventiva, se debe  informar al Ministerio de Seguridad Publica por los medios establecidos al efecto.

 

2.             Previo a ordenar la libertad a un privado de libertad sentenciado, sea porque se otorga un beneficio penitenciario o el beneficio de ejecución de la condena, informar al Ministerio de Seguridad Publica por los medios establecidos al efecto.

 

SECTOR SALUD

 

1.             Garantizar la inmediata e integral atención, en todos los niveles de atención, a las mujeres que se encuentran en situaciones de riesgo de acuerdo a la lista de indicadores señalados.

 

2.             Brindar información a la persona afectada, sobre la posibilidad de  presentarse ante los Juzgados Especializados de Violencia Doméstica y Juzgados Contravencionales a solicitar medidas de protección. Además informar a la víctima sobre su derecho a denunciar ante las Fiscalías ubicadas en todo el país, en horario hábil (de las 07:30 a las 16:30 horas) y en el Organismo de Investigación Judicial en los días feriados, cierres colectivos o en horario no hábil (de las 16:30 a las 07:30), cuando los hechos ocurridos se deriva otras acciones que pueden constituir delitos por ejemplo el delito de violación, lesiones, robo, daños a bienes.

 

3.             Verificar que la víctima cuente con un plan de seguridad ante situaciones de emergencia relacionadas con situación de violencia doméstica en que se encuentra. En caso de que no existiera este plan de seguridad coordinar de inmediato con la Trabajadora Social del Área de Salud, Clínica u Hospital donde esta siendo atendida, para que se elabore este plan.

 

4.             Si la mujer no se traslada a un albergue, establecer con ella un plan de seguimiento; para ello es indispensable construir junto a ella un plan de seguridad e informar de posibilidades de apoyo para ella o sus hijas o hijos al cual pueda recurrir en el momento que lo considere la víctima. 

 

5.             En el nivel local, informar a la Fuerza Pública, Juzgado de Violencia Doméstica, de Familia o Contravencionales y Ministerio Público las situaciones de riesgo de muerte detectadas.

 

 

PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA

 

Actuación:

 

1.             Atender de manera inmediata e integral, todos los casos en los que haya personas menores de edad y que se encuentren en situaciones de riesgo de acuerdo a la lista de indicadores señalados, en consonancia con lo establecido en el inciso a) del artículo 7 de la Ley Contra la Violencia Doméstica. 

 

2.             Brindar información a la persona afectada, sobre la posibilidad que tiene de  recurrir a los Juzgados Especializados de Violencia Doméstica, Juzgados de Familia o Juzgados Contravencionales a solicitar  medidas de protección; así mismo sobre la posibilidad de presentarse ante las Fiscalías del Ministerio Público a interponer una denuncia.

 

3.             Orientar a la víctima cuando se detecte que del hecho ocurrido pudieran  derivarse otras acciones que pueden constituir delitos, como por ejemplo, violación, lesiones, robo, daños a bienes, etc.

 

4.             En caso que haya abuso sexual de personas menores de edad, denunciar ante las Fiscalías del Ministerio Público  del lugar donde ocurren los hechos.

 

5.             Coordinar con la Fiscalía del lugar, a efectos de tomar todas las medidas necesarias para la protección conjunta de los niños(as) y su madre.

 

6.             Brindar apoyo en el apersonamiento de solicitud de medidas de protección o procesos de familia a la madre y sus hijos e hijas, cuando exista amenaza de sacar a los niños del país o llevárselos del domicilio que compartían antes del episodio de violencia.   

 

 

EN AQUELLAS LOCALIDADES EN DONDE FUNCIONE UNA OFIM QUE ATIENDE SITUACIONES DE VIOLENCIA CONTRA MUJERES:

 

Actuación:

 

1.              Atender de manera inmediata e integral, a las mujeres que se encuentran en situaciones de riesgo de acuerdo a la lista de indicadores señalados.

 

2.             Brindar información a la persona afectada sobre la posibilidad que tiene de  recurrir a los Juzgados Especializados de Violencia Doméstica, Juzgados de Familia o Juzgados Contravencionales para solicitar medidas de protección; así  mismo informarle de la posibilidad que tiene de presentarse ante las Fiscalías del Ministerio Público a interponer una  presentar  denuncia. Orientar a la víctima si del hecho ocurrido se deriva otras acciones que pueden constituirse delitos por ejemplo, violación, lesiones, robo, daños a bienes, etc.

 

3.             Verificar que la víctima cuente con un plan de seguridad de emergencia. En caso de que no existiera, referir a la  Delegación de la Mujer, Área de Violencia de Género del INAMU, Áreas de Salud de la C.C.S.S. entre otros).

 

4.             Dar seguimiento y acompañamiento en los procesos judiciales en la medida en que tengan el recurso profesional correspondiente.

 

 

ÁREA VIOLENCIA DE GÉNERO INAMU 

(DELEGACIÓN DE LA MUJER Y COAVIF)

 

Actuación:

 

1.             Evaluar la situación de riesgo.

 

2.             Informar a la mujer afectada que puede dirigirse al Juzgado Especializado de Violencia Doméstica, Juzgado de Familia o Juzgado Contravencional para medidas de protección o al Ministerio Público para denuncia de delitos. Orientar a las personas afectadas si del hecho ocurrido se deriva otras acciones que pueden constituir delitos por ejemplo el delito de violación, lesiones, daños a bienes y robo.     

 

3.             Ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra y coordinar con otras instituciones su traslado a dicho servicio. 

 

4.             Si la mujer afectada no se traslada a un albergue, establecer con ella un plan de seguimiento y diseñar con ella un plan de apoyo de emergencia.

 

5.             Dar acompañamiento en los procesos judiciales.

 

 

RECOMENDACIONES COMPLEMENTARIAS:

 

Poder Judicial: Secretaría Técnica de Género y Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica


 

1.             Informar a las autoridades judiciales sobre este protocolo.

2.             Coordinar capacitación en manejo de situaciones de alto riesgo a funcionarios(as) del Poder Judicial.

3.             Divulgar el presente protocolo en todas las instancias judiciales.

4.             Publicar y divulgar materiales informativos dirigidos sobre los servicios brindados por la institución a las mujeres en alto riesgo y a las personas e instituciones que las apoyan.

 

 

Instituto Nacional de las Mujeres

 

1.             Divulgar y capacitar en el uso del presente protocolo a las instituciones que integran el Sistema Nacional para la Atención y Prevención de la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Intrafamiliar.

2.             Brindar atención integral y alojamiento a las mujeres en alto riesgo, a través de los Centros Especializados de Atención y Albergue Temporal para Mujeres Agredidas sus hijos e hijas (CEAAM)

3.             Promover y coordinar sesiones de análisis y discusión de casos sobre femicidio y situaciones de alto riesgo, con las instituciones señaladas en este protocolo.

 


Se deja sin efecto el protocolo anterior así como la circular Nº 066-07 del 19 de julio de 2007, publicada en el Boletín Judicial Nº 167 del 31 de agosto de 2007.

 

San José,  10 de setiembre de 2014.-

 

 

 

 

MSc. Irving Vargas Rodríguez

Secretario General interino 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

Ref.: 9559-2014 / Dz
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CIRCULAR No. 31-2015

 

 

Asunto:      Reiteración de la circular No. 15-2002, sobre el “Deber de solicitar a las personas involucradas en un proceso, las direcciones en forma completa, con el fin de evitar errores posteriores”.- 

 

 

 A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 6-15 celebrada el 22 de enero de 2015, artículo LXXXVIII, acordó reiterarles la circular No. 15-2002 sobre el “Deber de solicitar a las personas involucradas en un proceso las direcciones en forma completa, con el fin de evitar errores posteriores”, que literalmente indica: 

“El Consejo Superior en sesión N° 08-02 celebrada el 6 de febrero del 2002, artículo XXXI, dispuso solicitarles realizar un mayor esfuerzo, en el momento en que se transcribe una dirección, solicitando a las personas involucradas, que ésta debe ser aportada en una forma clara y completa, con calles y avenidas, nombre del distrito, barrio o caserío, número de casa, así como cualquier otro punto de referencia, lo anterior debido a que se presentan errores que son fácilmente detectables y que permitirían establecer de antemano si una dirección es falsa o equivocada” . 

 

San José, 9 de febrero de 2015.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 2723-11, 515-15..
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CIRCULAR No. 60-2015

 

 

Asunto:      Abordaje de casos de personas que se presumen cuenta con  alteración mental o una enfermedad psicosocial y se duda de su comprensión para el cumplimiento de medidas de protección que se ordenan en materia de violencia doméstica.- 


 

 

 A LOS JUZGADOS DEL PAÍS QUE TRAMITAN

 LA MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 21-15 celebrada el 10 de marzo de 2015, artículo LXXXII, dispuso realizar recomendaciones en aquellos casos en que se encuentre involucrada una persona de la cual se indique  realizó actos de agresión a su familia o su pareja pero que se presuma que cuenta con una alteración mental o una enfermedad psicosocial y en apariencia con una incapacidad para comprender el alcance de las medidas de protección que se solicitan en materia de violencia doméstica.

 


En esos casos la persona juzgadora debe tomar en cuenta los siguientes aspectos:  


 


a) Al momento de tomar la solicitud debe procurarse que la persona solicitante brinde al despacho la mayor cantidad de información posible para tener un panorama comprensible, amplio y detallado de la situación de la persona de la cual se indique o se sospecha tiene la discapacidad psicosocial. De ser posible puede solicitarse a la persona gestionante que aporte en el acto la documentación médica pertinente que tenga en su poder. Específicamente debe consultarse en ese sentido a la persona solicitante si la persona que realizó los actos de agresión atraviesa alguna condición de salud mental que podría afectar su comprensión cognitiva; aspecto que deberá valorar con detenimiento la persona juzgadora al momento de disponer la procedencia de medidas de protección.


 


b) Debe solicitarse al personal profesional en psicología del Departamento de Trabajo Social y Psicología, o a la Sección de Psiquiatría Forense del Departamento de Medicina Legal o al Servicio de Psiquiatría de los Hospitales de la Caja Costarricense del Seguro Social, una valoración psicológica o psiquiátrica a efectos de determinar la condición de salud mental de la persona, si comprende el carácter volitivo de sus actos, si puede comprender el alcance de las medidas de protección y determinarse conforme a esas medidas, las consecuencias de su incumplimiento y si puede enfrentar un proceso judicial. En caso de requerirse precisar un diagnóstico clínico del padecimiento de la persona referida, se debe dirigir la solicitud de valoración directamente al área de Psiquiatría correspondiente.


 


Valorar para el dictado de medidas de protección el riesgo real y latente que informa la víctima, junto con el abordaje que requiere la persona de la cual se indica cuenta con una alteración mental o la  enfermedad psicosocial. En ese análisis pueden disponerse medidas de protección típicas o atípicas a favor de la persona solicitante, sujetas a la valoración indicada en el punto anterior y que sean acciones concretas, sencillas y puntuales, además de ser redactadas en un lenguaje accesible y comprensible. 


 


d) Pueden además disponerse medidas de protección que no necesariamente impliquen acciones o prohibiciones que deban ser llevadas a cabo o ejecutadas por la persona que se presume tiene la discapacidad psicosocial, por ejemplo: autorizar un domicilio diferente al común, el decomiso de armas o la cancelación del permiso de portación de armas. 


 


e) Pueden disponerse medidas que impliquen la necesidad de respuesta del sector salud. En ese sentido puede incluso solicitarse un abordaje de la persona solicitante por parte del personal competente del centro hospitalario, para que le brinden lineamientos para el cuido, contención, forma de medicación y rehabilitación que ocupe la persona con aparente discapacidad psicosocial.  


 


f) Al momento de notificar ese auto inicial, de acuerdo a las circunstancias del caso, la persona juzgadora puede hacerse acompañar del psicólogo del Departamento de Trabajo Social y Psicología de la institución, con la finalidad de asegurarse que el acto procesal es válido y la persona con aparente discapacidad psicosocial, comprende las medidas de protección que fueron dispuestas para su cumplimiento. Se estima que el o la profesional en psicología no tiene competencia “para asegurarse que el acto procesal es válido” y en el caso de “asegurarse que  comprende las medidas de protección que fueron dispuestas para su cumplimiento”, esto solo puede ser concluido mediante la valoración indicada en el punto B.


 


g) En estos casos, la persona juzgadora no debe disponer como medida el internamiento directo de la persona con discapacidad psicosocial al Hospital Nacional Psiquiátrico, aunque sí puede disponerse su traslado y la valoración de aquella en el servicio de emergencias del centro médico, sobre todo en aquellos casos que se encuentre descompensada. Se recuerda que la disposición de un internamiento en un centro de esa naturaleza recae en el criterio exclusivo del personal médico.  


 


h) Si es del caso, podría coordinarse con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial a fin de que se establezca si la persona y su familia son candidatas a alguno de los programas que dicho ente desarrolla con la población con discapacidad psicosocial.  


 


i) En caso de que los actos alegados constituyan delito, se debe proceder a testimoniar piezas para el Ministerio Público para lo de su cargo.”

 

San José, 15 de abril de 2015.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 403-2015 / 2451-2015.

Randy Rivera Rodríguez.
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CIRCULAR No. 62-2015

 

 

Asunto:      Aclaración de la circular N° 56-2015, sobre “Plazo para la remisión de pruebas documentales que deben incorporarse en los expedientes administrativos disciplinarios que se siguen contra las personas auxiliares de la justicia (intérpretes, traductores, peritos, ejecutores y curadores procesales)”. 

 

 

 A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

Se aclara la circular N° 56-2015 de 26 de marzo de 2015, "Modificación de la circular No 30-2013 sobre “Plazo para la remisión de pruebas documentales que deben incorporarse en los expedientes administrativos disciplinarios que se siguen contra las personas auxiliares de la justicia (intérpretes, traductores, peritos, ejecutores y curadores procesales), en el sentido que debe leerse correctamente el número de sesión N° 20-2015, celebrada el 5 de marzo de 2015, artículo XCIX.

 

San José, 15 de abril de 2015.

 

 


 

 


Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia
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CIRCULAR N° 86-2015

ASUNTO: Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-

 

 A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 182-2005, denominada “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”, publicada en el Boletín Judicial No 6 del 9 de enero de 2006, que indica: 

 

“El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a las personas usuarias con discapacidad,  adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en una situación especial”.-

 

  San José, 20 de mayo de 2015.

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia
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CIRCULAR Nº 83-2015

 

 

Asunto:      Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -


 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 

PÚBLICO EN GENERAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada ““Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice: 

 

“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:

 

PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 

PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD

2013-2017

 

I.            INTRODUCCIÓN 

 

El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades. 

 

Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios. 

 

En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.

 

Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.

 

Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.

Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución 
En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.


[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.

II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017

 

 

		Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.





 

 

		DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA 

		SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE 

		ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA 

		TIEMPO DE EJECUCIÓN

		REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN

		EVALUACIÓN DE RESULTADOS



		 

ACTITUDINAL

		Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense) Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.


 

		ü      Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.

 

ü      Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.

 

ü      Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.

 

ü      Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.

 

 

 

 

		Permanente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

Contraloría de Servicios. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Unidades de Capacitación del Poder Judicial

 

 

 

 

 

 

 

		Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


Lineamientos y divulgaciones emitidas.


 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.

 

 

 

Alianzas establecidas.

 

 

 

 

 

 

 

 

Mecanismo o mejoras instauradas.

 

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras instauradas



		INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN

		Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.

		ü      Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.

ü      Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.

ü      Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

ü      Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.

ü      Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.

ü      Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.

ü      Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1 año  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anualmente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

 

Diferentes centros de Responsabilidad 
Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior.


3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes.

[

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias


		Mecanismos y mejoras establecidas

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Estrategia elaborada e implementada.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Informes de rendición de cuentas

Cantidad de actividades realizadas.

 

 

 

 

Mecanismos instaurados.



		SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.

		El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

		ü  Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.

 

ü  Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.

 

ü      Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo. 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

1 año

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

		Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.

 

Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.

 

 

 

 

Departamento de Personal

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia.

		Servicios y ayudas técnicas establecidas.

 

 

 

 

 

Investigaciones realizadas.

Estrategias implementadas

 

 

 

 

 

Diagnóstico elaborado

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Redes de apoyo establecidas.



		JURÍDICA

		En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad


		ü      Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.

 

ü      Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.

 

ü      Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.

 

 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

1 año 

 

 

 

 

 

1 año

 

 

		Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

		Actualización y clasificación  realizada.

 

 

 

 

 

 

Cantidad de usuarios que accesan la página.

 

 

 

 

 

Proyecto de creación.

 

 

 

 

 

Resultados de la evolución y mejoras a implementar.



		POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES

		La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.

		ü      Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

		Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

		Manuales y protocolos elaborados.

 

 

 

 

Directrices establecidas.

 

 

 

 

 



		ADMINISTRATIVA

		El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.

 

		ü      Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Anualmente

		Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.

 

		Indicadores establecidos.

 

 

 

 

Directrices establecidas.



		ESPACIO FÍSICO

		En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.

 

		ü      Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü      Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.

 

ü      Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).

 

ü      Constatar las condiciones de infraestructura y otros Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.
 en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.

 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanentes

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad

 

 

 

 

 

Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.

 

 

Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena

		Mejoras realizadas.

Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.

 

 

 

 

 

 

Traslados realizados.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras consideradas

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.

 



		TRANSPORTE

		Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.

 

		ü      Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.

 

ü      Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.

 

		Anualmente

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia

 

		Política aprobada.

 

 

 

 

 

 

 

 

Medias adoptadas.



		TECNOLOGÍA

		En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.

 

Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.

 

Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.

 

		ü      Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. 

 

ü      Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.

 

ü      Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.

 

 

ü      Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.

 

ü      Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad. 

 

ü      Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.

 

ü      Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

ü       

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

		Dirección de Tecnología de Información.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.

 

 

 

 

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información

		Actualizaciones realizadas.

 

 

 

 

Sitio y Sub-sitios web ajustados.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Especificaciones establecidas.

 

 

 

 

 

 

Alertas establecidas.

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras implementadas.

 

 

 

 

 

Cantidad de terminales adaptadas.

 

 

 

 

Herramientas implementadas.





III.         ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.

 

3.1  . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.

 

Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.

La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” Publicada en el Diario Oficial La Gaceta 
N°198, del 16 de octubre del 2001 


Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

  

Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades. 

 

Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.

 

Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.

 

Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.

 

El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.

 

3.2  . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.

 

En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:

 

§               Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.

§               Propiciar investigaciones en los temas de interés. 

§               Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros. 

§               Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales. 

§               Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación. 

§               Confección de material informativo. 

§               Propuestas de reformas.

§               Establecimiento de redes, entre otros.

 

En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.

 

Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.

 

Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

3.3  . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.

 

Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:

 

§              Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.

 

§              Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.

 

§              Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.

 

§              Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.

 

§              Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.

 

§              Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.

 

§              Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.

 

3.4  . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.

 

La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.

A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:

 

		POTENCIALES RIESGOS

		ORIGEN

		PROPUESTA DE MEJORA

 



		 

Ambiente de control

		

		



		Falta de apoyo político al Plan.

		Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

		Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.

 

Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.

 



		Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil

		Carencia de espacios para la validación y sensibilización

 

 

 

 

 

 

Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.

 

		Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.

 

Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua

 

Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.

 



		Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.

		Deficientes canales de coordinación y comunicación

 

 

 

 

		Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.

 

Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.

 



		No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

		Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.

 

Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.

 

 

 

Quejas de los usuarios/as

 

		Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.

 

 

Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. 

 

Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as

 



		Limitaciones presupuestarias

		Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.

		Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.


 


Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.

 



		Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución

		Falta de una estrategia de comunicación y divulgación. 

		Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.

 



		 

Valoración del Riesgo

		

		



		No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.

 

		Falta de capacitación en materia de control interno.

 

 

		Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



		 

Actividades de control y seguimiento 

		

		



		Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.

		Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.

 

		Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.

 

 



		Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.

		Falta de instrumentos de control.

 

		Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.

 



		Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.

		Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.

		Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.



		 

Sistema de Información

		

		



		Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución 

		Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)

		Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión. 





 


3.5.        Impacto esperado del Plan.

 

§              Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.

 

§              Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

§              Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

 

§              Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.

 

3.6.            Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.

 

 

		ACTIVIDADES

		AÑO/MESES

		

		

		

		

		

		

		

		

		REPONSABLES



		

		2012

		

		

		

		

		

		

		2013-2017

		

		



		

		6

		7

		8

		9

		10

		11

		12

		

		1 al 12

		 



		Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.



		Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.



		Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan. 

 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado. 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



		Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan,  identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 





 


San José, 19 de mayo de 2015.

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 3847-15

Randy Rivera Rodríguez.

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 16:25:15.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 119 - 2015


21 de Julio del 2015

Fecha de Publicación: 28 de Agosto del 2015

Descriptores/Temas: Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial, Tribunal de la Inspección Judicial

Modifica: Circular de Secretaría de la Corte 060 del año 2015

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°119 del 21 de julio del 2015


CIRCULAR No. 119-2015

 

 

Asunto:           Modificación de la circular No 60-2015, sobre “Abordaje de casos de personas que se presumen cuenta con  alteración mental o una enfermedad psicosocial y se duda de su comprensión para el cumplimiento de medidas de protección que se ordenan en materia de violencia doméstica”. 

 

 

 A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior, en sesión N° 54-2015, celebrada el 10 de junio de 2015, artículo LVIII, al conocer la solicitud de la máster María Elena Gómez Cortés, en carácter de Coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, dispuso modificar la circular N° 60-2015 del 15 de abril de 2015, “Abordaje de casos de personas que se presumen cuenta con  alteración mental o una enfermedad psicosocial y se duda de su comprensión para el cumplimiento de medidas de protección que se ordenan en materia de violencia doméstica”, eliminando el punto f), por lo que en adelante se deberá leer de la siguiente manera: 


 


“El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 21-15 celebrada el 10 de marzo de 2015, artículo LXXXII, dispuso realizar recomendaciones en aquellos casos en que se encuentre involucrada una persona de la cual se indique  realizó actos de agresión a su familia o su pareja pero que se presuma que cuenta con una alteración mental o una enfermedad psicosocial y en apariencia con una incapacidad para comprender el alcance de las medidas de protección que se solicitan en materia de violencia doméstica.

 

En esos casos la persona juzgadora debe tomar en cuenta los siguientes aspectos:  

 

a) Al momento de tomar la solicitud debe procurarse que la persona solicitante brinde al despacho la mayor cantidad de información posible para tener un panorama comprensible, amplio y detallado de la situación de la persona de la cual se indique o se sospecha tiene la discapacidad psicosocial. De ser posible puede solicitarse a la persona gestionante que aporte en el acto la documentación médica pertinente que tenga en su poder. Específicamente debe consultarse en ese sentido a la persona solicitante si la persona que realizó los actos de agresión atraviesa alguna condición de salud mental que podría afectar su comprensión cognitiva; aspecto que deberá valorar con detenimiento la persona juzgadora al momento de disponer la procedencia de medidas de protección.

 

b) Debe solicitarse al personal profesional en psicología del Departamento de Trabajo Social y Psicología, o a la Sección de Psiquiatría Forense del Departamento de Medicina Legal o al Servicio de Psiquiatría de los Hospitales de la Caja Costarricense del Seguro Social, una valoración psicológica o psiquiátrica a efectos de determinar la condición de salud mental de la persona, si comprende el carácter volitivo de sus actos, si puede comprender el alcance de las medidas de protección y determinarse conforme a esas medidas, las consecuencias de su incumplimiento y si puede enfrentar un proceso judicial. En caso de requerirse precisar un diagnóstico clínico del padecimiento de la persona referida, se debe dirigir la solicitud de valoración directamente al área de Psiquiatría correspondiente.

 

Valorar para el dictado de medidas de protección el riesgo real y latente que informa la víctima, junto con el abordaje que requiere la persona de la cual se indica cuenta con una alteración mental o la  enfermedad psicosocial. En ese análisis pueden disponerse medidas de protección típicas o atípicas a favor de la persona solicitante, sujetas a la valoración indicada en el punto anterior y que sean acciones concretas, sencillas y puntuales, además de ser redactadas en un lenguaje accesible y comprensible. 

 

d) Pueden además disponerse medidas de protección que no necesariamente impliquen acciones o prohibiciones que deban ser llevadas a cabo o ejecutadas por la persona que se presume tiene la discapacidad psicosocial, por ejemplo: autorizar un domicilio diferente al común, el decomiso de armas o la cancelación del permiso de portación de armas. 

 

e) Pueden disponerse medidas que impliquen la necesidad de respuesta del sector salud. En ese sentido puede incluso solicitarse un abordaje de la persona solicitante por parte del personal competente del centro hospitalario, para que le brinden lineamientos para el cuido, contención, forma de medicación y rehabilitación que ocupe la persona con aparente discapacidad psicosocial.  

 

 

f) En estos casos, la persona juzgadora no debe disponer como medida el internamiento directo de la persona con discapacidad psicosocial al Hospital Nacional Psiquiátrico, aunque sí puede disponerse su traslado y la valoración de aquella en el servicio de emergencias del centro médico, sobre todo en aquellos casos que se encuentre descompensada. Se recuerda que la disposición de un internamiento en un centro de esa naturaleza recae en el criterio exclusivo del personal médico.  

 

g) Si es del caso, podría coordinarse con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial a fin de que se establezca si la persona y su familia son candidatas a alguno de los programas que dicho ente desarrolla con la población con discapacidad psicosocial.  

 

h) En caso de que los actos alegados constituyan delito, se debe proceder a testimoniar piezas para el Ministerio Público para lo de su cargo”.


 

San José, 21 de julio de 2015.

 

 


 

 


Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 403-14 / 6655-15 

Randy Rivera Rodríguez

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 16:26:28.
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Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°192 del 2 de noviembre del 2015


 

CIRCULAR No. 192-2015

 

 

Asunto:           “Protocolo de Atención Inmediata a personas menores de edad, víctimas y testigos en sede penal”.-


 


 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 


El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión No. 87-15 celebrada el 29 de setiembre de 2015, artículo IV, acordó comunicar a los despachos judiciales del país, el “Protocolo de Atención Inmediata a personas menores de edad, víctimas y testigos en sede penal”, que literalmente indica:


 

“Protocolo de Atención Inmediata a personas menores de edad, víctimas y testigos en sede penal

INTRODUCCIÓN

La intervención de los y las profesionales del Departamento de Trabajo Social y Psicología (DTSP) en diversos procesos judiciales, ha involucrado en el área penal, la prestación de servicios de abordaje a personas menores de edad durante los diferentes procesos judiciales, en materia de delitos sexuales y otras formas de agresión; bajo la modalidad de atenciones inmediatas.


Según las estadísticas del DTSP en el año 2012, se recibieron 3907 solicitudes de atenciones inmediatas y en el 2013, 4922; estos números revelan la demanda, para esta intervención técnica y justifican la importancia de este Protocolo.


Lo anterior, en respuesta a que, en el artículo 123 del Código de Niñez y Adolescencia se especifica que “El Departamento de Trabajo Social y el Departamento de Psicología (sic) del Poder Judicial deberán asistir al menor ofendido y a su familia durante el proceso (…).” Y en concordancia con el derecho de asistencia, retomado en los Principios Fundamentales de Justicia para víctimas de delitos y abuso del poder, aprobados por las Naciones Unidas desde 1985.


A pesar de que se cuenta con lineamientos departamentales para esta modalidad, el proceso de cambio por el cual se atraviesa, arrojó la necesidad de homogenizar y protocolarizar la forma de trabajo, de manera que cualquier profesional siga las mismas pautas de acción; por lo que se conformó una comisión encargada de la elaboración del presente protocolo.


El propósito que se pretende cumplir con este, está dirigido a que las y los profesionales en Trabajo Social o en Psicología cuenten con una guía conceptual y práctica que permita una prestación de servicios de calidad y no revictimizantes, hacia el usuario o la usuaria del Poder Judicial; por lo que expone las definiciones que direccionan los objetivos de intervención y las acciones a realizar durante las distintas etapas procesales.


La atención inmediata a personas menores de edad, responde a solicitud para realizar acompañamientos técnicos; los cuales de preferencia son programados por la autoridad judicial o atendidos de forma emergente, de acuerdo con el recurso disponible.


Esta intervención debe proporcionar información básica acerca de la diligencia judicial, en la que inicialmente se genera un rapport que permita un acercamiento con la persona menor de edad y si es requerido la contención necesaria, en el marco de derechos y deberes dentro de las políticas para disminuir la revictimización, establecidas por el Poder Judicial (Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, CONAMAJ).


Según Lipowsky y Stern (1997; citados por Cantón-Duarte y Arboleda, 2000) los objetivos de esta intervención son la "instrucción de procedimientos (...) y los papeles desempeñados por las distintas personas que intervienen, familiarizarlo con los términos, y conceptos legales, enseñarle técnicas adecuadas de expresión oral, ayudarle a entender la finalidad del sistema judicial penal, conseguir que se sienta cómodo en la sala de audiencias y hacer tomar conciencia de la importancia de decir sólo la verdad".


De acuerdo con lo anterior, el objetivo de la intervención es brindar información, orientación y contención; con el propósito de fortalecer a la persona menor de edad atendida durante el proceso judicial.


Esta modalidad de atención requiere conocer aspectos básicos de la situación que genera la intervención judicial. El o la perito deberá dirigir su accionar técnico a partir del conocimiento de elementos tales como: el vínculo con la persona denunciada, redes de apoyo, habilidades funcionales y desarrollo evolutivo; que permitan ofrecer un criterio profesional a la autoridad judicial, que de manera oral exponga las capacidades personales y condiciones familiares que deben tomarse en consideración en el momento de la diligencia.


Objetivo

Determinar la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, con el fin de unificar la actuación profesional ante las solicitudes de atención inmediata por parte de la autoridad judicial en sede penal; y de esta forma, garantizar un servicio de calidad desde un marco de procedimientos técnicos acordes con las políticas de disminución de la revictimización secundaria.


Ámbito de aplicación y población meta

Este documento va dirigido a los y las peritos del DTSP, que deben efectuar este tipo de intervención con la población de personas menores de edad en materia de delitos sexuales y otros tipos de agresión, interpuestos en el ámbito penal.


Personal que interviene

Los y las peritos, profesionales en Trabajo Social y en Psicología del DTSP.


Material requerido

Boleta única de Referencia al DTPS


Boleta de Atenciones Inmediata


Términos y definiciones

Para este protocolo toma relevancia los siguientes términos y definiciones:


-ATENCIÓN INMEDIATA: Es una intervención que puede ser realizada por el/la Trabajadora Social o la /el Psicólogo (a), en una sesión y de manera inmediata en las siguientes circunstancias: personas en estado de crisis, acompañamiento y orientación durante la diligencia judicial.


-VICTIMOLOGÍA: Para Aguilar (2006) "Es una ciencia que se centra en la parte afectada del delito, así como en la personalidad de la víctima, consecuencia del hecho delictivo y sus posibles soluciones" (p: 98).


-VÍCTIMA: Según lo expuesto por las Naciones Unidas (s.f.), se define como las personas naturales o jurídicas que individual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal nacional o internacional o que de otra manera constituyan una violación grave de los derechos humanos, la conducta de las empresas o abusos ilícitos de poder.


-VICTIMIZACIÓN: Marchiori (2000) plantea que es cuando la persona ve disminuida su seguridad individual o colectiva al haber padecido un daño físico, psíquico, patrimonial o sexual, que además, cuando va acompañado de violencia o experiencia personal con el presunto autor del delito, suele traer efectos que se mantienen en el tiempo y pueden ser físicos, psíquicos, económicos o de rechazo social.


-VICTIMIZACIÓN SECUNDARIA: para Raposo (s.f.) es aquella victimización que se deriva de las relaciones de la víctima con el sistema jurídico. Se acentúa cuando la persona no recibe la información necesaria para enfrentar el proceso judicial en sus diferentes etapas, lo cual también puede afectar la imagen del propio sistema judicial nacional; exacerbando en las personas ofendidas el sufrimiento del daño en sus derechos fundamentales, en su dignidad humana y en la consecución de la justicia.


-RAPPORT: establecimiento de una relación cálida y de confianza, que provoca que la persona menor de edad se sienta cómoda o en familiaridad, respecto a los demás. Se expone que incluye tres componentes conductuales: atención mutua, positividad mutua y coordinación. La confianza puede obtenerse a través de diversas técnicas, como por ejemplo: juegos, programas televisivos, intereses, deportes, aficiones, etc


(Cantón y Cortés, 2000)


-APOYO: Favorecer, patrocinar, ayudar.


-HABILIDADES FUNCIONALES: Se refiere a las capacidades cognitivas, conductuales, emocionales, ejecutivas, entre otras. También conocida como competencias que se refiere a la capacidad de las personas para generar y coordinar respuestas, flexibles y adaptativas a corto y largo plazo ante las demandas asociadas a la realización de sus tareas vitales y generar estrategias para aprovechar las oportunidades que le brindan los contextos de desarrollo. (Waters y Sroufe, 1983, citados por Masten y Curtis, 2000; recitados por Rodrigo y Martin, 2009)


Diferencia entre Atención Inmediata e Intervención en Crisis

De acuerdo con las técnicas propias del campo de la Psicología, una intervención en crisis se trata de un proceso psicoterapéutico, mediante un modelo de intervención que incluso puede trascender al sujeto individual, esto en aras de identificar las necesidades de un ser humano como inmerso en un sinnúmero de realidades grupales, las cuales se podrían utilizar como recursos para ayudar a que el paciente sobrelleve de manera óptima las situaciones críticas que atraviesa en un momento determinado y restablecer su equilibrio emocional.


Lo que corresponde a los profesionales en Trabajo Social y Psicología que intervienen en atenciones inmediatas, es identificar si la persona está en crisis, siendo así, ésta no podría participar en los trámites judiciales a los que estaría solicitada, en razón de ser contraproducente y revictimizante; lo que sería diferente a contener y apoyar en estados de ligera ansiedad, angustia y manifestaciones de llanto; por esta razón, frente a una situación de crisis, lo recomendable es hacer referencia inmediata de la persona usuaria a un centro de atención especializada, en donde incluso se le acompañaría hasta el lugar de intervención.


PRESENTACIÓN

Las personas usuarias del Poder Judicial tienen derecho a no ser revictimizadas y maltratadas, por lo que el presente protocolo tiene como objetivo que el servicio que se brinda desde el Departamento de Trabajo Social y Psicología (DTSP) coadyuve en la atención humana y sensible, dirigida a las personas menores de edad (PME).


Dicha intervención está fundamentada legalmente en el artículo Nº 123 contenido en el Capítulo IV del Código de la Niñez y la Adolescencia, sobre los Derechos de Acceso a la Justicia; el cual señala: “El Departamento de Trabajo Social y de Psicología del Poder Judicial deberán asistir al menor ofendido y a su familia durante el proceso. Finalizado éste, la persona menor de edad deberá ser remitida a la institución correspondiente para el debido tratamiento”.


La aplicación de este protocolo favorece la denuncia de agresiones sexuales y otros tipos de violencia, desde una óptica del derecho en la que se debe proteger la intimidad, la privacidad y la correcta obtención de la información. Así mismo, el uso del protocolo pretende unificar y controlar las intervenciones profesionales para evitar fallas o errores en detrimento de la persona menor de edad usuaria y del sistema judicial mismo.


PRÓLOGO

Desde el año 1996, un equipo de profesionales en Trabajo Social creó e implementó el Programa de Atención Social a la Violencia Sexual Infanto Juvenil, el cual fue una iniciativa previa a la promulgación del Código de la Niñez y la Adolescencia en 1998.


Este programa inicialmente se dirigió a la atención de personas menores de edad o adultas con discapacidad, que figuraban como personas ofendidas en delitos sexuales. Posteriormente, debido a la promulgación de otras leyes y el incremento de la criminalidad misma, el radio de acción se expandió hacia la atención de otros tipos de violencia.


Las/os profesionales que atienden este programa intervienen en diferentes etapas del proceso judicial, desde la etapa inicial en la que las personas usuarias tienen el primer contacto con la institución, es decir la interposición de la denuncia, hasta su finalización del proceso, mediante un debate o juicio oral.


Este protocolo debe complementarse con otras normativas e instrumentos existentes elaboradas en el Poder Judicial tales como: Las Directrices para Reducir la Revictimización de las Personas Menores de Edad en los Procesos Penales emitidos por la CONAMAJ en el año 2002, el Protocolo de Atención Legal a Víctimas de Delitos Sexuales y Violencia Doméstica Cometidos por Personas Menores de Edad, el Protocolo de Atención a Víctimas Mayores y Menores de Edad de Delitos Sexuales y Explotación Sexual Comercial Cometidos por Personas Mayores de Edad y otros similares, emitidos en el 2008.


Se pretende además con la implementación de este protocolo evitar o minimizar la revictimización secundaria de las personas usuarias, mediante el uso adecuado de la entrevista forense con las personas menores de edad, en los diferentes momentos del proceso judicial en el ámbito penal.


Por tanto, se espera que este instrumento se constituya en una guía útil para los y las profesionales del DTSP que se desempeñan en esta área de intervención. Se consideran como alcances de este tipo de intervención, los aspectos consignados en la Boleta de Atención Inmediata; a saber:


ü      Brindar atención en Fiscalía, Juicio, Reconocimiento, Anticipo Jurisdiccional de Prueba y otras instancias en sede penal, en las que se requiera atención a usuarias y usuarios personas menores de edad.


ü      Desarrollar un ambiente de confianza.


ü      Orientar e informar acerca de la labor de la Fiscalía y/o de las instancias penales correspondientes.


ü      Orientar e informar acerca de la labor de Trabajo Social y Psicología


ü      Informar acerca de la dinámica del debate y del rol del juez (jueces), fiscal y defensor.


ü      Explicar la importancia de decir la verdad.


ü      Informar acerca de los derechos de las personas menores de edad.


ü      Brindar apoyo y contención (espacios de relajación, manejo de temores, mitos y otros).


ü      Coordinar con la autoridad judicial a cargo para la referencia del caso a otras instituciones, cuando se detectan condiciones de riesgo.


ü      Dar indicaciones breves a los progenitores o encargados de la persona menor de edad acerca del proceso judicial.


ü      Aclarar los aspectos que no involucran la intervención en esta instancia.


ü      No es un servicio psicoterapéutico ni de intervención en crisis.


ü      La atención podría verse limitada en razón del estado emocional de la persona menor de edad.


ü      No se emiten impresiones diagnósticas (la entrevista, la observación conductual y la observación no participante, son técnicas que permiten ofrecer un criterio verbal acerca de posibilidad o no de abordaje; no de valoración para emitir diagnóstico).


ü      En aras del respeto del interés superior de la persona menor de edad, la intervención no consiste en influir en su discurso (denuncia, declaración, retractación o retiro de denuncia), ni en convencerlo (la) de participar en el proceso judicial.


ü      No se trata de un recurso de recreación ni de actividades lúdicas.


ü      No es un servicio de cuido a personas menores de edad.


FUNDAMENTACIÓN LEGAL

La intervención con las personas usuarias, debe realizarse a la luz de los siguientes instrumentos jurídicos, los cuales amparan y legitiman el quehacer profesional durante las atenciones inmediatas:


- Declaración Universal de los Derechos Humanos .


- Convención de los Derechos de las Personas Menores de Edad.


- Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes.


- Estatuto de la Justicia de los Derechos de las Personas Usuarias de los Servicios Judiciales.


- Código de la Niñez y la Adolescencia.


- Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para Víctimas de Delitos.


- Código Procesal Penal.


- Ley de Justicia Penal Juvenil.


- Ley contra el Castigo Físico y el Trato Humillante


- Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas especialmente mujeres y personas menores de edad de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.


- Convención Interamericana sobre el tráfico internacional de menor.


- Ley de Penalización contra la Ley de la Violencia Doméstica contra las Mujeres.


- Ley 7600: Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad


- Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad


- Las Directrices para Reducir la Revictimización de las Personas Menores de Edad en los Procesos Penales emitidos por la CONAMAJ


- Convención Interamericana para Prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Convención Belem do Pará)


- Memorando Nº 04-NA-FAAG-2014 "Lineamientos prácticos para la investigación de los asuntos que ingresan como reportes del 911. Función del Departamento de Trabajo Social y Psicología y la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito y coordinación con esa oficinas. Abordaje, atención e investigación de denuncias en perjuicio de personas adultas mayores. Remisión al Programa de Atención a la Violencia Infanto Juvenil del Departamento de Trabajo Social y Psicología".


- Circular 02-ADM-2009 del Ministerio Público "Directrices generales para la intervención, atención, acompañamiento y seguimiento a todas las víctimas del delito.


- Cirular 15-ADM-2008 del Ministerio Público "Guía práctica para el abordaje e investigación efectiva de los delitos establecidos en la Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer".


- Circular 22- ADM- 2007 del Ministerio Público "Guía práctica para la atención de recepción de denuncias de las víctimas de delitos sexuales, explotación sexual comercial y delitos derivados de la violencia intrafamiliar".


- Circular 22 -ADM-2008 del Ministerio Público.


PROCEDIMIENTO

ATENCIONES INMEDIATAS EN SEDE PENAL

Durante el proceso penal judicial se identifican las siguientes diligencias en las que se requiere el acompañamiento técnico especializado por parte de los y las profesionales del DTSP:


1. Recepción de la Denuncia en Fiscalía.


2. Reconocimientos.


3. Anticipos jurisdiccionales de prueba.


4. Juicio oral o debate.


5. Entrevista en otros despachos o instancias judiciales en sede penal.


6. Retratos Hablados.


7. Acompañamientos para hacer reconocimientos de lugares.


1- ACOMPAÑAMIENTO TÉCNICO EN RECEPCIÓN DE LA DENUNCIA

La intervención del o la profesional del DTSP en la recepción de la denuncia, obedece a una solicitud escrita por parte de la autoridad judicial en sede penal; mediante la Boleta Única de Referencia.


Por su parte, la (el) auxiliar administrativo (a) recabará los datos referentes al proceso judicial en la boleta de atención inmediata; a saber: número de expediente, partes, causa, nombre y edad de la persona referida, relación con la persona denunciada. Posteriormente comunica a la /el profesional responsable para que efectúe la intervención.


Si el acompañamiento es programado el (la) auxiliar administrativo (a) del DTSP confirma con la autoridad judicial, la asistencia de la persona menor de edad a la diligencia.


Para realizar estos acompañamientos técnicos la o el profesional interviene en tres etapas:


1.1 Previo a la entrevista:

Para dar inicio a dicha intervención, se debe revisar el expediente judicial o la denuncia referencial o realizar la coordinación para identificar quién es la persona/institución que da parte a las autoridades judiciales, así como el contexto en el que surge o se da la revelación de los supuestos hechos a denunciar.


1.2. Abordaje con la persona menor de edad referida

En primer orden, la o el profesional se presenta, confirma el nombre con la persona menor de edad referida y la persona que acompaña e informa acerca de la intervención, en un área que cuente con condiciones de privacidad y mobiliario básico, preferentemente acondicionada para este tipo de atención, cumpliendo con lo estipulado por la CONAMAJ.


1.2.1 Con la persona encargada o quien acompaña explorar:


Acerca de aspectos relevantes del contexto psicosocial a fin de determinar condiciones que inciden en la recepción de la denuncia, factores de riesgo y factores protectores.


Posteriormente, se solicita al acompañante o encargada(o) su egreso, para continuar a solas con la persona referida.


1.2.2 Con la persona menor de edad referida


Se destaca que el o la profesional deberá constatar los aspectos que se detallan a continuación, de acuerdo con las particularidades del caso:


- Nombre de la persona referida, edad, sexo.


- Intereses o aficiones de la persona referida para facilitar el establecimiento del rapport.


- Establecer la Etapa de Rapport, familiarización con el medio ambiente y las personas participantes en el proceso. Abordar aspectos significativos para la persona menor de edad que la hagan sentir cómoda.


- Identificar consideraciones relevantes acerca de las habilidades funcionales de la PME, así como idioma, creencias religiosas, deprivación sociocultural.


- Conocimiento de la persona menor de edad acerca de la diligencia judicial.


- Informar sus derechos y deberes durante el proceso judicial, labores que realiza la institución y la diligencia a realizar.


- Composición de la familia / acuerdos de custodia.


- Nombres de los miembros de la familia y de personas cuidadoras, cuando la PME se refiere a otras figuras de importancia para él/ella, prestar atención a los apodos y a los nombres repetidos, para diferenciarlos.


- Organización de la familia o grupo de convivencia, en cuanto a horarios y condiciones del cuido de la PME.


- Hábitos de la familia o aspectos relacionados con los temas alegados (por ejemplo, ducharse en familia, progenitores que permiten que los niños(as) entren al baño cuando están desnudos, juego físico o hacer cosquillas).


- Los nombres que la PME y la familia le da a las partes del cuerpo.


- Tratamiento médico relevante o enfermedades. Si tiene prescripción farmacológica, el horario de ingesta y si el día de la entrevista lo tomó de acuerdo con lo recetado.


- Consumo de sustancias tóxicas (tratamiento o rehabilitación).


- Conocimientos de educación sexual o de programas de prevención de la violencia.


- Se explora la motivación de la denuncia (procesos judiciales paralelos).


- La relación o vínculo con la persona denunciada.


- Reacciones del grupo familiar o personas encargadas, al conocer de los aparentes hechos.


- Aspectos relevantes del contexto psicosocial a fin de determinar condiciones que inciden en la recepción de la denuncia, factores de riesgo y factores protectores tanto en el entorno inmediato como Institucional (tales como antecedentes de abuso sexual, violencia intrafamiliar, revelación de los aparentes hechos, a cuántas y cuáles personas los ha narrado, entre otros).


- Otros factores de riesgo, que hagan necesaria la intervención del Patronato Nacional de la Infancia (reubicación de la PME referida).


- En caso de que la diligencia vaya a realizarse en cámara de Gessell, explicar las características del recurso.


- Explicar la participación de las personas intervinientes (El rol que asumirá la o el profesional a cargo (trabajo social / psicología), el rol del o la fiscal, y cuando se está en cámara de Gessell la del o la técnico operador(a) de la cámara).


- Se le informa de la posibilidad de que se grabe en audio y video, cuando corresponda.


- Se le explica el uso de la información que pueda brindar.


- Importancia de decir la verdad y detallar con claridad y en el orden que recuerda lo que vaya a contar.


- Si son mayores de 12 años, la responsabilidad penal que contempla la Ley de Justicia Penal Juvenil.


- Informarle sobre sus derechos y deberes (ver anexos)


1.3. Reporte de los hallazgos al o la fiscal encargado (a).

- En este momento la o el profesional debe procurar buscar un espacio adecuado y privado para informar verbalmente al o la fiscal acerca de aquellos aspectos relevantes que pueden incidir en la entrevista, por ejemplo: relación con el imputado, capacidad de la persona usuaria para ubicarse en tiempo, espacio, persona, claridad en el lenguaje, redes de apoyo, riesgos, entre otros.


1.4. Durante la entrevista de los supuestos hechos por denunciar

- De acuerdo con la Circular 22-ADM-2008 del Ministerio Público es obligación del o la fiscal, la ejecución de la entrevista.


- El rol del o la profesional del DTSP en esta etapa, es coadyuvar, en caso necesario, en la recepción de la denuncia para evitar elementos revictimizantes y brindar apoyo emocional a la persona menor de edad; amparadas las preguntas según lo establecido por el Código de la Niñez y la Adolescencia y en las directrices de no revictimización.


- El o la profesional observa y toma notas de aspectos importantes para realimentar, durante el receso, al o la fiscal que dirige la recepción de la denuncia


- Finalizada la intervención agradecer a la persona menor de edad por la información aportada y realizar el cierre.


- No es responsabilidad del o la profesional efectuar el cuido antes o después de la diligencia.


2- ACOMPAÑAMIENTO TÉCNICO EN RECONOCIMIENTO:

La intervención del o la profesional del DTSP en el proceso de reconocimiento, obedece a una solicitud escrita previa de acompañamiento a la PME, por parte del Ministerio Público, utilizando la Boleta Única de Referencia.


El o la profesional que asiste o acompaña a la PME debe:


- Presentarse, confirmar el nombre con la persona referida o la persona que acompaña e informar acerca de la intervención, en un área que cuente con condiciones de privacidad y mobiliario básico, preferentemente acondicionada para este tipo de atención cumpliendo con lo estipulado por la CONAMAJ.


- Conocer información básica acerca del tipo de delito y de la posición de la persona menor de edad dentro del proceso judicial (ofendida o testigo); para orientar el abordaje.


Se identifican 4 etapas en esta intervención:


2.1. Previo al reconocimiento:

- Identificar si existe alguna condición externa que pudiera afectar o coaccionar su desempeño (presión, amenaza, chantaje, entre otros).


- Reconocer habilidades necesarias para la diligencia (escolaridad, lateralidad, capacidad en lecto-escritura, habilidad visual o si presenta limitaciones verbales / visuales, ejemplo: si no sabe leer y escribir, puede reconocer a través de colores u objetos).


- Identificar cualquier condición que limite el desempeño de la persona menor de edad durante la diligencia, debe ser comunicada previamente al o la fiscal a cargo.


- Tomar acciones en procura de que favorezcan la estabilidad a la PME, en caso de identificar elementos de afectación emocional (técnicas para disminuir la ansiedad, relajación, respiración, otros). (Ver anexo)


- Indagar si la PME conoce el motivo por el cual ha sido llamada y explicar el procedimiento que se va a desarrollar para el reconocimiento.


- Dar a conocer los derechos de la persona usuaria referida durante la diligencia. (Ver anexo)


- Explorar acerca del soporte familiar y redes de apoyo.


- Informar acerca de las personas participantes y su rol (fiscal, defensor, profesional del Departamento).


- Describir las condiciones físicas del lugar en el que se realizará el reconocimiento.


2.2. Durante el encuadre previo al reconocimiento.

- Asistir a la PME durante el encuadre que hace el o la fiscal y la defensa, previo al inicio de la diligencia.


- El rol del o la profesional del DTSP en esta etapa, es coadyuvar técnicamente, en caso necesario, para evitar elementos revictimizantes y brindar apoyo emocional a la PME.


2.3. Durante el reconocimiento.

- Acompañar a la PME al lugar requerido para el reconocimiento.


- La participación del o la profesional del DTSP se centra en brindar el acompañamiento, y si es necesario dar apoyo y contención.


2.4 Al finalizar el reconocimiento:

- Realizar el cierre.


- No es responsabilidad del o la profesional efectuar el cuido antes o después de la diligencia.


3. ACOMPAÑAMIENTO TÉCNICO EN ANTICIPO JURISDICCIONAL DE

PRUEBA

Esta intervención surge a partir de la solicitud del Juzgado Penal o Fiscalía cuando se requiera brindar la atención de una persona menor de edad que debe participar en esta diligencia. Dicha solicitud debe ser remitida previamente por medio de la boleta única de referencia una vez que ésta sea señalada por el despacho.


La o el asistente administrativo de la Oficina asigna al profesional que le corresponde, siguiendo el rol establecido; además, revisa antecedentes de atención en el DTSP con el fin de evitar, en la medida de lo posible que el o la profesional que realizó el peritaje efectúe el acompañamiento.


Una vez asignado el caso, el o la profesional procede a programar en agenda y de existir antecedentes del DTSP procura revisarlos.


El o la profesional que brinda el acompañamiento técnico, requiere contar con un espacio privado y con las condiciones adecuadas para abordar a la persona usuaria.(Ver Anexo )


Además, debe conocer información acerca del tipo de delito (revisión del expediente judicial, coordinación con el o la fiscal a cargo y /o con la o el responsable de la persona menor de edad).


Se identifican tres etapas en esta intervención:


3.1. Previo al anticipo:

- Explorar si conoce para qué ha sido llamada o llamado y explicar sobre el procedimiento que se va desarrollar en el anticipo jurisdiccional. Indicar objetivos y motivos por los que se realiza la diligencia (ejemplo: salida del país de algunas de las partes, edad de la víctima, condición de salud, entre otros).


- Identificar si existe alguna condición externa que pudiera afectar o coaccionar su desempeño (presión, amenaza, chantaje, entre otros).


- Reconocer habilidades necesarias para la diligencia (escolaridad, lateralidad, capacidad en lecto-escritura, habilidad visual o si presenta limitaciones verbales / visuales, ejemplo: si no sabe leer y escribir, puede reconocer a través de colores u objetos).


- Cualquier condición que limite el desempeño de la persona menor de edad durante la diligencia, debe ser comunicada previamente al o la fiscal a cargo.


- Tomar acciones en procura de que favorezcan la estabilidad a la persona menor de edad, en caso de identificar elementos de afectación emocional (técnicas para disminuir la ansiedad, relajación, respiración, otros). (Ver anexo)


- Dar a conocer los derechos de la persona usuaria referida durante la diligencia. (Ver anexo)


- Explorar acerca del soporte familiar y redes de apoyo.


- Indicar quienes serán las personas participantes y su rol (juez (a), fiscal, defensor(a), imputado(a), auxiliar judicial, profesional que brinda el acompañamiento).


- Aclarar las dudas que formule la persona menor de edad y la persona encargada (o).


3.2. Durante la declaración:

- Asistir técnicamente a la persona menor de edad durante la declaración.


En ese momento se orienta y brinda contención y apoyo. En caso de ser necesario solicitar al Juez o Jueza una pausa durante la audiencia a fin de brindar dicha contención.


3.3. Posterior a la declaración:

- Realizar el cierre.


- No es responsabilidad del o la profesional efectuar el cuido antes o después de la diligencia.


4- ACOMPAÑAMIENTO TÉCNICO EN JUICIO ORAL O DEBATE:

Esta intervención surge a partir de la solicitud del Tribunal de Juicio o Fiscalía cuando se requiera brindar la atención de una persona menor de edad que debe participar en esta diligencia. Dicha solicitud debe ser remitida previamente por medio de la boleta única de referencia una vez que ésta sea señalada por el despacho.


La o el asistente administrativo de la Oficina asigna al profesional que le corresponde, siguiendo el rol establecido; además, revisa antecedentes de atención en el DTSP con el fin de evitar, en la medida de lo posible que el o la profesional que realizó el peritaje efectúe el acompañamiento; de ser así, proceder conforme a los lineamientos del DTSP.


Una vez asignado el caso, el o la profesional procede a programar en agenda y en caso de existir antecedentes del DTSP procura revisarlos.


El o la profesional que brinda el acompañamiento técnico, requiere contar con un espacio privado y con las condiciones adecuadas para abordar a la persona menor de edad.(Ver Anexo )


El o la profesional que realiza el acompañamiento técnico debe conocer información acerca del tipo de delito (revisión del expediente judicial, coordinación con el o la fiscal a cargo y /o con la o el responsable de la persona menor de edad).


Se identifican tres etapas en esta intervención:


4.1. Previo al debate:

- Explorar si la persona menor de edad conoce la razón por la cual ha sido convocada y explicar el procedimiento que se va desarrollar.


- Identificar si existe alguna condición externa que pudiera afectar o coaccionar su desempeño (presión, amenaza, chantaje).


- Reconocer habilidades necesarias para la diligencia (escolaridad, lateralidad, capacidad en lecto-escritura, habilidad visual o si presenta limitaciones verbales / visuales, ejemplo: si no sabe leer y escribir, puede reconocer a través de colores u objetos).


- Cualquier condición que limite el desempeño de la persona menor de edad durante la diligencia, debe ser comunicada previamente al o la fiscal a cargo.


- Tomar acciones en procura de que favorezcan la estabilidad de la persona menor de edad, en caso de identificar elementos de afectación emocional (técnicas para disminuir la ansiedad, relajación, respiración, otros). (Ver anexo)


- Dar a conocer los derechos de la persona usuaria referida durante la diligencia. (Ver anexo)


- Indicar quienes serán las personas participantes y su rol (juez (a), fiscal, defensor(a), imputado(a), auxiliar judicial, profesional que brinda el acompañamiento).


- Aclarar las dudas que formule la persona menor de edad y su encargada (o).


- Informar sobre la existencia y uso de recursos tecnológicos durante la declaración (computadoras, micrófonos, cámaras, otras evidencias, etc).


- Indicar a la persona menor de edad que responda con tono de voz fuerte y clara, directo hacia el micrófono, indicar importancia por qué la prueba oral es grabada.


- Favorecer la desculpabilización acerca de las derivaciones del proceso y de las decisiones de los jueces o juezas en la aplicación de la ley.


4.2. Durante la declaración:

- Asistir técnicamente a la persona menor de edad durante la declaración.


En ese momento se orienta y brinda contención y apoyo. En caso de ser necesario solicitar al Juez o Jueza una pausa durante la audiencia a fin de brindar dicha contención.


4.3. Posterior a la declaración:

- Realizar el cierre.


- No es responsabilidad del o la profesional efectuar el cuido antes o después de la diligencia.


Anexo 1

LAS VÍCTIMAS Y EL PROCESO PENAL

Al momento de intervenir para realizar un acompañamiento a una víctima en un proceso inicial, en el que requiere establecer denuncia penal o bien declarar en un proceso judicial, se deben considerar los procesos generales vividos por la víctima en un acto delictivo. Ching (2012), cita a Soria y Hernández (1994) para clasificar las siguientes tres etapas:


a. El shock: esta primera fase se produce inmediatamente después del delito puede durar desde minutos a horas, pero raramente supera las 24 horas. Las emociones contrapuestas dominan todo el comportamiento de la víctima, que muestra una gran vulnerabilidad, impotencia, aislamiento y bloqueo afectivo.


b. La reorganización: esta fase se caracteriza por un intento por comprender el hecho; su duración aproximada fluctúa entre semanas a meses y, durante este período, la víctima intenta unificar lo sucedido con sus esquemas personales, escala de valores, expectativas previas de comportamiento, percepción de sí mismo, entre otros. El pensamiento se mueve entre las continuas ideas de lo sucedido y los intentos por encontrar la causa. También influyen de forma poderosa los temores ante agresiones posteriores de parte del autor del delito.


c. La readaptación: En esta última fase, su duración puede prolongarse meses o años, durante esta etapa el conflicto se resuelve al adoptar una revisión de sus valores iniciales e integrar lo sucedido a la vida cotidiana de la persona.


Partiendo de lo anterior, es necesario considerar que en el momento de establecer una denuncia penal, la víctima generalmente se encontrará en las primeras dos etapas, por lo que se deben conocer y ejecutar una serie de técnicas para disminuir el impacto de la intervención en el nivel judicial y de esta forma contribuir con la disminución de la victimización secundaria.


Anexo 2

INFRAESTRUCTURA

En la atención de usuarios y usuarias dentro de instituciones públicas, existen distintas regulaciones como por ejemplo, la Ley General de Salud Pública, Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, y de mayor especificidad, otros entes como el Colegio de Psicólogos y Psicólogas de Costa Rica, han emitido directrices en función de la necesidad de contar con espacios físicos adecuados en las distintas áreas de esta disciplina, así como la Comisión Nacional de Rehabilitación y Educación Especial y el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, mismos que crearon en el año 2010 la Guía Integrada para la Verificación de la Accesibilidad al Entorno Físico, en la cual refieren que: "la accesibilidad al entorno físico se vincula directamente con la condición que debe cumplir un espacio físico o ambiente de vida, para que puedan utilizarlo todas las personas, independientemente de sus características, habilidades, destrezas y aptitudes, e implica que cada persona pueda llegar, ingresar y utilizar dicho espacio, en un contexto de seguridad, comodidad y autonomía" (p. 24).


Estas regulaciones fomentan que el entorno donde se atienda a las y los usuarias sea tranquilo, confortable y que propicie condiciones mínimas de privacidad, de manera que genere un ambiente cómodo tanto para el o la profesional como a los y las usuarias. Asimismo, el Colegio Profesional de Psicólogos y Psicólogas de Costa Rica, se ha referido sobre las características que deben contar los espacios de atención psicológica de manera que el objetivo principal es "brindar al menos un ambiente agradable y de confort, de privacidad y seguridad para las y los usuarios. Debe ser de fácil acceso para todas las personas, especialmente para aquellas con movilidad reducida" (p. 1). (Valerio, C. (s.f). Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica).


Al respecto puede utilizarse como parámetro, algunas recomendaciones dadas por la Fiscalía de este Colegio (2011), las cuales citan a Villalobos, A. (enero, 2011) quien hace mención a condiciones que pueden generar un ambiente adecuado, algunas de las cuales se aplican a labores propias de atenciones inmediatas y que a continuación se detallan:


- Establecer condiciones de temperatura apropiada, estas pueden rondar entre los 22º-24º centígrados.


- Una adecuada ventilación que permita el recambio de oxígeno.


- Ausencia de contaminación sónica.


- Contar con el material requerido por ejemplo: lápiz, lápices de color, borrador, hojas, entre otros.


- Adecuada iluminación de forma tal, que la persona evaluada pueda leer sin dificultad a cualquier hora del día.


- El mobiliario del lugar debe ser cómodo.


- Velar porque la o el usuario perciba un ambiente de tranquilidad, siendo de vital importancia atender las recomendaciones que disminuyan la ansiedad o inquietud, tales como: explicar el objetivo de la atención, nombres de las personas por las que será atendido o atendida.


- En caso de una persona con algún tipo de necesidad especial, preveer y proveer el espacio físico requerido, realizando adaptaciones o modificaciones, por ejemplo: solicitar espacios u oficinas en un primer piso que permita el acceso de perros guía, sillas de ruedas, bastones y demás elementos o ayudas necesarias, por parte de las personas que presenten dificultad o limitación para su movilidad y desplazamiento.


Anexo 3

Técnicas de relajación infantil para ser utilizadas en Atenciones Inmediatas

(Información recopilada por MPs. John Walter Acosta Peña, Psicólogo Forense)

Dentro del marco del cumplimiento de lo estipulado en el Código de la Niñez y Adolescencia de Costa Rica, en su artículo 123, es labor de los y las profesionales en trabajo social y psicología del Poder Judicial, brindar el respectivo acompañamiento a las personas menores de edad ante las instancias judiciales en las que se requiriese su participación en procesos en los que figuren como víctimas o testigos en declaración y reconocimiento de hechos delictivos, durante el proceso investigativo del Ministerio Público o en juicio.


En este ámbito, es de esperarse que las personas menores de edad experimenten tensión y ansiedad, al sentirse sometidos ante situaciones desconocidas en las que, además, podrían ser depositarios de presiones tanto internas como externas.


Es por esta razón, que es preciso que los y las profesionales acompañantes sean elementos facilitadores en el proceso, sirviendo como figuras de apoyo y de contención en aras de proteger el respeto al interés superior de las personas menores de edad, trascendiendo de esta manera, a una labor meramente informativa o expectadora.


El conocimiento de técnicas básicas de relajación, se convierte en un valioso instrumento que podría ser utilizado de acuerdo con las particularidades conductuales y emocionales que presentase cada sujeto en atención, con el propósito de que logre calmarse y relajarse de manera tal que se fomente un espacio de tranquilidad y de esta forma, disminuir su eventual estrés muscular y mental proporcionando un estado de bienestar que le ayude a emprender la actividad que se le solicite.


Es preciso hacer énfasis en que la actitud de la persona acompañante es fundamental, por lo que es necesario que ésta también se encuentre relajada previo a la realización de los ejercicios; asimismo, se debe tomar en consideración que no se debe obligar a la persona menor de edad a realizar ejercicios de relajación, ya que esta es una actividad voluntaria; además, es importante, después de los ejercicios, dejar un tiempo de transición para recuperar el estado normal de activación.


Siendo así, a continuación se presentan algunas de esas técnicas; a saber:


Contracción-distensión: Técnica que consiste en contraer un músculo o un grupo de músculos durante unos segundos para luego aflojar la contracción progresivamente.


Balanceo: Técnica que consiste en imitar el movimiento de un columpio. Se trata de realizar un movimiento de vaivén de delante hacia atrás, o de derecha a izquierda. La parte del cuerpo que se está relajando (por ejemplo, un brazo, una pierna, la cabeza) debe estar distendida y blanda.


Estiramiento-relajación: Consiste en estirar progresivamente una parte del cuerpo, alargándola lo más posible. Debe mantenerse esa postura durante unos segundos y luego aflojar suavemente esa parte del cuerpo. Es importante aflojarla con suavidad, dejándola caer resbalando, sin que golpee. Después, se balancea ligeramente esa parte del cuerpo.


Caída: Consiste en dejar que la fuerza de gravedad actué sobre el cuerpo. Luego de haber levantado una parte del cuerpo, la dejamos caer lentamente, resbalando (sin que golpee). Se deja descansar esa parte durante unos segundos y luego se repite el movimiento dos o tres veces.


De acuerdo a la etapa del desarrollo, se podrían utilizar técnicas de entrenamiento autógeno, en las que se relaja el cuerpo y la mente en forma progresiva mediante ejercicios respiratorios, por ejemplo invitando a la persona a cerrar los ojos, guiándola a respirar en forma diafragmal en conteos de inhalación, expiración del uno al tres y focalizando la relajación de cada una de las partes de su cuerpo (manos y brazos, brazos y hombros, hombros y cuello, mandíbula, cara y nariz, pecho, pulmones y estómago, piernas y pies); se podría incluir el llevarlas" (imaginariamente) a algún lugar que subjetivamente ellas escojan como espacios tranquilizadores, al tiempo que se le transmiten afirmaciones positivas.


Se debe procurar, para la realización de las técnicas supra descritas, de un espacio adecuado en términos de tranquilidad y de privacidad, de lo contrario, podría constituirse en un elemento más de estrés para la persona menor de edad, al hacerla sentirse incómoda por la eventualidad de ser observada por terceros.


Anexo 4

ENTENDIMIENTOS

Explicarle la importancia de ser veraz.


Señalarle que quien conoce detalles es él o ella y la persona que lo atiende no tiene conocimiento al respecto.


Indicarle que tiene derecho a que se le respete el vocabulario que está acostumbrado (a) a utilizar.


Mencionarle que tiene derecho a utilizar el tiempo que requiera para pensar y expresar sus respuestas.


Aclararle que cuando se le reiteran preguntas, es porque quien entrevista no comprendió o necesita más información y no porque no se le crea o esté equivocado (a).


Tiene derecho a solicitar que se le reformule las preguntas que no comprende, con vocabulario acorde con su edad, características personales y contexto.


Explicarle que tiene derecho a no recordar algún detalle; y a expresarlo en cualquier momento de la conversación, cuando lo recuerde.


Que tiene derecho a equivocarse y corregir lo dicho, así como añadir detalles que no le han preguntado.


Indicarle al niño (a) que puede rehusar responder preguntas, porque no conozca el dato.


Anime al niño (a) a no estar de acuerdo con usted y corregirlo (a) cuando usted mal interprete la información brindada.


Indicarle que tiene derecho a un receso para tomar agua, descansar, relajarse, etc.”

 

San José, 2 de noviembre de 2015.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Angie Ampié Gutiérrez.

Ref: (3769-15, 11454-15)

 


Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 16:27:09.



image67.emf
Circular de 

Secretaría de la Corte N° 231-2015.rtf


Circular de Secretaría de la Corte N° 231-2015.rtf
avi-1-0003-5074


Circular de Secretaría de la Corte N° 231 - 2015


03 de Diciembre del 2015

Fecha de Publicación: 21 de Enero del 2016

Descriptores/Temas: undefined

Deja sin efecto: Circular de Secretaría de la Corte 001 del año 2007
Deja sin efecto: Circular de Secretaría de la Corte 020 del año 2010
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 047 del año 2019
Modifica: Circular de Secretaría de la Corte 030 del año 2008
Modifica: Circular de Secretaría de la Corte 184 del año 2013

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°231 del 3 de diciembre del 2015


 

CIRCULAR No. 231-2015

 

 

Asunto:       1) Modificación de la Circular No. 184-2013 “Actualización de la circular No. 30-2008 sobre las Buenas Prácticas, para notificar, citar, localizar y presentar personas. Además sobre señalamiento y realización efectiva de debates, y aprovechamiento de las herramientas tecnológicas de la Institución.” 2) Desaplicación de la Circular No. 1-2007, así como sus reiteraciones mediante Circular No. 30-2008 y No. 20-2010.

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión No. 100-15, celebrada el 12 de noviembre del 2015, artículo XXIII, dispuso modificar la circular No. 184-2013 emitida el 23 de octubre de 2013, de acatamiento obligatorio a partir de la fecha de su publicación en el Boletín Judicial. Asimismo, acordó la desaplicación de la Circular No. 1-2007 del 5 de febrero del 2007, sobre la “Reiteración de los alcances del Estudio para determinar buenas prácticas y otras recomendaciones con el fin de fortalecer el funcionamiento de las Unidades de Localización, Citación y Presentación de Personas.”, con publicación en el Boletín Judicial No. 41 del 27 de febrero de 2007, su reiteración por primera vez mediante Circular No. 30-2008 del 18 de febrero del 2008, con publicación en el Boletín Judicial No. 48 del 7 de marzo del 2008, y por segunda ocasión a través de la Circular No. 20-2010 del 27 de enero del 2010, con publicación en el Boletín Judicial No. 28 del 10 de febrero del 2010.

1- A los despachos y oficinas judiciales que deban notificar, citar o comunicar, deben de tener presente los siguientes puntos: 

1.1- Detallar claramente la siguiente información:

Al momento de solicitar datos para la identificación de personas usuarias, con el propósito de facilitar su exacta y pronta ubicación posterior, deben tomar toda la información posible, para que luego sea incluida en las cédulas de notificación y/o boletas de citación,  entre ellos se debe recopilar:

1.1.1- Nombre completo (en lo posible incluir el "conocido como" y de ser necesario aportar fotografías recientes) de la persona a notificar, citar o entregar cualquier comunicado judicial.

1.1.2- Indicar el número de cédula y/o pasaporte de la persona.

1.1.3- Dirección completa del domicilio (de forma exacta, coherente y clara con calles, avenidas, número y color de casa, o en su defecto punto de referencia y puntos cardinales).

1.1.4- En lo posible presentar un recibo de cobro de los servicios públicos de luz, agua o teléfono o bien presentar una fotografía del lugar donde se debe llegar.

1.1.5- Teléfonos de habitación, celular y trabajo; teléfono de una persona familiar, vecina cercana y de confianza que pueda dar referencia de la ubicación.

1.1.6- Se debe procurar verificar con terceros, cuando tengan sospechas de información inexacta o falsa.

1.1.7- De ser posible indicar el lugar de trabajo de la persona (se recomienda aportar fotografías del lugar de trabajo) y la hora en la que se puede localizar, además indicar si la persona tiene diferentes horarios de trabajos y cuales. Con la finalidad de ser utilizadas y aportadas en la orden de notificación, citación o cualquier otra comunicación judicial.

1.1.8- Motivar a las personas usuarias para que hagan uso de la clave que les permitirá recibir notificaciones, por medio del sistema de la página Web en los casos que corresponda.

1.2- Sobre confección de cédula de notificación, boleta de citación o comunicado judicial, se debe incluir:

1.2.1- Incluir toda la información recopilada en el punto anterior donde corresponda.

1.2.2- Fecha y hora en la cual se realizará la diligencia; además, de mencionar el lugar donde se llevará a cabo e indicar claramente el lugar donde se realizará la audiencia. 

1.2.3- Es importante que se indique de forma clara, la oficina de comunicaciones judiciales o el despacho judicial al que corresponde realizar la diligencia.

1.2.4- De no existir obstáculo legal, indicar si se trata de una persona imputada, testigo, ofendida, demandada, actora, querellante u otros, a la vez indicar el tipo de delito. Lo anterior con el fin de prever cómo actuar ante la persona.

1.2.5- Hacer uso de la posibilidad de gestionar viáticos, para asegurar el traslado y la alimentación de las personas testigos de bajos recursos que así lo requieran.

1.2.6- Firma de la persona encargada, con el respectivo sello de la oficina o la firma digital cuando esta corresponda.

1.2.7- Finalmente, quien la confecciona debe consignar el nombre y número de teléfono de la oficina o extensión de la persona a la cual puedan dirigirse las consultas referentes a la diligencia solicitada.

1.3- Otras Buenas Prácticas importantes:

1.3.1- En el momento que se recibe una denuncia, de ser factible, se debe señalar fecha para la audiencia, se debe notificar en el acto a la o las partes presentes e inmediatamente se debe elaborar la citación o notificación a las partes ausentes.

1.3.2- Revisar los expedientes con 15 días de anticipación, para evitar la suspensión de los debates o de audiencias, con el fin de determinar si fueron efectuadas todas las gestiones necesarias a las partes involucradas en la causa.

1.3.3- Efectuar un recordatorio del señalamiento, una semana antes de su celebración, a fin de evitar la inasistencia de las partes por olvido, o para poder gestionar de la manera más efectiva el orden de comparecencia de las personas testigos, en caso de que alguno tenga un impedimento a una hora o en un día particular. 

1.3.4- En los casos que se cuente con el apoyo de la tecnología utilizarla para realizar las comunicaciones a través de correo electrónico, fax, mensajes cortos de texto a celulares, como recordatorio a las partes de la fecha de la audiencia. 

1.3.5- Fijar señalamientos de audiencia en horario accesible, contemplando las particularidades de la zona, sea: tomando en consideración el tiempo en los desplazamientos de las partes que provienen de zonas alejadas.

1.3.6- Realizar la citación, notificar o comunicar con la mayor anticipación posible, a fin de que las partes puedan gestionar permisos o disponer asuntos personales que habiliten su asistencia al señalamiento.

1.3.7- Se debe hacer una gestión y una cédula de citación por cada persona a notificar o citar. Incluso una persona puede ser notificada y citada en el mismo acto, dejando las correspondientes constancias. No obstante, constituye una buena práctica generar una única orden de citación y una única cédula de citación, para realizar el acto procesal de citación, cuando exista identidad en las direcciones de varias personas a citar; también lo es, cuando el personal citador judicial utiliza la misma orden para citar a varias personas, aprovechando las condiciones y circunstancias de trabajo existentes, como por ejemplo, lugares comunes o muy cercanos entre ellos. Esto último en el entendido que realizar una única citación para varias personas o para varias direcciones, no genere un conflicto de intereses; como podría ser el notificar en una misma dirección a una persona actora/víctima y una persona demandada/imputada de un mismo proceso. Deberán valorarse las circunstancias de cada asunto concreto.

1.3.8- Cada gestión debe enviarse como mínimo con dos copias, una para realizar la diligencia y otra para el recibido del despacho con su respectiva boleta de citación. Tomando en consideración que el único papel utilizado, es para salvaguardar el derecho de accesibilidad a la justicia, con relación a las personas que no cuentan con medios tecnológicos.

1.3.9- Actualizar en el expediente de forma constante y cada vez que se de un cambio de la dirección o de la última notificación, citación o comunicación llevada a cabo.

1.3.10- Cuando las partes involucradas brindan como medio de  notificación el estrado judicial, es importante solicitarles un medio adicional  para recordarles la  fecha de la audiencia.

1.3.11- En el caso de personas imputadas presas, la servidora o el servidor judicial deberá recordar al centro de atención institucional para la presentación puntual de la persona requerida, recordando la fecha y hora del señalamiento, dos o tres días antes de que se realice a efecto de coordinar lo necesario.

1.3.12- Utilización del sistema de agenda única en las dependencias judiciales que cuenten con este tipo de tecnología, a efecto de disminuir o eliminar choques en los señalamientos.

1.3.13- Coordinar con los representantes legales de las instituciones estatales y demás instituciones autónomas (Municipalidades, CCSS, INS, JAPDEVA, ICE, RECOPE, PANI, entre otros) involucradas en los procesos para que se presenten a la audiencia donde sean requeridos.

1.3.14- Realizar reuniones de coordinación con la Fuerza Pública de la localidad con la finalidad de indicarles la importancia de la efectividad de la citación y notificación de las partes del proceso.

1.3.15- Hacer uso de la videoconferencia en los casos que proceda.

1.3.16- Se reitera la importancia de la puntualidad del tribunal en las salas de audiencias, así como la necesidad de una dirección del debate respetuoso y eficiente, que permita un espacio razonable a las partes para ejercer la defensa de sus intereses y a la vez impida las pérdidas innecesarias de tiempo. Asimismo, si por algún motivo el debate es suspendido o reprogramado el juez o jueza tramitadora, o quien designe, deberá informar de manera oportuna a las personas las razones de la decisión adoptada.

1.3.17- Cuando se trate de personas con discapacidad, la cédula de notificación deberá ir acompañada de un documento en un formato accesible de audio, digital, electrónico, Braille o cualquier otro, conforme a los avances tecnológicos y las políticas institucionales de accesibilidad. 

1.3.18- Facilitar el servicio de intérprete, de signos o de los medios tecnológicos que permitan recibir en forma comprensible la información; con este propósito la institución velará por obtener los recursos humanos, materiales y económicos para este fin.

1.3.19- Maximizar la realización de las notificaciones, citaciones o comunicaciones en forma electrónica.

1.3.20- Anotar el número de cédula de identidad o del documento de identificación de la persona citando, o de la persona a quien se le entrega la cédula de citación F-47, en la fórmula F-31 denominada “Orden de localización, citación, presentación y otros”, como parte del acto procesal de citación.

2- Aspectos que debe considerar  la Técnica o el Técnico en Comunicaciones Judiciales:

 2.1- La notificación o citación, puede hacerse por diferentes medios para garantizar que la persona solicitada por el despacho judicial, efectivamente se haga presente en el momento que se requiere; por lo cual se puede solicitar su apersonamiento y motivar a las personas usuarias para que hagan uso de la clave que les permitirá recibir notificaciones por medio del sistema de la página Web en los casos que corresponda.

2.2- Deben dejar constancia en forma clara del resultado de su gestión, el número de veces que se presentó a la dirección señalada en la fórmula F-31, y devolver al despacho u oficina requirente a la brevedad las diligencias respectivas. 

3- A despachos judiciales o cualquier otra oficina del Poder Judicial que necesiten localizar o presentar personas, debe tener presente lo siguiente:

3.1- Agotar todas las vías para localizar a las personas requeridas, sea por medio de números telefónicos, correos electrónicos, dirección o alguna persona por medio de la cual se les pueda localizar. En caso de que el resultado sea negativo, enviar la gestión oportuna a la Sección de Localización y Presentaciones del  Organismo de Investigación Judicial en San José o a las Delegaciones, Subdelegaciones y Unidades Regionales de ese Organismo según corresponda, a efecto de ejecutar una localización o presentación para poder llevarla al despacho judicial.

3.2- Deben aportar toda la información posible, con el propósito de facilitar su exacta y pronta ubicación de la persona a la cual se le debe localizar o presentar.

3.3- Indicar fecha y hora en la cual se realizará la diligencia. 

3.4- Indicar el tipo de servicio que se va a llevar a cabo: localización o presentación.

 3.5- De no existir obstáculo legal, indicar si se trata de una persona imputada, testigo, ofendida, demandada, actora, querellante u otros, a la vez indicar el tipo de delito. Lo anterior con el fin de prever cómo actuar ante la persona.

3.6- Firma del Jefe del Despacho, con el respectivo sello de la oficina, o la firma digital cuando esta corresponda.

3.7- Indicar el nombre y número de teléfono de la oficina o extensión de la Técnica o Técnico  Judicial al cual puedan dirigirse las consultas referentes a la diligencia solicitada.

4- Para la Sección de Localizaciones y Presentaciones de San José, las Delegaciones, Subdelegaciones y las Oficinas Regionales del Organismo de Investigación Judicial del país,  debe tener presente lo siguiente:

4.1- Utilizar la base de datos respectiva con las direcciones donde se ha logrado ubicar la persona que se ordenó localizar o presentar, la cual les resultará de ayuda en casos futuros. 

4.2- En cuanto a las localizaciones, es importante que también se investigue con una persona familiar, vecina u otro tipo de fuentes a considerar, para la pronta localización de las personas.

4.3- Las servidoras y los servidores que tienen la función de localizar y presentar personas, deben dejar constancia en forma clara del resultado de su gestión, e indicar al requirente la dirección donde la persona fue ubicada.

4.4- Anotar el número de cédula de identidad o del documento de identificación de la persona contra la cual se gira la orden de localización o presentación en la fórmula correspondiente, cuando se proceda a ejecutar la orden emitida.

5- Otras buenas prácticas por materia.

5.1- Materia Penal:

5.1.1- Seguir el Protocolo de medidas para el señalamiento y realización efectivo de debates en los tribunales de juicio y el Protocolo para evitar la suspensión de audiencias en los Juzgados Penales.  

5.1.2- Los casos en que el señalamiento implique más de veinte días hábiles en la agenda, serán consultados con el juez o jueza coordinadora del tribunal, quien verificará si ello se justifica y de ser así, buscará que el señalamiento se haga procurando en lo posible no entorpecer el trabajo ordinario de los tribunales.

5.1.3- El horario de inicio del debate en la mañana será las ocho horas y en la tarde las trece y treinta horas, por cuanto esto permite un aprovechamiento mayor del tiempo laboral. Se entiende que se cuenta con diez audiencias por semana en el servicio ordinario. Lo anterior sin perjuicio de los casos en los que, atendiendo a criterios razonables, se puedan señalar un mayor número de debates.

5.1.4- Los tribunales de juicio no deben remover audiencias ya señaladas de los juzgados penales a efecto de ubicar sus propias audiencias nuevas o de continuación de juicios. En casos de extrema excepción, en que la única solución posible sea escoger entre uno u otro señalamiento, deberá decidirse de común acuerdo con el coordinador o coordinadora del Juzgado Penal, quien al emitir su criterio atenderá además de las razones jurídicas, las razones de gestión de su despacho, así como las causas originadas en la  gestión del tribunal, como el uso que se hace de los tiempos laborales, el uso eficiente de la agenda y el cumplimiento de las directrices contenidas en esta circular; asimismo deberán ser consultadas las partes, de forma que no se afecte el servicio público a su cargo tampoco.

5.1.5- Para efecto de hacer los señalamientos, se entenderá que en el caso simple se dan los siguientes supuestos: 

 

		Cuatro testigos (30 minutos cada uno)

		 

		Dos horas



		Incorporación de la Prueba Documental

		 

		20 minutos



		Una defensora o defensor (Conclusiones)

		 

		20 minutos



		Un Fiscal (Conclusiones)

		 

		20 minutos





 

5.1.6- Excepciones al caso simple: Siguiendo los anteriores parámetros, a algunos casos se les debe considerar especiales en atención a estos otros criterios: 

5.1.6.1- Por tipo de delito y víctimas.  Delincuencia Económica, Delitos contra la Libertad Sexual y Homicidios pueden requerir más tiempo de debate. Asimismo, personas menores de edad víctimas de delitos sexuales y personas con discapacidad deben ser consideradas especialmente al momento de programar debates. En esos casos, con un criterio de razonabilidad, debe el juez/a tramitador/a extender el tiempo para su recepción.

5.1.6.2- Caso de mayor complejidad.  Por ser casos de excepción pueden ser resueltos, con la intervención del Juez/a Coordinador/a, lo que no obsta para considerar válido el establecimiento de algunos principios generales que se apliquen de forma general.

Para este efecto, las partes proponentes pueden indicar el tiempo necesario extraordinario para la declaración de sus testigos de previo a la programación del debate, si hubiera alguna razón que lo justifique.

5.1.7- Los debates con privados de libertad deben agendarse en un horario en que las personas imputadas ya hayan podido ser trasladados a la sede del tribunal: a partir de las diez de la mañana o en la audiencia de la tarde. De ese modo, las personas  testigos, defensoras defensores y fiscales emplearían el tiempo anterior al señalamiento en otras labores propias del cargo. También se podrían programar debates de casos simples que puedan completarse de previo al inicio del debate de la causa con la persona imputada detenida.

5.1.8- Implementar la práctica de que, si la persona imputada se encuentra libre, se le cite al despacho a efecto de verificar que es localizable, y notificarle personalmente en dicho momento de la fecha y hora del debate. Lo anterior, para evitar el gasto de recursos en citaciones a juicio cuya realización no será posible por rebeldía.

5.1.9- Al solicitar dictámenes médicos u otro tipo de pericias, debe consignarse la fecha de debate, de ser ello posible, con el fin de que las respectivas solicitudes sean evacuadas en orden de prioridad, y así evitar suspensiones de debates a la espera de prueba técnica. 

5.1.10- Es importante que se ponga a disposición de las juezas y los jueces penales del país, en forma efectiva, el Sistema de Información para la Administración Penitenciaria (SIAP), que contiene información sobre la situación jurídica e información penitenciaria de las personas que se encuentran descontando una sentencia condenatoria (centro donde se encuentra, si está en prisión preventiva, las penas pendientes, en otros aspectos). Esta información permitiría a los Despachos penales administrar mejor el tiempo para el señalamiento de audiencias y juicios.

5.2- Materia Contencioso Administrativa:

5.2.1- Respecto de las citaciones de personas testigos y peritos, debe estarse a lo dispuesto en el artículo 77 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y Civil de Hacienda, que establece que una vez fijada la hora y fecha para la celebración del debate oral y público, cada parte debe citar y hacer comparecer sus testigos y peritos, para lo cual quedan a su disposición las cédulas de citación en el Despacho. Solo en los casos en que éstos no comparezcan y se demuestre previamente o durante el debate que la persona testigo o perito fue debidamente citado, el Tribunal ordenará su presentación por medio de la Fuerza Pública. Si en autos consta medio o lugar para localizar o notificar al perito, el Tribunal realizará la citación respectiva a juicio.

5.2.2- La jurisdicción contencioso administrativa requiere, para su acceso, de patrocinio letrado que le permita a las partes plantear sus demandas en forma debida. Así lo establece el CPCA en distintos artículos, a saber, 87, 100.2, 102.c, así como el 46 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y Civil de Hacienda. De forma que en principio, debido a que el diligenciamiento testimonial es carga de la parte, les corresponde a éstas o a sus representantes, hacer llegar a las personas testigos y peritos a las audiencias donde sean requeridos; con las salvedades que establece ese mismo artículo, sobre la intervención de la fuerza pública y la actuación oficiosa del Tribunal cuando se cuenta con medio o lugar para localizar o notificar al perito.

5.2.3- Para enviar las gestiones, debe indicarse que la normativa aplicable a la materia contencioso administrativa establece plazos más cortos y flexibles en virtud de que los derechos que se protegen en el proceso contencioso administrativo -interés público, derechos fundamentales, justicia cautelar, entre otros-, así lo exigen. El artículo 143, inciso 4) establece que cuando se haya señalado la celebración de una audiencia oral para el recurso extraordinario de casación, la resolución que ponga en conocimiento la ampliación del recurso deberá ser notificada a la parte contraria, al menos con dos días hábiles de antelación. En los artículos 24 (plazo para la audiencia de medida cautelar) y 145 (plazo para suspensión de audiencia oral en recurso de casación); se establecen plazos de "hasta por tres días", con lo que el plazo puede ser incluso menor a tres días.

5.2.4- En los artículos; 61 (plazo para subsanación de la demanda); 13.3 (plazo para oponerse a la intervención del coadyuvante); 24.1 (plazo de la audiencia sobre la solicitud de la medida cautelar); 25.2 (plazo para la ejecución de la medida cautelar ya dispuesta); 30 (plazo para interponer el recurso de apelación contra el auto que resuelve la medida cautelar); 47 (plazo de la audiencia para la acumulación de varios procesos); 50.2 (plazo de la audiencia de traslado de los documentos presentados después de la demanda y la contestación, y antes de concluida la audiencia preliminar); 132 (plazo para el recurso de revocatoria contra autos); 133 (plazo para el recurso de apelación); 159 (plazo para referirse y oponerse a la multa por incumplimiento de requerimientos del juez ejecutor); se establece un plazo de tres días para el cumplimiento del requerimiento respectivo. En el artículo 61 (plazo para subsanación de la demanda en procesos de trámite preferente) se establece un plazo de veinticuatro horas para la subsanación respectiva. 

5.3- Materia de Familia: 

5.3.1- En los Juzgados de Pensiones Alimentarias del país, la audiencia temprana se debe de realizar en un plazo no mayor de 10 días, de lo contrario deberán proceder conforme lo establece la Ley de Pensiones Alimentarias, por lo que en cada Jurisdicción deberán coordinar con la Defensa Pública, considerando los recursos con que cuentan para atender este tipo de asuntos.

 

San José, 3 de diciembre de 2015.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Angie Ampié Gutiérrez.

Ref: (12595-15)
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Corte Suprema de Justicia

    * Secretaría General *

 

 

CIRCULAR N° 44-2004

 

Asunto:     Constancias de Recibido.-

 


A TODOS LOS DESPACHOS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

 


 El Consejo Superior en sesión N° 16-2004, celebrada el 04 de marzo del presente año, artículo LXXXVIII, dispuso comunicarles, que tienen la obligación de elaborar en forma correcta, precisa y completa, todas aquellas constancias de recibido, con la indicación de los documentos que se presenten, como de los que salen de cada despacho judicial.

 

 

San José, 30 de marzo de 2004.-

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 

Publicada en el Boletín Judicial No 68 del 06 de abril de 2004

 

 

 - CC:  - Diligencias

- Marco.-/asisjur/circulares/2004
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CIRCULAR No. 21-2016

 

 

Asunto:      Modificación al artículo 13 del “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en el Estado y sus Instituciones para Efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”.-


 

A LAS INSTITUCIONES, SERVIDORAS, SERVIDORES JUDICIALES 

Y PÚBLICO EN GENERAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

 


La Corte Plena, en sesión No. 4-16, celebrada el 1 de febrero del 2016, artículo VII, acordó aprobar la modificación de artículo 13 del “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en el Estado y sus Instituciones para Efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 


“Artículo 13. Valor presente y rendimiento real.-

Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 


Se define 


IPC: Índice de precios al consumidor.


RNi: Rendimiento nominal del i-ésimo mes, ajustado al plazo mensual de acuerdo con los resultados obtenidos en la administración del Fondo


RRi: Rendimiento Real del i-ésimo mes


IPCi: Es la inflación acumulada para el i-ésimo mes


N: número de meses por actualizar para la k-ésima cuota 


e.)           Para la k-ésima cuota se procede con


v.    Para cada mes de 1...N se calcula


IPCi = IPC final del i-ésimo mes / IPC final del (i-1)-ésimo mes


RRi= Max(  (1+RNi ) /  IPCi  ; 0) - 1 


vi.           El Valor presente de la k-ésima cuota  está dada por


VPCuotak = Cuotak* [image: image1.png]¥ (RR, + Max(IPC, ;1))






f.)     El Monto total de la deuda está determinada por la suma de los valores presentes de la cuotas:


Deuda total  = [image: image2.png]> VPCuota,




 ”


 


 


San José, 5 de febrero del 2016

 

 

 

M.Sc. Irving Vargas Rodríguez

Secretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Angie Ampié Gutiérrez.

Ref: (1086-16, 8233-12)
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CIRCULAR No. 64-2016

 

 

Asunto:           Solicitar el resultado al Departamento de Psicología y Psiquiatría Forense, de la primera y segunda evaluación al final del mes de internamiento, para determinar si la persona debe o no continuar bajo internamiento en el Centro de Atención para Personas con Enfermedad mental en conflicto con la Ley (CAPEMCOL).- 

 

 

 A LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES PENALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 24-16 celebrada el 10 de marzo de 2016, artículo XLI, acordó instar a todos los jueces y juezas penales, que en aquellos casos en que se encuentre involucrada una persona con discapacidad psicosocial que por esta condición deba ser remitida al Centro de Atención para Personas con Enfermedad mental en conflicto con la Ley (CAPEMCOL) a efectos de cumplir con el internamiento para observación de conformidad con el artículo 186 del Código Procesal Penal, se les recuerda la necesidad de solicitar desde el primer momento, al Departamento de Psicología y Psiquiatría Forense, tanto la primera como la segunda evaluación de ingreso al final del mes, para que se determine si la persona debe continuar en internamiento en ese Centro.  

 

 

San José, 28 de abril de 2016.

 

 

M.Sc. Irving Vargas Rodríguez

Secretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 2774-2016.

Randy Rivera Rodríguez.
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CIRCULAR No. 91-2016

 

 

Asunto:           Sobre uso y consulta a la Plataforma de Información

Policial (PIP).

 

A: Despacho de la Presidencia, la Sala Constitucional, el Tribunal de la Inspección Judicial, Primera Fiscalía Adjunta de San José, Fiscalía Adjunta Agrario Ambiental, Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado, Fiscalía Adjunta Contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes, Fiscalía Adjunta de Alajuela, Fiscalía Adjunta de Atención Vespertina, Detenidos, Victimas, Flagrancias y Asuntos no Complejos, Fiscalía Adjunta de Cartago, Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios, Fiscalía Adjunta de Ejecución de la Pena, Fiscalía de Fraudes, Fiscalía Adjunta de Heredia, Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales, Fiscalía Adjunta de Narcotráfico, Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, Fiscalía de San Rafael de Guatuso, Fiscalía Adjunta de Puntarenas, Fiscalía Adjunta de San Carlos, Fiscalía Adjunta de Violencia Doméstica y Delitos Sexuales, Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela, Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de Alajuela, Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos), Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Fiscalía Adjunta II Circuito Judicial de la Zona Atlántica Pococí-Guácimo, Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de la Zona Sur, Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de San José, Fiscalía Adjunta de Penal Juvenil, Fiscalía de Aguirre y Parrita, Fiscalía de Alajuela, Fiscalía de Atenas (Materia Penal), Fiscalía de Bribri, Fiscalía de Buenos Aires, Fiscalía de Cañas, Fiscalía de Cóbano y Jicaral, Fiscalía de Corredores, Fiscalía de Coto Brus, Fiscalía de Desamparados, Fiscalía de Flagrancia, Fiscalía de Flagrancia I Circuito Judicial de San José, Fiscalía de Garabito, Fiscalía de Golfito, Fiscalía de Grecia, Fiscalía de Hatillo, Fiscalía de la Fortuna, Fiscalía de la Unión, Fiscalía de Liberia, Fiscalía de Los Chiles, Fiscalía de Nicoya, Fiscalía de Osa, Fiscalía de Pavas, Fiscalía de Puerto Jiménez, Fiscalía de Puriscal, Fiscalía de San Joaquín de Flores, Fiscalía de San Ramón (materia Penal), Fiscalía de Santa Cruz, Fiscalía de Santa Cruz (materia Penal), Fiscalía de Sarapiquí, Fiscalía de Siquirres, Fiscalía de Turrialba, Fiscalía de Upala, Fiscalía del III Circuito Judicial de Alajuela, Fiscalía General, Fiscalía de Juicio de Heredia, la Oficina de Justicia Restaurativa y la Plataforma Integral de Servicios de Atención a la Víctima, la Administración;  todas del Ministerio Público; Juzgado Penal de Alajuela, Juzgado Penal de Heredia, Juzgado Penal Juvenil de San José; Juzgado de Familia I Circuito Judicial de Alajuela, Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, Tribunal Penal de Heredia, Tribunal del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Defensa Pública de Alajuela, Defensa Pública de Siquirres, Sección de Reclutamiento y Selección, Sección de Planes y Presupuesto, Administración de Cartago, Administración de Goicoechea. 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 47-16 celebrada el 12 de mayo de 2016, artículo XLV, dispuso comunicar a todas las Jefaturas de las oficinas antes indicadas, que es obligación reportar cualquier movimiento del personal que utiliza la Plataforma de Información Policial (PIP), ya sea que requieran actualización o inhabilitación de las cuentas de acceso a este sistema; como ejemplo: un traslado de una oficina a otra oficina, disfrute de vacaciones e incapacidades prolongadas; tanto a la Administración de la Plataforma de Información Policial (PIP)-OIJ, como a la Administración del Expediente Criminal Único (ECU)-OIJ.  

Lo anterior, según las disposiciones emitidas por la Auditoria Judicial en el Informe Sobre el Uso de la Plataforma de Información Policial, Oficio No. 196-AUD-2016.  

En caso de incumplimiento se aplicará el régimen disciplinario

 

San José, 11 de julio de 2016.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 13827-2016.

Randy Rivera Rodríguez.
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CIRCULAR No. 158-2016

 

 

Asunto:      Modificación a la circular N° 109-16“Guía de Conducta Para las     Empresas Proveedoras de Bienes y Servicios al Poder Judicial”.- 

 

 

 A LOS CENTROS DE RESPONSABILIDAD Y ADMINISTRACIONES REGIONALES

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 78-16, celebrada el 18 de agosto del 2016, artículo LXXII, dispuso aprobar la modificación a la circular N° 109-16“Guía de Conducta para las Empresas Proveedoras de Bienes y Servicios al Poder Judicial” para que se lea correctamente:

 

“El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 63-16 celebrada el 30 de junio de 2016, artículo LVII, acordó aprobar la “Guía de conducta para las empresas proveedoras de bienes y servicios al Poder Judicial”, elaborada por el Departamento de Proveeduría en coordinación con la asesoría  de la Comisiones de Ética y Valores, que literalmente dice:

“1. PRESENTACIÓN. [1]

 

El Poder Judicial ha definido como misión en su Plan Estratégico para los años 2013-2017 la siguiente:

 

“Administrar justicia en forma pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico, que garanticen calidad en la prestación de servicios para las personas usuarias que lo requieran”.

 

Para el logro de esta misión, en diversas oportunidades se requiere la intervención de empresas proveedoras las cuales, por medio de los procedimientos de contratación resultan adjudicadas, sea para el suministro de un bien específico o para la prestación de un servicio por un período de varios años, lo anterior en los términos de cantidad y calidad acordados en dichas contrataciones.

 

Esto permite la continuidad de los servicios que presta en aras de una administración de justicia oportuna.

 

La coexistencia de los diferentes agentes (tanto internos como externos) durante estos procesos de contratación y de la ejecución de los contratos, podría propiciar espacios para la realización de actividades que podrían catalogarse como actos contrarios a la ética o a las normas que rigen el actuar del Poder Judicial en esta materia.

 

Así las cosas, el Poder Judicial pretende que las empresas proveedoras observen los más altos estándares éticos al llevar a cabo las actividades comerciales con la institución y tengan claridad sobre cuál sería la conducta que se espera, así como a lo interno, ya se ha definido normativa relacionada con el tema, y se cuenta además con un Manual de Valores Compartidos que orienta la conducta y la actitud esperada por parte de los y las empleadas del Poder Judicial.

 

La necesaria relación entre las empresas proveedoras y el personal del Poder Judicial para la materialización de los objetivos propuestos, hace que las empresas proveedoras se configuran en un eslabón más en la cadena de valor institucional, vinculándose a la institución en una relación de orden comercial pero que además se debe sensibilizar y adoptar en sus empresas una gestión basada en criterios de orden económico, social, ambiental, moral y técnicos.

 

El Poder Judicial siendo el responsable de la administración de la justicia, espera de sus empresas proveedoras de bienes y servicios un comportamiento acorde de total observancia de lo establecido por las distintas normas que rigen la contratación administrativa y la forma de adquirir los recursos necesarios en el ámbito público; pero también, que las personas y empresas que se vinculan con la institución tengan también conductas acordes con los principios éticos, el respeto a los derechos humanos y el cuido del medio ambiente.

 

2. CONDUCTA ESPERADA.

 

Las empresas que proveen bienes y servicios al Poder Judicial deben acatar las prohibiciones establecidas en la Ley de Contratación Administrativa (N° 7494) y su Reglamento, así como en la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (N° 8422) y su Reglamento, y cualquiera otra normativa que regule su participación en los procedimientos de contratación, sea normativa externa o interna del Poder Judicial.

 

2.1. Regalos, viajes y otros beneficios.

 

Para eliminar posibles irregularidades en el proceso de compras, queda establecido que:

 

·                    Está prohibido el ofrecimiento por parte de las empresas proveedoras, y cualquiera persona física o jurídica vinculada a ellas, de dádivas (en dinero o especies), viajes, regalos o cualquier otra especie de favorecimiento para los empleados y empleadas del Poder Judicial y sus familiares, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22 bis inciso h de la Ley de Contratación Administrativa

 

·                    La recepción, por parte de las personas que laboran en el Poder Judicial, de dádivas,  pasajes aéreos, viajes, cualquier tipo de regalos y cortesías ofrecidas por las empresas proveedoras o cualquiera persona física o jurídica vinculada a esas empresas, para visitas y/o participaciones en eventos de naturaleza técnica, solamente podrá ser aceptada excepcionalmente solo si es aprobada por el Consejo Superior, según dicta la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, así como el Reglamento para el registro, control y uso de activos del Poder Judicial.

 

·                    Las empresas proveedoras, oferentes y potenciales adjudicatarias, no pueden ni deben invitar o participar en eventos públicos o privados organizados o patrocinados por su empresa, actividad económica o afines, a los empleados y empleadas del Poder Judicial, que tengan algún tipo de poder de decisión o participación en el proceso de contratación, desde el punto de vista técnico, legal o financiero, con el fin de ofrecer o dar bienes a la institución, promocionar sus productos o servicios para el Poder Judicial, así como para tratar de obtener algún tipo de favorecimiento o ventaja en los procedimientos de contratación del Poder Judicial.

 

·                    El Poder Judicial, para efectos de conocer mejor el mercado de algún bien o servicio, podrá solicitar asesoría a las empresas, en el tanto se cumpla lo establecido en el artículo 51 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.

 

·                    Todas las transacciones que se realicen por parte de las empresas proveedoras deben ser efectuadas con honestidad e integridad.

 

2.2. Información y confidencialidad.

 

·                    Las empresas proveedoras así como el personal del Poder Judicial, deben garantizar el entendimiento y la transparencia de la información necesaria para cotizar, contratar, comprar y suministrar los productos y servicios que se adquieren para satisfacer un requerimiento institucional.

 

·                    Las empresas proveedoras deben mantener en sigilo toda información a las que tengan acceso o que les sea confiada como parte de la relación contractual, sea esta propiedad del Poder Judicial o de las demás partes interesadas, inclusive datos personales de quienes laboran en el Poder Judicial.

 

·                    Salvo lo que indica la normativa vigente como información pública, está prohibido obtener, utilizar, reproducir y/o divulgar hechos, datos y/o información del Poder Judicial, en beneficio propio o de terceros.

 

2.3. Acceso y Permanencia en las Instalaciones del Poder Judicial.

 

·                    Las empresas proveedoras tendrán el deber de elegir y vigilar al personal a su cargo, y serán responsables de las conductas en que incurran que resulten contrarias a la normativa y los compromisos que rigen el accionar del Poder Judicial, sea que se trate de personal de su empresa, subcontratistas o personal de éstas.

 

·                    Todo el personal de la empresa proveedora o de las subcontratistas, debe respetar, comportarse, expresarse y dirigirse conforme a las normas de ética, respeto, decoro y vestimenta vigentes en la institución, dentro de las instalaciones internas y externas del Poder Judicial; así mismo, deben respetar los controles de acceso, identificación, seguridad y cualquier otra restricción que se considere pertinente para su permanencia en las instalaciones de Poder Judicial.

 

·                    Está prohibido que el personal de las empresas proveedoras que prestan servicios en las instalaciones del Poder Judicial, utilicen, vendan o tengan a su haber, bebidas alcohólicas o drogas ilícitas. Nadie podrá permanecer en las instalaciones del Poder Judicial afectado o bajo el efecto del uso de tales substancias.

 

·                    El personal de las empresas contratadas o subcontratadas debe ser informado, particularmente las mujeres, que existe en el Poder Judicial un Reglamento contra el Hostigamiento Sexual dirigido a la protección de personas víctimas de ese tipo de conductas, sean empleadas permanentes de la institución o personal de contratación externa cuando quien acosa es empleado del Poder Judicial. Ante eventos de ese tipo, informar a las personas afectadas que pueden recurrir a la Secretaría Técnica de Género.

 


·                    El personal de las empresas contratadas o subcontratadas debe ser informado, que el Poder Judicial cuenta con una Política Ambiental la cual promueve el uso sostenible de los recursos naturales, por lo tanto deben prevenir y reducir la generación de residuos así como ahorrar agua y energía, siempre que sea posible.

 

2.4. Actos de Corrupción.

 

·                    El Poder Judicial condena la corrupción en todas las instancias, así como la oferta de ventajas indebidas de cualquier especie.

 

·                    Las empresas proveedoras deben prevenir la ocurrencia de comportamientos ilegales, combatiendo la corrupción y el fraude, a fin de evitar conflictos de interés en las relaciones con el sector público, con el sector privado y/o con la sociedad civil.

 

·                    El Poder Judicial condena y reprocha las prácticas de empresas que incumplan con la legislación tributaria, laboral, ambiental, o cualquier otra norma legal, como forma de practicar precios y condiciones de suministros más competitivos. Cuando se conozca de estas situaciones, inmediatamente se iniciará con el procedimiento legal que corresponda.

 

2.5. Responsabilidad Social.

 

2.5.1 Medio Ambiente.

 

·                    En línea con la Política Ambiental y al Plan de Gestión Ambiental del Poder Judicial, las empresas proveedoras deben operar y actuar para no perjudicar el medio ambiente, la salud y la seguridad, garantizando el cumplimiento de la legislación y de los reglamentos vigentes tanto en Costa Rica como en el país de donde se extraen las materias primas y se fabrican o comercializan los bienes finales como productos terminados.

 

·                    Las empresas proveedoras deben procurar la implementación de un Plan de Gestión Ambiental debidamente certificado por una autoridad competente, o en su defecto un Programa de Manejo Integral de Residuos de acuerdo a la Ley para la Gestión Integral de Residuos Sólidos N°8839 aprobado por las instancias correspondientes, como uno de los elementos a aportar al momento de participar en los procedimientos de contratación que impulsa el Poder Judicial.

 

·                    La empresa será responsable de cualquier riesgo de trabajo, así como de los daños causados a las personas internas y externas, a las cosas o al medio ambiente que se produzcan con motivo de los trabajos a realizar, deberá tomar las previsiones necesarias para prevenir, disminuir o mitigar la probabilidad de ocurrencia de tales daños.

 

2.5.2 Condiciones de empleo y explotación del Trabajo Adulto Mayor e Infantil.

 

·                    En sus operaciones las empresas proveedoras deben cumplir la legislación laboral vigente que ampara y protege a las personas que contrata, tanto en sus condiciones de trabajo como en el respeto a un ambiente laboral libre de cualquier forma de violencia u hostigamiento sexual o laboral y el pago de salarios dignos acordes con la legislación nacional.

 

·                    El Poder Judicial condena la práctica del trabajo infantil en desapego de la normativa vigente, el trabajo en condición de esclavitud de mujeres, personas adultas mayores o cualquier otra, sea en la empresa proveedora o en el ciclo de vida de sus productos o materia prima producida en otros países. 

 

2.5.3 Diversidad e inclusión.

 

·                    Las empresas proveedoras deben respetar la diversidad, no admitiéndose discriminación o prejuicio en razón de la etnia, religión, cultura, edad, sexo, convicción política, nacionalidad, región, estado civil, orientación sexual o identidad de género, condición física y/o intelectual.

 

·                    Además, dentro de sus políticas de empleo deberá dar en igualdad de condiciones y oportunidades acceso al trabajo a personas con alguna discapacidad, así como a mujeres jefas de hogar y en general a personas pertenecientes a poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

·                    En esta línea, La Presidencia de la Corte Suprema de Poder Judicial ha impulsado aspectos de Responsabilidad Social en el quehacer de la institución. Como parte de estos esfuerzos el Consejo Superior aprobó en la Sesión N° 104-15 celebrada el 26 de noviembre del año 2015, artículo CIII, asignar puntos adicionales a las personas físicas o jurídicas interesadas en vender servicios al Poder Judicial, como una forma de promover acciones concretas en materia de Responsabilidad Social y por este medio lograr una mayor participación de mujeres jefas de familia y de personas con alguna discapacidad en las compras que realiza el Poder Judicial.

 

·                    Así las cosas, se estará otorgando puntaje adicional a las personas físicas o jurídicas que oferten servicios y que logren demostrar con la documentación idónea o certificación, las siguientes condiciones: 

 

1.                  Empresas que son dirigidas o contratan mujeres jefas de hogar: 3 puntos adicionales.

 

2.                  Empresas que dentro de sus planillas contraten al menos un 3% de personas con discapacidad: 3 puntos adicionales.

 

3. PYMES que sean dirigidas por mujeres jefas de hogar o contraten al menos un 5% de personas con discapacidad: 3 puntos adicionales.

 

·                    Se espera que las empresas proveedoras de bienes y servicios al Poder Judicial, adopten dentro de sus políticas de empleo, la inserción de personas de estos grupos sociales en condición de vulnerabilidad, con lo cual podrán obtener puntaje adicional en los procedimientos de contratación.” 

 

 

 San José, 12 de setiembre de 2016.

 

 

 

M. Sc. Irving Vargas Rodríguez 

Secretario General Interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 11588-15, 7325-16.

Oscar Zúñiga Mora.
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[1] Para la elaboración de este documento, se tomó como base el Código de Ética par proveedores de la empresa WEG. Disponible en http://www.weg.net/files/docs/codigo_etica/WEG-Codigo_de_Etica_para_Proveedores.pdf HYPERLINK \l "_ftnref1" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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Circular de Secretaría de la Corte N° 168 - 2016


28 de Setiembre del 2016

Fecha de Publicación: 13 de Octubre del 2016

Descriptores/Temas: undefined

Documentos citados: Actas 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°168 del 28 de septiembre del 2016


CIRCULAR No. 168-2016

 

Asunto:       Asesoría y Representación Legal de Víctimas de Discriminación en el Poder Judicial.- 

 

 

A LOS DESPACHOS, SERVIDORAS Y SERVIDORES 

JUDICIALES DEL PAÍS 

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 84-16, celebrada el 8 de setiembre de 2016, artículo LXVIII, aprobó la solicitud de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, para ampliar la representación de las víctimas de discriminación ante la Inspección Judicial que tiene asignada esa Secretaría. 

A partir de la publicación de esta circular, el Área Legal de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia tendrá la asesoría y representación legal de las personas funcionarias judiciales que interpongan queja disciplinaria ante la Inspección Judicial, por considerarse víctimas de algún tipo de discriminación, por uno o más de los siguientes motivos: origen étnico o nacional, color de piel, cultura, sexo, género, edad, discapacidad, condición social, económica, de salud o jurídica, religión, apariencia física, características genéticas, situación migratoria, embarazo, lactancia, lengua,  preferencias sexuales o identidad de género, estado civil, situación familiar, responsabilidades familiares, idioma, o cualquier otro motivo.

Lo anterior, con el fin de apoyar el ejercicio de respeto por los derechos humanos dentro del ámbito laboral, y contribuir a que las personas sean tratadas en condiciones de igualdad y sin discriminación en el Poder Judicial.

 

San José, 28 de setiembre de 2016.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 9551-10028-16.

Oscar Zúñiga Mora.

 

 

Publicadas en el boletín judicial N° 197 del 13-10-2016
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Circular de Secretaría de la Corte N° 170 - 2016


21 de Octubre del 2016

Fecha de Publicación: 01 de Diciembre del 2016

Descriptores/Temas: Comisión de la Jurisdicción de Familia, Violencia Doméstica, Pensiones Alimentarias, Niñez y Adolescencia, Personas con discapacidad

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°170 del 21 de octubre del 2016


CIRCULAR No. 170-2016

 

Asunto:      Aprobación y entrada en vigencia de la Ley 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad.- 

 

A LOS JUZGADOS DE FAMILIA DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión No. 90-16 celebrada el 29 de setiembre de 2016, artículo XXX, acogió la recomendación de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, referente a la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (Ley 9379), que entró a regir el 30 de agosto de 2016.

De este modo; de conformidad con el transitorio primero de esa Ley, se comunica a los Juzgados de Familia del país, la obligación de revisar de oficio todos los procesos donde se había dotado de curador o curadora a una persona con discapacidad, para sustituir ese nombramiento por el de garantes para la igualdad jurídica, en el marco que señala la Ley, concediéndoles un período máximo de dos años para esos efectos.

Para verificar el cumplimiento de esta disposición legislativa, en el plazo de dos meses, contado a partir de la publicación de este aviso, cada Juzgado de Familia en todo el país deberá informar a esa Comisión; cuántos asuntos de esta naturaleza tramita. Posteriormente, cada Juzgado deberá informar a esa Comisión el cumplimiento de la orden legislativa.

 

San José, 21 de octubre de 2016.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 4148-2015 / 10933-16.

Randy Rivera Rodríguez.

 

Circular publicada en el boletín judicial N° 231 del 01-12-2016

 

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 16:50:58.



image74.emf
Circular de 

Secretaría de la Corte N° 189-2016.rtf


Circular de Secretaría de la Corte N° 189-2016.rtf
avi-1-0003-5375


Circular de Secretaría de la Corte N° 189 - 2016


15 de Noviembre del 2016

Fecha de Publicación: 05 de Diciembre del 2016
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Documentos citados: - Circulares y Avisos 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°189 del 15 de noviembre del 2016


CIRCULAR Nº 189-2016

 

 

Asunto:      Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -


 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 

PÚBLICO EN GENERAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 89-16, celebrada el 27 de setiembre de 2016, artículo LXVI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice: 

 

“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:

 

PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 

PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD

2013-2017

 

I.            INTRODUCCIÓN 

 

El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades. 

 

Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios. 

 

En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.

 

Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.

 

Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.

Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.

II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017

 

 

		Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.





 

 

		DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA 

		SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE 

		ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA 

		TIEMPO DE EJECUCIÓN

		REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN

		EVALUACIÓN DE RESULTADOS



		 

ACTITUDINAL

		Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] . 

 


		ü  Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.

 

ü  Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.

 

ü  Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.

 

ü  Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.

 

 

 

 

		Permanente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

Contraloría de Servicios. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Unidades de Capacitación del Poder Judicial

 

 

 

 

 

 

 

		Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Lineamientos y divulgaciones emitidas.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.

 

 

 

Alianzas establecidas.

 

 

 

 

 

 

 

 

Mecanismo o mejoras instauradas.

 

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras instauradas



		INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN

		Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.

		ü  Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.

ü  Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.

ü  Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

ü  Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.

ü  Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.

ü  Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.

ü  Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1 año  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anualmente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

 

Diferentes centros de Responsabilidad[3]

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias

		Mecanismos y mejoras establecidas

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Estrategia elaborada e implementada.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Informes de rendición de cuentas

Cantidad de actividades realizadas.

 

 

 

 

Mecanismos instaurados.



		SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.

		El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

		ü Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.

 

ü Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.

 

ü  Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo. 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

1 año

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

		Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.

 

Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.

 

 

 

 

Departamento de Personal

 

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia.

		Servicios y ayudas técnicas establecidas.

 

 

 

 

 

Investigaciones realizadas.

Estrategias implementadas

 

 

 

 

 

Diagnóstico elaborado

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Redes de apoyo establecidas.



		JURÍDICA

		En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4] desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas. 

Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.

 

		ü  Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.

 

ü  Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.

 

ü  Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.

 

 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

1 año 

 

 

 

 

 

1 año

 

 

		Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

 

 

 

 

Comisión de Acceso a la Justicia.

		Actualización y clasificación  realizada.

 

 

 

 

 

 

Cantidad de usuarios que accesan la página.

 

 

 

 

 

Proyecto de creación.

 

 

 

 

 

Resultados de la evolución y mejoras a implementar.



		POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES

		La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.

		ü  Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

		Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

		Manuales y protocolos elaborados.

 

 

 

 

Directrices establecidas.

 

 

 

 

 



		ADMINISTRATIVA

		El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.

 

		ü  Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Anualmente

		Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.

 

		Indicadores establecidos.

 

 

 

 

Directrices establecidas.



		ESPACIO FÍSICO

		En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.

 

		ü  Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

ü  Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.

 

ü  Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).

 

ü  Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.

 

 


		Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanentes

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad

 

 

 

 

 

Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.

 

 

 

 

 

 

 

 

Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.

 

 

Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena

		Mejoras realizadas.

Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.

 

 

 

 

 

 

Traslados realizados.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras consideradas

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.

 



		TRANSPORTE

		Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.

 

		ü  Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.

 

ü  Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.

 

		Anualmente

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

		Comisión de Acceso a al Justicia.

 

 

 

 

 

 

 

Comisión de Acceso a al Justicia

 

		Política aprobada.

 

 

 

 

 

 

 

 

Medias adoptadas.



		TECNOLOGÍA

		En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.

 

Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.

 

Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.

 

		ü  Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. 

 

ü  Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.

 

ü  Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.

 

 

ü  Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.

 

ü  Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad. 

 

ü  Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.

 

ü  Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

ü   

 

		Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

 

Permanente

 

 

 

 

 

Permanente

		Dirección de Tecnología de Información.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.

 

 

 

 

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información

 

 

 

 

Dirección de Tecnología de Información

		Actualizaciones realizadas.

 

 

 

 

Sitio y Sub-sitios web ajustados.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Especificaciones establecidas.

 

 

 

 

 

 

Alertas establecidas.

 

 

 

 

 

 

 

Mejoras implementadas.

 

 

 

 

 

Cantidad de terminales adaptadas.

 

 

 

 

Herramientas implementadas.





III.         ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.

 

3.1  . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.

 

Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.

La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

  

Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades. 

 

Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.

 

Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.

 

Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.

 

El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.

 

3.2  . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.

 

En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:

 

§    Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.

§    Propiciar investigaciones en los temas de interés. 

§    Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros. 

§    Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales. 

§    Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación. 

§    Confección de material informativo. 

§    Propuestas de reformas.

§    Establecimiento de redes, entre otros.

 

En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.

 

Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.

 

Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

3.3  . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.

 

Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:

 

§   Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.

 

§   Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.

 

§   Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.

 

§   Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.

 

§   Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.

 

§   Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.

 

§   Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.

 

3.4  . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.

 

La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.

A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:

 

		POTENCIALES RIESGOS

		ORIGEN

		PROPUESTA DE MEJORA

 



		 

Ambiente de control

		

		



		Falta de apoyo político al Plan.

		Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

		Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.

 

Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.

 



		Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil

		Carencia de espacios para la validación y sensibilización

 

 

 

 

 

 

Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.

 

		Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.

 

Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua

 

Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.

 



		Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.

		Deficientes canales de coordinación y comunicación

 

 

 

 

		Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.

 

Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.

 



		No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

		Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.

 

Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.

 

 

 

Quejas de los usuarios/as

 

		Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.

 

 

Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. 

 

Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as

 



		Limitaciones presupuestarias

		Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.

		Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.

 



		Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución

		Falta de una estrategia de comunicación y divulgación. 

		Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.

 



		 

Valoración del Riesgo

		

		



		No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.

 

		Falta de capacitación en materia de control interno.

 

 

		Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



		 

Actividades de control y seguimiento 

		

		



		Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.

		Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.

 

		Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.

 

 



		Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.

		Falta de instrumentos de control.

 

		Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.

 



		Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.

		Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.

		Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.



		 

Sistema de Información

		

		



		Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución 

		Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)

		Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión. 





 

3.5.        Impacto esperado del Plan.

 

§   Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.

 

§   Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.

 

§   Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

 

§   Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.

 

3.6.                 Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.

 

 

		ACTIVIDADES

		AÑO/MESES

		

		

		

		

		

		

		

		

		REPONSABLES



		

		2012

		

		

		

		

		

		

		2013-2017

		

		



		

		6

		7

		8

		9

		10

		11

		12

		

		1 al 12

		 



		Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.



		Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.



		Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan. 

 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado. 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



		Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan,  identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia



		Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		 

		

		 

		Comisión de Acceso a la Justicia





 

San José, 15 de noviembre de 2016.

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 10754-16

Randy Rivera Rodríguez.

 





[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.


[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación. HYPERLINK \l "_ftnref2" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref2" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref2" \o "Presione aquí para ir al texto" 


[3] Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior. HYPERLINK \l "_ftnref3" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref3" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref3" \o "Presione aquí para ir al texto" 


3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes. HYPERLINK \l "_ftnref4" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref4" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref4" \o "Presione aquí para ir al texto" 


[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras. HYPERLINK \l "_ftnref5" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref5" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref5" \o "Presione aquí para ir al texto" 


[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001. HYPERLINK \l "_ftnref6" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref6" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref6" \o "Presione aquí para ir al texto" 


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 16:53:09.
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CIRCULAR No. 3-2018

 

Asunto:    Sobre la obligación de notificar a las personas con discapacidad, conforme a sus necesidades específicas.-


 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 112-17 celebrada el 14 de diciembre de 2017, artículo LVIII, por recomendación de la Defensoría de los Habitantes de la República, dispuso, recordarle a los despachos judiciales del país, la obligación de notificar a las personas con discapacidad, conforme a sus necesidades específicas, lo anterior, con fundamento en el artículo 14 de la Ley No 7319 del 17 de noviembre de 1992 y en el artículo 32 del Decreto Ejecutivo No 22266-J.

San José, 16 de enero de 2018

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

 

Angie Ampié Gutiérrez.

Ref: (181-17, 14651-17)

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.
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CIRCULAR Nº96-2018 

DE:              Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva 

PARA:        Administraciones Regionales. 

ASUNTO: Se corrige “Circular No.21-2016 Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, Menores Infractores, Victimas e Imputados”, conforme observación realizada por la Comisión de Acceso a la Justicia, en cuanto a la terminología correcta de “menor infractor” por “persona menor en conflicto con la ley”.

FECHA:     31 de julio de 2018             

[image: image2.png]





Conforme la observación realizada por la Comisión de Acceso a la Justicia, en sesión de 4 de julio de 2018, en cuanto a que se corrija la terminología de “menor infractor” por “persona menor en conflicto con la ley”, se corrige la Circular No.21-2016, acorde al ajuste requerido, por lo que se debe leer dicha circular de la siguiente forma “Reglas Prácticas para el Reconocimiento y Pago de Ayuda Económica a Testigos, personas menores en conflicto con la ley, Victimas e Imputados”, en el cuerpo de la circular se indica el ajuste subrayado y en negrita, a saber:

Con el fin de unificar, estandarizar y agilizar el proceso de reconocimiento y pago de ayudas económicas a testigos, personas menores en conflicto con la ley, victimas e imputados, se establecen las siguientes reglas prácticas las cuales recogen directrices dadas en diferentes circulares o acuerdos: 

·         Dentro del presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a testigos, personas menores en conflicto con la ley, victimas imputados, personas con discapacidad y sus acompañantes, que por sus condiciones de pobreza o circunstancias particulares lo requieran, para cubrir los gastos que se originen producto de su traslado a las oficinas o despachos judiciales.  En ningún caso esta ayuda se entenderá como una retribución por atender el llamado judicial. 

·         Si se tratase de un imputado que no puede hacerse presente a la comparecencia que le ha señalado un tribunal o cualquier otra diligencia judicial, por ser una persona en condiciones de pobreza, lo procedente es que su defensor lo haga saber al despacho que corresponda, a fin de obtener la ayuda económica necesaria
. 

·         Se cubrirá la ayuda económica a los acompañantes cuando, además de la condición de pobreza, se compruebe que la persona no puede desplazarse sola, ya sea por su condición de discapacidad, porque se trata de una persona menor de edad, un adulto mayor o porque priven otras condiciones que lo hagan indispensable. 

·         Será responsabilidad de la persona servidora judicial que gestione la ayuda, verificar la condición de pobreza o las circunstancias particulares que se mencionan en los puntos anteriores. Todo esto lo acreditará ante las oficinas o despachos que tengan asignados los fondos para pagar las ayudas quienes mantendrán un archivo con los respectivos comprobantes. 

·         En el proceso de solicitud y pago de ayudas económicas privará la no revictimización de las personas que lo requieran y el acceso a la justicia. 

·         De igual forma, los despachos y oficinas judiciales tienen la obligación de dejar constancia, en el respectivo expediente judicial, cuando se brinde esta ayuda económica y su respaldo
 . 

·         Las Administraciones Regionales u oficinas judiciales que tengan a su cargo los fondos para atender estas ayudas, siempre mantendrán recursos en reserva para atender, de manera prioritaria frente a otros gastos, el pago de estas ayudas, las cuales se deberán hacer efectivas cuando la persona se presente ante los despachos u oficinas judiciales. Para lo anterior, se deberá tomar las previsiones del caso ya que bajo ningún concepto se limitará este servicio, ni se establecerán horarios dentro de la jornada laboral, para cancelar la ayuda económica, de toda suerte que siempre deberá quedar una persona asignada para cualquier trámite que se requiera, en caso de que el encargado esté en otra diligencia
. 

·         En horas y días no laborales, el pago de estas ayudas se atenderá a través de las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial, Secciones de Cárceles y Transportes  del I y II Circuito Judicial de San José y en la Sección de Patología Forense del Departamento de Medicina Legal, en la medida que cuentan cajas chicas auxiliares con el propósito de hacer frente al pago de ayudas económicas a testigos, imputados, víctimas y a los usuarios en general, que lo requieran por su condición económica . 

·         Para las autorizaciones del pago de las ayudas económicas las Administraciones Regionales y los diferentes programas presupuestarios 
, deben establecer los mecanismos necesarios para que se agilice el proceso, donde es fundamental como medio oficial de comunicación el correo electrónico, sin detrimento de las coordinaciones que se pueda realizar vía telefónica. Debe prevalecer el servicio público por lo que la búsqueda de soluciones es primordial, con el fin de no afectar a las personas usuarias en la entrega de este tipo de ayudas. 

·         Para la cancelación de las ayudas económica las Administraciones Regionales deberá disponer de la información actualizada en cuanto al costo de los pasajes de las rutas de buses de la zona a cargo, en la medida que la persona usuaria no puede aportar factura sobre este tipo servicio, así como del costo del servicio de hospedaje (hoteles, cabinas, pensiones, hostales, entre otros) de la zona a cargo con el fin de orientar a la persona usuaria sobre posibles lugares de hospedaje, conforme la ayudada económica brindada. 

·         Conforme la Ley de Control Interno; reglamentos y demás directrices vinculas con el pago de ayudas económicas, las oficinas que deben realizar pagos por concepto de este rubro deben establecer los mecanismos de control necesarios para su registro y cancelación. 

 

AERJ/mary  

 




Circular No.131-2003 de la Secretaria General de la Corte, Publicada en el Boletín Judicial N°243 del 17-12-03, hace conocimiento lo acordado por el Consejo Superior en sesión N°82-2003, celebrada el 30 de octubre de 2003, artículo XLIX. 

Circular No.25-2011 de la Dirección Ejecutiva en la que se señala que el Consejo Superior en sesión N°07-2001 celebrada el 23 de enero del 2001, artículos XXXV y XXXVI, por recomendación de la Auditoría Judicial (Oficios Nos. 035-17-AF-2001 y 036-018-AF-2001), acordó comunicarles la obligación de dejar constancia por escrito en el expediente respectivo, de la solicitud expresa que realicen los interesados, en virtud de las que se brinde ayuda económica a testigos y las personas menores en conflicto con la ley, con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido por este Consejo en la circular N°75-95 de 22 de diciembre de 1995, publicada en el Boletín Judicial N°9 del 12 de enero de 1996, en la que se estableció que ese tipo de ayuda debe otorgarse a solicitud expresa del testigo y nunca de oficio.-

[3] Circular No.22-2007, 34-2008, 25-2009, Dirección Ejecutiva. 

[4] Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Servicio Jurisdiccional, Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, Dirección, administración y otros órganos de Apoyo. 

Clasificación elaborada por Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 21:41:59.























image77.emf
Circular de 

Secretaría de la Corte N° 096-2018.rtf


Circular de Secretaría de la Corte N° 096-2018.rtf
avi-1-0003-6355


Circular de Secretaría de la Corte N° 096 - 2018


14 de Agosto del 2018

Fecha de Publicación: 01 de Octubre del 2018

Descriptores/Temas: undefined

Documentos citados: Actas - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°096 del 14 de agosto del 2018


 [image: image1.png]





                      Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

SE REPRODUCE POR ERROR EN EL ORIGINAL

 

 

CIRCULAR No 96-2018

 

 

Asunto: 
“Normas Prácticas para la Aplicación del Nuevo Código Procesal Civil”. 

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS, ABOGADOS Y PÚBLICO EN GENERAL 

 

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión No. 38-18 celebrada el 13 de agosto de 2018, artículo XII, dispuso aprobar la reglamentación que se denomina “Normas Prácticas Para la Aplicación del Nuevo Código Procesal Civil”, mismas que literalmente dicen:

 

NORMAS PRÁCTICAS PARA LA APLICACIÓN DEL

NUEVO CÓDIGO PROCESAL CIVIL.

“Estas normas prácticas constituirán una guía en relación con aspectos administrativos, funcionales y organizativos de la jurisdicción civil, para facilitar la aplicación del nuevo Código Procesal Civil, ley N°9342.

Se sustentan en la base jurídica, orgánica y sistemática dada por las siguientes disposiciones:

·             El Código Procesal Civil ley N°9342 que entrará en vigencia el 8 de octubre del 2018.

·             En especial el Título V de esa nueva legislación, denominado “Disposiciones Finales”, que comprende el régimen transitorio y los artículos 183, 184 y 185.

·             Las potestades atribuidas a la Corte Suprema de Justicia para la especialización, organización y funcionamiento de los tribunales, conforme a los artículos 3 y 59 de la Ley Orgánica Poder Judicial y 711 aún vigente de la ley N° 7130 Código Procesal Civil de 1989.

Sobre el capítulo I: Trasiego de expedientes a la entrada en vigencia del nuevo código procesal civil.

La reforma procesal civil crea una nueva estructura orgánica jurisdiccional que cambia en buena medida la vigente. Lo anterior conlleva la obligación de redistribuir todos los expedientes judiciales existentes al 8 de octubre de 2018, en las nuevas oficinas según las competencias definidas por ley. El capítulo II detalla la forma de hacerlo y especifica las competencias de cada una de las nuevas oficinas judiciales.  .

Sobre el Capítulo II: Normas prácticas para la aplicación del nuevo código en la etapa de transición.

Con la aprobación de la nueva normativa procesal civil, el legislador se decantó por aplicarla a los procesos nuevos y también a los ya existentes La idea es crear el mayor grado de seguridad jurídica para las personas usuarias y funcionarios judiciales, certeza en el actuar procesal bajo una misma legislación aplicable a todos los procesos.  

Tal propósito conlleva la necesidad de adecuar el trámite de todos los procesos existentes a la legislación nueva de la forma más armoniosa posible.  Este capítulo se ocupa de hacerlo, creando normas de transición, siempre bajo la guía del derecho transitorio formulado en el nuevo Código Procesal Civil y los lineamientos del debido proceso. Los principios procesales del nuevo código también constituyen un esquema infranqueable en la transición, en especial, los referentes a la conservación de los actos procesales válidamente realizados y el de preclusión.  No hay razón para volver sobre etapas procesales superadas.  Todas las reglas aquí formuladas se sustentan en esos principios y éstos deberán ser la guía en la transición.

Sobre el Capítulo III: Competencias especializadas. 

En este capítulo se regulan temas de competencias especializadas necesarias para un mejor servicio público, complementarias a las dadas por la Ley Orgánica del Poder Judicial, sobre tres aspectos puntuales: procesos ordinarios de cuantía inestimable, procesos cobratorios y fuero de atracción en materia concursal.

Se justifica asignar los procesos ordinarios de cuantía inestimable a Tribunales Colegiados de Primera Instancia especializados, cuando la cuantía de un proceso no es determinable en términos pecuniarios concretos o las pretensiones versan sobre aspectos extra patrimoniales. En esa línea, el artículo 69.1 del nuevo Código Procesal Civil concede derecho a recurrir en casación las sentencias de procesos ordinarios inestimables, de igual forma que en los ordinarios de mayor cuantía. En los procesos ordinarios de menor cuantía, sus sentencias serán impugnables por apelación. De esta forma, es razonable equiparar la competencia especializada en primera instancia de los procesos ordinarios inestimables y de mayor cuantía, en Tribunales Colegiados.

Con respecto al fuero de atracción en materia concursal, las normas legales que lo sustentan se mantienen vigentes (artículos 767 y 769 del Código Procesal Civil de 1989, ley N° 7130). En cuanto a procesos ordinarios de mayor cuantía o cuantía inestimable atraídos por aplicación de la primera de las normas, debe asignársele su competencia a Tribunales Colegiados de Primera Instancia, por ministerio de ley, toda vez que el Juzgado Concursal de San José, con competencia nacional en esta materia, no está estructurado para funcionar como un órgano colegiado de tres personas juzgadoras. Además, las clasificaciones de puestos aprobadas son distintas para jueces y juezas de un Juzgado Concursal y de Tribunales Colegiados de Primera Instancia. De esta manera, se supera un obstáculo de valoración de puestos y Carrera Judicial, porque los jueces concursales no podrían tramitar y resolver por el fondo, procesos ordinarios de mayor cuantía o de cuantía inestimable.

Sobre el Capítulo IV: Integración del Tribunal Colegiado de Primera Instancia.

Se regula de forma precisa los supuestos en los que un Tribunal Colegiado de Primera Instancia debe actuar de forma unipersonal o colegiada.

Sobre el Capítulo V: Normas prácticas para las audiencias orales y sentencias.

La inserción sistemática de la oralidad y demás principios del nuevo código, son factores que determinan una reglamentación funcional de la preparación, dirección, asistencia, desarrollo, participación y respaldo de las audiencias orales, de tal forma que se logre un estándar de calidad.

Se debe propiciar un ambiente judicial controlado y seguro para que las personas usuarias, litigantes y juzgadoras concentren sus esfuerzos en los temas que conoce la jurisdicción civil, con criterios inclusivos y de accesibilidad para todos, independientemente de su condición. 

A la vez, es indispensable prever y resguardar que la información generada en una audiencia oral se respalde de manera ágil, fidedigna y eficiente. 

En cuanto a las sentencias, la dualidad de posibilidades para su emisión –oral o escrita-, motiva el dictado de normas prácticas para uniformar su aplicación con los principios informadores del nuevo sistema procesal.

Sobre el Capítulo VI: Otras normas prácticas.

Sin perjuicio de normas prácticas que se puedan incorporar a futuro, este reglamento regula los siguientes temas:

·             La atención especializada de personas en condiciones de vulnerabilidad.

·             Los lineamientos de priorización de gestiones sobre medidas cautelares, tutelares e instrumentos de ejecución.

·             El trámite de una solicitud de demanda improponible.

·             La tramitación de gestiones que pretendan postergar el inicio de una actividad procesal.

·             Las previsiones posibles para asegurar la inmediación en la práctica de la prueba.

·             La práctica de la prueba pericial anticipada.

CAPÍTULO I

TRASIEGO DE EXPEDIENTES A LA ENTRADA EN VIGENCIA DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL CIVIL.

Artículo 1. Radicación de procesos anteriores.

A la fecha de entrada en vigencia del Código, sin necesidad de emitir una resolución previa o posterior, todos los procesos en curso radicarán en el tribunal que corresponda de acuerdo con la nueva estructura, según el siguiente desglose de oficinas jurisdiccionales:

 

1.1. Juzgado Civil.

 

Los nuevos Juzgados Civiles asumirán la competencia en primera instancia, dentro de la circunscripción territorial que se les asigne, de los siguientes asuntos:

1.1.1. Abreviados de menor cuantía.

1.1.2. Sumarios ejecutivos de menor y mayor cuantía.

1.1.3. Interdictos de menor y de mayor cuantía.

1.1.4. Desahucios arrendaticios independientemente de la cuantía.

1.1.5. Desahucios civiles de menor y de mayor cuantía.

1.1.6. Monitorios arrendaticios independientemente de la cuantía.

1.1.7. Ejecuciones de sentencias, laudos, conciliaciones y transacciones de menor y de mayor cuantía en trámite, de procesos civiles que no sean ordinarios de mayor cuantía o inestimables.

1.1.8. Sucesorios de menor y de mayor cuantía.

1.1.9. Procesos civiles no contenciosos independientemente de su cuantía.

1.1.10. Medidas cautelares, actos preparatorios y pruebas anticipadas, accesorios a procesos civiles que no sean ordinarios de mayor cuantía o inestimables, cobratorios o concursales.

1.1.11. Procesos cobratorios iniciados antes o después de la entrada en vigencia de la Ley de Cobro Judicial, siempre que se estén tramitando en Juzgados Civiles de Menor o Mayor Cuantía.

1.1.12. Aquellos procesos civiles que no sean abreviados u ordinarios de mayor cuantía o cuantía inestimable.

1.1.13. Todos los que no tengan asignada su competencia, a un Juzgado o Tribunal especializado, de acuerdo con la nueva estructura jurisdiccional.

 

1.2. Juzgado Civil Especializado de Cobro Judicial.

 

Los Juzgados Especializados de Cobro Judicial, continuarán conociendo en primera instancia, dentro de sus respectivas circunscripciones territoriales, los siguientes procesos, siempre que estén siendo tramitados por Juzgados Cobratorios:

1.2.1. Monitorios dinerarios de cualquier cuantía.

1.2.2. Ejecuciones hipotecarias de cualquier cuantía.

1.2.3. Ejecuciones prendarias de cualquier cuantía.

1.2.4. Ejecuciones de garantías mobiliarias de cualquier cuantía.

1.2.5. Reposesiones de garantías mobiliarias de cualquier cuantía.

1.2.6. Medidas cautelares, actos preparatorios y pruebas anticipadas accesorias a los procesos de ejecución hipotecaria, ejecución prendaria, ejecución de garantías mobiliarias y reposesión de garantías mobiliarias.

Los procesos cobratorios en que sea parte el Estado o entidades de derecho público, continuarán tramitándose en el Juzgado Especializado de Cobro Judicial donde estén radicados.

 

1.3. Juzgado Civil Concursal.

 

Salvo disposición expresa en contrario, el Juzgado Concursal continuará conociendo en primera instancia, todos los procesos concursales, así como los de medidas cautelares, actos preparatorios y pruebas anticipadas accesorios al proceso concursal.

Los procesos ordinarios de mayor cuantía o cuantía inestimable que se encuentren radicados en el Juzgado Concursal a la fecha de entrada en vigencia del nuevo código, pasarán al Tribunal Colegiado de Primera Instancia del Primer Circuito Judicial de San José que por turno corresponda, el cual tendrá la competencia concursal para estos asuntos, por ministerio de ley. Los demás asuntos atraídos por el fuero de atracción, continuarán su trámite en el Juzgado Concursal de San José.

 

1.4. Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil.

 

Los nuevos Tribunales Colegiados Civiles de Primera Instancia, asumirán la competencia, dentro de la circunscripción territorial que se les asigne, de los siguientes asuntos:

1.4.1. Ordinarios y abreviados de mayor cuantía o de cuantía inestimable, independientemente de su etapa procesal.

1.4.2. Medidas cautelares, actos preparatorios y pruebas anticipadas, accesorios a los procesos ordinarios y abreviados de mayor cuantía o de cuantía inestimable.

 

1.5. Tribunal de Apelación Civil.

 

Las apelaciones admitidas y las apelaciones por inadmisión pendientes, en cualquier tipo de proceso, que estuviesen radicadas en Juzgado Civil de Mayor Cuantía o en Tribunal Superior Civil; serán asumidas por los nuevos Tribunales Colegiados de Apelación Civil, según la competencia territorial que se les asigne.

 

1.6. Sala Primera.

 

La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, continuará conociendo los asuntos que tenga pendientes de resolución (casación, revisión, recursos de apelación y nulidad en arbitrajes, conflictos de competencia, cooperación internacional y exequátur).

 

1.7. Sala Segunda.

 

La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, continuará conociendo los asuntos que tenga pendientes de resolución (casación, revisión y conflictos de competencia).

 

CAPÍTULO II

NORMAS PRÁCTICAS PARA LA APLICACIÓN DEL NUEVO CÓDIGO EN LA ETAPA DE TRANSICIÓN.

Artículo 2. Normas prácticas para la transición.

Con sustento en las normas transitorias y con el fin de facilitar la aplicación de las disposiciones del nuevo Código Procesal Civil, durante la etapa de transición, se emiten las siguientes normas prácticas:

2.1. Prioridad en la tramitación de procesos.

A partir de la vigencia del código e instalación de los nuevos juzgados y tribunales civiles, éstos continuarán conociendo los procesos en curso sin dar prioridad a los procesos que se presenten luego de la entrada en vigencia del nuevo código, por ese solo hecho.

2.2. Tipos de procesos.

Los procesos iniciados antes de la entrada en vigencia del nuevo código y regulados con la misma nomenclatura a partir del 8 de octubre del 2018, mantendrán su denominación procesal, adaptando el trámite a la nueva legislación y a lo dispuesto en el presente reglamento de normas prácticas.

Los procesos iniciados antes de la entrada en vigencia del nuevo código y no regulados con la misma nomenclatura a partir del 8 de octubre del 2018, se adaptarán a la nueva legislación de la siguiente manera:

		Tipo de proceso anterior a la reforma procesal civil

		Conversión del tipo de proceso posterior a la reforma

		Fundamento jurídico



		Abreviado (independientemente de la cuantía)

		Ordinario (de mayor o de menor cuantía, por cuanto esta diferenciación sí afecta la competencia)

		Conforme a los transitorios I y III del nuevo código. El proceso “abreviado” no se regula en la nueva normativa.



		Ejecutivo simple

		Sumario de cobro de obligación dineraria

		Conforme al transitorio I y artículo 103.1.1 que regula el proceso sumario.



		Interdictos de suspensión de obra nueva o de derribo

		Sumarios de suspensión de obra nueva o de derribo

		Conforme al transitorio I y los artículos 107 y 108 del nuevo código.



		Disolución y liquidación de sociedad

		Ordinario

		Los artículos 542 al 545 del Código Procesal Civil anterior, integran su trámite con la normativa del proceso abreviado. Esta clase de proceso no es regulada por el nuevo código, siendo su homólogo el proceso “ordinario”



		Liquidación de sociedad sin previa disolución, según artículo 546 del Código Procesal Civil de 1989.

		Sumario

		El artículo 546 del Código Procesal Civil anterior integra su trámite con la normativa del proceso sumario. 



		Información ad perpetuam memoria

		Actividad judicial no contenciosa

		El nuevo código no regula el proceso específico “información ad perpetuam memoria”, por lo que, en lo que resulte compatible, le serán aplicables las normas generales de la actividad procesal no contenciosa.



		Interdicto de reposición de mojones

		Sumario interdictal de reposición de linderos

		Conforme al artículo 106.4 del nuevo código.



		Monitorio (según la Ley de Cobro Judicial)

		Monitorio dinerario

		Conforme al artículo 111 del nuevo código.



		Deslinde y amojonamiento

		Deslinde y demarcación de  linderos

		Conforme al artículo 180 del nuevo código.



		Consignación de pago

		Pago por consignación

		Conforme al artículo 179 del nuevo código.





 

 

Lo anterior sin perjuicio de otras disposiciones que modifiquen la nomenclatura de los procesos.

2.3. Demandas presentadas sin cursar.

A las demandas presentadas antes de la entrada en vigencia del nuevo código que no hayan sido cursadas, se les dará el trámite previsto en las nuevas disposiciones. Sin embargo, los tribunales no podrán declararse incompetentes de oficio por razón del territorio, respecto de los procesos presentados antes del 8 de octubre del 2018, cuya competencia fuese prorrogable conforme a la normativa derogada.

2.4. Demandas defectuosas.

Se aplicará, si procediere, la segunda prevención prevista por el artículo 35.4 del nuevo Código Procesal Civil, cuando a la parte actora se le hubiera ordenado corregir o subsanar defectos formales de su demanda conforme a la legislación anterior, y estando en vigencia la nueva ley, hubiese sido evidente su intento de cumplir en tiempo pero infructuosamente.

2.5. Desacumulación de pretensiones prevenida y pendiente.

Se aplicará, si procediere, la segunda prevención prevista por el artículo 23.2 del nuevo Código Procesal Civil, cuando a la parte actora se le hubiera ordenado la desacumulación de pretensiones de su demanda conforme a la legislación anterior, y estando en vigencia la nueva ley, hubiese sido evidente su intento de cumplir en tiempo pero infructuosamente.

2.6. Procesos cursados sin notificación del auto de traslado.

Los procesos que fueron cursados antes de la entrada en vigencia del nuevo código, sin notificación del auto de traslado, continuarán conforme a la nueva normativa. Se mantendrá el auto inicial emitido y no se declarará de oficio la incompetencia por razón del territorio.

2.7. Falta de contestación de demandas.

En los procesos con demanda cursada y notificada antes de la entrada en vigencia del código, si el demandado no contestó dentro del plazo concedido; se aplicará la nueva normativa. Como consecuencia, se procederá a emitir sentencia en forma inmediata, salvo que se considere indispensable practicar prueba (Artículo 39 del nuevo código).

2.8. Excepciones opuestas sin reconvención.

En los procesos en que la parte demandada haya opuesto oportunamente excepciones previas, de fondo y privilegiadas antes de la entrada en vigencia del nuevo código; las defensas se tramitarán conforme a la nueva normativa y las reglas que se disponen en el presente marco de normas prácticas. Lo anterior sin perjuicio de aplicar, cuando sea procedente, el instituto de la demanda improponible.

2.9. Excepciones opuestas y reconvención.

En los procesos en que el demandado oportunamente y antes de la entrada en vigencia del nuevo código, contestó la demanda y formuló reconvención; las excepciones previas, de fondo o privilegiadas que hubiese opuesto se tramitarán conforme a la nueva normativa y las reglas que se disponen en el presente marco de normas prácticas. A la contestación y la contrademanda, también se les aplicará la nueva legislación. Lo anterior sin perjuicio de aplicar, cuando sea procedente, el instituto de la demanda improponible.

2.10. Reconvención.

En los procesos en los cuales la legislación anterior no permitía la interposición de contrademanda y la parte demandada hubiese formulado reconvención luego del 8 de octubre del 2018, se resolverá sobre su admisión conforme a la nueva normativa. 

2.11. Objeción a la cuantía.

En los procesos en que se haya presentado incidente de objeción a la cuantía de la demanda o de la reconvención, previo a la entrada en vigencia del nuevo código, se procederá de la siguiente manera: Si ya se confirió audiencia acerca de los incidentes, se reservarán para resolverlos en la audiencia preliminar o única, momento en el cual procederá fijar la estimación del proceso. Si ya estuviese resuelta la incidencia de objeción a la cuantía con la legislación anterior, lo resuelto tendrá los recursos que la normativa derogada le concede a esa resolución (Transitorio II del nuevo código). Si se resolviere la objeción a la cuantía en la audiencia conforme al nuevo código, no tendrá apelación, salvo que el acogimiento de la objeción a la cuantía derive en una declaratoria de incompetencia del Juzgado o Tribunal, en cuyo caso la resolución sí será apelable conforme a la relación de los artículos 10 y 67.3.6 del nuevo código. 

2.12. Inicio de fase probatoria.

En los procesos en que a la entrada en vigencia del nuevo código ya se intentó la conciliación y se superó la fase de saneamiento, pero no se ha resuelto sobre la admisión de prueba; se continuará el procedimiento con la convocatoria a la audiencia oral que corresponda. 

2.13. Prueba practicada y pendiente de practicar.

Se conservará la prueba practicada válidamente antes del 8 de octubre del 2018.

Con la que estuviere pendiente de practicar, se conservará lo resuelto válidamente sobre su admisibilidad y se procederá de la siguiente manera:

2.13.1. Si hubiese un solo señalamiento para la práctica de toda la prueba pendiente, de ser posible, se mantendrá la programación en el tribunal que asuma el número único de expediente. Sin necesidad de resolución que así lo ordene, se readecuará la actividad procesal para ser realizada conforme a las reglas de las audiencias orales dispuestas en el nuevo código, 

2.13.2. Si hubiesen varios señalamientos, en la medida de lo posible, por resolución se conservará el de fecha más próxima para concentrar la práctica de prueba pendiente con aplicación de las reglas de la audiencia oral.  De no ser posible, se dejarán sin efecto los señalamientos y se reprogramará la práctica de la prueba en la audiencia oral que corresponda y las actividades procesales que le son propias,.

2.13.3. De haberse comisionado a otras autoridades judiciales para la práctica de pruebas sin que se haya efectuado, mediante resolución el Juzgado o Tribunal donde se encuentre la comisión, dejará sin efecto la práctica de prueba pendiente y remitirá de inmediato la comisión al tribunal que asuma el proceso.

 

2.14. Prueba pericial practicada parcialmente.

 

Sobre la práctica de prueba pericial no completada antes del 8 de octubre del 2018, se observarán las siguientes reglas:

2.14.1. En relación con los dictámenes periciales rendidos por escrito conforme a la anterior normativa, sobre los cuales, al momento de entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil, se hubiese concedido audiencia escrita por tres días para que las partes se refieran al mismo y puedan solicitar adición y aclaración; el tribunal convocará a audiencia oral para que el perito declare únicamente si alguna de las partes solicita adición y aclaración pertinentes, o se considere necesario de oficio y no se haya requerido al perito la adición o aclaración de su dictamen por escrito.

2.14.2. Si conforme la anterior normativa, alguna o ambas partes hubiesen solicitado adición o aclaración del peritaje por escrito; al entrar en vigencia el nuevo código, el tribunal ordenará que las adiciones o aclaraciones propuestas sean sustanciadas y presentadas en la audiencia oral correspondiente, con la previa convocatoria del perito para que comparezca.

2.14.3. Cuando se hubiere comisionado para la práctica de una prueba pericial y no hubiera aceptación del cargo pericial al 8 de octubre del 2018, la comisión se devolverá sin diligenciar al Juzgado o Tribunal que corresponda. Los que hayan aceptado el cargo pericial a esa fecha, presentarán su dictamen directamente ante el tribunal que asuma el proceso.

 

2.15. Prueba anticipada practicada parcialmente.

Cuando se hubiere ordenado prueba anticipada y ésta hubiese sido practicada parcialmente al momento de la entrada en vigencia del nuevo código, conservarán su eficacia las practicadas válidamente, y se procederá a la recepción de las restantes conforme a las normas del nuevo Código Procesal Civil.

2.16. Prueba pericial anticipada y practicada parcialmente.

Si la pericia se tramita como prueba anticipada estando vigente la normativa anterior y no se hubiera completado su trámite de solicitud y rendición de adiciones y aclaraciones al entrar en vigencia el nuevo código; se sustanciarán las gestiones aclaratorias o de adición en audiencia oral anticipada, para completar su trámite.

2.17. Conclusiones pendientes en proceso ordinario.

En los procesos ordinarios en que ya se practicó la totalidad de la prueba de previo a la entrada en vigencia del nuevo código, pero no se ha otorgado plazo para alegar conclusiones, se concederá uno judicial de diez días para ese fin (Artículo 30.4 del nuevo código). Transcurrido el plazo, se emitirá la sentencia de manera escrita conforme a la nueva normativa.

2.18. Procesos listos para el dictado de la sentencia.

En los procesos ordinarios en que ya se haya otorgado el plazo para alegar conclusiones a la entrada en vigencia del nuevo código, y en aquellos que conforme a la legislación anterior no tuviesen previsto ese trámite, se emitirá la sentencia de manera escrita con las formalidades y contenidos previstos en el nuevo código.

2.19. Nulidad de sentencia y nueva emisión.

Cuando una sentencia dictada antes de la entrada en vigencia del nuevo código, sea anulada por la Sala o Tribunal de Apelación y se deba emitir nuevamente en fecha posterior al 8 de octubre del 2018, se dictará conforme al contenido e integración regulados por la nueva normativa. No será necesario celebrar una audiencia oral, salvo si se ordenare practicar prueba o reponer algún acto procesal indispensable.

2.20. Sentencias anteriores sin que hubiese vencido el plazo para recurrir.

En los procesos en que se dictó la sentencia antes de la entrada en vigencia de la nueva normativa, procederá el recurso de apelación, conforme al transitorio II del nuevo código. Su conocimiento en segunda instancia corresponderá al Tribunal Colegiado de Apelación Civil.

2.21. Apelación de sentencias en procesos ordinarios o abreviados de mayor cuantía o de cuantía inestimable.

Corresponderá al Tribunal Colegiado de Primera Instancia admitir, cuando proceda, la apelación de resoluciones judiciales de primera instancia apelables, dictadas en procesos ordinarios y abreviados de mayor cuantía o cuantía inestimable, incluso sobre resoluciones dictadas antes de la entrada en vigencia de la nueva normativa procesal.

2.22. Apelación de resoluciones en procesos abreviados de menor cuantía.

Corresponderá a los nuevos Juzgados Civiles, la admisión de los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones judiciales de primera instancia dictadas en procesos abreviados de menor cuantía, no resueltos a la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil.  La admisión se hará ante el Tribunal Colegiado de Apelación Civil, donde se resolverá en forma unipersonal.  

2.23. Plazos pendientes para gestiones de parte e interposición de recursos.

No se suspenderán ni se interrumpirán los plazos para interponer recursos o realizar actuaciones, concedidos por resoluciones judiciales de primera instancia, dictadas antes de entrar en vigencia el nuevo código procesal civil, 

El acto de parte o recurso será interpuesto ante el tribunal de primera instancia que asuma el proceso de acuerdo con la nueva estructura jurisdiccional.

2.24. Apelaciones admitidas y pendientes ante Juzgados Civiles de Mayor Cuantía.

 

Cuando se haya admitido una apelación ante un Juzgado Civil de Mayor Cuantía y al 8 de octubre del 2018 no hubiese vencido el plazo para expresar agravios, las partes los formularán ante el Tribunal de Apelación Civil que por territorio asuma el conocimiento del recurso para su resolución.

 

2.25. Adiciones y aclaraciones pendientes en primera instancia.

En los procesos en que se haya solicitado, en primera instancia, adición o aclaración antes de la entrada en vigencia del nuevo código; le corresponderá resolver la gestión al tribunal de justicia que asuma el proceso.

2.26. Adiciones y aclaraciones pendientes en segunda instancia.

En los procesos en que se haya solicitado, en segunda instancia, adición o aclaración antes de la entrada en vigencia del nuevo código; le corresponderá resolver la gestión al Tribunal Colegiado de Apelación Civil respectivo.

2.27. Recursos de casación presentados contra sentencias de segunda instancia, adicionadas o aclaradas por el nuevo Tribunal Colegiado de Apelación Civil.

Si con posteridad al dictado de la resolución de adición y aclaración, una de las partes interpusiere recurso de casación ante el Tribunal Colegiado de Apelación Civil, éste emplazará a las partes conforme a la nueva normativa y remitirá el expediente a la Sala competente, para que resuelva sobre su admisibilidad.

2.28. Recursos de casación contra sentencias de segunda instancia emitidas por los nuevos Tribunales Colegiados de Apelación Civil, en procesos ordinarios o abreviados de mayor cuantía, o cuantía inestimable.

Cuando un Tribunal de Apelación Civil emita sentencia de segunda instancia en un proceso ordinario o abreviado fallado antes del 8 de octubre del 2018 por un Juzgado Civil de Mayor Cuantía, y se interpusiere recurso de casación ante el Tribunal de Apelación, éste emplazará a las partes conforme lo indica el nuevo código y remitirá a la Sala el proceso para lo que corresponda

2.29. Presentación de recursos de revocatoria o apelación contra resoluciones emitidas antes de la entrada en vigencia del nuevo código.

En todos aquellos procesos en los cuales se haya emitido una resolución y al momento de entrar en vigencia el nuevo código, no hubiese vencido aun el plazo para recurrir mediante revocatoria o apelación; los recursos que procedan con base en lo dispuesto por el Transitorio II de la nueva legislación, deberán ser presentados ante el Juzgado o Tribunal que conforme a la nueva estructura, asumirán el proceso.

2.30. Ejecución provisional de sentencias emitidas antes de la entrada en vigencia del nuevo código.

A las sentencias emitidas cuando regía el código derogado y que no se encuentren firmes al momento de la entrada en vigencia de la nueva normativa; se les aplicará el régimen de ejecución provisional de sentencias previsto en el nuevo código.

2.31. Ejecución de sentencias firmes emitidas antes de la entrada en vigencia del nuevo código.

La ejecución de sentencias firmes emitidas durante la vigencia del código anterior, se regirá por la nueva normativa.

2.32. Actos procesales de ejecución realizados y futuros.

En las ejecuciones de sentencias firmes que se encuentren en trámite a la entrada en vigencia del nuevo código, se mantendrán los actos procesales de ejecución ya dictados o realizados; y se aplicará la nueva normativa a los posteriores.

2.33. Ejecución de laudos y acuerdos.

En cuanto resulten compatibles, para la ejecución de laudos y acuerdos a los cuales la ley les concede el efecto de cosa juzgada; regirán las disposiciones de este capítulo sobre ejecución de sentencias.

2.34. Solicitudes de deserción pendientes.

A las solicitudes de deserción presentadas antes del 8 de octubre del 2018 y no resueltas a esa fecha; se les aplicará la normativa prevista en el código procesal de 1989. Luego de la fecha indicada, solo procederá la caducidad del proceso, de oficio o a solicitud de parte, cuando se cumplan los requisitos dispuestos por la nueva legislación.

2.35. Solicitudes pendientes de levantamiento de embargo.

Las solicitudes de levantamiento de embargo por inactividad procesal presentadas antes del 8 de octubre del 2018 y no resueltas por el tribunal a esa fecha; se les aplicará la normativa del Código Procesal Civil de 1989. Las formuladas con posterioridad, se regirán la nueva legislación.

2.36. Suspensiones de procesos, por prejudicialidad penal, decretadas con la anterior normativa.

Salvo lo dispuesto por el nuevo código para procesos de ejecución prendaria e hipotecaria por falsedad del documento base, se levantará la suspensión del proceso decretada antes del 8 de octubre del 2018, por prejudicialidad penal.

2.37. Gestiones pendientes relativas a medidas cautelares.

Las solicitudes de otorgamiento, modificación, sustitución o levantamiento de medidas cautelares, presentadas antes de la entrada en vigencia del nuevo código y aun no tramitadas o resueltas a esa fecha; serán tramitadas y decididas conforme a lo dispuesto por la nueva legislación.

2.38. Atracción de procesos ordinarios y abreviados, de mayor cuantía o inestimables, en materia sucesoria.

Cuando en virtud del fuero de atracción regulado en el Código Procesal Civil de 1989, un Juzgado Civil de Mayor Cuantía estuviese conociendo a la vez, un proceso sucesorio y un proceso ordinario o abreviado de mayor cuantía, o de cuantía inestimable; el proceso sucesorio será asumido por el Juzgado Civil correspondiente con la nueva estructura jurisdiccional, al entrar en vigencia la nueva legislación.

El proceso ordinario o abreviado de mayor cuantía o inestimable, que en todo caso continuará como “ordinario” a partir del 8 de octubre del 2018, radicará en el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil respectivo.

2.39. Albacea provisional y pendencia del nombramiento de propietario o definitivo.

En los procesos sucesorios en los cuales se haya designado albacea provisional y al momento de entrada en vigencia del nuevo código no se hubiese hecho la designación de propietario o definitivo; la persona que ocupa el cargo de albaceazgo, continuará en funciones hasta la conclusión del proceso sucesorio, salvo los casos legalmente establecidos para su remoción.

2.40. Inventarios, avalúos y créditos pendientes de conocimiento en junta sucesoria.

Cuando a la entrada en vigencia del nuevo código no se hubiera efectuado la junta prevista en el artículo 926 del Código Procesal Civil de 1989; lo relativo al inventario y avaluó de bienes, así como los créditos reclamados contra la sucesión, continuará su trámite, aprobación o rechazo, conforme a la nueva normativa.

2.41. Conflictos de competencia pendientes.

Los conflictos de competencia pendientes de resolver al 8 de octubre del 2018, ante los Juzgados Civiles de Mayor Cuantía y Tribunales Superiores Civiles, mediante resolución judicial serán trasladados al Tribunal Colegiado de Apelación Civil correspondiente según el territorio. Se entenderá que no subsiste el conflicto cuando la competencia de los antiguos despachos deba ser asumida por un único juzgado o tribunal de acuerdo con la nueva estructura jurisdiccional, en cuyo caso, por resolución el asunto pasará a ese nuevo despacho, quien deberá asumir el conocimiento del proceso.

CAPÍTULO III

 

COMPETENCIAS ESPECIALIZADAS.

 

 

Artículo 3. Competencias especializadas.

 

Para un mejor servicio público, sin perjuicio de otras competencias especializadas dispuestas con anterioridad por la Corte Suprema de Justicia, se disponen las siguientes a partir del 8 de octubre del 2018:

 

3.1. Competencia especializada de primera instancia en procesos ordinarios de cuantía inestimable.

 

Los Tribunales Colegiados de Primera Instancia civiles conocerán de forma especializada en esa instancia, los procesos ordinarios de cuantía inestimable.

 

3.2. Competencia especializada en los procesos civiles atraídos por fuero de atracción concursal.

 

Los procesos ordinarios de mayor cuantía o cuantía inestimable que deban ser atraídos por un concurso conforme a los artículos 767 y 769 del Código Procesal Civil ley N° 7130, serán tramitados por el Tribunal Colegiado de Primera Instancia del Primer Circuito Judicial de San José que por turno corresponda, el cual tendrá la competencia concursal para estos asuntos, por ministerio de ley.

 

3.3. Especialización en materia cobratoria.

 

Los Juzgados de Cobro Judicial especializados serán competentes para el conocimiento de los siguientes procesos, aun cuando intervenga como parte el Estado, un ente público o empresa pública:

3.3.1. Monitorios dinerarios.

3.3.2. Ejecuciones hipotecarias.

3.3.3. Ejecuciones prendarias.

3.3.4. Ejecuciones de garantías mobiliarias.

3.3.5. Reposesiones de garantías mobiliarias.

3.3.6. Pruebas anticipadas, medidas cautelares y actividades preparatorias que por disposición de ley sean preparatorios o accesorios de los indicados.

En cuanto al Primer, Segundo y Tercer Circuito Judicial de San José, los procesos cobratorios en que sea parte el Estado, entes públicos o empresas públicas, serán competencia del Juzgado de Cobro Judicial del Segundo Circuito Judicial de San José. Aquellos en que sean parte sujetos de derecho privado, serán competencia de los Juzgados de Cobro Judicial del Primer Circuito Judicial de San José que por turno corresponda, según el tipo de proceso.

 

CAPÍTULO IV

INTEGRACIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE PRIMERA INSTANCIA.

 

Artículo 4. Integración del Tribunal Colegiado de Primera Instancia.

 

Los nuevos Tribunales Colegiados de Primera Instancia integrarán según las siguientes reglas:

 

4.1. Emisión de resoluciones escritas.

 

En Tribunales Colegiados Civiles de Primera Instancia, la emisión y firma de autos y providencias escritos, estará a cargo del juez informante del proceso, quien actuará de forma unipersonal.  El tribunal se integrará de forma colegiada, para el dictado de la sentencia escrita de la fase de conocimiento únicamente. 

 

4.2. Conformación del tribunal en audiencias orales.

 

En procesos ordinarios de mayor cuantía o inestimables, los Tribunales Colegiados de Primera Instancia integrarán por colegios de tres jueces en audiencias orales únicamente cuando:

4.2.1. Celebren las audiencias complementarias previstas en el artículo 102.5 del Código Procesal Civil.


4.2.2. Realicen las actividades procesales propias de las audiencias complementarias, de forma inmediata al finalizar la audiencia preliminar, conforme al artículo 102.4 del mismo código.

4.2.3. Habiéndose ordenado tramitar el proceso por audiencia única, se realicen las actividades procesales propias de las audiencias complementarias.

4.2.4. Se formule una solicitud de demanda improponible, que no deba ser rechazada de plano, en una audiencia unipersonal. En este supuesto, para salvaguardar el debido proceso, de previo a resolver sobre la improponibilidad de la demanda, se adoptarán las medidas necesarias para que los tres jueces estén presentes durante las alegaciones de las partes.

 

CAPÍTULO V

NORMAS PRÁCTICAS PARA LAS AUDIENCIAS ORALES Y SENTENCIAS.

Artículo 5. Normas prácticas para las audiencias orales y sentencias.

 

Para la aplicación del Código Procesal Civil en las audiencias orales y las sentencias, se emiten las siguientes normas prácticas:

 

5.1. Uso obligatorio de salas de audiencia.

 

Salvo los casos dispuestos expresamente por la ley, o por motivos de caso fortuito o fuerza mayor, las audiencias se celebrarán en las salas especialmente previstas para su realización.

 

5.2. Medidas de seguridad.

 

La persona juzgadora que preside la audiencia prevendrá y dispondrá las medidas de seguridad necesarias para que las personas intervinientes, el público asistente y terceros no perturben su adecuado desarrollo. En caso de ser necesario, requerirá la asistencia de la fuerza pública o del servicio de seguridad del recinto o circuito judicial donde se celebre la audiencia.

 

5.3. Asistencia del público.

 

Cuando la capacidad de la sala de audiencia resulte insuficiente en relación con el público asistente, quien preside la audiencia oral limitará el acceso de acuerdo con las circunstancias concretas que se le presenten. No se suspenderán audiencias orales correctamente programadas por falta de espacio para albergar la cantidad de público que se presente.

 

5.4.  Dirección de las audiencias.

 

Las audiencias orales serán presididas por la persona juzgadora informante del proceso o a quien corresponda sustituirla cuando no la pudiere dirigir.

 

5.5. Conversión a audiencia única en proceso ordinario de mayor cuantía e inestimables.

 

Si iniciada una audiencia preliminar, el juez informante del tribunal colegiado de primera instancia decide que no es necesario convocar a audiencia complementaria, procederá a la suspensión momentánea de la preliminar, con el fin de llamar, de ser posible, a los otros dos integrantes del colegio, quienes asumirán en pleno las actividades procesales de la audiencia complementaria que fuere necesario practicar. Si no fuere posible la integración plena del colegio, continuará con el proceso mediante la convocatoria a audiencia complementaria.

 

5.6. Asistencia de técnico judicial para la preparación y desarrollo de la audiencia oral.

 

En las audiencias orales, los tribunales deberán contar con la presencia de una persona técnica judicial, quien asistirá al tribunal durante su realización en todos los aspectos administrativos, logísticos y tecnológicos necesarios.

Previamente a la realización de la audiencia, la persona técnica judicial será responsable de verificar:

5.6.1. La disponibilidad de espacio para su celebración.

5.6.2. La correcta notificación a todas las partes.

5.6.3. El funcionamiento adecuado de los equipos de grabación y tecnológicos.

5.6.4. La presencia de las partes, representantes, abogados, peritos, testigos y demás participantes que se requiera.

Durante la audiencia, verificará el adecuado funcionamiento de los equipos y sistemas y su capacidad de almacenamiento. Se encargará de la grabación o documentación y de monitorear el proceso de registro, para lo cual se apoyará en las herramientas provistas por el sistema. En caso de detectar algún inconveniente, lo reportará de forma inmediata a quien dirige la audiencia.

 

5.7. Recomendaciones para el desarrollo de la audiencia.

 

En las audiencias se tendrán presentes las siguientes recomendaciones:

5.7.1. Recibir a los asistentes y ubicarlos en el lugar que les corresponde.

5.7.2. Pedir que presenten sus documentos de identificación.

5.7.3. Explicarles brevemente la dinámica de la audiencia,  sobre el respeto y consideración con que deberán participar, sobre la utilización de los equipos y cualquier otra recomendación que sea pertinente.

 

5.8. Conciliación en audiencia.

 

La etapa de conciliación se realizará en forma privada y no se grabarán las manifestaciones de las partes ni las del tribunal. Para procurar un adecuado asesoramiento de las partes, podrán comparecer directores, apoderados o cualquier otra persona, sea o no profesional, cuando lo soliciten expresamente y el tribunal lo estime oportuno.

 

5.9. Recomendaciones para la práctica de pruebas. 

 

En la práctica de la prueba se tendrán en cuenta las siguientes recomendaciones:

5.9.1. Para modificar el orden en la práctica de las pruebas, se podrá considerar, entre otros supuestos, las siguientes circunstancias:

5.9.1.1.. La situación personal o particular de las personas declarantes.

5.9.1.2. Los lugares donde sea necesario practicar las pruebas admitidas.

5.9.1.3. El acuerdo de partes.

5.9.2. Antes de rendir su declaración, las personas declarantes serán ubicadas en un espacio físico apropiado, donde no puedan escuchar las declaraciones de los otros.

5.9.3 De ser posible, los declarantes se ubicarán frente al tribunal, de tal manera que tengan contacto visual con las partes y sus abogados.

5.9.4. Iniciada la audiencia y hasta su conclusión, salvo autorización expresa del tribunal, antes y después de su declaración, se procurará que los peritos y testigos no tengan comunicación de ninguna índole con los abogados, las partes, demás intervinientes en la audiencia, incluido el público asistente.

5.9.5. La parte que requiera formular objeción durante un interrogatorio, llamará la atención del tribunal levantando la mano o cualquier otra señal de la cual se induzca su intención de intervenir. Al objetar deberá expresar los fundamentos. De ser necesario, sobre la oposición se dará audiencia oral a la parte contraria, quien expresará lo que estime pertinente. No habrá lugar a contrarréplicas. Al finalizar este contradictorio, el tribunal resolverá lo que corresponda.

5.9.6. Una vez practicada su declaración, se apercibirá al declarante que no podrá comunicarse con los demás intervinientes de la audiencia hasta que ésta concluya. Podrá permanecer en la sala como parte del público asistente, salvo que el tribunal disponga su retiro por razones fundadas.

 

5.10. Utilización de equipos oficiales y particulares para la documentación de la audiencia oral.

 

En la documentación de las audiencias orales, se utilizarán los equipos y sistemas tecnológicos autorizados por el Poder Judicial. El uso de equipos y sistemas tecnológicos que no pertenezcan a la institución, deberá ser autorizado por el tribunal.

 

5.11. Órganos responsables del adecuado funcionamiento de los equipos y sistemas necesarios para la audiencia oral.

 

La Dirección de Tecnología de la Información y las Unidades Administrativas de cada circuito judicial, serán las responsables de instalar los equipos y sistemas necesarios, darles mantenimiento, introducir mejoras, brindar capacitación y garantizar el funcionamiento óptimo de los equipos y sistemas. Además, deberán generar y ejecutar los protocolos relativos a su funcionamiento adecuado.

 

5.12. Orden, ubicación e identificación de los actos procesales de la audiencia oral.

 

En la documentación de las audiencias orales, se establecerá un orden que facilite la ubicación de declaraciones y actos procesales concretos. Para tal efecto, se utilizarán etiquetas u otros mecanismos tecnológicos aptos que identifiquen de manera ágil y certera cada uno de los actos procesales de la audiencia.

 

5.13. Acceso y comprensión de la información generada en audiencia oral.

 

La persona encargada de la grabación de la audiencia y de su respaldo, generará las copias necesarias para las partes.

Si alguna de las partes manifiesta   no tener acceso a la tecnología utilizada por el tribunal, o alega desconocimiento, discapacidad o cualquier otro motivo atendible, a criterio del tribunal; se ordenará la entrega de una trascripción escrita o en cualquier otro formato o medio idóneo que asegure el acceso a la información requerida.

 

5.14. Ponderación de posible demanda improponible en audiencia oral.

 

Cuando la persona juzgadora pondere declarar la demanda improponible en audiencia, el tribunal procurará escuchar inmediatamente a las partes de forma oral y resolver lo pertinente.

Cuando por el tipo de proceso sea necesaria la concurrencia del colegio de jueces para el dictado de una eventual sentencia anticipada, se adoptarán las previsiones para integrar el colegio de personas juzgadoras en la propia audiencia oral si la sentencia se pudiere emitir dentro de ésta; o en su caso, se dictará por escrito con la conformación colegiada.

 

5.15. Indicación de la forma de emisión de la sentencia.

 

Concluida la audiencia única o la complementaria, según sea el caso, el tribunal deberá indicar a los presentes si emitirá la sentencia oralmente o por escrito.

 

5.16. Emisión oral de la sentencia.

 

Si el tribunal decidiere emitir la sentencia en forma oral, de estimarlo necesario, ordenará un receso, transcurrido el cual, procederá a su emisión.

Transcurrido el receso, si al momento de la emisión no se presentare ninguna de las partes, se omitirá enunciarla oralmente. Se hará constar esa circunstancia. 

El dictado de la sentencia oral no se realizará haciendo lectura del documento. Sin embargo, quien la enuncia, podrá apoyarse en una guía, notas o documentos que a bien tenga, pudiendo hacer lectura de los apuntes, normas, fuentes de Derecho, citas o extractos del expediente, cuando sea estrictamente necesario.

En ningún caso se prescindirá de la transcripción de la sentencia oral. No procederá la formulación oral de recursos contra la sentencia.

 

5.17. Emisión escrita de la sentencia.

 

Cuando el tribunal decidiere emitir la sentencia por escrito, deberá informar a las partes si lo hará dentro del plazo de cinco o quince días. La emitirá en apego a las disposiciones del artículo 61.2 del nuevo código.

 

5.18. Aplicación de normas prácticas de la audiencia para la casación o la apelación.

 

Si como consecuencia del trámite de un recurso de apelación o casación, se realiza audiencia oral, ésta se regirá, en cuanto fuere compatible, por las normas prácticas previstas para las audiencias en primera instancia. 

 

CAPÍTULO VI

OTRAS NORMAS PRÁCTICAS. 

Artículo 6. Otras normas prácticas para la aplicación de la nueva legislación procesal.

Se considerarán también las siguientes normas:

 

6.1. Acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

Si alguna de las partes alega desconocimiento, discapacidad o cualquier otro motivo atendible a criterio del tribunal que le obstaculice o dificulte el acceso a la información del proceso o su participación en éste; se adoptarán las medidas necesarias para su adecuada información o participación.

		 





6.2. Prioridad de tramitación en medidas cautelares, tutelares y para la ejecución.

 

Cuando deba resolverse sobre la admisión, sustitución, modificación o levantamiento de medidas cautelares, el tribunal analizará, según las circunstancias, la prioridad con la que ha de resolverse lo solicitado. A tal efecto, los tribunales procurarán reservar espacios en sus agendas y las medidas necesarias para la pronta celebración de las audiencias orales. Las partes litigantes procurarán identificar adecuadamente su gestión para que puedan ser valorada prioritariamente.

 

Se procederá de la forma indicada, cuando se trate de medidas urgentes en los supuestos previstos para la suspensión provisional de obra nueva y el sumario de derribo con posibles obras ruinosas o de riesgo inminente, así como la aplicación del allanamiento para ejecutar acuerdos y pronunciamientos.

 

6.3. Demanda improponible y previa audiencia.

Al conferir audiencia sobre una posible demanda improponible, el tribunal expondrá los motivos por los cuales se podría emitir un pronunciamiento en ese sentido (artículo 35.5 del nuevo código).

Si la eventual improponibilidad se planteare en audiencia oral y no procediere su rechazo de plano, el tribunal dispondrá el plazo que concederá a la parte accionante para que se refiera a ella, para lo cual podrá disponer un receso de ser necesario. Los alegatos de la parte actora se harán de manera oral al continuar la audiencia y se procederá a resolver lo que corresponda.

6.4. Solicitud para postergar el comienzo de una actuación procesal o audiencia oral previamente programadas.

Cuando alguna parte solicite postergar el comienzo de una audiencia oral o actuación procesal previamente programadas, siempre que sea posible de acuerdo con las circunstancias, el tribunal procurará sustanciar y decidir la petición de una vez.

6.5. Práctica de prueba y conclusiones de previo a la finalización del nombramiento de una persona juzgadora.

Para que puedan emitir la sentencia posteriormente a la conclusión de su cargo conforme a las previsiones del artículo 60.1, párrafo segundo del nuevo código, los jueces de tribunales unipersonales y colegiados adoptarán las medidas necesarias  y posibles para practicar las pruebas y conclusiones de las partes litigantes, antes de la finalización de su cargo, cuando sea previsible su traslado, ascenso, vencimiento del nombramiento, jubilación o renuncia.

6.6. Prueba pericial anticipada.

Si el dictamen pericial se ordenare como prueba anticipada, su trámite desde la formulación inicial y hasta su finalización, se regirá conforme a la normativa de la prueba pericial en general, con celebración de una audiencia oral anticipada para la declaración del perito, salvo que las partes de común acuerdo y el tribunal estimen innecesario que el perito declare en audiencia o posterguen el interrogatorio para la audiencia de pruebas del proceso principal.

Concluida su labor de forma anticipada, se girarán los honorarios correspondientes. No obstante, el tribunal le informará que deberá comparecer si en la etapa probatoria del proceso principal se le convocare para ese efecto, bajo los apercibimientos establecidos en el artículo 44.3 del nuevo código.”

 

 

San José, 14 de agosto de 2018

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 6827-2018. 
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Corte Suprema de Justicia

    * Secretaría General *

 

 

CIRCULAR N° 70-2004

 

 

Asunto:   Reiteración de la Circular N° 86-03,  sobre “Manual de procedimientos de las comunicaciones por medios electrónicos de las Oficinas Judiciales”.

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión N° 29-04, celebrada el 27 de abril del año en curso, artículo LXXII, dispuso reiterar la circular N° 86-03, publicada en el Boletín Judicial N° 47 del 08 de marzo de 2004, “Manual de procedimientos de las comunicaciones por medios electrónicos de las Oficinas Judiciales”, a saber:

“El Consejo Superior, en sesión N° 53-03, celebrada el 22 de julio de 2003, artículo LXVIII, dispuso comunicarles que de acuerdo con el “Manual de Procedimientos de las Comunicaciones por medios electrónicos de las Oficinas Judiciales”, quedan facultados para enviar por correo electrónico los exhortos, mandamientos y oficios en general, de acuerdo con la lista de correo que constantemente actualiza esta Secretaría General, y en caso de duda podrán consultar vía telefónica, en el entendido de que la oficinas deberán revisar no menos de dos veces por audiencia la Bandeja de Entrada del Correo Electrónico (Artículo 5 del Manual de Procedimientos de las Comunicaciones por medios electrónicos de las Oficinas Judiciales)”.-


 


Asimismo, se les recuerda que dichas comunicaciones, deben hacerse única y exclusivamente por la cuenta electrónica secre_corte@poder-judicial.go.cr.


San José, 27 de mayo de 2004.-

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 


Publicada en el Boletín Judicial Nº 110 del 07 de junio de 2004

 - CC:  - Diligencias

- Marco.-/asisjur/circulares/2004
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CIRCULAR Nº105-2018

 

DE:                 Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.

PARA:            Departamento de Seguridad y Administraciones Regionales.

ASUNTO:     Se reiteran la Circular N° 31-15 acerca de “Supervisar parqueos institucionales”.

CC:              Comisión Accesibilidad

FECHA:16de agosto de 2018.
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Con el fin de que velen por quelos espacios para personas con discapacidadse utilicen efectivamente para ese fin, se reitera la Circular N°31-2015 del 20 de marzo de 2015, emitida por esta Dirección Ejecutiva referente a“Supervisar parqueos institucionales”; la cual en lo que interesa se señala:

“Se solicita girar instrucciones a los oficiales de seguridad en todos los Circuitos Judiciales del país, para que supervisen tanto a los servidores y las servidoras como a los usuarios, para que se respeten los parqueos institucionales, destinados para personas con discapacidad.” Lo enmarcado no corresponde al original.

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

C.C: Alexandra Mola Steller, Jefa del Departamento de Servicios Generales.
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CIRCULAR Nº 105-2018

 Asunto: Deber de utilizar el sistema de videoconferencia en distintas etapas del proceso penal, pensiones alimentarias y familia.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

Con el propósito de disminuir los traslados de personas de privados de libertad a los Tribunales de Justicia, mejorar el acceso a la justicia de estas personas, reducir los riesgos inherentes en cuanto al traslado de esta población y reducir los costos asociados, dentro del marco del Convenio de Cooperación Interinstitucional Poder Judicial-Ministerio de Justicia Nº3-CG-2018, el Consejo Superior en sesión N° 71-18 celebrada el 9 de agosto de 2018, artículo XXIII, aprobó que dentro del proceso penal y otros  en sus distintas etapas, se utilice el sistema de videoconferencia en los siguientes actos y diligencias.  Para ello, deben cumplirse las siguientes condiciones: 

1.- Corresponde a la Defensa Material manifestar su anuencia o no a intervenir en las diligencias judiciales de manera presencial o mediante videoconferencia y prevalecerá la posición de la persona sometida al proceso penal o sentenciada por encima de cualquier otra consideración.  En igual sentido, en caso de que la defensa técnica detecte que el uso de la videoconferencia produce lesión a derechos fundamentales, podrá negarse a su utilización.

2.- Deberá garantizarse que, en la realización de la actuación procesal, la persona imputada o sentenciada y la persona defensora cuenten con mecanismos idóneos, privados y simultáneos de comunicación, de modo que en ningún momento se violente el derecho de la persona imputada de mantener contacto pleno y efectivo con la persona que ejerza su defensa técnica, sin vulnerar el secreto profesional y sin ningún tipo de dificultad técnica relacionada con los medios de comunicación.

3.- Aun cuando por su naturaleza los actos procesales que se proponen son susceptibles de ser realizados con apoyo de la herramienta de la videoconferencia, cuando por la cantidad de intervinientes, la naturaleza del delito o la complejidad del asunto resulte más conveniente la realización de la diligencia judicial con la presencia de todas las partes, así se dispondrá en tutela de los principios de inmediación y oralidad.

4.- En los casos en que la Defensa Técnica lo requiera, esta podrá coordinar la participación de un segundo defensor que participe en la diligencia asesorando al imputado o ubicándose en el lugar que así lo requiera.

Los actos procesales que se proponen son:

A) Etapa Preparatoria

·       Apertura de evidencias

·       Audiencia temprana de medidas alternas.

·       Prórrogas de medidas cautelares.

·       Entrevistas de testigos.

·       Audiencia de reserva de identidad y su posible apelación.

·       Audiencias de incompetencia, recusaciones o inhibitorias.

B) Etapa Intermedia

·       Audiencia de verificaciones de cumplimiento de medidas alternas.

·       Prórrogas de medidas cautelares.

 C) Etapa de Juicio

·       Audiencia para verificación de la aplicación del procedimiento abreviado.

·       Prórrogas de medidas cautelares.

·       Recepción de testigos y peritos.

·       Lectura integral de la sentencia.

·       Audiencia de verificaciones de cumplimiento de medidas alternas.

 D) Etapa de impugnaciones

·       Prórrogas extraordinarias de prisión preventiva.

·       Vistas de apelación de sentencia.

E) Etapa de Ejecución de la Pena

·       Las Audiencias Orales de personas con discapacidad psicosocial en el espacio de su ubicación o internamiento. 

F) Otras diligencias

·       Incidentes de Enfermedad (cuando se requiera audiencia para su resolución)

·       Incidentes de Libertad Condicional 

·       Audiencias de Apelación (para evitar el desplazamiento de las partes y el traslado de la persona usuaria a jurisdicciones alejadas de su centro penal)

·       Incidentes de Queja (cuando se requiera audiencia para su resolución)

Además, conforme diversos acuerdos del Consejo Superior y Corte Plena también se considera el uso del sistema de videoconferencias, con especial énfasis con los Centro de Atención Institucional, en actos procesales tales como:

·       Debates

·       Audiencias preliminares

·       Anticipos jurisdiccionales de prueba

Estos últimos, con la salvedad de que en los anticipos jurisdiccionales de prueba y en los debates, resulte aplicable mientras no se utilice la videoconferencia para las personas testigos cuya declaración pretende recibirse, por un tema de inmediación de la prueba.

 

San José, 27 de agosto de 2018 

 

 

 

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

Ref.: 13273-13/ 8885-18

Melany Villalobos Granados
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CIRCULAR No. 35-2019

 

Asunto:   Protocolo para la Atención de Emergencia, Evacuación por Amenaza de Bomba.-


 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 16-19 celebrada el 22 de febrero de 2019, artículo XVIII, a solicitud de la Dirección Ejecutiva, dispuso aprobar el “Protocolo para la Atención de Emergencia, Evacuación por Amenaza de Bomba”, que dice:

“protocolo para la atención de emergencia

evacuación por amenaza de bomba

Se presenta a continuación un protocolo de actuación e instrucciones ordenadas para atender los casos de evacuación por amenazas de bomba, que pueden presentarse en los diferentes inmuebles del Poder Judicial, tanto propios como arrendados.

La importancia de este protocolo radica en la cantidad de llamadas de amenazas de bomba que durante el año pueden presentarse y conllevan la aplicación de instrucciones inmediatas a todo el personal judicial, personas usuarias y visitantes, con la finalidad de salvaguardar la integridad física y la vida humana de todos los que en ese momento se encuentren dentro de los edificios o edificio alertado. 

En los últimos cinco años se han presentado entre ocho y quince amenazas de bomba por año, siendo los blancos principales los edificios ubicados en el Gran Área Metropolitana, sin embargo, también se han recibido alertas en edificios ubicados en diferentes zonas del país, donde se ha requerido utilizar la evacuación preventiva. 

A pesar de que en la mayoría de las ocasiones han sido llamas consideradas falsas alarmas para desviar la atención de alguna situación interna, por ejemplo, la tramitación de un juicio de alto riesgo, en algunas ocasiones durante las revisiones se han encontrado objetos sospechosos armados con cables, luces, baterías, entre otros, que han requerido la atención personalizada de los expertos en bombas del Ministerio de la Presidencia para descartar que se trata de un explosivo.

Para la elaboración de este protocolo se contó con la participación inicial de la Dirección Ejecutiva, el Organismo de Investigación Judicial, la Dirección Jurídica, el Departamento de Seguridad y el Subproceso de Salud Ocupacional, con la finalidad de recopilar el máximo de información y que sea un protocolo adicional que pueda integrarse a los Planes de Emergencia Institucional que están siendo preparados en este momento por el Subproceso de Salud Ocupacional.

1.             Personas responsables de la toma de decisiones:

Se definen como responsables de la toma de decisión para emitir la orden de evacuación en caso de amenazas por bomba las personas que cumplen con la siguiente función:

Ø    Edificio donde existe Consejo de Administración:

El Consejo de Administración será el que tomará las decisiones, sin embargo, dependiendo de la situación en ausencia del Consejo de Administración la decisión la tomará el Administrador o Administradora Regional o en su defecto por quien ostente la posición de Presidir el Consejo de Administración o bien la Jefatura de la Delegación, Subdelegación u oficina regional del OIJ, quienes también forman parte del Consejo de Administración.

Ø    Edificio donde no hay Consejo de Administración y sí existe Administrador(a) Regional:

Administrador o Administradora del Circuito Judicial

Ø    Edificio con varias oficinas y que no dispone de Administrador o Administradora:

Jefatura de los Despachos Judiciales

Ø    Oficina judicial única:

Jefatura de la Oficina

Ø    I Circuito Judicial de San José (Edificio Corte, OIJ, Tribunales y edificios Anexos)

Jefatura del Departamento de Seguridad en coordinación con la Dirección Ejecutiva. 

En el caso del edificio de los Tribunales de Justicia el Consejo de Administración o el Administrador o Administradora en ausencia.

2.             Responsables de ejecutar la evacuación

Las personas que conforman las brigadas de emergencias serán las responsables de la evacuación. Una vez emitida la orden de evacuación serán ellas las responsables de llevarla a cabo.

3.             Formas como podría presentarse la amenaza de bomba: 

La amenaza de bomba podrá presentarse por alguna de las siguientes formas:

3.1 Amenaza por vía telefónica       

3.2 Amenaza por recepción de paquetes sospechosos al correo o amenaza escrita

3.3 Amenaza por el hallazgo de un paquete extraño

3.1 Cuando la amenaza se presenta por medio de la vía telefónica:

La persona que recibe la llamada telefónica debe mantener la calma. Recuerde que usted es el único que tiene contacto con la persona que está llamando y es la única oportunidad para obtener información, para lo cual debe considerar los siguientes pasos: 

Ø   Debe recopilar los datos solicitados en la guía que se adjunta en el anexo A. Por lo tanto, es importante que estás guías se encuentren a disposición y alcance inmediato de todo el personal de seguridad y de las oficinas en lugares estratégicos cerca del teléfono.

Ø   Escriba o haga una señal a alguna persona de la oficina de manera que pueda entender que usted está recibiendo una amenaza de bomba, para que a su vez éste avise al responsable, según corresponda el caso. 

Ø   La jefatura del despacho judicial luego de ser informada coordinará lo correspondiente para la toma de decisiones respecto a la orden de evacuar con él personal que conforman las brigadas de emergencia del inmueble, en caso de existir la persona encargada de la Administración Regional le comunicará y dará aviso al Departamento de Seguridad, por medio del número de emergencia 01-3-911 o al 2295-3-911. Se debe tener prudencia en la comunicación de manera que la persona que llama de amenaza no escuche que se está avisando sobre la situación e indicar todo lo anotado por la persona que recibió la llamada (según la guía suministrada en el Anexo A).

Ø   Esté atenta al comunicado del personal de las brigadas de emergencia del inmueble bajo amenaza, por si se ordena la evacuación hacia algún lugar determinado (previamente establecido en el Plan de Emergencias de la oficina u oficinas para este caso específico), avisando al público por donde evacuar. La instrucción de evacuación será ordenada por la personal responsable encargada según lo señalado en el punto 1.

Ø   La evacuación será realizada de la misma forma como ha sido establecida para la atención de la emergencia por sismo. El sitio a dónde acudir en primera instancia, de manera temporal, sería el punto de reunión establecido para sismo en el Plan de Emergencia o Plan de Evacuación elaborado por Salud Ocupacional, para este caso específico de amenaza de bomba, y proceder según corresponda lo normado en dicho Plan. Es importante aclarar que el punto de reunión deberá valorarlo el ente técnico externo responsable en amenaza de explosivos, quien decidirá si lo mantiene o lo varía dependiendo de la magnitud de la emergencia. 

Ø   Mantenga siempre las pertenencias personales en un lugar seguro y resguardado en su estación de trabajo para que en los casos de evacuación por este tipo de amenazas el grupo especializado (personal de seguridad interno del Poder Judicial; personal del OIJ, Fuerza Pública) que realiza la búsqueda no pierda tiempo examinando bolsos o paquetes sin identificación. En caso de los edificios donde no exista seguridad interna del Poder Judicial y OIJ, deberán avisar de inmediato a la Fuerza Pública, informando qué recibieron una amenaza de bomba, para recibir la colaboración correspondiente por parte de la policía.

Ø   No permanezca cerca de los otros edificios aledaños del Poder Judicial, ya que puede presentarse la misma situación de amenaza para éstos.

Ø   En caso de que la persona que llama solo realice la amenaza y no brinde mayor información, quien recibe la llamada deberá informar de inmediato a la persona responsable encargada de coordinar para que comunique a los demás a través del personal de brigadas.  

3.2 Amenaza por la recepción de paquetes sospechosos por correo o correspondencia con amenaza escrita.

La correspondencia y su adecuado manejo, es un asunto muy serio que requiere especial atención por parte de todas las personas que la reciben. Reconocer paquetes sospechosos y saber qué hacer en situaciones de crisis por paquetes explosivos, de riesgo biológico o radiactivo, es vital en cualquier institución.

Dentro de los riesgos de atentados mediante el uso de paquetes o correspondencia, los más comunes son los que contienen explosivos. 

A continuación, se desarrollarán conceptos en el tema de los artefactos explosivos, características de un paquete sospechoso, recomendaciones de manejo y otros, con la finalidad de poder dar tratamiento adecuado a la correspondencia que se recibe en una institución. 

Ø   Esté atento en el manejo de la correspondencia de la oficina (sobres o paquetes con exceso de sellos, empolvados o manchados, con palabras mal escritas, exceso de cinta adhesiva, demasiado peso, sonido "tictac", con amenazas escritas, etc).

Ø   Desconfíe de entregas inusuales o inesperadas.

Ø   No abra el paquete sospechoso.

Ø   Comuníquese con la persona responsable según corresponda, quien deberá informar al Departamento de Seguridad, por medio del número de emergencia 01-3-911 o al 2295-3-911.

Ø   En caso de ser detectado y definido un sobre o paquete como sospechoso debe dejarlo en el lugar donde se encuentra, no lo manipule ni guarde o coloque en un sitio escondido y espere las indicaciones de la persona responsable según corresponda.

Ø   Mantenga la calma, ya que existe público en los edificios y evite hacer comentarios en voz alta de lo que acontezca.

Ø   Esté atento al comunicado de la persona responsable según corresponda, quien determinara si es necesario evacuar el inmueble y al lugar que deberán hacerlo, acatando las instrucciones del personal de las brigadas de emergencia.

Ø   Manténgase cerca del personal de la oficina y aléjese a la distancia que defina las autoridades competentes que atienden la emergencia en ese momento al sitio que esté definido en el Plan de Evacuación, para los casos de amenaza de bomba, con el fin de salvaguardar su vida y la de las demás personas, en caso de evacuación.

Ø   Deben seguir la ruta de evacuación definida en el Plan de Emergencia o Plan de evacuación en primera instancia, y posteriormente la que defina el experto externo.

Ø   Evite utilizar equipos de radiocomunicación o telefónicos (móviles), cerca del paquete sospechoso por aspectos de seguridad durante el tiempo que dure la atención de la emergencia.  

3.3 Amenaza por el hallazgo de un paquete extraño:

Ø   No toque ni mueva ningún bulto o paquete extraño que no pertenezca a la oficina y mantenga la calma.

Ø   No abra el paquete sospechoso encontrado u observado.

Ø   Si el paquete sospechoso tiene cuerdas o sellos, no los rompa ni los desprenda.

Ø   Apártese inmediatamente del paquete. Avise a la persona responsable según corresponda y al Departamento de Seguridad, por medio del número de emergencia 01-3-911 o al 2295-3-911.

Ø   Mantenga la calma, ya que existe público en los edificios y evite hacer comentarios en voz alta.

Ø   Esté atento al comunicado de la persona responsable según corresponda, quien determinara si es necesario evacuar y al lugar que deberán hacerlo, avisando al público la ruta por donde deben salir.

Ø   Manténgase cerca del personal de la oficina y aléjese a la distancia que defina las autoridades competentes que atienden la emergencia en ese momento, con el fin de salvaguardar su vida y la de las demás personas, en caso de evacuación.

Ø   Siga en primera instancia las instrucciones de evacuación establecidas en el Plan de Emergencia o Plan de Evacuación correspondiente, y posteriormente las que indique el experto externo.

Ø   No permanezca cerca de los otros edificios aledaños del Poder Judicial, ya que puede presentarse la misma situación en éstos.

4.             Instrucciones específicas para los despachos judiciales que se ubican en edificios que cuentan con personal de seguridad (interna o subcontrata), quienes deberán seguir las siguientes recomendaciones ante una evacuación por amenaza de bomba.

Ø   Deberá mantener una comunicación constante por medio del radio portátil de comunicación asignado con el Centro de Operaciones de Seguridad Electrónica, o llamando al teléfono de emergencia 01-3-911 o 2295-3906, para solicitar colaboración de enlaces con unidades especializadas, información o la coordinación que sea requerida.

Ø   En el caso de los edificios que cuentan con Administración Regional, corresponderá a la persona que ocupe el cargo de la Supervisión de Seguridad de Turno, iniciar la inspección del edificios o edificios y áreas perimetrales con personal de apoyo (oficiales de seguridad o personal del OIJ que colaboré en la revisión), deberá de previo informar a la Jefatura Inmediata que corresponda, Jefatura de la Administración Regional, Departamento de Seguridad, o persona encargada de tomar la decisión de evacuación según corresponda a cada Circuito Judicial. 

Ø   Con acuerdo a las normas establecidas si fuera detectado algún artefacto sospechoso el Departamento de Seguridad, por medio del Centro de Operaciones de Seguridad Electrónica, realizará los siguientes pasos:

·                Contactará a la unidad canina especializada del Ministerio de Seguridad Pública e informará detalladamente lo sucedido informando sobre el hallazgo.

·                Dará seguimiento de lo coordinado con la persona responsable de la unidad canina, quien será la que determine si llama o no a los miembros de la Sección de Explosivos de la Unidad Especial de Intervención del Ministerio de la Presidencia.

·                El oficial de la unidad canina, coordinará vía teléfono o radio con la Unidad Especial de Intervención y el oficial de monitoreo del Poder Judicial, estará atento a las instrucciones para la coordinación interna que corresponda. 

Ø   No se debe iniciar una evacuación del edificio sin la indicación formal de la Jefatura de la Administración Regional en caso de un edificio, la jefatura donde se recibe la amenaza en caso de despachos donde no existe Administración y hay varias oficinas, o el Departamento de Seguridad, quienes serán los encargados de la toma de decisión y darán la orden de evacuación al personal de la brigada de emergencia.

5.              Instrucciones generales para todo el personal judicial para la evacuación de edificios.

Ø   Siga las instrucciones de las brigadas de emergencia del despacho y/o del personal de Seguridad, en caso de que se cuente con ellos.

Ø   Suspenda las actividades que se encuentre realizando y proceda según se le indique. 

Ø   Evacue el edificio en fila india, dejando acceso al otro lado para facilitar el ingreso de los grupos que entran en acción (personal de brigadas o del Cuerpo de Bomberos). En caso de tener más de un piso, se realizará el mismo procedimiento y además se sujetarán fuertemente a los pasamanos.

Ø   Evacue con el personal de la oficina donde se encuentre, no pretenda regresar a su oficina ya que puede ponerse en peligro.

Ø   No utilice ascensores, ya que corre el riesgo de quedar atrapado.

Ø   Camine con rapidez, pero sin correr, evitando cargar bultos o paquetes que le estorben a usted y a los demás.

Ø   Manténgase al lado del personal de su despacho, siguiendo las instrucciones de la brigada de evacuación, así como del ente encargado de la emergencia.

Ø   No cause pánico si se activan alarmas o se interrumpe el servicio eléctrico.

Ø   Ubique a las personas heridas en un lugar seguro, si sabe primeros auxilios bríndeselos y espere a la brigada de emergencia u cuerpos de socorro.

Ø   Espere hasta que el personal de la brigada de emergencia encargada de la evacuación del despacho indique qué acción se debe hacer, el cual coordinará con la Jefatura de la Administración Regional, la jefatura del despacho o la Jefatura del Departamento de Seguridad.

Ø   No puede volver a entrar al edificio, si no se le indica.

Ø   No bloquee las calles o vías de acceso.

Consideraciones adicionales para la evacuación

1.       Debe haber funcionarios voluntarios preparados en atención de primeros auxilios por parte de la persona encargada del Servicio de Salud y en evacuación por parte del Subproceso de Salud Ocupacional para que en casos de emergencia puedan ayudar y colaborar de requerirse con las personas en condición de discapacidad o lesionados o público que se encuentre en ese momento en el despacho.

2.       El personal asignado para ayudar a las personas con discapacidad, público o personal judicial, debe indicarles por donde evacuar y la forma de hacerlo.

3.       Preferiblemente las mujeres deberían mantener un par de zapatos de suela baja en su lugar de trabajo, con el fin de que en caso de evacuar pueda hacer uso de ellos, evitando bajar descalza ya que puede haber vidrios en el suelo u otros objetos punzo cortantes y corren el riesgo de lastimarse o con tacones que puedan propiciar una caída.

4. Este Protocolo que contempla el Plan de Evacuación por amenaza de bomba queda sujeto a mejoras o cambios según sea requerido y de previo definidos por el REGLAMENTO INSTITUCIONAL PARA LA GESTIÓN DE EMERGENCIAS DEL PODER JUDICIAL que en su momento esté vigente, es importante tener claro que el Plan de Emergencia o Plan de Evacuación considere en primera instancia los puntos de reunión (sitios de evacuación) en caso de amenaza de bomba, el cual podría  variar o mantenerse en función del criterio del experto externo. 

- 0 -

ANEXO A

GUIA DE ATENCION PARA LLAMADAS TELEFONICAS POR AMENAZA DE BOMBA.

HORA DE RECIBO: _____________FECHA: ___________ DURACION:___________

Número telefónico que muestra la pantalla: ________________

TEXTO EXACTO DE LA PERSONA QUE HACE LA LLAMADA:

PREGUNTE LO SIGUIENTE: 

1. ¿Cuándo explotará la bomba?____________________________

2. ¿Dónde está la bomba? _________________________________

3. ¿Cómo es la bomba?____________________________________

4. ¿Cómo se entero?______________________________________

5. ¿Por qué hace esto? ____________________________________

6. ¿Quién es usted?_______________________________________

Escriba toda la información que pueda recordar de la persona que llamó:

Sexo: __________ Acento o forma de hablar__________ Ruido del Ambiente________________

- 0 -

 

San José, 14 de marzo de 2019

 

 

M.Sc. Irving Vargas Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

Angie Ampié Gutiérrez.
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“CIRCULAR No. 76 -2019

 

Asunto: Importancia de conocer, estudiar y aplicar los convenios e instrumentos internacionales relacionados con los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad.   

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES

SE LES HACE SABER QUE_: 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo XLI, dispuso reiterar la importancia de conocer, estudiar y aplicar los convenios internacionales relacionados con los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, considerando para ello el artículo 1 de la Constitución Política que señala que “Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y pluricultural.”:

		1.- Instrumentos Internacionales sobre Personas Adultas Mayores.





Convención Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores

2.- Instrumentos Internacionales para Personas con Discapacidad. 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Naciones Unidas 2007 y su Protocolo Facultativo 

Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las Personas con Discapacidad 

3.- Instrumentos Internacionales para Personas Afrodescendientes.

Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza 1960,

Convención Internacional sobre la Eliminación de la Discriminación Racial de todas las Formas de Discriminación Racial

Declaración final y Plan de Acción de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, celebrada en Durban, Sur África en el año 2001.

El 30 de diciembre del 2013, la Asamblea General de las Naciones Unidas establece la celebración del Decenio Internacional de los Afrodescendientes del 1 de enero Comisionado Presidencial para Asuntos de la Afrodescendencia 12 de 2015 al 31 de diciembre de 2024

4.-Instrumentos Internacionales para Personas Menores de Edad en conflicto con la Ley.

Declaración de los Derechos del Niño (a)

Convención sobre los derechos del Niño (a)

Observaciones del Comité de los Derechos del Niño (a)

Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes.

Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil “Directrices de Riad”

Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos

Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de menores “Reglas de Beijing”

Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad (Reglas de la Habana)

Principios de París: principios y directrices sobre los niños asociados a fuerzas armadas o grupos armados

Reglas mínimas de las Naciones unidas sobre las medidas no privativas de libertad (Reglas de Tokio)

5.- Instrumentos Internacionales sobre Niñez y Adolescencia.

Declaración de los Derechos del Niño (a)

Convención sobre los Derechos del Niño

Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores

Observaciones del Comité de los Derechos del Niño (a)

Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes

Convenio Internacional Número 182 sobre "La Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su Eliminación".

Convenio OIT138: “Sobre la Edad mínima de Admisión al Empleo”.

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo a un procedimiento de comunicaciones.

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía.

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados

6.- Instrumentos Internacionales sobre Pueblos Indígenas.

Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT) 

Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT) 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007 

Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016 

7.- Instrumentos Internacionales sobre Población LGTBI. 

 

Declaración Universal de los Derechos Humanos

Principios de Yogyakarta 

El Pacto de los Derechos Civiles y Políticos

Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género de la ONU

Opinión Consultiva n°24

8.- Instrumentos Internacionales de Población Migrante y Refugiada.

Convención para Reducir los Casos de Apatridia (Nueva York, 1961)  

Convenciones sobre Refugiados y Apátridas 

Convención sobre los Derechos del Niño

Opinión Consultiva n°24

9.- Instrumentos Internacionales sobre Género

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer

Protocolo Facultativo de la Convención para Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer

Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer "Convención Belem Do Pará"

10.- Instrumentos en materia de Personas Privadas de Libertad

Declaración Universal de Derechos Humanos

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y su Protocolo Facultativo

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial

Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y su Protocolo Facultativo

Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer

Declaración y Plataforma de Acción de Beijing

Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas no Privativas de Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok)

Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de Libertad (Reglas de Tokio)

Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por parte de oficiales encargados de hacer cumplir la ley

Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos

Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional

Convenio para la represión de la Trata de Personas y la Explotación de la Prostitución Ajena

Reglas Mandela

Convención sobre los Derechos del Niño

Convención Internacional sobre la Protección Internacional de los Trabajadores Migrantes y de todas sus familias

Principios de Ética Médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

Observaciones Generales del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas

Observación General No. 20: Prohibición de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 

Observación General No. 21: Trato humano de las personas privadas de libertad 

Resolución 21/23 Derechos Humanos de las Personas de Edad

Convenio número 169 del Organización Internacional del Trabajo 

Principios de Yogyakarta

Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre

Convención Americana sobre Derechos Humanos. Pacto de San José

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura

OEA. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas

Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad

Principios de Ética Médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará)

Resolución 1/08 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Principios y Buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad en las Américas

Convención Interamericana contra toda forma de Discriminación e Intolerancia

Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y formas conexas de intolerancia 

Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación de las personas   con Discapacidad

Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las personas Adultas Mayores

Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas AG/RES. 2888 (XLVI-O/16)

Declaración Conjunta de los miembros fundadores del grupo de apoyo LGTBI y la OEA, 15 de junio de 2016

Asamblea General de la OEA AG/RES.2435 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2504 (XXXIX-O/09),   AG/RES. 2600 (XL-O/10), AG/RES. 2653 (XLI-O/11), AG/RES.2721 (XLII-O/12), AG/RES. 2807 (XLIII-O/13), y AG/RES. 2863 (XLIVO/14), “Derechos Humanos, orientación sexual, identidad y expresión de género”.

11.- Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos de carácter general

Las Cien Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad de la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana

Declaración Universal de Derechos Humanos

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos destinado a abolir la pena de muerte

Los anteriores compromisos internacionales se enuncian recordando tanto que los derechos humanos son inherentes a las personas, interdependientes, indivisibles, irrenunciables, universales, progresivos y que, en su implementación, deberán las autoridades públicas tomar en cuenta lo dicho al respecto por los órganos internacionales que realicen la interpretación autorizada de dichas normas, siempre procurando que los servicios brindados tutelen de la manera más garante los derechos fundamentales.

San José, 16 de mayo de 2019

 

 

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.:. 10754-16,4781-19

Rafael Rodríguez Jiménez 
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CIRCULAR No. 134-2019

 

Asunto: Asignación de espacios de parqueo para el personal judicial que presentan algún tipo de discapacidad

 

A LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 59-19 celebrada el 3 de julio de 2019, artículo X, dispuso: Aprobar los siguientes criterios de asignación de espacios de parqueo para el personal judicial que presentan algún tipo de discapacidad, los cuales obedecen al orden jerárquico y en igualdad de este al factor antigüedad. Siendo estos los criterios prioritarios, las condiciones serían las siguientes:

·             Que toda nueva edificación, propia o arrendada, deberá cumplir con la Ley 7600 especialmente en cuanto a la dotación de espacios para personas con discapacidad.

·             Que la designación de parqueos a nivel institucional prioritariamente sea para vehículos oficiales, en apego a los diversos acuerdos emitidos por el Consejo Superior en este sentido y conforme Ley General de Control Interno y Manual de Normas Generales de Control Interno para la Contraloría General de la Republica y las Entidades y Órganos Sujetos a su Fiscalización.

·             Que en los edificios que cuenten con áreas de parqueo para personal judicial y las condiciones lo permitan se dispondrá al menos de dos espacios de parqueo para personal que cuente con algún tipo de discapacidad y que labore en ese mismo edificio.

·             Cuando algún servidor o servidora judicial cuente con algún tipo de discapacidad, deben valorarse otras opciones para el desempeño de sus funciones como es el Teletrabajo.

·             Que cuando las condiciones lo permitan y el edificio cuente con áreas de parqueo, la asignación de espacios para personal judicial con algún tipo de discapacidad se realizará exclusivamente en el edificio que labora la persona, a efecto de no agravar su situación con el desplazamiento.

·             Dentro del marco del punto anterior, en primera instancia serán prioridad las personas servidoras judiciales con una discapacidad al caminar y que requieran de la asistencia de una ayuda técnica permanente (silla de ruedas, muletas, andaderas, prótesis).

·             Cuando la discapacidad no es visible, la Dirección Ejecutiva, las Administraciones o quien esté a cargo de la administración de parqueos tomarán en cuenta el porcentaje de discapacidad conforme los dictámenes médicos presentados, donde es prioritario los servidores y servidoras que presente un porcentaje mayor al 80% de discapacidad.

·             La persona servidora judicial con discapacidad beneficiaria de un espacio de parqueo, deberá contar y presentar ante la Dirección Ejecutiva, las Administraciones o quien esté a cargo de la administración de parqueos, la identificación y autorización expedida por la Dirección General de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, conforme lo señala el Reglamento de la Ley 7600, en su artículo 157 y , en cuanto a requisitos y condiciones para uso de estacionamientos reservados.

·             Cuando los espacios reservados y demarcados para personas servidoras judiciales del edificio correspondiente, que presentan algún tipo de discapacidad no están siendo utilizados por personas en esa condición, se puede asignar temporalmente a otro servidor que tenga derecho a espacio de parqueo, en el entendido que está condicionado a que en el momento que se presente la necesidad de algún servidor o servidora judicial con algún tipo de discapacidad se dispondrá de este.

·             En los edificios donde se cuenta con las áreas de parqueo en sótano, por los inconvenientes de diseño estructural (columnas de carga), el nivel de maniobrabilidad de ingreso y salida y en la medida que impide cumplir con las regulaciones en cuanto a las características técnicas de accesibilidad de los estacionamientos reservados, conforme lo establece el Reglamento de la Ley 7600, en su artículo 155; partiendo de ese entorno preexistente estructural de vieja data y consolidadamente no accesible para ser transformado, entre otros, se aplicará el criterio de razonabilidad, para la designación de espacios de parqueos para servidores y servidoras con algún tipo de discapacidad, por lo que en dichas áreas no se les podrá asignar espacios de parqueo.”

 

San José, 26 de agosto de 2019

 

 

 

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Refs.: 7619-19

vane
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                      Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

 

CIRCULAR No 173-2019

 

 

Asunto: 
“Modificación a la Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad”. 

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL 

 

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión N° 36-2019 celebrada el 26 de agosto de 2019, artículo XXIV, se modificó las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad, que literalmente dicen:

 

REGLAS DE BRASILIA SOBRE ACCESO

A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD

 

Capítulo I: Preliminar

Sección 1ª.- Finalidad

 

(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo   garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, directa ni indirecta, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que les permitan el pleno reconocimiento y goce de los Derechos Humanos que les son inherentes ante los sistemas judiciales.

 

(2.) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. 

 

Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en condición de vulnerabilidad un trato digno, adecuando el servicio a sus circunstancias singulares.

 

Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.

 

Sección 2ª.- Personas beneficiarias de las Reglas

 

1.- Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad

 

(3) Una persona o grupo de personas se encuentran en condición de vulnerabilidad, cuando su capacidad para prevenir, resistir o sobreponerse a un impacto que les sitúe en situación de riesgo, no está desarrollada o se encuentra limitada por circunstancias diversas, para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

 

En este contexto se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas quienes, por razón de su edad, género, orientación sexual e identidad de género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, o relacionadas con sus creencias y/o prácticas religiosas, o la ausencia de estas encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades  indígenas, a otras diversidades étnicas  –  culturales, entre ellas las personas afrodescendientes, así como la victimización, la migración, la condición de refugio y el desplazamiento interno, la pobreza, el género, la orientación sexual e identidad de género y la privación de libertad.

La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico.

 

2.- Edad

 

5) Se considera niño, niña y adolescente a toda persona menor de dieciocho  años de edad, salvo que haya alcanzado antes la mayoría de edad en virtud del ordenamiento jurídico nacional e internacional aplicable. Todo niño, niña y adolescente debe ser objeto de una especial tutela por parte de los órganos del sistema de justicia en consideración a su desarrollo evolutivo.

 

Prevalecerá el interés superior de las personas menores de edad cuando interactúan con el sistema de justicia.

 

(6) El envejecimiento también puede constituir una causa de vulnerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales dificultades, atendiendo a sus capacidades funciona- les y/o barreras producto del entorno económico y social, para ejercitar sus derechos ante el sistema de justicia, con pleno respeto a su dignidad.

 

3.- Discapacidad

 

(7) Se entiende por discapacidad la situación que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias físicas, psicosociales, intelectuales o sensoriales a largo plazo, y cualquier tipo de barreras de su entorno, que limiten o impidan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

 

A los efectos de estas Reglas también se encuentran en situación de discapacidad, aquellas personas que de manera temporal presenten tales deficiencias, que les limiten o impidan el acceso a la justicia, en igualdad de condiciones con las demás.

 

8) Se establecerán las condiciones necesarias de accesibilidad para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen igualdad de  trato, reconocimiento como persona ante la ley, respeto de su autonomía, capacidad de actuar, seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación, sea ésta a través de cualquier medio tecnológico que requiera, atendiendo la brecha digital y cultural.

 

Se promoverá en los Poderes Judiciales la inclusión laboral de las personas con discapacidad.

 

4.- Pueblos y Comunidades Indígenas, Personas Afro- descendientes;   Pertenencia a otras diversidades étnicas y culturales.

 

(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante el sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen, identidad indígena o su condición económica. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los sistemas de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, idioma y tradiciones culturales.

 

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas alternativas y restaurativas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su armonización con los sistemas de administración de justicia estatal.

 

Se entenderá que existe discriminación hacia las personas afrodescedientes o pertenecientes a otras diversidades étnicas o culturales, cuando se produzcan situaciones de exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional, étnico o cultural que anulen o menoscaben el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otro ámbito de la vida pública.

5.- Victimización

(10) A los efectos de estas Reglas, se considera víctima en sentido amplio, toda persona física o grupo de personas que hayan sufrido un daño ocasionado por una infracción del ordenamiento jurídico, incluida tanto la lesión física o psíquica, daños emocionales, sufrimiento moral y el perjuicio económico.

 

(11)  Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima que por el resultado de la infracción del ordenamiento jurídico, tenga una relevante limitación para prevenir, evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados de dicha infracción o de su contacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir una nueva victimización.

La vulnerabilidad puede proceder de sus propias características personales o bien de las circunstancias de la infracción. Especial consideración merecen por su doble condición de vulnerabilidad, las personas enunciadas en la Regla 3, párrafo segundo.

 

(12)
Se alentará la adopción de medidas que resulten adecuadas para mitigar los   efectos    negativos de la infracción del ordenamiento jurídico (victimización primaria).

Se procurará que el daño sufrido por la víctima del delito no se vea incrementado como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria).

 

Se procurará garantizar, en todas las fases de un procedimiento penal, la protección de la integridad física y psicológica de las víctimas, sobre todo a favor de aquellas que corran riesgo de intimidación, de represalias o de victimización reiterada o repetida (una misma persona es víctima de más de una infracción penal durante un periodo de tiempo). También podrá resultar necesario otorgar una protección particular a aquellas víctimas que van a prestar testimonio en el proceso judicial. Se prestará una especial atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los momentos en que sea puesta en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito.

 

6.- Migración, asilo y desplazamiento interno

 

13)  El  desplazamiento   de una persona fuera del territorio del Estado de su nacionalidad puede constituir una causa de vulnerabilidad, especialmente para aquellas personas en condición migratoria irregular.

 

Se considera persona trabajadora migrante a quien vaya  a  realizar,  realice  o  haya realizado una actividad remunerada en un Estado del que no es nacional. La condición migratoria de una persona no puede ser un obstáculo   en el acceso a la justicia para la defensa de sus derechos.

 

Asimismo se reconocerá una protección especial a las personas beneficiarias del estatuto de refugiado conforme a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, así como a las solicitantes de asilo.

 

(14) También pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad quienes han tenido que desplazarse internamente sin cruzar una frontera estatal internacionalmente reconocida.

 

Comprende a personas o grupos de personas que se ven forzadas u obligadas a escapar, huir de su hogar o lugar de residencia habitual, en particular como   resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos; asimismo, de situaciones de riesgo, provocadas por catástrofes naturales, cambio climático o por el propio ser humano, en cuyo caso se denominan personas damnificadas.

 

7.- Pobreza

(15) La pobreza constituye una causa de exclusión social, tanto en el plano económico como en los planos social y cultural, y supone un serio obstáculo para el acceso a la justicia especialmente agravado cuando concurre alguna otra causa de vulnerabilidad.

 

(16) Se promoverá la cultura o alfabetización jurídica de las personas en situación de pobreza, así como las condiciones para mejorar su efectivo acceso al sistema de justicia.

 

Se podrán proponer entre otras, medidas destinadas a la asignación de ayudas económicas para cubrir costos de desplazamiento, hospedaje y alimentación, aquellas encaminadas a lograr la comprensión del objeto y alcance de las actuaciones judiciales y las destinadas a establecer un sistema de asistencia jurídica gratuita.

 

8.- Género

(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ámbitos supone un obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve agravado en aquellos casos en los que concurra alguna otra causa de vulnerabilidad.

(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

 

(19) Se considera violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en la pertenencia al sexo femenino, que tenga o pueda tener como resultado la muerte, un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico o afectación patrimonial a la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o privación arbitraria de la libertad, tanto en el ámbito público como en el privado.

 

El concepto de violencia contra la mujer comprenderá la violencia doméstica, las prácticas tradicionales nocivas para la mujer, incluida la mutilación genital femenina y el matrimonio forzado, así como cualquier acción o conducta que menoscabe la dignidad de la mujer.

 

Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra la mujer en el acceso al sistema de justicia para la tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la igualdad efectiva de condiciones. Se prestará una especial atención en los supuestos de violencia contra la mujer, estableciendo mecanismos eficaces destinados a la protección de sus bienes jurídicos, al acceso a diligencias, procedimientos, procesos judiciales y a su tramitación ágil y oportuna. (antiguo artículo 20).

 

(20) Son causa de vulneración de acceso a la justicia,  las acciones o conductas discriminatorias hacia las personas por motivo de  su orientación o identidad sexual, o por razones de género.

 

9.- Pertenencia a minorías

(21) Puede constituir una causa de vulnerabilidad la pertenencia de una persona a una minoría nacional o étnica, religiosa y lingüística, debiéndose respetar su dignidad cuando tenga contacto con el sistema de justicia.

 

10.-Privación de libertad

(22) La privación de la libertad, ordenada por autoridad pública competente, puede generar dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que es titular la persona privada de libertad, especial-mente cuando concurre alguna causa de vulnerabilidad enumerada en los apartados anteriores.

 

En el cumplimiento de estas medidas, corresponderá a la autoridad judicial velar por la dignidad de la persona privada de libertad y por sus garantías fundamentales, conforme a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad la que ha sido ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo de la investigación de un delito, por el cumplimiento de una condena penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo.

 

Sección 3ª.- Personas Destinatarias: responsables, integrantes y colaboradoras del sistema de justicia

(24) Serán destinatarias del contenido de las presentes Reglas las siguientes personas:

 

a) las responsables del diseño, implementación y evaluación de políticas públicas dentro del sistema judicial;

 

b) integrantes de la Judicatura, Fiscalías, Defensorías Públicas, Procuradurías y demás personal que labore en el sistema de Administración de Justicia de conformidad con la legislación interna de cada país;

 

c) Profesionales en abogacía y derecho, así como sus colegios y agrupaciones;

 

d) Las personas que desempeñan sus funciones en las instituciones de Ombudsman.

 

e) Policías y servicios penitenciarios.

 

f) Y, con carácter general, los poderes públicos con competencias en administración de justicia, los operadores (as) del sistema judicial y quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento. 

CAPÍTULO II: Efectivo acceso a la justicia para la defensa de los derechos.

El presente Capítulo es aplicable a aquellas personas en condición de vulnerabilidad que han de acceder o han accedido a la justicia, como parte del proceso, para la defensa de sus derechos.

 

(25) Se promoverán las condiciones necesarias para que la tutela judicial de los derechos reconocidos por el ordenamiento sea efectiva, adoptando aquellas medidas que mejor se adapten a cada condición de vulnerabilidad.

 

Sección 1ª.- Cultura Jurídica

(26) Se  promoverán, desde el primer contacto con las autoridades o con las Oficinas de Atención a la Víctima, todas las actuaciones y apoyos necesarios destinados a proporcionar información básica sobre sus derechos, así como los procedimientos y requisitos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

(27) Se incentivará la participación de funcionarios y operadores del sistema de justicia en la labor de diseño, divulgación y capacitación de una cultura cívica jurídica, en especial de aquellas personas que colaboran con la administración de justicia en zonas rurales y en áreas desfavorecidas de las grandes ciudades.

Sección 2ª.- Asistencia legal y defensa pública

1.- Promoción de la asistencia técnico jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad

(28) Se constata la relevancia del asesoramiento técnico- jurídico para la efectividad de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad:

 

• En el ámbito de la asistencia legal, es decir, la consulta jurídica sobre toda cuestión susceptible de afectar a los derechos o intereses legítimos de la persona en condición de vulnerabilidad, sin retrasos innecesarios e incluso cuando aún no se ha iniciado un proceso judicial;

 

• En el ámbito de la defensa, para defender derechos en el proceso ante todas las jurisdicciones y en todas las instancias judiciales y, en su caso, condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente;

 

• Y en materia de asistencia letrada a la persona privada de libertad.

 

(29) Se destaca la conveniencia de promover la política pública destinada a garantizar la asistencia técnico- jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad para la defensa de sus derechos en todos los órdenes jurisdiccionales: ya sea a través de la ampliación de funciones de la Defensoría Pública, no solamente en el orden penal sino también en otros órdenes jurisdiccionales; ya sea a través de la creación de mecanismos de asistencia técnica jurídica, consultorías jurídicas con la participación de las universidades, casas de justicia, intervención de colegios o barras de abogados y abogadas todo ello sin perjuicio de la revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar al acceso a la justicia, a la que se refiere la Sección 4ª del presente Capítulo.

 

2.- Asistencia de calidad, especializada y gratuita

(30) Se resalta la necesidad de garantizar una asistencia técnico-jurídica de calidad y especializada. A tal fin, se promoverán instrumentos destinados al control de la calidad de la asistencia

(31) Se promoverán acciones destinadas a garantizar la gratuidad y confidencialidad de los servicios de asistencia y apoyo técnico-jurídicos de calidad, facilitados por las Administraciones Públicas a aquellas personas que se encuentran en la imposibilidad de afrontar los gastos con sus propios recursos y condiciones.

 

Las personas menores de edad cuya madre sea víctima de violencia de género o doméstica, tendrán derecho a medidas de asistencia y protección gratuitas.

Sección 3ª.- Derecho a personas intérpretes o traductoras

(32) Se garantizará la asistencia gratuita de una persona intérprete o traductora, cuando quien hubiese de ser interrogada o debiera prestar alguna declaración incluso como testigo, o cuando fuese preciso darle a conocer personalmente alguna resolución o documento, no conozca, no hable o no entienda el idioma utilizado en la actuación judicial respectiva.

 

Este derecho será también aplicable a las personas con limitaciones auditivas o de expresión oral.

 

Las interpretaciones orales o en lengua de signos, deberán ser registradas mediante la grabación audiovisual de la manifestación original y de la interpretación, o en su caso documentadas por escrito.

Sección 4ª.- Revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar el acceso a la justicia

(33) Se revisarán las reglas de procedimiento para facilitar el acceso de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando aquellas medidas de organización y de gestión judicial que resulten conducentes a tal fin.

1.- Medidas procesales

Dentro de esta categoría se incluyen aquellas actuaciones que afectan la regulación del procedimiento, tanto en lo relativo a su tramitación, como en relación con los requisitos exigidos para la práctica de los actos procesales.

(34) Requisitos de acceso al proceso y legitimación

Se propiciarán medidas para la simplificación y divulgación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para la práctica de determinados actos, a fin de favorecer el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, y sin perjuicio de la participación de otras instancias que puedan coadyuvar en el ejercicio de acciones en defensa de los derechos de estas personas.

(35) Oralidad. 

 

Se promoverá la oralidad para mejorar las condiciones de celebración de las actuaciones judiciales contempladas en el Capítulo III de las presentes Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad, y favorecer una mayor agilidad en la tramitación del proceso, disminuyendo los efectos del retraso de la resolución judicial sobre la situación de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

(36)
Formularios. 

 

Se promoverá la elaboración de formularios de fácil manejo para el ejercicio de determinadas acciones, estableciendo las condiciones para que los mismos sean accesibles, gratuitos y garantizando su confidencialidad y protegiendo los datos de las personas usuarias, especialmente en aquellos supuestos en los que no sea preceptiva la asistencia letrada.

 

Este tipo de formularios podrán también extenderse a los familiares de la víctima, en los términos que se establezcan cuando se trate de situaciones que hayan causado perjuicios de especial gravedad, o en los supuestos que la persona usuaria no pueda realizar los trámites personalmente.

 

(37) Anticipo jurisdiccional de la prueba. 

 

Se recomienda la adaptación de los procedimientos para permitir la práctica anticipada de la prueba en la que participe la persona en condición de vulnerabilidad, para evitar la reiteración de declaraciones, e incluso la práctica de la prueba antes del agravamiento de la discapacidad o de la enfermedad. A estos efectos, puede resultar necesaria la grabación en soporte audiovisual del acto procesal en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad, de tal manera que pueda reproducirse  en las sucesivas instancias judiciales.

 

2.- Medidas de organización y gestión judicial

Dentro de esta categoría cabe incluir  aquellas políticas y medidas que afecten a la organización y modelos de gestión de los órganos del sistema judicial, de tal manera que la propia forma de organización del sistema de justicia facilite el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Estas políticas y medidas resultarán de aplicación a quienes administren justicia.

 

(38) Agilidad y prioridad. 

 

Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la tramitación de las causas, garantizando la pronta resolución judicial, así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las circunstancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se otorgará prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte de los órganos del sistema de justicia.

 

Se colocará en los expedientes un distintivo visible, que permita identificar que el proceso afecta a personas en condición de vulnerabilidad.

 

(39) Coordinación

Se establecerán mecanismos de coordinación intrainstitucionales e interinstitucionales, orgánicos y funcionales, destinados a gestionar las interdependencias de las actuaciones de los diferentes órganos y entidades, tanto públicas como privadas, que forman parte o participan en el sistema de justicia.

 

(40) Especialización. 

 

Por parte de los poderes públicos con competencias en administración de justicia se adoptarán medidas destinadas a la especialización de quienes operan el sistema judicial y de quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, para la atención de las personas  en  condición de vulnerabilidad y en particular, las víctimas necesitadas de especial protección y a personas menores de edad con discapacidad. En las materias en que se requiera, es conveniente la atribución de los asuntos a órganos especializados del sistema judicial.

 

(41). Actuación interdisciplinaria. 

 

Se destaca la importancia de la constitución y actuación de equipos multidisciplinarios, integrados por personas profesionales de las distintas áreas, así como la elaboración de protocolos de actuación conjunta para mejorar la respuesta del sistema judicial ante la demanda de justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

(42) Proximidad.

 

Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de los servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población que, debido a las circunstancias propias de su situación de vulnerabilidad, se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con especiales dificultades de comunicación.

 

Sección 5ª.- Medios alternativos de resolución de conflictos

1.- Medios Alternativos y Personas en condición de Vulnerabilidad

(43)
Se impulsarán los medios alternativos de resolución de conflictos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, tanto antes del inicio del Proceso como durante la tramitación del mismo.

 

Los medios alternativos de resolución de conflictos, deben integrarse en los servicios que las administraciones públicas han de ofrecer a las personas usuarias del sistema de justicia y en especial a las personas en condición de vulnerabilidad.

 

La mediación, la  conciliación, el arbitraje y otros medios que no impliquen la resolución del conflicto por un tribunal, pueden contribuir a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de determinados grupos de personas en condición de vulnerabilidad, así como a optimizar el funcionamiento de los servicios formales de justicia.

 

(44) En todo caso, antes de utilizar una forma alternativa de solución en un conflicto concreto, se tomarán en consideración los derechos humanos de las personas intervinientes, así como las circunstancias particulares de cada una, especialmente si se encuentran en alguna de las condiciones o situaciones de vulnerabilidad contempladas en estas Reglas.

 

Se fomentará la capacitación integral y sensibilización de las personas mediadoras, árbitros, facilitadoras judiciales comunitarias y demás personas que intervengan en la resolución del conflicto. Especialmente importante resulta incluir formación en materia de derechos humanos, género, diversidad e interculturalidad.

 

2.- Difusión e información

(45) Se deberá promover la difusión de la  existencia y características de estos medios entre los grupos de población que resulten sus potenciales usuarios cuando la ley permita su utilización.

(46) Cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en la resolución de un conflicto mediante cualquiera de estos medios deberá ser informada, con carácter previo, sobre su contenido, forma y efectos. Dicha información se suministrará de conformidad con lo dispuesto por la Sección 1ª del Capítulo III de las presentes reglas.

 

A tal efecto se elaborarán los correspondientes protocolos de actuación.

 

3.- Participación de las personas en condición de vulnerabilidad en los Medios Alternativos de Resolución de Conflictos

 

(47) Se promoverá la adopción de medidas específicas que permitan la participación de las personas  en condición de vulnerabilidad en el mecanismo elegido de Resolución Alternativa de Conflictos, tales como la asistencia de profesionales, participación de intérpretes, o la intervención de la autoridad parental para las personas menores de edad cuando sea necesaria, o con la asistencia, apoyo o representación legal cuando su condición lo requiera.

La actividad de Resolución Alternativa de Conflictos debe llevarse a cabo en un ambiente seguro y adecuado a las circunstancias de las personas que participen.

 

Sección 6ª.- Sistema de resolución de conflictos dentro de las comunidades indígenas, Afrodescendientes, o pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales

 

(48) Con fundamento en los instrumentos internacionales en la materia, resulta conveniente estimular las formas propias de justicia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de la comunidad indígena, la comunidad afrodescendiente y otras diversidades étnicas y culturales.

 

Se propiciará la armonización de los sistemas de administración de justicia estatal y los medios de administración de justicia tradicionales de las comunidades mencionadas, basadas en el respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos.

(49) Además serán de aplicación las restantes medidas previstas en estas Reglas en aquellos supuestos de resolución de conflictos fuera de las comunidades indígenas, afrodescendientes y pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales, por parte del sistema de administración de justicia estatal, donde resulta asimismo conveniente abordar los temas relativos al peritaje cultural y/o antropológico, y al derecho a expresarse en el propio idioma.

Capítulo III: Celebración de actuaciones judiciales.

 

El contenido del presente Capítulo resulta de aplicación a cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en un acto judicial, ya sea como parte o en cualquier otra condición.

(50) Se velará para que en todas las actuaciones judiciales, en las que participe una persona   en   condición de vulnerabilidad, se respete su dignidad, otorgándole un trato diferenciado adecuado a las circunstancias propias de su situación

Sección 1ª.- Información procesal o jurisdiccional

(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que la persona en condición de vulnerabilidad sea debidamente informada sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso judicial, en forma adaptada a las circunstancias determinantes de su vulnerabilidad.

1.- Contenido de la información

(52) Cuando la persona en condición de vulnerabilidad participe en una actuación judicial, en cualquier condición, será informada sobre los siguientes extremos:

 

•La naturaleza de la actuación judicial en la que va a participar.

 

•Su papel dentro de dicha actuación

•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en relación con la concreta actuación, así como la información de cuál organismo o institución puede prestarlo.

 

(53) Quien sea parte en el proceso o pueda llegar a serlo, tendrá derecho a recibir aquella información que resulte pertinente para la protección de sus intereses. Los órganos competentes deberán adoptar todas las medidas pertinentes para suministrarla Dicha información deberá incluir al menos:

•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales.

•Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso, incluida la posibilidad de ejercitar la acción de manera individual o colectiva.

•La forma y condiciones en las que puede acceder a asesoramiento jurídico o a la asistencia técnico-jurídica gratuita en los casos en los que esta posibilidad sea contemplada por el ordenamiento existente.

•La modalidad de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse para recibir apoyo.

Se facilitará a las personas con discapacidad información sobre las actuaciones judiciales, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad.

2.- Tiempo de la información

(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso y durante toda su tramitación, incluso desde el primer contacto con las autoridades policiales cuando se trate de un procedimiento penal, así como los procedimientos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

3.- Forma o medios para el suministro de la información

(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias determinantes de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal que se garantice que llegue a conocimiento de la persona destinataria. Los Estados garantizarán la creación y desarrollo de oficinas de información u otras entidades creadas al efecto.

 

Se promoverá la utilización de las tecnologías de la información y la comunicación de manera accesible, comprensible y adaptadas a la concreta situación de vulnerabilidad.

4.- Disposiciones específicas relativas a la víctima

(56) Se promoverá que las víctimas reciban información, desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios (as), sin retrasos innecesarios, sobre los siguientes elementos del proceso judicial:

 

a)      Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, psicológicas o materiales, y procedimiento para obtenerlas. Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuna información sobre las posibilidades de obtener un alojamiento alternativo.

 

b)     Derecho a denunciar y en su caso el procedimiento para interponer la denuncia y derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.

 

c)      Procedimiento
para obtener asesoramiento y defensa jurídica, y en su caso condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente.

 

d)     Posibilidad de solicitar medidas de protección, cautelares y, en su caso procedimiento para hacerlo.

 

e)      Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso procedimiento para reclamarlas.

 

f)      Servicios de interpretación y traducción disponibles.

 

g)     Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles.

 

h)     Procedimiento por medio del cual la víctima puede ejercer sus derechos en el caso de que resida en el extranjero.

 

i)       Recursos que puede interponer contra las resoluciones
que considere contrarias a sus derechos.

 

j)       Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y cauces para comunicarse con ella.

 

k)     Servicios de justicia restaurativa disponibles en los casos legalmente procedentes.

 

l)       Supuestos en los que puede obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su caso procedimiento para reclamarlo.

 

Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento para  garantizar a la víctima la posibilidad de ejercer sus derechos.

(58) Cuando exista riesgo para la vida, integridad psicofísica y/o el patrimonio, de la víctima, se le informará de todas las decisiones judiciales que puedan afectar a su seguridad y, en todo caso, de aquéllas que se refieran a la puesta en libertad de la persona inculpada o condenada, especialmente en los supuestos de violencia intrafamiliar.

Se garantizarán mecanismos de prevención para evitar la revictimización y sistemas de protección y atención para víctimas y testigos.

Sección 2ª.- Comprensión de actuaciones judiciales

(58) Toda persona en condición de vulnerabilidad, tiene el derecho a entender y ser entendida.

Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las dificultades de comunicación que afecten a la comprensión de las actuaciones judiciales, en las que participe una persona en condición de vulnerabilidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance y significado.

 

1.- Notificaciones y requerimientos

(59) En las notificaciones y requerimientos, se usarán términos y estructuras gramaticales simples y comprensibles, que respondan a las necesidades particulares de las personas en condición de vulnerabilidad incluidas en estas Reglas. Asimismo, se  evitarán  expresiones o elementos intimidatorios, sin perjuicio de las ocasiones en que resulte necesario el uso de expresiones conminatorias.

Se procurará que el instrumento de notificación sea acompañado de un documento en formato accesible, según la condición de discapacidad conforme a los avances tecnológicos que torne idónea y comprensible la comunicación a la persona destinataria.

 

2.- Contenido de las resoluciones judiciales

(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y construcciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico. Deberá respetarse el uso de lenguaje inclusivo.

 

3.- Comprensión de actuaciones orales

(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la persona en condición de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, comparecencias y otras actuaciones judiciales orales en las que participe, teniéndose presente el contenido del apartado 3 de la Sección 3ª del presente Capítulo.

Sección 3ª.- Comparecencia en dependencias judiciales

(62) Se velará para que la comparecencia en los actos y actuaciones judiciales de una persona en condición de vulnerabilidad se realice de manera adecuada a las circunstancias propias de dicha condición.

 

1.- Información sobre la comparecencia

(63) Con carácter previo al acto o actuación judicial, se procurará proporcionar a la persona en condición de vulnerabilidad información directamente relacionada con la forma de celebración y contenido de la comparecencia, ya sea sobre la descripción de la sala y de las personas que van a participar, ya sea destinada a la familiarización con los términos y conceptos legales, así como otros datos relevantes al efecto.

 

2.- Asistencia

(64) Previa a la celebración de la actuación. Se procurará la prestación de  asistencia por personal especializado (profesionales en Psicología, Trabajo Social, personas intérpretes, traductoras u otras que se consideren necesarias) destinada a afrontar las preocupaciones y temores ligados a la celebración de la vista judicial; al servicio de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

(65) Durante el acto judicial. 

 

Cuando la concreta situación de vulnerabilidad lo aconseje, la declaración y demás actos procesales se llevarán a cabo con la presencia de una persona profesional, cuya función será la de contribuir a garantizar los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad.

 

También puede resultar conveniente la presencia en el acto de una persona que se configure como referente emocional de quien se encuentra en condición de vulnerabilidad.

 

3.- Condiciones de la comparecencia

Lugar de la comparecencia

 

66) Resulta conveniente que la comparecencia tenga lugar en un entorno cómodo, accesible, seguro y tranquilo.

(67) Para mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, se procurará evitar en lo posible la coincidencia en dependencias judiciales de la víctima, entendida en los términos de la  Regla 10 con la persona presuntamente infractora; así como la confrontación de ambos durante la celebración de actos judiciales, procuran- do la protección visual de la víctima y evitando su revictimización.

 

Tiempo de la comparecencia

(68) Se procurará que la persona en condición de vulnerabilidad espere el menor tiempo posible para la celebración del acto judicial.

 

Los actos judiciales deben celebrarse puntualmente, no obstante para fijar la fecha y hora de las actuaciones judiciales, deberán tomarse en consideración las particulares circunstancias de la persona en condición de vulnerabilidad; entre otras: ubicación y condiciones geográficas del lugar de residencia, distancia con la sede judicial, medios de transporte y horarios de traslado.

 

Cuando esté justificado por las razones concurrentes, podrá otorgarse preferencia o prelación a la celebración del acto judicial en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad.

 

(69) Es aconsejable evitar comparecencias innecesarias, de tal manera que solamente deberán comparecer cuando resulte estrictamente necesario conforme a la normativa jurídica. Se procurará asimismo la concentración en el mismo día de la práctica de las diversas actuaciones en las que deba participar la misma persona.

(70) Se recomienda analizar la posibilidad de preconstituir la prueba o anticipo jurisdiccional de la prueba, cuando sea posible de conformidad con el Derecho aplicable.

 

(71) En determinadas ocasiones podrá procederse a la grabación en soporte audiovisual del acto, cuando ello pueda evitar que se repita su celebración en sucesivas instancias judiciales en los términos establecidos en la Regla 37.

 

Forma de la comparecencia

(72) Se procurará adaptar el lenguaje utilizado a las necesidades y particularidades de la persona en condición de vulnerabilidad, tales como la edad, el  grado  de madurez, el nivel educativo, la capacidad intelectiva, el tipo y el grado de discapacidad o las condiciones socioculturales. Se debe procurar formular preguntas claras, con una estructura sencilla

 

(73) Quienes participen en el acto de comparecencia no deben emitir juicios o críticas sobre el comportamiento de la persona en condición de vulnerabilidad.

 

(74) Cuando sea necesario se protegerá a la persona en condición de vulnerabilidad de las consecuencias de prestar declaración en audiencia pública. Podrá plantearse la posibilidad de que su participación  en el acto judicial se lleve a cabo en condiciones especialmente adaptadas que permitan alcanzar dicho objetivo, incluso excluyendo su presencia física en el lugar  del juicio o de la vista, siempre que resulte compatible con el Derecho del país.

 

A tal efecto, puede resultar de utilidad el uso del sistema de videoconferencia o del circuito cerrado de televisión.

 

4.- Seguridad de las víctimas en condición de vulnerabilidad

 

(75) Se recomienda adoptar las medidas necesarias para garantizar una protección efectiva de los bienes jurídicos de las personas en condición de vulnerabilidad que intervengan en el proceso judicial en calidad de víctimas o testigos; así como garantizar que la víctima sea oída en aquellos procesos penales en los que estén en juego sus intereses.

(76) Se prestará especial atención a fin de tomar las medidas pertinentes en aquellos supuestos en los que la persona está so- metida a un peligro de victimización reiterada o repetida, tales como víctimas amenazadas en los casos de delincuencia organizada, personas menores de edad víctimas de abuso sexual o malos tratos, y mujeres víctimas de violencia dentro de la familia o de la pareja, o víctimas de delitos de odio.

 

5.- Accesibilidad de las personas con discapacidad

 

(77) Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapacidad a la celebración del acto judicial  en el que deban intervenir, y se promoverá la eliminación de todo tipo  de barreras arquitectónicas, de información, comunicación y actitudinales facilitando tanto el acceso como la estancia en los edificios judiciales.

 

6.- Participación de niños, niñas y adolescentes en actos judiciales

(78) En los actos judiciales en los que intervengan personas menores de edad, se tendrá en cuenta su edad y desarrollo integral.

 

A tales fines los actos judiciales:

 

• Se realizarán en espacios amigables, incluyéndose la posibilidad de que puedan ser escuchados sin estar presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías de la comunicación.

 

• Se facilitará la comprensión utilizando un lenguaje sencillo.

 

• Se evitarán todos los formalismos innecesarios tales como la toga, la distancia física con el tribunal y otros similares.

 

7.- Personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y a otras diversidades étnicas y culturales

 

(79) En la celebración de los actos judiciales se res- petará la dignidad y cosmovisión, las costumbres y las tradiciones culturales de las personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y otras diversidades étnicas y culturales conforme al ordenamiento jurídico de cada país.

 

Sección 4ª.- Protección de la intimidad

1.- Reserva de las actuaciones judiciales

(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad lo aconseje, podrán adoptarse las medidas necesarias para su protección y en particular la posibilidad de que las actuaciones judiciales orales y escritas no sean públicas, de tal manera que solamente puedan acceder a su contenido las personas involucradas, así como impedir la difusión de cualquier información que pueda facilitar la identificación de las personas en situación de vulnerabilidad.

 

2.- Imagen

(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y difusión de imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos supuestos en los que pueda afectar de forma grave a la dignidad, a la situación emocional o a la seguridad de la persona en condición de vulnerabilidad, por lo que deberán adoptarse las medidas pertinentes para ello.

 

(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión de imágenes en relación con los niños, niñas y adolescentes, por cuanto afecta de forma decisiva a su desarrollo como persona.

 

3.- Protección de datos personales

(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, deberá evitarse la divulgación y publicidad de los datos de carácter personal de quienes se encuentran en esa condición.

 

(84) Se garantizará la protección de los datos personales contenidos en soporte digital o en otros soportes que permitan su tratamiento automatizado.

 

CAPÍTULO IV: Eficacia de las Reglas

Este Capítulo contempla expresamente una serie de medidas destinadas a fomentar la efectividad de las Reglas, de tal manera que contribuyan de manera eficaz a la mejora de las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

1.- Principio general de colaboración

 

La eficacia de las presentes Reglas está directamente ligada al grado de colaboración entre las personas e instituciones destinatarias, tal y como vienen definidos en la Sección 3ª del Capítulo I. 

 

La determinación de los órganos y entidades llamadas a colaborar depende de las circunstancias propias de cada país. Quienes impulsen las políticas públicas deben  poner  un especial cuidado tanto para identificar a dichos órganos y entidades, como para  recabar su participación y mantener su colaboración durante todo el proceso.

 

(86) Se implementará un foro permanente para el cumplimiento de las presentes reglas en el que también puedan participar los diferentes actores a los que se refiere el apartado anterior, y que podrá establecerse de forma sectorial

 

(87) Se destaca la importancia de que el Poder Judicial colabore con los otros Poderes del Estado en la mejora del acceso a la justicia de las personas  en  condición de vulnerabilidad,  a través de estrategias concretas de cooperación interinstitucional.

 

(88) Se promoverá la participación de las autoridades federales y centrales, de las entidades de gobierno autonómico y regional, así como de las entidades estatales en los estados federales, dado que frecuentemente el ámbito de sus competencias se encuentra más próximo a la gestión directa de la protección social  de las personas más desfavorecidas.

 

(89) Cada país fomentará la participación de las entidades de la sociedad civil por su relevante papel en la cohesión social, y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas en condiciones de vulnerabilidad.

 

2.- Cooperación Internacional

(90) Se promoverá la creación de espacios que permitan el intercambio de experiencias en esta materia entre los distintos países, analizando las causas del éxito o del fracaso en cada una de ellas o, incluso, fijando buenas prácticas. 

Estos espacios de participación pueden ser sectoriales.

En estos espacios podrán participar representantes de las instancias permanentes que puedan crearse en cada uno de los Estados.

 

(91) Se insta a las Organizaciones Internacionales y Agencias de Cooperación para que: 

• Continúen brindando su asistencia técnica y económica en el fortalecimiento y mejora del acceso a la justicia.

• Tengan en cuenta el contenido de estas Reglas en sus actividades, y lo incorporen, de forma transversal, en los distintos programas y proyectos de modernización del sistema judicial en que participen.

• Impulsen y colaboren en el desarrollo de los mencionados espacios de participación.

 

3.- Investigación y estudios

(92) Se promoverá la realización de estudios e investigaciones en esta materia, en colaboración con instituciones académicas y universitarias.

 

4.- Sensibilización y formación de profesionales

(93) Se desarrollarán actividades que  promuevan una cultura organizacional orientada a la adecuada atención de las personas en condición de vulnerabilidad a partir de los contenidos de las presentes Reglas, atendiendo a las necesidades de cada grupo de personas beneficiarias.

 

(94) Se adoptarán iniciativas destinadas a suministrar una adecuada formación a todas aquellas personas del sistema judicial que, con motivo de su intervención en el proceso, tienen un contacto con las personas en condición de vulnerabilidad.

 

Se considera necesario integrar el contenido de estas Reglas en los distintos programas de formación y actualización, dirigidos a las personas que trabajan en el sistema judicial, para ello se realizarán cursos de formación permanente a través de las Escuelas Judiciales de los distintos países.

 

5.- Nuevas tecnologías

(95) Se procurará el aprovechamiento de las posibilidades que ofrezca el progreso tecnológico para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

 

6.- Manuales de buenas prácticas sectoriales

(96) Se elaborarán instrumentos que recojan las mejores prácticas en cada uno de los sectores de vulnerabilidad, y que puedan desarrollar el contenido de las presentes Reglas adaptándolo a las circunstancias propias de cada grupo.

 

Se elaborará periódicamente un catálogo de instrumentos internacionales, en formatos físicos y digitales accesibles, referidos a cada uno de los sectores o grupos mencionados anteriormente.

 

7.- Difusión

(98) Se promoverá la difusión de estas Reglas entre los diferentes destinatarios de las mismas definidos en la Sección 3ª del Capítulo I.

 

(99) Se fomentarán actividades con los medios de comunicación para contribuir a configurar actitudes en relación con el contenido de las presentes Reglas.

 

8.- Comisión de seguimiento

(100) Se constituirá una Comisión de Seguimiento con las siguientes finalidades:

•Elevar a cada Plenario de la Cumbre un informe sobre la aplicación de las presentes Reglas.

 

•Proponer un Plan Marco de Actividades, a efectos de garantizar el seguimiento a las tareas de implementación del contenido de las presentes reglas en cada país.

 

•A través de los órganos correspondientes de la Cumbre, promover ante los organismos internacionales hemisféricos y regionales, así como ante las Cumbres de Presidentes y Jefes de Estado de Iberoamérica, la definición, elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas que promuevan el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia por parte de las personasen condición de vulnerabilidad.

 

•Proponer modificaciones y actualizaciones al contenido de estas Reglas.

 

•Proponer la convocatoria de un concurso de buenas prácticas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.

 

•Canalizar las iniciativas de formación y difusión sobre las Reglas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.

 

La Comisión estará compuesta por cinco miembros designados por la Cumbre Judicial Iberoamericana.

 

En la misma podrán integrarse representantes de las otras Redes Iberoamericanas del sistema judicial que asuman las presentes Reglas. En todo caso, la Comisión tendrá un número máximo de nueve miembros.

 

San José, 13 de abril de 2019

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 4816-19. 
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Circular de Secretaría de la Corte N° 202 - 2019


12 de Noviembre del 2019

Fecha de Publicación: 18 de Diciembre del 2019

Descriptores/Temas: Personas con discapacidad

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°202 del 12 de noviembre del 2019


CIRCULAR No. 202-2019

 

Asunto: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad.

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 96-19 celebrada el 05 de noviembre de 2019, artículo LIX, dispuso:

Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las leyes 8661Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo las siguientes disposiciones:

“Artículo.6.- Concienciación Cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema.” Ley 7.600

“Artículo.8.- Toma de conciencia. 1.  Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:

a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;

b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;

c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.

2.  Las medidas a este fin incluyen:

a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a:

i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad;

ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad;

iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;

b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;

c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención;

d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas.” Ley 8661.

Dado lo anterior se debe destacar que: Es importante el uso de términos correctos ya que estos le dan valor a las personas a las cuales nos referimos, con el lenguaje excluimos o discriminamos, ya que antes que determinada situación o característica más de las que tenemos, somos personas con la misma dignidad inherente. 

Esta sería la razón por la que nunca se refiera a la persona en situación de discapacidad como: 

- Discapacitado, este término sugiere que la discapacidad es parte de su definición como ser humano y no lo es. - Los eufemismos, como “sordito”, “cieguito”, “Manuelito/a, que tiene discapacidad”, hay que evitarlo ya que esto trae un mensaje subliminal de infancia permanente y no de acceso a la responsabilidad ciudadana. - Enfermo; la discapacidad no es una enfermedad, es una situación que puede desaparecer si eliminamos las barreras del entorno. Por ejemplo: las personas ciegas, sordas, usuarias de sillas de ruedas, están en su mayoría perfectamente sanas y su “discapacidad” solo surge cuando no hay lectores de pantallas, braille, sitios web accesibles, intérpretes de lengua de señas, programas de televisión o vídeos con subtítulos, que les aseguren su inclusión plena en igualdad de oportunidades.

- Normal vs. Anormal: este concepto de normalidad, actualmente ha sido muy cuestionado. Ante dicha reflexión sobre bajo qué criterios se define lo normal de lo que no lo es y profundizamos en los detalles, no existe nadie plenamente “normal”. 

Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS)

 

- Personas con capacidades diferentes, personas con capacidades especiales, personas con necesidades especiales: Además de tratarse de eufemismos, desde el principio de igualdad propio a las personas humanas, no existen las capacidades diferentes o necesidades especiales. Todos y todas tenemos las mismas capacidades (potenciales, reales, en desarrollo) y necesidades (amar y ser amados, comer, vestirse, tener salud, sobrevivir). Todos y todas compartimos la misma esencia humana en igualdad. Lo que nos diferencia no tiene que ver con nuestras capacidades o necesidades esenciales y cuando no existen barreras en el entorno, se pueden manifestar y satisfacerse en igualdad. 

Para tales efectos se brinda un resumen para que sirva de guía como uso correcto de términos, tomado de la “Guía de lenguaje Inclusivo” emitido por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad.  (CONAPDIS)

		Forma incorrecta:

		Forma correcta:





		Discapacitado

Enfermito

Persona con problemas 

		Su nombre

Persona en situación de discapacidad

Persona con discapacidad



		Relegado a una silla de ruedas

Paralítico

		Su nombre

Persona en situación de discapacidad física o movilidad reducida



		Invidente

Cieguito

El cieguito

		Su nombre

Persona ciega

Persona en situación de discapacidad sensorial 



		Sordomudo

El mudo

		Su nombre

Persona en situación de discapacidad sensorial



		Retrasado mental

El mongolo, mongolito

		Su nombre

Persona con síndrome de Down

Persona en situación de discapacidad intelectual



		El loco

El demente

El bipolar o esquizofrénico 

		Su nombre

Persona en situación de discapacidad psicosocial o emocional





 

Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente. Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS)

 

 

 

San José, 12 de noviembre de 2019

 

 

 

Máster Irving Vargas Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Refs.: (5484-19, 13183-19).
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Circular de Secretaría de la Corte N° 019 - 2020
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Fecha de Publicación: 01 de Abril del 2020

Descriptores/Temas: Políticas de accesibilidad, Acceso a la Justicia, Personas con discapacidad

Aclara: Circular de Secretaría de la Corte 067 del año 2009
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 196 del año 2021
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°019 del 4 de febrero del 2020


CIRCULAR No. 19-2020

 

Asunto: Aclaración de la Circular Nº 67-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”.-

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES Y OFICINAS CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIÓN DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 6-2020 celebrada el 23 de enero de 2020, artículo LXXIII, dispuso aclarar la circular No. 67-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, en el sentido de que en el punto 2) debe incluirse la jurisdicción constitucional como una de las jurisdicciones a las cuales rige el principio de gratuidad, por lo que en adelante debe leerse así:

 

“2) En las materias en que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias, agrario, constitucional) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo.”

 

Publíquese por una única vez en el Boletín Judicial.

 

San José, 4 de febrero de 2020

 

 

M.Sc. Irving Vargas Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

Angie Ampié Gutiérrez.

Ref: (777-2020)
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Circular de Secretaría de la Corte N° 118 - 2020


08 de Junio del 2020

Fecha de Publicación: 22 de Junio del 2020

Descriptores/Temas: CORONAVIRUS (COVID-19)

Documentos citados: Actas - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°118 del 8 de junio del 2020


CIRCULAR N° 118-2020

Asunto: Acuerdo de Corte Plena. Sesión N° 32-2020 del 8 de junio de 2020, en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS, ABOGADOS, 

ABOGADAS Y PÚBLICO EN GENERAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

Que la Corte Plena en sesión extraordinaria N° 32-2020, celebrada el 8 de junio de 2020, artículo XVIII, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, acordó lo siguiente:

“CONSIDERANDO

1. Que mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020, se declaró estado de emergencia sanitaria con motivo del estado de pandemia provocado por la enfermedad COVID-19, en el territorio nacional. 

2. Que en razón del factor de riesgo a una mayor exposición al COVID-19 que enfrentan ciertas regiones del país debido a su ubicación geográfica, con ocasión de su proximidad o vínculo de conexión terrestre con las fronteras, el Ministerio de Salud emitió la resolución MS-DM-4513-2020 de las doce horas del tres de junio de dos mil veinte, en donde se dispuso ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público, los días lunes, martes, miércoles, jueves y viernes de las 17:00 horas a las 5:00 horas del día siguiente, en los distritos de Cariari (Pococí), Peñas Blancas (San Ramón), Cañas y Bebedero (Cañas), y Las Juntas (Abangares).

3. Que mediante resolución MS-DM-4552-2020 de las doce horas del cuatro de junio de dos mil veinte, se resolvió ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público, de lunes a viernes de las 17:00 horas a las 5:00 horas del día siguiente, en los cantones establecidos en el Decreto Ejecutivo número 42382-MOPT-S del 02 de junio de 2020 “Restricción vehicular nocturna con franja horaria diferenciada en determinados cantones del país ante el estado de emergencia nacional por el COVID-19”.

4. Que mediante resolución MS-DM-4562-2020, de las doce horas del siete de junio de dos mil veinte, se modificaron las anteriores resoluciones, ordenando el cierre temporal de todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público, los días lunes, martes, miércoles, jueves y viernes de las 17:00 horas a las 5:00 horas del día siguiente, en los distritos de Peñas Blancas (San Ramón), Cañas y Bebedero (Cañas), Las Juntas (Abangares), Los Chiles (Los Chiles), Fortuna (San Carlos) y los cantones de Pococí y Upala. 

5. Que la motivación de los indicados actos administrativos se funda en la consideración de que el Poder Ejecutivo ha detectado el surgimiento de nuevos focos de contagio importantes en el país, los cuales deben ser atendidos mediante medidas estrictas de mayor rigurosidad en determinadas zonas a fin de que permitan controlar esta situación de propagación epidemiológica particular, y así, proteger la salud de la población.

6. Que resulta necesario que esta Corte adopte medidas que de manera oportuna y eficiente puedan adecuar los servicios institucionales a las disposiciones sanitarias establecidas por el Ministerio de Salud para atender los nuevos focos de contagio de la pandemia que se detectan conforme la dinámica propia de la enfermedad.   

POR TANTO

Por mayoría, se acuerda: Acoger la propuesta de la Comisión de Emergencias del Poder Judicial y disponer las medidas que se indicarán, para su aplicación en aquellas zonas que el Ministerio de Salud opte por dictar medidas sanitarias específicas, con el objetivo de prevenir y mitigar el riesgo o daño a la salud pública, en razón del estado de emergencia nacional: 

a.- En aquellos despachos judiciales ubicados en las áreas contempladas en las disposiciones que sean adoptadas por el Ministerio de Salud o que en razón de su competencia territorial,  les corresponde atender personas usuarias procedentes  de las zonas destinatarias de las disposiciones emanadas de dicho Ministerio, se ordena mantener la prestación presencial de servicios con el personal mínimo, manteniendo las actividades y comunicaciones que sean necesarias para no afectar el interés público, con el debido cumplimiento del distanciamiento físico de 1.8 metros y las medidas establecidas en el Lineamiento General para Propietarios y administradores de Centro de Trabajo por COVID-19 emitido por el Ministerio de Salud.

b.- En aquellas zonas en donde sea necesaria la implementación del presente acuerdo, se deberá privilegiar la modalidad de teletrabajo para la prestación de servicios y la realización de audiencias orales por medios tecnológicos, conforme los protocolos autorizados por esta Corte.

c.- La Dirección Ejecutiva adoptará las medidas necesarias para la dotación de equipos de prevención y las adecuaciones necesarias para la protección de la salud y vida de las personas servidoras y usuarias de este Poder, siguiendo los protocolos establecidos al efecto por esta Corte y el Consejo Superior.

d.- En aquellos casos en que sea necesario, el Consejo Superior podrá adecuar las jornadas de trabajo de las personas servidoras, con el debido respeto a sus derechos, manteniendo el horario ordinario de prestación de servicios.   

e.- La Comisiones Jurisdiccionales, en coordinación con la Dirección de Planificación, revisarán las cuotas de trabajo conforme las circunstancias particulares de cada zona, a fin de proponerlo a conocimiento del Consejo Superior…”

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría General de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.


San José, 8 de junio de 2020.

 

 

 

Lic. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 3267-2020.
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Fecha de Publicación: undefined

Descriptores/Temas: CORONAVIRUS (COVID-19)

Documentos citados: Actas 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°147 del 13 de julio del 2020


CIRCULAR No. 147-2020

 

Asunto: Medidas excepcionales tendientes a la protección y seguridad de las personas con discapacidad, en ocasión de la emergencia que atraviesa el país por el virus Covid-19.

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N°60-20 celebrada el 18 de junio de 2020, artículo LV, en razón del aval otorgado la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial, proceder con la divulgación de las siguientes medidas excepcionales tendientes a la protección y seguridad de las personas con discapacidad, remitidas por Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, (CONAPDIS), en ocasión de la emergencia que atraviesa el país por el virus Covid-19, que dicen: 

 

a) Atención prioritaria de las personas con discapacidad víctima de diversas formas de violencia. 

 

b) La protección de víctimas y testigos con discapacidad considerará las medidas sanitarias indicadas por el Ministerio de Salud, para reducir el riesgo al contagio. 

 

c) Las personas con discapacidad que se encuentren detenidas en las celdas del OIJ deberán estar distanciadas de conformidad con los lineamientos del Ministerio de Salud y que sus productos de apoyo tengan la limpieza necesaria por encontrarse en contacto con el medio. Para lo anterior, es necesario que se les provea de los insumos de limpieza. 

 

d) Consideración de ajustes razonables a personas con discapacidad en los procesos judiciales, especialmente en el contexto de la presente emergencia sanitaria. 

 

e) Habilitación de línea telefónica accesible con los Juzgados de Violencia Doméstica, en formatos accesibles (voz, señas, texto). 

 

f) La consideración por parte de jueces y juezas de Violencia Doméstica sobre la posibilidad de adopción de medidas atípicas cuando en el proceso judicial, se encuentre involucrada una persona con discapacidad, teniendo en cuenta los riesgos asociados a las implicaciones sanitarias, sociales y económicas generadas por el COVID-19. 

 

g) De manera general, resulta fundamental que en el plan de abordaje ante la emergencia del COVID-19 que realice el Poder Judicial, tenga en cuenta e implemente la perspectiva de derechos de las personas con discapacidad, de manera que la respuesta institucional sea inclusiva de esta, tanto en la fase de atención como en la recuperación, con medidas procesales, de organización y gestión que faciliten la inclusión y protección particular de dicha población.”

 

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

 

San José, 13 de julio de 2020

 

 

 

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Refs. :(1810-2020 / 7077-2020) 

 

VFS
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Corte Suprema de Justicia

* Secretaría General *

 

CIRCULAR N° 77-2004

 


Asunto:  Obligación de cumplir con la Ley 7600.

 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES  DEL PAIS

SE LES HACE SABER QUE:

 


La Corte Plena en sesión N° 12-04, celebrada el 29 de mayo del año en curso, artículo XXV, dispuso comunicarles la obligación en que están de cumplir con la Ley 7600 de 2 de mayo de l996 “Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”, especialmente en lo que respecta a la información que debe brindarse a las personas con discapacidad en los procesos judiciales y al acceso general a la justicia a que tienen derecho. 

 

San José, 25 de junio de 2004.-

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 


Publicada en el Boletín Judicial Nº119 del 18 de junio de 2004,

 

 

 - CC:  - Diligencias

- Marco.-/asisjur/circulares/2004
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CIRCULAR No. 159-2020.

 

Asunto: Adición a la circular número 130-2020 denominada “Uso de mascarillas o caretas.”

 

 

A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES, ABOGADOS, ABOGADAS Y PUBLICO EN GENERAL

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo LX, en lo que interesa, tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente indica:

 

“Se acordó: 1.) Acoger el criterio jurídico número DJ-C-389-2020, del 29 de junio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, el cual viene a fortalecer las medidas tomadas por el Poder Judicial para la prevención de contagio del COVID-19, en las personas servidoras del Poder Judicial y usuarios, a fin de promover un ambiente de trabajo seguro y saludable, en razón de la obligación que posee este Poder de tutelar la salud ocupacional de las personas trabajadoras, en cuanto concluye que: 1.1.) Este Poder Judicial puede hacer una valoración aplicando criterios de ciencia y técnica, que se desprenden fehacientemente del documento “LS-PG-016. Lineamientos General sobre el uso de mascarilla y caretas a nivel comunitario en el marco de la alerta por (COVID-19)”, y determinar la necesidad de que las personas usuarias utilicen mascarilla en las instalaciones institucionales para proteger la vida y salud de otras personas usuarias y los servidores judiciales. 1.2.) La adopción de la medida indicada en los citados lineamientos no evidencia ser contraria a los criterios de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad. 1.3.) La adopción de la indicada medida también debe fundarse en las obligaciones que posee este Poder de tutelar la salud ocupacional de las personas trabajadoras. 1.4.) La continuidad en la prestación de los servicios públicos debe ser un criterio fundamental en la toma de decisiones, conforme a los principios del servicio público y los acuerdos adoptados en tal sentido por la Corte Plena, ponderando si la medida contribuye a asegurar dicho principio. 1.5.) No debe obviarse que estamos en presencia de uno de los supuestos jurídicos denominados coacción anómala, por el estado de emergencia que se enfrenta, siendo así que, de adoptarse la medida, no se evidencia una carga excesiva en el administrado que de manera irrazonable se vea afectado en el núcleo duro de sus derechos fundamentales. 2.) Acoger la solicitud presentada por la Dirección de Gestión Humana en su oficio número PJDGH-ADM-560-2020 del 29 de junio de 2020, en virtud del nuevo lineamiento número LS-PG-016 emitido por el Ministerio de Salud denominado “Lineamientos generales sobre el uso de mascarilla y caretas a nivel comunitario en el marco de la alerta por COVID-19”, cuyo contenido resulta de interés para la salud ocupacional de la población judicial, por lo que se procede a citar las disposiciones incorporadas en dicho documento, relacionado con el uso de estos equipos de protección, que serán de acatamiento obligatorio y formarán parte de los protocolos institucionales para la atención y prestación de servicios, dada la habilitación que al efecto realizó la Corte Plena en acuerdo de sesión extraordinaria N° 26-2020, publicado en la circular 100-2020:

 

2.1.) El uso de mascarilla o careta de manera obligatoria en las siguientes circunstancias:

 

2.1.1.) Personal que atiende público, siempre que no dispongan de alguna barrera protectora sea mampara acrílica o de vidrio.

 

2.1.2.) Personal que atiende centrales telefónicas si comparten cubículo.

 

2.1.3.) Personal de atención en sodas institucionales.

 

2.1.4.) Personal a quienes en razón de sus funciones y los riesgos a que se encuentran expuestos, se les haya entregado institucionalmente el equipo de protección avalado por el Subproceso de Salud Ocupacional. Asimismo, serán responsables por la custodia del quipo entregado.

 

2.1.5.) Personal que asiste a los Servicios de Salud institucionales o contratados, quienes deberán ingresar con la mascarilla puesta previamente.

 

2.1.6.) Para quienes no proceda la entrega de equipo de protección personal adquirido para distribución en la pandemia por parte el Poder Judicial podrán adquirir sus mascarillas o caretas de manera personal y utilizarlas voluntariamente.

 

2.2.) De manera preventiva, las oficinas deberán tener un listado de las personas que laboran en la oficina, de acuerdo con el formato incorporado, siendo la información que solicita el Ministerio de Salud, para que en caso de presentarse un diagnosticado con COVID-19 de manera inmediata se cuente con la información.

 

2.3.) Los despachos judiciales y todas las oficinas que tengan actividades grupales como juicios o audiencias que no sean virtuales o cualquier otra actividad que implique una aglomeración de personas, deben realizar diariamente un listado de asistencia de todas las personas que estuvieron presentes, según el formato que se adjunta, con el fin de tener la información a la mayor brevedad posible, en caso de que sea necesaria.

 

2.4.) Se deberán adoptar las previsiones para que el Poder Judicial dote de mascarilla en forma gratuita a aquellas personas usuarias que en condiciones objetivas no puedan tener posibilidad de su adquisición y requieran acceder a los servicios institucionales.

 

Excepciones:

 

2.5.) Se deberá prever la exclusión de la obligatoriedad de uso de mascarilla para los siguientes supuestos previstos en los lineamientos mencionados ut supra:

 

2.5.1.) Personas con discapacidad intelectual o psicosocial en las cuales el uso de mascarilla no sea bien comprendido o puedan causarle ansiedad y crisis emocionales.

 

2.5.2.) No se recomienda el uso en menores de 3 años.

 

2.5.3.) Personas que presenten problemas respiratorios.

 

2.5.4.) Personas con problemas crónicos respiratorios.

 

2.5.5.) Personas que no sean capaces de quitársela por sí mismas la mascarilla.

 

2.5.6.) Personas con discapacidad física que no puedan de manera autónoma ponerse o quitarse la mascarilla.”

 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 19 de agosto de 2020.

 

 

 

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 1810-2020 / 7649-2020 / 7730-2020.

Jonnathan Aguilar Gómez.
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                     Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

 

CIRCULAR No. 173 -2020

 

 

Asunto:   Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica, sobre la Convención de Derechos del Niño de las Naciones Unidas.

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS, FUNCIONARIOS Y SERVIDORES

JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 72-2020 celebrada el 16 de julio de 2020, artículo XXVIII, dispuso divulgar las Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica, sobre la Convención de Derechos del Niño de las Naciones Unidas, considerando la importancia de incorporarlas en el quehacer institucional para contribuir a un efectivo acceso a la justicia de las niñas, niños y adolescentes, que se informan a continuación:

 

 

1.“Observaciones finales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica
[*]



I.
Introducción

 

1.
El Comité examinó los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica (CRC/C/CRI/5-6) en sus sesiones 2434ª y 2435ª (véanse CRC/C/SR.2434 y 2435), celebradas los días 21 y 22 de enero de 2020, y aprobó en su 2460ª sesión, que tuvo lugar el 7 de febrero de 2020, las presentes observaciones finales. 

 

2.
El Comité acoge con satisfacción la presentación de los informes periódicos quinto y sexto combinados del Estado parte y las respuestas escritas a la lista de cuestiones (CRC/C/CRI/RQ/5-6), que han permitido entender mejor la situación de los derechos del niño en el país. Asimismo, agradece el diálogo constructivo mantenido con la delegación del Estado parte.

 


II.
Medidas de seguimiento adoptadas y progresos realizados por el Estado parte

 

3.
El Comité celebra la ratificación de los siguientes instrumentos o su adhesión a ellos:

 


a)
El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el 23 de septiembre de 2014;

 


b)
El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones, el 14 de enero de 2014;

 


c)
La Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, el 16 de febrero de 2012.

 

4.
El Comité toma nota con reconocimiento de las medidas legislativas e institucionales y las políticas adoptadas para aplicar la Convención, en particular: 

 


a)
La Ley núm. 9633 de medidas para garantizar la efectiva participación de la niñez y la adolescencia en los comités cantonales y comunales de deportes y recreación, en 2019; 

 


b)
La Ley núm. 9404 para la prevención y el establecimiento de medidas correctivas y formativas frente al acoso escolar o “bullying”, en 2016; 

 


c)
La Política Nacional para Atención y Prevención de la Violencia contra las Mujeres, 2017-2032. 

 

III.
Principales motivos de preocupación y recomendaciones

 

5. El Comité recuerda al Estado parte que todos los derechos consagrados en la Convención son indivisibles e interdependientes, y hace hincapié en la importancia de todas las recomendaciones que figuran en las presentes observaciones finales. Asimismo, desea señalar a la atención del Estado parte las recomendaciones relativas a las siguientes esferas, respecto de las cuales deben adoptarse medidas urgentes: difusión, capacitación y sensibilización (párr. 15); no discriminación (párr. 17); derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo (párr. 20); violencia contra los niños, en particular malos tratos y descuido (párr. 27); violencia de género y abuso sexual (párr. 29); niños privados de un entorno familiar (párr. 33).

 

6. El Comité recomienda al Estado parte que vele por que se hagan efectivos los derechos del niño de conformidad con la Convención, el Protocolo Facultativo relativo a la participación de niños en los conflictos armados y el Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía durante el proceso de implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. También insta al Estado parte a que asegure la participación efectiva de los niños en la formulación y aplicación de políticas y programas destinados a alcanzar los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible en lo que respecta a los niños.

 

A. Medidas generales de aplicación (arts. 4, 42 y 44 (párr. 6)) Legislación

 

7. Si bien celebra la aprobación de legislación relativa a los derechos del niño, el Comité observa la aplicación insuficiente del marco legislativo y de la perspectiva de los derechos del niño en la legislación general. Recordando sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 10), el Comité recomienda al Estado parte, en particular al Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia, que refuerce las medidas y los recursos humanos, técnicos y financieros para aplicar la legislación que establece los derechos del niño en todas las regiones, provincias, cantones y municipios. También recomienda al Estado parte que armonice la legislación intersectorial general existente con la Convención. 

 

Política y estrategia integrales

 

8.
Tomando nota de la aprobación de la Política Nacional para la Niñez y la Adolescencia (2009-2021) y la Agenda Nacional de la Niñez y la Adolescencia (2015‑2021), y remitiéndose a su observación general núm. 5 (2003), relativa a las medidas generales de aplicación de la Convención, el Comité recomienda al Estado parte que:

 


a)
Destine recursos humanos, técnicos y financieros suficientes y apropiados para la aplicación sistemática de políticas y programas públicos relativos a los derechos del niño, en particular a nivel municipal;

 


b)
Fomente el seguimiento y la evaluación periódicos de la aplicación de las políticas públicas, teniendo en cuenta las opiniones de los niños sobre los procesos de aplicación.

 



Coordinación

 

9.
Si bien toma nota de los esfuerzos del Patronato Nacional de la Infancia para fortalecer el papel de las Juntas de Protección a la Niñez y la Adolescencia en todos los cantones, el Comité recomienda al Estado parte que:

 


a)
Revise su marco institucional para la aplicación de la Convención y refuerce la autoridad del Patronato Nacional de la Infancia, así como su coordinación intersectorial, a nivel nacional, regional, cantonal y municipal, y su función de promoción ante el Comité Nacional de la Niñez y la Adolescencia; 

 


b)
Establezca mecanismos de rendición de cuentas en todas las entidades responsables de la efectividad de los derechos del niño y vele por su conformidad con los principios de la Convención al desempeñar su labor;

 


c)
Refuerce los vínculos y la colaboración entre el Gobierno, la Asamblea Nacional y el poder judicial en lo que respecta a la observancia de los derechos del niño y las obligaciones del Estado parte en virtud de la Convención. 

 

Asignación de recursos

 

10.
Tomando nota de la norma de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia que requiere una asignación presupuestaria anual del 7 % al Patronato Nacional de la Infancia y remitiéndose a su observación general núm. 19 (2016), sobre la elaboración de presupuestos públicos para hacer efectivos los derechos del niño, el Comité recomienda al Estado parte que:

 

a)
Adopte medidas para salvaguardar las transferencias presupuestarias destinadas, según lo dispuesto en la Constitución, a dar efectividad a los derechos del niño y modifique la Ley núm. 9635, de diciembre de 2018, para evitar la reducción de las partidas presupuestarias asignadas a la infancia en el contexto de la crisis fiscal; 

b)
Aumente la asignación de recursos a nivel municipal para dar efectividad a los derechos del niño y establezca un presupuesto específico para velar por los derechos de los niños en situación de vulnerabilidad y marginalidad;

 

c)
Adopte un proceso de presupuestación que determine asignaciones para los niños en todos los sectores y niveles, que incluya indicadores y un sistema de seguimiento para vigilar la distribución de los recursos por el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia, el Patronato Nacional de la Infancia y los municipios. 

 

Reunión de datos

 

11.
Tomando nota de los progresos realizados en la reunión de datos, como la Encuesta de Mujeres, Niñez y Adolescencia, y el visualizador de mapas sociales sobre la infancia y la adolescencia (Infogramas), el Comité recomienda al Estado parte que:

 

a)
Vele por que sus datos estén desglosados por edad, sexo, discapacidad, etnia, país de origen o condición de migrante, refugiado o solicitante de asilo;

 

b)
Restablezca el Observatorio de Infancia y Adolescencia en colaboración con la sociedad civil, el mundo académico y el sector privado;

 

c)
Establezca indicadores para identificar y abordar situaciones de discriminación múltiple e interseccional contra los niños.

 

Vigilancia independiente

 

12.
Recordando sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 15), el Comité recomienda al Estado parte que:

 

a)
Fortalezca el papel de promoción de la Defensoría de los Habitantes de la República en lo que respecta a la legislación, las políticas y las actividades de concienciación relacionadas con los derechos del niño, entre otras cosas mediante las reformas jurídicas y los recursos técnicos necesarios;

 

b)
Establezca sistemas independientes de vigilancia de los derechos del niño, incluido el seguimiento de la aplicación del Código de la Niñez y la Adolescencia, de conformidad con la Convención. 

 

Cooperación con la sociedad civil

 

13.
El Comité toma nota de la participación de las organizaciones de la sociedad civil que promueven los derechos del niño en los mecanismos de políticas públicas, como el Sistema Nacional de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia. Recordando sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 24), el Comité recomienda al Estado parte que facilite la participación de las organizaciones de niños y adolescentes, incluidas las organizaciones de niños con discapacidad, de niños indígenas y de menores de edad lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, en la formulación, aplicación y supervisión de las políticas y programas públicos relativos a sus derechos. Ello debería incluir la asignación de los recursos necesarios a esas organizaciones y el fomento de su capacidad para entablar un diálogo social a nivel comunitario y nacional, incluida la Asamblea Legislativa. 

 

Difusión, capacitación y sensibilización

 

14. Preocupan al Comité:

 

a)
Los enfoques sociales paternalistas y centrados en los adultos que existen en el Estado parte en relación con los derechos del niño y los patrones de subordinación de los niños en la sociedad que obstaculizan su autonomía en esferas como la educación y la salud;

 

b)
Los informes que indican un escaso conocimiento de la Convención, los Protocolos Facultativos de la Convención y las observaciones generales del Comité entre los funcionarios públicos, los padres, las familias y los docentes, lo que comporta que no se dé prioridad a los derechos del niño; 

 

c)
La falta de visibilidad y de conciencia social sobre la situación real y los problemas que afectan a los niños. 

 

15.
El Comité, recordando sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 21), recomienda al Estado parte que:

 

a)
Refuerce las medidas mediante la adopción de una estrategia integral de concienciación, incluidas campañas públicas para la promoción de los derechos del niño, y promueva un cambio social en la actitud hacia los niños, en particular en lo que respecta a los dirigentes comunitarios y religiosos, los docentes, los trabajadores sociales y otros profesionales que trabajan con niños, en especial en la esfera de la educación y la salud, haciendo hincapié en la condición del niño como titular de derechos humanos;

 

b)
Fortalezca los programas de fomento de la capacidad sobre los derechos del niño entre los funcionarios gubernamentales, los diputados de la Asamblea Legislativa y los miembros del poder judicial, y aumente su conocimiento de la Convención, sus Protocolos Facultativos y las observaciones generales del Comité;

 

c)
Promueva el diálogo público, entre otras cosas mediante la organización de mesas redondas y foros en todas las regiones en relación con los derechos del niño y aliente la comprensión de las circunstancias de los niños teniendo en cuenta su edad, sexo, ubicación geográfica y situación familiar, haciendo participar en esos diálogos a las organizaciones de niños, los grupos de padres y de familias y los grupos religiosos. 


B.
Principios generales (arts. 2, 3, 6 y 12)

 

No discriminación

 

16.
Si bien toma nota de la reforma constitucional de 2015 que reconoce al Estado parte como una sociedad multiétnica y pluricultural, y de la adopción de la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia 2014-2025, al Comité le preocupa: 

 

a)
La persistencia de estereotipos de género contra las niñas, que aumentan el riesgo de violencia y explotación sexuales, los embarazos precoces y la imposición de barreras en el acceso a la educación y la salud sexual y reproductiva;

 

b)
La discriminación múltiple e interseccional contra los niños indígenas y afrodescendientes y los niños con discapacidad;

 

c)
La información sobre el discurso de odio que afecta principalmente a los niños en situaciones de migración, así como a los niños refugiados y solicitantes de asilo, y a los menores de edad lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales.

 

17.
Remitiéndose a las metas 5.1 y 10.3 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, el Comité recomienda al Estado parte que:

 

a)
Intensifique los esfuerzos para eliminar los estereotipos de género y eliminar las ideologías patriarcales en la educación y en la familia, entre otras cosas mediante campañas de concienciación, y aumente las medidas, incluidas las medidas especiales de carácter temporal, y los recursos presupuestarios, humanos y administrativos para garantizar la igualdad de acceso de las niñas a la educación y la salud;

 

b)
Acelere la aprobación de legislación para castigar y abordar todas las formas de violencia relacionadas con el racismo, la xenofobia y la discriminación, incluidas sanciones para los autores de discursos de odio, y adopte una estrategia y un plan de acción integrales a escala nacional para eliminar la discriminación, el racismo, el sexismo y todas las formas de discriminación contra los niños, haciendo frente a la discriminación múltiple e interseccional de que son objeto;

 

c)
Refuerce las campañas contra el discurso de odio, el hostigamiento, la intimidación y las imágenes negativas contra los niños migrantes, solicitantes de asilo y refugiados, y a los menores de edad lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales.

 

Interés superior del niño

 

18.
El Comité recuerda su observación general núm. 14 (2013), sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial, así como sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 32), y recomienda al Estado parte que:


a)
Vele por que el principio del interés superior del niño se incorpore y aplique de manera sistemática en los procedimientos administrativos y judiciales, también en relación con la migración y la condición de refugiado;

 

b)
Adopte criterios y establezca procesos obligatorios para garantizar que el interés superior del niño se valore y tenga en cuenta debidamente en relación con los niños pertenecientes a grupos vulnerables y marginados, como los niños con discapacidad, así como en los procedimientos relativos a la libertad de los niños. 

 

Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo

 

19.
El Comité, si bien celebra la aprobación de la Política para la Primera Infancia 2015‑2021, está preocupado por:

 

a)
La tasa de mortalidad infantil de los niños indígenas y afrodescendientes, en particular la de la provincia de Limón, que es superior a la media nacional; 

b)
El hecho de que los homicidios y feminicidios de niños hayan aumentado durante el período de que se informa, con datos que indican que el 15 % de los feminicidios registrados entre 2004 y 2014 afectaron a niñas adolescentes, y la escasa información sobre los recursos y las reparaciones proporcionados;

 

c)
La falta de información sobre las medidas para proteger la integridad y el derecho a la vida de los niños que viven en hospitales psiquiátricos y centros de privación de libertad. 

 

20.
Remitiéndose a la meta 3.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de poner fin a las muertes evitables de niños menores de 5 años, el Comité insta al Estado parte a que:

 

a)
Aplique una estrategia integral con plazos definidos para hacer frente a la mortalidad infantil en la provincia de Limón y en otras regiones donde esta persiste, incluidas disposiciones para acabar con la mortalidad neonatal y las muertes de niños menores de 1 año, velando por que las medidas recogidas en la política de la primera infancia den prioridad a los niños indígenas y afrodescendientes, a su bienestar y al acceso a los servicios básicos; 

 

b)
Adopte una estrategia y medidas para investigar los casos de muerte de niños, incluidos los feminicidios, y enjuiciar y castigar a los responsables;

 

c)
Asegure reparaciones para los supervivientes, incluidas indemnizaciones, y apoyo psicosocial;

 

d)
Adopte medidas para proteger la integridad y la vida de los niños recluidos, incluidos los internados en instituciones de atención y de cuidado de la salud mental.

 

Respeto por las opiniones del niño

 

21.
El Comité observa el enfoque paternalista de la sociedad que restringe la expresión de las opiniones del niño en la familia y en los foros públicos, y le impide participar de manera significativa en los procesos públicos de toma de decisiones. Remitiéndose a su observación general núm. 12 (2009), relativa al derecho del niño a ser escuchado, el Comité reitera sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 34) y recomienda al Estado parte que: 

 

a)
Refuerce la observancia del derecho del niño a ser escuchado sin discriminación por motivos de edad, discapacidad, situación de pobreza, condición de migrante, solicitante de asilo o refugiado, o cualquier otra circunstancia, en los procedimientos administrativos y judiciales; 

b)
Asegure la asignación de recursos humanos, técnicos y financieros a los Comités Participativos de los Niños, Niñas y Adolescentes, así como su funcionamiento, a nivel local y nacional, velando por una participación significativa de los niños y los adolescentes en las Juntas de Protección a la Niñez y la Adolescencia, la Red Nacional de Adolescentes y los Comités Titulares de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia; 

 

c)
Adopte medidas para garantizar el acceso de los niños con discapacidad a la información, la comunicación y el entorno físico durante las consultas y los procedimientos administrativos o judiciales, y para que se atiendan las necesidades lingüísticas de los niños indígenas, migrantes, refugiados y solicitantes de asilo. 

 

C.
Derechos y libertades civiles (arts. 7, 8 y 13 a 17)

 

Inscripción de los nacimientos

 

22.
Teniendo presente la meta 16.9 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de proporcionar acceso a una identidad jurídica para todos, en particular mediante el registro de nacimientos, el Comité recomienda al Estado parte que:

 

a)
Aplique una estrategia para garantizar que todos los niños indígenas, afrodescendientes y migrantes, así como los niños con discapacidad, sean inscritos en el registro al nacer y reciban documentos de identificación personal; 

 

b)
Elabore esa estrategia en consulta con los grupos de pueblos indígenas y de afrodescendientes de las zonas costeras y rurales, procurando establecer alianzas para velar por la inscripción universal de los nacimientos.

 

Acceso a información apropiada

 

23.
Remitiéndose a su observación general núm. 20 (2016), sobre la efectividad de los derechos del niño durante la adolescencia, el Comité recomienda al Estado parte que promulgue legislación y políticas públicas para mejorar el acceso de los niños al entorno digital, incluido el acceso a información apropiada, a Internet y a tecnologías digitales en el ámbito de la educación, incluidos los niños con discapacidad y los que viven en zonas rurales y costeras. El Estado parte también debería reforzar las medidas para proteger a los niños contra la información y los productos perniciosos y los riesgos que entraña Internet.

 

D.
Violencia contra los niños (arts. 19, 24 (párr. 3), 28 (párr. 2), 34, 37 a) y 39)

 

Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

 

24.
Recordando sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 44), el Comité recomienda al Estado parte que:

 


a)
Adopte medidas para detectar los casos de maltrato de niños por parte de la policía y refuerce las medidas existentes para investigar y enjuiciar con prontitud a los autores;

 


b)
Adopte medidas para mejorar la infraestructura y las condiciones de reclusión en los centros de menores de Zurquí y Ofelia Vicenzi, así como para asegurar la reintegración efectiva de los niños en la comunidad;

 


c)
Garantice el cumplimiento de la legislación que prohíbe los castigos corporales, las sanciones colectivas y el aislamiento, y evite las prácticas de prohibición de las visitas familiares a los niños privados de libertad; 

d)
Refuerce los mecanismos de denuncia independientes que tienen en cuenta las necesidades del niño, así como la disponibilidad de medios de reparación y resarcimiento en los casos de violencia contra niños en centros de reclusión;


e)
Fortalezca la vigilancia de los lugares de reclusión de niños, asegurando la periodicidad de las visitas del mecanismo nacional de prevención y salvaguardias eficaces para proteger la integridad de las víctimas y los testigos de actos de violencia, teniendo en cuenta las recomendaciones formuladas por el Subcomité para la Prevención de la Tortura en relación con el mecanismo nacional de prevención durante la visita a Costa Rica realizada del 3 al 14 de marzo de 2019 (CAT/OP/CRI/RONPM/1).

 

Castigos corporales

 

25.
El Comité observa con preocupación que los castigos corporales siguen siendo una práctica predominante en la sociedad, a pesar de estar prohibidos por la ley. Remitiéndose a su observación general núm. 8 (2006), relativa al derecho del niño a la protección contra los castigos corporales y otras formas de castigo crueles o degradantes, el Comité recomienda al Estado parte que:

a)
Asegure la continuidad, los recursos humanos, técnicos y financieros y la aplicación nacional de programas destinados a promover la parentalidad positiva;

 

b)
Refuerce la aplicación de la Ley núm. 8654 (2008), en virtud de la cual los autores de castigos corporales incurren en responsabilidad penal. 

 

Violencia contra los niños, en particular malos tratos y descuido 

 

26.
Preocupan profundamente al Comité:

 

a)
La prevalencia de diferentes formas de violencia contra los niños, como la violencia psicológica, física y sexual, también a través de Internet, y la limitada cobertura de los centros de intervención temprana para ocuparse de los derechos de los niños que se enfrentan a todas las formas de violencia;

 

b)
El hostigamiento y la intimidación que sufren los niños en las escuelas y la comunidad en razón de su orientación sexual o identidad de género;

c)
La falta de un sistema integral de reunión de datos sobre la violencia contra los niños y la desigualdad de criterios en los sistemas de vigilancia existentes;

 


d)
La escasa información sobre el tipo de reparaciones, incluidas las indemnizaciones, concedidas a los niños víctimas de todas las formas de violencia, sin olvidar la violencia psicológica.

 

27.
Remitiéndose a su observación general núm. 13 (2011), relativa al derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, y teniendo en cuenta la meta 16.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, consistente en poner fin a todas las formas de violencia contra los niños, el Comité insta al Estado parte a que:

 


a)
Fortalezca la coordinación entre las autoridades del Estado parte para aplicar las políticas de prevención de la violencia contra los niños y establezca indicadores para supervisar los progresos realizados en la prevención de la violencia y la lucha contra los factores que favorecen la violencia contra los niños en el hogar, la escuela y la sociedad;

b)
Revitalice y refuerce la iniciativa de las Academias de Crianza relativa a la parentalidad positiva y la prevención de la violencia, y vele por que haya centros de intervención temprana accesibles a nivel local en todas las regiones y municipios, y con capacidad para prever y prestar un apoyo integral a la infancia; 

 


c)
Ponga en marcha estrategias de comunicación en todo el país para promover el respeto de los derechos del niño, incluido su derecho a no sufrir violencia; 

 


d)
Intensifique las medidas para combatir el ciberacoso y el hostigamiento contra los menores de edad lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales y establezca mecanismos de denuncia accesibles y preparados para los niños en las escuelas o en plataformas electrónicas que protejan la intimidad de las víctimas; 

 


e)
Garantice la reunión unificada de datos relativos a la violencia contra los niños, desglosados por edad, sexo, discapacidad, ubicación geográfica, orientación sexual e identidad de género, origen étnico y nacional, y entorno socioeconómico, y utilice esos datos como base de las políticas públicas;

 


f)
Vele por que los niños que se enfrentan a la violencia dispongan de recursos y medios de reparación adecuados adaptados a su edad, género y contexto cultural, incluido asesoramiento psicosocial, y evite el internamiento en instituciones de los niños víctimas de la violencia, velando por que las soluciones de acogida sean de carácter temporal y propicien la pronta recuperación y reintegración de los niños. 

 

Violencia de género y abusos sexuales

 

28.
El Comité está muy preocupado por:

 

a)
La Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer (Ley núm. 8589 de 2007) y sus enmiendas, aplicable únicamente a las niñas mayores de 15 años;

 

b)
La vulnerabilidad de los niños a los abusos y la explotación sexuales, en particular habida cuenta del importante número de niños varones afectados, así como de adolescentes, niños con discapacidad y niñas pertenecientes a pueblos indígenas;

c)
La prevalencia de la violencia sexual contra las adolescentes en las relaciones con adultos y el hecho de que la edad de consentimiento sexual sea los 13 años. 

 

29.
Tomando nota de la meta 5.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, el Comité insta al Estado parte a que:

 

a)
Apruebe, con carácter prioritario, legislación que aborde todas las formas de violencia de género contra las niñas, incluidas las menores de 15 años, asegurando el enjuiciamiento y castigo de los autores, y medios de reparación para las niñas en función de su edad;

 

b)
Establezca políticas para prevenir y combatir la violencia contra la mujer, adopte indicadores y medidas para hacer frente a la violencia de género contra las niñas y vele por que el Instituto Nacional de la Mujer y el Patronato Nacional de la Infancia intensifiquen la cooperación en la aplicación de esas políticas;

 

c)
Vele por que los sistemas de denuncia, investigación y enjuiciamiento de los abusos sexuales contra niños estén adaptados a ellos y empleen un enfoque multisectorial con el fin de evitar que los niños víctimas vuelvan a sufrir traumas, y por que esos niños reciban un trato y una indemnización adecuados;

d)
Adopte medidas para aplicar de manera efectiva la Ley de Relaciones Impropias (Ley núm. 9406 (2017)) y reconozca las relaciones abusivas en las situaciones en que la diferencia de edad sea inferior a cinco años;

 

e)
Aumente la edad mínima para el consentimiento sexual actualmente fijada en los 13 años.

 

Violencia de bandas

 

30.
El Comité observa con preocupación las denuncias de violencia contra los niños relacionada con actividades de bandas y traficantes de drogas. El Comité recomienda al Estado parte que:

a)
Fortalezca las medidas para prevenir y combatir la violencia de las bandas, asegurándose de que esos programas respeten los derechos del niño;


b)
Establezca mecanismos de alerta temprana adaptados a los niños que buscan protección contra la violencia de las bandas y los traficantes de drogas;


c)
Ponga en marcha programas que ofrezcan a los niños que pertenecen a bandas asistencia y protección para abandonarlas y reintegrarse en la sociedad.

 

Prácticas nocivas

 

31.
Si bien acoge con satisfacción la promulgación de la Ley núm. 9406 por la que se prohíbe el matrimonio de menores de 18 años, el Comité, remitiéndose a la recomendación general núm. 31 (2014) del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y la observación general núm. 18 del Comité de los Derechos del Niño (2019) sobre las prácticas nocivas, adoptadas de manera conjunta, recomienda al Estado parte que:

a)
Intensifique las medidas para combatir el machismo y el sexismo en la sociedad, y conciencie sobre los efectos perniciosos de la práctica de la cohabitación entre niñas y hombres adultos; 

 

b)
Intensifique las medidas para hacer cumplir la Ley núm. 9406, entre otras cosas mediante el fomento de la capacidad de los jueces, las fuerzas del orden y los trabajadores sociales, y refuerce la capacidad técnica del Patronato Nacional de la Infancia para promover la aplicación de esa legislación a escala local.

 


E.
Entorno familiar y modalidades alternativas de cuidado (arts. 5, 9 a 11, 18 (párrs. 1 y 2), 20, 21, 25 y 27 (párr. 4))

 

Niños privados de un entorno familiar

 

32.
El Comité celebra las medidas adoptadas por el Estado parte para apoyar a las familias de acogida. No obstante, le preocupa: 

a)
El elevado y creciente número de niños acogidos en una institución (de 7.542 niños en 2016 a 10.588 niños en 2018);

 

b)
La persistencia del internamiento en instituciones que afecta a los niños en situación de vulnerabilidad, incluidos los niños con discapacidad, los niños indígenas y los que se encuentran en situaciones de pobreza;

 

c)
Los prejuicios en la sociedad y entre las autoridades públicas y los proveedores de servicios que sustentan el internamiento en instituciones, así como la escasez de recursos técnicos y la falta de programas de transición, que impiden la desinstitucionalización de los niños.

 

33.
Recordando sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 50), el Comité recomienda al Estado parte que:

 

a)
Dé prioridad a las medidas para apoyar y facilitar la acogida de los niños en familias y su sistema de acogimiento en hogares de guarda para los niños que no puedan permanecer con sus familias; 

b)
Elimine gradualmente el internamiento en instituciones y adopte una estrategia y un plan de acción concreto para la desinstitucionalización, incluida la transformación sistémica de los sistemas de atención, bienestar y protección del niño, y dirigir los presupuestos a evitar que se separe a los niños de sus padres y a apoyar el cuidado de los niños en entornos familiares; 

c)
Asigne recursos humanos, técnicos y financieros adecuados para la desinstitucionalización, establezca plazos, puntos de referencia, metas e indicadores de vigilancia, y solicite la participación de organizaciones de niños y la asistencia técnica de las Naciones Unidas y otros organismos de cooperación internacional cuando sea necesario;

d)
Realice campañas públicas, forme y fomente la capacidad de las autoridades públicas y la sociedad civil, incluidos los proveedores de servicios, para acabar con los prejuicios y las actitudes que dificultan la desinstitucionalización, y promueva el derecho del niño a crecer en un entorno familiar. 

 

Adopción

 

34.
El Comité, recordando sus anteriores observaciones finales (CRC/C/CRI/CO/4, párr. 52), recomienda al Estado parte que ponga fin a las adopciones directas y aplique de manera efectiva la legislación que regula las adopciones y los mecanismos de supervisión del poder judicial. El Estado parte debería reforzar las revisiones de los procedimientos de adopción y los mecanismos para supervisar y restringir las adopciones internacionales, de conformidad con el artículo 21 de la Convención. 

 

F.
Niños con discapacidad (art. 23)

 

35.
Tomando nota de las medidas adoptadas por el Estado parte para poner en práctica la educación inclusiva, incluido el establecimiento de centros de recursos y el diseño universal del aprendizaje, y remitiéndose a su observación general núm. 9 (2006), relativa a los derechos de los niños con discapacidad, el Comité recomienda al Estado parte que: 

 


a)
Vele por que la legislación sobre los derechos del niño y la legislación y las políticas públicas en materia de igualdad de género tengan en cuenta e incluyan los derechos de los niños con discapacidad, y promueva la participación de los niños con discapacidad en los procesos de toma de decisiones en el ámbito público;

b)
Refuerce las medidas para identificar los casos de violencia, malos tratos y descuido de niños con discapacidad, incluidos los que se encuentran en centros de atención y hospitales psiquiátricos, y establecer canales de denuncia accesibles y adaptados a los niños afectados;

c)
Vele por que las autoridades registren de manera sistemática todos los casos de violencia ejercida contra niños con discapacidad, incluidos los casos de violencia sexual, y proporcione a los niños un acceso adecuado a medios de reparación, incluido el asesoramiento psicosocial, y servicios de apoyo;

d)
Siga suprimiendo gradualmente el internamiento de niños con discapacidad en instituciones psiquiátricas;

e)
Fortalezca las medidas para promover la inclusión de los niños con discapacidad en la comunidad, entre otras cosas mediante la asistencia personal, y asegure su acceso en condiciones de igualdad a todos los servicios de la comunidad, en particular la educación, la salud, los lugares culturales, el esparcimiento y las actividades recreativas, y el turismo;

f)
Adopte medidas para mejorar el acceso de los niños con discapacidad a los servicios de atención de la salud, incluida la salud sexual y reproductiva, asigne recursos financieros para reforzar la accesibilidad a la infraestructura médica y exija a los proveedores de servicios privados que se aplique el diseño universal al equipo y se ofrezca información accesible a los niños con discapacidades en el sistema de salud. 

 

G.
Salud básica y bienestar (arts. 6, 18 (párr. 3), 24, 26, 27 (párrs. 1 a 3) y 33)

 

Salud y servicios sanitarios

 

36.
Remitiéndose a su observación general núm. 15 (2013), sobre el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud, y tomando nota de la meta 3.8 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, relativa al logro de la cobertura sanitaria universal, el Comité recomienda al Estado parte que:


a)
Intensifique las medidas para garantizar el acceso a los servicios de salud de los niños indígenas y afrodescendientes que viven en zonas rurales y costeras, asegurando una prestación adecuada y continua de atención sanitaria primaria y especializada, medicamentos y suministros médicos, infraestructura y equipo; 

b)
Asigne recursos presupuestarios suficientes a la cobertura universal de la atención sanitaria, entre otras cosas mediante el establecimiento y fortalecimiento de las alianzas con los gobiernos locales.

 

Salud de los adolescentes

 

37.
Remitiéndose a la observación general núm. 4 (2003), relativa a la salud y el desarrollo de los adolescentes en el contexto de la Convención y la observación general núm. 20 (2016), sobre la efectividad de los derechos del niño durante la adolescencia, el Comité recomienda al Estado parte que:

 


a)
Adopte medidas para combatir los embarazos precoces, prestando especial atención a la situación de las niñas embarazadas de adultos, y conciencie de los efectos perniciosos de los embarazos precoces y sus repercusiones en la salud física y mental de las niñas; 

 


b)
Despenalice el aborto en todas las circunstancias y garantice el acceso de las adolescentes a servicios de aborto sin riesgo y de atención posterior al aborto, asegurándose de que en todo momento sus opiniones sean escuchadas y tenidas debidamente en cuenta en el proceso de toma de decisiones; 

c)
Acelere la aplicación del Decreto Ejecutivo núm. 42113-S (2019) relativo al procedimiento médico vinculado al aborto terapéutico, y evite la estigmatización de las adolescentes que solicitan que se les practique un aborto; 

 


d)
Refuerce las medidas para proporcionar a las adolescentes información y acceso a métodos anticonceptivos modernos y vele por que puedan disponer de anticonceptivos seguros y asequibles, también en las zonas rurales y costeras;

 


e)
Vele por que se incluya a los niños en las políticas y planes públicos que lleva a cabo el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia, asignando recursos humanos, técnicos y financieros para aplicar políticas y directrices de prevención del consumo de drogas en todos los niveles del sistema educativo, y vele también por que los niños dispongan de servicios de rehabilitación en función de su edad y su contexto cultural.

 

Salud mental 

 

38.
Observando con preocupación la información sobre las altas tasas de suicidio entre los adolescentes y tomando nota de la meta 3.4 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, el Comité recomienda al Estado parte que:


a)
Fortalezca la labor y la cobertura de los equipos interdisciplinarios de salud mental que trabajan a nivel local, y asigne recursos humanos, técnicos y financieros para llegar a los niños y adolescentes, identificando las situaciones de riesgo;

 


b)
Adopte una estrategia centrada en la prevención del suicidio, abordando los factores individuales, comunitarios y sociales que lo provocan, y garantice que los servicios psicológicos y psiquiátricos y el personal sanitario estén adecuadamente capacitados y disponibles para responder a los distintos niveles de riesgo.

 

Nivel de vida

 

39.
El Comité observa con preocupación que, según la Encuesta Nacional de Hogares 2018 del Instituto Nacional de Estadística y Censos, el 34 % de los niños viven en una situación de pobreza y el 12 % en la extrema pobreza. El Comité también observa con preocupación las privaciones que sufren los niños con discapacidad que viven en zonas rurales, costeras y fronterizas, y los niños migrantes. Señala a la atención la meta 1.3 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible relativa a la implementación a nivel nacional de sistemas y medidas apropiados de protección social para todos, y recomienda al Estado parte que:

 


a)
Intensifique las medidas para asegurar que las estrategias nacionales, como Puente al Desarrollo y los programas de lucha contra la pobreza, aborden las causas y las situaciones de privación y pobreza de los niños pertenecientes a los grupos marginados y vulnerables, y vele por que la vigilancia incluya la situación real de esos grupos;

 


b)
Aumente los fondos y la cobertura de los subsidios financieros para los niños y las familias con hijos, abordando las disparidades de ingresos y circunstancias, incluidos la edad, el sexo, el género, la ubicación geográfica, el lugar de residencia y la condición de migrante o refugiado; 

 


c)
Celebre consultas específicas y periódicas con las familias, los niños y las organizaciones que trabajan en la esfera de los derechos del niño sobre la pobreza infantil. 


H.
Educación, esparcimiento y actividades culturales (arts. 28 a 31)

 

Educación, incluidas la formación y la orientación profesionales

 

40.
Tomando nota de las metas 4.1, 4.2, 4.3, 4.5, 4.A y 4.C de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, el Comité recomienda al Estado parte que:

 


a)
Fortalezca las medidas para abordar las deficiencias en la matriculación escolar de los niños de las zonas rurales y costeras, los niños indígenas y afrodescendientes, los niños con discapacidad y los niños migrantes, y para combatir la deserción escolar; 


b)
Asegure que los programas escolares y las metodologías de enseñanza se adapten a las necesidades del alumnado, independientemente de su sexo, contexto cultural, origen étnico o discapacidad; 

c)
Acelere las medidas para aplicar las recomendaciones formuladas por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW/C/CRI/CO/7, párr. 27 a) y b)) encaminadas a mejorar la escolarización de las niñas, fomentar una educación bilingüe y culturalmente apropiada, eliminar la estigmatización de las adolescentes embarazadas en la educación y facilitar la reincorporación a la escuela de las madres jóvenes; 

 

d)
Intensifique los esfuerzos para aplicar la educación inclusiva y facilitar la matriculación de todos los niños con discapacidad en las escuelas ordinarias, independientemente del tipo de deficiencia, la edad o el lugar de residencia, velando por que se tomen medidas en materia de accesibilidad y se preste apoyo individualizado;

 

e)
Ponga en práctica un sistema de supervisión y evaluación del desempeño de los docentes e introduzca procedimientos de acreditación para los maestros y demás personal del sistema educativo;

 

f)
Vele por que los programas escolares promuevan la convivencia democrática, la tolerancia y el respeto de la diversidad, la resolución no violenta de conflictos, el uso seguro de Internet y la capacidad para combatir el acoso y concienciar sobre sus efectos perniciosos.

 

Desarrollo en la primera infancia

 

41.
El Comité, observando con preocupación que la atención en la primera infancia aún no es universal, lo que afecta en particular a los niños en situaciones vulnerables y marginados, y tomando nota de la meta 4.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, recomienda al Estado parte que:

 


a)
Asigne recursos humanos, técnicos y financieros para asegurar la cobertura universal de los servicios de atención y desarrollo del niño en la primera infancia, y establezca objetivos para llegar progresivamente a los niños de las zonas rurales y costeras;

 


b)
Adopte medidas para asegurar los requisitos de calidad y un sistema de acreditación y supervisión de los cuidadores y proveedores de servicios.

 

Descanso, esparcimiento y actividades recreativas, culturales y artísticas

 

42.
Remitiéndose a su observación general núm. 17 (2013), sobre el derecho del niño al descanso, el esparcimiento, el juego, las actividades recreativas, la vida cultural y las artes, el Comité recomienda al Estado parte que destine recursos suficientes y sostenibles a fomentar el juego y las actividades recreativas para los niños, velando por que los espacios de esparcimiento, como los patios de recreo al aire libre y los centros deportivos, sean seguros, accesibles, inclusivos y sin humo para todos los niños. 

I.
Medidas especiales de protección (arts. 22, 30, 32, 33, 35, 36,
37 b) a d) y 38 a 40)

 

Niños solicitantes de asilo, refugiados y migrantes

 

43.
El Comité celebra la adopción por el Estado parte de la Política Migratoria Integral 2020-2023 y sus protocolos, que prevén la identificación y la protección de los niños migrantes. Remitiéndose a las observaciones generales conjuntas núm. 3 y núm. 4 (2017) del Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y núm. 22 y núm. 23 (2017) del Comité de los Derechos del Niño sobre los derechos humanos de los niños en el contexto de la migración internacional, el Comité recomienda al Estado parte que: 

a)
Vele por que las autoridades públicas encargadas de los procedimientos para conceder el asilo respeten el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial en todas las decisiones relacionadas con el traslado de niños solicitantes de asilo o refugiados desde el Estado parte;

b)
Establezca marcos integrales de derivación y gestión de casos para los servicios que se ocupan de los niños, entre otras cosas en relación con la educación, la salud, la policía y el sector de la justicia, incluida la prestación de asistencia jurídica gratuita, para los niños no acompañados y separados, así como condiciones adecuadas en los centros de derivación, incluidos los centros de atención temporal para migrantes;

 


c)
Vele por que las escuelas y universidades privadas y públicas faciliten el acceso a la educación de los niños solicitantes de asilo, refugiados y migrantes, de conformidad con la legislación, y por que la falta de documentos no sea un obstáculo ni una causa de rechazo en la escuela; 

 


d)
Acelere todos los procedimientos relativos a menores no acompañados, solicitantes de asilo y refugiados, y asegure que esos procedimientos se ajusten plenamente a la Convención.

 

Niños pertenecientes a pueblos indígenas y afrodescendientes

 

44.
El Comité, remitiéndose a su observación general núm. 11 (2009), relativa a los niños indígenas y sus derechos en virtud de la Convención, recomienda al Estado parte que:

a)
Vele por que los servicios sociales del Estado parte sean conscientes y se ocupen de la situación de los niños indígenas ngobe-buglé y los niños afrodescendientes en todo el país;

 

b)
Elabore y aplique estrategias a nivel municipal y local para combatir la pobreza de los pueblos indígenas y afrodescendientes;


c)
Refuerce los recursos humanos, técnicos y financieros para asegurar la plena aplicación de la educación intercultural bilingüe e intensifique las consultas con los niños indígenas y afrodescendientes a este respecto;

 


d)
Acelere las medidas para aplicar el Decreto Ejecutivo núm. 40932‑MP‑MJP, de marzo de 2018, y vele por que se incluya a los niños indígenas y afrodescendientes en los procesos para obtener el consentimiento libre, previo e informado de los pueblos indígenas y afrodescendientes en relación con las medidas que afectan a sus vidas, y asegure que los proyectos de desarrollo, los proyectos hidroeléctricos, las actividades empresariales y la aplicación de medidas legislativas o administrativas, como el establecimiento de zonas protegidas, estén sujetos a consultas y se adhieran a la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

 

Explotación económica, incluido el trabajo infantil

 

45.
El Comité, observando con preocupación la información sobre las peores formas de trabajo infantil, en particular las niñas en el trabajo doméstico y los adolescentes en el sector informal, y tomando nota de la meta 8.7 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, recomienda al Estado parte que refuerce las medidas para identificar y prevenir el trabajo infantil mediante inspecciones laborales continuas, mecanismos de denuncia por parte de los niños y campañas de concienciación contra el trabajo doméstico de las adolescentes. 

 

Administración de la justicia juvenil

 

46.
Si bien toma nota de la legislación del Estado parte relativa a un sistema de justicia juvenil restaurativa, el Comité, remitiéndose a su observación general núm. 24 (2019), relativa a los derechos del niño en el sistema de justicia juvenil, recomienda al Estado parte que:

 

a)
Armonice totalmente su sistema de justicia juvenil con la Convención y otras normas pertinentes, aumente la edad mínima de responsabilidad penal a 14 años por lo menos y modifique la Ley núm. 7576 para garantizar la plena aplicación no discriminatoria del sistema de justicia juvenil a todos los menores de 18 años en el momento de cometerse el delito; 

 

b)
Suspenda la aplicación de la prisión preventiva a los niños;

c)
Vele por que la privación de libertad sea una medida de último recurso y dure lo menos posible y por que se revise periódicamente con miras a ponerle fin; 

d)
Siga promoviendo y asegurando la aplicación de medidas no judiciales, como la derivación, la mediación o el asesoramiento, en relación con los niños acusados de delitos, así como, siempre que sea posible, la imposición de penas no privativas de libertad a los niños, como la libertad vigilada o los trabajos comunitarios; 

 

e)
Asigne los recursos humanos, técnicos y financieros necesarios a los programas de medidas no judiciales y penas no privativas de libertad, y adopte medidas para promover y desarrollar redes de apoyo a nivel comunitario y local y programas de calidad adaptados a los adolescentes y su situación; 

 

f)
Ofrezca las debidas garantías procesales en todos los casos del sistema de justicia juvenil, revise los casos de niños internados en el hospital nacional psiquiátrico y aplique medidas no privativas de libertad. 

 

J.
Seguimiento de las anteriores observaciones finales y recomendaciones del Comité sobre la aplicación de los Protocolos Facultativos de la Convención

 

Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la rostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía

 

47.
El Comité, si bien observa con reconocimiento la labor realizada por el Estado parte para aplicar las recomendaciones que le formuló en 2007 en relación con el informe presentado por el Estado parte en virtud del Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (véase CRC/C/OPSC/CRI/CO/1), recomienda al Estado parte que:

 


a)
Acelere la aprobación del plan nacional contra la explotación sexual comercial, fortalezca la labor de los mecanismos de coordinación, en particular la Comisión Nacional Contra la Explotación Sexual Comercial, e intensifique los esfuerzos para desmantelar las redes delictivas relacionadas con la explotación sexual en el contexto del turismo; 

b)
Adopte medidas para asegurar la pronta identificación de los niños víctimas de la explotación sexual comercial, mejore la accesibilidad y disponibilidad de hogares de acogida para niños, y adopte medidas para abordar aspectos específicos relacionados con el sexo y el género de las víctimas menores de edad;

c)
Asegure los recursos humanos, técnicos y financieros adecuados y la coordinación entre las autoridades que se ocupan de la protección de los niños víctimas de la trata, en particular la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Ministerio Público, el Equipo de Respuesta Inmediata y las autoridades locales;

 

d)
Difunda información sobre los mecanismos de denuncia y protección entre los niños;

 

e)
Adopte medidas para asegurar que los delincuentes sexuales adultos que se ha determinado que suponen un riesgo no tengan contacto con niños en razón de su trabajo, y fortalezca los acuerdos bilaterales y multilaterales para identificar situaciones de riesgo y evitar que se produzcan delitos sexuales.

Protocolo Facultativo relativo a la participación de niños en los
conflictos armados

 

48.
Recordando las recomendaciones formuladas en 2007 sobre el informe del Estado parte en virtud del Protocolo Facultativo relativo a la participación de niños en los conflictos armados (CRC/C/OPAC/CRI/CO/1), el Comité recomienda al Estado parte que:

a)
Establezca la jurisdicción extraterritorial respecto del reclutamiento y la participación de niños en hostilidades, también por grupos armados no estatales, grupos de delincuencia organizada, incluidos traficantes de drogas, y la violencia de las bandas armadas, cuando esos delitos sean cometidos por o contra una persona que sea ciudadana del Estado parte o tenga otros vínculos con este;

 


b)
Intensifique los esfuerzos, entre otras cosas mediante acuerdos bilaterales y regionales, para promover una cultura de paz, impedir la participación o el reclutamiento de niños en cualquier tipo de violencia organizada, incluidos los conflictos armados no internacionales y la violencia de las bandas armadas, y promover iniciativas de consolidación de la paz; 

 


c)
Desarrolle una labor sistemática de concienciación, educación y capacitación sobre las disposiciones del Protocolo Facultativo para todos los grupos profesionales pertinentes, incluidos los que trabajan con niños solicitantes de asilo, refugiados y migrantes procedentes de países afectados por conflictos armados y por la violencia perpetrada por grupos armados no estatales;

 


d)
Identifique lo antes posible a los niños refugiados, solicitantes de asilo y migrantes que entren en el territorio del Estado parte y puedan haber sido reclutados o utilizados en hostilidades en contravención de lo dispuesto en el Protocolo, y les preste asistencia para su recuperación física y psicológica y su reintegración social, de conformidad con el artículo 6, párrafo 3, del Protocolo. 

 


K.
Ratificación de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos

 

49.
El Comité recomienda al Estado parte que, a fin de hacer aún más efectivos los derechos del niño, considere la posibilidad de ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, en la que aún no es parte.

L.
Cooperación con órganos regionales

 

50.
El Comité recomienda al Estado parte que coopere con la Organización de los Estados Americanos (OEA) en la aplicación de la Convención y otros instrumentos de derechos humanos, tanto en el Estado parte como en otros Estados miembros de la OEA. 


IV.
Aplicación y presentación de informes

 


A.
Seguimiento y difusión

 

51.
El Comité recomienda al Estado parte que adopte todas las medidas apropiadas para lograr que las recomendaciones que figuran en las presentes observaciones finales se lleven plenamente a la práctica. También recomienda que los informes periódicos quinto y sexto combinados, las respuestas escritas a la lista de cuestiones y las presentes observaciones finales se difundan ampliamente en los idiomas del país, incluidas las lenguas indígenas, la lengua de señas de Costa Rica y en formatos accesibles, en particular de lectura fácil. 

B.
Mecanismo nacional para la presentación de informes
y el seguimiento 

 

52.
El Comité recomienda al Estado parte que dote de un apoyo adecuado y personal especializado a la Comisión Interinstitucional de Derechos Humanos, fortaleciendo su capacidad para consultar de manera sistemática con la institución nacional de derechos humanos y la sociedad civil, incluidas las organizaciones de niños y jóvenes.

 


C.
Próximo informe 

 

53.
El Comité invita al Estado parte a que presente sus informes periódicos séptimo y octavo combinados a más tardar el 19 de septiembre de 2025 e incluya en él información sobre el seguimiento que haya dado a las presentes observaciones finales. El informe debe ajustarse a las directrices armonizadas del Comité para la presentación de informes relativos a la Convención aprobadas el 31 de enero de 2014 (CRC/C/58/Rev.3) y no debe exceder de 21.200 palabras (véase la resolución 68/268 de la Asamblea General, párr. 16). En caso de que un informe sobrepase la extensión establecida, se pedirá al Estado parte que lo abrevie con arreglo a la mencionada resolución. Si el Estado parte no puede revisar y presentar de nuevo dicho informe, no podrá garantizarse su traducción para que lo examine el órgano del tratado. “

 

2. Instar a las instancias judiciales para que, en el ámbito de su competencia, incorporen acciones que permitan el avance y cumplimiento de las recomendaciones emitidas por el Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas.

 

3. Fomentar las audiencias virtuales, haciendo uso del Protocolo para la realización de videoconferencias en procesos penales en materia Penal Juvenil, aprobado por Corte Plena, en la sesión 27-2020, celebrada el día 18 de mayo, artículo VII.

 

4. Solicitar a las instancias judiciales que brinden información cuando la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales así lo solicite, incluyendo insumos y datos para la elaboración de informes de Estado que deban rendirse ante instancias institucionales, nacionales e internacionales y disponibilidad para la defensa de informes cuando así se requiera.

 

 

 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 19 de agosto de 2020.-

 

 

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Nickole, (8192-2020)

[*]
*
Aprobadas por el Comité en su 83er período de sesiones (20 de enero a 7 de febrero de 2020).

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 21:11:56.
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CIRCULAR No. 209-2020

Asunto: Reiteración de la circular N°197-2020 “Protocolo para la Gestión Institucional de Equipos de Protección Personal por Covid 19.

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LE HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión N° 91-2020, celebrada el 17 de setiembre de 2020, artículo LVI, dispuso reiterar la Circular N°197-2020 referente al “Protocolo para la Gestión Institucional de Equipos de Protección Personal por Covid 19 que dice:

DGH-007 PROTOCOLO PARA LA GESTIÓN INSTITUCIONAL DE EQUIPOS DE PROTECCIÓN PERSONAL POR COVID 19. 
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PRÓLOGO 

En el marco de la declaratoria de estado emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, oficializada mediante Decreto Ejecutivo 42227-MP-S producto del COVID-19 y dadas las características de la pandemia y las formas diversas del contagio del virus, se han definido medidas sanitarias preventivas por parte del Ministerio de Salud, como ente rector en el contexto de esta fase de respuesta y ante un contagio en un centro de trabajo.

En línea con las directrices sanitarias, el Poder Judicial de Costa Rica ha tomado la decisión de formular los protocolos que sean necesarios, a fin de proteger la vida y salud del personal judicial y las personas usuarias, tal y como lo dispuso la Corte Plena en N° 26-2020 del 13 de mayo de 2020. 

Este Protocolo contiene los requerimientos para la gestión institucional de equipos de protección personal (en adelante EPP) que se deben tener en las oficinas y despachos judiciales en el contexto de la pandemia Covid-19.

OBJETIVO Y CAMPO DE APLICACIÓN

Orientar a las jefaturas de las distintas oficinas judiciales y centros gestores, sobre los requerimientos en la gestión institucional de EPP que se deben tener para brindar el servicio de administración de justicia, resguardando la salud y seguridad de las personas trabajadoras con la finalidad de reducir el riesgo de contagio por Covid-19.

La aplicación del presente protocolo va dirigida a los diferentes ámbitos y oficinas judiciales en todo el país.

El presente protocolo no genera modificaciones para el equipo de protección personal empleado actualmente en aquellas oficinas y clases de puesto que, por las tareas y funciones propias del cargo, requieran utilizar equipo de protección personal especial, siempre que éste genere protección contra el riesgo de contagio por Covid-19, sino tendría que complementarse con lo expuesto en este documento, como parte del análisis de riesgos efectuado para el mismo.

DOCUMENTOS Y LINEAMIENTOS DE REFERENCIA

Decreto Ejecutivo 42317-MTSS-S: Activación de protocolos y medidas sanitarias en los centros de trabajo por parte de las comisiones y oficinas o departamentos de salud ocupacional ante el COVID-19.

·                  Guía para la prevención, mitigación y continuidad del negocio por la pandemia del covid-19 en los centros de trabajo.

·                  Directriz N °082-MP-S “Sobre los Protocolos para la Reactivación y Continuidad de los Sectores durante el Estado de Emergencia Nacional por COVID-19".

·                  INTE/DN-MP-S-19:2020 “Requisitos para la elaboración de protocolos sectoriales para la implementación de Directrices y Lineamientos sanitarios para COVID-19”.

·                  Anexo 1 Plantilla para elaborar el protocolo sectorial. V.2_5_2020 (1).

·                  Circulares: 66, 67, 73, 82, 97, 100, 101,130, 150, 166-2020 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia.

·                  Circular 91-2020 de la Dirección Ejecutiva

·                  INTE S71:2020. Ropa de protección contra productos químicos líquidos. Requisitos de presentaciones para la ropa de protección química que ofrece protección limitada contra productos químicos líquidos (equipos del tipo 6).

·                  INTE S74:2020. Protección individual de los ojos. Especificaciones.

·                  INTE S75:2020 Guantes de protección. Requisitos generales y métodos de ensayos.

·                  INTE S76:2020 Mascarillas quirúrgicas. Requisitos y métodos de ensayo.

·                  INTE S78:2020 Guantes médicos para un solo uso. Parte 3: Requisitos y ensayos para la evaluación biológica.

·                  INTE ES S79-1:2020 Mascarillas higiénicas no reutilizables. Requisitos de materiales, diseño, confección, etiquetado y uso. Parte 1: Para uso en adultos.

·                  INTE ES S80:2020 Mascarillas higiénicas reutilizables para adultos y niños. Requisitos de materiales, diseño, confección, etiquetado y uso.

·                  INTE ES S82:2020.  Limpieza y desinfección de ambientes COVID 19.

·                  INTE/ISO 13688:2019 Ropa de protección. Requisitos generales.

·                  Versión 1, 13 de mazo 2020 Lineamientos generales para el manejo de los cadáveres que requieren autopsia médico legal en los casos en investigación, probables o confirmados de COVID-19 en el marco de la alerta sanitaria por Coronavirus (COVID-19). 

·                  DGH-001 Protocolo de reingreso para la población judicial en vacaciones que se encuentra en grupo de riesgo.

·                  DGH-0003. Protocolo de desinfección y limpieza de las instalaciones judiciales ante COVID 19.

·                  DGH0-004. Protocolo de Condiciones de Trabajo por COVID 19.

·                  DGH-006 Protocolo de traslado e ingreso de las personas servidoras judiciales a las instalaciones. 

·                  DGH-010 Protocolo para personas que efectúan labores fuera de instalaciones judiciales en ámbito auxiliar de justicia. 

·                  DGH-011 Protocolo para personas que efectúan labores fuera de instalaciones judiciales en ámbito administrativo y jurisdiccional. 

·                  LS-PG-016. Lineamientos General sobre el uso de mascarilla y caretas a nivel comunitario en el marco de la alerta por (COVID-19), Versión: 001, 26 de junio del 2020. 

·                  LS-SS-006. Lineamientos generales para el uso del Equipo de Protección Personal (EPP), para prevenir la exposición al COVID-19 en servicios de salud, centros de trabajo y uso mascarillas de uso comunitario, Versión: 007, 30 de junio del 2020.

·                  Decreto 42603-S, publicado en Gaceta 224-2020 alcance 236, Uso obligatorio de mascarillas en espacios cerrados a partir del 09 de setiembre del 2020.

 

DEFINICIONES Y ABREVIATURAS

3.1 Coronavirus (CoV)

son una amplia familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del Síndrome Respiratorio de Oriente Medio (MERS-CoV) y el que ocasiona el Síndrome Respiratorio Agudo Severo (SARS-CoV). El coronavirus nuevo es un virus que no había sido identificado previamente en humanos.

3.2 COVID-19: 

es la enfermedad infecciosa causada por el coronavirus que se ha descubierto más recientemente, se transmite por contacto con otra persona que esté infectada por el virus. La enfermedad puede propagarse de persona a persona a través de las gotículas procedentes de la nariz o la boca que salen despedidas cuando una persona infectada habla, tose o estornuda, también si estas gotas caen sobre los objetos y superficies que rodean a la persona, de modo que otras personas pueden tocar estos objetos o superficies y luego se tocan los ojos, la nariz o la boca (OPS/O Ministerio de Salud, 2020).

3.3 Persona vulnerable: 

persona trabajadora que debido a características individuales pueda formar parte de uno de los grupos considerados vulnerables para enfermedad grave por COVID-19: persona mayor de 60 años, persona embarazada, persona fumadora, persona con obesidad mórbida (índice de masa corporal >40, o un peso mayor a 45 kg de lo recomendado).

3.4 Factor de riesgo: 

persona trabajadora que sea portadora de al menos uno de los factores considerados de riesgo para enfermedad grave por COVID-19, ya sea persona con riesgo de enfermedad severa (controlada o no controlada) o persona inmunocomprometida.

3.5 Nivel de exposición laboral: 

potencial exposición que podría tener la persona trabajadora a COVID-19 en el desarrollo de su trabajo.

3.6 Equipos de Protección Personal (EPP): 

elemento, dispositivo especialmente diseñado y fabricado para preservar el cuerpo humano, en todo o en parte, de riesgos a los que se expone la persona trabajadora con el fin de evitar accidentes y/o enfermedades laborales.

3.7 Gestión institucional de EPP: 

lineamientos establecidos en el Poder Judicial, para la adquisición, uso, manipulación y disposición final de EPP, con el fin de prevenir la generación de enfermedad por COVID-19 en el personal judicial y personas usuarias mediante el cumplimiento de los requerimientos establecidos por las autoridades sanitarias nacionales y normativa nacional y adoptada vinculante.

3.8 Mascarilla comunitaria: 

se instruye el uso de mascarillas o careta de forma obligatoria cuando las personas visitan centros de salud, cárceles, centros de atención de personas que consumen sustancias psicoactivas o centros de atención de población que posea factores de riesgo, personas que laboran en centros de llamadas (call center) que comparten cubículos de trabajo. Las mascarillas pueden ser quirúrgicas o de tela y las caretas deben tener cobertura facial general, ya que es importante que cubra adecuadamente boca y nariz. Las mascarillas comunitarias no reemplazan los protocolos de estornudo, lavado de manos y la aplicación del distanciamiento físico.

3.9 Mascarilla higiénica: 

producto tanto reutilizable como desechable que cubre la boca, nariz y barbilla provisto de un arnés de cabeza que puede rodear la cabeza o sujetarse en las orejas.  Sirven de barrera en ambos sentidos para la reducción del riesgo de contagios por la COVID-19 según lo establecido en la norma INTE ES S80:2020.

.10 Mascarilla quirúrgica: 

producto sanitario que cubre la boca y la nariz y que proporciona una barrera para minimizar la transmisión directa de agentes infecciosos entre el personal quirúrgico y el paciente. 

3.11 Respirador N95:  

elemento protector utilizado a nivel respiratorio, con capacidad de filtración de 95% de las partículas no aceitosas existentes en el aire, permite la protección de nariz, boca y barbilla provisto de arnés que puede rodear la cabeza o sujetarse en las orejas. Este elemento protector cumple con estándares del Instituto Nacional para la Seguridad y Salud Ocupacional de los Estados Unidos (NIOSH por sus siglas en inglés). 

.12 Caretas de protección facial:

producto que permiten la protección de ojos y total de la cara, contra la proyección de partículas, gotículas, bioaerosoles y otros cuerpos extraños. 

3.13. Espacio Cerrado: 

comprende las áreas internas de las edificaciones judiciales como: despachos y oficinas judiciales, áreas comunes, salas de juicio, salas de reuniones y capacitación u otros similares.

PRINCIPIOS

Todas las personas que laboramos en el Poder Judicial de Costa Rica, nos comprometemos en el contexto de la pandemia COVID 19, a reforzar esfuerzos para garantizar el cumplimiento de nuestros valores institucionales, que se citan a continuación: 

·                  Compromiso.

·                  Iniciativa.

·                  Responsabilidad.

·                  Excelencia.

·                  Integridad. 

·                  Honradez.

PROTOCOLO PARA LA GESTIÓN INSTITUCIONAL DE EQUIPOS DE PROTECCIÓN PERSONAL (EPP) POR LA PANDEMIA COVID 19.

5.1 Adquisición

5.1.1 Adquisición propia: Cuando el personal judicial adquiere el equipo de protección por su propia cuenta, deberá contar con las especificaciones mínimas requeridas para una protección efectiva y duradera según lo establecido por el Ministerio de Salud. El mismo deberá ser utilizado desde que sale de su casa al centro de trabajo y viceversa, según se detalla en el protocolo DGH-006 Traslado e ingreso de las personas servidoras judiciales a las instalaciones.

5.1.2 Entrega por parte del Poder Judicial: Cuando el equipo de protección personal es entregado por la institución, el personal judicial deberá utilizarlo de forma obligatoria según se disponga así como responsabilidad directa de la jefatura inmediata velar por el cumplimiento de lo establecido en este protocolo, con el fin de reducir la capacidad de contagio dentro de la institución como de forma externa, para aquellos puestos que efectúan labores fuera de las instalaciones judiciales, tal y como se dispone en el protocolo DGH-004 Condiciones de trabajo por COVID-19 y comunicado mediante circular 150-2020 del Consejo Superior.

5.1.3 Contratistas permanentes y visitantes:  Para esta población en particular, considerando que a pesar de que el Poder Judicial no es su patrono directo pero que laboran de forma permanentemente o transitoria en instalaciones judiciales, se deberá adoptar y suministrar por las empresas contratadas la protección personal que se defina en este protocolo. En el caso de las personas visitantes y usuarias, se deberá adoptar la protección personal básica dispuesta por el Ministerio de Salud.  

Recomendaciones generales durante el uso del equipo de protección personal

5.1 El uso de mascarilla es obligatorio en espacios cerrados, según lo dispuesto por el Ministerio de Salud. La careta facial podrá utilizarse como medida complementaria, para los casos que se indican en el cuadro 1. 

5.2 No sustituye las medidas de prevención conocidas e informadas (distanciamiento social, barreras físicas, protocolo de lavado de manos o higienizado de las mismas y demás). 

5.3 Los equipos de protección personal es recomendable que se encuentren certificados en el contexto nacional e internacional en concordancia con el nivel de riesgo.

5.4 Según lineamientos del Ministerio de Salud es obligatorio el uso de mascarillas o caretas para las personas que visitan los Servicio de Salud y cárceles.

5.5 Previo a utilizar mascarillas, respiradores, caretas faciales o guantes es necesario realizar el lavado de manos con agua y jabón o desinfección de estas con alcohol en gel con el fin de no contaminar el equipo por emplear.

5.6 Previo a utilizar mascarillas, respiradores, caretas faciales o cualquier otro equipo de protección debe examinarse visualmente para corroborar el buen estado de este.

5.7 El equipo de protección será entregado a cada persona, en la cantidad requerida según sea el grado de exposición y su uso dependerá de lo establecido en este protocolo. 

5.8 No se podrá regalar, intercambiar ni transferir a terceros (uso estrictamente individual).

5.9 Para el uso de guantes desechables se recomienda que se retire los accesorios de las manos (anillos, pulseras y otros) para garantizar la protección y el adecuado funcionamiento de dicho equipo. 

5.10 Una vez colocados los guantes, no debe tocarse los ojos, nariz o boca sino se ha desinfectado previamente con solución alcohólica o alcohol en gel o se realizó lavado de manos (con los guantes) con agua y jabón. 

5.11En el caso de la mascarilla, una vez ajustada, no debe ser manipulada con las manos. Si la persona usuaria necesita tocar la mascarilla, deberá lavarse las manos con agua y jabón o desinfectarlas con solución alcohólica o alcohol en gel posterior a manipularla.

5.12 Se recomienda que, si la persona servidora tiene el cabello largo, el mismo se debe amarrar antes de proceder con la colocación del equipo de protección.

5.13 En los casos en que la mascarilla N95 o N99 se recomiende, según el puesto de trabajo, y sea empleada por personal masculino, se requiere que dicha persona no cuente con barba o está se encuentre recortada, según se muestra en el anexo 1, esto con el fin de lograr un ajuste y sello adecuado del equipo.

5.14 Cuando se emplee careta facial, esta debe quedar perfectamente ajustada a la cabeza y con la pantalla totalmente en disposición vertical.

5.15 En caso de las pantallas faciales, estas deberán ser de protección a 180 grados y de igual manera es recomendable que la persona trabajadora tenga la cara libre de vello facial (sin barba y bigote).

Uso y manipulación:

5.1 Tipos de vello facial permitidos para uso correcto de respirador N95, según CDC/NIOSH (ver anexo 1).

5.2 La forma correcta de colocar y retirar los guantes descartables se describe en el anexo 2.

5.3 La colocación correcta de la careta de protección facial se describe en el anexo 3.

5.4 La forma correcta de colocar y retirar la mascarilla quirúrgica se describe en el anexo 4.

5.5 La colocación y retiro correcto del respirador N95 se muestra en el anexo 5.

5.6 Al utilizar mascarillas N95 o N99 se debe realizar las pruebas de presión negativa y positiva para confirmar el adecuado sellado y, por tanto, el uso adecuado del equipo (ver anexo 5 y anexo 6). 

5.7 La colocación del equipo de protección personal empleado durante la realización de limpieza y desinfección de las instalaciones judiciales se muestra en el anexo 7.

5.8 El retiro del equipo de protección personal empleado durante la realización de limpieza y desinfección de las instalaciones judiciales se muestra en el anexo 8.

5.9 La colocación del equipo de protección personal empleado por el profesional sanitario con nivel de exposición laboral 4, se muestra en el anexo 9.

5.10 El retiro del equipo de protección personal empleado por el profesional sanitario con nivel de exposición laboral 4, se muestra en el anexo 10.

5.11 Especificaciones técnicas requeridas para equipos de protección personal, ver anexo 11.

Excepciones sobre el uso de mascarillas

5.1 Personas que presenten problemas respiratorios debidamente diagnosticados. 

5.2 Personas que no sean capaces de quitársela por sí mismas la mascarilla. 

5.3 Personas con discapacidad intelectual o psicosocial en las cuales el uso de mascarilla no sea bien comprendido o puedan causarle ansiedad y crisis emocionales. 

5.4 Personas con discapacidad física que no puedan de manera autónoma ponerse o quitarse la mascarilla. 

Lineamientos para utilización del equipo de protección personal según puesto

5.1 La recomendación de uso de equipo de protección personal según puesto de trabajo o exposición se indica en la tabla 1.

5.2 En el caso de contratistas y personas usuarias, deberán  utilizar mascarilla mientras se mantenga dentro de las instalaciones judiciales realizando alguna gestión. Cabe indicar que los mismos deberán ser por adquisición propia.

Cuadro 1. Equipos de Protección personal por utilizar según el tipo de puesto y nivel de exposición laboral.

		Nivel de Exposición Laboral
[1]

		Puesto

		Equipo de Protección



		 

		Persona con síntomas respiratorios.

		Mascarilla.

 



		 

		Personal judicial durante el traslado del domicilio al trabajo y viceversa

		Se deberá proceder según lo dispuesto en el protocolo DGH-006 Traslado e ingreso de las personas servidoras judiciales a las instalaciones. 

El EPP deberá ser adquirido por la persona servidora.



		 

		Espacios cerrados

		 

Mascarilla.



		Nivel 2

		Choferes

		Mascarilla



		

		Jueces, Fiscales, Defensores Públicos durante audiencias y juicios

		Mascarilla 



		

		Profesionales que efectúan labores de campo dentro de las instalaciones judiciales

		Mascarilla 



		

		Personal de limpieza rutinaria

		Mascarilla, careta facial, uniforme de trabajo y guantes



		

		Línea 800, Centro de Intervención de llamadas y demás centros de llamadas que comparten cubículos de trabajo

		Mascarilla



		

		Informática, telemática y técnicos especializados que brindan soporte presencial.

		Mascarilla.



		Nivel 3

		Personal en atención de público.

		Mascarilla.



		

		Personal que reciben denuncias

		



		

		Oficinas que reciben documentos (hojas de delincuencia y recepción de documentos)

		Mascarilla.

Cuando el documento deba ser manipulado, se recomienda preferiblemente el higienizado de manos con agua y jabón o en su efecto solución alcohólica o alcohol en gel. De no ser posible, se recomienda el uso de guantes en cumplimiento de los lineamientos generales establecidos en el presente protocolo.



		

		Personal custodio de las Secciones de cárceles

		Mascarilla, careta facial, guantes.

 



		

		Oficiales Seguridad 

		



		

		Personal en puestos policiales que realizan allanamientos, levantamiento de cuerpos.

		Mascarilla, careta facial (de ser posible) o lentes de protección.



		

		Personal técnico en comunicaciones judiciales.

		Mascarilla y careta facial

 

Se recomienda el uso de guantes en aquellas tareas o labores de campo en las cuales se tenga un contacto directo con personas fuera de las instalaciones judiciales.

 



		

		Fiscalía, Defensa Pública y Jueces que realizan allanamientos, levantamiento de cuerpos.

		



		

		Peritos judiciales de Trabajo Social, Psicología y ramas afines.

		



		

		Profesionales que efectúan labores de campo fuera de las instalaciones

		



		

		Personal sanitario que realiza tareas con pacientes sin síntomas respiratorios:

·                  Personal médico de Judicatura, Departamento de Medicina Legal y Servicios de Salud.

·                  Personal Técnico Laboratorio durante la toma de muestras

·                  Personal de enfermería del Departamento de Medicina Legal y Servicios de Salud

·                  Personal médico que brinda servicios contratados en Administraciones Regionales
[2]

		Mascarillas y lentes o caretas

 



		Nivel 4

		Personal de limpieza profunda

		Según lo establecido en DHG-03. Protocolo de limpieza y desinfección de las instalaciones judiciales ante COVID 19.



		

		Personal sanitario: 

·                  Servicios de Salud

·                  Dpto. Ciencias Forenses, 

·                  Dpto. Medicina Legal tanto en San Joaquín como Unidades Medico Legales ubicadas a nivel regional.

		Con asistencia directa a pacientes sintomáticos respiratorios o casos posibles, probables o confirmados; personal que realice procedimientos generadores de aerosoles, o personal que podrían tener contacto con cadáveres con fallecimiento asociado a COVID u otras patologías respiratorias
[3]: Respiradores N95 o superiores, caretas faciales o lentes de protección, gorros, batas de bioseguridad 3, cubrebotas y guantes.

 



		 

		Personal de la sección de cárceles del OIJ que deban tener contacto directo con casos positivos requeridos por la autoridad judicial.

		Mascarilla Quirúrgica, caretas faciales o lentes de protección, gorros, batas de bioseguridad 3, cubrebotas y guantes.





Lineamientos de limpieza y desinfección de equipos de protección reutilizables

1.                                                                 Al utilizar equipo de protección personal reutilizables, se debe limpiar y desinfectar según las recomendaciones brindadas por el fabricante para cada uno de los equipos y se guardarán según se disponga dentro de la jornada laboral o al finalizar el día.

2.                                                                 Posterior a utilizar la careta, lave cada uno de sus componentes con jabón líquido neutro, séquela con un trapo de algodón, microfibra o toalla de papel para evitar ralladuras y desgaste. Luego, guárdela en un lugar limpio y seco donde no se contamine.  Además, se recomienda efectuar una desinfección esporádica con soluciones alcohólicas de concentración 70º o superior ya que la aplicación continua o muy frecuente de estos productos podrían afectar el visor de la careta.  No utilice alcohol ni otras sustancias abrasivas, a menos que el fabricante de esta lo establezca dentro de las instrucciones de limpieza y desinfección del equipo.

3.                                                                 Si se emplea lentes de protección (goggles) se deberá depositar en un recipiente para su limpieza que contenga solución de agua con jabón líquido pH neutro, destinado para ese fin. Luego, se enjuaga el agua jabonosa y para su desinfección se sumerge en una solución que contenga una concentración de hipoclorito de sodio al 0.05% por un periodo no mayor a 5 minutos (2 cucharaditas de cloro comercial al 5% en 990 ml de agua). Luego se enjuaga nuevamente con agua.

4.                                                                 Al utilizar guantes reutilizables se deberán desinfectar según lo establecido en el Protocolo de limpieza y desinfección de las instalaciones judiciales ante COVID 19, relacionado con el uso de implementos de limpieza reutilizables.

5.                                                                 En cuanto a las mascarillas de tela reutilizables, debe lavarse después de su uso con agua y jabón, no dejar en remojo y secar bajo la sombra. Evite usarla si está húmeda.

Almacenamiento

6.                                                                 Las mascarillas de tela reutilizables deberán almacenarse en un lugar seco, hermético, evitando el contacto con cualquier superficie.

7.                                                                 Se deberá guardar las cajas, bolsas, empaques u otros elementos que contengan los equipos de protección asignados. 

8.                                                                 Evitar almacenar los equipos de protección en lugares con temperaturas altas y humedad.

 

Disposición final

9.                                                                 Cuando el equipo de protección cumpla con su vida útil (indicada por el fabricante), se podrán eliminar como residuos sólidos asimilables, los que deben ser entregados al servicio de recolección de residuos municipal, asegurándose de disponerlos en doble bolsa plástica resistente, evitando que su contenido pueda dispersarse durante su almacenamiento y traslado a un sitio de eliminación final autorizado. En este se incluyen los equipos de protección personal utilizados durante la limpieza y desinfección de instalaciones judiciales, según lo establecido en el DGH-003. Protocolo de limpieza y desinfección de las instalaciones judiciales ante el Covid y la norma INTE ES S82:2020.

 

10.                                                             En el caso de que los guantes, bata desechable, cubre bocas estén contaminados con fluidos bioinfecciosos (vómito, sangre, expectoraciones, heces), se debe desechar según Reglamento sobre Gestión de Desechos Infectocontagiosos del Ministerio de Salud.  En estos se incluyen los equipos de protección personal utilizados por personal sanitario durante la atención de pacientes.

 

11.                                                             Las mascarillas se desecharán en un contenedor con tapa provisto de doble bolsa de plástico, se recomienda para preservar el contenido de la primera bolsa en caso de desgarro de la bolsa exterior. La bolsa separada del reciclaje. Las mascarillas deberán serán revisadas visualmente para desechar definitivamente aquellos que presenten las siguientes características: manchado (sangre, líquidos corporales, etc.), roturas del filtro o de las bandas elásticas.

COMUNICACIÓN

La comunicación del presente protocolo será desarrollada por la Dirección de Gestión Humana en conjunto con el Departamento de Prensa y Comunicación, una vez que se cuente con las aprobaciones respectivas. 

 

A través de cápsulas informativas y de las páginas de los subprocesos de Servicios de Salud y Salud Ocupacional, se dispondrá de información para la capacitación del personal para la manipulación, utilización, almacenamiento y disposición final de los equipos de protección del personal, con el fin de que la persona usuaria de dichos implementos cuente con las herramientas para garantizar su salud y seguridad laboral.

SEGUIMIENTO 

Una vez que se cuente con la aprobación del presente protocolo, en cumplimiento de los artículos 285 y 286 del Título Cuarto del Código de Trabajo “De la protección a los trabajadores durante el ejercicio del trabajo” y artículos 6 y 7 del capítulo 3 del Reglamento General de Seguridad e Higiene del Trabajo, será obligación de la persona servidora el uso, manipulación y disposición final adecuada de los equipos de protección personal que sean entregados por parte del Poder Judicial. Asimismo, será responsabilidad directa de las jefaturas inmediatas de las oficinas judiciales y centros de gestores velar por el cumplimiento del presente protocolo y en aquellos casos que se estime atinente, se deberá proceder disciplinariamente según corresponda. 

Finalmente, el Subproceso de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana estará brindando la asesoría que se estime requerida.

ANEXOS

Anexo 1. Estilos de vello facial y los respiradores N95 o N99
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Anexo 2. Cómo colocarse y retirarse los guantes.
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Anexo 3.  La colocación correcta de la careta de protección facial
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Anexo 4. Forma correcta de colocar y retirar la mascarilla quirúrgica.
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Anexo 5. La colocación y retiro correcto del respirador N95
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Anexo 6. Pruebas de presión negativa y positiva en respiradores N 95 o N 99 para confirmar el adecuado sellado.
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Anexo 7. Colocación del equipo de protección de personal durante la limpieza y desinfección de las instalaciones judiciales
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Anexo 8. Retiro del equipo de protección de personal durante la limpieza y desinfección de las instalaciones judiciales
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Anexo 9. Colocación del equipo de protección del personal sanitario con nivel de exposición laboral 4
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Anexo 10. Retiro del equipo de protección del personal sanitario con nivel de exposición laboral 4
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Anexo 11. Especificaciones técnicas para la adquisición de los equipos de protección personal.

 

		Tipo de EPP

		Especificación técnica requerida



		Caretas faciales

		·                  Protector de Policarbonato de 0.80 mm de espesor de 31.3 cm de ancho por 20 cm de alto diseñado para ofrecer la movilidad necesaria, diseño ergonómico para mejor movilidad de la cabeza de tal manera que al voltear el rostro de izquierda a derecha o viceversa, el mismo no impacte en los hombros o si se inclina la cabeza hacia abajo no pegue al pecho. Con excelente transparencia, resistente al impacto y de fácil esterilización

·                  Banda especial ajustable entre 68 y 70 cm de largo por 3.3 cm de ancho, con cierre de velcro de 11 cm de ajuste. De tela tipo malla polyester que proporciona suavidad y acolchado, en su interior una lámina que da cuerpo a la banda y además tiene efecto anti aspirante, lo que permite capturar y evaporar la humedad y mantener la temperatura adecuada y dejar la piel ultra seca.

·                  Visera de gran cobertura para máxima protección.

·                  Utilizable con mascarilla y protección para los ojos.

·                  Con broches Galvanizados a presión que permite subir o bajar el policarbonato protector.

·                  Deseable: Cumplimiento con normativa internacional aplicable.



		Mascarilla Quirúrgica

		·                  Igual o superior a la marca Ambiderm, código E300106030

·                  Mascarilla quirúrgica rectangular

·                  De tres pliegos.

·                  Con filtro bacterial.

·                  Tela no tejida.

·                  Eficiencia de filtración bacteriana.

·                  Resistente a líquidos.

·                  No estéril, desechable.

·                  Con puente nasal para mejorar el ajuste al contorno de la nariz.

·                  Con sujeción por medio de tiras que se deslizan hacia las orejas.

·                  Presentación caja con 50 unidades.



		Mascarilla de tela

		·                  Cubre en su totalidad la nariz, boca y barbilla.

·                  Permite la sujeción a la cabeza o a las orejas mediante una banda, cinta o cordón.

·                  Eficacia de filtración bacteriana (%) ≥ 90.

·                  Respirabilidad (Presión diferencial), (Pa/cm2) < 60.

·                  Confeccionada con mínimo tres capas de tela, donde la central sea anti fluidos (comprobable).

·                  Embalado, etiquetado e instrucciones de uso de conformidad con lo indicado en la norma INTE ES S80:2020.



		Respirador N95 o superior

		·                  Capacidad filtrante de mínimo 95%.

·                  Certificado por estándar NIOSH (Instituto Nacional de Salud Ocupacional de los Estados Unidos).

·                  Estilo tradicional estilo copa.

·                  Descartable. 

·                  Clip nasal de fácil ajuste.

·                  Combinable con careta facial y lentes de prescripción.



		Guantes no estériles

		·                  Iguales o superiores a Microflex Supreno SE 690 de Ansell

·                  Elaborados en nitrilo

·                  Desechables

·                  Hipoalergénicos

·                  Libre de polvo

·                  Puño con reborde

·                  Alta resistencia a roturas y perforaciones

·                  Excelente elasticidad para minimizar la fatiga

·                  Liso

·                  Puntas texturizadas

·                  Ambidiestro

·                  Empacado en la caja dispensadora de 100 unidades

·                  Debe cumplir con los estándares ASTM y FDA

·                  AQL 0.65

·                  Resistencia a la tensión: 7 ± 1 Mpa

·                  Alargamiento a la ruptura: 400% (mín.)

·                  Espesor: 4.0 ± 0.5 mili pulgadas

·                  Debe cumplir con la norma de calidad ISO 13485

·                  Categoría III

·                  Certificado EN 374 y EN 420

·                  Cumplimiento de norma NFPA 1999 (2013)

·                  Aportar ficha técnica del fabricante en español

·                  Presentar muestras para revisión de la Oficina de Salud Ocupacional

·                  Tallas S, M y L



		Trajes completos para limpieza profunda

		·                  Los materiales del traje entero cumplen con lo dispuesto en la norma INTE S71-2020.

·                  La resistencia en general del traje cumple con lo dispuesto en la norma INTE S71-2020.

·                  El traje permite la movilidad de movimiento y comodidad tal y como lo solicita la norma INTE S71-2020.

·                  El traje no cuenta con compartimientos (bolsas) que puedan generar que los bioaerosoles se acumulen en el traje en cumplimiento de la norma INTE S71-2020.

·                  El etiquetado del traje cumple con la información suministrada en la norma INTE S71-2020.





Fuente: Recopilación de especificaciones técnicas aportadas por Departamento Proveeduría, Departamento de Servicios Generales, Subproceso Salud Ocupacional, junio 2020.

 

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 13 de octubre de 2020.

 

 

 

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 10736-19

Randall Orozco Salazar.

[1] Según lo establecido en el “DGH-001 Protocolo de reingreso para la población judicial en vacaciones que se encuentra en grupo de riesgo”.

[2] En este caso el equipo de protección no sería proporcionado por el Poder Judicial

[3] 
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                      Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

CIRCULAR No. 227-2020 

 

Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN PROCESOS JUDICIALES DONDE SE DISPONEN PUESTAS EN POSESIÓN Y DESALOJOS EN LOS QUE INTERVENGAN PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD

 

SE LES HACE SABER QUE: 

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 95-2020, celebrada el 6 de octubre de 2020, artículo XLIX, acordó comunicar a todos los despachos judiciales del país que tramitan procesos judiciales donde se disponen puestas en posesión y desalojos en los que intervengan personas en situación de vulnerabilidad, y con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se insta a las personas servidoras judiciales vinculadas con la tramitación y ejecución de desalojos y puestas en posesión para que, a fin de garantizar el acceso a la justicia, en especial de las personas en situación de vulnerabilidad, cumplan con lo siguiente:

 

1.                  Si en la puesta en posesión y el desalojo están involucradas personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, tales como indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores, menores de edad, u otras, o bien, se trate de personas en quienes confluyan varias causas de vulnerabilidad, en los términos dispuestos en la Circular 173-19 sobre las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-2008) actualizada en 2019 (Quito, Ecuador), debe tomarse en consideración la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población; así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe, en especial, la Convención de CEDAW y de Belem do Pará para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres. En general, debe evitarse ejecutar desalojos compulsivos.

 

2.                  Si en el desalojo y puesta en posesión están involucrados niños o niñas deberá coordinarse previamente con el Patronato Nacional de la Infancia; si se trata de personas adultas mayores, con el Consejo Nacional de Personas Adultas Mayores; si son personas en situación de discapacidad con el Consejo Nacional de Discapacidad; y así sucesivamente en relación con las demás poblaciones.

 

3.                  En general, deben tomarse las medidas legalmente dispuestas para el resguardo de los animales, plantaciones y bienes de las personas a desalojar, considerando las previsiones necesarias para tal fin.

 

4.                  Reiterar la importancia de que desde el inicio del proceso se identifique en los procesos judiciales la presencia de personas usuarias en situación de vulnerabilidad para que quede consignado a efecto de que, a partir del comienzo de la tramitación se tomen todas las previsiones que sean necesarias para garantizar los derechos consagrados en la normativa nacional e internacional. En especial, se alimenten las estadísticas institucionales debidamente, garantizándose así contar con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información.

 

5.                  Tratándose de personas indígenas quienes estén involucradas, en forma previa a la emisión y ejecución de la orden de desalojos y/o puestas en posesión, deberán considerarse los derechos de esta población, consagrados en los instrumentos internacionales de derechos humanos y demás normativa nacional, entre ellos, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, a saber:

 

a.                En forma previa a ejecutar, u ordenar a la fuerza pública practicar una puesta en posesión o un desalojo, debe procederse con las acciones de coordinación dispuestas en la Circular 103-2020 denominada “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, Artículo XVIII, en atención a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 declarada vía Decreto Ejecutivo 42227-MSP-S de 6 de marzo de 2020, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020. El Plan de Acción se encuentra en la dirección electrónica: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. 

 

b.                Garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, aplicando el Derecho Indígena -siempre y cuando no transgreda los derechos humanos- así como sus costumbres y cosmovisión, conforme a la normativa nacional e internacional, en especial, el artículo 1 de la Constitución Política, que declara a Costa Rica como una República multiétnica y pluricultural. De ser necesario podrá requerirse un peritaje antropológico, para garantizar, proteger y tutelar los derechos humanos de los pueblos indígenas, conforme lo dispone la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

 

c.                Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, en resguardo del derecho colectivo y comunitario de esa relación. La utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”. Además, tomar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. Lo anterior, en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT citado.

 

d.                Realizar los esfuerzos necesarios para que las personas indígenas puedan comprender y hacerse comprender en sus propios idiomas, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces. Para ello el Poder Judicial cuenta con listados oficiales. Si se trata de mujeres indígenas, deberá procurarse una mujer traductora o intérprete indígena en los términos dispuestos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

 

e.                Informar a las personas indígenas el derecho a hacerse representar por personas defensoras públicas, en todas las materias, conforme lo faculta la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

 

f.                 Cumplir con los lineamientos dispuestos en la Circular 10-2009 reiterada mediante circulares N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011 y N° 123-2013, publicadas en los Boletines Judiciales N° 192 del 6 de octubre del 2011, N° 83 del 2 de mayo del 2013 y N° 160 del 22 de agosto del 2013, respectivamente, en los que se dispone el deber de fijar los señalamientos de las audiencias dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.

 

g.                Ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas establecidos por Corte Plena en la Circular 188-2019 para la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígena.”

 

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

 

San José, 12 de octubre de 2020.

 

 

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 8916, 10981-2020/Andrea
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REPRODUCCIÓN POR ERROR

 

CIRCULAR No.262-2020

 

Asunto: Estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos a poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, incluyendo personas indígenas, adultas mayores, niñas y niños, entre otras.”-

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión N° 103-2020 celebrada el 27 de octubre del 2020, artículo LIII, a solicitud de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, dispuso comunicar a las personas servidoras judiciales que conocen procesos judiciales vinculados con poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, incluyendo la población indígena, con discapacidad, niñas y niños, entre otros, para su valoración en el marco del principio de independencia judicial. Lo anterior, en relación con la eventual implementación de los estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en los desalojos forzosos, incluyendo los desalojos en el contexto de la pandemia Covid-19 y las acciones a realizar antes, durante y después de los desalojos. 

Se adjunta el enlace que contiene el documento íntegro:

 

San José, 13 de enero de 2021

 

 

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

 

Refs.: (8916-2020, 11934-2020)

Catalina Barquero Martínez
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CIRCULAR No. 256-2020

 

Asunto: Reiteración de la circular No. 205-2020 “Actualización del protocolo DGH-007: Gestión Institucional de equipos de protección personal por COVID-19”.-

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 103-2020 celebrada el 27 de octubre de 2020, artículo XXXIX, dispuso reiterar la circular No. 205-2020 del 23 de setiembre de 2020 “Actualización del protocolo DGH-007: Gestión Institucional de equipos de protección personal por COVID-19”, que dice:

 

“El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 92-2020 celebrada el 22 de setiembre de 2020, artículo LXIV, dispuso aprobar la actualización del protocolo DGH-007: Gestión Institucional de equipos de protección personal por COVID-19, el cual fue comunicado mediante circular 197-2020, a saber:

 

“En atención al documento emitido por el Ministerio de Salud con fecha del 17 de setiembre de los corrientes y denominado: LS-PG-016. Lineamientos General sobre el uso de mascarilla y caretas a nivel comunitario en el marco de la alerta por COVID-19 (versión 6), se presenta la tercera versión del protocolo DGH-007: Gestión Institucional de equipos de protección personal por COVID-19, el cual fue comunicado en su segunda versión mediante circular 197-2020.

 

Cabe indicar que la diferencia de esta nueva versión de protocolo con la anterior, radica fundamentalmente, en la excepción del uso obligatorio de la mascarilla en las siguientes condiciones:

 

1. Cuando la persona se encuentra sola en un recinto (oficinas u espacios similares).

 

2. Otras condiciones de salud adicionales a la discapacidad física, motora y cognitiva, que no permitan el uso de la mascarilla. En esos casos, se deberá contar con el dictamen médico respectivo que acredite el padecimiento y la recomendación del caso, con el fin que el Subproceso Salud Ocupacional efectúe la valoración correspondiente y establezca la medida de protección alterna”.”

 

De conformidad con la circular No. 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos.

 

Publíquese por una única vez en el Boletín Judicial.

 

San José, 10 de noviembre de 2020

 

 

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

 

Angie Ampié Gutiérrez.

Ref: (7774-2020, 11985-2020) 
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CIRCULAR No. 36-2021

Asunto:  Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial.

A TODOS LOS FUNCIONARIOS, FUNCIONARIAS, SERVIDORES Y SERVIDORAS JUDICIALES DEL PAÍS,

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión Nº 7-2021, celebrada el 15 de febrero del año en curso, artículo XVIII, aprobó el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, cuyo texto literalmente dice:

REGLAMENTO PARA REGULAR LA MODALIDAD DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN TELETRABAJO EN EL PODER JUDICIAL

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.  Del Objeto. El presente reglamento tiene como objeto regular la prestación de servicios por parte de las personas servidoras judiciales en la modalidad denominada teletrabajo, estableciendo las condiciones mínimas legales, técnicas y administrativas necesarias para su implementación en el Poder Judicial. 

Artículo 2. De los fines del presente reglamento. Son fines del presente reglamento: 

a)  Promover la inserción laboral, mediante la promoción de la prestación de servicios en la modalidad de teletrabajo.

b) Favorecer la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de la población judicial. 

c) Contribuir con la inclusión e igualdad de género.

d) Aumentar la productividad de las personas servidoras judiciales.

e)  Fortalecer la capacidad de adaptación de las personas servidoras judiciales, a los riesgos de la salud pública; así   como a los retos ambientales, sociales y económicos. 

f)  Mejorar la calidad del servicio. 

g)  Promover la modalidad de teletrabajo como una forma de garantizar la continuidad del servicio, en los casos que sea necesario conforme al interés público e institucional.

h)  Reducir el gasto de recursos públicos en el Poder Judicial. 

i)   Reducir el impacto ambiental de la organización. 

j)   Fortalecer el desarrollo sostenible en la institución, en atención a la adaptabilidad de los cambios ambientales, sociales, económicos y en la salud pública, de conformidad con las políticas institucionales y la normativa nacional e internacional ambiental.

Artículo 3. De los Alcances del presente reglamento: El presente reglamento es aplicable a aquellas personas servidoras judiciales que por la naturaleza de sus funciones y las actividades que desarrollan en sus puestos de trabajo, puedan realizar su labor en la modalidad de teletrabajo ya sea de común acuerdo con su superior jerárquico o en razón de que, al momento del respectivo nombramiento, había sido definido previamente por la Administración como una condición para la prestación del servicio.

Artículo 4. Definiciones. Para los efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 

a)    Teletrabajo: Modalidad laboral que se realiza fuera de las instalaciones del Poder Judicial, permitiéndole a las personas servidoras judiciales desempeñar sus labores desde su domicilio u otro espacio físico autorizado, utilizando las tecnologías de la información y comunicación sin afectar el normal desempeño de otros puestos, de los procesos y de los servicios que se brindan.

b)    Comisión Institucional de Teletrabajo: (CIT-PJ): Equipo interdisciplinario conformado por personas servidoras judiciales responsables de asesorar a las instancias superiores en la planificación de acciones que impulsen el teletrabajo en la institución. 

c)    Programa de Teletrabajo: Conjunto de acciones organizacionales que permiten impulsar la prestación de servicios por parte de las personas servidoras judiciales en la modalidad denominada teletrabajo. 

d)   Plan de Trabajo: Es una herramienta de gestión que permite ordenar y sistematizar la información relevante para realizar un trabajo, basado en la descripción de las actividades que desarrollará la persona teletrabajadora. El plan de trabajo deberá contar con objetivos, metas, indicadores, actividades, y los entregables que permitan el control y seguimiento por parte del superior jerárquico. 

e)    Persona teletrabajadora: Persona servidora judicial que desempeña su labor de acuerdo con la modalidad de teletrabajo. Para efectos de esta normativa cuando se hace alusión a la persona teletrabajadora, debe entenderse que se hace sin distinción o discriminación de género; bajo el entendimiento que las mujeres y los hombres gozan de las mismas oportunidades. 

f)     Superior jerárquico: Jefatura inmediata de la persona teletrabajadora. 

g)    Contrato de teletrabajo: Es el documento donde la institución y la persona teletrabajadora acuerdan las condiciones en las que se desarrollará el teletrabajo. 

h)    Jornada de teletrabajo: Es el tiempo dedicado para realizar las actividades bajo la modalidad de teletrabajo establecida por el Poder Judicial. 

i)     Horario flexible: Horario que mediante una acción afirmativa u otra situación de especial consideración le permite a una persona servidora judicial teletrabajadora, cumplir con la jornada laboral ordinaria institucional establecida, en horas que difieren de las normales de inicio y finalización; siempre y cuando se ajuste a los límites legales establecidos para las distintas jornadas de trabajo y cumpla con el plan de trabajo establecido.

j)     Tecnologías de información y comunicación: Infraestructura de redes de telecomunicaciones, computadoras y sistemas que permiten el procesamiento y almacenamiento de la información. 

k)    Teletrabajo domiciliario: se da cuando las personas trabajadoras ejecutan sus actividades laborales desde su domicilio.

l)     Estación de trabajo virtual: La persona servidora judicial puede realizar sus labores en la modalidad de teletrabajo desde centros establecidos para esos fines.

m)   Teletrabajo móvil: se da cuando las personas trabajadoras realizan sus funciones de manera itinerante, ya sea en el campo o con traslados constantes, con ayuda del uso de equipos móviles que sean fácilmente utilizables y transportables.

n)    Telecentro: espacio físico acondicionado con las tecnologías digitales e infraestructura, que le permite a los teletrabajadores realizar sus actividades y facilita el desarrollo de ambientes colaborativos que promueven el conocimiento para innovar esquemas laborales de alto desempeño dentro de las instalaciones del Poder Judicial.

o)    Impacto ambiental: Cualquier efecto sobre el ambiente, beneficioso o perjudicial, y que es resultado de la actividad humana. 

p)    Cambio climático: Cambio en los patrones del clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos de tiempo comparables, y que ocasiona efectos nocivos significativos en la composición, la capacidad de recuperación o la productividad de los ecosistemas naturales o sujetos a ordenación, o en el funcionamiento de los sistemas socioeconómicos, o en la salud y el bienestar humanos. 

CAPÍTULO II

DE LAS INSTANCIAS DE COORDINACIÓN Y AUXILIARES DEL PROGRAMA DE TELETRABAJO

Sección I. De la Comisión Institucional de Teletrabajo (CIT-PJ) 

Artículo 5. La Comisión institucional de Teletrabajo (CIT-PJ). Es el órgano institucional encargado de coordinar la implementación del teletrabajo en el Poder Judicial, mediante el ejercicio de las competencias definidas en el artículo 7 del presente reglamento, conforme a las políticas emitidas por la Corte Suprema de Justicia. 

Artículo 6.  Conformación de la Comisión institucional de Teletrabajo del Poder Judicial. Esta Comisión estará integrada por las siguientes personas servidoras judiciales: 

Una persona Integrante del Consejo Superior, quien la presidirá. 

El Director o Directora Ejecutiva, o su representante.

El Director o Directora de Gestión Humana, o su representante. 

El Director o Directora de la Dirección Jurídica, o su representante. 

El Director o Directora de la Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, o su representante. 

El Director o Directora de la Dirección de Planificación, o su representante. 

La persona servidora judicial responsable de la gestión técnica-administrativa del Programa de Teletrabajo designada por la Dirección de Gestión Humana.

Una persona representante de las organizaciones gremiales del Poder Judicial.

Y cualquier otra persona servidora judicial que sea designada por la Corte Plena, el Consejo Superior o por la misma Comisión.

Artículo 7. De las funciones de la Comisión Institucional de Teletrabajo (CIT-PJ). Son competencias de la Comisión a que se refiere el presente reglamento: 

a)    Proponer a los órganos superiores las políticas y lineamientos sobre el teletrabajo. 

b)    Proponer a la Corte Plena, las modificaciones al Reglamento de Teletrabajo del Poder Judicial, cuando se requiera. 

c)    Asesorar a los órganos superiores en la planificación de acciones de la modalidad del teletrabajo que promuevan y fortalezcan el mejor uso de los recursos institucionales. 

d)   Promover e impulsar la implementación de la modalidad de teletrabajo en el Poder Judicial. 

e)   Recomendar lo que estime oportuno sobre los resultados de los estudios relacionados con el cambio climático y el impacto ambiental.

Artículo 8.  De las funciones de la Coordinadora o Coordinador de la Comisión Institucional de Teletrabajo. Corresponde a la Coordinadora o Coordinador de la Comisión de Teletrabajo las siguientes funciones: 

a)    Convocar a sesiones, ordinarias o extraordinarias sean presenciales o virtuales. 

b)    Presidir las sesiones de la Comisión. 

c)     Iniciar, suspender y dar por finalizadas las sesiones de la Comisión. 

d)    Someter a votación los asuntos de competencia de la Comisión y declarar su aprobación o rechazo, en los casos que sean necesarios. 

e)     Llamar al orden cuando el caso lo justifique. 

f)      Impartir instrucciones en cuanto a los aspectos de forma de las labores de la Comisión. 

g)     Coordinar la ejecución de acuerdos a fin de que se concreten oportunamente.

Sección II. De las competencias y responsabilidades de las instancias involucradas en el Programa de Teletrabajo.

Artículo 9.  De las competencias de la Corte Suprema de Justicia. Son competencias de la Corte Suprema de Justicia en lo que corresponde a la modalidad de prestación de servicios objeto del presente reglamento:

a)    Conocer y aprobar las políticas relacionadas con el tema del teletrabajo.

b)    Conocer informes de la Comisión institucional de Teletrabajo, sobre el impacto de la ejecución de las políticas relacionadas con el teletrabajo. 

c)    Aprobar las modificaciones que se estimen necesarias al presente reglamento. 

d) Otras que resulten de interés dentro del ámbito de competencia.

Artículo 10. De las competencias del Consejo Superior. Son competencias del Consejo Superior del Poder Judicial en lo que corresponde a la modalidad de prestación de servicios objeto del presente reglamento:

a)  Designar a la Coordinadora o Coordinador de la Comisión Institucional de Teletrabajo del Poder Judicial. 

b)  Aprobar los recursos presupuestarios para el desarrollo y sostenibilidad de la modalidad de teletrabajo en forma segura.  

c)   Conocer y aprobar los lineamientos relacionados con la implementación del teletrabajo. 

d)  Conocer los resultados cualitativos y cuantitativos de la modalidad de teletrabajo, con el fin de conocer el impacto en la gestión institucional. 

e)   Promocionar, apoyar e impulsar el teletrabajo en el Poder Judicial. 

f)    Otras que resulten de interés dentro del ámbito de competencia.

Artículo 11. De las competencias de la Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicaciones: Son competencias de la Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, en lo que corresponde a la modalidad de prestación de servicios objeto del presente reglamento:

a)    Planificar y coordinar en la institución las necesidades de tecnología de información que requiera el programa de teletrabajo para cumplir con sus objetivos. 

b)    Asesorar, planificar y garantizar los niveles de seguridad que se requieren para proteger la información institucional.

c)    Establecer los lineamientos, en materia tecnológica, que rigen para el programa de teletrabajo en el Poder Judicial.

d)   Definir las características del hardware o software, así como los requisitos en el tipo de conexión a internet para ejecutar las labores de teletrabajo.

e)    Definir y establecer los medios y procedimientos para que la persona teletrabajadora informe y/o reciba asistencia técnica ante alguna falla en los servicios.

f)     Otras que resulten de interés dentro del ámbito de competencia.

Artículo 12. De las competencias de la Dirección de Gestión Humana: Son competencias de la Dirección de Gestión Humana, en lo que corresponde a la modalidad de prestación de servicios objeto del presente reglamento:

a)    Determinar mediante instrumentos, herramientas y procedimientos, aquellos ámbitos, grupos ocupacionales, clases o puestos que, conforme a la naturaleza de trabajo y las actividades que realiza pueden considerarse como teletrabajables, en la estructura funcional del Poder Judicial.

b)   Resolver y atender consultas en materia de teletrabajo que requieren los superiores jerárquicos y las personas servidoras judiciales. 

c)     Presentar a la Comisión Institucional de Teletrabajo propuestas técnicas para la mejora del Programa de Teletrabajo.

d)    Coordinar con las dependencias respectivas, la verificación de los requisitos básicos para teletrabajar. 

e)     Dar trámite a las solicitudes de ingreso y egreso de las personas servidoras judiciales a la modalidad de teletrabajo.

f)      Gestionar la firma de los contratos de teletrabajo y sus adendas.

g)     Coordinar con la persona teletrabajadora el proceso de inducción.

h)     Administrar y actualizar en el expediente electrónico la información referente a cada persona teletrabajadora. 

i)      Elaborar la agenda para las sesiones de la Comisión Institucional de Teletrabajo. 

j)      Comunicar los acuerdos tomados por la Comisión Institucional de Teletrabajo a las personas interesadas y a las instancias correspondientes. 

k)     Llevar un control electrónico de cada sesión de la Comisión de Teletrabajo, sea presencial o virtual, con los respectivos documentos que fueron analizados y la documentación que respalda la ejecución de los acuerdos. 

l)      Elaborar por medio de la Sección de Salud Ocupacional, los estudios sobre el espacio físico que la persona teletrabajadora ha destinado para la ejecución de sus funciones en teletrabajo, por cualquier medio, y previa declaración jurada de la persona servidora, que el lugar donde ejecutará sus labores cumple las condiciones para teletrabajar.

m)    Crear las estrategias técnicas necesarias para fortalecer la seguridad, salud y bienestar del personal judicial en la modalidad de teletrabajo, respetando los lineamientos establecidos para la seguridad de la información.

n)     Generar las estrategias y acciones necesarias que permitan propiciar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral en el teletrabajo.

o)     Formular mecanismos, herramientas y sistemas de control de las personas servidoras judiciales que realizan las funciones en la modalidad de teletrabajo. 

p)     Proponer actividades de capacitación para las personas que laboran en la modalidad de teletrabajo y de sus respectivos superiores jerárquicos. 

q)     Promover la adopción en los superiores jerárquicos judiciales de un liderazgo facilitador que permita dirigir y guiar a las personas teletrabajadoras del equipo hacia el cumplimiento de los objetivos y las metas trazadas, dentro de un marco de confianza, motivación y buenas relaciones interpersonales.

r)      Organizar y coordinar las campañas de información y sensibilización sobre teletrabajo dirigida a la población judicial. 

s)      Elaborar informes de seguimiento o evaluación del ámbito de competencia de la gestión humana, sobre las personas servidoras judiciales teletrabajadoras y sus respectivos superiores jerárquicos. 

t)      Otras que resulten de interés dentro del ámbito de competencia.

Artículo 13.   De las competencias de la Dirección de Planificación.  Corresponde a la Dirección de Planificación evaluar el impacto de la modalidad de teletrabajo, conforme a los estudios técnicos desarrollados por el programa para recomendar las acciones que permitan el mejoramiento en la prestación del servicio. Definirá los indicadores institucionales para medir continuamente los beneficios de programa de teletrabajo, lo cual comunicará a la Comisión institucional de Teletrabajo.

CAPÍTULO III

DEL TELETRABAJO EN EL PODER JUDICIAL

Artículo 14. De la colaboración hacia las personas teletrabajadoras. Todos los superiores jerárquicos y personas servidoras judiciales relacionadas directa o indirectamente con las personas teletrabajadoras, deben colaborar en su gestión para que esta modalidad de trabajo cumpla con los objetivos que persigue. 

Además, deben mantener la vigilancia en el cumplimiento de la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de la población judicial teletrabajadora. 

Artículo 15. De las formas de teletrabajo. El teletrabajo en el Poder Judicial puede ser realizado según las siguientes modalidades: 

a)     Teletrabajo domiciliario: se da cuando las personas trabajadoras ejecutan sus actividades laborales desde su domicilio.

b)     Estación de trabajo virtual: La persona servidora judicial puede realizar sus labores en la modalidad de teletrabajo desde centros establecidos para esos fines.

c)     Teletrabajo móvil: se da cuando las personas trabajadoras realizan sus funciones de manera itinerante, ya sea en el campo o con traslados constantes, con ayuda del uso de equipos móviles que sean fácilmente utilizables y transportables.

d)    Telecentro: espacio físico acondicionado con las tecnologías digitales e infraestructura, que le permite a los teletrabajadores realizar sus actividades y facilita el desarrollo de ambientes colaborativos que promueven el conocimiento para innovar esquemas laborales de alto desempeño dentro de las instalaciones del Poder Judicial.

Es obligación de toda persona servidora judicial que desee realizar la prestación de sus servicios conforme lo establecido en el presente reglamento, comunicar la dirección del lugar donde se desarrollará la actividad de teletrabajo a la Dirección de Gestión Humana, así como actualizarla en caso de que la misma sea modificada.

Artículo 16. De las condiciones para la prestación del servicio bajo la modalidad de teletrabajo. Para los efectos de este Reglamento, las condiciones esenciales del teletrabajo están asociadas a objetivos claros, metas específicas y actividades que permitan la planificación, control, seguridad, seguimiento y comunicación mediante las tecnologías de información y comunicación, sin afectar el normal desempeño de otros cargos y la prestación del servicio que brinda la institución. 

Son condiciones esenciales del teletrabajo las siguientes: 

a)     Se ejecuta fuera de la oficina o despacho judicial correspondiente. 

b)     Debe estar sustentada en un plan de trabajo.

c)     Está sujeto al cumplimiento de objetivos, metas, indicadores, actividades y entregables previamente establecidos por la persona superior jerárquica. 

d)    La persona teletrabajadora debe estar accesible dentro del horario convenido, mediante un canal de comunicación permanente con su superior jerárquico, de acuerdo con las necesidades en función de la institución con lo que se establece en este Reglamento. 

e)   La persona teletrabajadora debe estar disponible para trasladarse a su oficina según lo señalado en el artículo 28 de este mismo reglamento.

f)    Es voluntario para ambas partes, salvo por razones institucionales muy calificadas y previamente declaradas por las instancias superiores o en los supuestos en que al momento de la contratación de la persona servidora judicial se haya definido que esta labor será teletrabajable, a criterio de la Administración. 

g)   El puesto que ocupe la persona teletrabajadora debe cumplir con los criterios técnicos emitidos por la Dirección de Gestión Humana. 

h)   La persona teletrabajadora tiene todos los derechos y obligaciones que le sean aplicable a las características del servicio bajo la modalidad del teletrabajo. Deberá acatar los deberes éticos, cumplimiento de horarios, accesibilidad y disponibilidad según corresponda y ajustarse a la normativa del Poder Judicial.

Artículo 17. De los derechos de las personas servidoras judiciales que presten sus servicios bajo la modalidad del teletrabajo. El teletrabajo modificará única y exclusivamente la organización y la modalidad en que se efectúa el trabajo, sin afectar las condiciones de la relación de servicio de las personas servidoras judiciales, quienes mantienen los mismos derechos, beneficios y obligaciones que le sean aplicables a las características del servicio bajo la modalidad del teletrabajo. 

La persona servidora judicial que acceda a esta modalidad de trabajo, toma esta decisión de común acuerdo con su superior jerárquico. Lo anterior, sería aplicable excepto en aquellos puestos, en el que al momento de la contratación de la persona servidora judicial se definió que esta labor era teletrabajable total o parcialmente, a criterio de la Administración, conforme a la naturaleza de la función y el interés público.

La prestación de servicios bajo la modalidad de trabajo no genera a favor de la persona teletrabajadora un derecho adquirido a continuar desarrollando su trabajo de tal manera, siendo así que, por razones de oportunidad, conveniencia o interés público, la Administración, de forma debidamente fundamentada, podría modificar total o parcialmente la misma, tornando las labores en presenciales, previa rescisión del contrato suscrito. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto por los numerales 254, 554 y siguientes, del Código de Trabajo.

Artículo 18. De las diferentes opciones de prestación de servicios bajo la modalidad de teletrabajo. La modalidad de teletrabajo considera cinco opciones, en las cuales se indican la cantidad de días que la persona teletrabajadora laborará en las oficinas del Poder Judicial y fuera de ella. Estas son: 

Teletrabajo opción 1: Cuatro días en las oficinas o despachos judiciales del Poder Judicial y un día fuera de ellas. 

Teletrabajo opción 2: Tres días en las oficinas o despachos judiciales del Poder Judicial y dos días fuera de ellas. 

Teletrabajo opción 3: Dos días en las oficinas o despachos judiciales del Poder Judicial y tres días fuera de ellas. 

Teletrabajo opción 4: Un día en las oficinas o despachos judiciales del Poder Judicial y cuatro días fuera de ellas.

Teletrabajo opción 5: Casos excepcionales aprobados por el Consejo Superior en los que por la naturaleza del servicio prestado por la persona servidora judicial resulta viable y necesario que no se presente a laborar de manera presencial. 

Para definir la opción aplicable a cada persona servidora judicial, la Dirección de Gestión Humana emitirá los instrumentos, herramientas y procedimientos necesarios que orienten la decisión técnicamente considerando las funciones teletrabajables.

Artículo 19. Del Contrato de Teletrabajo. Para hacer efectiva la modalidad de teletrabajo el área técnica-administrativa a cargo de la Dirección de Gestión Humana gestionará el respectivo contrato. El plazo de vigencia de la modalidad se establecerá en el contrato, se prorrogará en forma automática por periodos de un año; y de forma indefinida, en tanto el Poder Judicial o la persona teletrabajadora no manifiesten por escrito o medios electrónicos y con al menos diez días naturales de antelación, su voluntad de no continuar bajo esta modalidad. 

La definición de no prórroga corresponderá al respectivo superior jerárquico, con la adecuada motivación, conforme el control y seguimiento que debe llevar bajo su responsabilidad. 

En aquellos casos en que el período otorgado para que la persona pueda laborar bajo la modalidad de teletrabajo es menor a un año; aplica las mismas condiciones definidas en este artículo.

CAPÍTULO IV

DE LOS DEBERES DE LA PERSONA TELETRABAJADORA

Artículo 20. De los Requisitos mínimos a exigir a la persona servidora judicial que desee optar por la modalidad de teletrabajo. La persona servidora judicial que opte por la modalidad de teletrabajo, deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

a)     Que las actividades que desempeña el cargo que ocupa, sean teletrabajables, según criterios técnicos generales de la Dirección de Gestión Humana. 

b)     Contar con la aprobación de la persona superior jerárquica respectiva. 

c)     Presentar el Plan inicial de Trabajo aprobado por su superior jerárquico a la Dirección de Gestión Humana. 

d)    Estar dispuesto a que se realicen las inspecciones en el lugar definido para teletrabajar por parte de uno de los profesionales del campo de la Salud e Higiene Ocupacional, las cuales se podrán realizar por diversos medios, sin perjuicio de que rinda declaración jurada de las condiciones del lugar donde presta su servicio de teletrabajo. 

e)     Contar con las mismas condiciones de equipo ergonómico que tiene en la institución para realizar teletrabajo. No obstante, el Poder Judicial no estará obligado a proporcionar el equipo y mobiliario que requiera la persona teletrabajadora.

f)      Contar con el equipo tecnológico, ya sea propio o de la institución, que cumpla con la conectividad, la accesibilidad y la seguridad de la información requeridas según el criterio técnico y lineamientos en teletrabajo dados por parte de la Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicaciones.

g)     Velar por el auto cuido de su salud y bienestar, por medio de la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. 

h)     Mantener las condiciones que justificaron su ingreso, así como todas las obligaciones y responsabilidades adquiridas. En caso de que surja alguna dificultad para mantener esas condiciones, debe plantearlo en forma inmediata ante su superior jerárquico para que se resuelva lo que procede.

i)      Notificar de forma inmediata a su superior jerárquico y a la Dirección de Tecnología de la Información cualquier tipo de falla que se presente en el equipo o sistema informático que le haya suministrado la institución, en especial si imposibilita el cumplimiento de sus funciones, utilizando los medios y el procedimiento definido por parte de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones para realizar el reporte. Los tiempos en que se presente una falla con el equipo informático, por motivos no imputables a la persona servidora judicial, se tendrá como tiempo efectivo del servicio. 

j)      Cumplir con lo estipulado en el artículo 26 del presente Reglamento.

k)     Deberá designar una cuenta de correo electrónico supletoria a la oficial, para recibir instrucciones, comunicaciones e incluso notificaciones del Tribunal de la Inspección Judicial u otro Órgano disciplinario, o bien alguna otra dependencia de la institución en caso de ser necesario. 

l)      Autorizar que la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones realice revisiones remotas del equipo institucional, para verificar su uso y temas de seguridad.

Artículo 21. De las notificaciones. El medio oficial para recibir todo tipo de notificación y comunicación por parte del Poder Judicial a las personas servidoras judiciales teletrabajadoras es la cuenta de correo electrónico institucional. 

Artículo 22. De la confidencialidad y seguridad de la información. La persona teletrabajadora es responsable de la confidencialidad y seguridad de la información que utilice y que se encuentren en las bases de datos, sistemas electrónicos y físicos, así como otros de interés institucional a los que tenga acceso. Toda la información que maneje la persona teletrabajadora deberá asegurarse a través de los medios tecnológicos que defina la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones. 

Artículo 23.   Del cumplimiento de normativa. La persona teletrabajadora debe cumplir con todas las condiciones que establezca la normativa, los reglamentos y directrices institucionales aplicables a esta modalidad. 

Artículo 24 .  De los requerimientos de espacio físico para el teletrabajo domiciliario. Cuando las actividades se realicen desde el lugar de prestación del servicio bajo la modalidad de teletrabajo de la persona servidora judicial, la persona teletrabajadora debe acondicionar un espacio físico con las características recomendadas por el área de Salud Ocupacional y por el Instituto Nacional de Seguros o el ente asegurador que corresponda. 

Artículo 25 .  De las modificaciones del lugar de prestación del servicio bajo la modalidad de teletrabajo por parte de la persona teletrabajadora. Es obligación de la persona comunicar a su superior jerárquico, con al menos 48 horas de anticipación, si se traslada de manera permanente del lugar de prestación del servicio bajo la modalidad de teletrabajo o si por razones personales prestará temporalmente sus servicios en otro lugar diferente al domicilio reportado. 

Artículo 26. De la Jornada de teletrabajo y disponibilidad. La persona teletrabajadora debe estar disponible dentro de la jornada laboral para atender asuntos de su superior jerárquico, compañeros y usuarios y relacionados con sus funciones, por medio del correo electrónico, teléfono personal, teléfono fijo, herramientas de colaboración, Internet y cualquier otro medio que permita la comunicación. 

Lo anterior con el fin de permitir un adecuado intercambio de información, su supervisión; así como de recibir las instrucciones correspondientes o ejecutar tareas necesarias para asegurar la continuidad en la prestación del servicio público; y que puedan atender de manera oportuna las solicitudes de información o consultas que reciben de su superior jerárquico por los medios mencionados. 

Aquellas personas servidoras judiciales que se encuentren sujetos al régimen de disponibilidad laboral deben cumplir con lo establecido en el respectivo reglamento, aun cuando ese día estén laborando bajo la modalidad de teletrabajo.

Artículo 27. Del horario flexible. En casos calificados y conforme lo establecido en el presente artículo, las personas servidoras judiciales podrán solicitar ante su superior jerárquico la habilitación de un horario flexible, mediante la prestación de servicios sujeta al cumplimiento de objetivos, metas, indicadores, actividades y entregables previamente indicados por la persona superior jerárquica dentro de un plazo previamente estipulado, con el fin favorecer la adecuada conciliación de la vida en lo personal, familiar y laboral, en situaciones excepcionales. 

Para que se pueda solicitar la aplicación del horario flexible, se deberá cumplir con las siguientes condiciones:

a)   Sea previamente acordado por la persona servidora judicial con su superior jerárquico y el mismo manifieste su conformidad, bajo su responsabilidad.

b)   No se afecte el normal desarrollo de las actividades de la oficina o el despacho judicial y las funciones sean acordes con la posibilidad de prestación de servicios bajo tal modalidad. 

c.) La persona servidora judicial que tenga la obligación debido al vínculo de dependencia realizar actividades de cuidado y apoyo constante a otras personas integrantes del hogar como; personas menores de 12 años, personas adultas mayores, personas con discapacidad y personas que estén bajo una situación de enfermedad, sin que tenga un apoyo suficiente en otros miembros de su núcleo familiar. O bien, cuando se encuentre en alguna otra circunstancia especial que amerite la flexibilización del horario. Corresponde a la persona servidora judicial presentar ante su superior jerárquico la documentación respectiva que compruebe que tiene a su cargo el cuidado y apoyo constante de las personas indicadas; o bien, que justifique la especialidad de la circunstancia que amerite la flexibilidad del horario. 

d)  Comunicar en un término de veinticuatro horas naturales a su superior jerárquico, en el caso de que las condiciones que originaron el ajuste a un horario flexible ya no prevalezcan; a fin de que pueda retornar al horario laboral ordinario.

Cada solicitud que se genere será tramitada y recomendada por superior jerárquico ante la Dirección de Gestión Humana, la cual analizará y valorará cada caso en particular, al respecto de resolver lo correspondiente. Contra lo que resuelva la Dirección de Gestión Humana cabrá el recurso de apelación ante el Consejo Superior.

Artículo 28. De la necesidad de desplazamiento hacia la sede de prestación de servicios presenciales. En caso de que el superior jerárquico requiera la presencia física de la persona teletrabajadora, debe convocarse al menos con 24 horas de antelación; y solo en casos excepcionales, la persona servidora judicial debe hacer presencia en un tiempo menor, considerando los tiempos de traslado desde su lugar de teletrabajo, caso contrario, se aplicará lo que establece la normativa interna. Se entiende que este desplazamiento es de carácter transitorio. El tiempo de desplazamiento se tendrá como tiempo efectivo del servicio. 

Artículo 29 . De los gastos en que debe incurrir la persona teletrabajadora para la prestación de servicios bajo la modalidad objeto del presente reglamento. Los gastos que amerite el desempeño de tareas con la modalidad de teletrabajo tales como: electricidad, agua, acondicionamiento del espacio físico, línea telefónica, Internet, alimentación y demás gastos relacionados con el desarrollo de las actividades propias de la modalidad de teletrabajo, serán cubiertos por la persona teletrabajadora.

Artículo 30. De los riesgos laborales. La persona teletrabajadora estará protegida por la Póliza de Riesgos del Trabajo que tiene la Institución, en los supuestos de los accidentes y las enfermedades que ocurran con ocasión o a consecuencia del teletrabajo que desempeñen en forma subordinada y remunerada, así como la agravación o reagravación que resulte como consecuencia directa, inmediata e indudable de esos accidentes y enfermedades.

Se excluyen como riesgos del trabajo, en teletrabajo, los siniestros ocurridos en los términos del artículo 199 del Código de Trabajo y aquellos riesgos que no ocurran a las personas teletrabajadoras con ocasión o a consecuencia del trabajo que desempeñan.

Artículo 31. De la responsabilidad del equipo informático de oficina. La persona teletrabajadora es responsable del equipo informático institucional suministrado para la prestación del servicio bajo la modalidad de teletrabajo que utilice y traslade, hacia el lugar del trabajo, cuando corresponda, y el lugar destinado para la prestación del servicio mediante la modalidad del teletrabajo, cuando así sea autorizado. En caso de extravío, robo o deterioro, se procederá entre otras disposiciones normativa, con lo establecido en el Reglamento del Gobierno, la Gestión y el uso de los servicios Tecnológicos del Poder Judicial, los Lineamientos de Seguridad en el Teletrabajo y Reglamento para el registro, control y uso de activos del Poder Judicial. Cualquier equipo, software o facilidades que ofrezca el Poder Judicial para realizar las funciones en la modalidad de teletrabajo, no se considera como salario en especie.

Artículo 32. De los controles. La persona teletrabajadora estará sujeta a los controles ordinarios de evaluación establecidos por el Poder Judicial. Además, deberá brindar la información verídica y oportuna en todos los procesos de investigación. 

Artículo 33. Del deber de firmar el contrato de teletrabajo por parte de la persona teletrabajadora. La persona teletrabajadora deberá firmar un contrato de teletrabajo donde se especificarán las condiciones de esta modalidad laboral, conforme lo dispuesto en el presente reglamento.

Artículo 34. Del deber de colaboración con el Programa de Teletrabajo. La persona teletrabajadora y el superior jerárquico deberán colaborar en las actividades organizadas por el Programa de Teletrabajo, relativas al seguimiento, medición, y evaluación de su experiencia y cumplimiento de sus funciones durante el tiempo que labore bajo la modalidad de teletrabajo y entregar la información a las entidades técnicas respectivas o al jerarca cuando así se disponga.

Asimismo, la persona teletrabajadora deberá brindar la información que soliciten las entidades técnicas respectivas o el jerarca con el propósito de estimar el impacto de la modalidad de teletrabajo sobre el desempeño ambiental de la institución.

CAPÍTULO V

DE LA REINCORPORACIÓN A LA MODALIDAD PRESENCIAL POR PARTE DE LA PERSONA TELETRABAJADORA EN EL PODER JUDICIAL

Artículo 35. De las causas para la reincorporación de la persona teletrabajadora a la modalidad presencial. La persona teletrabajadora tendrá que reincorporarse a la modalidad presencial cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias: 

a)   Por incumplimiento de las condiciones acordadas. Lo anterior, previa aplicación del debido proceso en donde demuestra la respectiva falta. 

b)   Por interés institucional. La Administración podrá rescindir unilateralmente el contrato respectivo por razones de interés público para mejor prestación del servicio, por desaparecer la necesidad que originó la modalidad en el caso en particular o por caso fortuito o fuerza mayor, debidamente acreditadas. 

c)    Por solicitud de la persona teletrabajadora. Lo anterior siempre y cuando la persona servidora judicial manifieste por escrito o medios electrónicos ante su superior jerárquico, su voluntad de no continuar prestando servicios bajo la modalidad de teletrabajo, con al menos diez días naturales de antelación al vencimiento de la vigencia del respectivo contrato.

Artículo 36. De las consecuencias del incumplimiento del contrato suscrito por la persona teletrabajadora, así como de las disposiciones del presente reglamento. En caso de que la persona servidora incurra en un presunto incumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente reglamento o respectivo contrato, el superior jerárquico deberá adoptar las siguientes acciones:

a)    Iniciar las acciones necesarias para la apertura del régimen disciplinario que proceda por parte de los órganos competentes, conforme lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, previo debido proceso en donde se constate la verdad real de los hechos.

b)    Poner en conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para que se inicie el procedimiento de resolución contractual, de conformidad con el interés institucional y la gravedad de la falta. 

Artículo 37. De la conservación de la respectiva área de trabajo e instrumentos necesarios para la prestación del servicio presencial por parte de la persona teletrabajadora. Concluido por cualquier causa la prestación de servicios bajo la modalidad de teletrabajo, la persona servidora judicial tiene derecho a que se le brinden las condiciones esenciales y de espacio físico necesarias para realizar las funciones de manera presencial. Sin que proceda reintegrarle las condiciones de espacio físico previas que tenía al momento de acogerse al teletrabajo.

CAPÍTULO VI

DE LOS DEBERES DE LOS SUPERIORES JERÁRQUICOS CON RESPECTO A LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS BAJO LA MODALIDAD DE TELETRABAJO

Artículo 38. De las competencias de los superiores jerárquicos con motivo de la prestación de servicios bajo la modalidad de teletrabajo. Para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el presente reglamento, corresponde a los superiores jerárquicos en el Poder Judicial: 

a)    Determinar junto con la persona servidora judicial que desee acogerse a la modalidad de teletrabajo, en cuál de las opciones de teletrabajo se puede ubicar, según lo definido en este Reglamento. También el superior jerárquico previa valoración podrá variar dicha modalidad.

b)    Valorar la petición conforme a la naturaleza o características de las funciones de la persona servidora judicial y las disposiciones del presente reglamento y realizar conforme lo anterior, la solicitud del contrato respectivo ante la Dirección de Gestión Humana.

c)    Determinar si la información a la cual tiene acceso la persona teletrabajadora es de carácter confidencial y sensible a los intereses de la institución y proceder de acuerdo con el cumplimiento de las disposiciones establecidas. 

d)   Planificar y establecer de manera razonable y con transparencia junto con la persona teletrabajadora, los objetivos, metas, indicadores, actividades, entregables, fecha de entrega, su compromiso de respeto y cumplimiento de las políticas sobre seguridad de la información; todos contenidos en el plan de trabajo de la persona teletrabajadora y las políticas, protocolos y circulares que regulan el teletrabajo y la seguridad de la información institucional. 

e)    Evaluar el cumplimiento de los objetivos, metas, indicadores, actividades y cumplimiento de políticas de seguridad institucional; entregables propuestos en los planes de trabajo de la persona teletrabajadora y las políticas, protocolos y circulares que regulan el teletrabajo y la seguridad de la información institucional, con el fin de establecer las acciones que permitan mejorar los resultados. Para este fin, debe llevar registros y hacer las sesiones de seguimiento que considere necesarias.

f)     Facilitar la aclaración de dudas y solución de conflictos o contratiempos que se puedan presentar en el desarrollo de las actividades bajo esta modalidad. 

g)    Promover el uso de las tecnologías de información y comunicación entre todo el personal de su área para el desarrollo de una gestión integral de la modalidad de teletrabajo. 

h)    Velar porque se mantenga el ambiente laboral adecuado, las oportunidades de desarrollo e integración social de las personas teletrabajadoras. 

i)     Propiciar las condiciones necesarias para el desarrollo de una gestión integral del teletrabajo.

j)     Gestionar ante el Programa de Teletrabajo todos los aspectos y propuestas de mejora relacionados con la modalidad de teletrabajo. 

k)    Debe garantizar un espacio físico cuando la persona teletrabajadora deba realizar las actividades presenciales en la oficina y cuando no se encuentre en la oficina podrá utilizar ese espacio físico, con el fin de racionalizar los recursos de la Institución.

l)    Informar a la Dirección de Gestión Humana de aquellos casos de personas teletrabajadoras que concluyen esta modalidad de trabajo antes de la fecha estipulada.

m) Corresponde al superior jerárquico de la oficina o despacho judicial definir, dar seguimiento y evaluar el cumplimiento de los objetivos, metas, indicadores, actividades, y los entregables, que permitan el control y seguimiento de las actividades de cada persona teletrabajadora a su cargo.

n) Cuando el rendimiento de las personas teletrabajadoras no cumpla con los parámetros programados, según se haya definido en el contrato de teletrabajo, el superior jerárquico de la oficina o despacho judicial debe realizar un análisis de las causas que condujeron a esa situación y formular las recomendaciones que correspondan, con el fin de mejorar el rendimiento de la persona teletrabajadora.

Corresponderá al superior jerárquico determinar si procede la adopción de medidas alternas de mejora o de rectificación o si, por el contrario, ante el bajo rendimiento procede la aplicación del artículo 36 del presente reglamento. 

En caso de que el superior jerárquico determine que las causas de bajo rendimiento son atribuibles a la persona teletrabajadora, podrá aplicársele lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

CAPÍTULO VII

DE LOS RECURSOS INFORMÁTICOS NECESARIOS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS BAJO LA MODALIDAD DE TELETRABAJO

Artículo 39.   Del aporte facultativo de recursos informáticos. Cuando se requiera y de acuerdo con la disponibilidad de recursos institucionales, se asignarán los equipos informáticos, licencias, entre otros elementos que apoyen las labores de la persona teletrabajadora.

Artículo 40.   Del soporte técnico a los recursos informáticos. El soporte técnico se dará según el procedimiento definido por la Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones para equipos y servicios institucionales.

CAPÍTULO VIII

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 41. De los cargos vacantes a partir de la vigencia del presente reglamento. Los órganos competentes del Poder Judicial conforme el criterio de la Dirección de Gestión Humana, podrán definir en cuales puestos que queden vacantes se podrá desarrollar de manera obligatoria la modalidad de teletrabajo conforme las disposiciones del presente reglamento.

Lo anterior, a efecto de que se consigne en los respectivos carteles como condición para las personas que deseen participar en un concurso para un nombramiento interino o en propiedad.

Artículo 42. Disposiciones supletorias. En lo no regulado expresamente por este reglamento se aplicará lo dispuesto por la Ley Nº. 9738, de 18 de setiembre de 2019, su respectiva reglamentación, así como el Reglamento para el registro, control y uso de activos del Poder Judicial; Reglamento del Gobierno, la Gestión y el uso de los servicios Tecnológicos del Poder Judicial, los Lineamientos de Seguridad en el Teletrabajo, así como  los acuerdos que para su implementación adopten la Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior del Poder Judicial. 

Artículo 43. De la vigencia. Este reglamento rige a partir de su publicación y deroga el anterior.

De conformidad con la circular No. 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos.

Publíquese por una única vez en el Boletín Judicial.

  San José, 18 de febrero de 2021. 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

fpr/ Ref. 9784-19, 11786-2020, 12921, 12984, 13302, 13321, 13946, 14627-2020, 113-2021, 123-2021, 235-2021 y 472-2021 
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CIRCULAR No. 206-2021

Asunto: Reiteración de la circular N° 50-2021 sobre la “Guía práctica de comunicaciones judiciales, la cual lleva adjunta las “Reglas generales que contemplan la Ley de Notificaciones Judiciales.- 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

Que Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 71-2021 celebrada el 19 de agosto del 2021, artículo LXIII, en lo que interesa, se dispuso reiterar la circular N° 50-2021 sobre la “Guía práctica de comunicaciones judiciales, la cual lleva adjunta las “Reglas generales que contemplan la Ley de Notificaciones Judiciales, que literalmente dice:

“El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 15-2021, celebrada el 23 de febrero de 2021, artículo LII, dispuso a solicitud de la Comisión de Comunicaciones divulgar a todos los despachos jurisdiccionales del país, la Guía práctica de comunicaciones judiciales, la cual lleva adjunta las Reglas generales que contemplan la Ley de Notificaciones Judiciales:

“GUÍA PRÁCTICA DE COMUNICACIONES JUDICIALES

CAPITULO I: GENERALIDADES SOBRE NOTIFICACIONES

1.1 Concepto y su aplicación

La notificación es un acto procesal de comunicación, el cual tiene por objetivo poner en conocimiento de las partes y otros interesados las resoluciones que dicta el juez o jueza del Juzgado o Tribunal en un proceso judicial ó el órgano director en los procesos administrativos.

Su característica fundamental es dar a conocer el contenido de las resoluciones judiciales ó de los procesos administrativos.

Esos actos de comunicación entre el Tribunal o Juzgado y los sujetos procesales se denominan notificaciones la cuales se encuentran reguladas en la Ley de Notificaciones Judiciales.

Esta normativa contiene disposiciones generales sobre notificaciones y será aplicable a todas las materias. Las situaciones que, por su particularidad o especialidad, no queden reguladas en la presente guía, se reservarán para la normativa respectiva.

1.2 Quiénes pueden notificar

Las personas que pueden realizar de forma legítima un acto de notificación son los siguientes:

o Juez o Jueza (Tribunal o Juzgado)

o Técnicos Judiciales de los Juzgados, Tribunales y Salas

o Técnico (a) en Comunicaciones (Oficina de Comunicaciones Judiciales)

o Jefes o coordinadores de las Oficinas de Comunicaciones Judiciales

o Fuerza Pública

o Notario (a) Público (a)

o Personal de Correos de Costa Rica

Dado lo anterior, es necesario hacer énfasis en analizar el acto que se debe realizar en la notificación personal, por lo que, a continuación se describe un esquema en donde se detalla las formas en que se puede realizar la notificación tanto a la persona física como personas jurídicas.

Esquema Nª 1

Notificación Personal
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Fuente: Comisión de Notificaciones

1.3 Notificaciones Personales:

Las notiﬁcaciones personales se deben entender como aquella que se realiza directamente con la persona, por lo cual el lugar donde se realice la misma carece de importancia.

Cuando se trate de notiﬁcaciones para personas que se encuentran en su lugar de trabajo, estas se deben llevar a cabo, única y exclusivamente en forma personal. Se causa una indefensión a la parte o partes a notiﬁcar, si se deja con el jefe o con un compañero, secretaria, etc).

Por otro lado; todas las personas físicas y jurídicas deben actualizar sus direcciones, casa de habitación y sede social en los respectivos registros, caso contrario, se les podrá nombrar eventualmente un curador que los represente.

Tratándose de personas jurídicas, la notificación se tendrá por bien efectuada cuando se notifique a uno solo de sus personeros o representantes, ya sea en la casa de habitación de unos de los representante o en la dirección donde se encuentra la empresa. Aun cuando estos tengan una representación conjunta.

Adicional a lo anterior, se debe analizar los conceptos de: Domicilio real, registral y casa de habitación, ya que en la actualidad los tres conceptos deben ser coincidentes unos de otros, ello en virtud de que la propia ley estableció como requisito la obligación de mantener actualizado su domicilio en el registro respectivo, el cual debe coincidir con la casa de habitación, que a su vez, corresponde al domicilio real de la persona a notificar.

En estos casos, la cédula de notificación podrá ser entregada a cualquier persona que aparente ser mayor de quince años, y se halle en la casa de habitación. En cuanto a materia de Familia, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarías por ser conﬂictos de orden familiar la certeza de que el notiﬁcado habite en ese lugar debe ser aún mayor.

Cuando se trata de un menor de edad, es recomendable efectuar una pequeña descripción de la persona.

El domicilio contractual de una persona física necesariamente debe ser su casa de habitación y de una persona jurídica su sede social. Por ende, no es posible indicar como domicilio contractual un bufete, oﬁcinas, o cualquier otro lugar.

1.4 Notificaciones a Personas Jurídicas (Art 20 LNJ)

Algunos aspectos que son fundamentales de considerar para la realización de las notificaciones a personas jurídicas son las siguientes:

a) Personalmente al apoderado: Al igual que en las notiﬁcaciones de carácter personal, no interesa el lugar cuando el apoderado es notiﬁcado personalmente y a él se le hace entrega de la notiﬁcación.

b) Casa de Habitación del Apoderado: Es indudable que una sociedad queda debidamente notiﬁcada cuando el acto de comunicación se realiza en la casa de habitación del apoderado con las salvedades arriba expuestas.

c) Domicilio Contractual : Para las personas jurídicas esta forma de notiﬁcar que consta en el documento base de la demanda, debe necesariamente coincidir con su sede social (domicilio social).

d) Sede Social: La persona jurídica queda bien notiﬁcada cuando el notiﬁcador o notiﬁcadora se apersona en la dirección indicada como domicilio social, ya sea el inscrito ante el Registro Nacional de la Propiedad, o el domicilio en que se encuentra ubicado físicamente, siendo aplicable lo arriba indicado sobre domicilio real.

e) Agente Residente: Esta manera de notiﬁcar a las personas jurídicas es la que contiene mayores limitaciones. Solo se puede acudir a la notiﬁcación con el Agente Residente cuando se tenga previa demostración idónea en el proceso, de que los apoderados de la sociedad se encuentran fuera del país. Por ello, el juzgador es responsable de consignarlo así en la resolución que ordena la notiﬁcación.

1.5 Notificaciones por Notario:

En la Ley de Notificaciones contempla tres variables fundamentales que debe de valorarse para verificar la legitimidad del acto en las notificaciones por medio de notario: Nombramiento, Habilitación y Confección del acta.

En el artículo 31 de la Ley de Notificaciones se establece que la parte interesada de utilizar esta forma de notificación, debe de indicar el nombre del notario (a) que va a realizar el acto de notificación, ya sea de forma verbal o por escrito con el fin de que el despacho tome nota de lo indicado en el auto de traslado.

El notario designado no deberá tener interés en el proceso, y se le aplican los derechos y deberes de todo notificador. Puede notificar dentro del territorio nacional o fuera de él.

Debe considerarse, cuando la parte no le indique al despacho previamente el nombre del notario; o bien, a pesar de que la oficina judicial no hubiere resuelto el escrito donde se le nombra; la notificación efectuada en esas condiciones no perderá validez a menos que del análisis posterior, no supere los requisitos arriba expuestos.

1.6 Acta de Notificación:

El acta de notificación debe contener toda la informaciòn de lo actuado por la persona que realizó el acto de notificación, con el fin de garantizar la certeza jurídica de lo actuado dentro del proceso judicial.

Al acta de notificación se le puede agregar:

a) 1-En el domicilio Real

b) 2- En el domicilio Registral

c) 3-Agente Residente
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El acta de notificación debe contener:

1) Identificación y el ejercicio de la actividad jurisdiccional del órgano que la ejerce.

2) Número de expediente que identifique el proceso judicial.

3) Fecha y hora de la resolución

4) Nombre del notificando

5) Tanto en el acta como en la cédula de notificación se debe consignar la fecha y hora en que se lleva a cabo el acto de notificación.

6) Nombre y firma de la persona que recibe la notificación así como indicar la forma en que se procedió a dejar la misma.

7) Indicación de la entrega de copias de ley.

8) Tanto en el acta como en la cédula de notificación se debe indicar el nombre y la firma del funcionario que llevo a cabo la comunicación.

En aplicación de los principios de seguridad y certeza jurídica, en caso de que no se localice al notificando o en su efecto surge alguna situación particular a la hora de proceder a llevar a cabo la notificación, se debe proceder a consignar una constancia clara y precisa, con todos aquellos acontecimientos o circunstancias que se dieron durante su ejecución, que resulten útiles a las y los Jueces para resolver un eventual incidente de nulidad y/o para tomar una decisión jurisdiccional, las cuales se podrán dejar registradas de manera digital, en audio, video o fotografía en caso de tener este tipo de tecnología a disposición
.

Capítulo II: Problemas frecuentes y posibles soluciones:

A continuación, se presenta una compilación de los temas tratados en el taller de notificadores realizado en el mes de mayo del dos mil seis, en donde se llegaron a los siguientes criterios por parte de los participantes en asocio con los integrantes de la mesa principal
, las cuales actualmente siguen existiendo estas situaciones en el trabajo de campo:

2.1 Persona que destruye la notificación ante la autoridad antes de firmar el recibo, ó se niega a recibir la notificación
:

Una vez identificada la persona, a la cual va dirigida la notificación que interesa, es a partir de ese momento, que comienza a materializarse la "Fe Pública" que goza el funcionario (a) competente a realizar el acto de comunicación. Es decir, se presenta el caso que la persona se identifica como tal y, al recibir la documentación pertinente (cédula y copias), procede a devolverla al funcionario (a), y se niega a recibirla o simplemente la desecha ante la presencia de aquel. En ese preciso momento, como se indica, la persona queda debidamente notificada y, es obligación y responsabilidad del funcionario (a), hacer la observación en el acta respectiva, que aquella persona se negó a firmar el recibido del documento, y además, la misma debe ser precisa y clara en detalle de lo acontecido.

2.2 Persona que no puede o no sabe firmar:

Al igual que el caso anterior, una vez identificada la persona, sea en su casa de habitación, domicilio social, representante o apoderado, etc., se procederá a la respectiva entrega de la documentación pertinente. Si la persona a quien se entregan los documentos, no puede o no sabe firmar, esto debe ser consignado por el funcionario (a) respectivo, en el acta que corresponde y proceder a indicarle a la persona que consigne su huella del dedo pulgar en el acta de notificación.

2.3 Persona que presenta algún tipo de discapacidad
:

Cuando la persona a notificar manifiesta que tiene un impedimento físico o mental para recibir la cedula de notificación y firmar el acta correspondiente, lo que procede es ejecutarla de forma accesible a su impedimento, como: entregar un audio, solicitar la asistencia de algún familiar, o en su efecto de la persona que el notificando solicite para su asistencia, respetando la autonomía que tiene para decidir la forma en que quiere ser notificado.

Es importante, que el funcionario (a) responsable de realizar la misma, consigne en el acta de notificación, la forma en que se procedió a realizar el acto para garantizar que no se causó indefensión al notificando.

Adicional a lo anterior, es importante incluir dentro de estas situaciones cuando se deba notificar a un extranjero que no habla español, en este aspecto se debe considerar lo establecido en las Reglas de Brasilia y realizar un acta detallada con la circunstancia de la limitación en cuanto a idioma para que sea el despacho el que indique la forma en que debe ser notificado.

Es necesario que las personas que realicen los actos de notificación tengan conocimiento de la Ley N° 9379 “Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad”. Publicada en el Alcance 153 de La Gaceta N.° 166 de 30 de agosto de 2016, donde habla de los derechos y deberes de las personas con discapacidad.

2.4 Destinatario que evade siempre a la autoridad escondiéndose o huyendo para no recibir la notificación que sólo puede realizar personalmente
:

En estos casos, la normativa no es expresa en indicar que medida o acto se debe llevar a cabo al respecto. En teoría, es el interesado quien debe suministrar un lugar exacto en el cual se encuentre, o permanezca de manera fija, el notificando. Así como la hora precisa en la cual se pueda localizar el notificando. Posteriormente, será el Juez o Jueza, la Jefatura de la Oficina de Comunicaciones, o en su defecto, el mismo notificador (a) , quienes determinen el o los intentos para tratar de llevar a cabo la notificación.

Adicional se debe considerar en todo momento la apertura de poder solicitar asistencia a la Fuerza Pública en caso necesario.

2.6 Cuando la persona a notificar niega ser él:

Cuando se tiene certeza de que la persona ubicada es el notificando, y éste niega ser la persona a notificar, el funcionario o funcionaria encargada de practicar la notificación está investido de autoridad para exigir la identificación debida de quien recibe la cédula, en caso de que éste se negare, puede solicitar ayuda de la policía administrativa a fin de cumplir con su cometido. (Artículo 8 Ley de Notificaciones Judiciales).

2.7 Cuando se indica una persona y no un lugar para recibir notificaciones
.

Esta forma de proceder es incorrecta, por cuanto el artículo 34 de la Ley de Notificaciones indica expresamente que la parte señalará un medio o en los casos de las materias de pensiones alimentarias, agrario, laboral y violencia doméstica que pueden señalar un lugar para recibir notificaciones y no una “persona determinada”. Por lo anterior, existe jurisprudencia al respecto en donde expresamente se indica lo expuesto en la normativa vigente. (ver anexo 4).

2.8 Notificaciones en materia Penal:

En cuanto a las notificaciones que se tramitan en materia penal, se debe de tener en cuenta que en dicha materia no aplica las notificaciones automáticas, por lo que se debe de realizar los intentos necesarios para poder realizar el acto de comunicación.

En cuanto a las notificaciones que se deban realizar en centros penitenciarios, las mismas deben ser coordinadas en la secretaria de cada centro, con el fin de que trasladen al privado de libertad al lugar que ellos designen.

2.9 Notificaciones en materia de Pensiones Alimentarías o Violencia Doméstica


En los casos atinentes a la materia de Familia y otras similares, deben atenderse las particularidades de cada caso, las consecuencias, implicaciones que se dan en los conflictos de orden familiar.

Ante ello se recomienda actuar con la mayor prudencia y celeridad para no causar indefensión a ninguna de las partes, por lo que es importante tener en cuenta, cuando se deba notificar a una de ellas y esta tiene su residencia en el mismo recinto de la parte contraria, se debe de notificar en forma personal.

2.10 Reformas procesales y su incidencia en las notificaciones :

2.10.1 Reforma Laboral: Se debe considerar lo establecido en la Sección I, Disposiciones Varias, artículo 469 en donde establece las formas de notificar en materia laboral, así como el artículo 497 donde se habilita nuevamente tanto el medio como el lugar para atender notificaciones.

2.10.2 Reforma Agraria: En cuanto a la materia agraria se debe de considerar el artículo 72 en donde se establece la forma en que se realizará la notificación asì como plazos para ejecutar la misma cuando es casos especiales que el despacho lo solicite, es por ello, que se recomienda estar en coordinación verbal con la oficina judicial que solicite la diligencia en caso de ser alguna comisión para evitar nulidades.

En cuanto a las pruebas anticipadas, el artículo 168 establece que se puede señalar medio y lugar para recibir notificaciones.

2.10.3 Reforma Procesal Civil: Se mantiene las mismas reglas establecidas en la Ley de Notificaciones Judiciales, conforme lo establece el artículo 29.2 “Comunicación de los actos procesales”.

Es importante mencionar que en las tres reformas antes citadas no se obliga aportar las copias de la documentación que aporte la parte actora, por ello se debe de tener cuidado de no ejecutar alguna notificación por ausencia de copias en estas materias.

CAPITULO III: REGLAS GENERALES QUE COMPLEMENTAN LA LEY DE NOTIFICACIONES

3.1 Aspectos Administrativos:

Con el fin de orientar aspectos operativos en el accionar de las personas que realizan el acto de notificación, el Consejo Superior del Poder Judicial, dispuso de acatamiento obligatorio una serie de reglas generales que complementen la Ley de Notificaciones Judiciales, con el fin de evitar costos operativos al ejecutar indebidamente una notificación.


Dentro de los aspectos administrativos indicados en dichas reglas generales se encuentran las siguientes:

Dejar siempre constancia o razón en el acta de notificación del por qué resultó negativo o fracasó la ejecución del acto procesal de notificación en forma personal; así como de todos aquellos acontecimientos o circunstancias sobrevenidas durante su ejecución, que resulten útiles a las y los Jueces para resolver un eventual incidente de nulidad y/o para tomar una decisión jurisdiccional, las cuales se podrán dejar registradas de manera digital, en audio, video o fotografía en caso de tener este tipo de tecnología a disposición.

· Intentar la práctica efectiva del acto procesal de notificación en forma personal hasta por tres veces, en días y horas diferentes, aún de noche, cuando no hayan personas presentes en el lugar señalado al momento de ser llevado a cabo.

· Ejecutar el acto procesal de notificación en forma personal en el domicilio registral (artículo 21 de la Ley N°8687) como última opción, en aquellas materias regidas principalmente por el principio de oficialidad.

· Intensificar los controles y la supervisión mediante “operativos”, por parte de las jefaturas de las oficinas de comunicaciones judiciales, con el fin de garantizar que el personal a su cargo esté localizando el lugar indicado para notificar en forma personal y ejecutando correctamente el acto procesal de notificación en forma personal.

Registrar el número de teléfono propio de la persona notificada u otra de su confianza en el acta de notificación, cuando se está ejecutando el acto procesal de notificación en forma personal, para eficientar el posterior contacto del personal del despacho judicial con la persona notificada.

Contribuir a establecer o a intensificar las relaciones de coordinación con el personal de los despachos judiciales, para facilitar las labores de consulta y verificación de los datos de la dirección aportados por las personas usuarias judiciales externas en ambos sentidos.

Gestionar la colaboración de la parte interesada para ejecutar el acto procesal de notificación en forma personal, en materia Civil incluyendo los procesos cobratorios, para ubicar el lugar señalado y/o identificar a la persona que se deba notificar, ya sea en forma presencial o telefónicamente cuando haya aportado el número previamente, de lo cual se dejará constancia en el acta de notificación en forma personal.

· Gestionar la colaboración de personal de la Fuerza Pública, de la parte interesada, o de una persona capaz de identificar con certeza a la persona a notificar, cuando esta última no se identifica ante la solicitud de la o del Técnico en Comunicaciones Judiciales.

Brindar seguridad personal obligatoria a las y los Técnicos en Comunicaciones Judiciales, cuando deban desplazarse a realizar actos procesales de notificación en forma personal o citación en lugares realmente peligrosos, por parte de la Fuerza Pública y/o del Organismo de Investigación Judicial, la cual deberá ser gestionada directamente a las jefaturas de las oficinas de comunicaciones judiciales.

Realizar siempre el acto procesal de notificación en forma personal, aunque sea en forma tardía, es decir, con posterioridad a la fecha del señalamiento de la audiencia o del juicio, y señalar la razón por la que se llevó a cabo tardíamente la comunicación

En materia de citaciones judiciales, “… si el Citador tiene conocimiento de la ubicación de la persona requerida, aún cuando la cita indique otra dirección que esté en completa disposición de realizarla…”.

Estas reglas generales lo que tratan de evitar es que se devuelva una notificación sin antes intentar todos los medios para diligenciarla de forma efectiva, o en su efecto brindar información que sirva de referencia para continuar el impulso procesal.

3.2 Tramitación de las citaciones:

Con respecto al tema de las citaciones, se debe tener en cuenta que si el comunicador (a) judicial tiene conocimiento de la ubicación de la persona requerida, aun cuando la cita indique otra dirección que esté en completa disposición de realizarla, conforme lo estableció el Consejo Superior mediante la circular 110-12.

CAPITULO IV : NOTIFICACIONES POR MEDIOS ELECTRONICOS

4.1 Notificaciones por correo electrónico.

Conforme lo establece el artículo 39 de la Ley de Notificaciones Judiciales, se debe registrar la cuenta del correo electrónico para recibir notificaciones en donde se debe validar dicha dirección por medio del área encargada de la Dirección de Tecnología para dicho fin.

Los pasos para validar dicha cuenta son:

· Ingresar al sitio Web del Poder Judicial, seleccionar “Trámites en Línea”.

· Seleccionar “Validación y Registro de la cuenta de correo para recibir notificaciones”.

· Llenar el formulario con el documento de identificación, nombre, teléfono y dirección electrónica.

· Corroborar los datos y seleccionar “Enviar”.

· Posterior a estos pasos se debe recibir un mensaje en el correo electrónico registrado para verificar el buen funcionamiento de la dirección que se indicó, se indica un enlace para que se acceda al mismo y aparecerá en la pantalla un mensaje para confirmar que la dirección de correo electrónica fue incluida en el sistema.

· Seguidamente se recibe un segundo mensaje para indicar que la cuenta ya fue validada, una vez recibido este último mensaje se debe comunicar al despacho en el cual se tramita el caso.

4.2 Notificaciones por medio de gestión en línea.

El Sistema de Gestión en Línea, brinda el SERVICIO DE NOTIFICACIÓN EN LÍNEA a los litigantes y las litigantes y personas usuarias que participan en procesos judiciales, siempre y cuando señalen que su medio para recibir notificaciones es “GESTION EN LINEA”. Los usuarios y las usuarias que serán notificadas por este medio, se beneficiaran por ser un servicio de entera confianza ya que sólo les bastará revisar la página web del Poder Judicial para verificar si han sido notificados o no. Además excluye los posibles inconvenientes que se les pudieran presentar al señalar otros medios de notificación.

Se requiere credenciales de acceso para utilizar el servicio. Dichas credenciales se pueden obtener en los despachos judiciales, es requisito que la persona usuaria esté registrada o registrado como interviniente en las causas judiciales con su correcto número de identificación.

4.3 Avisos por teléfono.

La actualización de los datos de los intervinientes asociados a cada expediente es de suma importancia y, en este sentido, se posibilita el servicio de envío de avisos por teléfono móvil (SMS) a aquellas personas intervinientes de las causas. Para esto se debe completar la información de la persona relacionada con el número de teléfono móvil y si desea recibir este tipo de avisos.

4.4 Problemas Frecuentes y posibles soluciones

Al realizar notificaciones por medios electrónicos se pueden presentar problemas como los citados a continuación:

· Correo Electrónicos:

· Que la persona usuaria no reciba la notificación porque tiene la bandeja de entrada llena: El usuario tiene la responsabilidad de tener su correo y bandeja electrónica habilitada para recibir comunicaciones.

· Que la persona usuaria no reciba la notificación porque el correo llega a la bandeja de correos no deseados: Existe la posibilidad que el correo destino califique el correo electrónico del Poder Judicial, como correo no deseado. La solución es que la persona usuaria debe estar pendiente de estos correos y en el momento que llegue a este apartado, habilitarlo como correo válido.

· Que se señale como medio de notificaciones el correo electrónico pero no se realizará el trámite para validar y autorizar el correo electrónico como válido, por lo que el despacho no le enviara la notificación al correo electrónico señalado: La persona usuaria antes de registrar como medio de notificación correo electrónico, debe de asegurarse que el correo este autorizado y si no realizar el trámite correspondiente de validación de correo electrónico en la página del Poder Judicial.

· Gestión en línea:

ñ Se indique que el medio de notificación es Gestión en Línea, pero los despachos judiciales no registren correctamente la cédula de la persona usuaria: El medio de gestión en línea, el requisito es que el número de identificación de la persona este registrada correctamente. Los despachos deben de velar y garantizar de registrar adecuadamente el número de identificación de las personas. En caso de que se de el problema, el despacho debe de corregirlo y volver a realizar el trámite de notificación.

ñ Que la persona usuaria no revise sus notificaciones en la página de gestión en línea: El usuario debe de estar pendiente de sus notificaciones.

· Fax

ñ Que el fax esté ocupado y pase los 5 intentos: En ocasiones las personas usuarias le dan continuo uso a sus faxes, esto puede provocar que los intentos de notificación que realiza la plataforma automática de envío de faxes del Poder Judicial coincidan con momentos donde la persona usuaria está utilizando su equipo, esto provoca que los intentos de envíos queden como fallidos y el envío de la notificación como NO diligenciada. En estos casos la persona usuaria puede contemplar la utilización de otros medios de notificación electrónicas como lo son correo electrónico o Gestión en Línea ya que estos no presentan esta limitante. El poder judicial trata de mitigar esta situación cumpliendo con lo indicado en la ley de notificaciones “se harán hasta cinco intentos para enviar el fax al número señalado, con intervalos de al menos treinta minutos, esos intentos se harán tres el primer día y dos el siguiente, estos dos últimos intentos deberán producirse en día hábil y después de las ocho horas.” (Artículo 50, ley 86870).

ñ Que el fax se quede sin cartucho o sin papel: Algunas veces, la plataforma de envíos automáticos de faxes de poder judicial detecta al realizar un intento de envío que el equipo de fax de la persona usuaria se quedó sin papel o cartucho; esto provoca que el intento de envío quede registrado como fallido. Es responsabilidad de la persona usuaria el mantener su equipo con los insumos necesarios que permitan un adecuado funcionamiento.

ñ Que el fax llegue ilegible: En ocasiones, se puede presentar que la persona usuaria reciba un fax donde la información contenida es ilegible. La persona usuaria debe revisar si el cartucho de tinta de su equipo de fax es aún funcional; en caso de que lo sea, debe recurrir al despacho emisor de la notificación para que estos verifiquen si el documento enviado a notificar está correcto; en el caso de que el despacho indique que el documento está correcto, este debe realizar la consulta respectiva al personal de la Dirección de Informática del Poder Judicial para que se revise si se presentó algún problema en el envío del fax.

ñ Que el fax llegue incompleto: Algunas veces puede presentarse que la persona usuaria reciba un fax incompleto (sin la totalidad de páginas que lo conforman). Para estos casos es recomendable que la persona usuaria consulte al despacho emisor o bien al Centro de Comunicaciones Judiciales (OCJ), si la notificación ya cumplió con los cinco intentos de ley, de ser así y la notificación quedó con resultado positivo, deben verificar si la resolución que se mandó a notificar está completo; si se determina que el documento está completo, deben realizar la consulta respectiva al personal de la Dirección de Informática del Poder Judicial para que se revise si se presentó algún problema en el envío del fax.

ñ Que la persona usuaria no tenga el fax dedicado a la recepción de faxes: En ocasiones, la plataforma de envío automático de faxes del poder judicial realiza los intentos de envío y estos dan negativos debido a que en el número marcado contesta una persona en lugar del fax receptor, esto provoca que se gasten los 5 intentos de envío de ley y que finalmente la notificación quede con resultado negativo; para solventar esta situación es necesario que la persona usuaria tenga su equipo de fax dedicado a la recepción de faxes. (Consejo Superior, Sesión Nª 70-02 del 19 de setiembre del 2002 y publicado en el boletín judicial 202 del 21 de octubre de 2002).

CAPITULO V: INFORMACIÓN IMPORTANTE SOBRE LAS NOTICICACIONES JUDICIALES

5.1 Todos los días y horas son hábiles para notificar.

5.2 Para aplicar el artículo 4 de la Ley de Notificaciones Judiciales, la resolución ordenará permitir el ingreso del funcionario notificador; si el ingreso fuera impedido, se tendrá por válida la notificación practicada a la persona encargada de regular la entrada.

5.3 Cuando se deba notificar a una persona con discapacidad, la cédula de notificación deberá ir acompañado de un documento en un formato accesible al notificando, el notificando puede solicitar la asistencia de algún familiar o en su efecto de la persona que el notificando solicite para su asistencia, para no causarle indefensión a la parte notificada.

5.4 La nulidad de la notificación se decretará solo cuando se le haya causado indefensión a la parte notificada.

5.5 La notificación automática no aplica para las notificaciones en forma personal, casillero o estrados.

5.6 La notificación automática solo se aplica a las notificaciones por medio de correo electrónico o fax.

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 14 de setiembre de 2021

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

Refs: (8487-2021) 

Nickole 

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 21:26:23.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 251 - 2021


24 de Noviembre del 2021

Fecha de Publicación: 07 de Enero del 2022

Descriptores/Temas: Personas con discapacidad

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022
Reitera: Circular de Secretaría de la Corte 101 del año 2005

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°251 del 24 de noviembre del 2021


CIRCULAR No. 251-2021

Asunto: Reiteración de la circular N° 101-2005 sobre la “Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.- 

A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 91-2021 celebrada el 21 de octubre del 2021, artículo XLII, en lo que interesa, dispuso reiterar la circular N° 101-2005 sobre la “Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial, que literalmente dice:

“El Consejo Superior, en sesión N° 50-05, celebrada el 30 de junio de 2005, artículo XLVIII, dispuso reiterarles que de conformidad con lo que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600, están en la obligación de brindar un trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en alguna situación especial.-.”

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 24 de noviembre de 2021

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

Refs: (830-2021) 

Nickole 

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 21:28:28.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 252 - 2021


24 de Noviembre del 2021

Fecha de Publicación: 17 de Diciembre del 2021

Descriptores/Temas: Personas con discapacidad

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022
Reitera: Circular de Secretaría de la Corte 182 del año 2005

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°252 del 24 de noviembre del 2021


CIRCULAR No. 252-2021

Asunto: Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-

A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 91-2021 celebrada el 21 de octubre del 2021, artículo XLII, en lo que interesa, dispuso acordó reiterar la Circular N° 182-2005, denominada “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”, publicada en el Boletín Judicial No 6 del 9 de enero de 2006, que indica: 

“El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a las personas usuarias con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en una situación especial”. -

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 24 de noviembre de 2021

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

Refs: (830-2021) 

Nickole 

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 089 - 2004


07 de Julio del 2004

Fecha de Publicación: 16 de Julio del 2004

Descriptores/Temas: undefined

Modifica: Circular de Secretaría de la Corte 077 del año 2004
Modifica: Circular de Secretaría de la Corte 077 del año 2004

Documentos citados: - Circulares y Avisos 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°089 del 7 de julio del 2004


		 





Corte Suprema de Justicia

    * Secretaría General *

CIRCULAR N° 89-2004

Asunto:  Modificación a la circular Nº 77-04, sobre la aplicación de la “Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”.

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES  DEL PAIS 

SE LES HACE SABER QUE:

 Que la circular Nº 77-04, sobre la aplicación de la “Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”, publicada en el Boletín Judicial Nº119 del 18 de junio de 2004, en adelante deberá leerse así:

La Corte Plena en sesión N° 12-04, celebrada el 29 de mayo del año en curso, artículo XXV, dispuso comunicarles la obligación en que están de cumplir con la Ley 7600 de 2 de mayo de l996 “Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”, especialmente en lo que respecta a la información que debe brindarse a las personas con discapacidad en los procesos judiciales y al acceso general a la justicia a que tienen derecho. 

 

San José, 07 de julio de 2004.-

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 

Publicada en el Boletín Judicial Nº 139 del 16 de julio de 2004

 

 - CC:  - Diligencias

- Marco.-/asisjur/circulares/2004

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 14:47:10.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 255 - 2021


24 de Noviembre del 2021

Fecha de Publicación: 17 de Diciembre del 2021

Descriptores/Temas: Personas con discapacidad

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022
Reitera: Circular de Secretaría de la Corte 182 del año 2005

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°255 del 24 de noviembre del 2021


CIRCULAR No. 255-2021

Asunto: Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-

A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 91-2021 celebrada el 21 de octubre del 2021, artículo XLII, en lo que interesa, dispuso reiterar la Circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial, que indica: 

“La Corte Plena en sesión No 5-14, celebrada el 10 de febrero de 2014, artículo XXV, acordó reiterarles la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”, publicada en el Boletín Judicial No 6 del 9 de enero de 2006, que indica: 

“El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el 01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos, a las personas usuarias con discapacidad,  adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en una situación especial”.-

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 24 de noviembre de 2021

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

Refs: (830-2021) 

Nickole 

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 258 - 2021


24 de Noviembre del 2021

Fecha de Publicación: 17 de Diciembre del 2021

Descriptores/Temas: Personas con discapacidad

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022
Reitera: Circular de Secretaría de la Corte 174 del año 2017

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°258 del 24 de noviembre del 2021


CIRCULAR No. 258-2021

Asunto: Reiteración de la circular N° 174-2017 sobre “Reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social”.-

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 91-2021 celebrada el 21 de octubre del 2021, artículo XLII, en lo que interesa, dispuso reiterar la Circular No N° 174-2017 sobre “Reiteración de las circulares emitidas por la Corte Plena atinentes al “Acceso a la Justicia de las Personas en Vulnerabilidad Social”, que indica: 

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 70-187 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XXII, acordó reiterar la circular 174-2017 atinente al Acceso a la Justicia de las personas en Vulnerabilidad Social:

		Circular

		Asunto



		No. 65-11

		“Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”.-



		No. 117-13

		“Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”.-



		No. 35-14

		“Reiteración de la circular No 182-2005, sobre la “Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con una situación especial”.-





De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, 24 de noviembre de 2021

Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

Refs: (830-2021) 

Nickole 

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.
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                      Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General
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Circular de Secretaría de la Corte N° 261 - 2021


09 de Diciembre del 2021

Fecha de Publicación: 17 de Diciembre del 2021

Descriptores/Temas: Multas

Documentos citados: - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°261 del 9 de diciembre del 2021


CIRCULAR No. 261-2021

Asunto: Actualización de los montos de las multas de tránsito que regirán para enero del 2022, según el artículo 148 de la Ley 9078 “Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial. -

A LAS INSTITUCIONES, ABOGADAS, ABOGADOS, SERVIDORAS, SERVIDORES JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL, SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión número 103-2021 celebrada el 01 de diciembre del 2021, artículo XIII, aprobó la actualización los montos de las multas de tránsito contenidas en la reforma a la Ley 9078 Ley de Tránsito por Vías Públicas, Terrestres y Seguridad Vial, que regirán a partir de enero de 2022, de conformidad con lo que establece el artículo 148 de la citada Ley, a saber:

LEY 9078-ACTUALIZADO

RIGE A PARTIR DE ENERO 2022

Estacionamientos preferenciales, en estacionamientos públicos como privados

		ART. INCISO Ley de Tránsito

		CONDUCTA

		MULTAS A PARTIR DE ENERO 2021

		MULTAS



		

		

		

		(1,91%)



		

		

		

		RIGEN A PARTIR DE ENERO 2022



		96

		Los espacios preferenciales podrán ser ocupados, únicamente, por quienes tengan una discapacidad evidente o certificada, así como por mujeres en estado de gravidez avanzado y ciudadanos de oro.  La administración del parqueo velará porque los espacios preferenciales no sean ocupados por otras personas no autorizadas. En caso de que personas no autorizadas ocupen dichos espacios, les será aplicable una multa de categoría C.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		96

		La administración del estacionamiento deberá denunciar, inmediatamente, el hecho a las autoridades de tránsito y solicitar de inmediato que con el concurso de sus grúas remueva el vehículo infractor.  El propietario del establecimiento que incumpla con esta obligación estará sujeto a una multa equivalente a cinco veces la multa estipulada en la categoría C.

		₡553 646,48

		₡564 221,13





Multas Categoría A

		ART. INCISO Ley de Tránsito

		CONDUCTA

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2021

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2022



		143 a)

		A quien conduzca bajo la influencia de bebidas alcohólicas en las siguientes condiciones de concentración de presencia de alcohol en sangre o aire espirado:
i) Superior a cero coma cincuenta gramos (0,50 g) por cada litro de sangre y hasta cero coma setenta y cinco gramos (0,75 g) para cada litro de sangre, o superior a cero coma veinticinco miligramos (0,25 mg) y hasta cero coma treinta y ocho miligramos (0,38 mg) en aire espirado; en ambos supuestos para cualquier tipo de conductor.
ii) Superior a cero coma veinte gramos (0,20 g) hasta cero coma cincuenta gramos (0,50 g) de alcohol por cada litro de sangre, o superior a cero coma diez miligramos (0,10 mg) hasta cero coma veinticinco miligramos (0,25 mg) por cada litro de sangre en aire espirado; en ambos supuestos para conductores profesionales y para aquellos conductores con licencia de conducir emitida por primera vez dentro de un plazo menor de tres años.

		₡327 713,96

		₡333 973,30



		143 b)

		Al conductor que circule en cualquier vía pública a una velocidad superior a los ciento veinte kilómetros por hora, siempre que no se trate de competencias de velocidad ilegales denominadas piques, las que se encuentran contempladas en el artículo 254 bis del Código Penal, Ley N.º 4573, de 4 mayo de 1970, y sus reformas.

		₡327 713,96

		₡333 973,30



		143 c)

		A quien conduzca con licencia que haya sido suspendida por infracciones a la presente ley.

		₡327 713,96

		₡333 973,30



		143 d)

		Al conductor que adelante, curvas, intersecciones, cruces de ferrocarril, puentes, túneles, pasos a desnivel, por espaldón, por el costado derecho. 

		₡327 713,96

		₡333 973,30



		143 e)

		Al conductor que invada el carril adjunto que se encuentre separado por una línea de barrera de trazo continuo, a excepción de lo establecido en el artículo 100.

		₡327 713,96

		₡333 973,30



		143 f)

		Al conductor que infrinja la prohibición de giro en U y giro a la izquierda en lugares donde haya señalamiento vertical y horizontal.

		₡327 713,96

		₡333 973,30



		143 g)

		Al conductor que se niegue a acatar el requerimiento del artículo 208 de esta ley de someterse a una prueba de alcoholimetría.

		₡327 713,96

		₡333 973,30



		143 h)

		Producir ruido o emisiones de gases, humos o partículas contaminantes que exceden los límites establecidos, de conformidad con el artículo 38 y el artículo 39 de esta ley.

		₡327 713,96

		₡333 973,30





Multas Categoría B

		ART. INCISO Ley de Tránsito

		CONDUCTA

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2021

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2022



		144 a)

		Al conductor que permita que personas menores de doce años que midan menos de 1.45 metros de estatura no utilicen dispositivos especiales de seguridad.

		₡221 458,59

		₡225 688,45



		144 b)

		A quien conduzca un vehículo de transporte de materiales peligrosos, infringiendo las disposiciones del artículo 115 de la presente ley.

		₡221 458,59

		₡225 688,45



		144 c)

		Al conductor de vehículos tipo motocicleta y bicimoto que permita que personas menores de cinco años de edad viajen como acompañantes en esos automotores, infringiendo el inciso e) del artículo 117 de esta ley.

		₡221 458,59

		₡225 688,45



		144 d)

		Al conductor que irrespete la señal de alto en una intersección.

		₡221 458,59

		₡225 688,45



		144 e)

		Al conductor que irrespete la señal de alto de la luz roja de un semáforo, salvo las excepciones contempladas en el artículo 104 de esta ley.

		₡221 458,59

		₡225 688,45



		144 f) 

		Al conductor que circule un vehículo con placas que registralmente pertenezcan a otro vehículo, o con placas alteradas o falsas.

		₡221 458,59

		₡225 688,45



		144 g)

		Al conductor que circule a más de cuarenta kilómetros por hora (40 km/h) sobre el límite máximo establecido, salvo que exista una sanción superior.

		₡221 458,59

		₡225 688,45



		144 h)

		Al conductor que, por irrespetar la señal de alto, en el derecho de vía ferroviario, dañe de cualquier forma los dispositivos colocados como sistema de alerta y prevención ante el paso del tren.

		₡221 458,59

		₡225 688,45





Multas Categoría C

		ART. INCISO Ley de Tránsito

		CONDUCTA

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2021

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2022



		145 a)

		A quien conduzca vehículos de carga pesada en las zonas urbanas y suburbanas no autorizadas por el MOPT.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 b)

		Al conductor que circule un vehículo con exceso de carga en las vías públicas, salvo lo dispuesto en el inciso h) y párrafos finales del artículo 114.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 c)

		A quien conduzca en vías públicas vehículos automotores modificados o adaptados, en contravención de lo dispuesto en el artículo 122 de esta ley.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 d)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación sin los dispositivos retrorreflectivos exigidos.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 e)

		Al conductor que incumpla con los recorridos y las paradas establecidos por el CTP para los vehículos de transporte público, salvo caso fortuito o fuerza mayor.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 f)

		Al conductor de vehículos de transporte público con exceso de pasajeros según la capacidad fijada por el CTP.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 g)

		Al conductor de vehículos de servicio transporte público que traslade pasajeros en el área marcada en entrada y salida, en contravención del inciso a) del artículo 51 de esta ley.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 h)

		Al conductor que circule con vehículo sin las luces reglamentarias encendidas, desde las seis de la tarde hasta las seis de la mañana, o en ocasiones en que se dificulte la visibilidad.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 i)

		Al conductor de vehículos utilizados para el acarreo modalidad grúa o plataforma que incumpla las disposiciones establecidas en el artículo 113 de esta ley.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 j)

		Al propietario del vehículo de servicio de transporte público modalidad taxi que no porte taxímetro, o bien, esté alterado.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 k)

		Al conductor de servicio de transporte público modalidad taxi que no utilice el taxímetro cuando traslade pasajeros.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 l)

		Al conductor que realice adelantamiento, valiéndose de la prioridad de paso que le asiste a los vehículos de emergencia.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 m)

		Al conductor que circule en las aceras con vehículos automotores. 

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 n)

		Al conductor que adelante a otro vehículo que se haya detenido frente a una zona de paso para peatones.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 ñ)

		Al conductor que infrinja las reglas de conducción previstas en el artículo 126 de la ley, respecto a la utilización de teléfono móvil, así como de cualquier otro medio o sistema de comunicación mientras conduce, salvo que no se empleen las manos, y la realización de actividades distintas de las que demanda la debida conducción.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 o)

		A la persona que conduzca sin haber obtenido licencia de conducir requerida para el tipo y la clase de vehículo conducido o permiso temporal de aprendizaje, o conduzca con permiso temporal sin el debido acompañante.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 p)

		Al conductor que circule a una velocidad superior a veinticinco kilómetros por hora (25 km/h) por las vías públicas localizadas alrededor de planteles educativos con estudiantes presentes, centros de salud, centros de atención a personas adultas mayores o lugares donde se lleven a cabo actividades o concentraciones masivas, siempre que estas se encuentren debidamente identificadas para informar al público en general.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 q)

		A quien conduzca sin utilizar el cinturón de seguridad. 

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 r)

		Al conductor que permita que los acompañantes no utilicen el cinturón de seguridad.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 s)

		Al conductor que no utilice el casco de seguridad debidamente ajustado en vehículos tipo motocicleta y bicimoto.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 t)

		Al conductor que permita al acompañante viajar sin utilizar el casco de seguridad debidamente ajustado en vehículos tipo motocicleta y bicimoto.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 u)

		Al conductor que circule a más de treinta kilómetros por horas (30 km/h) sobre el límite máximo establecido, salvo que exista una sanción superior.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 v)

		Al conductor de vehículos de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, que se niegue a prestar servicio a personas adultas mayores o con discapacidad.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 w)

		Al conductor de vehículos tipo bicimoto y motocicleta que adelante en medio de las filas de vehículos a una velocidad superior a veinticinco kilómetros por hora (25 km/h), salvo la excepción dispuesta en el inciso g) del artículo 108.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 x)

		Al conductor que circule a una velocidad inferior a la mínima establecida en el tramo respectivo, con el propósito comprobado de congestionar o entorpecer el libre flujo vehicular.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 y)

		Al propietario de un vehículo que lo utilice para prestar servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin contar con las autorizaciones respectivas. Igual sanción se aplicará al conductor que no siendo el propietario del vehículo utilizado preste el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin las respectivas autorizaciones.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 z)

		A quien circule evadiendo el control o la señal de alto en el derecho de vía ferroviario, así como a quien estacione u obstruya, con cualquier tipo de vehículo, el derecho de vía ferroviario.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 aa)

 

		Al conductor de un vehículo de carga liviana o de carga pesada que desacate las disposiciones a), b), c), d), e), f) y j) del artículo 114 de esta ley.

		₡110 729,29

		 ₡112 844,22



		

		Artículo 114:  
a) La carga debe estar bien sujeta y acondicionada.
b) La carga no debe obstruir la visibilidad del conductor ni dificultar la conducción del vehículo.
c) La carga debe transportarse de forma que no provoque inconvenientes por desprendimiento o que dificulte el tránsito de otros vehículos.
d) La carga no debe ocultar las luces del vehículo ni el número de la placa.
e) Todos los accesorios, que sirvan para acondicionar o proteger la carga, deben reunir las condiciones de seguridad reglamentarias.
f) Cualquier carga que sobresalga de la parte trasera, delantera o lateral del vehículo, debe ser señalada con banderas rojas y con dispositivos proyectores de luz durante la noche.  La carga no debe hacer contacto con la vía.
j) Los vehículos de más de cuatro mil kilogramos deben someterse al pesaje en las casetas destinadas para tal efecto.

		

		



		145 bb)

		Al conductor con exceso de pasajeros, según la capacidad máxima del vehículo.

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 cc)

		Al conductor que traslade pasajeros fuera de la cabina en la cajuela o cajón del vehículo.  A excepción del transporte de trabajadores para actividades agrícolas, mantenimiento de servicios públicos, atención de emergencias y el traslado de personas en carreteras cantonales de lastre o tierra. 

		₡110 729,29

		₡112 844,22



		145 dd)

		Al conductor que circule un vehículo en las vías y durante los días o las horas cuyo tránsito sea restringido por emergencia nacional decretada.

		₡110 729,29

		₡112 844,22





Multas Categoría D

		ART. INCISO Ley de Tránsito

		CONDUCTA

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2021

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2022



		146 a)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación con algún dispositivo que permita burlar o anular los aparatos de vigilancia de la Policía de Tránsito.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 b)

		Al conductor que irrespete las señales de tránsito fijas, verticales u horizontales, y las indicaciones de la autoridad de tránsito, siempre que no exista una sanción superior distinta.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 c)

		Al conductor que irrespete las prioridades de paso, según lo establecido en el artículo 105 de esta ley.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 d)

		Al conductor que incumpla las indicaciones para la circulación en rotondas, señaladas en el artículo 106 de la presente ley.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 e)

		Al conductor que incumpla las reglas sobre uso del carril central establecidas en el artículo 107 de la presente ley.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 f)

		Al conductor que incumpla los requisitos de señalamiento de maniobra establecidas en el inciso c) del artículo 108 de la presente ley.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 g)

		Al conductor que incumpla las normas de uso de luces establecidas en el artículo 103 de la presente ley, siempre que no exista una sanción superior distinta.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 h)

		Al conductor que circule sin vestimenta retrorreflectiva en vehículos tipo motocicleta y bicimoto.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 i)

		Al conductor que infrinja las prohibiciones para la circulación de vehículos establecidas en el artículo 122 de la presente ley, siempre que no exista una sanción superior distinta.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 j)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación habiéndose alterado el motor, los sistemas de inyección, de carburación, o de control de emisiones, según lo establecido en su tarjeta de IVE.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 k)

		Al conductor que opere un taxi, servicio especial o servicio especial estable de taxi en demanda de pasajeros en zonas no autorizadas.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 l)

		Al conductor que brinde servicio especial estable de taxi sin el respectivo contrato.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 m) 

		Al conductor que infrinja las reglas sobre maniobras de retroceso establecidas en el artículo 109 de la presente ley.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 n)

		Al conductor que infrinja las normas de estacionamiento, establecidas en el artículo 110 de esta ley, siempre que no exista una sanción superior distinta.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 ñ)

		Al conductor que circule vehículos en las vías cuyo tránsito es restringido por disposición de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 o)

		Al conductor que circule un vehículo de transporte público con las puertas abiertas durante el recorrido o permita subir o bajar pasajeros en zonas no autorizadas.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 p)

		A quien conduzca con licencia no apta para el tipo y clase de vehículo conducido.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 q)

		Al conductor que circule con licencia extranjera por más de tres meses luego de haber ingresado al país.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 r)

		Al conductor que ingrese a una intersección, a pesar de disponer de luz verde o derecho de vía para ello, si el congestionamiento vehicular produce que dicha maniobra obstruya la libre circulación.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 s)

		A quien circule con vehículos automotores en las playas, salvo las excepciones previstas en la ley.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 t)

		Al conductor de un vehículo de servicio de transporte público que aprovisione combustible cuando se transporten pasajeros.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 u) 

		Al ciclista que circule por vías públicas cuya velocidad autorizada sea igual o mayor a ochenta kilómetros por hora (80 km/h).

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 v)

		Al conductor que circule a más de veinte kilómetros por hora (20 km/h) sobre el límite máximo establecido, salvo que exista una sanción superior.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 w)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación sin la IVE del período correspondiente.

		₡54 805,41

		₡55 852,19



		146 x)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación sin estar al día en el pago de los derechos de circulación y del seguro obligatorio de vehículos.

		₡54 805,41

		₡55 852,19





Multas Categoría E

		ART. INCISO Ley de Tránsito

		CONDUCTA

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2021

		MULTA RIGE A PARTIR ENERO 2022



		147 a)

		Al conductor que cause lesiones o daños a bienes en forma culposa, siempre que por la materia de la que se trate o por su gravedad, no le sea aplicable otra legislación.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 b)

		Al propietario del vehículo de transporte de carga limitada que sea puesto en circulación infringiendo los requisitos establecidos en el artículo 112 de la presente ley.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 c)

		Al conductor que ponga en funcionamiento los altoparlantes del vehículo de las diecinueve horas del día a las siete horas del día siguiente, salvo permiso dado por el MOPT por intereses públicos.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 d)

		Al conductor que ponga a funcionar los altoparlantes a cien metros de distancia de clínicas y hospitales, así como de los centros de enseñanza e iglesias, cuando en estos lugares se estén desarrollando actividades.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 e)

		A quien conduzca un vehículo de tránsito lento a una distancia menor de cincuenta metros de otro vehículo de tránsito lento.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 f)

		Al conductor que se detenga sobre el señalamiento horizontal, excepto en la señal de alto donde la visibilidad sea insuficiente para realizar la maniobra de avance.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 g)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación sin los documentos exigidos en el artículo 4 de la presente ley o sin la respectiva licencia de conducir.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 h)

		Al conductor que se sujete de otro vehículo en marcha en vías públicas.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 i)

		Al conductor que infrinja las normas de adelantamiento establecidas en el artículo 108 de la presente ley, siempre que no exista una sanción superior distinta.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 j)

		Al conductor que no ceda el paso a peatones en los sitios que el señalamiento vial así lo indique.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 k)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación con las placas reglamentarias en un sitio distinto del destinado para estas.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 l)

		A quien conduzca con licencia o permiso temporal de aprendizaje vencido.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 m)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación sin los implementos de seguridad en carretera exigidos en el artículo 36 de la presente ley.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 n) 

		Al conductor que evada el pago de las tasas de peaje o que no presente el comprobante de pago, cuando la autoridad de tránsito lo solicite.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 ñ)

		Al conductor que infrinja las disposiciones relativas a la restricción vehicular.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 o)

		Al conductor que utilice la bocina y otros dispositivos sonoros para apresurar al conductor del vehículo precedente.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 p)

		Al conductor que utilice la bocina a una distancia menor de cien metros de hospitales, clínicas, iglesias y centros de enseñanza, siempre que en estos últimos se estén desarrollando actividades.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 q) 

		Al conductor que utilice de forma abusiva otras señales sonoras sin causa justificada.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 r)

		Al conductor que cause congestionamiento vial al reducir la velocidad para observar un accidente o cualquier otro evento.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 s)

		A quien conduzca un vehículo sin placas o con menos placas de las que reglamentariamente se exija.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 t)

		Al conductor que utilice los estacionamientos preferenciales y no cumpla las condiciones previstas en el artículo 96 de la presente ley.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 u) 

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación cuando sus características físicas inscribibles hayan sido modificadas sin cumplir con el deber de informar establecido en el artículo 13 de la presente ley.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 v)

		Al propietario del vehículo que sea puesto en circulación en incumplimiento de los requisitos para la circulación, establecidos en el título II, capítulo I, sección V de la presente ley, siempre que no exista una sanción superior distinta.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 w)

		Al propietario del vehículo de transporte público que sea puesto en circulación sin la rotulación exigida por la presente ley.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 x)

		A quien enseñe a conducir bicicletas en vías públicas cuya velocidad autorizada sea superior a cuarenta kilómetros por hora (40 km/h).

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 y)

		Al ciclista que circule en las aceras.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 z)

		A quien circule en las vías públicas con patinetas, patines y otros vehículos no autorizados, de conformidad con el artículo 124 de la presente ley.

		₡23 488,03

		₡23 936,65



		147 aa)

		Al peatón que transite por las vías públicas en contravención de lo dispuesto en los incisos a), b), c), d) y e) del artículo 120 de esta ley, siempre que no exista una sanción superior distinta.

		₡23 488,03

		₡23 936,65





(…)”

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.”

San José, 09 de diciembre de 2021.

Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia

Ref.:(10954-13, 13011-21)

Catalina Barquero Martínez.

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 21:34:46.
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CIRCULAR N° 187-2004

 


Asunto:    Sobre el artículo 41 del Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos.-


 


A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS

 


SE LES HACE SABER QUE:

 

       El Consejo Superior, en sesión N° 92-2004, celebrada el 30 de noviembre de 2004, artículo LXXII, dispuso comunicarles que en sentencia N° 2004-5165 de las 10:53 horas del 14 de mayo de 2004, la Sala Constitucional declaró la inconstitucionalidad de la última frase del artículo 41 del “Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos”, por lo que en adelante el texto completo de dicho Manual debe leerse así:


 


"MANUAL DE PROCEDIMIENTOS  PARA LA CONTENCIÓN, CONDUCCIÓN 

E INTERVENCIONES CORPORALES DE DETENIDOS"

CAPÍTULO I

PROCEDIMIENTOS GENERALES EN LA CONDUCCIÓN DE DETENIDOS.

Artículo 1: Las disposiciones establecidas en este manual son de acatamiento obligatorio para el personal del Organismo de Investigación Judicial que cumpla funciones de contención, conducción e intervenciones corporales de personas privadas de libertad. Estas disposiciones, también son de acatamiento obligatorio para el personal de investigación, en lo que les fuere aplicable, según la naturaleza propia de sus funciones.

Artículo 2: La función del Conductor de Detenidos consiste en el traslado de personas privadas de libertad desde los Centros Penitenciarios o celdas del Organismo de Investigación Judicial a los Despachos Judiciales, Complejo de Ciencias Forenses, Centros Hospitalarios o cualquier  otro lugar señalado por la autoridad a cuya orden estuviera el detenido. Los servidores que ocupen puestos de Conductor de Detenidos y Choferes de Ambulancia para el traslado de privados de libertad, están en la obligación de desplazarse a cualquier parte del país.

Artículo 3: Cuando un privado de libertad presente alguna dolencia o afección física que requiera de atención médica, deberá ser trasladado a un Centro Hospitalario, previa autorización del funcionario judicial a cuya orden se encuentre. En  los casos de extrema urgencia el Jefe o Encargado de la respectiva dependencia policial, autorizará el traslado y comunicará a la respectiva autoridad, para estos efectos, podrá solicitar el criterio de algún médico y lo hará del conocimiento del funcionario a cuya orden se encuentre el privado de libertad.

Artículo 4: En todos los casos el conductor de detenidos debe revisar en forma minuciosa a los privados de libertad previo a su ingreso a la ambulancia o a las celdas,  observando el procedimiento que en el artículo 20 se indica. Esta revisión deberá efectuarse aún cuando otra autoridad manifieste haberla practicado. El responsable del detenido o la persona que el jefe designe, deberá confeccionar toda la documentación correspondiente al registro de control de detenidos. Si en el momento de su ingreso, el privado de libertad es portador de medicamentos o estupefacientes por prescripción médica,  se deberá consultar a un profesional en medicina,  el que decidirá el uso que deba hacerse de ellos. 

Artículo 5: Cuando el conductor de detenidos recibe un documento “de tener” a la “orden” u “orden de libertad”, debe verificar que el número de expediente sea el mismo con el que ingresó y observar las demás disposiciones establecidas en el Manual de Procedimientos para Trámite de Remisiones, Tener a la Orden y Órdenes de Libertad.

Artículo 6: Cuando las circunstancias lo ameriten, tanto el conductor de detenidos como  el chofer de la ambulancia  deben portar armas de fuego autorizadas y/o utilizar cualquier dispositivo de seguridad autorizado por la institución. Por regla general los detenidos deberán ser esposados hacia atrás salvo por razones de enfermedad o limitaciones físicas.  

Artículo 7:  El conductor de detenidos debe implementar las medidas de seguridad necesarias y autorizadas en el traslado, contención y conducción de los privados de libertad, así como garantizar la integridad física propia, del detenido, servidores judiciales y otras personas que tengan contacto directo o indirecto con éste.

Artículo 8: Para implementar las medidas de seguridad  la jefatura o el servidor que éste designe, deben planificar el traslado de detenidos considerando, entre otros, los siguientes aspectos: a)  distancia y condiciones de la vía o terreno, entre el lugar de origen y el destino de traslado, b) peligrosidad  y número de privados de libertad a trasladar; y c) posibilidad de que existan roces entre los privados de libertad que se requiera trasladar.

Artículo 9:  Cuando se tenga necesidad de trasladar o custodiar a un detenido en campo abierto, éste debe ser esposado hacia atrás, pasándole las esposas en medio de su faja y aplicando una llave de conducción.  Cada privado de libertad debe ser trasladado y custodiado como mínimo por dos Conductores, quienes sujetarán a  éste de los brazos. 

Artículo 10: Cuando se trate de una diligencia judicial, a realizar en  un sitio  que carezca de las condiciones mínimas  de seguridad, los conductores de detenidos deben hacerlo del conocimiento de su superior inmediato, a fin de que se le brinde colaboración con más personal; o, en su defecto solicitar el auxilio de oficiales del Organismo de Investigación Judicial o cualquier otro cuerpo policial, en procura de que estos funcionarios se encarguen de mantener el control del sitio donde se realizará dicha diligencia.

Artículo 11:  Cuando un Conductor de Detenidos se presente en un centro penitenciario, para realizar el traslado de un privado de libertad, debe cerciorarse en primera instancia que la entrega del detenido por parte de las autoridades de Adaptación Social, corresponde con la persona que se ha solicitado.  De igual manera se debe proceder cuando un privado de libertad se encuentra en celdas del Organismo de Investigación Judicial y debe ser  remitido a un centro penal. Ante la menor duda, se debe consultar a la Dirección del centro correspondiente, sobre algunos detalles importantes de la persona que consten en el expediente que el centro conserva de cada detenido, para verificar que se trata del sujeto solicitado. 

Cuando la libertad de un detenido se deba efectuar en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, se debe recurrir al registro de arresto y con las calidades que en el mismo consten, proceder a realizar un interrogatorio de identificación a fin de determinar que se trate de la  persona para la que se ha ordenado su libertad. 

Artículo 12: El detenido en lo posible, será custodiado por dos conductores de detenidos quienes a su vez deben de procurar el traslado de las celdas a los despachos judiciales, utilizando los pasillos y/o ascensores destinados para el uso exclusivo de los servidores judiciales, evitando al máximo el contacto del detenido con las personas particulares. Según sea el caso, deben solicitar a servidores judiciales y personas particulares desalojar el ascensor mientras se procede con el traslado del detenido, con el fin de no exponerlo al público y se tomaran las medidas necesarias para protegerlo de los insultos, de la curiosidad y  toda clase de publicidad.

Artículo 13:  Cuando dos conductores de detenidos, trasladen un privado de libertad, uno de ellos se encargará de realizar los trámites correspondientes a manejo de documentación, revisión del habitáculo donde se presentará al privado de libertad, operación de  ascensor y desalojo de las personas que hagan utilización del mismo, sin que ello lo exima del deber de cuidado que tiene respecto del detenido.

CAPITULO II

REVISIÓN CORPORAL

Artículo 14:  Antes de proceder al traslado de cualquier detenido, éste deberá someterse a una minuciosa revisión corporal, con el objeto de garantizar que no posea entre sus ropas ningún instrumento que le permita intentar la evasión, infringirse lesiones; o bien, amenazar o causarle daño a sus custodios, servidores judiciales o terceras personas.  La revisión será responsabilidad del servidor o servidores encargados del traslado.

Artículo 15: Toda revisión corporal de personas privadas de libertad, debe efectuarse en un lugar adecuado que garantice la seguridad del detenido, del custodio y de cualquier otra persona que tenga contacto directo o indirecto con aquél.

Artículo 16: Durante todo el proceso de revisión se debe respetar el pudor del detenido.  Para estos efectos, la revisión de mujeres debe ser realizada por personal femenino, en el caso de los varones por personal masculino, sean conductores de detenidos, chofer encargado del traslado, personal de investigación o funcionarios judiciales autorizados.

Artículo 17: La revisión corporal debe realizarse en presencia de otro custodio; no obstante, si ello no fuere posible, se solicitará la colaboración a un investigador, policía civil o penitenciario.

Artículo 18: Si durante la revisión corporal se localiza alguna evidencia u objeto que se presume puede tener relación con algún delito, deberá informarse de inmediato al funcionario a cuya orden se encuentra el detenido, para que se proceda conforme corresponda.

Artículo 19: Cuando el detenido asuma una posición hostil o agresiva ante el servidor que procura la revisión corporal, debe recurrirse en primera instancia al diálogo y la persuasión. En caso de que ello no diere resultado, se utilizará la fuerza que resulte estrictamente necesaria para poder realizar la diligencia, para lo cual se podrá hacer uso de los instrumentos de seguridad, como la vara policial, el dispositivo de esposas y cualquier otro autorizado por la Institución.  El uso de la fuerza debe ser únicamente para lograr el control del detenido, nunca para agredirlo.

Artículo 20: Al momento de presentarse un conductor de detenidos en cualquier centro penitenciario para trasladar un privado de libertad, deberá proceder de la siguiente manera:

a) Revisar minuciosamente al detenido en el lugar destinado para estos efectos por la Dirección General de Adaptación Social, haciéndose acompañar de dos testigos, de preferencia agentes de esa misma institución.  Antes de efectuar esta revisión corporal deberá consultarse al privado de libertad si lleva consigo algún objeto; y, en caso afirmativo, se le invitará a que lo entregue.

La revisión se efectuará iniciando de la parte superior a la inferior o a la inversa. 

b) Solicitar al privado de libertad que se desprenda de implementos tales como zapatos, faja, abrigo, corbata, cubre cabezas y todo otro tipo de accesorio que pudiere atentar contra su seguridad, la de sus custodios o terceras personas. De igual forma, debe solicitársele extraer todos los objetos que porte en los bolsillos del pantalón, camisa, vestido o cualquier otra prenda de vestir.

c) Si el privado de libertad presenta algún tipo de prótesis, inmovilización o vendaje, será obligación del custodio consultar a los oficiales penitenciarios sobre dicha circunstancia; y, a su vez, examinar cuidadosamente el aditamento sin moverlo de su posición original, con la finalidad de evitar el traslado de armas u otro tipo de objetos que atenten contra la seguridad o que faciliten una evasión.  

Artículo 21: Al efectuarse el traslado de un detenido no debe permitirse que éste porte objetos tales como dinero, alhajas, bienes que se puedan comercializar, radios, libros, revistas, salvo cuando la diligencia judicial requiera de varios días y sea necesario ropa extra.  Si el detenido requiere llevar documentos relacionados con el proceso que se sigue en su contra,  éstos deberán ser trasladados por alguno de los oficiales custodios.

CAPÍTULO III

DISPOSICIONES EN TORNO A PRIVADOS DE LIBERTAD QUE SE ENCUENTREN EN LAS CELDAS DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL.

Artículo 22: Corresponde a la Jefatura o el funcionario que ésta designe, mientras el detenido se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, ser vigilante del tiempo de detención, procurando que no sobrepase las veinticuatro horas, sin que se encuentre a la orden de autoridad competente.

Artículo 23: Es deber del conductor de detenidos estar siempre vigilante del privado de libertad, mientras se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, con el propósito de evitar posibles agresiones entre detenidos, daños al inmueble o tentativas de suicidio. La Jefatura, cuando la cantidad de personal así lo permita,  deberá designar un responsable entre los conductores,  para que asuma esa vigilancia.

Artículo 24: El servidor que la Jefatura designe está en la obligación de anotar en el libro de novedades, cada vez que se traslade un privado de libertad, a una Delegación, Subdelegación u Oficina del Organismo de Investigación Judicial, o dependencia del Ministerio de Justicia, el número de unidad en que se realiza el transporte, servidores que entregan al detenido, estado físico de éste, a la orden de quién se realiza el traslado o presentación, hora de ingreso, anotación del número consecutivo o de oficio del documento (tener a la orden, remisión, orden de libertad) mediante el cual es entregado el privado de libertad o cualquier otra observación.

Artículo 25: El conductor de detenidos debe de abstenerse en todo momento de entablar conversaciones o comunicaciones escritas, con los privados de libertad, así como realizarles  la compra de cualquier clase de artículos de consumo. 

CAPÍTULO IV

USO MODERADO DE LA FUERZA  EN LABORES DE TRASLADO, CUSTODIA, CONTENCIÓN Y VIGILANCIA

Artículo 26: El conductor de detenidos, deberá  emplear en todo momento en el trato con el privado de libertad, el diálogo  y  la persuasión, especialmente cuando éste se encuentre emocionalmente alterado, evitando utilizar palabras o lenguaje que lo irriten o lo provoquen. 

Artículo 27: Se permitirá el uso de la fuerza física moderada, en aquellos casos de amotinamiento, intento de evasión o agresión a cualquier persona.

 Artículo 28: Cuando  se trasladen varios detenidos y uno de ellos se encuentre  violento, el  conductor de detenidos deberá aislarlo, con el propósito de evitar que  provoque a los otros, para ello deberá proceder conforme a lo señalado en los dos artículos anteriores, según sea el caso. 

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES SOBRE EL USO DE ARMAS REGLAMENTARIAS

Artículo 29: El conductor  de detenidos deberá cumplir con lo dispuesto en la Ley de Armas y Explosivos; y, en el  Manual de Normas y Procedimientos para el Uso, Portación, Mantenimiento y Retención del Arma de Uso Oficial, del Organismo de Investigación Judicial.

Artículo 30: El Conductor de detenidos deberá cumplir  fielmente con los controles establecidos por la Jefatura de Cárceles y Transportes  para la entrega y devolución de armas y equipo especial que se utilice en el traslado de privados de libertad. Dicho control establecerá un detalle por caso, en forma completa  e individualizada sobre el uso de cada arma.

Artículo 31: Toda arma de fuego, debe presumirse cargada aunque no se porte y debe cumplirse con todas las recomendaciones de seguridad.

Artículo 32: Siempre que las condiciones lo permitan, se utilizará cualquier otro medio o alternativa antes de recurrir al uso del arma de fuego.

Artículo 33: Se prohibe amenazar o hacer  uso del arma de fuego contra cualquier persona, excepto que sea estrictamente necesario en el cumplimiento del deber.  

Artículo 34: Se prohibe dejar las armas de fuego, al alcance de personas no autorizadas.

Artículo 35: Se prohibe dejar  las armas  o equipo  de uso oficial, en la gaveta del vehículo automotor  u otro sitio que no ofrezca seguridad.

Artículo 36: Se prohibe disparar al aire. En caso de que sea necesario disparar como señal de prevención, el disparo debe ser hecho contra el suelo siempre y cuando éste no sea de concreto, metal  u otro tipo de superficie que provoque  el  rebote  del proyectil y ponga en peligro a otras personas. No se debe correr  con el dedo puesto en el gatillo del arma. 

Artículo 37: El arma no debe ser guardada ni portada con el percutor amartillado. Cuando  el arma no se encuentre  en uso, deberá tener los seguros colocados.

Artículo 38: El arma de fuego deberá entregarse respetando las medidas de seguridad, tales como: Vacía, abierta, revisar que no contenga munición y con los cargadores separados. Lo anterior también aplica cuando el arma es enviada para mantenimiento.

CAPÍTULO VI

RELACIÓN DEL CONDUCTOR DE DETENIDOS CON

AUTORIDADES JUDICIALES Y OTROS

Artículo 39 : El conductor de detenidos debe tratar de manera respetuosa al privado de libertad, evitando frases, palabras o gestos que puedan indisponerlo u ofender su dignidad.  A su vez, debe demostrar su autoridad y proceder con firmeza cuando deba hacerle alguna indicación  sobre las reglas establecidas para el traslado.

Artículo 40: Tanto la Sección de Cárceles como las Unidades Regionales, deben garantizar a los funcionarios judiciales, la seguridad, la puntualidad y la tramitación debida de todas aquellas solicitudes que formulen para el traslado de detenidos, siempre que éstas cumplan con los requerimientos de ley. Asimismo deben informar a la autoridad que solicita el traslado, cualquier circunstancia que en materia de seguridad merezca especial atención.  Al efecto, se debe considerar el caso de presentación de detenidos en inmuebles que no ofrecen las condiciones mínimas de seguridad, los traslados que pudieren evitarse desplazándose el citador del despacho al Centro Penitenciario donde se encuentra el privado de libertad, el cambio de la sede de determinado debate a otra que ofrezca mayores condiciones de seguridad, así como cualquier otra situación que se considere importante.

Artículo 41:  Los Defensores y representantes del Ministerio Público debidamente acreditados, podrán solicitarle al conductor de detenidos que se mantenga a una distancia prudente mientras conversa con su cliente, siempre que las condiciones del lugar lo permitan y sin que se descuiden las correspondientes medidas de seguridad.  

Artículo 42: Durante el traslado  el conductor de detenidos, no debe permitir que ninguna persona se acerque a éste para saludarlo, abrazarlo, besarlo o cualquier otra situación que pueda afectar las medidas de seguridad.  En estos casos debe impedir el acercamiento de manera respetuosa haciendo valer la autoridad de la que está investido.

Artículo 43: Cuando las circunstancias lo requieran, los Jefes de las distintas Unidades policiales y la Sección de Cárceles y Transportes podrán coordinar con otros entes policiales especializados, el traslado de detenidos peligrosos así como la vigilancia interna y externa de los inmuebles judiciales, de común acuerdo con la autoridad que solicita la diligencia.

CAPÍTULO VII

TRASLADO DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD EN AMBULANCIAS ASIGNADAS A LA SECCIÓN DE CÁRCELES Y TRANSPORTES Y SEDES REGIONALES

Artículo 44: El chofer y el conductor de detenidos, antes de salir de la base deberán verificar el estado tanto mecánico como de carrocería en que se encuentre la unidad, a fin de evitar en la medida de lo posible sufrir desperfectos mecánicos.

Artículo 45:  La revisión del espacio destinado a los privados de libertad, debe realizarse minuciosamente, a fin de detectar daños en la estructura, localizar objetos no permitidos que puedan servir para agredir a otra persona, intentar fugarse, o que hayan sido robados a otro privado de libertad.

Artículo 46:  El jefe de la Sección de Cárceles y Transportes y Jefes de las Oficinas Regionales del Organismo de Investigación Judicial deberán valorar la cantidad y peligrosidad de los detenidos por trasladar, de manera tal que los oficiales custodios tengan la suficiente capacidad numérica, capacitación adecuada y condición física idónea para responder cualquier ataque o intento de fuga que se dé por parte de los privados de libertad o de terceras personas. De considerarse necesario, se deberá brindar escolta para garantizar la seguridad de los servidores, de los propios privados de libertad y el éxito de la diligencia judicial.

Artículo 47: Cuando sea necesario brindar escolta a una ambulancia que traslade detenidos y  esté constituida por dos equipos de trabajo, uno se colocará al frente de la caravana y será el vehículo de avanzada, su función primordial será la de despejar la ruta seguida por la ambulancia, al otro, le corresponderá custodiar la parte trasera de la ambulancia, en caso de ocurrir un ataque debe enfrentarlo, mientras que el primer grupo de trabajo, le brinda protección a la ambulancia,  retirándose ambos, utilizando la ruta alterna.

Artículo 48: Cuando se trate solamente de un vehículo escolta, éste  realizará también la función de avanzada, según sean las circunstancias de tránsito, condiciones climatológicas y otras. 

Artículo 49: En cualquiera de los dos casos anteriores, ante un eventual ataque los oficiales encargados de la escolta, procederán a enfrentarlo y los oficiales a cargo de la ambulancia se retirarán sin pérdida de tiempo,  procurando el auxilio necesario.

Artículo 50:  Previo al ingreso del privado de libertad a la ambulancia, los conductores deberán revisarlo minuciosamente.  Cuando resulte indispensable trasladar maletines o bolsos con ropas u otros utensilios de los privados de libertad, deberá ser revisado su contenido, a efecto de impedir que se oculte algún objeto no autorizado, así mismo si las condiciones del vehículo lo permiten, se  colocara fuera  de su alcance. La revisión se hará en presencia del detenido.

Artículo 51: Cuando los oficiales custodios consideren por el número o peligrosidad de los detenidos a trasladar, que  puede ocurrir un enfrentamiento dentro del vehículo o que lo pueden desestabilizar, deben informar al superior inmediato a fin de realizar el traslado en otras unidades. En ningún caso se podrá exceder la capacidad de pasajeros establecida en las leyes y reglamentos de tránsito. 

Artículo 52:  Los privados de libertad no podrán ser esposados al ser transportados en vehículos cerrados, salvo los casos excepcionales en que exista razones objetivamente comprobables que hagan necesaria esa medida para mantener su seguridad y custodia, así como su integridad física y la de terceros.

Artículo 53:  Una vez que los privados de libertad se encuentren dentro del vehículo, se procederá a su inmediato traslado.  El chofer de la unidad conjuntamente con el  conductor de detenidos deberán planificar la ruta más corta y segura. No deben improvisar rutas o recorridos que no hayan realizado, por ninguna causa deben detener el vehículo,  salvo disposiciones de tránsito,  fuerza mayor o caso fortuito.

Artículo 54: Cuando el equipo de trabajo tenga razones para sospechar que son seguidos y  pueda tratarse de una acción ilícita, deben hacer uso del equipo de comunicación de la unidad o cualquier otro medio que este a su alcance y conducir el vehículo en forma rápida pero prudente hacia algún puesto de la Guardia Civil o de otro Cuerpo Policial, para protegerse y solicitar la ayuda  pertinente.

Artículo 55: Si durante el traslado, el privado de libertad debe realizar una necesidad fisiológica y se hace necesario detener el vehículo, el conductor de detenidos debe tratar de ubicar algún sitio adecuado donde puedan facilitarle el servicio sanitario; lugar que previamente debe ser revisado,  para tomar  las medidas de seguridad del caso e  impedir cualquier intento de fuga.

CAPÍTULO VIII

PREVISIONES QUE DEBE TOMAR EL CONDUCTOR DE DETENIDOS CUANDO TRASLADA UN PRIVADO DE LIBERTAD EN UN VEHÍCULO NO ACONDICIONADO PARA ESOS EFECTOS

Artículo 56: -  Se prohibe el traslado de privados de libertad a cargo de un solo servidor judicial. 

Artículo 57: -  En este tipo de diligencias, lo conveniente es que sean tres servidores judiciales quienes se encarguen del traslado de; como máximo, dos privados de libertad, sin embargo puede realizarse con dos servidores, siempre y cuando se observen las disposiciones contenidas en este manual.  En todos los casos se hará uso de los dispositivos especiales con que cuentan los vehículos de la institución, sea cinturones de seguridad, seguro de las puertas y los ubicados en la parte media / interna que solo permiten que éstas sean abiertas desde el exterior.

Artículo 58:-  Cuando se traslade un privado de libertad en un vehículo tipo jeep, el servidor ocupará el asiento posterior derecho, ubicándose entre el privado de libertad  y el chofer, si se trata de dos privados de libertad, se colocarán en el asiento trasero derecho y el servidor ocupará el posterior izquierdo.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo automóvil el servidor se colocará al centro del asiento posterior y el privado de libertad debe ocupar el extremo derecho.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo pick up, de un solo asiento, el servidor se ubicará al centro y el detenido el extremo derecho.  Cuando se trate de un vehículo de tres asientos, el servidor se colocará en el asiento medio y él o los privados de libertad se colocarán al extremo derecho del último asiento .  Cuando se trate de un vehículo tipo pick up doble cabina, el servidor se colocará en el asiento posterior, detrás del chofer y los detenidos al extremo derecho, en caso de que viaje otro servidor, éste ocupará el extremo derecho del asiento delantero .  En todos los casos y durante el traslado, los privados de libertad deben ser esposados hacia atrás, los servidores deben mantener vigilancia sobre los detenidos a su cargo y no confiarse únicamente del dispositivo de seguridad conocido como esposas.

CAPÍTULO IX

SEGURIDAD EN LA CUSTODIA DE LOS DETENIDOS DENTRO DE LOS INMUEBLES JUDICIALES

Artículo 59:  El conductor de detenidos debe realizar de previo a la presentación de un detenido, una inspección del inmueble correspondiente, a efecto de observar dónde están localizadas las entradas y posibles  salidas  que puedan ser utilizadas en una eventual fuga, así mismo retirar cualquier objeto que represente peligro como tijeras, cuchillos, abrecartas, entre otros. 

Artículo 60: El conductor de detenidos tiene la facultad de desalojar con consentimiento de la autoridad judicial a cuya orden se encuentre el privado de libertad, las personas que considere  pueden interrumpir u obstaculizar la presentación de éste en el despacho judicial.

Artículo 61: En el momento en que un privado de libertad deba rendir declaración en  un despacho judicial, someterse a algún tipo de examen médico, psiquiátrico, psicológico, ser objeto de algún peritaje u otra diligencia judicial, deben retirársele las esposas, salvo que las circunstancias exijan lo contrario. El conductor de detenidos se debe mantener a una distancia no mayor de dos metros, y dentro del habitáculo donde se realice la diligencia. Excepcionalmente, a solicitud por escrito del profesional que realice la declaración o pericia y bajo su responsabilidad, el conductor se quedara fuera del habitáculo, atento a lo que suceda. 

Artículo 62: El conductor de detenidos debe actuar en estricta coordinación con los otros compañeros asignados a la diligencia, y con la respectiva jefatura, a fin de garantizar el correcto desempeño de sus funciones previa planificación del trabajo a realizar. En toda diligencia, la Jefatura debe señalar un responsable.

Artículo 63: Cuando se deban presentar menores de edad, tanto en su conducción como en el transporte, los dispositivos de seguridad a utilizar no pueden ser iguales a los establecidos para los adultos, así entonces la utilización de las medidas señaladas anteriormente para éstos, no pueden aplicarse en forma indiscriminada para aquellos, por lo cual deben restringirse únicamente para casos objetivamente calificados, y se debe informar a la autoridad judicial respectiva, la causa que motivó el  empleo de dichas medidas.  

Artículo 64:  Ante amenaza de bomba, incendio, temblor u otro acto causado por el hombre o evento de la naturaleza, el jefe de la Sección de Cárceles o Unidad Policial respectiva está facultado para ordenar el retorno a los Centros de Detención de los privados de libertad que se encuentren en las celdas, sin requerir de previo autorización de las autoridades a cuya orden se encuentren, comunicándole posteriormente la situación. En los casos de privados de libertad que no se les haya resuelto su situación jurídica, se trasladarán a otras dependencias Judiciales o de los Ministerios de Justicia y Seguridad Pública, que ofrezcan mejores condiciones de seguridad.

CAPÍTULO X

DISPOSICIONES PARA LA REALIZACIÓN DE PERICIAS QUE REQUIERAN LA INTERVENCIÓN CORPORAL DEL IMPUTADO

Artículo 65: En todas aquellas pericias que deba practicar el Organismo de Investigación Judicial y que requieran la intervención corporal del imputado, deberán observarse las disposiciones contenidas en los siguientes artículos.

Artículo 66:  De previo a proceder a realizar una evaluación pericial que requiera la intervención corporal del imputado en los términos señalados en el artículo 88 del Código Procesal Penal, se deberá contar con la autorización escrita de la Autoridad Judicial competente.  Dicha orden deberá indicar la posibilidad de realizar la pericia aún contra la voluntad del imputado, en los casos que  se requiera.

Artículo 67: En el caso que el privado de libertad se resista a la intervención corporal, el perito contará con los servicios de un médico acreditado por el Poder Judicial para tal efecto, a fin de que valore y diagnostique sobre su estado de salud en el sentido que  puede ser sometido a la intervención corporal sin ningún riesgo. En caso contrario el perito se abstendrá de realizar el acto y lo hará del conocimiento inmediato  del gestionante.

Artículo 68: El privado de libertad debe estar informado en qué consiste  la pericia a la que  será sometido, y se le invitará a firmar el acta correspondiente. En caso de negarse se dejará constancia. 

Artículo 69: La intervención corporal del imputado, sin excepción alguna, deberá ser realizada por un Médico Forense o un perito calificado.  El profesional que lleve a cabo la intervención deberá respetar en todo momento la integridad física, la salud y el pudor del imputado.

Artículo 70: Toda intervención corporal del imputado se realizará en un lugar acondicionado para esos fines, el cual deberá contar con las medidas de seguridad y privacidad necesarias.

Artículo 71: Durante el acto deberán estar presentes los servidores encargados de la custodia, quienes se mantendrán en el habitáculo, procurando que en todo momento se respete el pudor del detenido. Salvo lo establecido en el artículo 61.

Artículo 72: Si previo a su inicio o durante la realización de la intervención corporal el imputado se opusiera, se suspenderá de inmediato y se  dará aviso a la Autoridad Judicial que ordenó la diligencia o la comisionada por ésta, con la finalidad de que se haga presente y sea garante de los derechos del imputado en la ejecución del acto.

Artículo 73: Cuando el  privado de libertad se oponga a la intervención corporal y exista orden de la autoridad competente de realizarla aún en contra de su voluntad, los Conductores de Detenidos o el personal de Investigación del Organismo deberán proceder de la siguiente manera:

a)    El privado de libertad se trasladará a las celdas del Complejo mientras se reúne el personal de apoyo en el consultorio designado por la Sección de Clínica Médico Forense.

b)    Cumplido el punto anterior  se procederá a la evaluación médica para determinar el estado de salud que permita la contención.

c)    El psiquiatra forense o el psicólogo clínico explicará al privado de libertad lo ordenado por la autoridad judicial y el procedimiento a seguir y solicitará su colaboración. En caso de rehusarse se  procederá a la contención mecánica y restricción de movimientos como lo dicta el arte médico, auxiliándose del mobiliario requerido para procurar la integridad del privado de libertad y los intervinientes en la pericia.

d)    Se notificará a la autoridad competente el resultado de la diligencia.

Artículo 74: El defensor del imputado podrá presenciar la realización del acto, en los términos en que lo establece el Código Procesal Penal.  El Fiscal o  Juez que participe en la diligencia deberá velar porque el defensor no interfiera en el normal desarrollo de la diligencia.

Artículo 75: Cuando el imputado no comprenda el idioma oficial o presente alguna discapacidad que le impida comunicarse, tendrá derecho a que se le designe un traductor o intérprete, sin perjuicio de que por su cuenta nombre uno de su confianza.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 76:  El incumplimiento de las disposiciones del presente manual, acarrea responsabilidad disciplinaria, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de las demás sanciones contenidas en nuestro ordenamiento jurídico.

Artículo 77: El presente manual rige a partir de su publicación.”.

 


San José, 20 de diciembre de 2004.-

 

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 

CC:     - Diligencias                                      

   Róge r*


Publicada en el Boletín Judicial N° 03, del 05 de enero de 2005.-
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°017 del 23 de febrero del 2005


CIRCULAR N° 17-2005

 

               Asunto:  Adición al “Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos”.- 


   

  A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAIS

 

SE LES HACE SABER QUE:

                                                                              

Que el Consejo Superior, en sesión N° 99-04, celebrada el 23 de diciembre del año anterior, artículo LIII, dispuso modificar el "Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos",  publicado mediante la circular Nº 50-2002, en el Boletín Judicial Nº 107 del 05 de junio del 2002, para que en adelante se lea de la siguiente manera:


"MANUAL DE PROCEDIMIENTOS PARA LA CONTENCIÓN, CONDUCCIÓN

E INTERVENCIONES CORPORALES DE DETENIDOS"

CAPÍTULO I

PROCEDIMIENTOS GENERALES EN LA CONDUCCIÓN DE DETENIDOS.


Artículo 1: Las disposiciones establecidas en este manual son de acatamiento obligatorio para el personal del Organismo de Investigación Judicial que cumpla funciones de contención, conducción e intervenciones corporales de personas privadas de libertad. Estas disposiciones, también son de acatamiento obligatorio para el personal de investigación, en lo que les fuere aplicable, según la naturaleza propia de sus funciones.


Artículo 2: La función del Conductor de Detenidos consiste en el traslado de personas privadas de libertad desde los Centros Penitenciarios o celdas del Organismo de Investigación Judicial a los Despachos Judiciales, Complejo de Ciencias Forenses, Centros Hospitalarios o cualquier  otro lugar señalado por la autoridad a cuya orden estuviera el detenido. Los servidores que ocupen puestos de Conductor de Detenidos y Choferes de Ambulancia para el traslado de privados de libertad, están en la obligación de desplazarse a cualquier parte del país.


Artículo 3: Cuando un privado de libertad presente alguna dolencia o afección física que requiera de atención médica, deberá ser trasladado a un Centro Hospitalario, previa autorización del funcionario judicial a cuya orden se encuentre. En  los casos de extrema urgencia el Jefe o Encargado de la respectiva dependencia policial, autorizará el traslado y comunicará a la respectiva autoridad, para estos efectos, podrá solicitar el criterio de algún médico y lo hará del conocimiento del funcionario a cuya orden se encuentre el privado de libertad.


Artículo 4: En todos los casos el conductor de detenidos debe revisar en forma minuciosa a los privados de libertad previo a su ingreso a la ambulancia o a las celdas,  observando el procedimiento que en el artículo 20 se indica. Esta revisión deberá efectuarse aún cuando otra autoridad manifieste haberla practicado. El responsable del detenido o la persona que el jefe designe, deberá confeccionar toda la documentación correspondiente al registro de control de detenidos. Si en el momento de su ingreso, el privado de libertad es portador de medicamentos o estupefacientes por prescripción médica,  se deberá consultar a un profesional en medicina,  el que decidirá el uso que deba hacerse de ellos. 


Artículo 5: Cuando el conductor de detenidos recibe un documento “de tener” a la “orden” u “orden de libertad”, debe verificar que el número de expediente sea el mismo con el que ingresó y observar las demás disposiciones establecidas en el Manual de Procedimientos para Trámite de Remisiones, Tener a la Orden y Órdenes de Libertad.


Artículo 6: Cuando las circunstancias lo ameriten, tanto el conductor de detenidos como  el chofer de la ambulancia  deben portar armas de fuego autorizadas y/o utilizar cualquier dispositivo de seguridad autorizado por la institución. Por regla general los detenidos deberán ser esposados hacia atrás salvo por razones de enfermedad o limitaciones físicas.  


Artículo 7:  El conductor de detenidos debe implementar las medidas de seguridad necesarias y autorizadas en el traslado, contención y conducción de los privados de libertad, así como garantizar la integridad física propia, del detenido, servidores judiciales y otras personas que tengan contacto directo o indirecto con éste.


Artículo 8: Para implementar las medidas de seguridad  la jefatura o el servidor que éste designe, deben planificar el traslado de detenidos considerando, entre otros, los siguientes aspectos: a)  distancia y condiciones de la vía o terreno, entre el lugar de origen y el destino de traslado, b) peligrosidad  y número de privados de libertad a trasladar; y c) posibilidad de que existan roces entre los privados de libertad que se requiera trasladar.


Artículo 9:  Cuando se tenga necesidad de trasladar o custodiar a un detenido en campo abierto, éste debe ser esposado hacia atrás, pasándole las esposas en medio de su faja y aplicando una llave de conducción.  Cada privado de libertad debe ser trasladado y custodiado como mínimo por dos Conductores, quienes sujetarán a  éste de los brazos. 


Artículo 10: Cuando se trate de una diligencia judicial, a realizar en  un sitio  que carezca de las condiciones mínimas  de seguridad, los conductores de detenidos deben hacerlo del conocimiento de su superior inmediato, a fin de que se le brinde colaboración con más personal; o, en su defecto solicitar el auxilio de oficiales del Organismo de Investigación Judicial o cualquier otro cuerpo policial, en procura de que estos funcionarios se encarguen de mantener el control del sitio donde se realizará dicha diligencia.


Artículo 11:  Cuando un Conductor de Detenidos se presente en un centro penitenciario, para realizar el traslado de un privado de libertad, debe cerciorarse en primera instancia que la entrega del detenido por parte de las autoridades de Adaptación Social, corresponde con la persona que se ha solicitado.  De igual manera se debe proceder cuando un privado de libertad se encuentra en celdas del Organismo de Investigación Judicial y debe ser  remitido a un centro penal. Ante la menor duda, se debe consultar a la Dirección del centro correspondiente, sobre algunos detalles importantes de la persona que consten en el expediente que el centro conserva de cada detenido, para verificar que se trata del sujeto solicitado. 


Cuando la libertad de un detenido se deba efectuar en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, se debe recurrir al registro de arresto y con las calidades que en el mismo consten, proceder a realizar un interrogatorio de identificación a fin de determinar que se trate de la  persona para la que se ha ordenado su libertad. 


Artículo 12: El detenido en lo posible, será custodiado por dos conductores de detenidos quienes a su vez deben de procurar el traslado de las celdas a los despachos judiciales, utilizando los pasillos y/o ascensores destinados para el uso exclusivo de los servidores judiciales, evitando al máximo el contacto del detenido con las personas particulares. Según sea el caso, deben solicitar a servidores judiciales y personas particulares desalojar el ascensor mientras se procede con el traslado del detenido, con el fin de no exponerlo al público y se tomaran las medidas necesarias para protegerlo de los insultos, de la curiosidad y  toda clase de publicidad.


Artículo 13:  Cuando dos conductores de detenidos, trasladen un privado de libertad, uno de ellos se encargará de realizar los trámites correspondientes a manejo de documentación, revisión del habitáculo donde se presentará al privado de libertad, operación de  ascensor y desalojo de las personas que hagan utilización del mismo, sin que ello lo exima del deber de cuidado que tiene respecto del detenido.


CAPITULO II

REVISIÓN CORPORAL

Artículo 14:  Antes de proceder al traslado de cualquier detenido, éste deberá someterse a una minuciosa revisión corporal, con el objeto de garantizar que no posea entre sus ropas ningún instrumento que le permita intentar la evasión, infringirse lesiones; o bien, amenazar o causarle daño a sus custodios, servidores judiciales o terceras personas.  La revisión será responsabilidad del servidor o servidores encargados del traslado.


Artículo 15: Toda revisión corporal de personas privadas de libertad, debe efectuarse en un lugar adecuado que garantice la seguridad del detenido, del custodio y de cualquier otra persona que tenga contacto directo o indirecto con aquél.


Artículo 16: Durante todo el proceso de revisión se debe respetar el pudor del detenido.  Para estos efectos, la revisión de mujeres debe ser realizada por personal femenino, en el caso de los varones por personal masculino, sean conductores de detenidos, chofer encargado del traslado, personal de investigación o funcionarios judiciales autorizados.


Artículo 17: La revisión corporal debe realizarse en presencia de otro custodio; no obstante, si ello no fuere posible, se solicitará la colaboración a un investigador, policía civil o penitenciario.


Artículo 18: Si durante la revisión corporal se localiza alguna evidencia u objeto que se presume puede tener relación con algún delito, deberá informarse de inmediato al funcionario a cuya orden se encuentra el detenido, para que se proceda conforme corresponda.


Artículo 19: Cuando el detenido asuma una posición hostil o agresiva ante el servidor que procura la revisión corporal, debe recurrirse en primera instancia al diálogo y la persuasión. En caso de que ello no diere resultado, se utilizará la fuerza que resulte estrictamente necesaria para poder realizar la diligencia, para lo cual se podrá hacer uso de los instrumentos de seguridad, como la vara policial, el dispositivo de esposas y cualquier otro autorizado por la Institución.  El uso de la fuerza debe ser únicamente para lograr el control del detenido, nunca para agredirlo.


Artículo 20: Al momento de presentarse un conductor de detenidos en cualquier centro penitenciario para trasladar un privado de libertad, deberá proceder de la siguiente manera:


a) Revisar minuciosamente al detenido en el lugar destinado para estos efectos por la Dirección General de Adaptación Social, haciéndose acompañar de dos testigos, de preferencia agentes de esa misma institución.  Antes de efectuar esta revisión corporal deberá consultarse al privado de libertad si lleva consigo algún objeto; y, en caso afirmativo, se le invitará a que lo entregue.


La revisión se efectuará iniciando de la parte superior a la inferior o a la inversa. 


b) Solicitar al privado de libertad que se desprenda de implementos tales como zapatos, faja, abrigo, corbata, cubre cabezas y todo otro tipo de accesorio que pudiere atentar contra su seguridad, la de sus custodios o terceras personas. De igual forma, debe solicitársele extraer todos los objetos que porte en los bolsillos del pantalón, camisa, vestido o cualquier otra prenda de vestir.


c) Si el privado de libertad presenta algún tipo de prótesis, inmovilización o vendaje, será obligación del custodio consultar a los oficiales penitenciarios sobre dicha circunstancia; y, a su vez, examinar cuidadosamente el aditamento sin moverlo de su posición original, con la finalidad de evitar el traslado de armas u otro tipo de objetos que atenten contra la seguridad o que faciliten una evasión.  


Artículo 21: Al efectuarse el traslado de un detenido no debe permitirse que éste porte objetos tales como dinero, alhajas, bienes que se puedan comercializar, radios, libros, revistas, salvo cuando la diligencia judicial requiera de varios días y sea necesario ropa extra.  Si el detenido requiere llevar documentos relacionados con el proceso que se sigue en su contra,  éstos deberán ser trasladados por alguno de los oficiales custodios.


CAPÍTULO III

DISPOSICIONES EN TORNO A PRIVADOS DE LIBERTAD QUE SE ENCUENTREN EN LAS CELDAS DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL.

Artículo 22: Corresponde a la Jefatura o el funcionario que ésta designe, mientras el detenido se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, ser vigilante del tiempo de detención, procurando que no sobrepase las veinticuatro horas, sin que se encuentre a la orden de autoridad competente.


Artículo 23: Es deber del conductor de detenidos estar siempre vigilante del privado de libertad, mientras se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, con el propósito de evitar posibles agresiones entre detenidos, daños al inmueble o tentativas de suicidio. La Jefatura, cuando la cantidad de personal así lo permita,  deberá designar un responsable entre los conductores,  para que asuma esa vigilancia.


Artículo 24: El servidor que la Jefatura designe está en la obligación de anotar en el libro de novedades, cada vez que se traslade un privado de libertad, a una Delegación, Subdelegación u Oficina del Organismo de Investigación Judicial, o dependencia del Ministerio de Justicia, el número de unidad en que se realiza el transporte, servidores que entregan al detenido, estado físico de éste, a la orden de quién se realiza el traslado o presentación, hora de ingreso, anotación del número consecutivo o de oficio del documento (tener a la orden, remisión, orden de libertad) mediante el cual es entregado el privado de libertad o cualquier otra observación.


Artículo 25: El conductor de detenidos debe de abstenerse en todo momento de entablar conversaciones o comunicaciones escritas, con los privados de libertad, así como realizarles  la compra de cualquier clase de artículos de consumo. 


CAPÍTULO IV

USO MODERADO DE LA FUERZA  EN LABORES DE TRASLADO, CUSTODIA, CONTENCIÓN Y VIGILANCIA

Artículo 26: El conductor de detenidos, deberá  emplear en todo momento en el trato con el privado de libertad, el diálogo  y  la persuasión, especialmente cuando éste se encuentre emocionalmente alterado, evitando utilizar palabras o lenguaje que lo irriten o lo provoquen. 


Artículo 27: Se permitirá el uso de la fuerza física moderada, en aquellos casos de amotinamiento, intento de evasión o agresión a cualquier persona.


 Artículo 28: Cuando  se trasladen varios detenidos y uno de ellos se encuentre  violento, el  conductor de detenidos deberá aislarlo, con el propósito de evitar que  provoque a los otros, para ello deberá proceder conforme a lo señalado en los dos artículos anteriores, según sea el caso. 


CAPÍTULO V

DISPOSICIONES SOBRE EL USO DE ARMAS REGLAMENTARIAS

Artículo 29: El conductor  de detenidos deberá cumplir con lo dispuesto en la Ley de Armas y Explosivos; y, en el  Manual de Normas y Procedimientos para el Uso, Portación, Mantenimiento y Retención del Arma de Uso Oficial, del Organismo de Investigación Judicial.


Artículo 30: El Conductor de detenidos deberá cumplir  fielmente con los controles establecidos por la Jefatura de Cárceles y Transportes  para la entrega y devolución de armas y equipo especial que se utilice en el traslado de privados de libertad. Dicho control establecerá un detalle por caso, en forma completa  e individualizada sobre el uso de cada arma.


Artículo 31: Toda arma de fuego, debe presumirse cargada aunque no se porte y debe cumplirse con todas las recomendaciones de seguridad.


Artículo 32: Siempre que las condiciones lo permitan, se utilizará cualquier otro medio o alternativa antes de recurrir al uso del arma de fuego.


Artículo 33: Se prohibe amenazar o hacer  uso del arma de fuego contra cualquier persona, excepto que sea estrictamente necesario en el cumplimiento del deber.  


Artículo 34: Se prohibe dejar las armas de fuego, al alcance de personas no autorizadas.


Artículo 35: Se prohibe dejar  las armas  o equipo  de uso oficial, en la gaveta del vehículo automotor  u otro sitio que no ofrezca seguridad.


Artículo 36: Se prohibe disparar al aire. En caso de que sea necesario disparar como señal de prevención, el disparo debe ser hecho contra el suelo siempre y cuando éste no sea de concreto, metal  u otro tipo de superficie que provoque  el  rebote  del proyectil y ponga en peligro a otras personas. No se debe correr  con el dedo puesto en el gatillo del arma. 


Artículo 37: El arma no debe ser guardada ni portada con el percutor amartillado. Cuando  el arma no se encuentre  en uso, deberá tener los seguros colocados.


Artículo 38: El arma de fuego deberá entregarse respetando las medidas de seguridad, tales como: Vacía, abierta, revisar que no contenga munición y con los cargadores separados. Lo anterior también aplica cuando el arma es enviada para mantenimiento.


CAPÍTULO VI

RELACIÓN DEL CONDUCTOR DE DETENIDOS CON

AUTORIDADES JUDICIALES Y OTROS

Artículo 39 : El conductor de detenidos debe tratar de manera respetuosa al privado de libertad, evitando frases, palabras o gestos que puedan indisponerlo u ofender su dignidad.  A su vez, debe demostrar su autoridad y proceder con firmeza cuando deba hacerle alguna indicación  sobre las reglas establecidas para el traslado.


Artículo 40: Tanto la Sección de Cárceles como las Unidades Regionales, deben garantizar a los funcionarios judiciales, la seguridad, la puntualidad y la tramitación debida de todas aquellas solicitudes que formulen para el traslado de detenidos, siempre que éstas cumplan con los requerimientos de ley. Asimismo deben informar a la autoridad que solicita el traslado, cualquier circunstancia que en materia de seguridad merezca especial atención.  Al efecto, se debe considerar el caso de presentación de detenidos en inmuebles que no ofrecen las condiciones mínimas de seguridad, los traslados que pudieren evitarse desplazándose el citador del despacho al Centro Penitenciario donde se encuentra el privado de libertad, el cambio de la sede de determinado debate a otra que ofrezca mayores condiciones de seguridad, así como cualquier otra situación que se considere importante.


Artículo 41:  Los Defensores y representantes del Ministerio Público debidamente acreditados, podrán solicitarle al conductor de detenidos que se mantenga a una distancia prudente mientras conversa con su cliente, siempre que las condiciones del lugar lo permitan y sin que se descuiden las correspondientes medidas de seguridad.  


Artículo 42: Durante el traslado  el conductor de detenidos, no debe permitir que ninguna persona se acerque a éste para saludarlo, abrazarlo, besarlo o cualquier otra situación que pueda afectar las medidas de seguridad.  En estos casos debe impedir el acercamiento de manera respetuosa haciendo valer la autoridad de la que está investido.


Artículo 43: Cuando las circunstancias lo requieran, los Jefes de las distintas Unidades policiales y la Sección de Cárceles y Transportes podrán coordinar con otros entes policiales especializados, el traslado de detenidos peligrosos así como la vigilancia interna y externa de los inmuebles judiciales, de común acuerdo con la autoridad que solicita la diligencia.


CAPÍTULO VII

TRASLADO DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD EN AMBULANCIAS ASIGNADAS A LA SECCIÓN DE CÁRCELES Y TRANSPORTES Y SEDES REGIONALES

Artículo 44: El chofer y el conductor de detenidos, antes de salir de la base deberán verificar el estado tanto mecánico como de carrocería en que se encuentre la unidad, a fin de evitar en la medida de lo posible sufrir desperfectos mecánicos.


Artículo 45:  La revisión del espacio destinado a los privados de libertad, debe realizarse minuciosamente, a fin de detectar daños en la estructura, localizar objetos no permitidos que puedan servir para agredir a otra persona, intentar fugarse, o que hayan sido robados a otro privado de libertad.


Artículo 46:  El jefe de la Sección de Cárceles y Transportes y Jefes de las Oficinas Regionales del Organismo de Investigación Judicial deberán valorar la cantidad y peligrosidad de los detenidos por trasladar, de manera tal que los oficiales custodios tengan la suficiente capacidad numérica, capacitación adecuada y condición física idónea para responder cualquier ataque o intento de fuga que se dé por parte de los privados de libertad o de terceras personas. De considerarse necesario, se deberá brindar escolta para garantizar la seguridad de los servidores, de los propios privados de libertad y el éxito de la diligencia judicial.


Artículo 47: Cuando sea necesario brindar escolta a una ambulancia que traslade detenidos y  esté constituida por dos equipos de trabajo, uno se colocará al frente de la caravana y será el vehículo de avanzada, su función primordial será la de despejar la ruta seguida por la ambulancia, al otro, le corresponderá custodiar la parte trasera de la ambulancia, en caso de ocurrir un ataque debe enfrentarlo, mientras que el primer grupo de trabajo, le brinda protección a la ambulancia,  retirándose ambos, utilizando la ruta alterna.


Artículo 48: Cuando se trate solamente de un vehículo escolta, éste  realizará también la función de avanzada, según sean las circunstancias de tránsito, condiciones climatológicas y otras. 


Artículo 49: En cualquiera de los dos casos anteriores, ante un eventual ataque los oficiales encargados de la escolta, procederán a enfrentarlo y los oficiales a cargo de la ambulancia se retirarán sin pérdida de tiempo,  procurando el auxilio necesario.


Artículo 50:  Previo al ingreso del privado de libertad a la ambulancia, los conductores deberán revisarlo minuciosamente.  Cuando resulte indispensable trasladar maletines o bolsos con ropas u otros utensilios de los privados de libertad, deberá ser revisado su contenido, a efecto de impedir que se oculte algún objeto no autorizado, así mismo si las condiciones del vehículo lo permiten, se  colocara fuera  de su alcance. La revisión se hará en presencia del detenido.


Artículo 51: Cuando los oficiales custodios consideren por el número o peligrosidad de los detenidos a trasladar, que  puede ocurrir un enfrentamiento dentro del vehículo o que lo pueden desestabilizar, deben informar al superior inmediato a fin de realizar el traslado en otras unidades. En ningún caso se podrá exceder la capacidad de pasajeros establecida en las leyes y reglamentos de tránsito. 


Artículo 52:  Los privados de libertad no podrán ser esposados al ser transportados en vehículos cerrados, salvo los casos excepcionales en que exista razones objetivamente comprobables que hagan necesaria esa medida para mantener su seguridad y custodia, así como su integridad física y la de terceros.


Artículo 53:  Una vez que los privados de libertad se encuentren dentro del vehículo, se procederá a su inmediato traslado.  El chofer de la unidad conjuntamente con el  conductor de detenidos deberán planificar la ruta más corta y segura. No deben improvisar rutas o recorridos que no hayan realizado, por ninguna causa deben detener el vehículo,  salvo disposiciones de tránsito,  fuerza mayor o caso fortuito.


Artículo 54: Cuando el equipo de trabajo tenga razones para sospechar que son seguidos y  pueda tratarse de una acción ilícita, deben hacer uso del equipo de comunicación de la unidad o cualquier otro medio que este a su alcance y conducir el vehículo en forma rápida pero prudente hacia algún puesto de la Guardia Civil o de otro Cuerpo Policial, para protegerse y solicitar la ayuda  pertinente.


Artículo 55: Si durante el traslado, el privado de libertad debe realizar una necesidad fisiológica y se hace necesario detener el vehículo, el conductor de detenidos debe tratar de ubicar algún sitio adecuado donde puedan facilitarle el servicio sanitario; lugar que previamente debe ser revisado,  para tomar  las medidas de seguridad del caso e  impedir cualquier intento de fuga.


CAPÍTULO VIII

PREVISIONES QUE DEBE TOMAR EL CONDUCTOR DE DETENIDOS CUANDO TRASLADA UN PRIVADO DE LIBERTAD EN UN VEHÍCULO NO ACONDICIONADO PARA ESOS EFECTOS

Artículo 56: -  Se prohibe el traslado de privados de libertad a cargo de un solo servidor judicial. 


Artículo 57: -  En este tipo de diligencias, lo conveniente es que sean tres servidores judiciales quienes se encarguen del traslado de; como máximo, dos privados de libertad, sin embargo puede realizarse con dos servidores, siempre y cuando se observen las disposiciones contenidas en este manual.  En todos los casos se hará uso de los dispositivos especiales con que cuentan los vehículos de la institución, sea cinturones de seguridad, seguro de las puertas y los ubicados en la parte media / interna que solo permiten que éstas sean abiertas desde el exterior.


Artículo 58:-  Cuando se traslade un privado de libertad en un vehículo tipo jeep, el servidor ocupará el asiento posterior derecho, ubicándose entre el privado de libertad  y el chofer, si se trata de dos privados de libertad, se colocarán en el asiento trasero derecho y el servidor ocupará el posterior izquierdo.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo automóvil el servidor se colocará al centro del asiento posterior y el privado de libertad debe ocupar el extremo derecho.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo pick up, de un solo asiento, el servidor se ubicará al centro y el detenido el extremo derecho.  Cuando se trate de un vehículo de tres asientos, el servidor se colocará en el asiento medio y él o los privados de libertad se colocarán al extremo derecho del último asiento .  Cuando se trate de un vehículo tipo pick up doble cabina, el servidor se colocará en el asiento posterior, detrás del chofer y los detenidos al extremo derecho, en caso de que viaje otro servidor, éste ocupará el extremo derecho del asiento delantero .  En todos los casos y durante el traslado, los privados de libertad deben ser esposados hacia atrás, los servidores deben mantener vigilancia sobre los detenidos a su cargo y no confiarse únicamente del dispositivo de seguridad conocido como esposas.


CAPÍTULO IX

SEGURIDAD EN LA CUSTODIA DE LOS DETENIDOS DENTRO DE LOS INMUEBLES JUDICIALES

Artículo 59:  El conductor de detenidos debe realizar de previo a la presentación de un detenido, una inspección del inmueble correspondiente, a efecto de observar dónde están localizadas las entradas y posibles  salidas  que puedan ser utilizadas en una eventual fuga, así mismo retirar cualquier objeto que represente peligro como tijeras, cuchillos, abrecartas, entre otros. 


Artículo 60: El conductor de detenidos tiene la facultad de desalojar con consentimiento de la autoridad judicial a cuya orden se encuentre el privado de libertad, las personas que considere  pueden interrumpir u obstaculizar la presentación de éste en el despacho judicial.


Artículo 61: En el momento en que un privado de libertad deba rendir declaración en  un despacho judicial, someterse a algún tipo de examen médico, psiquiátrico, psicológico, ser objeto de algún peritaje u otra diligencia judicial, deben retirársele las esposas, salvo que las circunstancias exijan lo contrario. El conductor de detenidos se debe mantener a una distancia no mayor de dos metros, y dentro del habitáculo donde se realice la diligencia. Excepcionalmente, a solicitud por escrito del profesional que realice la declaración o pericia y bajo su responsabilidad, el conductor se quedara fuera del habitáculo, atento a lo que suceda. 


Artículo 62: El conductor de detenidos debe actuar en estricta coordinación con los otros compañeros asignados a la diligencia, y con la respectiva jefatura, a fin de garantizar el correcto desempeño de sus funciones previa planificación del trabajo a realizar. En toda diligencia, la Jefatura debe señalar un responsable.


Artículo 63: Cuando se deban presentar menores de edad, tanto en su conducción como en el transporte, los dispositivos de seguridad a utilizar no pueden ser iguales a los establecidos para los adultos, así entonces la utilización de las medidas señaladas anteriormente para éstos, no pueden aplicarse en forma indiscriminada para aquellos, por lo cual deben restringirse únicamente para casos objetivamente calificados, y se debe informar a la autoridad judicial respectiva, la causa que motivó el  empleo de dichas medidas.  


Artículo 64:  Ante amenaza de bomba, incendio, temblor u otro acto causado por el hombre o evento de la naturaleza, el jefe de la Sección de Cárceles o Unidad Policial respectiva está facultado para ordenar el retorno a los Centros de Detención de los privados de libertad que se encuentren en las celdas, sin requerir de previo autorización de las autoridades a cuya orden se encuentren, comunicándole posteriormente la situación. En los casos de privados de libertad que no se les haya resuelto su situación jurídica, se trasladarán a otras dependencias Judiciales o de los Ministerios de Justicia y Seguridad Pública, que ofrezcan mejores condiciones de seguridad.


CAPÍTULO X

DISPOSICIONES PARA LA REALIZACIÓN DE PERICIAS QUE REQUIERAN LA INTERVENCIÓN CORPORAL DEL IMPUTADO

Artículo 65: En todas aquellas pericias que deba practicar el Organismo de Investigación Judicial y que requieran la intervención corporal del imputado, deberán observarse las disposiciones contenidas en los siguientes artículos.


Artículo 66:  De previo a proceder a realizar una evaluación pericial que requiera la intervención corporal del imputado en los términos señalados en el artículo 88 del Código Procesal Penal, se deberá contar con la autorización escrita de la Autoridad Judicial competente.  Dicha orden deberá indicar la posibilidad de realizar la pericia aún contra la voluntad del imputado, en los casos que  se requiera.


Artículo 67: En el caso que el privado de libertad se resista a la intervención corporal, el perito contará con los servicios de un médico acreditado por el Poder Judicial para tal efecto, a fin de que valore y diagnostique sobre su estado de salud en el sentido que  puede ser sometido a la intervención corporal sin ningún riesgo. En caso contrario el perito se abstendrá de realizar el acto y lo hará del conocimiento inmediato  del gestionante.


Artículo 68: El privado de libertad debe estar informado en qué consiste  la pericia a la que  será sometido, y se le invitará a firmar el acta correspondiente. En caso de negarse se dejará constancia. 


Artículo 69: La intervención corporal del imputado, sin excepción alguna, deberá ser realizada por un Médico Forense o un perito calificado.  El profesional que lleve a cabo la intervención deberá respetar en todo momento la integridad física, la salud y el pudor del imputado.


Artículo 70: Toda intervención corporal del imputado se realizará en un lugar acondicionado para esos fines, el cual deberá contar con las medidas de seguridad y privacidad necesarias.


Artículo 71: Durante el acto deberán estar presentes los servidores encargados de la custodia, quienes se mantendrán en el habitáculo, procurando que en todo momento se respete el pudor del detenido. Salvo lo establecido en el artículo 61.


Artículo 72: Si previo a su inicio o durante la realización de la intervención corporal el imputado se opusiera, se suspenderá de inmediato y se  dará aviso a la Autoridad Judicial que ordenó la diligencia o la comisionada por ésta, con la finalidad de que se haga presente y sea garante de los derechos del imputado en la ejecución del acto.


Artículo 73: Cuando el  privado de libertad se oponga a la intervención corporal y exista orden de la autoridad competente de realizarla aún en contra de su voluntad, los Conductores de Detenidos o el personal de Investigación del Organismo deberán proceder de la siguiente manera:


a)         El privado de libertad se trasladará a las celdas del Complejo mientras se reúne el personal de apoyo en el consultorio designado por la Sección de Clínica Médico Forense.


b)         Cumplido el punto anterior  se procederá a la evaluación médica para determinar el estado de salud que permita la contención.


c)         El psiquiatra forense o el psicólogo clínico explicará al privado de libertad lo ordenado por la autoridad judicial y el procedimiento a seguir y solicitará su colaboración. En caso de rehusarse se  procederá a la contención mecánica y restricción de movimientos como lo dicta el arte médico, auxiliándose del mobiliario requerido para procurar la integridad del privado de libertad y los intervinientes en la pericia.


d)         Se notificará a la autoridad competente el resultado de la diligencia.


Artículo 74: El defensor del imputado podrá presenciar la realización del acto, en los términos en que lo establece el Código Procesal Penal.  El Fiscal o  Juez que participe en la diligencia deberá velar porque el defensor no interfiera en el normal desarrollo de la diligencia.


Artículo 75: Cuando el imputado no comprenda el idioma oficial o presente alguna discapacidad que le impida comunicarse, tendrá derecho a que se le designe un traductor o intérprete, sin perjuicio de que por su cuenta nombre uno de su confianza


DISPOSICIONES FINALES

Artículo 76: El incumplimiento de las disposiciones del presente manual, acarrea responsabilidad disciplinaria, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de las demás sanciones contenidas en nuestro ordenamiento jurídico.


Artículo 77: En los casos en que no se cuente con mujeres conductoras de detenidas, el Jefe de la Delegación respectiva deberá solicitar que alguna investigadora realice las funciones de traslado, conducción, contención y asistencia, relativas a la(s) privada(s) de libertad, que se encuentren en las celdas del Organismo de Investigación. En caso, de no contar con personal femenino, deberá solicitar cooperación de la Fuerza Pública, a efecto de que faciliten los servicios de una mujer policía.


Artículo 78: Las mujeres conductoras de detenidas deben cumplir con los mismos requisitos y deberes exigidos para los varones encargados del traslado, conducción y contención de hombres privados de libertad. Dentro de sus labores, les corresponde trasladarse a cualquier lugar del país donde se requiera de sus servicios y asistir a las mujeres privadas de libertad que se encuentren bajo su responsabilidad.


Artículo 79: Los Traslados de mujeres privadas de libertad deberán hacerse de manera individual, es decir, separadas de los hombres, para ello se utilizarán los vehículos de transporte de detenidos que cuentan con divisiones. En ningún caso, se trasladaran mujeres privadas de libertad en la cabina delantera del vehículo, por ser esta destinada a los oficiales custodios.


Artículo 80: Cuando corresponda trasladar hombres y mujeres privadas de libertad, y no se cuente con vehículo de transporte de detenidos con divisiones, que permita trasladarlos simultáneamente, deberá efectuarse el traslado en vehículos diferentes. En caso de que el traslado deba realizarse en un vehículo no acondicionado para el traslado de detenidos, deberá efectuarse siguiendo las recomendaciones contenidas en el capítulo VIII, que trata de las “Previsiones que debe tomar el conductor de detenidos cuando traslada un privado de libertad en un vehículo no acondicionado para esos efectos”.


Artículo 81: El presente manual rige a partir de su publicación. 

 


 


San José, 23 de febrero de 2005.-

 

 

Ricardo Monge Bolaños

Secretario General  interino

 

CC:     - Diligencias                                                                                      

Marco/circulares/2005.-

 


Publicada en el Boletín Judicial N° 43 del 2 de marzo de 2005.-

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 14:52:11.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°029 del 10 de marzo del 2005


Aclarada ver Circular N° 037-05

 

CIRCULAR No. 29-2005

 

ASUNTO:   Deber de brindar facilidad a los usuarios que necesiten localizar las salas de juicio, cuando son citados en los procesos.-

   


A TODOS LOS TRIBUNALES Y JUZGADOS PENALES DEL PAÍS


                                                                              

SE LES HACE SABER QUE:

 

                                                                              


            Que el Consejo Superior en sesión N° 11-2005, celebrada el 17 de febrero de 2005, artículo XLIII, dispuso comunicarles el acuerdo adoptado  para el caso de aquellos despachos que se presentan problemas con los usuarios sobre el asunto en cuestión, cuyo texto literalmente dice:


 


ARTÍCULO XLIII

En sesión N° 61-04 celebrada el 17 de agosto del 2004, artículo XLII, se acogió el informe y las recomendaciones del Departamento de Planificación, en que se consideró necesario que la Contraloría de Servicios y el Departamento de Información y Relaciones Públicas analizaran la posibilidad de implementar una campaña de divulgación, para que los usuarios del Juzgado Penal de San José que han sido citados a las audiencias preliminares acudan directamente a las salas de juicio, a fin de descongestionar el área de atención al usuario del despacho y brindar un mejor servicio.

En atención con lo resuelto, la licenciada Lena White Curling y el licenciado Fabián Barrantes Rodríguez, por su orden Contralora de Servicios y Jefe del Departamento de Información y Relaciones Públicas, en oficio N° C 905-04 de 24 de diciembre del 2004, comunican lo siguiente:

“[…] Con este fin, como responsable de dicha estrategia se asignó por parte del Depto. de Información y Relaciones Públicas a la Licda. Ana Lucía Vásquez, encargada del Área de Proyectos Especiales.

A continuación se detallan las diferentes reuniones e investigaciones, así como recomendaciones para brindar un mejor servicio a los usuarios del Poder Judicial en el tema indicado: 

1. Reunión con la Licda. Lena White, Contralora de Servicios del Poder Judicial

En esta reunión la Licda. White manifestó su interés en realizar este proyecto e indicó que ella ya había conversado y coordinando algunos detalles con el Juzgado Penal de San José, donde se le había indicado que el problema ya estaba bastante solucionado debido a que se estaban implementando algunas acciones como la indicación por escrito en la citación, del lugar exacto donde tienen que presentarse a juicio (salas de juicio), así como otras coordinaciones en cuanto a la distribución de las salas de juicio, con el fin de que el oficial de las Salas tenga bien claro la sala en la cual se va a realizar la audiencia.

2. Reunión con la Licda. Nuria Villalobos Solano, Jueza de trámite del Juzgado Penal de San José y con el Lic. Edgar Castrillo Brenes, Juez coordinador del Juzgado Penal de San José. 

La jueza y el juez me explicaron que en este momento no consideran necesaria una campaña de divulgación puesto que el problema de congestionamiento del Área de atención al usuario ya está solucionado casi totalmente debido a las mismas razones que ya había manifestado la Licda. White. También indicaron que actualmente están incluyendo en las diferentes citaciones la dirección de las Salas de Juicio para que los usuarios lleguen a dicho lugar. En algunas boletas indican la dirección basados en el Mezanine y en otras lo hacen tomando como referencia el costado sur del Edificio. 

Ambos funcionarios están muy interesados en que el Juzgado Penal brinde cada día un mejor servicio y manifestaron su anuencia a escuchar sugerencias que ayuden a conseguir ese propósito. 

3. Entrevistas a algunos Oficiales de Seguridad tanto de la entrada principal del Edificio de los Tribunales de Justicia como de la entrada a las Salas de Juicio. 

Se concluye, por las manifestaciones de estos oficiales que algunos tienen claro que los asistentes a juicio deben enviarse directamente a las Salas de Juicio, pero otros envían a los usuarios al Juzgado (que es lo que no queremos que ocurra) Penal “porque dicen que a veces se reúnen todos los convocados al juicio ahí y después bajan a las Salas de Juicio”. También indican que a veces la boleta trae la indicación de ir directamente a las Salas y otras veces no -Ello sucede porque algunas citaciones se enviaron antes de asumir el nuevo procedimiento de indicar la dirección de las salas de juicio en la misma citación, entonces aún faltan usuarios que deben asistir a juicios y creen que deben llegar directamente al juzgado-. También se da el caso de que algunos Oficiales de Seguridad no tienen muy claro que para las citaciones de 24 horas en el Ministerio Público, los usuarios si deben acudir directamente al Ministerio Público en el segundo piso del Edificio de Tribunales. 

En este sentido se conversó con el Lic. German Rojas Monge, jefe del Depto. de Seguridad a quien se le comentó la situación y externó estar en la total anuencia para colaborar enviando una circular a todos los oficiales de seguridad de los diferentes edificios para unificar criterios en cuanto a que las personas que vienen para audiencia deben enviarse directamente a las Salas de Juicio, con la excepción de cuando se trate de una citación de 24 horas del Ministerio Público, que deben enviarlos al segundo piso. 

Esta comunicación por parte del Jefe de Seguridad ayudaría mucho para que los asistentes a juicio puedan ser mejor orientados por los oficiales de seguridad y con ello no tengan que subir hasta el juzgado y tampoco saturen el área de atención al público. Además de evitar atrasos a la hora de iniciar los juicios y otros inconvenientes. 

4. Entrevistas a los usuarios acerca de la señalización para ubicar las salas de juicio y observación en el recorrido que deben hacer los usuarios para llegar hasta dichas Salas. 

Luego de ello se puede concluir que la actual señalización es escasa, por lo cual se dificulta el encontrar fácilmente las salas de juicio ubicadas en el Edificio de los Tribunales de Justicia. Algunos usuarios manifestaron que si pudieron ubicar las Salas de Juicio porque ya habían venido en otras ocasiones, mientras que otros dijeron que se perdieron e incluso dieron la vuelta completa al edificio buscando la entrada. 

Por ello, se sugiere colocar un rótulo en la esquina sureste del Edificio de Tribunales y otro en la entrada a las Salas pero a nivel del muro que se encuentra en la acera. Puede ser junto al rótulo de personas con discapacidad. También es importante conservar el actual rótulo que está ubicado directamente en la pared de la entrada de las Salas. 

Con respecto a este tema se conversó con el lng. Tobías Mena, Jefe de Servicios Generales del Poder Judicial, quien indicó estar dispuesto a colaborar para la correcta rotulación del Edificio con el fin de facilitar la ubicación de las Salas de Juicio. El lng. Mena también manifestó que debido a problemas presupuestarios va a coordinar lo pertinente para ver si consigue los recursos económicos para poder contratar la elaboración de dichos rótulos y a la vez buscar una buena solución estética para la colocación de los mismos con el fin de colaborar con la mejor localización de las Salas de Juicio por parte de los usuarios. 

5. En cuanto a la dirección que se indica en la boleta de citación 

Se recomienda escribir una sola dirección y no varias (del mismo lugar) como se estaba haciendo. Luego de sondear con los Oficiales de Seguridad y con los usuarios se llegó a la conclusión de que es mejor indicar en todas las boletas de citación una misma dirección y la que mejor ubica a la gente es la siguiente: 

FAVOR PRESENTARSE EN LAS SALAS DE JUICIO, UBICADAS AL COSTADO SUR DEL EDIFICIO DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA, FRENTE A LA CLÍNICA SANTA RITA Y CONSULTAR AL OFICIAL DE SEGURIDAD (GUARDA) CUAL ES LA SALA ASIGNADA. 

6. También se recomienda que en todos los circuitos judiciales se revise si se está dando algún problema similar. 

Ello con el fin de evitar dificultades a los usuarios para ubicar la sala en que se lleva a cabo la audiencia o congestionamientos en el área de atención al usuario de los despachos. En caso de encontrar problemas similares se deben tomar las medidas pertinentes, tal como lo está haciendo, en este caso el 1 Circuito Judicial de San José. 

7. Así mismo es importante aplicar este procedimiento y evaluarlo. 

Debe tomarse en cuenta que cualquier procedimiento que se aplique debe ser evaluado (con los oficiales de seguridad, personal de los despachos y con los usuarios) dentro de unos seis meses para ver si está dando mejores resultados y si requiere modificaciones. 

8. Avance de la aplicación de recomendaciones en las diferentes Áreas con el fin de brindar un mejor servicio: 

·               En cuanto al punto 6, la Contraloría de Servicios ha coordinado a nivel nacional, a través de sus diferentes Subcontralorías la detección de problemas similares y los resultados han sido los siguientes: 

Alajuela-San Ramón y San Carlos: no tienen problemas como los mencionados. 

Heredia: no presentan inconvenientes. 

Cartago: no tienen problemas de este tipo. 

Guanacaste-Liberia, Santa Cruz y Nicoya: 

En Liberia las salas de juicio no estaban rotuladas pero el 27 de octubre las rotularon. 

En Santa Cruz está el problema de que las salas están rotuladas pero los rótulos están pegados a la pared y no se aprecian mucho. Son de color café con letras blancas. Por ello la recomendación del Lic. Carlos Angulo, Subcontralor de Servicios de Guanacaste, es que se confeccionen rótulos que digan Sala de juicio y guindarlos en el primer pasillo, del lado note del edificio en el primer piso. Además deberán ser de un color más vistoso como azul con letras blancas. 

En los Tribunales de Nicoya la recomendación es ubicar un rótulo en el pasillo de la sala de juicio y así el usuario pueda ubicarse. Debe ser azul con letras blancas. 

En el II Circuito Judicial-Goicoechea los usuarios son orientados por un oficial de seguridad. Para facilitar su labor la Licda. Shirley Sánchez, Subcontralora de servicios de Goicoechea, informa que el oficial de seguridad recomienda que le entreguen una lista de los juicios, con información básica como número de expediente, nombre de las partes, número de sala donde se desarrollará el juicio, día y hora, lo cual se encuentra coordinando la subcontralora de servicios con la administración de este circuito. 

·               En el Juzgado Penal de San José ya se está aplicando la recomendación de unificar la dirección que se indica en las boletas de citación por la recomendada en este informe. El día 3 de noviembre se entregó a los servidores judiciales de este juzgado una circular en la cual se resalta que en las citas a las partes para audiencia preliminar deben incluir, sin excepción, la siguiente indicación: 

“FAVOR PRESENTARSE EN LAS SALAS DE JUICIO, UBICADAS AL COSTADO SUR DEL EDIFICIO DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA, FRENTE A LA CLÍNICA SANTA RITA Y CONSULTAR AL OFICIAL DE SEGURIDAD (GUARDA) CUAL ES LA SALA ASIGNADA.” 

*(Anexo 1) 


·               El Depto. de Seguridad envió una circular a todos los oficiales de seguridad el 8 de noviembre en la cual se indica que cuando un usuario nos visite en razón de que tiene una audiencia establecida, lo dirijan directamente a las Salas de Juicio y en caso de que se trate de una citación del Ministerio Pública con término de 24 horas, se sirvan orientarlo al segundo piso.

*(Anexo 2) 

·               Por su parte, El Depto. de Servicios Generales nos informó mediante correo electrónico el 12 de noviembre que: 

“en cuanto a la confección de dos rótulos para ubicación de las Salas de Juicio, este Departamento esta trabajando en las especificaciones para ser enviadas a la Proveeduría para el trámite respectivo. Uno se ubicará en el muro exterior del Jardín en la entrada principal de Tribunales y el otro en el muro del Jardín acceso principal a Salas de Juicios costado sur edificio Tribunales”. 


 

 


San José 10 de marzo de 2005.-


 


 

 

 

Silvia Navarro Romanini


Secretaria General de la Corte

 

 

 

Publicada en el Boletín Judicial N° 57 del 22 de marzo de 2005.-

 

-CC:    - Diligencias               

           Róger.-

 

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 14:54:57.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°058 del 21 de julio del 2005


Ver Circular 133-05

CIRCULAR No. 58-2005

ASUNTO:  Alcance de la obligación del Poder Judicial en el ejercicio de los derechos y deberes a las personas con discapacidad.-

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 SE LES HACE SABER QUE:

                                                                                   

            El Consejo Superior en sesión N° 31-05, celebrada el 26 de abril de 2005, artículo XXXI, dispuso comunicarles, que si bien es deber del Estado garantizar a las personas con discapacidad el acceso a la justicia y al debido proceso, sin discriminación alguna; no le corresponde  a este Poder de la República, el sufragar en todos las casos, los gastos que generen los procesos judiciales, sino solamente aquellos en que la materia esté regida por el principio de gratuidad, siempre y cuando la parte interesada demuestre que no tiene recursos económicos para hacer frente al proceso. 

            Sin embargo, en aquellos procesos que requieren participación de peritos, intérpretes, curadores entre otros, será responsabilidad de la parte gestionante el cubrir esos honorarios.

 

San José, 21 de julio de 2005. -

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte

-CC:        - Diligencias

Se público en el Boletín Judicial Nº 98 del 22-05-2008

 

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:07:21.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°101 del 5 de agosto del 2005


CIRCULAR No. 101-2005

 

ASUNTO:    Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores  de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.

 

A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

 

        El Consejo Superior, en sesión N° 50-05, celebrada el 30 de junio de 2005, artículo XLVIII, dispuso reiterarles que de conformidad con lo que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600, están en la obligación de brindar un trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en alguna situación especial.-.


           San José, 5 de agosto de 2005. –

           

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

 

 

-CC:    - Diligencias

            Róger.-  

 

Publicada en el Boletín Judicial N° 160 del 22 de agosto de 2005.-

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:09:12.
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 CIRCULAR Nº 151-2005

 

Asunto: Modificación al artículo 36 y adición al artículo 80 del Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos.-

 

A TODAS LAS AUTORIDADES PENALES DEL PAIS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

            El Consejo Superior en sesión Nº 73-05, celebrada el 13 de setiembre de 2005, artículo LV, dispuso modificar el “Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos”, publicado en el Boletín Judicial N° 43 del 2 de marzo de 2005, para que en adelante se lea de la siguiente manera:

MANUAL DE PROCEDIMIENTOS PARA LA CONTENCIÓN, CONDUCCIÓN

E INTERVENCIONES CORPORALES DE DETENIDOS

CAPÍTULO I

PROCEDIMIENTOS GENERALES EN LA CONDUCCIÓN DE DETENIDOS.


Artículo 1: Las disposiciones establecidas en este manual son de acatamiento obligatorio para el personal del Organismo de Investigación Judicial que cumpla funciones de contención, conducción e intervenciones corporales de personas privadas de libertad. Estas disposiciones, también son de acatamiento obligatorio para el personal de investigación, en lo que les fuere aplicable, según la naturaleza propia de sus funciones.


Artículo 2: La función del Conductor de Detenidos consiste en el traslado de personas privadas de libertad desde los Centros Penitenciarios o celdas del Organismo de Investigación Judicial a los Despachos Judiciales, Complejo de Ciencias Forenses, Centros Hospitalarios o cualquier  otro lugar señalado por la autoridad a cuya orden estuviera el detenido. Los servidores que ocupen puestos de Conductor de Detenidos y Choferes de Ambulancia para el traslado de privados de libertad, están en la obligación de desplazarse a cualquier parte del país.


   Artículo 3: Cuando un privado de libetad presente alguna dolencia o afección física que requiera de atención médica, deberá ser trasladado a un Centro Hospitalario, previa autorización del funcionario judicial a cuya orden se encuentre. En  los casos de extrema urgencia el Jefe o Encargado de la respectiva dependencia policial, autorizará el traslado y comunicará a la respectiva autoridad, para estos efectos, podrá solicitar el criterio de algún médico y lo hará del conocimiento del funcionario a cuya orden se encuentre el privado de libertad.


Artículo 4: En todos los casos el conductor de detenidos debe revisar en forma minuciosa a los privados de libertad previo a su ingreso a la ambulancia o a las celdas,  observando el procedimiento que en el artículo 20 se indica. Esta revisión deberá efectuarse aún cuando otra autoridad manifieste haberla practicado. El responsable del detenido o la persona que el jefe designe, deberá confeccionar toda la documentación correspondiente al registro de control de detenidos. Si en el momento de su ingreso, el privado de libertad es portador de medicamentos o estupefacientes por prescripción médica,  se deberá consultar a un profesional en medicina,  el que decidirá el uso que deba hacerse de ellos. 


Artículo 5: Cuando el conductor de detenidos recibe un documento “de tener” a la “orden” u “orden de libertad”, debe verificar que el número de expediente sea el mismo con el que ingresó y observar las demás disposiciones establecidas en el Manual de Procedimientos para Trámite de Remisiones, Tener a la Orden y Órdenes de Libertad.


Artículo 6: Cuando las circunstancias lo ameriten, tanto el conductor de detenidos como  el chofer de la ambulancia  deben portar armas de fuego autorizadas y/o utilizar cualquier dispositivo de seguridad autorizado por la institución. Por regla general los detenidos deberán ser esposados hacia atrás salvo por razones de enfermedad o limitaciones físicas.  


Artículo 7:  El conductor de detenidos debe implementar las medidas de seguridad necesarias y autorizadas en el traslado, contención y conducción de los privados de libertad, así como garantizar la integridad física propia, del detenido, servidores judiciales y otras personas que tengan contacto directo o indirecto con éste.


Artículo 8: Para implementar las medidas de seguridad  la jefatura o el servidor que éste designe, deben planificar el traslado de detenidos considerando, entre otros, los siguientes aspectos: a)  distancia y condiciones de la vía o terreno, entre el lugar de origen y el destino de traslado, b) peligrosidad  y número de privados de libertad a trasladar; y c) posibilidad de que existan roces entre los privados de libertad que se requiera trasladar.


Artículo 9:  Cuando se tenga necesidad de trasladar o custodiar a un detenido en campo abierto, éste debe ser esposado hacia atrás, pasándole las esposas en medio de su faja y aplicando una llave de conducción.  Cada privado de libertad debe ser trasladado y custodiado como mínimo por dos Conductores, quienes sujetarán a  éste de los brazos. 


Artículo 10: Cuando se trate de una diligencia judicial, a realizar en  un sitio  que carezca de las condiciones mínimas  de seguridad, los conductores de detenidos deben hacerlo del conocimiento de su superior inmediato, a fin de que se le brinde colaboración con más personal; o, en su defecto solicitar el auxilio de oficiales del Organismo de Investigación Judicial o cualquier otro cuerpo policial, en procura de que estos funcionarios se encarguen de mantener el control del sitio donde se realizará dicha diligencia.


Artículo 11:  Cuando un Conductor de Detenidos se presente en un centro penitenciario, para realizar el traslado de un privado de libertad, debe cerciorarse en primera instancia que la entrega del detenido por parte de las autoridades de Adaptación Social, corresponde con la persona que se ha solicitado.  De igual manera se debe proceder cuando un privado de libertad se encuentra en celdas del Organismo de Investigación Judicial y debe ser  remitido a un centro penal. Ante la menor duda, se debe consultar a la Dirección del centro correspondiente, sobre algunos detalles importantes de la persona que consten en el expediente que el centro conserva de cada detenido, para verificar que se trata del sujeto solicitado. 


Cuando la libertad de un detenido se deba efectuar en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, se debe recurrir al registro de arresto y con las calidades que en el mismo consten, proceder a realizar un interrogatorio de identificación a fin de determinar que se trate de la  persona para la que se ha ordenado su libertad. 


Artículo 12: El detenido en lo posible, será custodiado por dos conductores de detenidos quienes a su vez deben de procurar el traslado de las celdas a los despachos judiciales, utilizando los pasillos y/o ascensores destinados para el uso exclusivo de los servidores judiciales, evitando al máximo el contacto del detenido con las personas particulares. Según sea el caso, deben solicitar a servidores judiciales y personas particulares desalojar el ascensor mientras se procede con el traslado del detenido, con el fin de no exponerlo al público y se tomaran las medidas necesarias para protegerlo de los insultos, de la curiosidad y  toda clase de publicidad.


Artículo 13:  Cuando dos conductores de detenidos, trasladen un privado de libertad, uno de ellos se encargará de realizar los trámites correspondientes a manejo de documentación, revisión del habitáculo donde se presentará al privado de libertad, operación de  ascensor y desalojo de las personas que hagan utilización del mismo, sin que ello lo exima del deber de cuidado que tiene respecto del detenido.


CAPITULO II

REVISIÓN CORPORAL

Artículo 14:  Antes de proceder al traslado de cualquier detenido, éste deberá someterse a una minuciosa revisión corporal, con el objeto de garantizar que no posea entre sus ropas ningún instrumento que le permita intentar la evasión, infringirse lesiones; o bien, amenazar o causarle daño a sus custodios, servidores judiciales o terceras personas.  La revisión será responsabilidad del servidor o servidores encargados del traslado.


Artículo 15: Toda revisión corporal de personas privadas de libertad, debe efectuarse en un lugar adecuado que garantice la seguridad del detenido, del custodio y de cualquier otra persona que tenga contacto directo o indirecto con aquél.


Artículo 16: Durante todo el proceso de revisión se debe respetar el pudor del detenido.  Para estos efectos, la revisión de mujeres debe ser realizada por personal femenino, en el caso de los varones por personal masculino, sean conductores de detenidos, chofer encargado del traslado, personal de investigación o funcionarios judiciales autorizados.


  Artículo 17: La revisión corporal debe realizarse en presencia de otro custodio; no obstante, si ello no fuere posible, se solicitará la colaboración a un investigador, policía civil o penitenciario.


Artículo 18: Si durante la revisión corporal se localiza alguna evidencia u objeto que se presume puede tener relación con algún delito, deberá informarse de inmediato al funcionario a cuya orden se encuentra el detenido, para que se proceda conforme corresponda.


Artículo 19: Cuando el detenido asuma una posición hostil o agresiva ante el servidor que procura la revisión corporal, debe recurrirse en primera instancia al diálogo y la persuasión. En caso de que ello no diere resultado, se utilizará la fuerza que resulte estrictamente necesaria para poder realizar la diligencia, para lo cual se podrá hacer uso de los instrumentos de seguridad, como la vara policial, el dispositivo de esposas y cualquier otro autorizado por la Institución.  El uso de la fuerza debe ser únicamente para lograr el control del detenido, nunca para agredirlo.


Artículo 20: Al momento de presentarse un conductor de detenidos en cualquier centro penitenciario para trasladar un privado de libertad, deberá proceder de la siguiente manera:


a) Revisar minuciosamente al detenido en el lugar destinado para estos efectos por la Dirección General de Adaptación Social, haciéndose acompañar de dos testigos, de preferencia agentes de esa misma institución.  Antes de efectuar esta revisión corporal deberá consultarse al privado de libertad si lleva consigo algún objeto; y, en caso afirmativo, se le invitará a que lo entregue.


La revisión se efectuará iniciando de la parte superior a la inferior o a la inversa. 


b) Solicitar al privado de libertad que se desprenda de implementos tales como zapatos, faja, abrigo, corbata, cubre cabezas y todo otro tipo de accesorio que pudiere atentar contra su seguridad, la de sus custodios o terceras personas. De igual forma, debe solicitársele extraer todos los objetos que porte en los bolsillos del pantalón, camisa, vestido o cualquier otra prenda de vestir.


c) Si el privado de libertad presenta algún tipo de prótesis, inmovilización o vendaje, será obligación del custodio consultar a los oficiales penitenciarios sobre dicha circunstancia; y, a su vez, examinar cuidadosamente el aditamento sin moverlo de su posición original, con la finalidad de evitar el traslado de armas u otro tipo de objetos que atenten contra la seguridad o que faciliten una evasión.  


Artículo 21: Al efectuarse el traslado de un detenido no debe permitirse que éste porte objetos tales como dinero, alhajas, bienes que se puedan comercializar, radios, libros, revistas, salvo cuando la diligencia judicial requiera de varios días y sea necesario ropa extra.  Si el detenido requiere llevar documentos relacionados con el proceso que se sigue en su contra,  éstos deberán ser trasladados por alguno de los oficiales custodios.


CAPÍTULO III

DISPOSICIONES EN TORNO A PRIVADOS DE LIBERTAD QUE SE ENCUENTREN EN LAS CELDAS DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL.

Artículo 22: Corresponde a la Jefatura o el funcionario que ésta designe, mientras el detenido se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, ser vigilante del tiempo de detención, procurando que no sobrepase las veinticuatro horas, sin que se encuentre a la orden de autoridad competente.


Artículo 23: Es deber del conductor de detenidos estar siempre vigilante del privado de libertad, mientras se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, con el propósito de evitar posibles agresiones entre detenidos, daños al inmueble o tentativas de suicidio. La Jefatura, cuando la cantidad de personal así lo permita,  deberá designar un responsable entre los conductores,  para que asuma esa vigilancia.


Artículo 24: El servidor que la Jefatura designe está en la obligación de anotar en el libro de novedades, cada vez que se traslade un privado de libertad, a una Delegación, Subdelegación u Oficina del Organismo de Investigación Judicial, o dependencia del Ministerio de Justicia, el número de unidad en que se realiza el transporte, servidores que entregan al detenido, estado físico de éste, a la orden de quién se realiza el traslado o presentación, hora de ingreso, anotación del número consecutivo o de oficio del documento (tener a la orden, remisión, orden de libertad) mediante el cual es entregado el privado de libertad o cualquier otra observación.


Artículo 25: El conductor de detenidos debe de abstenerse en todo momento de entablar conversaciones o comunicaciones escritas, con los privados de libertad, así como realizarles  la compra de cualquier clase de artículos de consumo. 


CAPÍTULO IV

USO MODERADO DE LA FUERZA  EN LABORES DE TRASLADO, CUSTODIA, CONTENCIÓN Y VIGILANCIA

Artículo 26: El conductor de detenidos, deberá  emplear en todo momento en el trato con el privado de libertad, el diálogo  y  la persuasión, especialmente cuando éste se encuentre emocionalmente alterado, evitando utilizar palabras o lenguaje que lo irriten o lo provoquen. 


Artículo 27: Se permitirá el uso de la fuerza física moderada, en aquellos casos de amotinamiento, intento de evasión o agresión a cualquier persona.


 Artículo 28: Cuando  se trasladen varios detenidos y uno de ellos se encuentre  violento, el  conductor de detenidos deberá aislarlo, con el propósito de evitar que  provoque a los otros, para ello deberá proceder conforme a lo señalado en los dos artículos anteriores, según sea el caso. 


CAPÍTULO V

DISPOSICIONES SOBRE EL USO DE ARMAS REGLAMENTARIAS

Artículo 29: El conductor  de detenidos deberá cumplir con lo dispuesto en la Ley de Armas y Explosivos; y, en el  Manual de Normas y Procedimientos para el Uso, Portación, Mantenimiento y Retención del Arma de Uso Oficial, del Organismo de Investigación Judicial.


Artículo 30: El Conductor de detenidos deberá cumplir  fielmente con los controles establecidos por la Jefatura de Cárceles y Transportes  para la entrega y devolución de armas y equipo especial que se utilice en el traslado de privados de libertad. Dicho control establecerá un detalle por caso, en forma completa  e individualizada sobre el uso de cada arma.


Artículo 31: Toda arma de fuego, debe presumirse cargada aunque no se porte y debe cumplirse con todas las recomendaciones de seguridad.


 


Artículo 32: Siempre que las condiciones lo permitan, se utilizará cualquier otro medio o alternativa antes de recurrir al uso del arma de fuego.


Artículo 33: Se prohibe amenazar o hacer  uso del arma de fuego contra cualquier persona, excepto que sea estrictamente necesario en el cumplimiento del deber.  


Artículo 34: Se prohibe dejar las armas de fuego, al alcance de personas no autorizadas.


Artículo 35: Se prohibe dejar  las armas  o equipo  de uso oficial, en la gaveta del vehículo automotor  u otro sitio que no ofrezca seguridad.


Artículo 36: Se prohíbe disparar al aire. El disparo de armas letales por parte del policía o custodio, sólo se concibe como último medio para repeler, en legítima defensa, una agresión o la amenaza actual e inminente de ella, nunca con el único motivo de dar por terminada una persecución, de evitar la fuga de un sospechoso o como medio para amedrentar, exhibir o agredir. No se debe correr  con el dedo puesto en el gatillo del arma.”

Artículo 37: El arma no debe ser guardada ni portada con el percutor amartillado. Cuando  el arma no se encuentre  en uso, deberá tener los seguros colocados.


Artículo 38: El arma de fuego deberá entregarse respetando las medidas de seguridad, tales como: Vacía, abierta, revisar que no contenga munición y con los cargadores separados. Lo anterior también aplica cuando el arma es enviada para mantenimiento.


CAPÍTULO VI

RELACIÓN DEL CONDUCTOR DE DETENIDOS CON

AUTORIDADES JUDICIALES Y OTROS

Artículo 39 : El conductor de detenidos debe tratar de manera respetuosa al privado de libertad, evitando frases, palabras o gestos que puedan indisponerlo u ofender su dignidad.  A su vez, debe demostrar su autoridad y proceder con firmeza cuando deba hacerle alguna indicación  sobre las reglas establecidas para el traslado.


Artículo 40: Tanto la Sección de Cárceles como las Unidades Regionales, deben garantizar a los funcionarios judiciales, la seguridad, la puntualidad y la tramitación debida de todas aquellas solicitudes que formulen para el traslado de detenidos, siempre que éstas cumplan con los requerimientos de ley. Asimismo deben informar a la autoridad que solicita el traslado, cualquier circunstancia que en materia de seguridad merezca especial atención.  Al efecto, se debe considerar el caso de presentación de detenidos en inmuebles que no ofrecen las condiciones mínimas de seguridad, los traslados que pudieren evitarse desplazándose el citador del despacho al Centro Penitenciario donde se encuentra el privado de libertad, el cambio de la sede de determinado debate a otra que ofrezca mayores condiciones de seguridad, así como cualquier otra situación que se considere importante.


Artículo 41:  Los Defensores y representantes del Ministerio Público debidamente acreditados, podrán solicitarle al conductor de detenidos que se mantenga a una distancia prudente mientras conversa con su cliente, siempre que las condiciones del lugar lo permitan y sin que se descuiden las correspondientes medidas de seguridad.  


 


Artículo 42: Durante el traslado  el conductor de detenidos, no debe permitir que ninguna persona se acerque a éste para saludarlo, abrazarlo, besarlo o cualquier otra situación que pueda afectar las medidas de seguridad.  En estos casos debe impedir el acercamiento de manera respetuosa haciendo valer la autoridad de la que está investido.


Artículo 43: Cuando las circunstancias lo requieran, los Jefes de las distintas Unidades policiales y la Sección de Cárceles y Transportes podrán coordinar con otros entes policiales especializados, el traslado de detenidos peligrosos así como la vigilancia interna y externa de los inmuebles judiciales, de común acuerdo con la autoridad que solicita la diligencia.


CAPÍTULO VII

TRASLADO DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD EN AMBULANCIAS ASIGNADAS A LA SECCIÓN DE CÁRCELES Y TRANSPORTES Y SEDES REGIONALES

Artículo 44: El chofer y el conductor de detenidos, antes de salir de la base deberán verificar el estado tanto mecánico como de carrocería en que se encuentre la unidad, a fin de evitar en la medida de lo posible sufrir desperfectos mecánicos.


Artículo 45:  La revisión del espacio destinado a los privados de libertad, debe realizarse minuciosamente, a fin de detectar daños en la estructura, localizar objetos no permitidos que puedan servir para agredir a otra persona, intentar fugarse, o que hayan sido robados a otro privado de libertad.


Artículo 46:  El jefe de la Sección de Cárceles y Transportes y Jefes de las Oficinas Regionales del Organismo de Investigación Judicial deberán valorar la cantidad y peligrosidad de los detenidos por trasladar, de manera tal que los oficiales custodios tengan la suficiente capacidad numérica, capacitación adecuada y condición física idónea para responder cualquier ataque o intento de fuga que se dé por parte de los privados de libertad o de terceras personas. De considerarse necesario, se deberá brindar escolta para garantizar la seguridad de los servidores, de los propios privados de libertad y el éxito de la diligencia judicial.


Artículo 47: Cuando sea necesario brindar escolta a una ambulancia que traslade detenidos y  esté constituida por dos equipos de trabajo, uno se colocará al frente de la caravana y será el vehículo de avanzada, su función primordial será la de despejar la ruta seguida por la ambulancia, al otro, le corresponderá custodiar la parte trasera de la ambulancia, en caso de ocurrir un ataque debe enfrentarlo, mientras que el primer grupo de trabajo, le brinda protección a la ambulancia,  retirándose ambos, utilizando la ruta alterna.


Artículo 48: Cuando se trate solamente de un vehículo escolta, éste  realizará también la función de avanzada, según sean las circunstancias de tránsito, condiciones climatológicas y otras. 


Artículo 49: En cualquiera de los dos casos anteriores, ante un eventual ataque los oficiales encargados de la escolta, procederán a enfrentarlo y los oficiales a cargo de la ambulancia se retirarán sin pérdida de tiempo,  procurando el auxilio necesario.


  


Artículo 50:  Previo al ingreso del privado de libertad a la ambulancia, los conductores deberán revisarlo minuciosamente.  Cuando resulte indispensable trasladar maletines o bolsos con ropas u otros utensilios de los privados de libertad, deberá ser revisado su contenido, a efecto de impedir que se oculte algún objeto no autorizado, así mismo si las condiciones del vehículo lo permiten, se  colocara fuera  de su alcance. La revisión se hará en presencia del detenido.


Artículo 51: Cuando los oficiales custodios consideren por el número o peligrosidad de los detenidos a trasladar, que  puede ocurrir un enfrentamiento dentro del vehículo o que lo pueden desestabilizar, deben informar al superior inmediato a fin de realizar el traslado en otras unidades. En ningún caso se podrá exceder la capacidad de pasajeros establecida en las leyes y reglamentos de tránsito. 


Artículo 52:  Los privados de libertad no podrán ser esposados al ser transportados en vehículos cerrados, salvo los casos excepcionales en que exista razones objetivamente comprobables que hagan necesaria esa medida para mantener su seguridad y custodia, así como su integridad física y la de terceros.


Artículo 53:  Una vez que los privados de libertad se encuentren dentro del vehículo, se procederá a su inmediato traslado.  El chofer de la unidad conjuntamente con el  conductor de detenidos deberán planificar la ruta más corta y segura. No deben improvisar rutas o recorridos que no hayan realizado, por ninguna causa deben detener el vehículo,  salvo disposiciones de tránsito,  fuerza mayor o caso fortuito.


Artículo 54: Cuando el equipo de trabajo tenga razones para sospechar que son seguidos y  pueda tratarse de una acción ilícita, deben hacer uso del equipo de comunicación de la unidad o cualquier otro medio que este a su alcance y conducir el vehículo en forma rápida pero prudente hacia algún puesto de la Guardia Civil o de otro Cuerpo Policial, para protegerse y solicitar la ayuda  pertinente.


Artículo 55: Si durante el traslado, el privado de libertad debe realizar una necesidad fisiológica y se hace necesario detener el vehículo, el conductor de detenidos debe tratar de ubicar algún sitio adecuado donde puedan facilitarle el servicio sanitario; lugar que previamente debe ser revisado,  para tomar  las medidas de seguridad del caso e  impedir cualquier intento de fuga.


CAPÍTULO VIII

PREVISIONES QUE DEBE TOMAR EL CONDUCTOR DE DETENIDOS CUANDO TRASLADA UN PRIVADO DE LIBERTAD EN UN VEHÍCULO NO ACONDICIONADO PARA ESOS EFECTOS

Artículo 56: -  Se prohibe el traslado de privados de libertad a cargo de un solo servidor judicial. 


Artículo 57: -  En este tipo de diligencias, lo conveniente es que sean tres servidores judiciales quienes se encarguen del traslado de; como máximo, dos privados de libertad, sin embargo puede realizarse con dos servidores, siempre y cuando se observen las disposiciones contenidas en este manual.  En todos los casos se hará uso de los dispositivos especiales con que cuentan los vehículos de la institución, sea cinturones de seguridad, seguro de las puertas y los ubicados en la parte media / interna que solo permiten que éstas sean abiertas desde el exterior.


 


Artículo 58:-  Cuando se traslade un privado de libertad en un vehículo tipo jeep, el servidor ocupará el asiento posterior derecho, ubicándose entre el privado de libertad  y el chofer, si se trata de dos privados de libertad, se colocarán en el asiento trasero derecho y el servidor ocupará el posterior izquierdo.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo automóvil el servidor se colocará al centro del asiento posterior y el privado de libertad debe ocupar el extremo derecho.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo pick up, de un solo asiento, el servidor se ubicará al centro y el detenido el extremo derecho.  Cuando se trate de un vehículo de tres asientos, el servidor se colocará en el asiento medio y él o los privados de libertad se colocarán al extremo derecho del último asiento .  Cuando se trate de un vehículo tipo pick up doble cabina, el servidor se colocará en el asiento posterior, detrás del chofer y los detenidos al extremo derecho, en caso de que viaje otro servidor, éste ocupará el extremo derecho del asiento delantero .  En todos los casos y durante el traslado, los privados de libertad deben ser esposados hacia atrás, los servidores deben mantener vigilancia sobre los detenidos a su cargo y no confiarse únicamente del dispositivo de seguridad conocido como esposas.


CAPÍTULO IX

SEGURIDAD EN LA CUSTODIA DE LOS DETENIDOS DENTRO DE LOS INMUEBLES JUDICIALES

Artículo 59:  El conductor de detenidos debe realizar de previo a la presentación de un detenido, una inspección del inmueble correspondiente, a efecto de observar dónde están localizadas las entradas y posibles  salidas  que puedan ser utilizadas en una eventual fuga, así mismo retirar cualquier objeto que represente peligro como tijeras, cuchillos, abrecartas, entre otros. 


Artículo 60: El conductor de detenidos tiene la facultad de desalojar con consentimiento de la autoridad judicial a cuya orden se encuentre el privado de libertad, las personas que considere  pueden interrumpir u obstaculizar la presentación de éste en el despacho judicial.


Artículo 61: En el momento en que un privado de libertad deba rendir declaración en  un despacho judicial, someterse a algún tipo de examen médico, psiquiátrico, psicológico, ser objeto de algún peritaje u otra diligencia judicial, deben retirársele las esposas, salvo que las circunstancias exijan lo contrario. El conductor de detenidos se debe mantener a una distancia no mayor de dos metros, y dentro del habitáculo donde se realice la diligencia. Excepcionalmente, a solicitud por escrito del profesional que realice la declaración o pericia y bajo su responsabilidad, el conductor se quedara fuera del habitáculo, atento a lo que suceda. 


Artículo 62: El conductor de detenidos debe actuar en estricta coordinación con los otros compañeros asignados a la diligencia, y con la respectiva jefatura, a fin de garantizar el correcto desempeño de sus funciones previa planificación del trabajo a realizar. En toda diligencia, la Jefatura debe señalar un responsable.


Artículo 63: Cuando se deban presentar menores de edad, tanto en su conducción como en el transporte, los dispositivos de seguridad a utilizar no pueden ser iguales a los establecidos para los adultos, así entonces la utilización de las medidas señaladas anteriormente para éstos, no pueden aplicarse en forma indiscriminada para aquellos, por lo cual deben restringirse únicamente para casos objetivamente calificados, y se debe informar a la autoridad judicial respectiva, la causa que motivó el  empleo de dichas medidas.  


Artículo 64:  Ante amenaza de bomba, incendio, temblor u otro acto causado por el hombre o evento de la naturaleza, el jefe de la Sección de Cárceles o Unidad Policial respectiva está facultado para ordenar el retorno a los Centros de Detención de los privados de libertad que se encuentren en las celdas, sin requerir de previo autorización de las autoridades a cuya orden se encuentren, comunicándole posteriormente la situación. En los casos de privados de libertad que no se les haya resuelto su situación jurídica, se trasladarán a otras dependencias Judiciales o de los Ministerios de Justicia y Seguridad Pública, que ofrezcan mejores condiciones de seguridad.


CAPÍTULO X

DISPOSICIONES PARA LA REALIZACIÓN DE PERICIAS QUE REQUIERAN LA INTERVENCIÓN CORPORAL DEL IMPUTADO

Artículo 65: En todas aquellas pericias que deba practicar el Organismo de Investigación Judicial y que requieran la intervención corporal del imputado, deberán observarse las disposiciones contenidas en los siguientes artículos.


Artículo 66:  De previo a proceder a realizar una evaluación pericial que requiera la intervención corporal del imputado en los términos señalados en el artículo 88 del Código Procesal Penal, se deberá contar con la autorización escrita de la Autoridad Judicial competente.  Dicha orden deberá indicar la posibilidad de realizar la pericia aún contra la voluntad del imputado, en los casos que  se requiera.


Artículo 67: En el caso que el privado de libertad se resista a la intervención corporal, el perito contará con los servicios de un médico acreditado por el Poder Judicial para tal efecto, a fin de que valore y diagnostique sobre su estado de salud en el sentido que  puede ser sometido a la intervención corporal sin ningún riesgo. En caso contrario el perito se abstendrá de realizar el acto y lo hará del conocimiento inmediato  del gestionante.


Artículo 68: El privado de libertad debe estar informado en qué consiste  la pericia a la que  será sometido, y se le invitará a firmar el acta correspondiente. En caso de negarse se dejará constancia. 


Artículo 69: La intervención corporal del imputado, sin excepción alguna, deberá ser realizada por un Médico Forense o un perito calificado.  El profesional que lleve a cabo la intervención deberá respetar en todo momento la integridad física, la salud y el pudor del imputado.


Artículo 70: Toda intervención corporal del imputado se realizará en un lugar acondicionado para esos fines, el cual deberá contar con las medidas de seguridad y privacidad necesarias.


Artículo 71: Durante el acto deberán estar presentes los servidores encargados de la custodia, quienes se mantendrán en el habitáculo, procurando que en todo momento se respete el pudor del detenido. Salvo lo establecido en el artículo 61.


Artículo 72: Si previo a su inicio o durante la realización de la intervención corporal el imputado se opusiera, se suspenderá de inmediato y se  dará aviso a la Autoridad Judicial que ordenó la diligencia o la comisionada por ésta, con la finalidad de que se haga presente y sea garante de los derechos del imputado en la ejecución del acto.


 


Artículo 73: Cuando el  privado de libertad se oponga a la intervención corporal y exista orden de la autoridad competente de realizarla aún en contra de su voluntad, los Conductores de Detenidos o el personal de Investigación del Organismo deberán proceder de la siguiente manera:


a)         El privado de libertad se trasladará a las celdas del Complejo mientras se reúne el personal de apoyo en el consultorio designado por la Sección de Clínica Médico Forense.


b)         Cumplido el punto anterior  se procederá a la evaluación médica para determinar el estado de salud que permita la contención.


c)         El psiquiatra forense o el psicólogo clínico explicará al privado de libertad lo ordenado por la autoridad judicial y el procedimiento a seguir y solicitará su colaboración. En caso de rehusarse se  procederá a la contención mecánica y restricción de movimientos como lo dicta el arte médico, auxiliándose del mobiliario requerido para procurar la integridad del privado de libertad y los intervinientes en la pericia.


d)         Se notificará a la autoridad competente el resultado de la diligencia.


Artículo 74: El defensor del imputado podrá presenciar la realización del acto, en los términos en que lo establece el Código Procesal Penal.  El Fiscal o  Juez que participe en la diligencia deberá velar porque el defensor no interfiera en el normal desarrollo de la diligencia.


Artículo 75: Cuando el imputado no comprenda el idioma oficial o presente alguna discapacidad que le impida comunicarse, tendrá derecho a que se le designe un traductor o intérprete, sin perjuicio de que por su cuenta nombre uno de su confianza


DISPOSICIONES FINALES

Artículo 76: El incumplimiento de las disposiciones del presente manual, acarrea responsabilidad disciplinaria, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de las demás sanciones contenidas en nuestro ordenamiento jurídico.


Artículo 77: En los casos en que no se cuente con mujeres conductoras de detenidas, el Jefe de la Delegación respectiva deberá solicitar que alguna investigadora realice las funciones de traslado, conducción, contención y asistencia, relativas a la(s) privada(s) de libertad, que se encuentren en las celdas del Organismo de Investigación. En caso, de no contar con personal femenino, deberá solicitar cooperación de la Fuerza Pública, a efecto de que faciliten los servicios de una mujer policía.


Artículo 78: Las mujeres conductoras de detenidas deben cumplir con los mismos requisitos y deberes exigidos para los varones encargados del traslado, conducción y contención de hombres privados de libertad. Dentro de sus labores, les corresponde trasladarse a cualquier lugar del país donde se requiera de sus servicios y asistir a las mujeres privadas de libertad que se encuentren bajo su responsabilidad.


 


Artículo 79: Los Traslados de mujeres privadas de libertad deberán hacerse de manera individual, es decir, separadas de los hombres, para ello se utilizarán los vehículos de transporte de detenidos que cuentan con divisiones. En ningún caso, se trasladaran mujeres privadas de libertad en la cabina delantera del vehículo, por ser esta destinada a los oficiales custodios.


Artículo 80: Cuando corresponda trasladar hombres y mujeres privadas de libertad, y no se cuente con vehículo de transporte de detenidos con divisiones, que permita trasladarlos simultáneamente, deberá efectuarse el traslado en vehículos diferentes. En caso de que el traslado deba realizarse en un vehículo no acondicionado para el traslado de detenidos, deberá efectuarse siguiendo las recomendaciones contenidas en el capítulo VIII, que trata de las “Previsiones que debe tomar el conductor de detenidos cuando traslada un privado de libertad en un vehículo no acondicionado para esos efectos.


Las personas menores de edad privadas de libertad deben ser custodiadas y trasladadas de manera separada según se trate de mujeres o varones, y nunca pueden estar o permanecer junto a personas adultas privadas de libertad.

 

Artículo 81: El presente manual rige a partir de su publicación.

 

San José, 20 de octubre de 2005. -

 

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

CC:     Diligencias

Maricruz

 

Ref. 7777-05, 6123-05

 

PUBLICADA EN EL BOLETÍN JUDICIAL N°208 DEL 28 DE OCTUBRE DE 2005

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:11:23.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°182 del 19 de diciembre del 2005


CIRCULAR N° 182-05

 

 

Asunto:      Obligación de brindar un trato preferencial a las personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas con un situación especial.- 

 

 

A TODOS LAS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior, en sesión N° 86-05, celebrada el  01 de noviembre de 2005, artículo LIII, dispuso comunicarles la obligación en que se encuentran de brindar un trato preferencial, asegurar un  acceso equitativo a los servicios y el ejercicio de sus derechos,  a los usuarios con discapacidad, a los adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en una situación especial.-

 

 San José, 19 de diciembre de 2005. -

 

 

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 

Publicada en el Boletín Judicial N° 06-06 del 9-1-2006.

                                                               

 

CC:     Diligencias

Maricruz

Ref. 10029-05

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:16:24.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°020 del 10 de octubre del 2007


 

 

 

 

 

REITERACIÓN

 

CIRCULAR N° 20-96

 

 

ASUNTO: Facilidades que se deben de prestar a las personas con discapacidad cuando deban realizar gestiones ante los despachos judiciales.

 

 

A TODOS  LOS  JEFES DE LAS  OFICINAS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER:

 

 

            La Corte Plena, en la sesión celebrada el 7 de octubre en curso, artículo XXXI, dispuso comunicarles que cuando los edificios en que se encuentren ubicados los despachos judiciales, especialmente aquellos que tienen más de un piso, no  tengan las condiciones adecuadas para que las personas con discapacidad puedan acceder sin dificultad a éstos, deben tomar las previsiones correspondientes y realizar las acciones necesarias para que puedan ser atendidas sin dilación, aún y cuando ello implique enviar a un servidor  judicial a atender esa gestión.

 

            San José,  10 de octubre de 2007.-

 

 

 

 

 

                                                          Silvia Navarro Romanini

                                                     Secretaria General de la Corte

 

cc:        Diligencias

 

Maricruz

Publicación en el Boletín Judicial N° 208-07  del 30 de octubre de 2007.-
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CIRCULAR No. 050-07

 


 


ASUNTO:  Etapa Seguimiento del Proceso de Sistema de Control Interno.


 


 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión N° 27-07, celebrada el 18 de abril del 2007, artículo LI, conoció el informe final sobre el proceso de autoevaluación del 2006, donde se analizó a nivel institucional, la percepción que existe sobre el Sistema de Control Interno del Poder Judicial, calificando sus componentes funcionales y generando una serie de propuestas de mejora de acatamiento interno en los despachos.

 

            Con el objeto de verificar la correcta implementación de las mejoras para fortalecer el Sistema de Control Interno, así como las calificaciones brindadas en los diferentes despachos judiciales del país, a partir de mayo de este año, se estará iniciando, a nivel nacional el respectivo proceso de seguimiento.

 

El no cumplimiento de las propuestas de mejora por parte de las oficinas, según lo establece el artículo N°39 de Ley de Control Interno pueden acarrear responsabilidades administrativas para el jerarca, titulares subordinados y demás funcionarios públicos. 

 

Por consiguiente se comunica a todas las oficinas del país, su obligación de colaborar en este etapa del proceso autoevaluación, tal y como se establece en el artículo N°17 de la citada Ley. 

 

Asimismo, se dispuso que el Consejo Superior iniciara la ejecución de las acciones necesarias para cumplir con las propuestas de mejora dirigidas al jerarca, producto del proceso de autoevaluación del 2006.

 

San José, 4 de junio de 2007.-

 

Ricardo Monge Bolaños

Secretario General Interino

 

CC:      Diligencias (3726-07)

Maricruz


Publicada en el Boletín Judicial N° 131 del 9 de julio de 2007.-
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REITERACIÓN

 

CIRCULAR No. 60-99

 

ASUNTO: Reglas prácticas para facilitar la aplicación efectiva de la Ley contra la violencia doméstica, publicada en el Boletín Judicial N° 186 del 24 de setiembre de 1999.-

 

A LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS

 QUE CONOCEN DE LAS SOLICITUDES DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN

EN MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

SE LES HACE SABER QUE:

 

 

          El Consejo Superior en sesión N° 37-2007 celebrada el 22 de mayo de 2007, artículo LXV, con base en la recomendación de la Auditoría Judicial, dispuso reiterarles el texto de la circular N° 60-99 de 5 de agosto de 1999, cuyo texto literalmente dice:

 

“La Corte Plena en sesión N° 32-99 celebrada el 5 de agosto de 1999, artículo XII, a solicitud de la Comisión de Seguimiento a la atención y prevención de la violencia doméstica del Poder Judicial, acordó comunicarles las siguientes reglas prácticas para facilitar la aplicación efectiva de la Ley contra la violencia doméstica.

 

            I.  Los procedimientos que se tramiten en virtud de la Ley contra la violencia doméstica deben ser atendidos sin postergación alguna.  Su trámite sólo puede afectarse por causas surgidas dentro de los mismos.

 

II.  Es obligación de la persona titular del despacho brindarle, a quien se apersona a solicitar medidas de protección, la información necesaria sobre las posibilidades y los efectos de la Ley contra la violencia doméstica, dentro de la cual se comprende, al menos, lo siguiente:

a)    Naturaleza cautelar y, por ende, temporal del procedimiento y trámites que se deben realizar para completarlo.

b)    Objetivo de la comparecencia (evacuación de la prueba).

c)    Pruebas que puede aportar, con particular indicación de que cualquier persona que conozca de lo sucedido puede rendir testimonio, lo que incluye a familiares y, en especial, a los hijos y a las hijas, aún cuando sean menores de edad.

d)    Derechos de los que es titular, mencionando, principalmente, el de aportar prueba, el de estar presente y participar durante su evacuación, el de recurrir (apelar) y el de exigir el cumplimiento real de las medidas que se decreten.

e)    Acciones y vías posibles ante el incumplimiento de las medidas impuestas.

            Bajo ninguna circunstancia, esta potestad implica o autoriza la realización de una labor de desestímulo o disuación, a la persona que acude al despacho, o la de hacerle advertencias como lo sería el derecho que tiene cualquiera, por su relación de parentesco con el imputado, de abstenerse de declarar, que son propias de un proceso penal y no de éste, cuya índole es familiar.

 

            III. No puede dejar de recibirse y tramitarse una solicitud de medidas de protección por el hecho de que, la víctima, no presente su cédula de identidad o cualquier otro documento similar.  De hacerse así se estaría contrariando la finalidad de la ley y se quebrantaría el principio de informalismo establecido, de modo expreso, en su ordinal 8.

            Aunque es cierto que, el inciso c) del artículo 95 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, exige la presentación de la cédula de identidad al iniciar gestiones o acciones judiciales, también lo es que, en su último párrafo, ese precepto dispone:

“En los Tribunales de Justicia, los litigantes gozarán de dos meses para presentar su cédula y vencido ese término sin que hayan observado este requisito, o logrado una prórroga del plazo, no se les atenderán sus posteriores gestiones.  No producirá nulidad de actuaciones la sola circunstancia de falta de presentación oportuna de la cédula.  Los Tribunales de Justicia, en casos muy calificados, y tomando en cuenta los motivos de impedimento aducidos por el litigante, quedan facultados para prorrogar el plazo de dos meses arriba indicado, con el fin de evitar la denegatoria de justicia a quien esté imposibilitado para exhibir su cédula.” 

 

            Existe, entonces, el deber legal de recibir y de darle el trámite de rigor a las gestiones judiciales de cualquier persona que no porte su cédula; porque, para cumplir con su obligación de presentarla al despacho, tiene un mínimo de dos meses.  Incluso, tratándose de una situación de violencia doméstica, se justifica plenamente ampliar ese plazo, en atención al derecho constitucional de acceso a la justicia, a los fines perseguidos por la Ley contra la violencia doméstica, a los principios que la informan, a los derechos fundamentales que están en juego y a su naturaleza letal para la víctima.

            De todas formas la exigencia de presentar documento de identidad, sólo se puede dar respecto de las personas que estén en posibilidad de obtenerlo.

 

            IV.  No debe ni puede encargársele a la víctima la tarea de notificar a la persona agresora.  Tampoco puede exigírsele el pago de expensas para llevar a cabo ese medular acto procesal, ni se justifica posponer su práctica por razones de distancia, dificultad de traslado u otras afines.

            Es de entera responsabilidad del despacho verificar que las notificaciones se hagan como corresponde y en forma oportuna e inmediata.

 

            V.  El inciso a) del ordinal 7 de la Ley contra la violencia doméstica fue modificado por el Código  de la Niñez y la Adolescencia.  En consecuencia, las personas menores de edad tienen acceso a la autoridad judicial competente, sin distinción alguna, para:

a)       Demandar alimentos en forma personal en los términos del artículo 40 del Código de la Niñez y la Adolescencia.

b)      Solicitar protección ante una acción u omisión cometida en su perjuicio, en los términos del artículo 104 del Código de la Niñez y la Adolescencia.

c)       Actuar como parte, en caso de adolescentes mayores de 15 años, en los términos del artículo 108 del Código de la Niñez y la Adolescencia.

d)      Ser escuchadas por las autoridades judiciales, en todos aquellos procedimientos cuya decisión pueda afectarles y, cuando hayan sido entrevistadas, su opinión debe tomarse en cuenta en la resolución final, de acuerdo con los artículos 105 y 107 del Código de la Niñez y la Adolescencia y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

 

            VI.  El artículo 2 de la Ley contra la violencia doméstica, no excluye de la aplicación de las medidas cautelares la relación de noviazgo.  Le corresponde a quien juzga analizar si la situación planteada se ubica como violencia dentro de un vínculo afectivo y de confianza.

 

VII.  Por tratarse de un procedimiento cautelar, de carácter especial e informal, no procede oponer excepciones y, mucho menos, dar audiencia sobre ellas.  De existir una gestión en ese sentido, debe ser rechazada de plano.

 

Por las mismas razones, ninguna autoridad judicial puede declararse incompetente por razón del territorio, ni puede plantearse discusión alguna en ese sentido.  Es la persona solicitante, al gestionar la aplicación de las medidas, quien la define y la fija incuestionablemente, sin que importe, para ese efecto, si los hechos ocurrieron o no en el ámbito competencial del despacho (como en lo penal) o si el supuesto agresor vive o no en él (como en lo civil).

 

            VIII.  Cuando se decida prohibirle a la persona agresora que perturbe a la víctima, deben especificarse los actos concretos a los que se está haciendo referencia, sin detrimento de que se agregue, al final, una indicación general como la siguiente  “...así como cualquier otro acto de similar naturaleza, encaminado a molestar o perturbar a...”

 

            IX.  Es obligación de los jueces y de las juezas verificar el cumplimiento efectivo de las medidas de protección, sean éstas provisionales o definitivas.  Tratándose de la orden de salida, a la persona agresora, del domicilio común, han de realizarse todas las gestiones administrativas necesarias -coordinación con la policía, por ejemplo- para que la misma se ejecute.

 

            De igual modo, deben comunicar o denunciar, ante quien corresponda, cualquier incumplimiento y, de ser procedente, certificar las piezas que sea necesario remitir al Ministerio Público para lo de su cargo (artículos 281, del Código Procesal Penal, 3, 8, 10 y 18 de la Ley contra la violencia doméstica).  Esta labor no justifica atraso alguno del procedimiento; el cual debe continuar su curso normal.  Tampoco conlleva el envío del expediente y, mucho menos, que el despacho deje de realizar otras acciones posibles para lograr la ejecución de las medidas.

 

            X.  La pensión provisional ordenada en un asunto por violencia doméstica es de ejecución inmediata.  Corresponde a la autoridad jurisdiccional que la fijó, girar la orden de apremio corporal, en caso de que la persona obligada no deposite, dentro del término, la primera mensualidad, con independencia de si ha testimoniado o no las piezas pertinentes y de si las ha remitido ya al Juzgado de Pensiones competente.  Las restantes cuotas deberán exigirse ante este último despacho.

 

            XI.  Tratándose de bienes muebles, si se presentan dificultades para la práctica efectiva del embargo, resulta procedente sustituir esa medida por el inventario, previsto en el inciso n) del artículo 3 de la Ley contra la violencia doméstica.

 

            XII.  El artículo 12 de la Ley contra la Violencia Doméstica no establece la comparecencia para que las partes se concilien.  Esta legislación, tampoco señala que la conciliación sea una forma atípica para finalizar el procedimiento.  La finalidad de la diligencia, está claramente definida en la normativa y por esa razón, no resultan aplicables, en forma supletoria, normas procesales, que pueden resultar incompatibles.

 

Además el artículo 155, del Código de la Niñez y la Adolescencia, prohibe la conciliación en materia de violencia doméstica.

 

XIII.  La inasistencia de alguna o de ambas partes a la comparecencia no exime el deber de evacuar la prueba.  Es obligación del despacho,  proceder a recibir los testimonios de las personas presentes. 

 

XIV.  Evacuada la prueba, de inmediato se debe proceder a definir si se mantienen o no las medidas provisionales impuestas y si se decretan otras.  No debe diferirse este acto para un momento posterior, salvo que se decida ordenar prueba para mejor resolver.  En cualquier caso, se ha de comunicar, verbalmente, lo resuelto a la persona solicitante.

   

            XV.  Los dictámenes extendidos por el personal de la Caja Costarricense de Seguro Social o del Ministerio de Salud son prueba idónea que, indispensablemente, ha de ser valorada.  Es posible recurrir a esas instituciones para que le practiquen, a las partes, exámenes médicos o psicológicos, según lo dispone el artículo 11 de la Ley contra la Violencia Doméstica.

 

            XVI.  En la resolución final debe indicarse la fecha exacta de vencimiento de las medidas impuestas.

 

            XVII.  De solicitarlo así la persona afectada, los despachos judiciales pueden emitir referencias a otras instituciones públicas o privadas para su atención especializada, la de sus hijos e hijas o la de quien aparece como agresor.”

 

            San José, 12 de junio de 2007.-

 

 

 

 

Ricardo Monge Bolaños

Secretario General Interino

  

CC:      Diligencias                                                            

 

Maricruz

Publicación:Boletín Judicial N° 186-24-9-99
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CIRCULAR No. 063-2007

 

 

ASUNTO:    Abogados suspendidos por el Colegio de Abogados de Costa Rica.-

 

 

A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N° 14-03 y 97-03, celebradas el 27 de febrero y 16 de diciembre de 2003, en ambas, artículos LII, hago de su conocimiento y para los fines consiguientes, la lista de los nombres de los profesionales suspendidos por causas disciplinarias ante el Colegio de Abogados, según correo electrónico suscrito por el Lic. Julio Cano, así como consulta realizada a la página web de ese Colegio el día de hoy, la que se detalla de la siguiente manera:

 

Lista Completa de Suspendidos por Causas Disciplinarias

 

 

		Nombre:

		Carne:

		Sesión:

		Tiempo:

		Desde:

		Hasta:

		Gaceta:

		Expte.



		Amrehein Pinto Manfred

		1542

		 05-05

		12 Años *

		15/04/2005

		14/04/2017

		72 / 15/04/05

		142-04



		Arrieta Molina Marjorie

		8094

		03-06 y 15-06

		1 año 

		22/08/2006

		21/08/2007

		160 / 22-8-06

		084-05



		Calderón Chavarría Alfredo

		9985

		29-04 y 40-06

		27 meses y 13 dias 

		19/12/2006

		31/03/2009

		243 / 19-12-06

		435-03



		Calderón Pérez Luis Felipe 

		4880

		40-2006 Y 08-2007

		4 meses

		20/06/2007

		19/10/2007

		118/20-6-07

		081-06



		Campos Ramírez María 

		6388

		17-2005

		1 año 

		19/12/2006

		18/12/2007

		243 / 19-12-06

		563-03



		Carrillo Cruz Mario Alonso

		3304

		47-03

		4 Años

		19/03/2004

		18/03/2008

		56 / 19-03-04

		313-98-3



		Carrillo Delgado Gonzalo 

		4999

		27-05 y 50-05

		2 años 

		22/08/2006

		21/08/2008

		160 / 22-8-06

		769-03 



		Chacón Araya Guiselle

		10087

		29-2006 Y 08-2007

		3 Meses

		20/06/2007

		19/09/2007

		118/20-6-07

		132-05



		Cuevas Marín Eddy 

		8412

		53-04 y 32-05

		3 Meses

		23/03/2007

		22/06/2007

		59 / 23-03-07

		228-04



		Delgado Bolaños José Alberto 

		7076

		20-2004 y 04-2007

		6 Meses

		23/03/2007

		22/09/2007

		59  23-03-07

		170-00



		Di Bella Hidalgo Herbert 

		5869

		45-06 

		12 Años *

		23/03/2007

		22/03/2019

		59 / 23-03-07

		240-06



		Farrer Peña Mónica

		12374

		36-06 y 45-06

		3 Meses

		23/03/2007

		22/06/2007

		59 / 23-03-07

		647-05



		Fernández Pinto Ronald

		999

		 05-05

		12 Años *

		15/04/2005

		14/04/2017

		72 / 15/04/05

		142-04



		González Salas Gerardo Antonio  

		5454

		08-2007

		28 años*

		20/06/2007

		19/06/2035

		118/20-6-07

		438-06



		Herrera Umaña José Francisco

		4738

		34-2004 Y 54-2004

		2  años 

		20/06/2007

		19/06/2009

		118/20-6-07

		577-02



		Hidalgo Quirós Jorge Arturo 

		4829

		50-2005 Y 36-2006

		4 meses

		20/06/2007

		19/10/2007

		118/20-6-07

		529-04



		Jenkins Grispo Rafael Ángel

		7426

		44-05

		9 años *

		31/01/2006

		30/01/2015

		22 /31/01/06

		072-05



		Jiménez Coto Edgar 

		3814

		53-04 y 27-05

		1 año 

		23/03/2007

		22/03/2008

		59 / 23-03-07

		338-04



		Jiménez Coto Edgar Manuel

		3814

		04-2007

		3 meses

		23/03/2008

		22/06/2008

		118/20-6-07

		347-06



		López Elizondo Steve

		9792

		07-06 y 26-06

		1 año

		22/08/2006

		21/08/2007

		160 / 22/8/06

		134-05



		López Marchena Nury 

		7102

		36-06 y 45-06

		3 Meses

		23/03/2007

		22/06/2007

		59 / 23-03-07

		666-04



		Marín Rojas Gillio

		11441

		 05-04

		30 Años *

		11/03/2004

		10/03/2034

		50 / 11/03/04

		387-01



		Miranda Córdoba Randall 

		14099

		32-2006 

		1 mes 

		20/06/2007

		19/07/2007

		118/20-6-07

		182-05



		Mora Ulate Manuel

		12290

		12-2007

		1 mes

		20/06/2007

		19/07/2007

		118/20-6-07

		457-06



		Morales López Dagoberto 

		11445

		40-06

		5 meses

		23/03/2006

		22/08/2007

		59 / 23-03-07

		136-05



		Nuñez Madriz Mario Alberto 

		1302

		17-01, 29-01, 09-02 y 24-02

		1 año y 6 meses

		19/12/2006

		18/06/2008

		243 / 19-12-06

		010-99



		Pérez Montiel Ricardo

		8277

		25-03 y 17-04

		3 Años 

		11/08/2004

		10/08/2007

		156 / 11-08-04

		103-02



		Robles Macaya Carlos Hernán

		2416

		 05-05

		24 Años *

		15/04/2005

		14/04/2029

		72 / 15/04/05

		142-04



		Rodríguez Solano Pablo

		8480

		15-06, 32-06 y 04-07

		1 año 

		23/03/2007

		22/03/2008

		59 / 23-03-07

		185-05



		Rojas Saborío Manuel David

		15100

		29-06 y 45-06

		2 años 

		23/03/2007

		22/03/2009

		59 / 23-03-07

		515-05 



		Rojas Saborio Manuel David 

		15100

		32-2006 Y 05-2007

		2  años 

		22/03/2009

		21/03/2011

		118/20-6-07

		368-05



		Salas Salazar Kenneth 

		1356

		 05-04

		20 Años *

		11/03/2004

		10/03/2024

		50 / 11/03/04

		468-01



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		32-06

		3 años y 3 meses

		14/09/2014

		13/12/2017

		59 / 23-03-07

		082-06



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		 17-04

		6 Meses

		14/03/2014

		13/09/2014

		152 / 05-08-04

		670-02



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		 11-04

		1 Año

		14/03/2013

		13/03/2014

		88 / 06-05-04

		 335-03



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		42-03

		4 Meses

		14/08/2010

		13/12/2010

		50 / 11-03-04

		233-03



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		 41-02

		2 Años

		14/08/2007

		13/08/2009

		228 / 26-11-02

		639-01



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		 28-02

		2 Años

		14/08/2005

		13/08/2007

		165 / 29-08-02

		282-01



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		38-03

		1 Año

		14/08/2009

		13/08/2010

		50 / 11-03-04

		135-03



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		47-03

		3 Meses

		14/12/2010

		13/03/2011

		50 / 11-03-04

		377-02



		Tenorio Castro Luis Gdo.

		9850

		47-03

		2 Años

		14/03/2011

		13/03/2013

		50 / 11-03-04

		365-02



		Ugalde Hidalgo Javier José

		7706

		45-2006

		4 meses

		20/06/2007

		19/10/2007

		118/20-6-07

		249-06



		Valverde Segura Jorge Enrique

		8540

		03-06 y 15-06

		6 meses

		24/04/2009

		23/10/2009

		160 / 22-8-06

		675-04



		Valverde Segura Jorge Enrique

		8540

		26-06 y 36-06

		3 años y 6 meses

		24/10/2009

		23/04/2013

		243 / 19-12-06

		538-05



		Valverde Segura Jorge Enrique

		8540

		34-04 y 53-04

		4 Meses

		24/12/2008

		23/04/2009

		29 / 10-02-05

		455-03



		Valverde Segura Jorge Enrique

		8540

		29-04 y 40-04

		4 Años

		24/12/2004

		23/12/2008

		252 / 24-12-04

		098-03



		Vargas Cubillo Kattia 

		6941

		50-05 y 29-06

		1 mes

		06/10/2006

		05/11/2007

		192 / 06-10-06

		539-03



		Vega Avendaño German

		5353

		32-06

		9 meses

		06/05/2007

		05/02/2008

		243 / 19-12-06

		704-05



		Vega Sánchez Grettel

		8106

		08-2007

		1 mes 

		20/06/2007

		19/07/2007

		118/20-6-07

		282-06



		Washington Cummings Trilby María

		3300

		32-05

		5 Años *

		09/12/2005

		08/12/2010

		238 / 09/12/05

		566-03



		Zúñiga Brenes José Martín 

		5354

		40-06

		1 mes

		22/09/2007

		21/10/2007

		59 / 23-03-07

		184-06



		Zúñiga Brenes José Martín 

		5354

		36-06

		1 mes

		22/08/2007

		21/09/2007

		243/ 19-12-06

		286-06



		Zúñiga Brenes José Martín 

		5354

		39-05 y 10-06

		1 año 

		22/08/2006

		21/08/2007

		160 / 22-8-06

		601-04



		* la suspensión se mantendrá hasta que cumpla la condena impuesta en sede penal

		

		

		

		

		

		

		





 

San José, 21 de junio de 2007.-

 

 

Ricardo Monge Bolaños

Secretario General Interino

CC:      Diligencias 

 

Maricruz


 

 

Publicada en el Boletín Judicial N° 133 del 11 de julio de 2007.-
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Circular de Secretaría de la Corte N° 066 - 2007


19 de Julio del 2007

Fecha de Publicación: 31 de Agosto del 2007

Descriptores/Temas: undefined

Documentos citados: 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°066 del 19 de julio del 2007


CIRCULAR 066-07

ASUNTO: Protocolo interinstitucional de intervención para la atención de mujeres en situación de riesgo alto de muerte por violencia.-


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES QUE CONOCEN MATERIA DE VIOLENCIA DOMESTICA

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior, en sesión N° 42-07, celebrada el 7 de junio de 2007, artículo LI, acordó hacer de su conocimiento, para su aplicación, el "Protocolo interinstitucional de intervención para la atención de mujeres en situación de riesgo alto de muerte por violencia", cuyo texto literalmente dice:


PROTOCOLO INTERINSTITUCIONAL DE INTERVENCIÓN PARA LA ATENCIÓN DE MUJERES EN SITUACIÓN DE RIESGO ALTO DE MUERTE POR VIOLENCIA

Este protocolo es un instrumento para lograr la intervención efectiva y oportuna de las autoridades públicas en la atención de mujeres en situación de riesgo de muerte por violencia, a partir del cual se emitirán las directrices correspondientes a las instituciones responsables.


A continuación se presenta una lista de indicadores de riesgo de muerte de mujeres, que han sido diseñados en el contexto de agresiones por parte de sus parejas, ex parejas, pretendientes, familiares por consanguinidad o afinidad u otras personas conocidas (vecino, autoridad religiosa, amigo de la familia, docente). 


Riesgo alto: peligro inminente de muerte o de ataque físico muy severo

Indicadores:

1.     Ataques previos con riesgo mortal: ahorcamientos, asfixia, sumersión, ataque con arma blanca, contundente o de fuego (aunque no haya sido disparada), golpes y heridas graves, tirarle el carro encima, precipitarla por la escalera, envenenamiento. 


2.     Amenazas de muerte a la víctima. 


3.     Intento o amenaza de suicidio de parte del agresor. 


4.     La afectada ha tenido que salir de la casa por riesgo de muerte. 


5.     El agresor es convicto o ex convicto por delitos contra las personas. 


6.     El agresor tiene una acusación o condena previa por delitos contra la integridad física o sexual de las personas. 


7.     Habiéndose dictado medidas de protección de no acercarse a la afectada, el agresor las irrespeta sistemáticamente, irrumpe por la fuerza en la casa o acosa a la afectada, en su lugar de trabajo o en otros lugares. 

8.     La víctima considera que el agresor es capaz de matarla. 


9.     La víctima está aislada o retenida por el agresor contra su voluntad en el momento o lo ha estado previa mente. 


10. Abuso sexual del agresor contra los hijos o hijas u otras personas menores de edad de la familia cercana, así como tentativa de realizarlo. 


11. Hay abuso físico contra los hijos e hijas. 


12. La víctima está recientemente separada, ha anunciado al agresor que piensa separarse o abandonarlo, o ha puesto una denuncia penal o ha solicitado medidas de protección por agresiones contra ella o sus hijas e hijos o ha existido amenaza por parte del agresor de llevarse a sus hijos o hijas más pequeños si decide separarse. 


13. Abuso de alcohol o drogas por el agresor. 


14. Aumento de la frecuencia y gravedad de la violencia. 


15. La víctima ha recibido atención en salud como consecuencia de las agresiones o ha recibido atención psiquiátrica producto de las agresiones vividas. 


16. Se han impuesto medidas legales y de otro tipo. 


17. El agresor tiene antecedentes psiquiátricos (internamiento psiquiátrico, medicación por depresión). 


18. El agresor es una persona con acceso, y tiene conocimiento en el uso de armas de fuego y/o que trabaja con ellas o porta armas. 


19. Resistencia violenta a la intervención policial o a la intervención de otras figuras de autoridad. 


20. Acoso, control y amedrentamiento sistemático de la víctima. 


21. Que haya matado mascotas. 


* Indica por sí sola un riesgo alto

1.     Tres o más de estos indicadores afirmativos = riesgo alto 

La situación es de mayor riesgo e implica una mayor urgencia en la intervención si:

1.     La víctima está embarazada, en período de post parto o de lactancia. 


2.     La víctima tiene algún grado de discapacidad o está enferma. 


3.     La víctima es una adulta mayor. 


INTERVENCIONES INSTITUCIONALES EN CASO DE RIESGO ALTO

En cualquier caso que se realice una intervención con mujeres agredidas, mantener estricta confidencialidad, lo que implica no brindar información a ninguna persona o institución que no esté directamente relacionada con la protección de la mujer.


Fuerza Pública: 

Las situaciones de alto riego pueden ser conocidas por la Fuerza Pública por tres medios: a) por una solicitud de intervención (llamada o personal) a través de la cual se recopilan datos que indican que hay alto riesgo; b) por una solicitud de intervención en casos en que hay antecedentes que indican que hay alto riesgo; c) cuando los(as) oficiales están presentes durante la situación de violencia y valoran que hay alto riesgo; d) por información brindada por una institución que detecta una situación de alto riesgo.


En todas las intervenciones realizadas deberá tenerse en cuenta el Protocolo de Intervención Policial en situaciones de violencia doméstica y la política sobre agentes contra la violencia.


Actuación:


1.     Ponerse inmediatamente a disposición de la persona agredida y garantizar su seguridad, neutralizando al agresor y poniéndolo a la orden de la autoridad judicial competente 


2.     Registrar con precisión la situación de riesgo existente y la intervención realizada en un informe policial 


3.     Poner al agresor a disposición del Ministerio Público o la autoridad judicial competentes antes de cumplirse las 6 horas de detención 


4.     Facilitar transporte y acompañamiento a la víctima a declarar ante el Ministerio Público 


5.     En caso que la mujer no desee declarar en ese momento, interponer la denuncia con base en los hechos que constan en el informe policial 


6.     Decomisar las armas en poder del presunto agresor 


7.     Llevar un registro de agresores en cada Delegación, que permitirá a la Fuerza Pública dar seguimiento a las situaciones de reincidencia y alto riesgo e informar al Juzgado de Violencia o al Ministerio Público sobre la situación. Este registro deberá contener la siguiente información: nombre, cédula, dirección, profesión u oficio, lugar de trabajo, tipos de agresiones y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo, existencia de medidas de protección, irrespeto de medidas de protección, número de eventos de que se tiene conocimiento y número de eventos en que la Fuerza Pública ha intervenido 


8.     En caso de desobediencia de medidas de protección: detener al agresor y ponerlo a disposición de Ministerio Público, entregando una copia del registro de antecedentes de agresión del detenido, si se cuenta con él 


9.     Brindar información a la víctima y coordinar de inmediato con el INAMU mediante el sistema 911 dónde puede contar con recursos de apoyo y protección personal. 


10. Dar seguimiento a la denuncia interpuesta en sede judicial e incorporar la información al registro de agresores 


11. Si no existiera prisión preventiva contra el agresor o éste quedara libre por cualquier otra circunstancia, ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue y comunicarse con el Área de Violencia de Género del INAMU para ello, manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra la mujer y efectuar el traslado 


12. En caso que la afectada no se traslade a un albergue, realizar rondas periódicas por su domicilio y diseñar con ella un plan de apoyo policial de emergencia. Orientar a la víctima sobre un plan de seguridad en caso de que sea sorprendida en su casa o en cualquier lugar por el agresor que le permita pedir ayuda. Indicarle a la persona la importancia del acompañamiento familiar, ya que en estos casos es vital para la víctima recurrir a personas de su confianza, siempre en el caso de que la víctima no acceda ir a un albergue. Brindarle información sobre recursos de apoyo existentes en la comunidad. 


13. Informar al Área Violencia de Género del INAMU todos los casos de alto riesgo atendidos 


14. En los casos de violación o abuso sexual de personas menores de edad, la Autoridad Policial actuará de acuerdo con el Protocolo de intervención policial en casos de abuso sexual y violación y consignará los hechos en un informe policial. 


Poder Judicial

Ministerio Público

Actuación:


1.     En la valoración de prisión preventiva, tener especialmente en cuenta los casos de desobediencia de medidas de protección, de delitos o de evaluación de alto riesgo. 


2.     Brindar información a la víctima y coordinar de inmediato con el INAMU mediante el sistema 911 dónde puede contar con recursos de apoyo y protección personal. 


3.     Informar a la Fuerza Pública y a la afectada si el juez(a) penal ha hecho efectiva o no la prisión preventiva y si se ordenaron o no medidas cautelares. 


4.     Si no existiera prisión preventiva contra el agresor, ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue y comunicarse con el Área Violencia de Género del INAMU para ello, manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra la mujer y efectuar el traslado. Verificar que la víctima cuente con un plan de seguridad de emergencia. 


5.     Informar a la mujer de sus derechos y recursos en el proceso penal (constituirse como querellante, acción civil resarcitoria). 


6.     En los casos de agresión que no constituyan delito, trasladar de oficio al Juzgado de Familia o de Violencia Doméstica para las Medidas de Protección que correspondan. 


7.     Informar al Área Violencia de Género del INAMU todos los casos de alto riesgo atendidos, a través del 9-1-1, para efectos de atención y seguimiento de la víctima. 


8.     Llevar un registro de agresores en cada Fiscalía, que deberá contener la siguiente información: nombre, cédula, dirección, profesión u oficio, lugar de trabajo, tipos de agresiones y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo, irrespeto de medidas de protección, número de eventos de que se tiene conocimiento y número de eventos en que ha intervenido el Ministerio Público. 


Juzgados penales

1.     En caso que el agresor se encontrara detenido o en prisión preventiva, informar a la Fuerza Pública y a la víctima cuando queda en libertad. 


Juzgados especializados de violencia doméstica, de familia o contravencionales

Actuación:


1.     Trasladar de oficio los casos de desobediencia de medidas de protección a Ministerio Público 


2.     Trasladar de oficio casos de delitos a Ministerio Público en casos de lesiones o abuso sexual se debe testimoniar piezas a la Fiscalía para que se inicie la investigación. 


3.     Informar al Ministerio Público de los casos de riesgo, para que éste evalúe la posibilidad de solicitar prisión preventiva en los mismos, a la luz de la dinámica de la violencia intrafamiliar. 


4.     En caso que no sea posible solicitar prisión preventiva y haya alto riesgo, ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue y comunicarse con el Área Violencia de Género del INAMU para ello, manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra la mujer. Verificar que la víctima cuente con un plan de seguridad de emergencia. 


5.     Informar al Área Violencia de Género del INAMU, a través del 9-1-1, todos los casos de alto riesgo atendidos, para efectos de atención y seguimiento de la víctima. 


6.     Llevar un registro de agresores en cada Juzgado, que deberá contener la siguiente información: nombre, cédula, dirección, profesión u oficio, lugar de trabajo, tipos de agresiones y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo. irrespeto de medidas de protección, número de eventos de que se tiene conocimiento y número de eventos en que ha intervenido el Juzgado. 


7.     Hacer saber a la Fuerza Pública los casos en que el agresor sea notificado en el Juzgado. 


Ministerio de Justicia

1.     En los casos en que la autoridad judicial ordene la libertad de un agresor que está en prisión preventiva, informar a la Fuerza Pública y a la afectada el momento en que el agresor queda en libertad. 


Sector Salud 

1.     Ofrecer atención integral inmediata en caso de riesgo de muerte. 


2.     Evaluar situación de riesgo en todos los niveles de atención. 


3.     Ordenar un estudio psicosocial a la brevedad del caso. 


4.     Informar a la mujer que puede dirigirse al Juzgado Especializado de Violencia Doméstica, Juzgado de Familia o Juzgado Contravencional para medidas de protección o al Ministerio Público para denuncia de delitos. 


5.     Ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue y comunicarse con el Área Violencia de Género del INAMU para ello, manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra la mujer y trasladar a la mujer. 


6.     Si la mujer no se traslada a un albergue, establecer con ella un plan de seguimiento; se debe establecer un plan de seguridad e informar de posibilidades de apoyo para ella o sus hijas o hijos al cual pueda recurrir en el momento que lo considere la víctima. 


7.     Llevar un registro de agresores en cada Centro de Salud, que deberá contener la siguiente información: nombre, cédula, dirección, profesión u oficio, lugar de trabajo, tipos de agresiones y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo, irrespeto de medidas de protección, número de eventos de que se tiene conocimiento y número de eventos en que se ha intervenido. 


8.     En el nivel local, informar a la Fuerza Pública, Juzgado de Violencia Doméstica, de Familia o Contravencional y Ministerio Público las situaciones de riesgo de muerte detectadas. 


PANI

Actuación:


1.     Evaluar situación de riesgo. 


2.     Informar a la mujer que puede dirigirse al Juzgado Especializado de Violencia Doméstica, Juzgado de Familia o Juzgado Contravencional para medidas de protección o al Ministerio Público para denuncia de delitos. 


3.     Ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue y comunicarse con el Área Violencia de Género del INAMU para ello, manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra la mujer y trasladar a la mujer. 


4.     Llevar un registro de agresores en cada Oficina, que deberá contener la siguiente información: nombre, cédula, dirección, profesión u oficio, lugar de trabajo, tipos de agresiones y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo, irrespeto de medidas de protección, número de eventos de que se tiene conocimiento y número de eventos en que se ha intervenido. 


5.     En caso que haya abuso sexual de las personas menores de edad, denunciar ante el Ministerio Público, solicitar prisión preventiva del agresor y tomar todas las medidas necesarias para la protección conjunta de los niños(as) y su madre. 


6.     Brindar apoyo en el apersonamiento de solicitud de medidas de protección o procesos de familia a la madre y sus hijos e hijas, cuando exista amenaza de sacar a los niños del país o llevárselos del domicilio que compartían antes del episodio de violencia. 


 


OFIM

Actuación:


1.     Evaluar situación de riesgo. 


2.     Informar a la mujer que puede dirigirse al Juzgado Especializado de Violencia Doméstica, Juzgado de Familia o Juzgado Contravencional para medidas de protección o al Ministerio Público para denuncia de delitos. Orientar a la víctima si del hecho ocurrido se deriva otras acciones que pueden constituir delitos por ejemplo el delito de violación, lesiones, robo, daños a bienes. 


3.     Ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue y comunicarse con el Área Violencia de Género del INAMU para ello, manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra la mujer y coordinar con otras instituciones el traslado de la mujer. 


4.     Si la mujer no se traslada a un albergue, establecer con ella un plan de seguimiento y diseñar con ella un plan de apoyo de emergencia. 


5.     Dar seguimiento y acompañamiento en los procesos judiciales en la medida en que tengan el recurso profesional correspondiente. 


6.     Llevar un registro de agresores en cada OFIM, que deberá contener la siguiente información: nombre, cédula, dirección, profesión u oficio, lugar de trabajo, tipos de agresiones y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo, irrespeto de medidas de protección, número de eventos de que se tiene conocimiento y número de eventos en que se ha intervenido. 


Delegación de la Mujer del INAMU

Actuación:


1.     Evaluar situación de riesgo. 


2.     Informar a la mujer que puede dirigirse al Juzgado Especializado de Violencia Doméstica, Juzgado de Familia o Juzgado Contravencional para medidas de protección o al Ministerio Público para denuncia de delitos. Orientar a las personas afectadas si del hecho ocurrido se deriva otras acciones que pueden constituir delitos por ejemplo el delito de violación, lesiones, daños a bienes y robo. 


3.     Ofrecer a la afectada la posibilidad de un albergue y coordinarlo con el Área de Violencia, manteniendo la confidencialidad sobre el lugar donde se encuentra la mujer y coordinar con otras instituciones el traslado de la mujer. 


4.     Si la mujer no se traslada a un albergue, establecer con ella un plan de seguimiento y diseñar con ella un plan de apoyo de emergencia. 


5.     Dar seguimiento y acompañamiento en los procesos judiciales. 


6.     Llevar un registro de agresores, que deberá contener la siguiente información: nombre, cédula, dirección, profesión u oficio, lugar de trabajo, tipos de agresiones y gravedad de las mismas, indicadores de riesgo, existencia de medidas de protección, irrespeto de medidas de protección, número de eventos de que se tiene conocimiento y número de eventos en que se ha intervenido. 


RECOMENDACIONES COMPLEMENTARIAS: 

Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial

1.     Informar a las autoridades judiciales sobre este protocolo. 


2.     Coordinar capacitación en manejo de situaciones de alto riesgo a funcionarios(as) del Poder Judicial. 


3.     Publicar y divulgar materiales informativos dirigidos sobre los servicios brindados por la institución a las mujeres en alto riesgo y a las personas e instituciones que las apoyan. 


Instituto Nacional de las Mujeres

1.     Capacitar en el uso del presente protocolo a las instituciones que lo soliciten. 


2.     Brindar atención integral y alojamiento a las mujeres en alto riesgo, a través de los Centros de Atención Especializada y Albergue Temporal para Mujeres Agredidas 


3.     Apoyar la investigación sobre femicidio y situaciones de alto riesgo. 


San José, 19 de julio de 2007.-

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

CC: Diligencias (ref. 5171-07)


Maricruz


Fue publicado en el Boletín Judicial N° 167  del  31 de agosto de 2007

Copia fiel de la versión digital en Master Le 

 


 


 


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:22:43.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°106 del 8 de octubre del 2007


CIRCULAR N° 106-07

Asunto: Protocolo de uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial.

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior en sesión N° 070-07, celebrada el 20 de setiembre de 2007, artículo L, aprobó el Protocolo de uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial, a saber:

PROTOCOLO DE USO Y CONTROL DE LAS OFICINAS PARA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL

a. Dar cumplimiento a la circular No-34-2004 de la Dirección Ejecutiva, donde se establece "... se proceda a divulgar la existencia de las Oficinas de Atención a las Personas con Discapacidad y señalar mediante rótulos los espacios físicos que ocupan estas Oficinas."Acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión celebrada el 11 de mayo en curso, artículo LIV.

b. El o la Administradora Regional deberán velar por que dichas oficinas estén claramente identificadas, con el logo internacional y nombre de la oficina "Oficina de Atención de Personas con discapacidad", dicho rótulo debe estar bien ubicado, en relieve alto, de colores, y con un tamaño adecuado además debe ser en la medida de lo posible pictórico, con el objetivo de asegurarle a la población con discapacidad, el acceso a la información, siempre bajo el diseño universal.

 

c. Será responsable él o la Administradora Regional de Unidad, Subunidad u Oficina Administrativa Regional de:

Mantener las normas básicas de limpieza y estética en la oficina como los son el orden, la pintura, el mobiliario básico y afiches informativos entre otros.

Para minimizar el tiempo de espera en la búsqueda de la llave, establecer e implementar los mecanismos de control necesarios para el uso y disponibilidad de las llaves de las oficinas, con ello la posibilidad de extravío.

Girar instrucciones a las (os) Oficiales de Seguridad sobre la atención primaria que deben brindar en la puerta principal y establecer el protocolo que estos deben seguir.

Girar las instrucciones necesarias al personal de seguridad para que cuando se requiera se coordine el préstamo de la silla de ruedas o las muletas.

Girar instrucciones para que se brinde información en la recepción del edificio, sobre el uso de la Oficina de Atención a las Personas con Discapacidad.

Se debe colocar un rótulo en la entrada del Edificio donde no se cuente con acceso, que indique a las (os) usuarias (os) con discapacidad, que están en su derecho de solicitar ser atendidas (os) en el primer piso o nivel de ser necesario y que pueden obtener más información con el Oficial de Seguridad o con el personal de la recepción.

El ó la oficial de Seguridad o el personal del área de la recepción debe informar inmediatamente al despacho respectivo de la presencia de la persona usuaria que necesite el servicio, para que bajen a atenderla en la oficina designada para tales efectos o bien en la Subcontraloría de Servicios.

Realizar periódicamente recordatorios vía correo electrónico u otro medio sobre la obligatoriedad de las/os funcionarias a desplazarse a estas oficinas para la atención debida.

d. Si no se cuenta con una oficina para la atención de personas con discapacidad se debe dar cumplimiento al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 09 de setiembre de 2003, artículo L, en donde el Consejo Superior comunica a las Unidades, Subunidades, Oficinas Administrativas Regionales y el Departamento de Servicios Generales la obligación de establecer la coordinación correspondiente entre despachos que se encuentren en un mismo edificio, a efecto de que los que se ubican en la primera planta, brinden las facilidades necesarias para que se atienda a las personas que requieren de los servicios judiciales."

 

San José, 8 de octubre de 2007.-

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte

CC: Diligencias

Maricruz

SALIO PUBLICO EN EL B0LETIN JUDICIAL Nº 208 DEL 30-10-2007 

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:23:54.
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ADICION

CIRCULAR N° 115-07

Asunto:    Información obligatoria a incluir en el sistema de gestión como parte de la política de género del Poder Judicial.-

 


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER:

 

Que  el Consejo Superior en sesión N° 78-07 celebrada el 11 de octubre en curso, artículo LV,  en concordancia con la política de género del Poder Judicial, dispuso hacer de su conocimiento que a partir del 1° de enero del 2008, estarán en la obligación de digitar, en los asuntos que tramitan, la siguiente información de las partes:

 

·               Lugar de Trabajo

·               Sexo

·               Fecha de Nacimiento

·               Profesión u oficio

·               Si cuenta con algún tipo de discapacidad

·               Estado civil

·               Número de cédula

·               Lugar de residencia

De no incluirse las variables que se indican, el sistema de gestión no les permitirá avanzar.

 

            Además, el Consejo Superior en sesión N° 01-08, del 8 de enero de 2008, dispuso aclarar  que esta  disposición rige para todas las materias.-

 

San José, 4 de febrero  de 2008.- 

 

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

cc:        Diligencias


 


Maricruz


Publicada en el Boletín Judicial N° 38 de 22 de febrero de 2008.-

 


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 21:38:58.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°001 del 23 de enero del 2008


Publicada en el Boletín Judicial Nº 49  del 10 de marzo de 2008

 

CIRCULAR Nº 001-08

ASUNTO: Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda.-

 


A LAS INSTITUCIONES, ABOGADOS, SERVIDORES JUDICIALES Y

PÚBLICO EN GENERAL

 

SE LES HACE SABER QUE:

 


 


La Corte Plena, en sesión Nº 02-08, celebrada el 21 de enero de 2008,  artículo IX, aprobó el siguiente “Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda”, que literalmente dice:


 

REGLAMENTO AUTÓNOMO DE ORGANIZACIÓN Y SERVICIO DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE HACIENDA

 

CONSIDERANDO

 

1) Para la adecuada implementación y plena eficacia del nuevo régimen contencioso administrativo, se hace imprescindible concretar diversos aspectos administrativos, de organización y del funcionamiento mismo del nuevo sistema, a través de un reglamento autónomo de organización y servicio.


 

2) El CPCA dispuso en su artículo 221 el dictado de un Reglamento de Organización Interna de la Jurisdicción Contencioso Administrativa a cargo de la Corte Suprema de Justicia.


 

3) La potestad reglamentaria de organización y servicio, viene además atribuida al Poder Judicial, por lo dispuesto en los artículos 6 y 103 de la Ley General de la Administración Pública y por el apartado 7) del artículo 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  


 

4) En consecuencia, con fundamento en las normas legales citadas, esta Corte, en ejercicio estricto de sus competencias constitucionales y legales, aprueba el siguiente reglamento autónomo de organización y servicio, después haber conferido la audiencia contemplada en el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública a todo ente u organización titular de un interés legítimo e incorporadas las observaciones pertinentes que al respecto se han realizado.


 

TÍTULO I

Disposiciones generales

 

Capítulo I

Del ámbito de aplicación del Reglamento

 


ARTÍCULO 1.- Objeto

 


El presente Reglamento tiene como objeto dictar la organización interna de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y Civil de Hacienda y regular diversos aspectos de la prestación del servicio, con el objeto de garantizar la eficiencia, la eficacia, la imparcialidad, la objetividad y la transparencia de la administración de justicia, todo ello con fundamento en lo dispuesto por el artículo 221 del Código Procesal Contencioso-Administrativo, en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en la Ley General de la Administración Pública.


 


ARTÍCULO 2.- Ámbito de aplicación

 


Este Reglamento regula la organización de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda y la relación de servicio establecida con los usuarios de la administración de justicia.


 


ARTÍCULO 3.- Abreviaturas

 


CPCA: Código Procesal Contencioso-Administrativo


LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial


LGAP: Ley General de la Administración Pública


NPCV: Normas Procesales Civiles vigentes


Sala Primera: Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Tribunal de Casación: Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda


Tribunal Contencioso-Administrativo: Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda

Juzgado Contencioso-Administrativo: Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda

Reglamento: Reglamento de organización de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda

 


 

Capítulo II

De la organización de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

y Civil de Hacienda

 

ARTÍCULO 4.- La Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda está conformada por los siguientes Despachos:


 


1)      La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.


2)      El Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.


3)      El Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.


4)      El Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda


5)      El Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios, conforme al transitorio V del CPCA.


6)      Los demás que indique la Corte Plena, según el transitorio II del CPCA.


 


ARTÍCULO 5.- De la integración de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia

 


La Sala Primera está integrada por los Magistrados que indique la Constitución Política y la LOPJ. En el conocimiento de la materia contencioso administrativa, ejerce las competencias que le asigna el CPCA y las leyes conexas. En forma transitoria y hasta tanto se integre y se nombre el Tribunal de Casación, también conocerá de los asuntos que le competan a este último.


 


ARTÍCULO 6.- De la integración del Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda

 


El Tribunal de Casación estará integrado por los tres Jueces Decisores y un Tramitador. Estará compuesto por las Secciones que acuerde la Corte Plena, según las necesidades que demande la eficiente administración de justicia.


 


ARTÍCULO 7.- De la integración del Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda

 


1) El Tribunal Contencioso-Administrativo estará integrado por:


1.1) Jueces Tramitadores


1.2) Jueces Conciliadores


1.3) Jueces de Juicio


1.4) Jueces Ejecutores


 

2) Los puestos en que sean nombrados estos Jueces, tendrán la clasificación que le sea asignada por la Corte Plena, de conformidad con las funciones que realicen.


 

3) El Tribunal Contencioso-Administrativo estará compuesto por el número de Jueces que disponga la Corte Plena, a fin de atender las necesidades del servicio y la buena administración de justicia. 


 


ARTÍCULO 8.- De la integración del Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda

 

1) El Juzgado Contencioso-Administrativo estará integrado  por los Jueces que disponga la Corte Plena o el Consejo Superior, según sea el caso.


 


2) El Juzgado Contencioso-Administrativo se organizará adecuadamente para la tramitación y resolución de los procesos judiciales que ingresen, a partir de la vigencia del CPCA, así como lo que corresponda, según el artículo 110 de la LOPJ y las leyes conexas. 


 


3) Para el mejor cumplimiento del transitorio IV del CPCA se asignarán los Jueces que sean indispensables, para el conocimiento de esos procesos judiciales. 


 


ARTÍCULO 9.- De la integración del Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios

 


 El Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios, continuará tramitando los asuntos bajo su competencia, al amparo de las leyes respectivas y hasta que sobrevenga el plazo de tres años que prevé el transitorio V del CPCA. 


 


Capítulo III

Del ámbito administrativo de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda

 


ARTÍCULO 10.- Del Consejo de Jueces

 


1) Los Jueces del Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda; los del Tribunal Contencioso-Administrativo y los del Tribunal de Casación, integrarán y celebrarán sesiones de Consejo de Jueces, lo que hará cada Despacho en forma independiente. 


 


2) Celebrarán sesiones ordinarias, al menos, una vez cada tres meses, en la tercera semana siguiente al cierre del trimestre correspondiente, lo que será contemplado en la agenda común del Despacho respectivo.


 


3) En lo que aquí no se haya dispuesto, en cuanto al funcionamiento del órgano colegiado, será regulado por acuerdo de la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.


 


ARTÍCULO 11.- Del Consejo de Jueces

 


El Consejo de Jueces será competente para resolver, entre otros asuntos, los siguientes: 


 


1) Ejecutar los mecanismos para la distribución de las cargas de trabajo establecidos por la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Cuando se detecte algún atraso en el rendimiento del Despacho, adoptará las medidas que corresponda.


 


2) Definir respecto de las propuestas de nombramientos en propiedad del personal auxiliar.


 


3)  Establecer las pautas a seguir en la distribución de oficinas y parqueos


 


4) Definir de los roles de disponibilidad


 

5) Aprovechar de los recursos extraordinarios


 

6) Disponer de las plazas extraordinarias o de Juez supernumerario que le fueren asignados al Despacho, para su óptimo aprovechamiento, asignándoles las cargas de trabajo correspondientes en coordinación y consulta con la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativo. 


 

7) Nombrar  y remover, por mayoría calificada (las dos terceras partes) al Juez Coordinador titular y al suplente 


 

8) Conocer el informe trimestral de labores que presenta el Juez Coordinador, a fin de evaluar el logro de los objetivos, el cumplimiento de las metas previstas en el plan de trabajo, y adoptar las medidas que corresponda, para mejorar el servicio.


 

9) Cualquier otro asunto que la Comisión de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa someta a su conocimiento, y resulte relevante para el Despacho.


 


Los acuerdos o resoluciones que al respecto se adopten serán susceptibles de homologación o recurso de alzada, dentro de tercero día, ante la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa a solicitud de cualquiera de los integrantes del Consejo. Todo lo anterior sin perjuicio de las competencias de la Corte Plena y del Consejo Superior Judicial.


 


ARTÍCULO 12.- De la convocatoria

 


1) Las sesiones serán convocadas por el Juez Coordinador respectivo, o por la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, según las necesidades del Despacho. También podrán ser convocadas cuando así lo requieran, al menos, una tercera parte de los Jueces que integran el respectivo Despacho y que puedan ejercer el derecho a voto. La agenda debe ser preparada por quien convoca y puesta en conocimiento, en el acto de la convocatoria. 


 


2) La Convocatoria se realizará con ocho días naturales de anticipación, a menos que por razones de urgencia amerite un plazo menor.


 


3) Serán convocados los Jueces con derecho a voto, sean propietarios o suplentes. 


 


ARTÍCULO 13.- Del quórum

 


1) Para constituir quórum, deberán estar presentes al menos la mitad más uno de todos los Jueces que integran el respectivo Despacho y que tienen derecho a voto. En la convocatoria se advertirá que de no existir quórum en la hora y fecha señalada, se llevará a cabo la sesión quince minutos más tarde de la originalmente programada con los jueces que se encuentren presentes y sin perjuicio de la incorporación de cualquiera de ellos durante el transcurso de la sesión. De todo ello se dejará constancia en el acta respectiva. 


2) A las sesiones del Consejo del Tribunal asistirán con igualdad de derecho los jueces Tramitadores, de Juicio, Conciliadores y Ejecutores que integran ese Despacho.


 


ARTÍCULO 14.- Del derecho a voto

 


1) Tendrá derecho a voto el Juez que ejerza el cargo en propiedad o como suplente. La votación será siempre pública, salvo que el Consejo por mayoría simple acuerde que sea secreto. 


 


2) En los casos en que el Juez propietario se ausente por motivo de vacaciones, incapacidades o permisos, el Juez suplente podrá acudir a las sesiones, constituir quórum y ejercer el derecho a voto, en caso de que el Juez propietario no acuda a la respectiva sesión. 

 


3) No podrá ejercerse el voto mediante poder.


 


ARTÍCULO 15.- De las sesiones

 


1) Las sesiones serán privadas, pero el Consejo con una votación de las dos terceras partes, podrá acordar excepcionalmente que sean públicas.


 

2) Las sesiones estarán presididas por el Juez Coordinador o el Coordinador Suplente. A falta de ambos, lo será por quien el Consejo de Jueces designe. 


 


3) Quien presida, llevará la sesión de conformidad con el orden del día, según la convocatoria. No obstante, ese orden del día puede ser alterado por acuerdo del propio Consejo, en cualquier momento durante el transcurso de la sesión. 


 


4) No podrá ser objeto de acuerdo ningún asunto que no figure en el orden del día, salvo que estén presenten al menos la mitad más uno de todos los Jueces con derecho a voto, y sea declarada la urgencia del asunto, mediante votación. 


 


5) El recurso de revisión podrá ser interpuesto por cualquier Juez que hubiere o no asistido a la sesión. Lo podrá hacer en el acto de la sesión o hasta dentro de los siguientes tres días naturales de comunicada el acta. Pasado este término, adquiere firmeza, salvo el caso de nulidad absoluta, evidente y manifiesta.


 


6) De lo resuelto en las sesiones del Consejo de Jueces, se levantará un acta, que será elaborada por quien presida la sesión, o por quien le auxilie en esta función. El acta contendrá la indicación de las personas asistentes, las circunstancias de lugar y tiempo en que se haya celebrado la sesión, los principales puntos de la deliberación, la forma y el resultado de la votación, y el contenido de los acuerdos. Las actas serán firmadas por el Juez Coordinador o quien le sustituya, y por quienes hubieren hecho constar su voto disidente, si así lo quisieran hacer constar. 


 

7) El Juez Coordinador pondrá en conocimiento de los demás Jueces, el acta respectiva, mediante correo electrónico, a más tardar dentro de los dos días naturales siguientes, luego de concluida la sesión correspondiente. 


 

ARTÍCULO 16.- De los acuerdos

 


1) Los acuerdos se tomarán por mayoría simple de los presentes, a excepción de los supuestos establecidos en el presente reglamento. En caso de empate, el Juez Coordinador tendrá doble voto, excepto si se trata de su propia elección o remoción.


 


2) De lo resuelto en Consejo de Jueces se comunicará a la Corte Plena, el Consejo Superior, la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa o al Consejo de Administración del Circuito, cuando sea necesario.


 


3) Los acuerdos del Consejo de Jueces no pueden comprometer la independencia del Juez, en la valoración de los asuntos que sean sometidos a su conocimiento y resolución, en el ejercicio de su función jurisdiccional.


 

ARTÍCULO 17.- De los Jueces Coordinadores

 


1) El Consejo de Jueces del Juzgado Contencioso-Administrativo, del Tribunal Contencioso-Administrativo y de Casación, podrá designar un Juez Coordinador y un Juez Coordinador Suplente, para los efectos de los artículos 3 y 101 de la LOPJ. 


 


2) Los candidatos al puesto podrán proponerse a sí mismos, o ser propuestos por uno o varios Jueces del Despacho correspondiente. El Juez Coordinador y el Juez Coordinador Suplente, serán nombrados por el plazo de un año, y podrán ser reelectos. A falta de acuerdo interno en la elección, luego de realizadas cinco votaciones, la Corte Plena  o el Consejo Superior en su caso, designará al coordinador. 


 


ARTÍCULO 18.- Competencias de los Jueces Coordinadores

 


El Juez Coordinador es el enlace ante otros órganos, sean jurisdiccionales o no, y le corresponderá, entre otras competencias, las siguientes:


 


1) Velar por el cumplimiento de las directrices que disponga la Corte Plena, el Consejo Superior, según sea el caso, así como las que emita la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en el ejercicio de sus atribuciones, o el Consejo de Administración del Circuito. 


 


2) Observar por la debida ejecución y el seguimiento de los acuerdos tomados en las sesiones de los Consejos de Jueces y de la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 


 

3) Fiscalizar el cumplimiento de una adecuada y equitativa distribución de los distintos asuntos que deban ser conocidos por los Jueces, de acuerdo a las competencias específicas atribuidas a cada uno de ellos, y de conformidad con los acuerdos que al respecto adopte el Consejo de Jueces o de la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  


 


4) Rendir los informes que requieran el Consejo de Administración del Circuito, el Departamento de Personal, el de Planificación, Consejo Superior, Presidencia de la Corte, Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, o cualquier otro Despacho u oficina.


 


5) Contestar las quejas seguidas ante el Tribunal de la Inspección Judicial, y rendir el informe requerido por la Sala Constitucional, en recursos de amparo y hábeas corpus, interpuestos contra el Despacho que coordina, previo informe que deberá rendir el Juez al que se encuentre asignado el proceso.


 


6) Distribuir la carga de trabajo entre los jueces y los auxiliares, según las reglas fijadas por la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. En ambos casos, contará con la colaboración y participación del asistente judicial y del administrador de Despacho.


 


7) Supervisar que el asistente judicial y demás auxiliares del Despacho, cumplan a cabalidad con las obligaciones y deberes propios, y ejercer el régimen disciplinario respecto de ellos conforme a lo dispuesto en el artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


8) Firmar la propuesta de nombramiento en propiedad o interino del asistente judicial y demás personal auxiliar. 


 


9) Someter a conocimiento del Consejo de Jueces y de la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, dentro de la tercera semana después de rendido, el informe trimestral de labores, con indicación del funcionamiento del Despacho, los avances, atrasos, quejas e irregularidades, proponer las medidas pertinentes y conducentes para mejorar el servicio, alcanzar los objetivos y las metas del plan de trabajo.


 


10) Realizar, en coordinación con la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la Administración, el Consejo de Administración del Circuito, el Consejo Superior, y demás órganos competentes, las gestiones necesarias para que el Despacho cuente con los recursos necesarios para la prestación de un servicio eficiente, así como para mejorar las condiciones y el ambiente de trabajo.


 


11) Asistir a reuniones o sesiones de trabajo, dentro o fuera del Despacho, cuando sea convocado. Esta labor podrá delegarla en el Juez Coordinador Suplente.


 


12) Al dejar el cargo o al vencer el plazo de su nombramiento, por cualquier causa, deberá presentar ante el Consejo de Jueces y la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, un informe escrito sobre la labor desplegada durante el ejercicio de su función, y de las tareas pendientes. 


 


13) Establecer los roles para conocer los procesos en que se presenten  inhibitorias.


 


14) Revocar previa motivación y comunicación al juez correspondiente, el reparto informático


 


15) Las demás funciones que indique el ordenamiento jurídico.


 


En caso de ausencias del Coordinador, menores a tres meses, por cualquier causa,  el Juez Coordinador Suplente asumirá las funciones aquí señaladas.


 


ARTÍCULO 19.- Deber de desempeñar su cargo


 


La función del Coordinador no exime al Juez del cumplimiento de los deberes propios señalados en el ordenamiento jurídico, para el cargo que desempeña.


 


ARTÍCULO 20.- Cese permanente de funciones


 


1) El Juez Coordinador puede renunciar a ese cargo, en cualquier momento previa comunicación al Consejo de Jueces. Sin embargo, continuará en el ejercicio de su cargo hasta tanto sea aceptada su renuncia y nombrado un sustituto.


 

2) Cesa en su función de Juez Coordinador, quien se retire del Despacho respectivo, por un período igual o mayor a tres meses consecutivos, por nombramiento en ascenso, incapacidad por razones de salud, permisos con o sin goce de salario, o cualquier otra causa que le impida ejercer sus funciones durante ese lapso. En este caso no se requiere de acuerdo del Consejo que declare la vacante, bastando el transcurso del plazo para tal efecto. El Consejo procederá a designar al sustituto, sin otro trámite. 


 


3) El Juez Coordinador y su suplente, podrán ser removidos del cargo por acuerdo del Consejo. En tal caso, mediante acuerdo adoptado de previo, el Consejo designará un Juez para que instruya la causa, comunique al Juez Coordinador o  suplente, lo que sea de interés, y rinda un informe al Consejo sobre las razones y los alegatos que sean evacuados. Concluido el procedimiento, el Consejo podrá adoptar el acuerdo que corresponda. El plazo para tramitar y concluir el procedimiento, será establecido por el Consejo. 


 


ARTÍCULO 21.- De la Comisión de lo Contencioso

 


1) La Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa está integrada por los Magistrados que designe la Corte Plena, y tendrá las competencias que indique el presente Reglamento o el acuerdo de nombramiento, así como cualquiera otra que le sea asignada por Corte Plena.


 


2) La Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa canalizará y atenderá los acuerdos de los Consejos de Jueces en los que se expongan situaciones que ameriten la atención del Poder Judicial, en aras de la mejor implementación del Código Procesal Contencioso Administrativo.


 

3) Tendrá, entre otras, las siguientes competencias:


 


a) Rendir informes y dar recomendaciones sobre los diferentes temas que sean de interés para la Jurisdicción Contencioso Administrativa.


 


b) Avocar en el conocimiento, homologar o conocer en alzada, los acuerdos y resoluciones adoptadas por cualquiera de los Consejos de Jueces de la materia en ejercicio de sus competencias. 


 


c) Definir los mecanismos y criterios para la distribución de las cargas de trabajo atinentes a las diferentes secciones y órganos que componen el Juzgado, el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda y el Tribunal de Casación. Así mismo, reasignar o variar las funciones y roles, de los integrantes o secciones de dichos órganos, respetando su categoría, a fin de lograr la eficiencia en la prestación del servicio público justicia.


 


d) Nombrar comisiones de trabajo en el seno del Juzgado, del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, y del Tribunal de Casación. 


 


 


ARTÍCULO 22.- De la disponibilidad de los Jueces y del personal auxiliar

 


1) Para el cabal cumplimiento de las atribuciones que dispone el CPCA, los Jueces de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, estarán sujetos, según corresponda, a un régimen de disponibilidad, cuyo porcentaje, cálculo y forma de pago, se regirá por las normas legales y reglamentarias vigentes al respecto. 


 

2) Los Juzgadores en ejercicio de la disponibilidad, contarán con el personal auxiliar que sea necesario para el cumplimiento de su función, el cual también estará sujeto al régimen de disponibilidad que prevé este artículo. 


Artículo 23.- Atención de medidas cautelares

 

1) La medida cautelar podrá ser solicitada al Tribunal por cualquiera de los medios que dispone el artículo 6 bis LOPJ y el Título III del presente Reglamento. En tal caso, el Juez respectivo concederá audiencia a la contraparte en los términos establecidos por el artículo 24 del CPCA, salvo que se trate de extrema urgencia, en cuyo caso, procederá conforme al artículo 25 del mismo Código. En tal supuesto, cuando lo estime necesario confirmará la autenticidad del remitente.


 


2) Las medidas cautelares de carácter urgente gestionadas antes del inicio del proceso, o estando el proceso en trámite, presentadas fuera de la jornada ordinaria, serán atendidas por el Juez de turno, aún cuando el expediente no se encuentre en una etapa procesal bajo su cargo.


 


3) Una vez solicitada la medida cautelar, si el Juez en disponibilidad apreciare urgencia especial, podrá adoptar las medidas provisionalísimas  que considere necesarias a tenor de lo dispuesto en el artículo 23 del CPCA  


Artículo 24.- Del administrador de Despacho

 


Cada Despacho Judicial tendrá su propio administrador, y este último contará con los auxiliares administrativos necesarios. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Jurisdicción Contencioso Administrativa contará, necesariamente, al menos con un administrador general común a todos los Despachos  y un profesional en informática, ambos en forma exclusiva. 


Artículo 25.- Funciones del administrador

 


El administrador de Despacho tendrá, entre otras, las siguientes competencias:


 


1)      Planificar, organizar, dirigir, controlar, evaluar y coordinar las labores administrativas y operativas del Despacho.


2)      Administrar, organizar, dirigir, controlar y supervisar al personal auxiliar  y administrativo asignado al Despacho.


3)      Coordinar el reclutamiento y selección de personal e inducir al de nuevo ingreso, en conjunto con el Juez Coordinador, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 11, inciso 2 de este Reglamento.


4)      Confeccionar proposiciones de nombramiento. Pedir el envío de ternas cuando el Juez Coordinador lo disponga.


5)      Coordinar la capacitación del personal en sistemas de información administrativa y de gestión de Despacho.


6)      Administrar el mobiliario, equipo y suministros de oficina.


7)      Velar por la adecuada atención al usuario.


8)      Participar en el Consejo de Jueces, únicamente para tratar asuntos administrativos. 


9)      Supervisar y controlar que el Asistente Judicial y demás auxiliares cumplan con las normas de asistencia, puntualidad y presentación personal. 


10)  Tramitar según las directrices emitidas por el Juez Coordinador, los nombramientos, incapacidades, solicitudes de vacaciones, permisos y otros extremos relacionados con la administración del personal, cuando ello no corresponda a otras instancias administrativas.


11)  Gestionar el suministro de materiales, útiles y equipo de oficina.


12)  Las demás que señale el ordenamiento jurídico o que establezca Corte Plena


 


Artículo 26.- Del personal auxiliar 

 


En cada Despacho Judicial habrá al menos un asistente judicial, y los auxiliares que fueren necesarios para un eficiente servicio, en las áreas de tramitación, audiencias, juicio, conciliación, ejecución, notificaciones, recepción de documentos, custodia y archivo de documentos, apoyo informático y tesorería.


 


El Anexo A del Segundo Circuito Judicial, contará con un área y el personal necesario para la directa recepción de los documentos que se presenten ante los Despachos de la Jurisdicción Contencioso Administrativa ubicados en ese Edificio.  


 


Artículo 27.- Asistente judicial 

 


Corresponde al asistente judicial:


 


1)      Asignar, dirigir y supervisar el trabajo del personal auxiliar, según las directrices del superior inmediato. 


2)      Organizar, planificar y coordinar, con la supervisión del Juez Coordinador y la participación del administrador de Despacho, la distribución de las distintas áreas de trabajo, asignando las labores a cada auxiliar. Para ello podrá rotarse internamente a los auxiliares de una función a otra, con el propósito de obtener mejores resultados y eficiencia en el servicio.


3)      Colaborar en la planificación, organización, coordinación y control de las labores administrativas y jurídicas del despacho.


4)      Participar y colaborar, cuando así lo disponga el coordinador del Despacho, en el proceso de entrevistas y nombramientos del personal de apoyo de nuevo ingreso. 


5)      Vigilar y controlar que todos y cada uno de los demás auxiliares judiciales subalternos, cumplan a cabalidad con los deberes y obligaciones asignados, para obtener la mayor eficiencia, e informar a sus superiores sobre las faltas que en relación con ello se cometan.


6)      Atender por sí o a través del auxiliar que corresponda, a los usuarios, cuando fuere requerido; facilitarles los expedientes y demás documentos presentados, y evacuar sus consultas, según lo permita la ley


7)      Velar por el ágil diligenciamiento de los asuntos a su cargo, y porque la atención al público sea realizada con el debido respeto, diligencia y consideración. 


8)      Custodiar los expedientes, autorizar la salida del Despacho cuando legalmente proceda, y supervisar que estén ubicados en el lugar correspondiente. Para ello velará porque los demás auxiliares utilicen adecuada y oportunamente el sistema de gestión. 


9)      Verificar y controlar que las carátulas de los expedientes estén en buen estado y conservación, y que los expedientes se mantengan correctamente cosidos y foliados. Esta regla rige también para los legajos.


10)  Verificar y controlar que los expedientes sean enviados a los Despachos y oficinas que corresponda, para su conocimiento, en la época y condiciones fijadas por el ordenamiento jurídico. En este caso constatará que los expedientes que se envíen, se encuentren debidamente foliados, con carátulas en buen estado, limpias y que las resoluciones estén debidamente firmadas y notificadas.


11)  Expedir y firmar exhortos, suplicatorios y mandamientos.


12)  Firmar la razón de recibido de los escritos, documentos y copias que se presenten en el Despacho; esta atribución puede ser delegada en otro servidor judicial.


13)  Consignar en los expedientes todas las certificaciones y constancias emitidas referentes a actuaciones judiciales.


14)  Dar cuenta diariamente al Juez Coordinador de las quejas relativas al servicio y de las irregularidades que observe.


15)  Verificar que la entrega y distribución de expedientes a los jueces, para resolver, se realice oportunamente.


16)  Llevar un registro de todos los expedientes pasados a los jueces, con indicación del tipo de proceso, fecha de pase y motivo de entrega;  su respectiva cancelación, cuando este sea devuelto.


17)  En ausencia del asistente de juicio, podrá designar a cualquier auxiliar o funcionario para que realice las funciones de a éste corresponden. También podrá elaborar proyectos de resolución de simple trámite.  


18)  Verificar actividades tales como: citación de las partes, testigos y peritos; entrega de edictos para su publicación; que las actas de notificación estén bien confeccionadas; supervisar el libro de caja, libro de entradas, libro de sentencias, depósitos judiciales, movimiento de la cuenta corriente de la oficina; uso de la agenda de debates y audiencias.


19)  Supervisar las labores del asistente de juicio.


20)  Llevar y mantener actualizados, o por medio del auxiliar judicial, registros, bases de datos, libros, índices y recopilaciones sobre expedientes en trámite, casos en estudio, votos, expedientes turnados, jurisprudencia, resoluciones de interés, así como administrar los sistemas de control de expedientes informatizados en coordinación con el Departamento de Tecnología de la Información y otros.


21)  Firmar las boletas de anotación o cancelación de mandamientos y verificar que los auxiliares judiciales realicen correctamente el registro en el libro correspondientes. 


22)  Controlar y verificar que el personal a cargo incluya la información correcta en los diferentes sistemas informáticos de la institución.


23)  Supervisar que los testimonios de piezas, las comisiones y correspondencia se remitan correcta y oportunamente; tomar nota y dejar constancia en los expedientes cuando así se requiera. 


24)  Clasificar y custodiar los objetos que reciba el Despacho.


25)  Controlar las entregas y recepción de expedientes al notificador, conforme a los lineamientos establecidos y según el sistema que se emplee en la oficina para notificar. 


26)  Preparar cédulas y notificar resoluciones por los medios pertinentes cuando legalmente corresponda.


27)  Colaborar en lo relativo a la votación, turno de los expedientes y recursos, entre los integrantes y velar porque las resoluciones sean firmadas en forma oportuna. 


28)  Remitir copia de las resoluciones del Despacho a las instancias y oficinas correspondientes, cuando proceda legalmente. 


29)  Supervisar la custodia de los escritos de expedientes que no estén en el Despacho, y agregarlos cuando corresponda. 


30)  Custodiar documentos variados tales como: boletas de seguridad, órdenes de giro, libros y consecutivos respectivos.


31)  Disponer las medidas administrativas necesarias para la realización de las audiencias y otros. 


32)  Tramitar dictámenes periciales ante instancias internas o externas, que se hayan ordenado en los procesos. 


33)  Coordinar la localización expedita de expedientes y documentos extraviados. 


34)  Colaborar en la confección de certificaciones. 


35)  Recibir por medio de la Oficina de Recepción y Distribución de Documentos, los escritos, documentos, copias y demás piezas que presenten los interesados, verificando que se cumplan los requisitos de ley. 


36)  Supervisar el trámite de la correspondencia; redactar oficios, notas y otros documentos similares. 


37)  Asesorar al personal subalterno en relación con las funciones que deben desempeñar en el Despacho. 


38)  Atender y evacuar consultas diversas de sus subalternos sobre los asuntos en trámite.


39)  Velar por el uso racional de los recursos materiales y suministros, así como por la adecuada utilización de los equipos asignados al Despacho. 


40)  Llevar agendas de acuerdo con los lineamientos dictados por el superior. 


41)  Solicitar y rendir informes de diversa naturaleza relacionados con el trámite y gestión del Despacho.


42)  Confeccionar en los casos que corresponda, órdenes de giro y cheques, o, en su caso, supervisar que estas labores de cumplan por el o los encargados específicos. 


43)  Supervisar que en el Sistema de Depósitos Judiciales, se ingresen los datos concernientes a las órdenes de giro. 


44)  Llevar los roles que señale el ordenamiento jurídico, el Consejo de Jueces o el Juez Coordinador.


45)  Asistir al Juez, personalmente o por delegación, durante la celebración del remate. 


46)  Las demás que señale el ordenamiento jurídico, Corte Plena y las que se requieran para satisfacer las necesidades del despacho y el servicio público.


 


Las faltas o ausencias del asistente judicial, serán suplidas en la forma que indiquen las normas correspondientes.


 


Artículo 28.- Asistente de juicio y audiencia preliminar

 


Habrá un auxiliar asistente de juicio y de audiencia preliminar, a quien le corresponderá coordinar los aspectos logísticos necesarios para el buen desarrollo de las audiencias, tales como: disciplina y comportamiento de los asistentes y del público, antes y durante las audiencias, verificación de identidad de los asistentes y demás aspectos requeridos por la ley, acondicionamiento de la sala, que el equipo de grabación y sonido se encuentre en buen estado, que las partes estén notificadas, testigos y peritos estén debidamente citados cuando así le corresponda al despacho, caso contrario, coordinar o realizar las citaciones que fueran necesarias, procurando con su mayor esfuerzo, la realización de la audiencia.  


 


En todos los casos, deberá adoptar en coordinación con el Asistente Judicial y el Administrador, las medidas adecuadas y pertinentes para el evento de que los equipos se dañen, o bien, para atender situaciones de emergencia que puedan presentarse durante la celebración de las audiencias orales. 


 


Deberá asistir a las audiencias orales y levantar una minuta consignado la fecha y hora de las diferentes actuaciones realizadas en ella


Artículo 29.- Tesorería

 


Con el sistema de depósitos judiciales, se designará un auxiliar encargado de confeccionar y tramitar las órdenes de giro, el control de las boletas de depósitos judiciales, los aspectos contables y el manejo de los valores del despacho. 


Artículo 30.- Archivo 

 


Se designará un auxiliar para el archivo y conservación de los expedientes  judiciales, legajos administrativos, fotocopias certificadas, archivos digitales y respaldos de seguridad, además, deberá llevar un control adecuado en el sistema informático de gestión, o en el libro respectivo. 


Artículo 31.- Notificación, seguridad y vigilancia

 


El Tribunal Contencioso Administrativo y Civil Hacienda contará con el equipo necesario y exclusivo  de notificadores con vehículo asignado a cada uno de ellos, a fin de cubrir todos aquellos procesos o actuaciones en que, por las especiales circunstancias o por la premura o urgencia, se requiera de notificación personal, en su casa de habitación, oficina o cualquier otro lugar previsto. Lo anterior sin perjuicio de la asistencia que brinden las Oficinas Centralizadas de Notificaciones cuando las circunstancias así lo ameriten.     


La Administración del Circuito adoptará las medidas adecuadas y pertinentes para garantizar la seguridad e integridad del personal y de los usuarios del Despacho, y para la protección, custodia y conservación de los expedientes y demás bienes propios. 


 

Capítulo IV

 

De los conflictos de competencia, de las inhibitorias y de las suplencias

 


Artículo 32.- De los conflictos de competencia

 


1) Los conflictos de competencia territorial y por la materia que se susciten en el Juzgado, en el Tribunal o entre estos, serán resueltos por el Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, de conformidad con el artículo 5 del CPCA. 


 

2) Los demás conflictos de competencia de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, con otras materias, serán resueltos por la Sala Primera, de conformidad con el artículo 54 inciso 9) de la LOPJ, con excepción de los conflictos de competencia que surjan entre la Sala Primera y el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, los que resolverá la Corte Plena.


 


Artículo 33.- De las inhibitorias, excusas y recusaciones

 


1) Cuando por impedimento, excusa, recusación u otro motivo, un funcionario o servidor tenga que separarse del conocimiento de un asunto determinado, su falta será suplida de conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.


 


2) El Juez Coordinador llevará el rol respectivo.


 


Artículo 34.- De las suplencias

 


1) Los casos de sustitución por ausencia temporal de los Jueces, por motivos de ascensos, vacaciones, incapacidades, permisos con goce o sin goce de salario, se regirán por las normas correspondientes.


2) Si por la naturaleza de sus funciones, deben realizar audiencias orales, el Juez Coordinador deberá procurar de forma inmediata la sustitución del Juez.


 


3) Cuando el Juez Tramitador sea llamado a integrar una Sección que conozca de un juicio oral y público, el Juez Coordinador procurará la sustitución inmediata,      conforme al registro de suplentes o de elegibles.


 


 


Capítulo V

De la observancia de diversos aspectos procesales

 

ARTÍCULO 35.- De las copias, documentos y certificaciones

 


1) El Despacho verificará que las partes presenten los escritos, documentos y certificaciones, completas y legibles, tanto de las que se aporten de manera física como por soporte electrónico. Este requisito es exigible además para  aquellas que se adjunten para ser entregadas a la parte contraria y demás intervinientes apersonados.


 

2) Para todos los efectos, serán aplicables al proceso contencioso administrativo la Ley de Firma Digital y en especial su artículo 5, así como las disposiciones normativas relacionadas con los trámites y el proceso electrónico, tanto vigentes como futuras. 


 


3) En aquellos casos en que se encuentren en un idioma diferente al español, deberá la parte presentar la traducción total del documento, la cual se podrá realizar de manera privada. Solo en caso de que alguna de las partes objete la traducción, se ordenará la oficial, cuyo costo será cubierto por quien ofrece la prueba. 


 


4) De igual forma, los documentos digitales, informáticos, magnéticos, ópticos, telemáticos, o los producidos por cualquier otra nueva tecnología, deberán ser accesibles en los equipos, sistemas y programas con que cuenta y determine el Poder Judicial.


 

ARTÍCULO 36.- Custodia de Documentos Originales

 

1) Bajo ninguna circunstancia  se custodiarán los documentos originales presentados por las partes o cualquier otro interesado. De ellos se hará reproducción por cualquiera de los mecanismos tecnológicos al alcance del Poder Judicial, y se devolverán al titular o interesado, con el comprobante de que fueron debidamente presentados y reproducidos en el Despacho. 


 


 


2) Si se trata de muestras o documentos originales irreproductibles, serán custodiados en la caja fuerte del Despacho, a la cual tendrá acceso únicamente el asistente judicial y el juez coordinador. 

 

3) De los valores, muestras o documentos que se encuentren custodiados en la caja fuerte, se llevará un inventario riguroso y actualizado periódicamente, con indicación, al menos, del tipo de documento, fecha de ingreso, y en su caso de salida, el número del expediente en el cual fue aportado y la parte que lo presenta. 


 


ARTÍCULO  37.-  Falsedad de documento

 


La falsedad de un documento será declarada por el Juez Penal, en cuyo caso se suspenderá el procedimiento de conformidad con lo establecido en la normativa procesal civil vigente. El Tribunal de Juicio solo podrá declarar la falsedad del documento en los supuestos previstos en el Código Procesal Civil, pronunciamiento que deberá realizarse en la resolución de fondo. 


 


ARTÍCULO 38.- Custodia del expediente administrativo

 

1) Corresponderá a los diferentes órganos que conforman la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda, la custodia de las copias certificadas de los expedientes administrativos que reciba, tanto en formato escrito como digital. A tal efecto, contará con una bodega o archivo donde se almacenarán. Deberá existir control en el sistema de gestión de estos expedientes.   


 

2)  En la carátula de la carpeta judicial se indicará si existe expediente administrativo. En aquellos casos en que un expediente administrativo, sea común a varios  procesos, en cada uno de los expedientes jurisdiccionales se anotará su existencia con la indicación expresa del número de expediente en el cual  se aportó la copia del mismo.  


 

ARTÍCULO 39.- Presentación del expediente administrativo original

 


1) Bajo ninguna circunstancia se admitirá la presentación del expediente administrativo original.


 


2) De presentarse el original, se concederá a la administración el plazo de tres días hábiles, a fin de que aporte copia certificada del mismo, bajo apercibimiento de aplicar la sanción establecida en el inciso 3) del numeral 63 del CPCA.


 

ARTÍCULO 40.- Devolución

 


Terminado el proceso, ya sea, por la ejecución efectiva de lo resuelto mediante sentencia, o de manera anticipada, en las oportunidades en que lo establece el CPCA, el órgano jurisdiccional informará a las partes que se procederá a la destrucción de la copia certificada del expediente administrativo, salvo que en el plazo de los tres días hábiles posteriores a la notificación, alguna de ellas manifieste su interés en conservarlo.


 


ARTÍCULO 41.- De los  intérpretes y traductores

 


1) En aquellos supuestos en que las partes del proceso, testigos o peritos, por cualquier tipo de discapacidad o diferencia idiomática, requieran de la asistencia de un intérprete o traductor para su comunicación verbal con los distintos órganos jurisdiccionales, deberá indicarse así al Juez tramitador, en el escrito de demanda, contestación, contrademanda o réplica, a efecto de que designe el intérprete sin más trámite para garantizar la adecuada realización de las audiencias orales. 


 

2) Cuando la necesidad de un intérprete o traductor se conozca en otras oportunidades procesales, diferentes al inciso anterior, deberá de comunicarse al órgano jurisdiccional de la etapa en que se encuentre el proceso, al menos con cinco días de antelación a la celebración de la audiencia oral, para proceder a su designación. 


 

3) Con excepción de los intérpretes para el lenguaje LESCO y los requeridos para grupos indígenas, los gastos correspondientes al intérprete o traductor, deberán ser cubiertos por la parte que lo solicita, y se fijaran de acuerdo con las tablas de honorarios fijadas al respecto o, en su defecto, las que fije la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, dentro de los plazos y formas previstos en el numeral 94 inciso 2) del CPCA .


 

4) La designación recaerá en forma prioritaria en aquellos traductores o intérpretes que  figuren en la lista Oficial que emita la Dirección Ejecutiva; sólo en caso de no existir el requerido, o bien que ninguno de ellos acepte la designación, podrán las partes proponer uno privado. De lo cual se deberá dejar constancia en el expediente.


 


ARTÍCULO  42.- De la designación de peritos y consultores

 


1) Los peritos serán designados de conformidad con el turno que corresponda, de acuerdo con la lista oficial del Poder Judicial, sólo en caso de que no exista el de la especialidad requerida o bien que no acepte, podrá designarse a uno de la terna que se solicitará al Colegio Profesional respectivo, de lo cual se dejará constancia en el expediente. Corresponderá al asistente judicial velar por el cumplimiento efectivo del rol. 


 

2) Los honorarios y gastos, se estimarán de manera prudencial, considerando la tabla de honorarios del respectivo Colegio Profesional o en su defecto, la que fije la citada Dirección.

 

3) El giro correspondiente de los emolumentos, se realizará una vez que el experto rinda su informe conforme al artículo 105 del CPCA. No obstante lo anterior, el extremo correspondiente a gastos podrá liquidarlo el perito luego de presentado el informe escrito, y solicitar su giro. En casos excepcionales, el Juez podrá autorizar un adelanto parcial de gastos. 


 

4) Las erogaciones económicas que deriven de la evacuación de la prueba pericial serán cubiertos por la parte proponente, en los plazos previstos en el numeral 94 inciso 2) del CPCA, en caso de tratarse de una prueba común a las partes, estos se distribuirán de manera proporcional; igual regla se aplicará en aquellos casos en que la prueba hubiere sido ordenada de oficio por el Juzgador.


 


5) Los consultores de las partes serán propuestos por éstas y su designación la hará el Tribunal conforme a las reglas aplicables a los peritos en cuanto a su especialidad, y su pago será a cargo de la parte gestionante, salvo que se trate de un funcionario público designado por su especialidad, en cuyo caso, no generará ningún tipo de honorarios.


 

6) Los consultores que requiera el Tribunal, podrán ser solicitados al Organismo de Investigación Judicial, conforme al artículo 1 de la Ley Orgánica del citado Organismo o por razones de especialidad al Colegio de Profesionales respectivo.


 

ARTÍCULO  43.-  Evacuación de prueba fuera del despacho judicial

 


En caso que deba evacuarse prueba fuera del asiento del órgano jurisdiccional, los gastos por transporte, alimentación y hospedaje, correrán por cuenta de la parte interesada; o cuando  sea necesario se gestionarán conforme a la tabla oficial emitida por la Contraloría General de la República. Lo anterior sin perjuicio de lo previsto en la legislación procesal civil para el Beneficio de Pobreza. 


 

TÍTULO II

Disposiciones específicas

 


Capítulo I

Del trámite ante la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia

 


ARTÍCULO 44.- Competencias

 


Corresponde a la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, conocer y resolver:


 


1) Los recursos de casación interpuestos contra las sentencias dictadas por el Tribunal Contencioso Administrativo, que producen cosa juzgada material, en los términos de los artículos 135 del CPCA y 54 de la LOPJ.


 


2) El recurso de casación contra las sentencias dictadas en procesos de ejecución de sentencia, cuando le corresponda, de conformidad con los artículos 135, 178 y 183 del CPCA, inciso 3) del 87 del presente Reglamento y 54 de la LOPJ 54 de la LOPJ .


 

3) Los recursos de casación en interés del ordenamiento jurídico, el proceso extraordinario de revisión y el proceso de extensión y adaptación de la jurisprudencia a terceros, conforme a los numerales 153, 154, 185 y siguientes del CPCA. 


 


4) Los conflictos de competencia que surjan entre los órganos de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y los de cualquiera otra materia, de conformidad con el artículo 54 de la LOPJ.


 


5) De la adopción de las medidas cautelares y excepcionalmente de su ejecución cuando las circunstancias del caso así lo requieran.


 


6) De los demás asuntos que indique la ley.


 


ARTÍCULO 45.- De la remisión de los expedientes

 


1) Recibido el recurso de casación, la Sala Primera, mediante correo electrónico, fax u otro medio expedito de comunicación, requerirá al órgano jurisdiccional respectivo, la remisión del expediente judicial completo, la documentación correspondiente, así como los soportes informáticos y electrónicos existentes. 


 


2) El asistente judicial del Despacho deberá enviar el expediente, sin mayor dilación, salvo si existe alguna gestión pendiente de resolver, en cuyo caso deberá remitir inmediatamente copia certificada del expediente.


 


3) El procedimiento aquí dispuesto se observará, en lo que sea compatible, para conocer del proceso extraordinario de revisión, del recurso de casación en interés del ordenamiento jurídico, y del proceso de extensión y adaptación de la jurisprudencia a terceros. Si el expediente ya no constare en los archivos de la Jurisdicción Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, se requerirá al órgano administrativo que custodia tales expedientes. 


 


ARTÍCULO  46.- De la celebración de las audiencias orales

 


1) Las audiencias orales se celebrarán de oficio o a instancia de parte conforme al artículo 142.2 del CPCA.


 


2) En todas las audiencias orales establecidas en el CPCA, cualquiera sea la etapa del proceso, las partes deberán actuar asistidas por abogado, salvo que sean profesionales en derecho. También podrán actuar mediante apoderado judicial. En todas ellas, la firma del abogado autenticante, de uno o varios actos escritos, implicará, salvo manifestación expresa en contrario, dirección del proceso con plenas facultades para asistir a la audiencia oral y representar a la parte en ella, siempre y cuando no se requiera poder especial judicial o participación personal de la parte.


 


3) No aplicarán al proceso contencioso administrativo las autorizaciones otorgadas a los estudiantes de Derecho para comparecer a las diligencias de prueba y debates de los juicios de cualquier clase que estén a su cargo. 


 


4) En caso de que el recurrente o su representante no se apersone a la audiencia convocada, de previo a tener por desistido el recurso, se le otorgará un plazo de tres días para que demuestre la justa causa de su ausencia. El que correrá a partir del día siguiente al de la audiencia a la que inasistió. En caso de admitirse la justificación, podrá convocarse a una nueva audiencia oral. 


 


5) Cuando la resolución haya sido impugnada por dos o más litigantes que no actúan bajo una misma representación, y a la convocatoria de la audiencia oral no asistan todos los recurrentes, la audiencia deberá llevarse a cabo con los presentes. Una vez concluida,  se procederá en la forma indicada en el inciso anterior.


 


6) Los recurrentes que efectivamente acudieron a la audiencia oral ya realizada, podrán apersonarse a la nueva comparecencia para replicar sobre los argumentos esgrimidos por el recurrente, sin que su ausencia implique el desistimiento del recurso de casación en lo que corresponda. 


 


ARTÍCULO 47.- Del dictado y comunicación de las sentencias

 

1) Concluida la audiencia oral, se convocará a las partes para la comunicación integral de la sentencia, o de su parte dispositiva, según corresponda, de conformidad con el artículo 149 CPCA. La sentencia será dictada en forma oral, consignándola debidamente en los medios tecnológicos correspondientes que posea y disponga el Poder Judicial. Cuando sea estrictamente necesario podrá dictarse en forma escrita. En el primer supuesto, las partes tendrán derecho a solicitar una copia del respaldo oficial en forma inmediata, sin que ello suspenda o interrumpa el plazo establecido para los recursos pertinentes.


 


2) El plazo para recurrir la sentencia empezará a correr a partir del día hábil siguiente en que se comunicó verbalmente o se notificó a las partes su contenido en forma íntegra. La parte debidamente citada y que no compareciere al acto, se tendrá para todos los efectos legales, impuesta del contenido íntegro de la sentencia.


 


3) Cuando no hubiere audiencia oral, la Sala Primera dictará y comunicará la sentencia en los plazos que señala el artículo 149 del CPCA.


 


4) Los plazos para dictar y comunicar la sentencia, se suspenderán en los supuestos previstos en los artículos 147 y 148 del CPCA.


 


ARTÍCULO  48.- Del reenvío del proceso

 


1) Cuando se decrete la nulidad de la sentencia, por razones procesales, el expediente será reenviado al Tribunal o Juzgado, según corresponda, para lo de su cargo.


 


2) Cuando la anulación de la sentencia sea por aplicación del artículo 111.2  del CPCA, el expediente será conocido por otra Sección del Tribunal, distinta de la que dictó la sentencia anulada.


 


ARTÍCULO 49.- De la remisión del expediente para efectos de la ejecución de la sentencia

 


1) Firme la sentencia objeto del recurso de casación, en la que exista una condena por ejecutar, la Sala Primera remitirá el expediente al Juez Ejecutor, para los fines correspondientes.


 


2) De la misma forma procederá una vez firme la sentencia dictada en el proceso de revisión o en el proceso de extensión y adaptación de la jurisprudencia a terceros.


 


3) En el caso del recurso de casación contra las sentencias dictadas en procesos de ejecución de sentencia, de Hábeas Corpus y de Amparo, cuando le corresponda conocerlos, la Sala Primera deberá remitir el expediente al Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, para la ejecución que le corresponde a ese órgano jurisdiccional. 


 

4) En los casos de ejecución parcial, de previo a extender la certificación correspondiente, la Sala Primera dictará resolución definiendo los aspectos que pueden ser ejecutados. 


 


ARTÍCULO 50.- De la firma de resoluciones de mero trámite

Los autos y las providencias dictadas por la Sala Primera en la materia contencioso administrativa serán autorizados por el Magistrado al que se turne el conocimiento del asunto. 

 

Capítulo II

Del trámite ante el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda

 


ARTÍCULO 51.- Competencias

 


Corresponderá al Tribunal de Casación, conocer y resolver:


 


1) De los recursos de casación interpuestos contra las sentencias dictadas por cualesquiera de las distintas Secciones del Tribunal Contencioso-Administrativo, que producen cosa juzgada material, en los términos del artículo 136 del CPCA y 94 bis de la LOPJ.


 

2) Del recurso de casación contra las sentencias dictadas en procesos de ejecución de sentencia, cuando le corresponda conocerlos, de conformidad con el artículo 136 del CPCA y 94 bis de la LOPJ.


 

3) De los conflictos de competencia territorial y por la materia que se susciten en el Juzgado, en el Tribunal o entre estos, de conformidad con el artículo 5 del CPCA. 


 


4) De los recursos de apelación contra las resoluciones que dicten el Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, o el Juzgado Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, de conformidad con el artículo 133 del CPCA.


 


5) De los impedimentos, excusas y recusaciones, de sus Jueces. 


 


6) Dictar las medidas cautelares necesarias, en los asuntos bajo su conocimiento.


 


7) De otros asuntos asignados por ley.


 


ARTÍCULO  52.- Del recurso de apelación 

 


1) Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6 de la Ley de Notificaciones, cuando el Tribunal de Casación tuviere su asiento en un perímetro judicial distinto al del Tribunal de instancia, al presentar el recurso, el apelante deberá indicar lugar para recibir notificaciones dentro del perímetro del órgano que conoce la alzada, salvo que hubiere señalado medio que permita hacerlo en forma directa. En caso de omisión, se tendrá por notificado conforme a las reglas de la notificación automática.    


 


2) Tratándose del recurso de apelación, la audiencia oral obligatoria deberá ser fijada en el mismo auto que lo admite. En ella, las partes o sus representantes expresarán los agravios y formularán las conclusiones pertinentes. Se otorgará la palabra, sucesivamente, al recurrente, al recurrido, los terceros y coadyuvantes, o en su defecto a sus respectivos representantes.


 


3) Cuando el recurrente no se apersone a la audiencia debidamente convocada, se tendrá por desistido el recurso, salvo que se acredite justa causa. Para este efecto, fallida la celebración de la audiencia, en forma total, o celebrada en forma parcial, el Tribunal de Casación le otorgará un plazo de tres días hábiles para que exprese lo que estime pertinente y demuestre la justa causa de su ausencia. Dicho plazo correrá a partir del día siguiente al de la que inasistió. En caso de admitirse la justificación, podrá convocarse a una nueva audiencia oral. Caso contrario, se tendrá por firme la resolución recurrida.


 


4) Cuando la resolución impugnada haya sido apelada por dos o más partes que no actúan bajo una misma representación, y a la convocatoria de la audiencia oral no asistan todos los recurrentes, la audiencia deberá llevarse a cabo con los presentes. Una vez concluida, el Tribunal de Casación seguirá el procedimiento indicado en este artículo. 


 


5) Los recurrentes que efectivamente acudieron a la audiencia oral efectuada, podrán apersonarse a la nueva audiencia, sin que su ausencia implique el desistimiento del recurso de apelación, en lo que les corresponda. 


 

ARTÍCULO 53.- Del dictado y comunicación de las sentencias en asuntos de apelación

 


1) Concluida la audiencia oral se procederá de inmediato al dictado de la sentencia, o en su caso, se convocará a las partes para la comunicación de la respectiva decisión, ya sea íntegra o en su parte dispositiva.


 


2) En lo que resulte aplicable, se estará a lo dispuesto a las reglas contenidas en los artículos 78, 79, 80, 81 y 83 del presente Reglamento.


 


ARTÍCULO 54.- Disposiciones comunes

 

En el caso de la remisión de los expedientes, de la celebración de las audiencias orales en los recursos de casación, del dictado y comunicación de las sentencias, de la remisión del expediente para efectos de ejecución de sentencia y de la firma de resoluciones de mero trámite, el Tribunal de Casación, observará lo que dispone el presente Reglamento, en el Capítulo I, Título II, en lo que sea aplicable.  


 

ARTÍCULO 55.- De la distribución de asuntos ingresados

 


Cuando exista más de una Sección del Tribunal de Casación, los asuntos ingresados se distribuirán en la forma que acuerde la Corte Plena.


 


Capítulo III

Del funcionamiento del Tribunal

 

ARTÍCULO 56.- De los Jueces Tramitadores

 


La Corte Plena, establecerá el número de jueces tramitadores que se requiera para garantizar la eficiencia del servicio. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 de la LOPJ,  los jueces tramitadores tendrán los mismos requisitos y la misma categoría del puesto de Juez 3.” Modificado por Corte Plena en sesión Nº 16-08 del 19 de mayo de 2008, artículo XIX. Comunicado mediante Circular 106-08, publicada en el Boletín Judicial Nº 131-08 del martes 8 de julio de 2008).

 

ARTÍCULO 57.-  Deberes del juez tramitador 

 


Los jueces tramitadores  deberán realizar todas aquellas actuaciones tendientes a determinar la verdad real de los hechos, ordenar el proceso, y a garantizar y proteger su objeto, así como la efectividad de la sentencia, aún antes de que éste sea iniciado. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 85 del CPCA, velarán por el cumplimiento de los principios de inmediación, concentración, celeridad, y publicidad, propios de la oralidad.- 


 


ARTÍCULO 58.- Competencias de los jueces tramitadores

 


El juez tramitador tendrá las siguientes atribuciones:


 


1) La sustanciación del proceso, desde su inicio, y hasta que dicte, en coordinación con los jueces de juicio correspondientes, la resolución en la cual se señale la fecha y hora para celebrar el juicio oral y público, en aquellos casos en que deba celebrarse; o bien, hasta que se resuelva pasar el asunto directamente al dictado de la sentencia. Esto último, de acuerdo con los supuestos establecidos en los numerales 60, 69, 98.2 y 118 .1 y 2 del CPCA, que regulan, por su orden, los casos de trámite preferente, el acuerdo de partes en orden a prescindir de la celebración de audiencias, los asuntos de puro derecho y las cuestiones relativas a la conducta omisiva de la Administración. En el proceso de trámite preferente, hará la valoración inicial acerca de la pertinencia o no de ese trámite, ya sea de oficio o a solicitud de parte; si estimare que el proceso está dentro de los supuestos del artículo 60, lo elevará al Tribunal respectivo para que resuelva en definitiva lo correspondiente, caso contrario, le dará el curso como proceso común. La audiencia de conciliación siempre estará a cargo del juez conciliador. 


 

2) Actuar como juez de juicio, según las disposiciones de los artículos 96 y 100.2 del CPCA.


 

ARTÍCULO 59.- De la distribución del trabajo

 

1) La asignación del puesto a cada juez (tramitador, conciliador, juez de juicio o ejecutor), no impedirá en modo alguno que realice funciones de colaboración, recargo o sustitución en aquellos otros cargos o puestos de igual categoría. La Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, podrá disponer las colaboraciones, recargos o sustituciones temporales en los roles asignados.


 


2) La distribución del trabajo se hará conforme a las disposiciones que fije el Consejo de Jueces, procurando que a todos los juzgadores se les asignen procesos relacionados con las distintas materias, de la forma más equitativa posible.

3) Corresponderá al Juez Coordinador velar por el cumplimiento de las reglas dispuestas para la distribución de los asuntos.-  

 

ARTÍCULO 60.- De los señalamientos y manejo de la agenda

 


1) Cada uno de los Despachos que conforman la jurisdicción contencioso administrativa llevará su propia agenda electrónica donde señalará las audiencias y otras gestiones que deba realizar.


 

2) Para la celebración de la audiencia de conciliación, la fecha y hora será fijada por el Juez Tramitador, en  forma coordinada con el Juez Conciliador.


 


3) En aquellos casos en los que se declare fracasada la audiencia de conciliación, corresponderá al Juez Conciliador, en coordinación con el Juez Tramitador, la fijación de la hora y fecha para celebrar la audiencia preliminar.


 


4) En los procesos declarados de trámite preferente, el Tribunal de Juicio señalará de manera prioritaria la audiencia prevista en el inciso 3 del artículo 60 del CPCA.


 

5) El señalamiento de la comparencia para el juicio oral, o la resolución que se emita para pasar el asunto a fin de que se dicte sentencia, deberá hacerla el Juez Tramitador, en estricta coordinación con los jueces de juicio y tomando en cuenta el número de asuntos pasados para fallo o para la celebración del juicio, así como los plazos para el dictado de la sentencia, establecidos en el CPCA. 

 


ARTÍCULO 61.-  Funciones de los Jueces Tramitadores

 


Corresponde a los jueces tramitadores realizar las siguientes funciones: 


 


1) Medidas Cautelares: 

a.- A instancia de parte, el Juez Tramitador podrá adoptar las medidas cautelares que estime necesarias, aún antes que el proceso inicie y en tanto se encuentre bajo su conocimiento. Podrá ordenar además, de oficio o a instancia de parte, medidas provisionalísimas de manera inmediata y prima facie, que aseguren la eficacia de la cautelar que se acoja finalmente.


b.- En los casos en los cuales el Juez Tramitador hubiese acogido una medida cautelar ante causam, y la demanda correspondiente no se presente en el plazo establecido por la Ley, en el mismo auto en el cual ordene el levantamiento de la medida, condenará a la parte que la solicitó, al pago de daños y perjuicios, los cuales serán liquidados por la vía de ejecución de sentencia ante el juez ejecutor. 


 


2) Expediente Administrativo:

a.- Cuando el acceso al expediente administrativo sea denegado de forma contraria al ordenamiento jurídico, aún antes de la presentación de la demanda, y ante el requerimiento del interesado, el juez tramitador podrá dictar un auto ordenando a la Administración que desista de dicha conducta, o bien, solicitar al juez ejecutor presencia directa ante la oficina correspondiente, o mediante la autoridad judicial comisionada, caso en el cual dictará previamente auto motivado en que se ordene el secuestro. De la práctica de dicha diligencia, deberá levantarse acta en la cual consignará al menos la siguiente información: El nombre completo del juez  que realiza la diligencia, el nombre del ente u órgano de la Administración Pública y de la oficina o departamento respectivo. Los datos del interesado, de los servidores públicos y representantes presentes, así como del expediente requerido. El expediente original deberá ser devuelto una vez que éste sea reproducido por la parte interesada, en las piezas que requiera (artículos 51 y 56 del CPCA). 

b.- Imponer y determinar la multa establecida en el artículo 56.2 del Código, en aquellos casos en los cuales, de forma injustificada, un funcionario retarde o incumpla el requerimiento judicial del expediente administrativo. 


 

3) Demanda y Contestación:

 

a.- Corroborar que la demanda, contestación y contrademanda, cumplan con los requisitos establecidos en el CPCA y, en caso contrario, realizar las prevenciones correspondientes, a fin de que las partes procedan a subsanar los defectos señalados (artículos 58, 61, 63, 64 del CPCA).


b.- En los casos en los que no se agotó la vía administrativa facultativa, conferir en el auto de traslado de la demanda, un plazo a la Administración demandada, a fin de que el órgano competente o el superior jerárquico confirme, modifique, anule, revoque o cese,  la conducta administrativa impugnada, o verifique (o realice) la omitida. Para efecto del cómputo del plazo referido, se estará a lo dispuesto en los incisos 3 y 4 del artículo 31 del CPCA.


c.- En aquellos casos en los que siendo preceptiva, no se hubiere agotado la vía administrativa (artículos 173 y 182 de la Constitución Política), conceder al demandante el plazo de cinco días para que compruebe haber cumplido con ello. Si no lo hubiere hecho, y la demanda se hubiere presentado dentro de los plazos ordinarios establecidos por ley, la parte actora, podrá comprobar dentro de esos mismos cinco días, haber formulado el recurso pertinente. En este último supuesto, se suspenderá el proceso hasta que se resuelva expresamente el recurso o, en su defecto, haya operado el silencio negativo. Si se incumple con lo prevenido en este aspecto por el Despacho, se archivará inmediatamente el proceso.  


 

4) Celebrar la audiencia preliminar, conforme lo establecido en el capítulo VI del CPCA


 

5) Prueba anticipada o urgente: De forma excepcional, el juez tramitador, en auto debidamente motivado, ordenará que se practique cualquier prueba de carácter urgente y anticipada en los siguientes supuestos:


 

a.- Exista  urgencia en hacer constar el estado de los lugares, la calidad o la condición de las cosas, susceptibles de apreciación por el Juez y que puedan desaparecer, ser alterados, o modificados.


b.- La práctica de peritaje de resultar necesario bajo los supuestos del inciso anterior.


c.- Sea necesario el examen de peritos o de testigos, y éstos sean adultos mayores, padezcan grave enfermedad o estén por ausentarse indefinidamente del país.


d.- Exista motivo que haga presumir la imposibilidad de su examen en la etapa correspondiente.


 


De lo anterior se notificará a las partes interesadas.


 

6) Resolver sobre la falta de competencia. 


 

7) Cuando se impugne una conducta omisiva, requerir a la Administración a efecto de que realice la conducta, en la etapa inicial del proceso, o bien en el curso de éste (artículos 35 y 118 del CPCA) 


 

8) Rechazar en la etapa inicial del proceso, la demanda inadmisible, improponible o manifiestamente improcedente. (artículos 36, 62 y 140 CPCA).


 

9) Decidir sobre la acumulación de pretensiones e indicar a la parte cuáles debe interponer de forma separada (artículos 44, 45 y 47 CPCA y 122 a 123 del CPC)


 

10) Resolver sobre la procedencia de la ampliación de la pretensión (artículo 46 del CPCA).


 

11) Conferir audiencia a las partes, por cinco días hábiles, en caso de que exista duda sobre la autenticidad e integridad de la prueba documental (artículo 49.5 del CPCA).- 


 

12) Dar audiencia sobre la presentación extemporánea de documentos (artículo 50 del CPCA).


 

13) Ordenar el secuestro del expediente administrativo, en los casos en los cuales su acceso se deniegue o restrinja de forma indebida (artículo 56 del CPCA).


 

14) Resolver la gestión de las partes en orden a prescindir de la recepción de la prueba y la celebración de audiencias (artículo 69 CPCA).


 

15) De oficio o a instancia de parte, emitir resolución motivada en los casos en los cuales estime la procedencia de la aplicación del trámite preferente (artículo 60 CPCA)


 

16) Gestionar el proveído de los expedientes.


 

17) Además de las funciones descritas, el juez tramitador realizará todas aquellas establecidas en el CPCA, y cualquier otra que le atribuya el ordenamiento jurídico en general.

 

ARTÍCULO 62.- De las funciones del Juez Tramitador en la Audiencia Preliminar

El juez tramitador llevará a cabo la audiencia preliminar de acuerdo con las reglas de la oralidad (transparencia, concentración, inmediatez y celeridad), garantizando además el debido proceso.  En dicha audiencia habrá de resolver todos aquellos aspectos tendientes a sanear el proceso y a la delimitación de su objeto.  Así mismo, adoptará un rol activo y participativo, emitiendo todas las actuaciones y resoluciones que estime necesarias para la determinación de la verdad real de los hechos (artículos 82, 85 y 90 CPCA).  Con tal propósito, deberá al menos: 


 

1) Comprobar la asistencia de todas las partes, coadyuvantes, terceros y sus respectivos representantes, declarar abierta la audiencia, y explicar a los comparecientes su importancia y significado (artículos 85, 86, 91, 97 y 99 del CPCA).


 

2) Otorgar la palabra a las partes, coadyuvantes, terceros y demás intervinientes, para que se refieran a las cuestiones propias de ser conocidas en la audiencia preliminar (artículo 91 CPCA).


 

3) De oficio o a instancia de parte, resolver toda clase de nulidades procesales y aquellas cuestiones que no tengan relación con el fondo del asunto (artículo 90.1.a CPCA).


 

4) Aclarar, ampliar, adaptar y modificar, o ajustar la demanda, contrademanda, contestación y réplica. Con ese fin, dará la palabra a los interesados, a efecto de que formulen los alegatos correspondientes, y en caso absolutamente necesario, decretará un receso o suspenderá la audiencia, para que la contraparte se refiera a los extremos de la pretensión que hubieren sido ampliados o modificados. Para cualquiera de los supuestos consignados en este apartado deberá respetarse siempre el principio contradictorio, la bilateralidad de la audiencia y el derecho fundamental del debido proceso (artículos 90.1.b y 95 del CPCA).


 

5) Resolver sobre la intervención del coadyuvante (artículos 13.3 y 90.1.c CPCA).


 


6) Decidir sobre las defensas previas. 


a.- En aquellos casos en los cuales el juez estime procedente las defensas previas referidas en los incisos b, c, y d del artículo 66 del CPCA, concederá a la actora un plazo de cinco días hábiles para su subsanación, con suspensión de la audiencia preliminar. Corregidos los defectos, deberá otorgar un plazo de tres días hábiles a la demandada y posteriormente decidir sobre la continuación del proceso. 


b.- Las defensas previas a las que se refieren los incisos g, h, i, j, y k del párrafo primero del artículo 66 del CPCA, serán resueltas durante la celebración de la audiencia preliminar. En caso de que, con ocasión de cualquiera de las defensas previas planteadas, se declare inadmisible la demanda, el juez tramitador deberá consignar la resolución respectiva en forma escrita (artículos 66, 90.1.d, 92.5 CPCA).


 

7) Resolver sobre la integración de la litis en tanto el proceso esté bajo su conocimiento, y cuando se estime procedente, anular lo actuado, retrotrayendo los procedimientos a la etapa procesal oportuna. Además, conocerá por reenvío, de la integración de la litis, cuando ésta se discuta en la audiencia de conciliación señalada en la fase inicial del proceso (artículos 66.f, 71 y 92.4 del CPCA).


 

8) Determinar los hechos controvertidos y trascendentes que deben ser objeto de prueba (artículo 90.1.e CPCA).


 

9) Resolver sobre la prueba ofrecida y en caso de que resulte necesario para aclarar la verdad real de los hechos, ordenar de oficio, la que estime pertinente, sobre los hechos esgrimidos en la demanda y contestación, en la audiencia preliminar, o sobre cualquier otro hecho que considere necesario para la sana y correcta resolución del proceso. Cuando se admita prueba pericial, deberá hacer la designación correspondiente y advertirá al perito, sobre su deber de comparecer en el juicio oral, para que se refiera al dictamen o informe  rendido y realice las aclaraciones que en dicho acto se le soliciten (artículos 85.2, 90.2 y 3 y 93).


 

10) En los asuntos de puro derecho, antes de dar por finalizada la audiencia preliminar, conferirá a las partes la palabra para que emitan conclusiones (artículo 98.2 CPCA). 


 

 

ARTÍCULO 63.- Del acta

 

1) Para todos los efectos jurídicos, la grabación de la audiencia conteniendo los requisitos de los artículos 97.3 y 102 del CPCA, se constituirá como el acta misma de la comparecencia realizada en la etapa preliminar o en el juicio oral y público. Cuando la parte la solicite, se le entregará la reproducción en el mismo medio tecnológico en que fue grabada.


 

2) Durante las audiencias, se levantará además una minuta consignando la fecha y hora de las diferentes actuaciones realizadas en ella. 


 


ARTÍCULO 64.- De los jueces conciliadores

 


1) Habrá el número de jueces conciliadores necesarios para la buena y eficiente Administración de Justicia.


 


2) Los Jueces conciliadores deberán atender las audiencias de conciliación que se requieran en los procesos tramitados bajo las reglas del CPCA tanto en el Tribunal como en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. 


 

3) El Juez Conciliador deberá cumplir, entre otros, con los deberes establecidos en los numerales 13 y 14 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos no. 7727.


 


4) No se hará señalamiento de hora y fecha para conciliación, en aquellos casos en los cuales las partes manifiesten con antelación, su oposición o renuncia a esta etapa del proceso. Esta indicación podrá hacerse en el mismo escrito de demanda, contestación o contrademanda, o mediante escrito separado.


 


5) Si iniciada la conciliación, se declara fracasada, total o parcialmente (artículo 81.2 del CPCA), en el mismo acto fijará hora y fecha para celebrar la audiencia preliminar; para este efecto entregará a las partes copia del acta en el soporte convencional o tecnológico autorizado por el ordenamiento jurídico.


 


 


ARTÍCULO 65.- Naturaleza de la audiencia. Participantes

 


1) Las partes podrían solicitar se lleve a cabo audiencia de conciliación en cualquier etapa del proceso, conforme los numerales 79, 112 y 117 de CPCA.


 


2) La audiencia de conciliación es privada. Podrán comparecer las partes, apoderados, y sus abogados si las partes solicitan expresamente su asistencia, así como cualquier otra persona o profesional, que estimen conveniente ambas partes y el Juez, según se dispone en el artículo 7 de la Ley del RAC - Nº 7727.


 


ARTÍCULO  66.- Imposibilidad para realizar la audiencia

 


No podrá realizarse la audiencia:


 


1) Cuando las partes no demuestren, al iniciar la diligencia, que tiene facultades suficientes para conciliar, o bien, que cuenta con la autorización correspondiente en los casos en los que lo requiera. En este caso si las partes lo solicitan o si el Juez lo estima pertinente, podrá hacerse un nuevo señalamiento.


 

2) Cuando a instancia de parte, o de oficio, se observe la posibilidad de que exista una litis consorcio necesaria. 


 

3) En caso de desistimiento.


 

4) Cuando no concurra la totalidad de las partes citadas a la audiencia. 


 


ARTÍCULO 67.- De la remisión del expediente

 


1) El juez tramitador remitirá el expediente respectivo al conciliador, una vez notificada debidamente a todas las partes, y firme, la resolución que fija hora y fecha para la celebración de la audiencia.


 

2) El expediente deberá ir en buen estado, debidamente foliado, en orden, con todos los legajos existentes.


 


ARTÍCULO 68.- Ejercicio abusivo de derechos e imposición de multa

 


1) En caso de que el juez conciliador estime que una de las partes o sus representantes, participa en la audiencia con evidente mala fe, con el fin de demorar los procedimientos o con ejercicio abusivo de sus derechos, lo hará constar en el acta, en la que indicará lo sucedido en forma lacónica.


 

2) Para efecto de determinar la procedencia o no de la imposición de la multa establecida en el artículo 75.2 del CPCA, una vez confeccionada el acta, y de seguido, el juez conciliador concederá la palabra a la parte actora y luego a la demandada, para que ejerzan su derecho de defensa.


 

3) De no existir prueba que evacuar, el juez conciliador resolverá sobre la procedencia de la multa a la mayor brevedad.   


 


ARTÍCULO 69.- Del acuerdo conciliatorio y su homologación

 


1) Los acuerdos adoptados en el proceso de la conciliación deberán contener los requisitos establecidos en el artículo 12 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos no. 7727.  


 

2) El plazo para homologar el acuerdo conciliatorio es de ocho días hábiles. Cuando se celebre más de una audiencia, dicho plazo corre a partir del día siguiente a la celebración de la última de ellas. Firme el acuerdo, deberá pasar al Juez Ejecutor para lo de su cargo. La homologación extemporánea podrá acarrear responsabilidad disciplinaria del Juez, previo cumplimiento del procedimiento establecido en la ley.


 


ARTÍCULO 70.- De los Jueces de Juicio

 


La Corte Plena, establecerá el número de jueces de juicio requeridos para garantizar la eficiencia del servicio. La Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa podrá integrar y conformar las secciones del Tribunal en forma rotativa, las cuales se distribuirán los asuntos atendiendo al tipo de trámite, de la siguiente forma: las que celebren el juicio oral y público, incluyendo los de trámite preferente; los asuntos de puro derecho, o en los que no exista prueba que evacuar, y aquellos en las cuales las partes acuerden prescindir de las audiencias.   


 


ARTÍCULO 71.- De la integración de las secciones

 


Cada sección estará integrada por al menos cuatro jueces, tres de los cuales conformarán Tribunal de manera rotativa. 


 


ARTÍCULO 72.- De la competencia de los jueces de juicio

 


Cada sección será competente para conocer:


a.- Del juicio oral y público, así como todas las cuestiones y pruebas relativas al proceso, a partir del momento en el que se señale hora y fecha para la celebración de la audiencia.


b.- De los procesos de trámite preferente. 


c.- De los de puro derecho y aquellos en las que las partes acuerden prescindir de las audiencias, una vez que les sean turnados para fallo.

d.- Del dictado de la sentencia en aquellos procesos en los que se produzca allanamiento y cumplimiento de la conducta omitida al amparo del artículo 118 del CPCA.

 


ARTÍCULO 73.- De las funciones del juez de juicio

 


En su gestión, los jueces de juicio tendrán un rol activo y conformador.  Deberán realizar todas aquellas actuaciones y probanzas tendientes a determinar la verdad real de los hechos, garantizar el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia que dicten. Por lo cual, concluida la fase inicial, según se refirió, les corresponderá, entre otras funciones, las siguientes:


 


1) Adoptar, a instancia de parte, las medidas cautelares que estime necesarias, y ordenar de oficio, o a instancia de parte, medidas provisionalísimas y prima facie que aseguren la eficacia de la cautelar que se acoja finalmente (artículo 19 del CPCA).


 

2) Conocer sobre la acumulación de pretensiones (artículo 45 CPCA)


 

3) Ordenar de oficio, o a instancia de parte, la acumulación de procesos (artículo 47).   


 

4) Resolver sobre la procedencia de la aplicación del trámite preferente (artículo 60).


 

5) Resolver sobre la integración de la litis consorcio necesario (artículo 71 CPCA).


 

6) Señalar la hora y fecha para la celebración del juicio oral y público, de esta comparecencia, lo cual se hará en forma conjunta con el juez tramitador.


 

7) Celebrar el juicio oral y público, conforme lo establece el artículo 99 y siguientes del CPCA. 


 

8) Inmediatamente después de abierto el juicio oral, ampliar, adaptar, ajustar o aclarar las pretensiones y alegatos contenidos en la demanda, contrademanda, contestación y réplica.  Con ese fin dará la palabra a los interesados, a efecto de que formulen los alegatos correspondientes, y en caso absolutamente necesario, se dará un receso o suspensión de la audiencia, por un plazo no mayor a cinco días hábiles.  Para la aplicación de cualquiera de los supuestos consignados en este apartado, deberá respetarse siempre los principios del debido proceso, la defensa, el contradictorio y la bilateralidad de la audiencia.  (Artículos 90.1.b y 95 del CPCA).


 

9) Declarar privado el juicio oral por resolución motivada en todo o en parte.


 

10) Calificar el caso como complejo para los efectos del artículo 111.1 del CPCA, lo cual deberá hacer saber a las partes antes de finalizar la audiencia.  


 

11) Suspender el juicio oral en aquellos casos en que la ley lo autorice o en protección al derecho de defensa, por el plazo de cinco días hábiles, los que en circunstancias especiales o extraordinarias, podrán extenderse hasta quince días hábiles, pasados los cuales, si es imposible continuar con la audiencia, producirá la nulidad de todo lo actuado y resuelto.


 

12) Resolver de forma inmediata y oral de las vicisitudes procesales que surjan durante la celebración del juicio oral, en cuyo caso podrá disponer de un receso de la audiencia, si lo considera indispensable para la solución de lo gestionado,  todo  ello de conformidad con lo establecido en el numeral 100 inciso 4) del CPCA. 


 

13) Realizar las preguntas y repreguntas que estime pertinentes y necesarias para la determinación de la verdad real u objetiva en el proceso, ya sea sobre los hechos esgrimidos por las partes, o cualquier otro que el tribunal estime pertinente o necesario.  Las partes podrán objetar cualquiera de las preguntas formuladas por el Tribunal cuando las consideren sugestivas, capciosas o impertinentes. El Tribunal resolverá de inmediato y en forma oral sobre la objeción planteada. 


 

14) Ejercer durante la celebración del juicio oral (privado o público), los poderes de ordenación e instrucción establecidos en la ley y aquellos necesarios para garantizar el pleno respeto a los principios de la oralidad y el derecho de defensa de las partes. Así mismo podrá imponer las multas y sanciones disciplinarias que estime pertinentes, de conformidad con lo dispuesto en la LOPJ.  


 


15) Ordenar la reapertura del debate con interrupción del plazo para deliberar y dictar sentencia, en el supuesto contemplado en el numeral 110 del CPCA, en cuyo caso el señalamiento para la evacuación de la prueba deberá disponerse en un plazo máximo de quince días contados a partir de aquel en que se cerró el debate original. Las pruebas requeridas a tal efecto, podrán versar sobre los hechos discutidos en las diversas etapas del proceso o sobre cualquier otro hecho que el tribunal estime pertinente o necesario. 


 


16) Antes de la conclusión del juicio oral, público o privado, podrá cuando resulte procedente, instar a los actores para que se unan en un solo proceso, conforme a lo establecido en el artículo 48 del CPCA. 


 

17) Resolver mediante auto fundado acerca de  la procedencia o no del trámite preferente previsto en el numeral 60 del CPCA. En caso de aceptar tal trámite, el expediente continuará su procedimiento hasta el dictado de la resolución de fondo ante el Tribunal de Juicio que por turno corresponda. El Tribunal podrá en este caso celebrar las audiencias orales que resulten necesarias para garantizar a las partes el debido proceso. A efecto de cumplir con lo preceptuado en la ley y este reglamento con relación al trámite preferente, deberá el Tribunal reservar al menos dos audiencias por semana en su agenda.  


 

18) Resolver de oficio acerca de su competencia (art. 120 CPCA)


 

19) Ordenar la suspensión del proceso, cuando así lo soliciten las partes de común acuerdo de conformidad con lo establecido en el artículo 79 del CPCA, siempre que el proceso en ese momento este siendo tramitado por el Tribunal de Juicio. 


 


20) Declarar de manera anticipada la terminación del proceso, en los supuestos de desistimiento y satisfacción procesal, siempre que por el estado del proceso este se encuentre en conocimiento del Tribunal de Juicio. 


 

21) Resolver a cerca de la equiparación en lo judicial, total o parcial, de la resolución administrativa firme y favorable al administrado, conforme a lo establecido en el artículo 116 del CPCA.


 

22) Dictar sin mayor dilación la resolución de fondo en los supuestos previstos en los numerales 69, 98.2)  y 118.2) del CPCA. En estos casos, deberá el Tribunal llevar un estricto turno de la distribución interna que de estos procesos se realice a los integrantes del Tribunal. 


 

23) En caso de que, durante la audiencia oral y pública, las partes manifiesten expresamente su intención de conciliar, de forma inmediata el proceso se remitirá al Juez Conciliador, para que realice la audiencia o señale hora y fecha para su celebración.


 

ARTÍCULO 74.- De los criterios a utilizar para distribuir los asuntos a cada sección

 


La Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa determinará la distribución de los asuntos que deba conocer cada una de las secciones del Tribunal de conformidad con el artículo 70 de este Reglamento. 


 

ARTÍCULO 75.- De la remisión de los asuntos que prescindan del juicio oral 

 


En los asuntos de puro derecho y en los que se prescinda de la audiencia oral, una vez listos para fallo, el juez tramitador los remitirá, sin más trámite, a la sección encargada de su conocimiento. 


 


ARTÍCULO 76.- De la remisión de los expedientes a las secciones que deban celebrar audiencia oral y pública

 


Los expedientes serán remitidos a las secciones que deban celebrar audiencia oral y pública, inmediatamente después de notificada la resolución que señala la hora y fecha para la celebración de dicha audiencia. El expediente será entregado directamente al juez al que por turno le corresponda presidir en dicha audiencia. 


 


ARTÍCULO 77.-  Citación a juicio

 


Fijada hora y fecha para la celebración del debate oral y público, cada parte debe citar y hacer comparecer sus testigos y peritos, para lo cual quedan a su disposición las cédulas de citación en el Despacho. Solo en los casos en que estos no comparezcan, y se demuestre previamente o durante el debate que el testigo o perito fue debidamente citado, el Tribunal ordenara su presentación por medio de la Fuerza Pública.


Si en autos consta medio o lugar para localizar o notificar al perito, el Tribunal realizará la citación respectiva a juicio.


 


ARTÍCULO 78.- Del Juez Ponente

 

1) El juez ponente presidirá el debate.


 

2) Durante el plazo establecido por el tribunal para el dictado de la sentencia con observancia del señalado por el artículo 111 del CPCA, y a efecto de posibilitar la emisión del fallo correspondiente, el juez ponente estará excluido de participar en la celebración de otros juicios orales.


 


ARTÍCULO 79.- Clausura del debate y deliberación

 


1) Rendidas las conclusiones, el tribunal declarará cerrado el debate y convocará a las partes para el dictado íntegro de la sentencia o su parte dispositiva cuando así corresponda. 


 

2) Acto seguido, los jueces que integraron el tribunal se retirarán a deliberar en sesión secreta y adoptarán la decisión pertinente


 


3) Si por lo avanzado de la hora, no es posible deliberar de forma inmediata, podrá diferirse esta etapa al día hábil siguiente.


 


4) En los casos calificados como complejos, conforme al artículo 73 inciso 10 de este Reglamento, el plazo de deliberación será hasta de dos días hábiles.


 

5) Durante la etapa de deliberación los jueces del tribunal se encuentran impedidos de participar en otros juicios orales.


 

6) El tribunal llevará un rol para distribuir aquellos asuntos en los que el Juez ponente salve su voto.


 


ARTÍCULO 80.- Votación

 

Las decisiones se adoptarán en forma unánime o por mayoría. En caso de existir voto salvado, el Juez que disienta, fundamentará y consignará su voto en los términos contemplados en el apartado 3 del artículo 111 del CPCA, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria que dicha omisión le pueda acarrear, previo cumplimiento del procedimiento administrativo correspondiente.


 


 


ARTÍCULO 81. Deliberación: suspensión e interrupción

 


1) La deliberación se llevará a cabo sin interrupción, salvo que concurran motivos de fuerza mayor o enfermedad de alguno de los jueces.  Una vez desaparecida la causa, se constituirá nuevamente el Tribunal para la deliberación y dictado de la sentencia, previa comunicación a las partes.


 

2)  De igual modo, será causa de interrupción de la etapa de deliberación y decisión, la reapertura del debate contemplada en el numeral 110 del CPCA y 73.15 de este Reglamento. 


 

 

ARTÍCULO 82.- Del plazo para dictar sentencia

 


1) En aquellos supuestos calificados como complejos antes de finalizada la audiencia oral, de conformidad con el artículo 111.1 del CPCA, la fundamentación de la sentencia se dictará y comunicará a las partes, en el plazo máximo de quince días hábiles, los cuales empezarán a contar a partir del día hábil siguiente a la clausura del debate. No obstante para la comunicación de la parte dispositiva de la sentencia, se estará a lo dispuesto en los artículos 79 y 83 del presente Reglamento.


 

2) En los casos en los cuales las partes acuerden prescindir de la celebración de las audiencias, la sentencia se dictará dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la notificación a todas las partes, del auto que acoge la gestión (artículo 69.2 del CPCA).


 

3) En los asuntos tramitados de forma preferente, la sentencia deberá dictarse en un plazo de cinco días hábiles, que se contarán a partir del día en que los autos quedaron listos para dictar sentencia, o bien, contados a partir de concluida la audiencia (artículo 60.6 del CPCA).


 

4) En los asuntos de puro derecho o aquellos en los que no haya prueba por evacuar, la sentencia deberá dictarse en el plazo máximo de los quince días hábiles  siguientes a la remisión del expediente por parte del Juez Tramitador.  


 


5) En los supuestos del artículo 114 y 118.2 del CPCA, el plazo para el dictado de la sentencia será de cinco días hábiles.


 


ARTÍCULO 83.- De la forma y contenido de la sentencia

 


1) La sentencia será dictada en forma oral, consignándola debidamente en los medios tecnológicos correspondientes que posea y disponga el Poder Judicial. Cuando sea estrictamente necesario podrá dictarse en forma escrita.


 


Cuando resulte imprescindible transcribirla para su ejecución, sólo se consignarán los aspectos necesarios.  


 


2) En los supuestos en que se dicte tan solo la parte dispositiva de la sentencia, los jueces expondrán lacónicamente a las partes y al público los fundamentos de su decisión.


 

3) Para la interposición de recursos, serán aplicables las reglas estipuladas en el Título VI del CPCA así como el artículo 47 del presente Reglamento.


 

ARTÍCULO 84.- De las sentencias anuladas

 

1) Las sentencias emitidas sin celebración del juicio oral y público, y que resulten anuladas por el Tribunal de Casación o la Sala Primera de la Corte Suprema de  Justicia, serán conocidas nuevamente por la sección que emitió el fallo anulado.


 


2) Las sentencias que se dicten como resultado del juicio oral y público, que sean anuladas por los órganos mencionados en el inciso anterior, deberán dictarse por una sección distinta a la que emitió la resolución anulada, únicamente cuando la resolución que se dicte, ordene reponer el juicio oral y público. En este último caso, a efecto de determinar la sección a la que le corresponda conocer el asunto, el juez coordinador aplicará un estricto orden de suplencias, previamente establecido por el Consejo de Jueces y el sistema de reparto informático.


 

ARTÍCULO 85.- De los Jueces Ejecutores

 


1) Los Jueces Ejecutores actuarán observando estrictamente los procedimientos dispuestos en el Título VIII, Capítulo I, del Código Procesal Contencioso Administrativo. 


 

2) En el ámbito de su competencia, no están supeditados más que a los términos de la sentencia o auto sentencia que se ejecuta, o del acto administrativo firme y favorable para el administrado, cuya ejecución se pretende, así como al acuerdo conciliatorio o de transacción debidamente homologado. 


 

3) Una vez firme la sentencia respectiva, en caso de existir condenatoria que ejecutar, sin mayor demora la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda o el Tribunal Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, según sea el caso, remitirán al Juez Ejecutor el expediente respectivo, para lo de su cargo.


ARTÍCULO 86.- De la competencia de los Jueces Ejecutores

 


Los Jueces Ejecutores tendrán las siguientes competencias: 


 

1) Ejecutar todas las sentencias y resoluciones firmes propias del ámbito de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.


 

2) Dictar y ejecutar a instancia de parte, las medidas cautelares, que propicien el correcto, pronto y debido cumplimiento de la sentencia. Asimismo ejecutará las medidas cautelares adoptadas en cualquiera de las etapas del proceso por los distintos órganos de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, salvo lo dispuesto en el artículo 44 de este Reglamento. 


 

3) Delegar o pedir la colaboración o auxilio de la fuerza pública y de cualquier otro órgano coercitivo, cuando sea necesario, para ejecutar la sentencia, y ésta haya impuesto obligaciones de hacer, no hacer o de dar, que no hayan sido cumplidas voluntariamente por quien deba hacerlo.


 

4) Analizar la procedencia del otorgamiento de un plazo de tres meses, o su eventual prórroga, por única vez, en los supuestos en que la sentencia firme no pueda ser ejecutada de inmediato, por la Administración o el funcionario obligado a ello. Para tal efecto, mediante resolución motivada, deberá valorar la procedencia de la causa que justifique la medida excepcional. 


 


5) Resolver las excusas que presenten los funcionarios a quienes les corresponda el cumplimiento de una sentencia firme, que tenga como finalidad deslindar su responsabilidad.


 

6) Imponer las multas a los funcionarios públicos que incumplen sin justa causa, los requerimientos del Juez Ejecutor, tendentes a la efectiva ejecución del fallo.


 


7) Expedir las certificaciones de las resoluciones firmes que imponen las multas y dar aviso inmediato a la Procuraduría General de la República o a los representantes de las entidades públicas descentralizadas, para el respectivo cobro.

8) Ordenar la ejecución subsidiaria, con cargo a la Administración condenada, en los casos que sean necesario.

9) Celebrar las audiencias orales que sean necesarias para evacuar pruebas, conforme el Titulo V y numeral 164 inciso 2) del CPCA.


 

10) Dictar las sentencias que le corresponde emitir.


 


11) Emitir las certificaciones o las ejecutorias de las sentencias, para los efectos correspondientes. El costo del impuesto de timbre corre por cuenta de la parte interesada.

12) Efectuar la comunicación a la Contraloría General de la República, en los casos en que la Administración descentralizada vencida, transcurrido el plazo de tres meses a partir de la firmeza de la sentencia, no haya iniciado los trámites presupuestarios necesarios para pagar al vencedor. Cuando proceda, podrá dimensionar los efectos de la medida.

13) Ejecutar los laudos arbitrales firmes, que produzcan cosa juzgada material, en los que intervenga como parte un órgano o ente de la Administración Pública. 


 

14) Realizar los embargos que faculte la ley, con pleno respeto a los límites explícitos dispuestos por las normas. 


 

15) Ordenar y celebrar los remates de los bienes embargados, así como poner en efectiva posesión a quien corresponda, realizando la imputación de pagos y la declaratoria de saldo en descubierto, cuando corresponda.


 


16) Resolver las gestiones de fraccionamiento del pago de las sumas condenadas en sentencia.

17) Ordenar la suspensión de la ejecución del fallo, en los casos en que sea pertinente y esté debidamente justificado.

18) Anular las conductas administrativas contrarias a la sentencia ejecutada. Para este efecto, cuando a solicitud de parte, el Juez Ejecutor deba evaluar la posibilidad de anulación, a efectos de resguardar el debido proceso respecto de terceros que deriven derechos, deberá observar,  en lo que sea compatible, el procedimiento que disponen los artículos 163 inciso 2) y 164 del CPCA.


 

19) Remitir los autos al superior, tratándose del recurso de apelación o del recurso de casación, según corresponda. El Juez Ejecutor deberá velar para que el expediente judicial y el administrativo se encuentren en perfecto estado y debidamente foliados.


 

20) Resolver las liquidaciones de daños y perjuicios a que se refieren los artículos 26.2 y 28.5 CPCA, o en su caso, ordenar la devolución de las garantías, a quien corresponda.


 


21) Ejecutar el secuestro del expediente administrativo, cuando así se ordene por resolución judicial.


 


22) Ejecutar los actos administrativos firmes y favorables.


 


23) Las demás que establezca el ordenamiento jurídico. 


 


Capítulo IV

Del funcionamiento del Juzgado Contencioso Administrativo 

y Civil de Hacienda

 

ARTÍCULO 87.- Funciones

 


Corresponderá al Juzgado Contencioso Administrativo y  Civil de Hacienda, realizar las siguientes funciones: 


 


1) Continuar con el trámite de los procesos contenciosos administrativos y ordinarios civiles de hacienda, hasta su fenecimiento, incluyendo la ejecución de la sentencia respectiva, presentados con anterioridad al 31 de diciembre del 2007,  sin importar la etapa procesal en que se encuentren;  los cuales deben ser resueltos conforme a las normas vigentes a la fecha de su presentación. De igual forma conocerá de la impugnación de los actos que hayan quedado firmes en la vía administrativa antes de la vigencia del CPCA, según lo dispone el Transitorio III del  CPCA.


 

2) De las ejecuciones de sentencia, sin importar su cuantía,  que tengan por base la ejecutoria del voto dictado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en materia de Hábeas Corpus y Amparo contra sujetos de derecho público, conforme lo dispuesto en los artículos 179 y siguientes del CPCA, salvo aquellas iniciadas antes de la entrada en vigencia del citado cuerpo normativo, que continuarán su substanciación, conforme a la ley anterior.


 

3) De las ejecuciones de sentencia, que tengan como fundamento la ejecutoria de la sentencia dictada por los Juzgados de Tránsito, Tribunales Penales siempre que exista condenatoria en abstracto, a favor o en contra de sujetos de derecho público; así como las dictadas por el Tribunal Supremo de Elecciones, que se substanciaran en lo que resulte aplicable, por lo dispuesto en el Capítulo II del Título VIII del CPCA.


 

4) De las diligencias especiales de avalúo por expropiación.


 

5) De los interdictos de cualquier cuantía, que se establezcan a favor o en contra, de un sujeto de derecho público.


 

6) Conocer en grado, de las resoluciones que dicte el Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios, mientras éste permanezca funcionando conforme lo establecido en el Transitorio V del CPCA.


 

7) De los demás asuntos que le encomiende la ley. ´


 


En el trámite y resolución de los procesos encargados al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, interpuestos a partir del primero de enero del 2008, serán aplicables, en lo pertinente, todas las disposiciones contenidas en el CPCA y en el presente Reglamento. 


 


ARTÍCULO 88.- De los Jueces

 


El Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, estará conformado por jueces tramitadores y decisores, así como por el personal administrativo y auxiliar, que determine la Corte para el desempeño de una correcta administración de justicia.


            Hasta tanto no se designe un Juez Conciliador para el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, las conciliaciones requeridas en los asuntos tramitados ante ese Despacho bajo las reglas del CPCA, serán realizada por uno de los jueces conciliadores que integran el Tribunal, conforme al rol que se establezca para tal efecto.   


 

ARTÍCULO 89.- Jueces Tramitadores  


 


A ellos corresponderá realizar las siguientes funciones, sin perjuicio de aquellas otras que les asigne la ley:


1)     Resolver todo lo relativo al proveído del expediente, exceptuando aquellos provenientes del Juzgado Civil de Hacienda en apelación, firmando todas aquellas resoluciones interlocutorias que se dicten en estos. 


2)      En coordinación con los jueces decisorios deberá fijar las audiencias para recepción y prácticas de prueba, nombrar peritos e intérpretes y  firmar órdenes de giro.


3)       Resolver sobre la admisión de los recursos que se formulen, procurando el envío de los expedientes al órgano de alzada de manera diligente. 


4)      Dictar la resolución que corresponda en aquellas cuestiones de naturaleza incidental en las que no exista oposición. 


5)      Extender ejecutorias, constancias y otras certificaciones que se soliciten en todos aquellos procesos que tramiten ante el Juzgado.  


6)      Atender a las partes del proceso cuando así lo requieran y fuere procedente. 


7)      Distribuir las cargas de trabajo al personal auxiliar, con apoyo del asistente judicial.  


8)      En los procesos que se encuentren en etapa de ejecución deberá dictar las resoluciones que correspondan para el cumplimiento de lo ordenado en sentencia, incluyendo el señalamiento de hora y fecha para remate y su correspondiente  celebración. 


 

 

 

ARTÍCULO 90.- Jueces Decisorios

 


Corresponderá a ellos realizar las siguientes funciones, sin perjuicio de las otras que les asigne la ley:


 


1)     Definir sobre la admisión de la prueba, así como también celebrar las audiencias necesarias para su recepción,  tanto en el asiento del órgano jurisdiccional como fuera de él.  


2)     Decidir sobre la adopción o no,  de las medidas cautelares que se soliciten de manera anticipada o en el curso del proceso.  


3)     Dictar de las sentencias de fondo así como su adición y aclaración, en los procesos ordinarios o abreviados y las defensas previas que en ellos se formulen; en ejecuciones de sentencia, interdictos y expropiaciones que se sometan a su conocimiento.


4)     Dictar la resolución de fondo en aquellas cuestiones incidentales  en las que exista oposición.  


 


TÍTULO iII

Trámite y Proceso Electrónico

capítulo I

De la Informatización del Proceso Judicial

 


ARTÍCULO 91.-  En la comunicación de los actos, la transmisión de piezas procesales y  la tramitación del proceso contencioso administrativo y civil de hacienda en general, será admisible el uso de medios electrónicos en los términos de este Reglamento.


Los órganos jurisdiccionales de cualquier otra materia y otras oficinas judiciales podrán aplicar el trámite y proceso electrónico regulado en este Título.  


 


ARTÍCULO 92.-  Para lo dispuesto en este Reglamento se considera:


1) Documento Electrónico: Es cualquier manifestación con carácter representativo o declarativo, expresado o transmitido por un medio electrónico o informático. (tomado de la definición que hace Hacienda en la resolución Nº DGT-22-07)


2) Medio electrónico: cualquier forma de almacenamiento o transferencia de documentos y archivos electrónicos.


3) Transmisión electrónica: toda forma de comunicación a distancia con utilización de redes de comunicación. 


4) Identificación digital: son las siguientes formas de identificación inequívoca y única del suscriptor:


            a.- mediante registro como usuario en el Poder Judicial, conforme lo regulado por los órganos respectivos.


            b.- mediante la suscripción  por medio de dispositivos tecnológicos  de seguridad.


 


ARTÍCULO 93.- El envío de peticiones, de recursos y la práctica de actos procesales en general por medio electrónico, será admitido mediante el uso de la identificación digital, en la forma del artículo 92 de este Reglamento, siendo obligatoria la acreditación  en las oficinas que así lo establezca la Dirección Ejecutiva.


ARTÍCULO 94.- La acreditación en el Poder Judicial será realizada mediante procedimiento en el cual se asegurará la adecuada identificación del interesado.


ARTÍCULO 95.- Al acreditado le será atribuido un registro y un medio de acceso al sistema, de modo que se preserven el secreto, la identificación y seguridad de sus comunicaciones. El uso del registro y del medio de acceso al sistema será responsabilidad exclusiva del acreditado.


ARTÍCULO 96.- El Departamento de Tecnología establecerá un registro único para la acreditación prevista en el artículo anterior.


ARTÍCULO 97.- Se considerarán realizadas las gestiones procesales por medio electrónico en el día y hora de su recibido al sistema informático del Poder Judicial, el que emitirá un acuse de recibo electrónico.  


 

Capítulo II

De la Comunicación Electrónica de Actos Procesales

 

 ARTÍCULO 98.- Para la publicación de actos judiciales y administrativos propios y los de sus órganos subordinados, así como para comunicaciones en general, los tribunales podrán crear un Boletín Judicial electrónico, disponible en un sitio en la página web del Poder Judicial.


 

ARTÍCULO 99.- Las publicaciones de que trata el artículo anterior deberán contener el nombre y cargo de quien las suscribe.


 

ARTÍCULO 100.- Se considerará como fecha de la publicación, el primer día hábil siguiente al que se realice aquella en el Boletín Judicial electrónico. 


 


ARTÍCULO 101.- Los plazos procesales correrán a partir del primer día hábil siguiente al reputado como fecha de publicación. 


 


ARTÍCULO 102.- En el proceso electrónico todas las notificaciones, serán efectuadas a través de cualquiera de los medios contemplados en el artículo 92 de este Reglamento, en la forma y excepciones que la Ley de Notificaciones, Citaciones y Otras Comunicaciones Judiciales establece. Para el caso de las notificaciones personales deberá la parte interesada aportar las copias necesarias.


 


ARTÍCULO 103.- Cuando, por motivo técnico, resulte inviable el uso del medio electrónico para la realización de la notificación, esos actos o actuaciones procesales podrán ser practicados según las reglas ordinarias, digitalizándose el documento físico. 


 


Capítulo III

Del Proceso Electrónico

ARTÍCULO 104.- El Departamento de Tecnología de Información del Poder Judicial deberá desarrollar sistemas electrónicos de procesamiento de las acciones judiciales por medio de resoluciones total o parcialmente digitales, utilizando, preferentemente, Internet y acceso por medio de redes internas y externas.


 


ARTÍCULO 105.- Todos los actos procesales deberán contener el nombre y el cargo del funcionario que los emite. 


 


ARTÍCULO 106.- Los documentos físicos se incluirán por medio de sistemas digitales al expediente electrónico, los que se certificarán y devolverán a su tenedor; quien los conservará y presentará al Despacho en el momento en que este  último lo requiera.


 


ARTÍCULO 107.- El traslado de la demanda y la presentación de la contestación, de los recursos y de las peticiones en general en el proceso electrónico, deben ser hechas por medios electrónicos, sin necesidad de presentación física en el despacho, caso en el cual la tramitación electrónica deberá darse de forma automática, y se suministrará acuse de recibo electrónico. 


 


ARTÍCULO 108.- En el emplazamiento, el demandado podrá elegir si desea que el proceso judicial continúe tramitándose de manera electrónica, o si por el contrario, desea que sea tramitado por la vía convencional, de lo cual deberá realizar manifestación expresa. Concluido este plazo, se tendrá como aceptada la tramitación en forma electrónica hasta su fenecimiento, sin perjuicio del cambio de medio para recibir notificaciones.


 


ARTÍCULO 109.-  Para los efectos del plazo, se tendrán como presentados en tiempo los documentos aportados o remitidos hasta las 24 horas del último día hábil.


 


ARTÍCULO 110.- En el caso del artículo 109, si por motivos técnicos no se pudiera acceder al sistema informático del Poder Judicial, el plazo se prorroga automáticamente hasta el primer día hábil siguiente a la solución del problema.


 


ARTÍCULO 111.- El Departamento de Tecnología del Poder Judicial deberá disponer de equipos para la consulta de expedientes en forma centralizada o individual en cada oficina.


 


ARTÍCULO 112.- Los documentos producidos electrónicamente y presentados en los procesos electrónicos con garantía de su origen y remitente, en la forma establecida en este Reglamento, serán considerados originales para todos los efectos legales.


 

ARTÍCULO 113.- Los extractos digitales y los documentos digitalizados y aportados al expediente electrónico por instituciones públicas o privadas, abogados o cualquier otro legitimado para ello tendrán la misma fuerza probatoria de los originales, sin perjuicio de lo indicado en el artículo 82 del CPCA.


 

ARTÍCULO 114.- Si existen documentos cuya digitalización sea técnicamente inviable debido a su gran volumen, ilegibilidad o cualquier otro motivo, el Despacho hará la prevención respectiva para que dentro del plazo de cinco días hábiles se presenten físicamente o en forma electrónica, según sea el caso.


 


ARTÍCULO 115.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 40 de este Reglamento en cuanto a la destrucción de la copia del expediente administrativo, los documentos a que hace referencia el artículo anterior, una vez fenecido el proceso, quedarán a disposición de la parte interesada por un periodo de sesenta días hábiles.  Una vez concluido este plazo se autorizará su destrucción de los mismos.


 


ARTÍCULO 116.- El expediente electrónico será consultado por medio de Internet, además de áreas o equipo de consulta. En caso de requerir copia ésta se realizará en formato digital, para lo cual la parte interesada deberá cubrir el costo del  dispositivo necesario.


 


ARTÍCULO 117.- Se conservarán en formato electrónico todos los expedientes, según el plazo de conservación vigente. 


 


ARTÍCULO 118.- El expediente electrónico deberá ser protegido por medio de sistemas de seguridad de acceso y almacenados en un medio que garantice la preservación e integridad de los datos.


 


ARTÍCULO 119.- Cuando el expediente electrónico deba ser remitido a una instancia superior se hará en formato electrónico


Capítulo IV

Disposiciones Generales y Finales

 

ARTÍCULO 120.- Los sistemas informáticos deben ser capaces de identificar los casos en que exista identidad de partes para los efectos procesales correspondientes. 


 


ARTÍCULO 121.- Los libros de entrada y otros registros podrán ser generados y almacenados en medio totalmente electrónico.


 


TITULO IV

Disposiciones finales

 


ARTÍCULO 122.- Responsabilidad del abogado

1) El Despacho, de oficio, está en la obligación de poner en conocimiento del Colegio de Abogados, la inasistencia injustificada del abogado a la audiencia para la que fue debidamente convocado, a efectos de que inicie el procedimiento disciplinario que proceda.


 


2) El Despacho remitirá al Colegio de Abogados, las piezas certificadas atinentes a la falta, incorporando las actuaciones o documentos en los que conste la dirección del proceso asumida por el profesional y el lugar señalado para oir notificaciones.


 


ARTÍCULO 123.- Potestad disciplinaria

En la celebración de las audiencias orales, el Despacho observará y aplicará el régimen disciplinario, sobre las partes, sus abogados y demás asistentes, según lo dispuesto en el Título VIII, Capítulo VI, artículos 216 al 223, de la LOPJ.


 


ARTÍCULO 124.- Aplicación supletoria de otros reglamentos dictados por el Poder Judicial

En lo que no esté expresamente contemplado en el presente Reglamento, regirá en lo pertinente lo que haya dispuesto la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia, mediante la promulgación de otros reglamentos específicos. En caso de conflicto, prevalece lo que aquí se haya dispuesto.


 


ARTÍCULO 125.- Publicación y vigencia del Reglamento

 

El presente Reglamento rige a partir de su publicación en el Diario Oficial.


 

TITULO V

Disposiciones transitorias

 


TRANSITORIO I.- Conocimiento de los procesos en tanto no sean creados  los Tribunales Regionales

 


Hasta tanto no sean creados los Tribunales Contencioso-Administrativos y Civiles de Hacienda, en otras regiones distintas de la actual, los procesos se tramitarán en el Circuito Judicial que disponga la Corte Plena, en la provincia de San José.


 


TRANSITORIO II.- De la función temporal del conocimiento del recurso de apelación, por parte de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia

 


1) Hasta tanto sea constituido el Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia deberá conocer de los recursos de casación y de apelación que le competan a aquél órgano, aplicando en lo que proceda, las normas del presente Reglamento.

2) Para conocer de todos los recursos de apelación contemplados en el CPCA, el Tribunal de Casación, ejercido temporalmente por la Sala Primera, estará conformado por tres de sus magistrados, en atención a lo dispuesto por el artículo 6 del presente Reglamento. 

3) Una vez que la Corte Plena integre y designe el citado Tribunal y éste entre en funcionamiento, los asuntos pendientes de fallo, por parte de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, y que hayan sido de su conocimiento en forma transitoria, serán remitidos al Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo y Civil de Hacienda, para su trámite y resolución.

 

TRANSITORIO III.- De la organización del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Excepciones

 


Las Secciones del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda que deban seguir conociendo los juicios, de acuerdo con las disposiciones del transitorio IV del CPCA, y mientras conozcan de esas materias, hasta el fenecimiento de lo allí dispuesto, se regirán por las siguientes disposiciones: 


 


1) En forma separada del resto de las Secciones del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, sus integrantes podrán celebrar sesiones de Consejo de Jueces, tomar sus propios acuerdos, ejecutarlos, y designar un Juez Coordinador y un Suplente. En esa función no podrán comprometer a las demás Secciones del citado Tribunal, que no están cubiertos por la presente excepción.


 


2) Para el trámite de sus asuntos, continuarán con la actual estructura administrativa, lo que incluye: la conformación de las secciones existentes, el Juez Coordinador, Juez Tramitador y el personal auxiliar respectivo. En este caso sus miembros no estará sujeto a disponibilidad.


 


3) De conformidad con el artículo 189 del CPCA, la Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativo designará a tres de los jueces del Tribunal Contencioso Administrativo encargado de conocer los procesos escritos amparados a la legislación anterior, para que formen parte de la nueva estructura organizativa creada por el mencionado Código, a efecto de que, a partir del primero de enero del 2008, conozcan de todo lo relacionado con la jerarquía impropia y los procesos contemplados en los artículos 69 y 98.2 del CPCA. 


 


Los procesos que a esa fecha hubieren sido turnados a dichos jueces, serán redistribuidos equitativamente entre los demás miembros del Tribunal encargado de conocer los asuntos tramitados de acuerdo la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Junto con los tres funcionarios indicados, también se trasladarán dos de los empleados auxiliares para que les asistan en sus nuevas funciones, conservando su categoría, derechos y obligaciones.


 


4) Las resoluciones firmes que produzcan cosa juzgada, dictadas por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, o por las Secciones del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda conociendo los procesos escritos, de conformidad con la LRJCA y de acuerdo con las disposiciones de los transitorios III y IV del CPCA, serán ejecutadas por el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Las que se relacionen con los procedimientos especiales de la LRJCA, serán ejecutadas por la misma Sección que la dictó. 


 

5)                 Una vez concluidas las funciones previstas en el transitorio IV del CPCA, todos los funcionarios y empleados a que se alude en el párrafo 1) de este artículo, se incorporarán a la estructura organizativa y funcional creada por el CPCA, conservando su categoría. El Juez Coordinador de tales secciones, conservará su plus salarial por el resto del período por el que hubiere sido nombrado como tal. 

 

TRANSITORIO IV.- De la función temporal de la vía civil de hacienda de asuntos sumarios

 


1) El Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios, continuará tramitando los asuntos bajo su competencia, al amparo de las leyes respectivas y hasta que sobrevenga el plazo de tres años que prevé el transitorio V del CPCA. 


 


2) Transcurrido ese plazo, los asuntos que aún estén pendientes de fallo, en primera instancia, serán remitidos al Juzgado de Cobro Judicial, atendiendo a los criterios de cuantía y territorio que resulten aplicables. 


 


3) El Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios,  mientras permanezca en funciones, podrá designar un Juez Coordinador, en sesión de Consejo de Jueces.


 


4) Durante el período de los tres años indicados en el inciso primero del presente artículo, la Corte Plena o el Consejo Superior, según sea el caso, podrá revisar las necesidades de recurso humano, a fin de ajustar los requerimientos a la realidad. Para tal efecto se podrá pedir informes de gestión, de evaluación o de seguimiento, a las instancias pertinentes. 


 


TRANSITORIO V.- De las oficinas administrativas

 


Todos los aspectos relacionados con la recepción de documentos, notificaciones, depósitos, órdenes de giro y correo interno atinentes a los despachos ubicados en el Anexo A, se canalizarán por medio del II Circuito Judicial, hasta tanto no sean creadas las respectivas oficinas administrativas de apoyo.


Todos los Despachos y oficinas de la Jurisdicción Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, con independencia de las normas procesales con que tramiten sus asuntos, sea Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa o Código Procesal Contencioso Administrativo, serán traslados en el segundo semestre del año 2008, al Anexo A del II Circuito Judicial. La Dirección Ejecutiva tomará las medidas pertinentes para el adecuado traslado. 


 


Mientras existan los despachos encargados de conocer los asuntos bajo la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, se asignarán al Juzgado y al Tribunal nuevos, Códigos de Despacho paralelos e independientes a los que ya existen, para todo el manejo del sistema informático y telemático. La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Planificación harán los trámites y asignaciones correspondientes a la brevedad posible.    


 


TRANSITORIO VI. De las plazas nuevas

 


La Corte Suprema de Justicia incluirá en el presupuesto del Poder Judicial, las plazas nuevas de los Jueces y del personal subalterno que sean necesarias para la puesta en funcionamiento del nuevo sistema procesal.


 


TRANSITORIO VII. De la organización de las oficinas judiciales

 


La Corte Suprema de Justicia podrá abrir o reorganizar oficinas, asignar recargos y modificar el perímetro judicial, siempre que ello resulte indispensable para la mejor aplicación del CPCA.


 


San José, 23 de enero de 2008.-

 


 


 


 


Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte

 

Maricruz
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12 de Febrero del 2008

Fecha de Publicación: 07 de Marzo del 2008

Descriptores/Temas: undefined

Aclara: Circular de Secretaría de la Corte 051 del año 2007
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°024 del 12 de febrero del 2008


 Publicada en el Boletín Judicial Nº 48 del 7 de marzo del 2008

 

CIRCULAR N° 024-08

 

ASUNTO:    Aclaración de la Circular N° 51-07 “Sobre el perfil de los cargos de Asistente Judicial, Juez Tramitador y Juez Coordinador”, publicada en el Boletín Judicial N° 109 del 7 de junio de 2007.-

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena en sesión N° 10-07, celebrada el 9 de abril de 2007, artículo XIX,   aprobó el perfil para el cargo de Juez Tramitador, y entre otras funciones le asignó la de “Suplir la ausencia de otros jueces, cuando resulte indispensable para el normal funcionamiento del despacho”.

La Corte Plena en sesión N° 04-08, celebrada el 4 de febrero de 2008, artículo XII, dispuso aclarar que esa función se refiere  a los despachos en los que los jueces son de  igual categoría, y no en aquellos que el Juez Tramitador tenga una categoría diferente a los jueces del tribunal.

 

            San José, 12 de febrero de 2008.-

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria  General de la Corte

 

CC:      Diligencias   

 

Maricruz
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°081 del 17 de junio del 2008


 

Publicada en el Boletín Judicial Nº 127-08 del 2 de julio de 2008 

CIRCULAR Nº 81-08

 


ASUNTO:       Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial.  


  


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS 

SE LES HACE SABER QUE:

 


La Corte Plena, en sesión N° 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo XIII, aprobó la “Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial” cuyo texto es el siguiente: 


 

Introducción

              El Poder Judicial consecuente con su compromiso de trabajar en la defensa de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, a través de la Comisión de Accesibilidad y la Secretaría Técnica de Género, desarrolla durante el año 2006 una investigación con perspectiva de género, en relación con las condiciones institucionales en torno al cumplimiento del marco jurídico que protege los derechos humanos de las personas con discapacidad; desde la perspectiva de las (os) servidoras (es), las (os) usuarias (os), la organización y los medios destinados a este propósito, motivando así el diseño de iniciativas concretas para su cumplimiento en políticas y programas de la institución. 


              Es así como surge la propuesta de la Declaración de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, como una manifestación de profundo respeto al principio de igualdad, al asegurar que todas las acciones del quehacer judicial incorporen y posibiliten la igualdad de oportunidades y la transversalidad de la discapacidad, entendida esta, como un proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de este sector de la población, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, para que todos los servicios se brinden en condición de igualdad y equidad. En la elaboración de esta propuesta participaron activamente integrantes de la Comisión de Accesibilidad, funcionarias (os) judiciales y población con discapacidad usuaria de los servicios del Poder Judicial.


              Con el fin de obtener una validación institucional a través de un proceso participativo y crítico, que involucre a las (os) funcionarias (os) judiciales, se presenta este documento como una propuesta de trabajo, que permitirá en una etapa posterior, una vez incluidas las observaciones que resulten de este proceso, someterla a conocimiento de Corte Plena para su aprobación, legitimando así su futura aplicación. 


 


DECLARACION DE LA POLÍTICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL

 

Considerando:

·         Que el derecho a la igualdad y no discriminación de todos los seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos de protección de los derechos humanos tales como: Declaración Universal de los Derechos Humanos (
[1]), Pacto de Derechos Civiles y Políticos(
[2]) y la Convención Americana de Derechos Humanos (



[4]) Pacto de Derechos Civiles y Políticos(
[5]) y la Convención Americana de Derechos Humanos(
[6]). 


·         Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. La cual establece el derecho de la población con discapacidad a no ser discriminada(

[8]).


·         Que la Constitución Política Costarricense reconoce el derecho a la igualdad(
[9])y los derechos al acceso a la justicia(






[12]) 


·         El principio de equiparación: utilizar acciones afirmativas o medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales conforme a los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos que establece: “No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o preferencia…(



[14]). 

·        El principio de accesible: brindar facilidades para que todas las personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicación (






[17]). 

·         Principio de Participación conforme a la edad cronológica: relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la edad cronológica 


              Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Código de Ética de la justicia como un servicio público; la independencia judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participación ciudadana; el mejoramiento de la administración de la justicia; el acceso a las instancias judiciales; así como los deberes de capacitación judicial, reserva e imparcialidad.


            Incorporar los principios enunciados en el Código de Ética con el fin de promover la igualdad de las personas en condición de discapacidad.


 


Acuerda:

1.      Adoptar una Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad que de manera transversal, prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para garantizar la igualdad de  oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial(
[18]).


2.      Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos institucionales, así como en los procesos de planificación, en los planes anuales operativos y presupuestos (
[19]).


3.      Incorporar todos los principios establecidos en esta política en el Código de Ética Judicial y el Estatuto Judicial (






[22]).


6.      Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de igualdad para las personas en condición de discapacidad creando mecanismos que sean necesarios para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración judicial responsables de su aplicación, con la instancia que las autoridades judiciales determinen para velar por el cumplimiento de la presente política (
[23]).


7.      Incluir e implementar las acciones afirmativas o medias de corrección que se requieran en el plan de acción con el fin de asegurar la eliminación de las desigualdades que sufren las personas en condición de discapacidad (
[24]).


8.      Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio de no discriminación por razones de discapacidad en todos los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas servidores judiciales (
[25]).


9.      Dar a conocer de manera inmediata la presente política en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial, así como en la sociedad civil con el objeto que se aplique en forma inmediata (



[27]).


11.  Promover la participación ciudadana de personas con discapacidad en los diferentes órganos del Poder Judicial (
[28]).


12.  Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas con discapacidad, que tomen en cuenta sus características específicas y elimine todas aquellas normas, prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de discapacidad o de cualquier otra naturaleza (
[29]).


13.  Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público relacionado con los servicios judiciales sean accesibles para que las personas en condición de discapacidad los usen y disfruten (



[31]).


15.  Apoyar a la Comisión de Accesibilidad y los comités locales en la coordinación, el desarrollo, la promoción, la ejecución, la evaluación y el seguimiento de esta política, para lograr alcanzar a corto, mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar así las desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad en todos los ámbitos de la administración de justicia (
[32]).


 


LÍNEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCIÓN

 


            Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa jurídica internacional y nacional de los Derechos Humanos, los principios que rigen el Código de ética del Poder Judicial, incluyendo los principios establecidos en esta política, así como los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los procesos de modernización, se presentan a continuación la meta y las líneas generales a ser contempladas en un plan de acción que permita a la práctica la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial.


 


Meta de la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial

Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial para las personas en condición de discapacidad.


 

Líneas de acción de la política

Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la presente política, deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades por razones de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Además las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación y aplicación de la justicia, ni interferir en el desempeño de las personas servidoras judiciales en relación a sus funciones.


            La Comisión de Accesibilidad y administraciones regionales en los distintos circuitos judiciales, serán responsables de la implementación, seguimiento y evaluación de la política.


            Las áreas estratégicas para la ejecución de la política serán las siguientes:


a.       Gestión de Personal


b.      Comunicación, información y señalización


c.       Espacios accesibles


d.      Desarrollo de tecnología que facilite la accesibilidad


e.      Políticas, Normas y Procedimientos Institucionales


f.        Labor Jurisdiccional


g.      Organización Administrativa


h.      Monitoreo e Implementación


 


              Las acciones propuestas serán desarrolladas en diferentes ámbitos como lo son:


 

En el ámbito Administrativo

a)     Aspectos Generales

            El Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y demás instancias administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas con discapacidad usuarias sin discriminación tales como la Contraloría de Servicios, el Departamento de Personal, el Departamento de Planificación, la Inspección Judicial, la Defensa Pública y la Oficina de Atención a la Víctima.


            El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio de las administraciones regionales establecerán servicios de apoyo que brinden a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia de las personas con discapacidad b) personal especializado que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en condición de discapacidad.


 


              El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deben asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios judiciales sean accesibles para lo cual deberán a) Mantener un diagnóstico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan los servicios con el fin de identificar las barreras arquitectónicas. b) Implementar un sistema de control que asegure que los inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar y ejecutar un plan de eliminación de barreras arquitectónicas para los inmuebles propiedad del Poder Judicial e) Negociar con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados la realización de las adaptaciones necesarias para asegurar el acceso arquitectónico a los inmuebles de las personas usuarias en condición de discapacidad. F) Rescindir los contratos de inquilinato donde los inmuebles no aseguren un mínimo de accesibilidad arquitectónica para las personas con discapacidad. 


              El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deberán asegurar que los muebles para la atención al público y para servidores judiciales sean accesibles para lo cual a) Mantener un diagnóstico actualizado de los muebles que se utilizan para la atención al público donde se identifique aquellos que contemplen barreras de acceso b) Diseñar y actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales. c) Elaborar y ejecutar un plan de renovación de muebles para asegurar que estos sean accesibles, cómodos y satisfactorios para su uso por parte de la población en condición de discapacidad.


            El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva implementen procesos de atención cómodos, seguros, accesibles y eficientes que aseguren la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.


            El Consejo Superior, el Consejo de Administración de Circuitos y los órganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigación Judicial, Ministerio Publico y Defensa Pública) promoverán, la adquisición de automóviles accesibles que otorgan servicios al público. 


            El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través del Departamento de Servicios Generales asegurarán una señalización accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes acciones: a) realizar un diagnóstico sobre la señalización existente en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Diseñar y actualizar una guía sobre señalización accesible para los inmuebles donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan de renovación de rótulos de señalización que sean accesibles para la población en condición de discapacidad.


            El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberá desarrollar gestiones para prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de las siguientes acciones a) Realizar un diagnóstico sobre riesgos en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guía para la prevención de riesgos en situaciones de emergencias en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c) Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia incorporando la variable de la discapacidad d) Diseñar un plan para ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas usuarias de los servicios judiciales sin discriminación por razones de edad, discapacidad, género, etc.


            El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberán implementar un programa de salud ocupacional para el personal con una discapacidad que laboran en el Poder Judicial.


 


b)           Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto

            El Departamento de Planificación deberá promover la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la Política en los planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial y, será responsable de que esta disposición se cumpla a través de un efectivo seguimiento.


            El Departamento de Planificación junto con la Comisión de Accesibilidad desarrollará un sistema de indicadores para medir el avance de la implementación de la Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad.


            El Departamento de planificación con la asistencia técnica de la Comisión de Accesibilidad realizará una evaluación anual de los planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados en materia de igualdad y discapacidad.


            Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600 asegurará que las acciones para garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad previstas en los planes y programas de todas las oficinas y despachos judiciales tengan el respectivo contenido presupuestario.


            El Departamento de Planificación, mediante la Sección de Estadística desarrollará indicadores desde la perspectiva de la discapacidad para recoger información que sea útil para la toma de decisiones. 


            El Departamento Financiero Contable velará por la correcta asignación de recursos conforme a lo planificado y la auditoria es la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.


 


c)           Gestión de Personal 

            El Departamento de Personal como ente rector en materia Gestión Humana en el Poder Judicial deberá garantizar que los procesos de selección de personal estén adaptados a las condiciones de los aspirantes con discapacidad y se asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.


            El Departamento de Personal incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de la discapacidad para promover actitudes respetuosas para esta población.


            El Departamento de Personal debe asegurar que las políticas de contratación de personal, incentivos, ascensos, formación profesional, evaluación del desempeño y administración de los recursos humanos en general no discriminen por razones de discapacidad.


            El Departamento de Personal formará a servidores/as judiciales en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al público.


            El Departamento de Personal desarrollará acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones. Así como readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad.


 


d)          Capacitación

            La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación en coordinación con la Comisión de Accesibilidad elaborarán planes de capacitación permanente en la perspectiva de la discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.


 


            La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación deberán incorporar en sus cursos y planes de capacitación, la perspectiva de la discapacidad de manera específica y transversal en todo su quehacer 


            La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación desarrollarán material didáctico relacionado con los derechos de las personas con discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.


              La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación aplicarán adecuaciones curriculares para los procesos de formación y evaluación. 

 


e)           Información y Comunicación

              La información al público que emane del Poder Judicial deberá ser accesible a todas las personas, según sus necesidades particulares (
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Circular de Secretaría de la Corte N° 032 - 2009


21 de Mayo del 2009

Fecha de Publicación: 21 de Mayo del 2009

Descriptores/Temas: Políticas de accesibilidad, Consejo Nacional de Ciegos, Lenguaje Lesco, Notificaciones

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 067 del año 2009

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°032 del 21 de mayo del 2009


CIRCULAR No.32 -09

Asunto:   Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad.

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES Y OFICINAS CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIONES

 

 SE LES HACE SABER QUE:

 


 El Consejo Superior en sesión Nº 18-09, celebrada el 26 de febrero del año en curso, artículo XLI, dispuso publicitar las siguientes políticas de accesibilidad: 1.) Comunicar a  los despachos judiciales que en todos los circuitos existen servidores judiciales capacitados en Lenguaje Lesco, a efecto de orientar a las personas que lo requieran en los servicios que se prestan en las oficinas judiciales. 2) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo. 3) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo  utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el I y II Circuito Judicial de San José.  Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette.  Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las OCN y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Consejo Nacional de Ciegos. 4) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual. 

San José, 21 de mayo de 2009.


 


 


 


 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

Ashley*


 


 


Se Publico en el  Boletín Judicial  105-2009 de fecha 2-06-2009
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Circular de Secretaría de la Corte N° 059 - 2009


04 de Junio del 2009
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°059 del 4 de junio del 2009


CIRCULAR No. 59-09

Asunto: Medidas para la contención del gasto.


 


A LAS AUTORIDADES, SERVIDORES Y SERVIDORAS  JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL 

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena, en sesión Nº 16-09, celebrada el de 11 de mayo del año en curso, artículo XXI, aprobó las siguientes:


 

“MEDIDAS PARA LA CONTENCIÓN DEL GASTO

 


Actividades internas

 

            1.     Con el propósito de disminuir los gastos por el alquiler de locales para la realización de actividades y eventos que se realizan en el Poder Judicial, se deberán  aprovechar al máximo las facilidades que ofrecen las diferentes instalaciones con que se cuenta, tales como la Escuela Judicial, los tres salones ubicados en el tercer piso del Edificio de la Corte, el  aula virtual ubicada en el cuarto piso del Edificio Plaza de la Justicia, las aulas y los laboratorios de cómputo del segundo piso del Edificio Anexo A, el mini auditorio y la sala de juicios de uso académico del mismo edificio, así como las salas de reuniones existentes en los edificios  y otros salones disponibles. En los edificios fuera de San José, para estos fines se deberá hacer uso de los Auditorios y Salas de Juicio. En este sentido es conveniente recordar que ya existe un acuerdo del Consejo Superior que así lo dispone.

 


            2. Los refrigerios y almuerzos que se suministren con ocasión de reuniones, sesiones de trabajo, actividades de capacitación y otras similares, se deberán restringir al máximo, siendo procedente únicamente aquellas que se consideren estrictamente necesarias. Para cubrir los gastos de estas actividades se pondrá un rubro general en el presupuesto, el que será administrado por el Despacho del Presidente con excepción de lo presupuestado por el Ministerio Público, la Defensa Pública, el Organismo de Investigación Judicial y la Escuela Judicial, que lo serán por sus administradores.

 

            Partida de salarios y subpartidas relacionadas

 


            3.     Ejecutar estrictamente la política aprobada por la Corte Plena respecto a la restricción en la creación de plazas, en consecuencia solo se crearán las que en el presupuesto del año en curso estén como extraordinarias, siempre que cuenten con informe favorable del Departamento de Planificación; las que por excepción disponga la Corte y las que corresponda a nuevas leyes que requieran personal adicional

 


            Durante los últimos dos períodos presupuestarios, se ha creado una cantidad importante de plazas nuevas,  con el agravante de que éstas afectan el presupuesto de los períodos siguientes, en los diferentes rubros que abarca la planilla, tales como cargas sociales, pluses, prohibición y dedicación, sustituciones, etc. Adicionalmente esto implica también que se dé un aumento en los gastos por suministros de oficina, en infraestructura, equipo, mobiliario y demás recursos que se necesitan para atender la creación de plazas nuevas.

 

              4.     Las horas extras se cancelarán únicamente a aquellos cargos que por su naturaleza lo demandan, como es el caso de oficiales de seguridad, oficiales del OIJ, Jueces, Fiscales y Defensores en rol de disponibilidad. El Departamento de Personal realizará una revisión del régimen y de las autorizaciones de  horas extra que se genera en los casos citados, ya que se aprecia un incremento en algunos sectores. Las autorizaciones de horas extra para fines específicos o proyectos, deben limitarse a los casos estrictamente necesarios.


 


              Es obligación de los jerarcas de los diversos departamentos y oficinas, programar las actividades a realizar dentro del horario oficial establecido, justificando debidamente los casos en que autorice se realicen en horas extraordinarias.


 


            5.     El Consejo Superior debe retomar la política establecida inicialmente, en cuanto al número de oficinas que deben cerrar durante el período de vacaciones colectivas, de manera tal que sea totalmente excepcional, la apertura de aquellas oficinas que deben mantener personal laborando durante este período. Lo anterior con el propósito de propiciar un mayor ahorro tanto en la sustitución del personal como en los gastos operativos que implican mantener una oficina abierta, tales como energía eléctrica, teléfono, agua, seguridad, etc.

 

            Vehículos

 


              6.     Durante el presente ejercicio presupuestario no se procederá a la adquisición de vehículos nuevos ni su sustitución, salvo casos debidamente justificados ante la Comisión de Vehículos,  tomando en consideración para ello que durante el último año la flotilla institucional se  incrementó, sólo por el programa de seguridad ciudadana, en 163 unidades y en 120 con los adquiridos con el presupuesto ordinario del período 2008, para un gran total de 283 vehículos. En el presupuesto actual se incluyó la suma de ￠1.272.066.425, que representa un total de 133 vehículos, de los cuales, 88 corresponden al incremento de la flotilla institucional por un monto de ￠905.510.512.  De las 45 unidades restantes, 28 corresponden a sustituciones de vehículos por un monto de ￠337.485.912 y 17 son motocicletas que no tienen un valor de rescate y cuyo importe es de ￠29.070.000. Se debe tener presente que si la flotilla de vehículos aumenta, también aumentan los gastos en rubros directamente relacionados con la operación y mantenimiento de éstos, tales como el de combustibles, grasas, lubricantes, baterías, llantas y repuestos en general.

 


              7.     De igual manera, se deberá dejar en suspenso hasta que la situación cambie, la política institucional de sustituir los vehículos cada cuatro años  y en su lugar establecer la sustitución cada cinco años, con la salvedad de los casos autorizados excepcionalmente por la Comisión de Vehículos y en el entendido de que la administración tramite oportunamente los procedimientos de sustitución en forma tal que sean adquiridos en el plazo establecido.


 

            Campañas de sensibilización

 


              8.     El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, deberá diseñar y ejecutar un plan agresivo de campañas para el ahorro en el consumo de los servicios de agua, electricidad y teléfonos.


 


              9.     El Departamento de Prensa y Comunicación Organización realizará una campaña para racionalizar la solicitud de dictámenes periciales en los procesos judiciales en que el Estado debe asumir el costo. Esta campaña deberá ser reforzada por disposiciones del Consejo Superior en el sentido que los despachos judiciales y las Fiscalías solo deberán requerir de aquellos dictámenes periciales estrictamente necesarios.


 


              10. El Departamento de Prensa y Comunicación formulará campaña para el reciclaje de papel y otros bienes, a efecto de potenciar la efectividad que se ha tenido a la fecha al lograrse reciclar 41 toneladas de papel, 532 envases de tonner y 289 planchas de metal.


 


              11. El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional deberá desarrollar la campaña necesaria para concienciar a los servidores judiciales de la necesidad de ir disminuyendo de forma constante y permanente el uso del papel. A través del programa de Buenas Prácticas Judiciales se podrá motivar a los servidores judiciales para que desarrollen ejercicios en ese sentido que puedan ser compartidos con otras oficinas.


 

            De ahorro Energético y en Telecomunicaciones

 

            12.  El Departamento de Servicios Generales y los obreros especializados de las administraciones regionales deberán implementar un plan de revisión de los sistemas eléctricos, especialmente en lo que se refiere al sistema de alumbrado, con el propósito de individualizar en la medida de lo posible los interruptores, a fin de que se puedan encender las luces estrictamente necesarias y evitar así el uso excesivo. También estas mismas instancias deberán valorar la utilización de sistemas automáticos sencillos y económicos de encendido y apagado, sobre todo en aquellas áreas como baterías de servicios sanitarios, pasillos, salones y otros, donde generalmente las luces permanecen encendidas, sin que esas se estén utilizando. En áreas donde no hay mayor tránsito de público, como pasillos, las luces deberán permanecer apagadas.

 


              13. La Administración deberá valorar la necesidad de extender la implementación de sistemas de ahorro energético, sobre todo en el alumbrado eléctrico, intensificando las alianzas y convenios con otras instituciones públicas, como ya se ha hecho con la Compañía Nacional de Fuerza y Luz.


 


              14. En toda edificación nueva o remodelación de envergadura, deberá considerarse la implementación de dispositivos automáticos que permitan el ahorro de la energía eléctrica y el consumo de agua. 


 


              15.  La Administración deberá implementar medidas tendientes a lograr una disminución en el consumo telefónico, limitando por oficina la cantidad de aparatos telefónicos con salida a la red nacional de telefonía. También deberá valorar la ampliación de los sistemas de comunicación internos, a fin de que el mayor número de llamadas se pueda hacer a través de la red interna de cuatro dígitos. 

 


              Uso del papel

 


              16.  Con el propósito de disminuir el consumo de papel, se deberá potenciar el uso de los medios electrónicos de comunicación,  tal y como lo autoriza el artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al efecto se establecerán políticas de uso restringido del papel tanto en la tramitación judicial cuanto en la administrativa, incentivándose prácticas de cero papel y un uso intensivo de las bases de datos con que se cuenta y del correo electrónico institucional.

 


              17. Con el propósito de generar un mayor control del uso del papel y el consumo de tonner, se debe intensificar el establecimiento de áreas comunes de impresión. También se considera conveniente que el Consejo Superior emita una circular dirigida a las oficinas judiciales, haciendo ver la obligación de utilizar el dúplex (impresión por ambas caras). En aquellos casos en que la impresora no tenga ese dispositivo, los despachos deberán comunicarlo a la Administración para tramitar su compra.  Además, el Departamento de Tecnología de Información y los Informáticos Regionales deberán restringir las impresoras para que sólo impriman los documentos en calidad de “borrador”.

 


              18.  Se restringirá la compra de fotocopiadoras, las que solo serán adquiridas con autorización expresa y debidamente fundamentada del Consejo Superior. En su lugar se incentivará la utilización de escáneres a efecto de incorporar la documentación necesaria para la tramitación judicial y administrativa en las bases de datos informatizados.

 


              19. Retomar la ejecución de una política restrictiva en el uso de papel y suministro de copias, promoviendo el uso masivo de los medios electrónicos disponibles, tales como la digitalización de documentos, uso de correo electrónico, archivo electrónico de documentos, etc.


 


              20. En todos aquellos casos en que sea necesario hacer constar la realización de diligencias, como por ejemplo la emisión de las actas de notificación, el Departamento de Tecnología deberá analizar la situación, a efecto de implementar las medidas necesarias para que en lugar del documento físico, se archive una versión digital de éste, o sea suplido por una constancia general de la realización del acto. En el caso de notificaciones todas las realizadas se incorporarán en una sola constancia.


 


              21. El Departamento de Tecnología de Información, deberá considerar la adquisición de un sistema de administración de documentos, preferiblemente del tipo de software libre, con el propósito de que se facilite el seguimiento, archivo, custodia y recuperación de los documentos electrónicos. 


 


              Uso de suministros y adquisición de bienes 

 

              22. En virtud de que la experiencia nos indica que en la gran mayoría de las oficinas judiciales se mantienen inventarios de bienes y suministros que regularmente proporciona el Departamento de Proveeduría, durante el presente año y en lo sucesivo sólo se entregarán 3 pedidos generales al año y no 4 como se ha venido haciendo hasta ahora, con excepción del papel higiénico que se continuará entregando conforme al parámetro actual. Ante esta medida, las oficinas interesadas podrán solicitar la entrega de artículos indispensables mediante pedidos adicionales,  para lo cual deberán contar con la aprobación de las administraciones regionales o administradores de programa,  los cuales deberán verificar, a través del levantamiento del inventario respectivo, la necesidad real de lo solicitado.


 

              23. El Departamento de Proveeduría deberá revisar los cuadros de consumo en las oficinas que cuentan con los servicios de limpieza contratada, las cuales están obligadas a proporcionar los materiales de limpieza, con el propósito de que este tipo de suministros no sean incluidos en los cuadros de consumos de esas oficinas.


 


              24. El Departamento de Proveeduría analizará los cuadros de consumo de los artículos que se adquieren y suministran a la fecha, y eliminará aquellos que no resulten estrictamente necesarios o disminuirá su parámetro de consumo.  En este sentido dichos bienes no se podrán adquirir por caja chica u otros medios.


 


              25.  La Administración deberá revisar y actualizar el estudio que se realizó hace tres años,  para determinar los tipos y cantidades de uniformes que suministra la Institución.

 


              26. El Departamento de Proveeduría y las Administraciones Regionales, de previo a ejecutar las adquisiciones debidamente presupuestadas, valorará la conveniencia de su adquisición, de acuerdo con criterios de austeridad y racionalización y cuando lo considere conveniente y de acuerdo con las normas de ejecución presupuestaria aprobadas por la Corte Plena, proceda a denegar aquellas que así lo estime. En caso de desacuerdo, la oficina interesada podrá recurrir ante la Dirección Ejecutiva en primera instancia y ante el Consejo Superior si lo considera necesario.


 

            27. A efecto de reducir sustancialmente la impresión y la encuadernación de documentos, la Administración en coordinación con las diferentes instancias, procederá a revisar lo que se imprime y encuaderna, con el fin de evitar excesos que no producen mayor valor agregado, por ejemplo, agendas, libretas, calendarios, fólderes con el logotipo de diferentes instancias, etc. En aquellos circuitos donde se cuente con agenda electrónica,  sólo se suministrará agenda documental en los casos estrictamente necesarios. En este mismo sentido se dejarán de suministrar los libros de entradas, de comisiones y otros, cuando estos se sustituyan por controles electrónicos mediante el uso de hojas informáticas. 

 


              28. Las comisiones que a la fecha producen agendas o calendarios para distribuir, deberán acordar la forma en que se reduzca el número de ediciones, tratando de que las publicadas satisfagan las necesidades de todas.


 


              29. Se procederá a revisar las suscripciones de periódicos y revistas en general, para mantener sólo las estrictamente necesarias.


 


              30. Se deberá restringir la compra de aires condicionados e instalación, para aquellas zonas en que resulte estrictamente necesarios por los conocidos niveles de alta temperatura y en consecuencia, no se instalarán en aquellas zonas en donde aún cuando genere mayor confort, no resultan indispensables para laborar y en donde otros dispositivos de ventilación (abanicos, extractores) funcionan adecuadamente. Es responsabilidad de la Comisión de Construcciones, en los proyectos a construir y las modificaciones que se hagan a futuro, fijar en cuáles lugares, tomando en consideración el espacio a utilizar, se requiere la instalación de equipos de aire acondicionado.


 


              31. La Comisión de Construcciones también deberá aplicar una política con vocación de protección al ambiente, utilizando como recursos el sol y agua, en consideración a que somos un país tropical. También valorará la posibilidad de utilizar paneles solares cuando las condiciones sean propicias para ello.


 

            De los procesos de capacitación.

 


              32. Debido al importante costo que tienen los procesos de capacitación, las instancias institucionales encargadas de ello deberán revisar sus programas y presentar el respectivo informe al Consejo Superior, con el propósito de ejecutar únicamente aquellas actividades que sean estrictamente necesarias y que realmente contribuyan de manera específica a la gestión de las oficinas judiciales, para lo cual también deberán considerar el uso de la tecnología, en especial la capacitación virtual y la vídeo conferencia.


 


              33. Se deberá limitar el otorgamiento de permisos con sustitución para capacitaciones y explorar y potenciar los mecanismos tecnológicos que faciliten la participación mediante de video conferencia, a fin de evitar el traslado de su centro de trabajo y la sustitución de los servidores. Además de las sustituciones para la celebración de audiencias, solo se autorizarán las que resulten indispensables para no afectar sustancialmente el servicio público.


 


              34.   Se aplicarán políticas restrictivas respecto a la concesión de permisos y sustitución de servidores para que se dediquen a la redacción de cursos y la confección de los materiales necesarios para ellos. Se debe aprovechar la posibilidad de que una misma persona pueda atender esas labores para diferentes cursos. La Escuela Judicial deberá analizar la conveniencia de restablecer los comités académicos de la Escuela para la planeación y capacitación de los servidores judiciales. También esos comités deberán pronunciarse sobre las capacitaciones que pretendan realizar las comisiones.

 


              35. Por el impacto en el gasto presupuestario, se deberán restringir las autorizaciones para viajes al exterior, procediendo únicamente aquellos viajes oficiales que sean estricta y absolutamente necesarios, con ocasión de compromisos ya adquiridos o aquellos que por su naturaleza resulten impostergables. De igual manera se deberá restringir el pago de diferencias o viáticos complementarios, cuando ello resulte procedente.


 

            Del uso de la tecnología

 


              36. A efecto de reducir el traslado de detenidos de un centro penitenciario a los Juzgados de Ejecución de la Pena se deberán acondicionar espacios para realizar diligencias mediante el uso de video conferencia, para ello se realizarán los convenios correspondientes con el Ministerio de Justicia y Gracia. 


 


              37. Se procurará con el Ministerio de Justicia la celebración de  acuerdos tendentes a evitar el traslado de detenidos de un centro Penal a otro; para ello es deber de los tribunales penales informar a la administración de los Circuitos Judiciales, en la tercer semana de cada mes, sobre los debates programados para el siguiente; dicha información será trasladada al Departamento de Tecnología de la Información para que sea incluida en la página Web del Poder Judicial y enviada al Instituto Nacional de Criminología del Ministerio de Justicia.


 


              38. Los tribunales penales deberán aplicar sistemas que permitan reducir sustancialmente la no presentación de víctimas, testigos y peritos a las audiencias. El Departamento de Planificación deberá analizar debidamente los sistemas de citación a utilizar para garantizar que las personas que deban presentarse a las audiencias efectivamente sean citadas. Es deber de los tribunales penales informar al Consejo Superior cada tres meses sobre la cantidad de debates no realizados o suspendidos por inasistencia de las partes o de las víctimas, testigos y peritos, con indicación de si la ausencia fue o no motivada. 

 


              39. El Departamento de Tecnología de la Información deberá valorar la posibilidad de intensificar el uso de software libre en todas aquellas áreas que ello sea posible, tal y como ya lo ha hecho con algunos proyectos piloto.


 


              40. El Departamento de Tecnología de la Información deberá investigar sobre la forma de incentivar el uso de nuevas tecnologías en la tramitación de las investigaciones judiciales así como superar deficiencias en el sistema de gestión. Con la finalidad de hacer más eficiente la acción de los tribunales, poner mayor información a distancia a disposición de los usuarios y producir más y mejor información jurisdiccional.


 

              41. Los Departamentos de Proveeduría y Tecnología de Información deberán analizar la conveniencia de implementar y mejorar los programas de mantenimiento preventivo, valorando el costo/beneficio de estas actividades, de frente al costo de reposición y vida útil de los equipos.


 


              42.  El Departamento de Tecnología de la Información deberá presentar una propuesta, en un plazo no mayor a dos meses, para potenciar el uso de los sistemas de video conferencia, no solo en el área jurisdiccional, sino también en las demás áreas de la institución, a través del cual se realicen entrevistas, reuniones y otras actividades que el sistema lo permita, sin que los servidores judiciales deban desplazarse a las regiones, con lo cual se estarían logrando importantes economías en recursos de tiempo, viáticos, gastos de transporte, desgaste de vehículos, etc. 

 


              43. El Departamento de Tecnología de la Información deberá valorar la posibilidad de implementar sistemas de telefonía a través de la Internet e Intranet, para reducir el número de llamadas que las oficinas judiciales deben realizar a través de la red nacional de telefonía.


            

Otras medidas

 


              44. En las giras en que varios servidores vayan para un mismo lugar o región, se deberán trasladar en el mismo vehículo institucional. 


 


            45. La Administración realizará el estudio necesario para autorizar el sistema de pago de kilometraje a  los servidores judiciales que en el ejercicio de su cargo deban desplazarse a diferentes regiones y se les deba suministrar el transporte, sobre todo cuando se trate de giras largas donde además se aproveche el vehículo para transportar varias personas, con las autorizaciones y regulaciones correspondientes. Esta medida no se aplicará en los casos en que por protección a la seguridad de las personas se requiera que el traslado se ejecute en circunstancias especiales. 

 


            46. Se deberán retomar, en el proceso de formulación presupuestaria,  la aplicación de medidas de austeridad, específicamente en lo que se refiere a la instalación de cortinas, persianas, alfombras, polarizado de vidrios, etc.

 


            47. En todo caso en que se realicen contrataciones con particulares, para la prestación de servicios al Poder Judicial, se deberán incluir cláusulas de responsabilidad social, con el objeto de favorecer, mediante criterios objetivos preestablecidos, a empresas que contraten a personas con discapacidad, madres solteras, madres adolescentes y mujeres.


 


            48. Las jefaturas departamentales que participaron en la formulación de estas medidas junto con la Dirección Ejecutiva,  darán seguimiento a su ejecución una vez aprobadas por la Corte y continuarán analizando otras que permitan racionalizar aún más el gasto”

  San José, 04 de junio de 2009.


 


 


 


 


 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ashley


Publicación: Boletín Judicial Nº 115 del 16 de junio de 2009 
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Circular de Secretaría de la Corte N° 015 - 2002


20 de Febrero del 2002

Fecha de Publicación: 07 de Marzo del 2002

Descriptores/Temas: undefined

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 127 del año 2004
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 031 del año 2015

Documentos citados: - Circulares y Avisos 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°015 del 20 de febrero del 2002


CIRCULAR N° 15-2002

 

 Asunto:      Deber de solicitar a las personas involucradas en un proceso, las direcciones en  forma completa, con el fin de evitar errores posteriores.-

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 


 


SE LES HACE SABER QUE:

                                                                              

          El Consejo Superior en sesión N° 08-02 celebrada el 6 de febrero del 2002, artículo XXXI, dispuso solicitarles un realizar un mayor esfuerzo, en el momento en que se transcribe una dirección, solicitando a las personas involucradas, que ésta debe ser aportada en una forma clara y completa, con calles y avenidas, nombre del distrito, barrio o caserío, número de casa, así como cualquier otro punto de referencia, lo anterior debido a que se presentan  errores que son fácilmente detectables y que permitirían  establecer de antemano si una dirección es falsa o equivocada .- 

 

 

San José, 20 de febrero del 2002.-

 

 

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte

 

 

-CC:    - Diligencias

- Archivo Sría.

  -Róger.-/asisjur/circulares/2002

 

PUBLICADA EN EL BOLETIN JUDICIAL N° 47, DEL 7-3-02-
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Circular de Secretaría de la Corte N° 067 - 2009


22 de Junio del 2009

Fecha de Publicación: 06 de Julio del 2009

Descriptores/Temas: Lenguaje Lesco, Intérpretes, Personas con discapacidad, Traducciones, Consejo Nacional de Ciegos, Políticas de accesibilidad, Peritos judiciales, Principio de gratuidad

Aclara: Circular de Secretaría de la Corte 032 del año 2009
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 019 del año 2020
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 011 del año 2020
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 027 del año 2020
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 031 del año 2020
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 001 del año 2020
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 004 del año 2022

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°067 del 22 de junio del 2009


CIRCULAR No. 67-09

Asunto:   Aclaración de la Circular Nº 32-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, publicada en el Boletín Judicial Nº 105 del 2 de junio de 2009.

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES Y OFICINAS CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIONES

 

 SE LES HACE SABER QUE:

 


 El Consejo Superior en sesión Nº 58-09, celebrada el 2 de junio en curso, artículo LVI, dispuso aclarar la Circular Nº 32-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, en el sentido de que en el  punto 2) debe incluirse la materia agraria como una de las jurisdicciones a las cuales rige el principio de gratuidad, por lo que en adelante debe leerse así:

 

“2) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias, agrario) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo.” 

San José, 22 de junio de 2009.


 


 


 


 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

 

Ashley


Publicación: Boletín Judicial Nº 129 del 06 de julio de 2009 
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Circular de Secretaría de la Corte N° 092 - 2009


01 de Setiembre del 2009

Fecha de Publicación: 09 de Setiembre del 2009

Descriptores/Temas: Debates-Juicios Orales, Oralidad, Protocolos, Tribunales de Juicio

Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 105 del año 2009
Es documento origen de: Circular de Secretaría de la Corte 113 del año 2015

Documentos citados: Actas - Circulares y Avisos - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°092 del 1 de septiembre del 2009


CIRCULAR No. 92-09

Asunto: Protocolo de Actuaciones para el Desempeño de los Tribunales de Juicio en Materia Penal.


 

A LOS TRIBUNALES DE JUICIO DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena en sesión Nº 28-09, celebrada el 31 de agosto último, artículo V, aprobó el “Protocolo de Actuaciones para el Desempeño de los Tribunales de Juicio en Materia Penal”, cuyo texto literalmente dice:


 

“Protocolo de actuaciones para el desempeño de los Tribunales de Juicio en materia penal:

Sección Primera: Disposiciones generales sobre audiencias

Artículo 1: Objeto del reglamento. Este conjunto de normas constituye un Protocolo a seguir para la implementación de la oralidad en las audiencias del proceso penal costarricense y de manera particular en los tribunales de juicio de la República. En todos los casos donde sea posible realizar las actuaciones y tomar las resoluciones de manera oral o escrita, se preferirá la primera a la segunda, tanto en las fases previas como la etapa del debate.

Artículo 2: Registro de las audiencias. Las audiencias, los debates, las resoluciones y sentencias orales deberán ser grabados mediante los sistemas de grabación instalados por el Poder Judicial. Antes, durante y después de las audiencias y los debates, bajo supervisión del juzgador a cargo; es responsabilidad del auxiliar judicial verificar que queden debidamente grabados. Para ello, de previo, los funcionarios indicados realizarán una prueba de grabación en presencia de las partes.  

Se debe además almacenar un respaldo de las resoluciones y sentencias dictadas en el medio correspondiente. Debe verificarse que estas copias se hayan grabado de manera adecuada antes de eliminar los archivos de las computadoras. 

Los tribunales deben tomar las medidas necesarias para que el personal que utilice el equipo esté debidamente capacitado.

Artículo 3: Garantía de acceso a lo resuelto. En aquellos casos en que alguna de las partes alegue no tener acceso a la tecnología de grabación o respaldos informáticos por carencia de recursos, desconocimiento, privación de libertad o discapacidad, el director de la audiencia ponderará el asunto y podrá ordenar, bajo supervisión suya, que un auxiliar de su oficina transcriba fielmente la resolución para poder entregarle una reproducción escrita, o podrá ordenar que la parte tenga acceso a la grabación en el despacho, o bien asegurará el medio idóneo de acceso a la información requerida por personas con capacidades especiales. En todos estos supuestos la Administración garantizará la tutela del derecho que tienen las partes a la información de lo resuelto.

Artículo 4: Falla de medios tecnológicos. En caso de problemas técnicos, falta de energía eléctrica u otra circunstancia similar, se realizará la audiencia o el debate y se dictará la resolución o sentencia de manera oral, haciendo constar en un acta escrita lo ocurrido y resuelto. En tales casos el acta será firmada por el juzgador o el tribunal colegiado a cargo.

Artículo 5: Sistema Informático de Gestión. El sistema de gestión deberá ser alimentado por el auxiliar excepto cuando la resolución o sentencia se hagan por escrito, en cuyo caso el sistema informático de gestión deberá alimentarlo el juez que redacta.

Sección Segunda: El Debate y la sentencia

Artículo 6: Identificación. Al iniciar cada audiencia el tribunal debe identificar su integración, la causa y las partes, a efecto de que quede registrado en el dispositivo  correspondiente.

Artículo 7: Reglas del debate. Los debates seguirán celebrándose de manera oral conforme a las reglas del  Código Procesal Penal, interpretadas conforme al principio acusatorio y lo que establece el presente Protocolo. Cuando lo considere necesario, el tribunal explicará también las reglas que van a regir las audiencias de juicio a realizarse.

Artículo 8: Sentencia oral. Los tribunales de juicio dictarán las sentencias orales en audiencia, salvo que la complejidad o las características del caso concreto, tales como  la multiplicidad de los hechos, el elevado número de imputados o de víctimas, o cuando se trate de causas relacionadas con delincuencia organizada, resulte necesario dictarla por escrito.

Artículo 9: Minuta o constancia escrita. El auxiliar de juicio confeccionará una minuta en la que se indicarán los actos del debate, la identificación de la sentencia (nombre de Tribunal actuante; lugar y fecha; nombres de jueces y partes; número de causa; tipo de delito; la identificación del registro de video, el lugar donde se almacena y en su numeración). Bajo la supervisión y responsabilidad del Juez informante, en esa minuta del juicio se dejará fiel constancia de los hechos tenidos por probados, y la parte dispositiva del fallo. Deberá hacerse constar que en el acto quedan notificadas  las partes.

Artículo 10: Comunicación de la Sentencia oral. Antes de cerrar el debate, los tribunales fijarán la hora en que deberán comparecer las partes a la sala para escuchar lo resuelto. En ese momento se les indicará que quedan notificadas en el acto.

Artículo 11: Requisitos de la sentencia oral. La sentencia oral deberá contener los requisitos establecidos en el Código Procesal Penal y evitar el formalismo. El dictado oral de la sentencia no puede eludir una debida fundamentación. No se requiere una repetición por parte del juez sobre todo lo declarado por los testigos y la fundamentación intelectiva y jurídica debe ser suficiente y concreta. El juez informante podrá auxiliarse con notas escritas tomadas del debate o de lo discutido en la deliberación.

Artículo 12: Copia de lo resuelto a la parte y respaldo. De la sentencia oral se entregará una copia en un disco compacto (DVD) a la parte que la solicite. El disco compacto deberá ser totalmente nuevo y aportado por la parte que solicita la copia. En aquellos casos excepcionales que la parte alegue no tener medios para aportar el dispositivo, lo proveerá la Administración de cada circuito judicial. En caso de resultar necesario, se remitirá a la Dirección General de Adaptación Social un resumen de la decisión tomada. El tribunal guardará un respaldo de lo resuelto.

Artículo 13: Datos que debe contener el Sistema de Gestión sobre las sentencias orales. El sistema de gestión será alimentado por el auxiliar con lo consignado en la minuta, de la siguiente manera: en el trámite registro de resolución se deberán rellenar los espacios del tipo de resolución (si es sentencia, auto, auto-sentencias, etc.), se debe indicar además el resultado de la resolución (condenatoria, absolutoria, etc.), número de la sentencia en caso que aplique y la fecha y hora de la sentencia. En  la pestaña donde debe consignarse el Por Tanto se indicará lo resuelto. En la pestaña donde se indica Ampliar se incorporará la minuta o documento de minuta. En la pestaña donde indica Redactor se consignará el nombre del juez que presidió la audiencia y comunicó el fallo.

Sección Tercera: Las Apelaciones

Artículo 14: Las Apelaciones. Las apelaciones deberán ser resueltas en audiencia oral. Excepcionalmente en los casos de extrema complejidad, la resolución se podrá dictar por escrito dentro del plazo de ley.

 

 

 

Artículo 15: Registro de la audiencia. Tanto la audiencia como la resolución  oral deberán ser grabadas mediante los sistemas de grabación instalados por el Poder Judicial. Antes, durante y después de la audiencia es responsabilidad del juzgador a cargo y del auxiliar judicial verificar que las audiencias se graben  debidamente, para ello de previo realizará una prueba de grabación en presencia de las partes.

Artículo 16: Requisitos de la resolución oral. La resolución oral deberá contener los requisitos establecidos en el Código Procesal Penal. No se requiere una repetición por parte del juez sobre todo lo declarado por los testigos. La fundamentación intelectiva y jurídica debe ser suficiente y concreta.

Artículo 17: Copia de lo resuelto. De la resolución oral se entregará una copia a la parte que la solicite en un disco compacto (DVD). El dispositivo deberá ser totalmente nuevo y aportado por la parte que solicita la copia. En aquellos casos excepcionales que la parte alegue no tener medios para aportar el dispositivo, lo proveerá la Administración de cada circuito judicial.

Artículo 18: Minuta o constancia de la Audiencia. El auxiliar confeccionará una minuta en la que se indicarán los actos de la audiencia, la identificación del voto, la identificación del registro de video y el lugar donde se almacenará.  Bajo la supervisión y responsabilidad del Juez, en esa minuta se dejará constancia de la parte dispositiva de lo resuelto. Deberá hacerse constar que en el acto quedan notificadas  las partes.

Artículo 19: Interposición oral del recurso. En las audiencias previas al debate, el recurso de apelación podrá interponerse de manera oral, indicándose sólo de manera general el tema de inconformidad y fundamentándose los agravios ante el superior.

 

Sección Cuarta: Recursos Informáticos: 

Artículo 20: Dotación de equipo y capacitación para su uso. La dotación de equipo informático para el registro de las audiencias está a cargo de la Dirección Ejecutiva y el apoyo técnico para su uso está a cargo del Departamento de Tecnología de  Información del Poder  Judicial.

Artículo 21: Uso de equipo privado. Todo uso de equipo de grabación o registro privado de las partes quedará sujeto a la decisión del tribunal en uso de su potestad de dirección, según  cada caso concreto.”

San José, 1° de septiembre de 2009.

 


 


 


 


Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ashley*


Publicación: Boletín Judicial Nº 176 del miércoles 09 de septiembre de 2009
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Circular de Secretaría de la Corte N° 052 - 2010


22 de Marzo del 2010

Fecha de Publicación: 09 de Abril del 2010

Descriptores/Temas: Reglamento para el uso y disfrute de las instalaciones de la Finca La Soledad dentro del marco del proyecto denominado Justicia en la Naturaleza

Documentos citados: Actas 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°052 del 22 de marzo del 2010


Publicado en el Boletín Judicial Nº 69 del 09 de abril de 2010

CIRCULAR 052-2010

Asunto: Reglamento para el uso y disfrute de las instalaciones de la finca La Soledad dentro del marco del proyecto denominado Justicia con la Naturaleza.


A TODOS LOS EMPLEADOS DEL PODER JUDICIAL

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena, en sesión Nº 07-10, celebrada el 1° de marzo del año en curso, artículo XIV, aprobó el reglamento para el uso y disfrute de las instalaciones de la finca La soledad dentro del marco del proyecto denominado Justicia con la Naturaleza, que literalmente dice:


“REGLAMENTO PARA EL USO Y DISFRUTE DE LAS INSTALACIONES DE LA FINCA LA SOLEDAD DENTRO DEL MARCO DEL PROYECTO DENOMINADO JUSTICIA EN LA NATURALEZA

 

CAPÍTULO I

 

DISPOSICIONES GENERALES

 

Artículo 1. Las disposiciones de este reglamento son de acatamiento obligatorio para las y los servidores del Poder Judicial, así como para todas aquellas personas que hagan uso de las instalaciones de la finca La Soledad, que se ubica en la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, en la provincia de Heredia.


 


Entiéndase para los efectos de éste reglamento, que las personas usuarias son todas aquellas que hagan uso de las instalaciones de la finca, indistintamente si se trata de servidores/as, invitados/as o visitantes especiales.


 


Artículo 2. La Administración Regional de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, en adelante Administración Regional, tendrá la responsabilidad de supervisar el manejo y funcionamiento de la Finca La Soledad, propiedad del Poder Judicial, dentro del marco de lo estipulado en este Reglamento.  Para ese cometido deberá nombrar varias personas que se encarguen de controlar el ingreso a la finca y vigilar el cumplimiento de las siguientes disposiciones.


 


Artículo 3. Corresponde a la Administración Regional, conocer y otorgar los permisos para el uso ocasional de las instalaciones de la Finca La Soledad que contempla el Proyecto Justicia en la Naturaleza, con el objeto de realizar actividades de orden laboral, cultural, social y recreativo, conforme al siguiente orden:


 


a)     Actividades oficiales del Poder Judicial de Costa Rica.


b)     Actividades del Proyecto Justicia en la Naturaleza, adscrito al Poder Judicial.


c)     Actividades de los Despachos de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores.


ch) Actividades de Despachos del Poder Judicial de todo el país.


d)     Actividades de otras instituciones, sujetas a la aprobación del Consejo Superior, la Dirección Ejecutiva o de la Administración Regional.


 


Artículo 4. Tendrán derecho al uso y disfrute de las instalaciones de la Finca La Soledad, sin costo alguno:


 


a)      Las y los servidores activos del Poder Judicial.


b)      Las y los compañeros Jubilados.


c)      Visitantes especiales a quienes la Dirección Ejecutiva y la Administración Regional concedan autorización por el  término y bajo las condiciones que se indiquen.


 


Artículo 5. Las instalaciones de la Finca La Soledad se cederán gratuitamente para la realización de las actividades indicadas en el artículo tercero.


 


CAPÍTULO II

 

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS USUARIAS

 

Artículo 6. Las personas usuarias tendrán derecho a utilizar las instalaciones de la Finca La Soledad, que comprende entre otras, áreas verdes, mariposario, ranchos, salón multiuso, senderos y áreas de reforestación.


 


Artículo 7. Las servidoras y los servidores judiciales podrán ingresar a las instalaciones de la Finca La Soledad, previa identificación mediante el respectivo carné. El servidor o servidora que por motivos especiales no presente su carné, podrá presentar excepcionalmente su cédula de identidad, para autorizar su ingreso a la Finca.  Por su parte, los visitantes especiales deberán presentar la autorización y la identificación que se determine para ese fin.


 


El encargado de la finca de previo a autorizar el ingreso, deberá consignar el nombre de la persona con su número de cédula o identificación, haciendo indicación si se trata de un servidor/a judicial o de un visitante.  De esa forma, se podrá llevar un control de las personas que ingresan diariamente a la finca, en caso de que se presente algún tipo de anomalía.


 


Artículo 8. Las servidoras y los servidores judiciales serán responsables de observar y acatar las disposiciones sobre el uso y cuido de las instalaciones de la Finca La Soledad.  Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación del régimen disciplinario y de la responsabilidad civil que proceda, en caso de que se demuestre que por su negligencia o la de sus invitados resultaron daños en las instalaciones.


 


Artículo 9. Los visitantes especiales a quienes la Administración Regional les conceda autorización, según lo dispuesto en el artículo 4, deberán observar y acatar las disposiciones sobre el uso y cuido de las mismas.  En caso de que producto de su actuar negligente, resulte algún daño en las instalaciones de la Finca, serán civilmente responsables de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1045 del Código Civil.


 


Artículo 10. Las personas usuarias deberán velar por el cuidado de las instalaciones y la flora y fauna del lugar, además de asegurarse de no dejar desechos ni basura fuera de los recipientes colocados para ese fin.


 


Artículo 11. Es deber de las personas usuarias mantener el orden y el aseo en las instalaciones de la Finca de Recreo.


 


CAPÍTULO III

DE LA OBSERVANCIA DE ESTE REGLAMENTO

 

Artículo 12. Las personas usuarias tienen el derecho y el deber de denunciar ante la Inspección Judicial, la Administración Regional o ante el cuidador de la Finca, aquellos actos que en su concepto hayan ofendido las reglas convencionales de la moral o que hayan dañado las instalaciones físicas de la Finca.


 


Todo comportamiento de los/as servidores/as que comprometa la imagen del Poder Judicial dentro de las instalaciones de la Finca, será comunicado a la Inspección Judicial para que se investigue su proceder.


 


Artículo 13. El Administrador Regional o el encargado de la Finca, estarán facultados para desalojar de las instalaciones de la finca a las personas usuarias que hayan incurrido en comportamientos indebidos, sin perjuicio de cualquier otra sanción que se les pueda imponer.


 


Artículo 14. En el caso de los servidores/as judiciales, se aplicará lo dispuesto en el Título VIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial que trata acerca del régimen disciplinario.  Además de las sanciones previstas en el artículo 195 de esa ley, se podrá prohibir el ingreso del servidor/a a las instalaciones de la Finca.

 

En el caso de los visitantes se procederá a prohibirles el ingreso a las instalaciones de la Finca, hasta que se cancelen los daños ocasionados o transcurra un plazo, el cual será fijado por la Administración Regional.

 

Artículo 15. De previo a la imposición de una sanción, el visitante contra quien se presente una queja formal, será emplazado por la Administración Regional, por un plazo de cinco días hábiles, para que responda y ofrezca la prueba que considere pertinente. Una vez transcurrido el plazo de la audiencia, a que se refiere este artículo, sin respuesta del emplazado o una vez recibida su defensa y evacuadas las pruebas pertinentes, la Administración Regional procederá a dictar la resolución que corresponda.

 

Artículo 16. Los/as servidores/as judiciales e invitados deberán acatar y respetar las sugerencias de la Administración Regional y del cuidador de la finca, así como las disposiciones que en su momento dicten las autoridades respectivas, quienes tienen la obligación de velar por el cumplimiento de lo estipulado en este Reglamento. Queda entendido que el Poder Judicial no será responsable de los daños que pudieren sufrir las personas que visitan las instalaciones de la Finca La Soledad, con excepción de aquellas que se refieran a una actividad de índole laboral, ni de las cosas que lleven o transporten consigo, salvo en los casos en que hubiera una acción directa y deliberada del Poder Judicial o de sus servidores/as que hubiera determinado causalmente el daño sufrido.

 

CAPÍTULO IV

USO DE LAS INSTALACIONES

 

Artículo 17. Es prohibido el ingreso a las instalaciones con cualquier tipo de animales, con excepción de aquellos animales adiestrados para asistir a personas con alguna discapacidad física.  Asimismo, se permitirá el ingreso de animales a los servidores/as que por la naturaleza de sus funciones, deban realizar prácticas o actividades que involucre el trato con animales, como es el caso de los/as servidores/as que laboran en la Unidad Canina del Organismo de Investigación Judicial.


 


Artículo 18. Se prohíbe el uso de armas de fuego, de aire comprimido o flechas de cualquier tipo dentro de las instalaciones de la Finca La Soledad.

 

Artículo 19. El uso de equipos de sonido y aparatos de televisión está permitido, siempre y cuando su sonido no perturbe la tranquilidad de otras personas.


 


Artículo 20. Es prohibida la caza de cualquier especie y el retiro de cualesquier tipo de planta y árbol dentro de la Finca La Soledad.


 


Artículo 21. Es prohibido bajar frutas de los árboles y plantas, ya que estas son para la alimentación de la fauna del lugar.


 


Artículo 22. Toda actividad programada en forma oficial por el Consejo Superior del Poder Judicial tendrá prioridad en el orden de uso de las instalaciones de la Finca La Soledad.


 


Artículo 23. Tratándose de cualquier otro aspecto sobre acceso y utilización de las instalaciones de la Finca La Soledad, no previstos en este Reglamento, se estará a lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial.


 


Artículo 24. Este Reglamento rige a partir de su publicación.”

 


San José, 22 de marzo de 2010.

 

 

 

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia
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Publicada en el Boletín Judicial Nº 110 del 8 de junio de 2010

 

CIRCULAR Nº 63-10

Asunto: Constancias emitidas por los Juzgados de Tránsito para la devolución de vehículos, placas y otros.

 

A LAS AUTORIDADES JUDICIALES QUE TRAMITAN MATERIA DE TRÁNSITO

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

         El Consejo Superior en sesión N° 73-09 celebrada el 6 de agosto del 2009, artículo LXXXIX, dispuso hacer de conocimiento de los despachos judiciales que tramitan la materia de Tránsito y que cuentan con el sistema de conectividad con el COSEVI,  que deben  proporcionar las constancias que se requieren conforme lo establece el artículo 207 de la Ley de Tránsito a los despachos que tramitan la materia penal,  lo anterior  hasta tanto estos cuenten con el Sistema de Conectividad del Consejo de Seguridad Vial.   

San José, 29 de abril de 2010

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

Ashley 
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Reiteración

CIRCULAR Nº 83-10 BIS

 

         Asunto:    Fijación de fechas para los debates

 

A LAS AUTORIDADES PENALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión Nº 46-2010, celebrada el 11 de mayo de 2010, artículos XLIX y L, conforme lo dispuesto por la Corte Plena en sesión Nº 21-08 celebrada el 09 de junio de 2008 artículo XXV, acordó comunicarles que, cuando esté comprobado un choque de debates o audiencias,  los jueces y juezas que les corresponda presidirlos,  deberán analizar conjuntamente, todas las variables que convergen en las situaciones particulares de cada causa, por ejemplo: el término de medidas cautelares,  la proximidad de la prescripción de la causa, el número de testigos, la dificultad para hacerlos comparecer, la salud de testigos, peritos o imputados así como muchas otras que no se puedan prever; para decidir cuál de los juicios o audiencias  tendría prioridad, de manera que el o la profesional en derecho que deba atender esos señalamientos pueda asistir, y con ello garantizar tanto una eficiente acción de la justicia como la tutela del derecho de fondo.

 

(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 59-13, celebrada el 6 de junio de 2013, artículo XCVIII).

San José, 12 de julio de 2013.

  

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia
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Fecha de Publicación: 28 de Enero del 2010

Descriptores/Temas: Expedientes

Documentos citados: Actas - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°008 del 14 de enero del 2010


Publicada en el Boletín Judicial Nº 019 del 28 de enero de 2010

CIRCULAR  Nº  008-10

                                          Asunto: Recomendaciones para el manejo de expedientes. 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS COMPETENTES EN LAS MATERIAS NO PENALES

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior en sesión Nº 106-09, celebrada el 24 de noviembre de 2009, artículo LXI, aprobó las siguientes recomendaciones del Departamento de Planificación referentes al manejo de expedientes:

·                 Llevar a cabo la depuración de casillas y actualización del Sistema Informático, con el fin de que los listados de expedientes reflejen tanto los que están en trámite como los que tienen ejecución en las materias que lo requieran. Además, para establecer no sólo si los asuntos están o no abandonados, sino también para verificar si el estado, la ubicación corresponde al estado físico del expediente.

·                 En los despachos que conocen materia de Tránsito, los listados de expedientes que se remiten trimestralmente a la Sección de Estadística, deben enviarse en un formato que permita su apertura en una hoja de cálculo. Además, los despachos que no incluyan en el listado la columna que permita identificar las sentencias con juicio oral (CJO) y sin juicio oral (SJO), deberán coordinar con el Departamento de Tecnología de Información o con los informáticos regionales, para que a la brevedad realicen los ajustes que correspondan.

·                 Coordinar con el Departamento de Tecnología de la Información o los informáticos regionales, con el propósito de que, a la brevedad, estructuren la emisión de los listados conforme lo establecido en la Circular Nº 90-08 de esta Secretaría. 

·                 Cuando se deba reactivar un expediente el cual se declaró en abandono, necesariamente deberá velarse por el cambio de estado en el sistema. Los coordinadores de despacho y los asistentes judiciales serán los responsables de implementar los controles necesarios que aseguren que se está actualizando el estado de los expedientes.

·                 No deben utilizar el término fenecido, terminados definitivos o reabrir terminados; en su lugar deben utilizar los motivos por los cuales se terminan realmente los expedientes.

·                 Trimestralmente deben generar los listados estadísticos con las siguientes variables: número único del expediente, nombre del actor, nombre del demandado, tipo de demanda (si aplica), fecha de inicio, fecha de entrada, estado, motivo de término y fecha de término; en presentación tipo columnar. 

San José, 14 de enero de 2010

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

Ashley
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°167 del 7 de diciembre del 2010


 Publicada en el Boletín Judicial N° 7 del 11 de enero de 2011

CIRCULAR No. 167-10

Asunto:           “Directrices para reducir la Revictimización de Personas en Condición de Discapacidad en Procesos Judiciales”.-      


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena en sesión N° 31-10 del 1° de noviembre de este año, artículo XVI, aprobó las siguientes directrices: 


 


“DIRECTRICES PARA REDUCIR LA REVICTIMIZACIÓN DE PERSONAS EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD EN PROCESOS JUDICIALES

 


GLOSARIO

 


1.  Acceso a justicia de las personas con discapacidad.: Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que les permiten a todas las personas en condición de discapacidad, sin discriminación alguna, se les garantice el goce de los servicios judiciales, para una justicia pronta y cumplida con un trato humano.


 


2.     Ayudas técnicas: Equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad  para aumentar  su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.


 


3.     Discapacidad: El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más actividades diarias esenciales de la vida y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos limitando y restringiendo su participación. 


 


4.     Discriminación por razones de discapacidad.  Toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito  de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.
[1] 


 


5.  Perspectiva de la discapacidad. Evidenciar las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad, considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual, etc., a fin de eliminarlas.


 


6.  Revictimización. Toda acción u omisión que lesione el estado físico, mental y/o psíquico de la persona víctima.


 


7.  Servicios de apoyo. Toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables  de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad.


 


8.  Transversalidad de la discapacidad.: Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad.  


 


DIRIGIDO A:

 

Los operadores y operadoras judiciales en un sentido amplio que conocen asuntos en los que intervienen víctimas y/o testigos  en condición de discapacidad, entre éstos, los y las:


 


   Fiscales. 


   Defensores/as.


   Jueces/zas. 


   Auxiliares judiciales. 


   Trabajadores/as sociales. 


   Psicólogos/as.


   Investigadores/as.


   Científicos/as forenses y su personal de apoyo. 


   Custodios/as.

   Guardas de juicios.

   Citadores/as judiciales.


   Personal de apoyo de los diferentes despachos en donde deben presentarse o realizar gestiones.


 


DIRECTRICES

 

I. Igualdad de oportunidades.


Los/as servidores/as y funcionarios/as  judiciales deben reconocer la importancia de las diversas necesidades de las personas en condición de discapacidad, con el fin de asegurar el empleo de los recursos para garantizar que las personas disfruten de iguales oportunidades, acceso y participación en idénticas circunstancias.



[3]


[4]





[6]

 


VII. No culpabilización 


Todas las prácticas judiciales deben estar dirigidas para no culpabilizar ni revictimizar  a la víctima en condición de discapacidad. 
[7]





[9]


[10]

 


X. Capacitación del personal.

Las autoridades judiciales y personal de apoyo a cargo del proceso, deberán recibir la debida capacitación por parte de la Escuela Judicial u otras instancias, a fin de que en dichas causas se minimice la revictimización de las persona en condición de discapacidad. Por tanto, deberán diseñarse y programarse los cursos necesarios sobre los derechos de las personas con discapacidad y sobre cómo relacionarse con esta población.
[11]





[13]

 

XIII. Privacidad de la diligencia judicial y auxilio pericial


En cualquier diligencia judicial, que se pueda dar  afectación psicológica o grave perturbación, en la que se requiera la presencia de una persona víctima en condición de discapacidad  física, sensorial, cognitiva, mental y/o múltiple, independientemente de la etapa en donde se encuentre el proceso, esta deberá llevarse a cabo en forma privada y con el personal especializado, como peritos/as especializados/as, intérpretes de lengua de señas, especialistas en comunicación, etc. 



[15]

 


XV. Consentimiento de la víctima.

Deberá contarse siempre con el consentimiento informado de la víctima para cualquier examen, sin importar su condición  de discapacidad, siempre que se garantice que la persona comprenda. Además se deberá respetar a las víctimas en su integridad, entendiendo que el proceso no es un fin en sí mismo.


 


Se brindarán los servicios y apoyos necesarios para que la víctima comprenda lo que consiente.



[17]

 


XVII. Pertinencia de preguntas y entrevistas.

Con el fin de evitar revictimización o discriminación  a fin de no lesionar la dignidad de la persona, se deberá evitar la reiteración innecesaria o no procedente, tanto de las preguntas como de las entrevistas, y se promoverá la labor interdisciplinaria cuando las circunstancias así lo permitan.



[19]

 


XIX. Declaración de la persona en  condición de discapacidad. 


Se recomienda que durante el juicio u otras audiencias, la declaración de la persona en condición de discapacidad, sea la primera declaración testimonial que se reciba.
[20]

 


XX. Derecho a la imagen.

La autoridad judicial encargada deberá controlar que la dignidad del/a testigo o víctima en condición de   discapacidad, no sea lesionada a través de publicaciones o cualquier exposición o reproducción de su imagen, o de cualquier otro dato personal que permita su identificación. Igualmente no se debe promover una imagen prejuiciosa por su discapacidad. Si se lesiona este derecho, es obligación del funcionario o funcionaria denunciarlo de conformidad con del artículo 47 del Código Civil.
[21]

 


XXI. Anticipo  de prueba.

En forma excepcional, calificada  y fundamentada, cuando se presenten personas en condición de discapacidad a las causas, se recomienda al/la encargado/a que proceda con arreglo del debido proceso, a la utilización del anticipo jurisdiccional de prueba en todos los casos en que conforme a derecho corresponda. Lo anterior es necesario para evitar la revictimización de la persona en condición de discapacidad.


 


Asimismo, debe hacerse un uso prudente del anticipo jurisdiccional de prueba, en tanto puede generarse un mayor grado de victimización, si la persona adulta en condición de discapacidad  ofendida, es llamada nuevamente a declarar en el juicio.



[23]

 


XXIII. Referencia técnica en casos de abuso sexual.

En los casos de abuso sexual de la persona en condición de discapacidad, el/a juez/a o la autoridad judicial que corresponda deberá remitirlo, con la mayor brevedad posible, al Programa de Atención a la Víctima con Discapacidad del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial o, en su defecto, debe considerar la posibilidad que la persona sea atendida por profesionales de la Caja Costarricense de Seguro Social, con la asesoría del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial. 


 


En todos aquellos casos donde el/la perito/a forense recomiende tratamiento psicológico para las víctimas de abuso sexual con discapacidad, el o la fiscal, al rendir sus conclusiones en la etapa de juicio, deberá solicitarle al Tribunal que en sentencia se ordene  a la Caja Costarricense del Seguro Social, brindar ese tratamiento otorgando todos los servicios de apoyo necesarios que garanticen una igualdad de condiciones. El/a juez/a podrá también dictarlo de oficio.


 


Para tales efectos, el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, hará un estudio y se levantará un listado de las oficinas del CNREE y CCSS del país, así como de organizaciones no gubernamentales, para tener alternativas de atención a las personas con discapacidad, tomando en cuenta su diferencia por ser una persona en condición de discapacidad.
[24]

 


XXIV. Personas en condición de discapacidad testigos en delitos.

En delitos en los que se cuente con testigos en condición de discapacidad, estos contarán con todas las garantías establecidas para el caso de personas víctimas en condición de discapacidad.












[29]

 


XXXII. Subsidiariedad.

Desarrollar y promocionar medidas con el fin de evitar que las personas con discapacidad asistan a todas las audiencias u otros requerimientos judiciales formales siempre y cuando  estas medidas se den bajo un marco de respeto a los derechos humanos y las garantías judiciales de la persona imputada.
[30]

 


San José, 7 de diciembre de 2010


 


 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

Ref.: 10088-10
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CIRCULAR No. 168-10

Asunto:           “Directrices para reducir la Revictimización de Niños, Niñas y Adolescentes en Condición de Discapacidad en Procesos Judiciales”.-       


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena en sesión N° 31-10 del 1° de noviembre de este año, artículo XVI, aprobó las siguientes directrices: 


“DIRECTRICES PARA REDUCIR LA REVICTIMIZACIÓN DE  NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD EN PROCESOS JUDICIALES

 


GLOSARIO

 


1.  Acceso a la justicia de las personas con discapacidad. Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que les permiten a todas las personas en condición de discapacidad, sin discriminación alguna, se les garantice el goce de los servicios judiciales, para una justicia pronta y cumplida  con un trato humano.


 


2. Ayudas técnicas. Equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.


 


3.      Discapacidad. El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos  limitando  y restringiendo su participación. 


 


4.     Discriminación por razones de discapacidad.  Toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito  de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.
[1]

 


5.     Interés superior del niño o niña. Es un principio jurídico garante que obliga a cualquier instancia pública y privada a tomar en consideración su condición de persona menor de edad sujeta de derechos y responsabilidades, su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales, así como el contexto socioeconómico y cultural en donde se desenvuelve a fin de respetar los derechos de los niños, niñas y adolescentes en procura de su desarrollo integral.


 


6.  Perspectiva de la discapacidad. Evidenciar las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad, considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual etc., a fin de eliminarlas.


 


7.  Revictimización. Toda acción u omisión que lesione el estado físico, mental y/o psíquico  de la persona víctima.


 


8.  Servicios de apoyo. Toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad.


 


9.     Transversalidad de la discapacidad. Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad.  


 


10.         Autonomía progresiva: Toma en consideración la competencia de las niñas, niños y los/as adolescentes con derecho a ejercer influencia sobre los asuntos que afectan sus vidas y la protección necesaria, conforme a su grado de madurez, de acuerdo con cada etapa que atraviese en su proceso de desarrollo, ajustando el interés superior del/a menor a las variantes en la evolución progresiva que implica el proceso de desarrollo integral del niño, niña o del/a adolescente y la diversidad entre ellos.


 


         DIRIGIDO A:

 


Los operadores y operadoras judiciales en un sentido amplio que conocen asuntos en los que intervienen víctimas y/o testigos personas menores de edad en condición de discapacidad, entre éstos, las y los


 


   Fiscales. 


   Defensores/as.


   Jueces/zas. 


   Auxiliares judiciales. 


   Trabajadores/as sociales. 


   Psicólogos/as.


   Investigadores/as.


   Científicos/as forenses y su personal de apoyo. 


   Custodios/as.

   Guardas de juicios.

   Citadores/as judiciales. 


   Personal de apoyo de los diferentes despachos en donde deben presentarse o realizar gestiones.


 


DIRECTRICES

I. Igualdad de oportunidades.


Los/as servidores/as y funcionarios/as judiciales deben reconocer la importancia de las diversas necesidades de los/as niños/as y adolescentes en condición de discapacidad,  con el fin de asegurar el empleo de los recursos para garantizar que las personas disfruten de iguales oportunidades, de acceso y participación en idénticas circunstancias.
[2]

II. Diversidad.


Los/as servidores judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, según su edad, etnia, género, condición socioeconómica, orientación sexual y discapacidad, bajo el principios de que “todos/as somos igualmente diferentes”.


 


III.   Accesibilidad.


Los/as servidores/as judiciales deben brindar todas las facilidades para que los/as niños/as y los/as adolescentes en condición de discapacidad, puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación.


 


IV. Vida independiente.


Los/as servidores/as judiciales deben brindar las condiciones y los servicios de apoyo para el desarrollo de todas las potencialidades de los/as niñas/as y los/as adolescentes en condición de  discapacidad, permitiendo que estas tomen el control de sus acciones y decisiones conforme a su autonomía progresiva. 


 


V. Participación conforme a la edad cronológica.


Los/as servidores/as judiciales deben respetar la relación entre la edad cronológica y la participación plena de los/as niños/as y los adolescentes con discapacidad que les permita actuar conforme a su edad. 


 


VI. Acatamiento obligatorio de los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos.

La Convención de los Derechos del Niño y Convención Americana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,  así como las Normas Uniformes para la Equiparación de Oportunidades de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas son normas jurídicas de jerarquía superior a la ley y complementan la aplicación e interpretación de los derechos constitucionales y, por lo tanto, son de acatamiento obligatorio.
[3]

VII. No culpabilización. 


Todas las prácticas judiciales deben estar dirigidas para no culpabilizar ni revictimizar a la víctima en condición de discapacidad. 
[4]

VIII. Acondicionamiento del entorno.


Con el fin de crear un ambiente acogedor el funcionario o funcionaria judicial encargado/a deberá evitar el contacto directo de la víctima o testigo con el acusado o acusada, demandado o demandada. Para tal efecto, deberán destinarse los recursos necesarios para crear o acondicionar los espacios físicos que se requieran, así como recurrir a medios idóneos  como el uso de los biombos u objetos similares, especialmente en la etapa de juicio, para impedir el contacto directo de la víctima con el/a ofensor/a, garantizando en todo momento el derecho de defensa. Se debe recordar que la ley 7600 de Igualdad de Oportunidades, establece una serie de reglas para asegurar la accesibilidad al espacio físico, a los niños, niñas y  los/as adolescentes en condición de discapacidad. 


 


No se deben señalar citas a la misma hora y lugar para el niño, niña y el/a adolescente ofendido/a en condición de discapacidad y su denunciado/a, ofensor u ofensora, con el fin de evitar su contacto. Igualmente, se deben prever su ingreso y egreso de los edificios judiciales a diferentes horas o por distintos lugares. 



[6]

IX. Asistencia profesional especializada.

En todos aquellos momentos en que se requiera, la autoridad correspondiente deberá solicitar, con la prontitud debida, la colaboración de especialistas en psicología, trabajo social, comunicación,  educación especial y discapacidad del Poder Judicial o, en su defecto, de otras instituciones. Además, se deberá poner especial atención en la familiarización del niño, niña y el/a adolescente  en condición de discapacidad para enfrentar el proceso, en especial la etapa de debate o cualquier otra audiencia oral. Para el caso de los personas sordas o con deficiencias en la comunicación, debe estar presente el/la intérprete de lengua de señas u otros profesionales, según la necesidad. 









[10]

 


XXI. Anticipo  de prueba.

En forma excepcional, calificada y fundamentada, cuando se presenten niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad a las causes, se recomienda al/la encargado/a que proceda con arreglo del debido proceso, a la utilización del anticipo jurisdiccional de prueba en todos los casos en que conforme a derecho corresponda. Lo anterior es necesario para evitar la revictimización de el/a niño, niña o el/a adolescente en condición de discapacidad.


 


Asimismo, debe hacerse un uso prudente del anticipo jurisdiccional de prueba, en tanto puede generarse un mayor grado de victimización, si el/a niño, niña o el/a adolescente ofendido/a con discapacidad, es llamado nuevamente a declarar en el juicio.


 


XXII. Tiempo de espera.

Los y las operadoras del sistema judicial deberán tomar las previsiones necesarias, para que la persona menor de edad, víctima en condición de discapacidad, espere el menor tiempo posible para la realización de cualquier diligencia.


 


XXIII. Referencia técnica en casos de abuso sexual.

En los casos de abuso sexual o violencia intrafamiliar del/a niño, niña o adolescente ofendido, el/a juez/a o la autoridad judicial que corresponda deberá remitirlo/a, con la mayor brevedad posible, al programa de atención a la violencia sexual infanto juvenil del Departamento de Trabajo Social y psicología del Poder judicial.


 


En todos aquellos casos donde el/la perito/a forense recomiende tratamiento psicológico para las víctimas de abuso sexual niños, niñas o adolescentes con discapacidad, el o la fiscal, al rendir sus conclusiones en la etapa de juicio, deberá solicitarle al Tribunal que en sentencia se ordene a la Caja Costarricense del Seguro Social, brindar ese tratamiento otorgando todos los servicios de apoyo necesarios que garanticen una igualdad de condiciones. El juez podrá también dictarlo de oficio. 


 


Para tales efectos, el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, hará un estudio y se levantará un listado de las oficinas de la  CCSS del país, así como de organizaciones no gubernamentales, para tener alternativas de atención a los/as niños, niñas o adolescentes con discapacidad. 


 


En sentencia deberá tomarse en cuenta el artículo 111 del Código de Niñez y Adolescencia ordenando al PANI  verificar la efectividad del tratamiento que da la CCSS.


 


XXIV. Personas menores de edad testigos en delitos.

En delitos en los que se cuente con testigos niños, niñas o adolescentes con discapacidad, estos contarán con todas las garantías establecidas para el caso de personas víctimas menores de edad.


 


XXV. Valoraciones corporales en delitos sexuales.

Las autoridades judiciales que envíen solicitudes de valoración corporal de niños, niñas o adolescentes víctimas de abuso sexual con discapacidad, deberán asegurarse de que las mismas sean necesarias para la averiguación de la verdad real de los hechos. De tal manera, bajo ninguna circunstancia se les debe someter a exploraciones genitales y anales en un primer momento, cuando los hechos denunciados no lo ameriten.


 


XXVI. Acompañamiento en pericias corporales.

Cuando se trate de valoraciones corporales, deberá contarse con la presencia de un familiar o de su acompañante, en la medida que el niño, niña o el/la adolescente víctima en condición de discapacidad lo requiera y  lo acepte. En ausencia de estos, se podrá solicitar un acompañante de confianza,  de la víctima. 


 


XXVII. Preguntas y transcripción de la valoración pericial.

En el caso de las valoraciones periciales, deberán hacerse y transcribirse únicamente las preguntas necesarias para esclarecer la verdad de los hechos.


 


XXVIII. Participación en el peritaje.

Durante el peritaje, el/a fiscal, el/la querellante y el/la defensor/a del/la encartado/a, podrán disponer de esta diligencia para realizar las preguntas que consideren oportunas, en el momento que se les indique. Estas preguntas se realizarán a través de los/as peritos/as respectivos/as, evitando en todo caso la revictimización del niño, niña o el/la adolescente en condición de discapacidad.


 


XXIX. Condiciones del debate.

En los debates y/o audiencias, la autoridad judicial a cargo deberá tramitarla con la el/a niño, niña o adolescente en condición de discapacidad, intentando crear un ambiente tranquilo y acogedor para ella o él. Es recomendable que las partes, salvo el demandado/a, se apersonen de previo al juicio con el objetivo de presentarse ante  la víctima o testigo. 


 


XXX. Identificación de expedientes.

Identificar en la carátula del expediente con una boleta que se refiere a un caso de niño, niña o adolescente en condición de discapacidad ofendida, para otorgar el trato diferenciado correspondiente en cada despacho según la discapacidad. Se indicará el símbolo de accesibilidad.  


 


En el caso de que haya testigos en condición de discapacidad, el juez/a realizará una prevención a las partes para que le indiquen al despacho los requerimientos necesarios para asegurar la igualdad de participación en el proceso.


 


XXXI. Aplicación de directrices en los procedimientos policiales.

Cuando la policía judicial y administrativa cumpla funciones judiciales, procurará que la atención de los casos se ajuste a lo dispuesto en los puntos comprendidos en estas directrices. Además, debe proveerse de la capacitación necesaria y suficiente al personal policial, para que se aborden los casos de manera adecuada y profesional, en aras de cumplir con los objetivos propuestos para minimizar la revictimización.


 


XXXII. Subsidiariedad.

Desarrollar y promocionar medidas con el fin de evitar que las personas con discapacidad asistan a todas las audiencias u otros requerimientos judiciales formales siempre y cuando estas medidas se den bajo un marco de respeto a los derechos humanos y las garantías judiciales de la persona imputada.
[11]”

 


San José, 7 de diciembre de 2010


 


 

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 10088-10


Ángela/ Ashley
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 HYPERLINK \l "_ftnref8" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref8" \o "Presione aquí para ir al texto" 


[9] Artículo 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad HYPERLINK \l "_ftnref9" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref9" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref9" \o "Presione aquí para ir al texto" 


[10] Artículo 22 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad HYPERLINK \l "_ftnref10" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref10" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref10" \o "Presione aquí para ir al texto" 


[11] Artículo 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad HYPERLINK \l "_ftnref11" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref11" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref11" \o "Presione aquí para ir al texto" 


 HYPERLINK \l "_ftnref11" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°031 del 24 de marzo del 2011


CIRCULAR  Nº 31-2011

Asunto:            Reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales.-    

A LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS QUE CONOCEN MATERIA PENAL

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior, en sesión N° 14-11, celebrada el 22 de febrero de 2011, artículo LXXXII, a solicitud de la Comisión de Oralidad, con el fin de poner a su disposición una herramienta para la mejor organización y aprovechamiento del tiempo de agenda, les comunica las siguientes reglas para efectuar el señalamiento y agendamiento de los debates orales:

 

“1) Los principales factores que determinan el tiempo requerido para un Debate son: Número de testigos, número de imputados (as), número de defensores (as) y tipo de delito; y son válidos tanto para los casos simples como para los casos de mayor complejidad.

 

2) El horario de inicio del debate en la mañana será las ocho horas y en la tarde las trece y treinta horas, por cuanto esto permite un aprovechamiento mayor del tiempo laboral. Se entiende que se cuenta con diez audiencias por semana en el servicio ordinario. Lo anterior sin perjuicio de los casos en los que, atendiendo a criterios razonables, se puedan señalar un mayor número de debates.

 

3) En cuanto al señalamiento:

 

a) El señalamiento de los debates es una función que no harán los jueces de juicio sino el Juez Tramitador o Jueza Tramitadora con la debida intervención de la Administración, la cual tiene a su cargo el manejo de la agenda única, lo anterior a efecto de garantizar que los jueces y juezas decisoras no tengan contacto con el trámite de las causas, como corresponde al modelo procesal que acogió nuestro ordenamiento jurídico y a la observancia de los principios constitucionales y de las convenciones internacionales que garantizan la imparcialidad de los jueces y juezas que administran Justicia en la etapa de juicio.

 

b) El juez o jueza tramitadora valorará para hacer el señalamiento el número de testigos, complejidad de la causa, prescripción y demás criterios aquí establecidos, y propondrá las fechas en la agenda a efecto de que el funcionario administrativo encargado de gestionar la agenda única reserve los espacios correspondientes y genere la programación definitiva de los debates a salvo de cualquier contratiempo originado en la duplicidad de señalamientos a la misma hora o con los mismos intervinientes, entre diferentes grupos de un tribunal o con otros despachos penales de un mismo circuito.

 

c) Los casos en que el señalamiento implique más de veinte días hábiles en la agenda, serán consultados con el juez o jueza coordinadora del tribunal, quien verificará si ello se justifica y de ser así, buscará que el señalamiento se haga procurando en lo posible no entorpecer el trabajo ordinario de los tribunales.

 

d)  Los tribunales de juicio no deben remover audiencias ya señaladas de los juzgados penales a efecto de ubicar sus propias audiencias nuevas o de continuación de juicios. En casos de extrema excepción, en que la única solución posible sea escoger entre uno u otro señalamiento, deberá decidirse de común acuerdo con el coordinador o coordinadora del Juzgado Penal, quien al emitir su criterio atenderá además de las razones jurídicas, las razones de gestión de su despacho, así como las causas originadas en la  gestión del tribunal, como el uso que se hace de los tiempos laborales, el uso eficiente de la agenda y el cumplimiento de las directrices contenidas en esta circular; asimismo deberán ser consultadas las partes, de forma que no se afecte el servicio público a su cargo tampoco.

 

4) Al ingresar los casos, el Juez o Jueza tramitadora debe consignar la fecha de prescripción de las causas y los siguiente factores: número de testigos; número de intervinientes; número de Audiencias requeridas para el debate y si el tribunal debe ser unipersonal o colegiado.  

 

5) Para efecto de hacer los señalamientos, se entenderá que en el caso simple se dan los siguientes supuestos: 

Cuatro testigos (30 minutos cada uno)                             Dos horas

Incorporación de la Prueba Documental                          20 minutos

Un defensor (Conclusiones)                                             20 minutos

Un Fiscal (Conclusiones)                                                 20 minutos

 

6) EXCEPCIONES AL CASO SIMPLE: Siguiendo los anteriores parámetros, a algunos casos se les debe considerar especiales en atención a estos otros criterios: 

 

A) POR TIPO DE DELITO Y VÍCTIMAS 

 

Delincuencia Económica, Delitos contra la Libertad Sexual y Homicidios pueden requerir más tiempo de debate. Asimismo, personas menores de edad víctimas de delitos sexuales y personas con discapacidad deben ser consideradas especialmente al momento de programar debates. En esos casos, con un criterio de razonabilidad, debe el juez/a tramitador/a extender el tiempo para su recepción.

 

B) CASO DE MAYOR COMPLEJIDAD

 

Por ser casos de excepción pueden ser resueltos, con la intervención del Juez/a Coordinador/a, lo que no obsta para considerar válido el establecimiento de algunos principios generales que se apliquen de forma general.

 

Para este efecto, las partes proponentes pueden indicar el tiempo necesario extraordinario para la declaración de sus testigos de previo a la programación del debate, si hubiera alguna razón que lo justifique.  

 

7) Los debates con privados de libertad deben agendarse en un horario en que los imputados ya hayan podido ser trasladados a la sede del tribunal: a partir de las diez de la mañana o en la audiencia de la tarde. De ese modo, los testigos, defensores y fiscales emplearían el tiempo anterior al señalamiento en otras labores propias del cargo. También se podrían programar debates de casos simples que puedan completarse de previo al inicio del debate de la causa con imputado detenido. 

 

8) Para los señalamientos deberá usarse la agenda electrónica, que a su vez funcionará como instrumento para conocer la forma en que se programan los debates de conformidad con los parámetros aquí establecidos y la estrecha colaboración entre el juez tramitador y el responsable de la Administración de las salas.

 

9) Se reitera la importancia de la puntualidad del tribunal en las salas de audiencias, así como la necesidad de una dirección del debate respetuosa y eficiente, que permita un espacio razonable a las partes para ejercer la defensa de sus intereses y a la vez impida las pérdidas innecesarias de tiempo. Asimismo, si por algún motivo el debate es suspendido o reprogramado el juez o jueza tramitadora, o quien designe, deberá informar de manera oportuna a las personas que han comparecido de la situación y de la decisión adoptada.”

 

San José, 24 de marzo de 2011

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

ref.: 1667-11

Ashley
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°033 del 1 de abril del 2011


CIRCULAR  Nº 33-2011

Asunto:          Recomendaciones generales para el debido funcionamiento en los despachos.-

A LAS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:    

El Consejo Superior, en sesión N° 19-11, celebrada el 3 de marzo de 2011, artículo LV, dispuso comunicarles las siguientes recomendaciones planteadas por el Tribunal de la Inspección Judicial: 

“1.- Es obligatorio utilizar la fórmula 441 para préstamo de expedientes y la correspondiente anotación del movimiento en el sistema de gestión.

 

2.- Está prohibido engrapar papeles o documentos en la carátula de los expedientes para evitar su deterioro, así como la prohibición de hacer anotaciones excesivas en los documentos que impidan su correcta lectura.

 

3.-Deben cumplir obligatoriamente con las disposiciones relativas a la atención privilegiada de adultos mayores y población indígena.

 

4.- Están en la obligación de procurar esquemas de trabajo y prácticas que reduzcan o eliminen el uso de papel.

 

5.- Es prohibido utilizar camisetas tipo “Polo”, según acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 13-2010, art. VIII.

 

6.- Deben tanto los jueces coordinadores como los tramitadores, donde los hubiere, mantener un registro mensual estadístico de las labores que se realicen.

 

7.-  Los despachos judiciales que mantengan vehículos decomisados a su orden, deben abrir un control para este tipo de bienes exclusivamente, donde se anotarán los datos de identificación del vehículo, expediente, fecha de recibido, ubicación y razón de salida. Se adjunta machote en formato de hoja electrónica para tal fin. 

 

8.-Los señores (as) jueces (as) al dictar sentencia en un proceso, deben pronunciarse acerca de los objetos decomisados y hacer la recomendación respectiva al Depósito de Objetos, cuando proceda.

 

9.-Los señores Jueces (as) y Asistentes Judiciales tienen el deber de revisar la lista oficial de los Abogados suspendidos por el Colegio de Abogados de Costa Rica, que se comunica a través del correo electrónico de la institución, a efecto de no tramitar ninguna gestión patrocinada por alguno de estos profesionales.

 

10.- De conformidad con la Circular Nº 123-10 del 17 de setiembre de 2010, emitida por la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, se recuerda a los Jueces y Juezas Coordinadores de Despacho, rendir completa y oportunamente el informe sobre la Evaluación del Desempeño de las Juezas y Jueces en periodo de prueba.

 

11.- De acuerdo con las diferentes circulares emitidas por la Jerarquía Institucional (Circulares CSPJ: 62-2001, 98-2002, 45-2003, 31-2004, 28-2005, 123-2005, 200-2008, 78-1998 y 63-2003) en cuanto a la presentación personal de las personas que laboran en el Poder Judicial, deberán los servidores y funcionarios de los Despachos Judiciales utilizar la corbata en el horario de trabajo correspondiente.”

San José, 1° abril de 2011

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 2051-11
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CIRCULAR N° 50-2002

 

 

Asunto:   Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos.-

 


A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:

                                                                              

         El Consejo Superior, en sesión N° 35-02, celebrada el 21 de mayo del 2002,  artículo XCI, dispuso la aprobación y publicación del siguiente Manual:

"MANUAL DE PROCEDIMIENTOS  PARA LA CONTENCIÓN, CONDUCCIÓN 

E INTERVENCIONES CORPORALES DE DETENIDOS"

CAPÍTULO I

PROCEDIMIENTOS GENERALES EN LA CONDUCCIÓN DE DETENIDOS.


Artículo 1: Las disposiciones establecidas en este manual son de acatamiento obligatorio para el personal del Organismo de Investigación Judicial que cumpla funciones de contención, conducción e intervenciones corporales de personas privadas de libertad. Estas disposiciones, también son de acatamiento obligatorio para el personal de investigación, en lo que les fuere aplicable, según la naturaleza propia de sus funciones.


Artículo 2: La función del Conductor de Detenidos consiste en el traslado de personas privadas de libertad desde los Centros Penitenciarios o celdas del Organismo de Investigación Judicial a los Despachos Judiciales, Complejo de Ciencias Forenses, Centros Hospitalarios o cualquier  otro lugar señalado por la autoridad a cuya orden estuviera el detenido. Los servidores que ocupen puestos de Conductor de Detenidos y Choferes de Ambulancia para el traslado de privados de libertad, están en la obligación de desplazarse a cualquier parte del país.


Artículo 3: Cuando un privado de libertad presente alguna dolencia o afección física que requiera de atención médica, deberá ser trasladado a un Centro Hospitalario, previa autorización del funcionario judicial a cuya orden se encuentre. En  los casos de extrema urgencia el Jefe o Encargado de la respectiva dependencia policial, autorizará el traslado y comunicará a la respectiva autoridad, para estos efectos, podrá solicitar el criterio de algún médico y lo hará del conocimiento del funcionario a cuya orden se encuentre el privado de libertad.


Artículo 4: En todos los casos el conductor de detenidos debe revisar en forma minuciosa a los privados de libertad previo a su ingreso a la ambulancia o a las celdas,  observando el procedimiento que en el artículo 20 se indica. Esta revisión deberá efectuarse aún cuando otra autoridad manifieste haberla practicado. El responsable del detenido o la persona que el jefe designe, deberá confeccionar toda la documentación correspondiente al registro de control de detenidos. Si en el momento de su ingreso, el privado de libertad es portador de medicamentos o estupefacientes por prescripción médica,  se deberá consultar a un profesional en medicina,  el que decidirá el uso que deba hacerse de ellos. 


Artículo 5: Cuando el conductor de detenidos recibe un documento “de tener” a la “orden” u “orden de libertad”, debe verificar que el número de expediente sea el mismo con el que ingresó y observar las demás disposiciones establecidas en el Manual de Procedimientos para Trámite de Remisiones, Tener a la Orden y Órdenes de Libertad.


Artículo 6: Cuando las circunstancias lo ameriten, tanto el conductor de detenidos como  el chofer de la ambulancia  deben portar armas de fuego autorizadas y/o utilizar cualquier dispositivo de seguridad autorizado por la institución. Por regla general los detenidos deberán ser esposados hacia atrás salvo por razones de enfermedad o limitaciones físicas.  


Artículo 7:  El conductor de detenidos debe implementar las medidas de seguridad necesarias y autorizadas en el traslado, contención y conducción de los privados de libertad, así como garantizar la integridad física propia, del detenido, servidores judiciales y otras personas que tengan contacto directo o indirecto con éste.


Artículo 8: Para implementar las medidas de seguridad  la jefatura o el servidor que éste designe, deben planificar el traslado de detenidos considerando, entre otros, los siguientes aspectos: a)  distancia y condiciones de la vía o terreno, entre el lugar de origen y el destino de traslado, b) peligrosidad  y número de privados de libertad a trasladar; y c) posibilidad de que existan roces entre los privados de libertad que se requiera trasladar.


Artículo 9:  Cuando se tenga necesidad de trasladar o custodiar a un detenido en campo abierto, éste debe ser esposado hacia atrás, pasándole las esposas en medio de su faja y aplicando una llave de conducción.  Cada privado de libertad debe ser trasladado y custodiado como mínimo por dos Conductores, quienes sujetarán a  éste de los brazos. 


Artículo 10: Cuando se trate de una diligencia judicial, a realizar en  un sitio  que carezca de las condiciones mínimas  de seguridad, los conductores de detenidos deben hacerlo del conocimiento de su superior inmediato, a fin de que se le brinde colaboración con más personal; o, en su defecto solicitar el auxilio de oficiales del Organismo de Investigación Judicial o cualquier otro cuerpo policial, en procura de que estos funcionarios se encarguen de mantener el control del sitio donde se realizará dicha diligencia.


Artículo 11:  Cuando un Conductor de Detenidos se presente en un centro penitenciario, para realizar el traslado de un privado de libertad, debe cerciorarse en primera instancia que la entrega del detenido por parte de las autoridades de Adaptación Social, corresponde con la persona que se ha solicitado.  De igual manera se debe proceder cuando un privado de libertad se encuentra en celdas del Organismo de Investigación Judicial y debe ser  remitido a un centro penal. Ante la menor duda, se debe consultar a la Dirección del centro correspondiente, sobre algunos detalles importantes de la persona que consten en el expediente que el centro conserva de cada detenido, para verificar que se trata del sujeto solicitado. 


Cuando la libertad de un detenido se deba efectuar en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, se debe recurrir al registro de arresto y con las calidades que en el mismo consten, proceder a realizar un interrogatorio de identificación a fin de determinar que se trate de la  persona para la que se ha ordenado su libertad. 


Artículo 12: El detenido en lo posible, será custodiado por dos conductores de detenidos quienes a su vez deben de procurar el traslado de las celdas a los despachos judiciales, utilizando los pasillos y/o ascensores destinados para el uso exclusivo de los servidores judiciales, evitando al máximo el contacto del detenido con las personas particulares. Según sea el caso, deben solicitar a servidores judiciales y personas particulares desalojar el ascensor mientras se procede con el traslado del detenido, con el fin de no exponerlo al público y se tomaran las medidas necesarias para protegerlo de los insultos, de la curiosidad y  toda clase de publicidad.


Artículo 13:  Cuando dos conductores de detenidos, trasladen un privado de libertad, uno de ellos se encargará de realizar los trámites correspondientes a manejo de documentación, revisión del habitáculo donde se presentará al privado de libertad, operación de  ascensor y desalojo de las personas que hagan utilización del mismo, sin que ello lo exima del deber de cuidado que tiene respecto del detenido.


CAPITULO II

REVISIÓN CORPORAL

Artículo 14:  Antes de proceder al traslado de cualquier detenido, éste deberá someterse a una minuciosa revisión corporal, con el objeto de garantizar que no posea entre sus ropas ningún instrumento que le permita intentar la evasión, infringirse lesiones; o bien, amenazar o causarle daño a sus custodios, servidores judiciales o terceras personas.  La revisión será responsabilidad del servidor o servidores encargados del traslado.


Artículo 15: Toda revisión corporal de personas privadas de libertad, debe efectuarse en un lugar adecuado que garantice la seguridad del detenido, del custodio y de cualquier otra persona que tenga contacto directo o indirecto con aquél.


Artículo 16: Durante todo el proceso de revisión se debe respetar el pudor del detenido.  Para estos efectos, la revisión de mujeres debe ser realizada por personal femenino, en el caso de los varones por personal masculino, sean conductores de detenidos, chofer encargado del traslado, personal de investigación o funcionarios judiciales autorizados.


Artículo 17: La revisión corporal debe realizarse en presencia de otro custodio; no obstante, si ello no fuere posible, se solicitará la colaboración a un investigador, policía civil o penitenciario.


Artículo 18: Si durante la revisión corporal se localiza alguna evidencia u objeto que se presume puede tener relación con algún delito, deberá informarse de inmediato al funcionario a cuya orden se encuentra el detenido, para que se proceda conforme corresponda.


Artículo 19: Cuando el detenido asuma una posición hostil o agresiva ante el servidor que procura la revisión corporal, debe recurrirse en primera instancia al diálogo y la persuasión. En caso de que ello no diere resultado, se utilizará la fuerza que resulte estrictamente necesaria para poder realizar la diligencia, para lo cual se podrá hacer uso de los instrumentos de seguridad, como la vara policial, el dispositivo de esposas y cualquier otro autorizado por la Institución.  El uso de la fuerza debe ser únicamente para lograr el control del detenido, nunca para agredirlo.


Artículo 20: Al momento de presentarse un conductor de detenidos en cualquier centro penitenciario para trasladar un privado de libertad, deberá proceder de la siguiente manera:


a) Revisar minuciosamente al detenido en el lugar destinado para estos efectos por la Dirección General de Adaptación Social, haciéndose acompañar de dos testigos, de preferencia agentes de esa misma institución.  Antes de efectuar esta revisión corporal deberá consultarse al privado de libertad si lleva consigo algún objeto; y, en caso afirmativo, se le invitará a que lo entregue.


La revisión se efectuará iniciando de la parte superior a la inferior o a la inversa. 


b) Solicitar al privado de libertad que se desprenda de implementos tales como zapatos, faja, abrigo, corbata, cubre cabezas y todo otro tipo de accesorio que pudiere atentar contra su seguridad, la de sus custodios o terceras personas. De igual forma, debe solicitársele extraer todos los objetos que porte en los bolsillos del pantalón, camisa, vestido o cualquier otra prenda de vestir.


c) Si el privado de libertad presenta algún tipo de prótesis, inmovilización o vendaje, será obligación del custodio consultar a los oficiales penitenciarios sobre dicha circunstancia; y, a su vez, examinar cuidadosamente el aditamento sin moverlo de su posición original, con la finalidad de evitar el traslado de armas u otro tipo de objetos que atenten contra la seguridad o que faciliten una evasión.  


Artículo 21: Al efectuarse el traslado de un detenido no debe permitirse que éste porte objetos tales como dinero, alhajas, bienes que se puedan comercializar, radios, libros, revistas, salvo cuando la diligencia judicial requiera de varios días y sea necesario ropa extra.  Si el detenido requiere llevar documentos relacionados con el proceso que se sigue en su contra,  éstos deberán ser trasladados por alguno de los oficiales custodios.


CAPÍTULO III

DISPOSICIONES EN TORNO A PRIVADOS DE LIBERTAD QUE SE ENCUENTREN EN LAS CELDAS DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL.

Artículo 22: Corresponde a la Jefatura o el funcionario que ésta designe, mientras el detenido se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, ser vigilante del tiempo de detención, procurando que no sobrepase las veinticuatro horas, sin que se encuentre a la orden de autoridad competente.


Artículo 23: Es deber del conductor de detenidos estar siempre vigilante del privado de libertad, mientras se encuentre en las celdas del Organismo de Investigación Judicial, con el propósito de evitar posibles agresiones entre detenidos, daños al inmueble o tentativas de suicidio. La Jefatura, cuando la cantidad de personal así lo permita,  deberá designar un responsable entre los conductores,  para que asuma esa vigilancia.


Artículo 24: El servidor que la Jefatura designe está en la obligación de anotar en el libro de novedades, cada vez que se traslade un privado de libertad, a una Delegación, Subdelegación u Oficina del Organismo de Investigación Judicial, o dependencia del Ministerio de Justicia, el número de unidad en que se realiza el transporte, servidores que entregan al detenido, estado físico de éste, a la orden de quién se realiza el traslado o presentación, hora de ingreso, anotación del número consecutivo o de oficio del documento (tener a la orden, remisión, orden de libertad) mediante el cual es entregado el privado de libertad o cualquier otra observación.


Artículo 25: El conductor de detenidos debe de abstenerse en todo momento de entablar conversaciones o comunicaciones escritas, con los privados de libertad, así como realizarles  la compra de cualquier clase de artículos de consumo. 


CAPÍTULO IV

USO MODERADO DE LA FUERZA  EN LABORES DE TRASLADO, CUSTODIA, CONTENCIÓN Y VIGILANCIA

Artículo 26: El conductor de detenidos, deberá  emplear en todo momento en el trato con el privado de libertad, el diálogo  y  la persuasión, especialmente cuando éste se encuentre emocionalmente alterado, evitando utilizar palabras o lenguaje que lo irriten o lo provoquen. 


Artículo 27: Se permitirá el uso de la fuerza física moderada, en aquellos casos de amotinamiento, intento de evasión o agresión a cualquier persona.


 Artículo 28: Cuando  se trasladen varios detenidos y uno de ellos se encuentre  violento, el  conductor de detenidos deberá aislarlo, con el propósito de evitar que  provoque a los otros, para ello deberá proceder conforme a lo señalado en los dos artículos anteriores, según sea el caso. 


CAPÍTULO V

DISPOSICIONES SOBRE EL USO DE ARMAS REGLAMENTARIAS

Artículo 29: El conductor  de detenidos deberá cumplir con lo dispuesto en la Ley de Armas y Explosivos; y, en el  Manual de Normas y Procedimientos para el Uso, Portación, Mantenimiento y Retención del Arma de Uso Oficial, del Organismo de Investigación Judicial.


Artículo 30: El Conductor de detenidos deberá cumplir  fielmente con los controles establecidos por la Jefatura de Cárceles y Transportes  para la entrega y devolución de armas y equipo especial que se utilice en el traslado de privados de libertad. Dicho control establecerá un detalle por caso, en forma completa  e individualizada sobre el uso de cada arma.


Artículo 31: Toda arma de fuego, debe presumirse cargada aunque no se porte y debe cumplirse con todas las recomendaciones de seguridad.


Artículo 32: Siempre que las condiciones lo permitan, se utilizará cualquier otro medio o alternativa antes de recurrir al uso del arma de fuego.


Artículo 33: Se prohibe amenazar o hacer  uso del arma de fuego contra cualquier persona, excepto que sea estrictamente necesario en el cumplimiento del deber.  


Artículo 34: Se prohibe dejar las armas de fuego, al alcance de personas no autorizadas.


Artículo 35: Se prohibe dejar  las armas  o equipo  de uso oficial, en la gaveta del vehículo automotor  u otro sitio que no ofrezca seguridad.


Artículo 36: Se prohibe disparar al aire. En caso de que sea necesario disparar como señal de prevención, el disparo debe ser hecho contra el suelo siempre y cuando éste no sea de concreto, metal  u otro tipo de superficie que provoque  el  rebote  del proyectil y ponga en peligro a otras personas. No se debe correr  con el dedo puesto en el gatillo del arma. 


Artículo 37: El arma no debe ser guardada ni portada con el percutor amartillado. Cuando  el arma no se encuentre  en uso, deberá tener los seguros colocados.


Artículo 38: El arma de fuego deberá entregarse respetando las medidas de seguridad, tales como: Vacía, abierta, revisar que no contenga munición y con los cargadores separados. Lo anterior también aplica cuando el arma es enviada para mantenimiento.


CAPÍTULO VI

RELACIÓN DEL CONDUCTOR DE DETENIDOS CON

AUTORIDADES JUDICIALES Y OTROS

Artículo 39 : El conductor de detenidos debe tratar de manera respetuosa al privado de libertad, evitando frases, palabras o gestos que puedan indisponerlo u ofender su dignidad.  A su vez, debe demostrar su autoridad y proceder con firmeza cuando deba hacerle alguna indicación  sobre las reglas establecidas para el traslado.


Artículo 40: Tanto la Sección de Cárceles como las Unidades Regionales, deben garantizar a los funcionarios judiciales, la seguridad, la puntualidad y la tramitación debida de todas aquellas solicitudes que formulen para el traslado de detenidos, siempre que éstas cumplan con los requerimientos de ley. Asimismo deben informar a la autoridad que solicita el traslado, cualquier circunstancia que en materia de seguridad merezca especial atención.  Al efecto, se debe considerar el caso de presentación de detenidos en inmuebles que no ofrecen las condiciones mínimas de seguridad, los traslados que pudieren evitarse desplazándose el citador del despacho al Centro Penitenciario donde se encuentra el privado de libertad, el cambio de la sede de determinado debate a otra que ofrezca mayores condiciones de seguridad, así como cualquier otra situación que se considere importante.


Artículo 41:  Los Defensores y representantes del Ministerio Público debidamente acreditados, podrán solicitarle al conductor de detenidos que se mantenga a una distancia prudente mientras conversa con su cliente, siempre que las condiciones del lugar lo permitan y sin que se descuiden las correspondientes medidas de seguridad.  En ningún caso el conductor de detenidos dejará más de dos metros de distancia respecto del privado de libertad  y se mantendrá dentro del correspondiente habitáculo.


Artículo 42: Durante el traslado  el conductor de detenidos, no debe permitir que ninguna persona se acerque a éste para saludarlo, abrazarlo, besarlo o cualquier otra situación que pueda afectar las medidas de seguridad.  En estos casos debe impedir el acercamiento de manera respetuosa haciendo valer la autoridad de la que está investido.


Artículo 43: Cuando las circunstancias lo requieran, los Jefes de las distintas Unidades policiales y la Sección de Cárceles y Transportes podrán coordinar con otros entes policiales especializados, el traslado de detenidos peligrosos así como la vigilancia interna y externa de los inmuebles judiciales, de común acuerdo con la autoridad que solicita la diligencia.


CAPÍTULO VII

TRASLADO DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD EN AMBULANCIAS ASIGNADAS A LA SECCIÓN DE CÁRCELES Y TRANSPORTES Y SEDES REGIONALES

Artículo 44: El chofer y el conductor de detenidos, antes de salir de la base deberán verificar el estado tanto mecánico como de carrocería en que se encuentre la unidad, a fin de evitar en la medida de lo posible sufrir desperfectos mecánicos.


Artículo 45:  La revisión del espacio destinado a los privados de libertad, debe realizarse minuciosamente, a fin de detectar daños en la estructura, localizar objetos no permitidos que puedan servir para agredir a otra persona, intentar fugarse, o que hayan sido robados a otro privado de libertad.


Artículo 46:  El jefe de la Sección de Cárceles y Transportes y Jefes de las Oficinas Regionales del Organismo de Investigación Judicial deberán valorar la cantidad y peligrosidad de los detenidos por trasladar, de manera tal que los oficiales custodios tengan la suficiente capacidad numérica, capacitación adecuada y condición física idónea para responder cualquier ataque o intento de fuga que se dé por parte de los privados de libertad o de terceras personas. De considerarse necesario, se deberá brindar escolta para garantizar la seguridad de los servidores, de los propios privados de libertad y el éxito de la diligencia judicial.


Artículo 47: Cuando sea necesario brindar escolta a una ambulancia que traslade detenidos y  esté constituida por dos equipos de trabajo, uno se colocará al frente de la caravana y será el vehículo de avanzada, su función primordial será la de despejar la ruta seguida por la ambulancia, al otro, le corresponderá custodiar la parte trasera de la ambulancia, en caso de ocurrir un ataque debe enfrentarlo, mientras que el primer grupo de trabajo, le brinda protección a la ambulancia,  retirándose ambos, utilizando la ruta alterna.


Artículo 48: Cuando se trate solamente de un vehículo escolta, éste  realizará también la función de avanzada, según sean las circunstancias de tránsito, condiciones climatológicas y otras. 


Artículo 49: En cualquiera de los dos casos anteriores, ante un eventual ataque los oficiales encargados de la escolta, procederán a enfrentarlo y los oficiales a cargo de la ambulancia se retirarán sin pérdida de tiempo,  procurando el auxilio necesario.


Artículo 50:  Previo al ingreso del privado de libertad a la ambulancia, los conductores deberán revisarlo minuciosamente.  Cuando resulte indispensable trasladar maletines o bolsos con ropas u otros utensilios de los privados de libertad, deberá ser revisado su contenido, a efecto de impedir que se oculte algún objeto no autorizado, así mismo si las condiciones del vehículo lo permiten, se  colocara fuera  de su alcance. La revisión se hará en presencia del detenido.


Artículo 51: Cuando los oficiales custodios consideren por el número o peligrosidad de los detenidos a trasladar, que  puede ocurrir un enfrentamiento dentro del vehículo o que lo pueden desestabilizar, deben informar al superior inmediato a fin de realizar el traslado en otras unidades. En ningún caso se podrá exceder la capacidad de pasajeros establecida en las leyes y reglamentos de tránsito. 


Artículo 52:  Los privados de libertad no podrán ser esposados al ser transportados en vehículos cerrados, salvo los casos excepcionales en que exista razones objetivamente comprobables que hagan necesaria esa medida para mantener su seguridad y custodia, así como su integridad física y la de terceros.


Artículo 53:  Una vez que los privados de libertad se encuentren dentro del vehículo, se procederá a su inmediato traslado.  El chofer de la unidad conjuntamente con el  conductor de detenidos deberán planificar la ruta más corta y segura. No deben improvisar rutas o recorridos que no hayan realizado, por ninguna causa deben detener el vehículo,  salvo disposiciones de tránsito,  fuerza mayor o caso fortuito.


Artículo 54: Cuando el equipo de trabajo tenga razones para sospechar que son seguidos y  pueda tratarse de una acción ilícita, deben hacer uso del equipo de comunicación de la unidad o cualquier otro medio que este a su alcance y conducir el vehículo en forma rápida pero prudente hacia algún puesto de la Guardia Civil o de otro Cuerpo Policial, para protegerse y solicitar la ayuda  pertinente.


Artículo 55: Si durante el traslado, el privado de libertad debe realizar una necesidad fisiológica y se hace necesario detener el vehículo, el conductor de detenidos debe tratar de ubicar algún sitio adecuado donde puedan facilitarle el servicio sanitario; lugar que previamente debe ser revisado,  para tomar  las medidas de seguridad del caso e  impedir cualquier intento de fuga.


CAPÍTULO VIII

PREVISIONES QUE DEBE TOMAR EL CONDUCTOR DE DETENIDOS CUANDO TRASLADA UN PRIVADO DE LIBERTAD EN UN VEHÍCULO NO ACONDICIONADO PARA ESOS EFECTOS

Artículo 56: -  Se prohibe el traslado de privados de libertad a cargo de un solo servidor judicial. 


Artículo 57: -  En este tipo de diligencias, lo conveniente es que sean tres servidores judiciales quienes se encarguen del traslado de; como máximo, dos privados de libertad, sin embargo puede realizarse con dos servidores, siempre y cuando se observen las disposiciones contenidas en este manual.  En todos los casos se hará uso de los dispositivos especiales con que cuentan los vehículos de la institución, sea cinturones de seguridad, seguro de las puertas y los ubicados en la parte media / interna que solo permiten que éstas sean abiertas desde el exterior.


Artículo 58:-  Cuando se traslade un privado de libertad en un vehículo tipo jeep, el servidor ocupará el asiento posterior derecho, ubicándose entre el privado de libertad  y el chofer, si se trata de dos privados de libertad, se colocarán en el asiento trasero derecho y el servidor ocupará el posterior izquierdo.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo automóvil el servidor se colocará al centro del asiento posterior y el privado de libertad debe ocupar el extremo derecho.  Cuando el traslado se realice en un vehículo tipo pick up, de un solo asiento, el servidor se ubicará al centro y el detenido el extremo derecho.  Cuando se trate de un vehículo de tres asientos, el servidor se colocará en el asiento medio y él o los privados de libertad se colocarán al extremo derecho del último asiento .  Cuando se trate de un vehículo tipo pick up doble cabina, el servidor se colocará en el asiento posterior, detrás del chofer y los detenidos al extremo derecho, en caso de que viaje otro servidor, éste ocupará el extremo derecho del asiento delantero .  En todos los casos y durante el traslado, los privados de libertad deben ser esposados hacia atrás, los servidores deben mantener vigilancia sobre los detenidos a su cargo y no confiarse únicamente del dispositivo de seguridad conocido como esposas.


CAPÍTULO IX

SEGURIDAD EN LA CUSTODIA DE LOS DETENIDOS DENTRO DE LOS INMUEBLES JUDICIALES

Artículo 59:  El conductor de detenidos debe realizar de previo a la presentación de un detenido, una inspección del inmueble correspondiente, a efecto de observar dónde están localizadas las entradas y posibles  salidas  que puedan ser utilizadas en una eventual fuga, así mismo retirar cualquier objeto que represente peligro como tijeras, cuchillos, abrecartas, entre otros. 


Artículo 60: El conductor de detenidos tiene la facultad de desalojar con consentimiento de la autoridad judicial a cuya orden se encuentre el privado de libertad, las personas que considere  pueden interrumpir u obstaculizar la presentación de éste en el despacho judicial.


Artículo 61: En el momento en que un privado de libertad deba rendir declaración en  un despacho judicial, someterse a algún tipo de examen médico, psiquiátrico, psicológico, ser objeto de algún peritaje u otra diligencia judicial, deben retirársele las esposas, salvo que las circunstancias exijan lo contrario. El conductor de detenidos se debe mantener a una distancia no mayor de dos metros, y dentro del habitáculo donde se realice la diligencia. Excepcionalmente, a solicitud por escrito del profesional que realice la declaración o pericia y bajo su responsabilidad, el conductor se quedara fuera del habitáculo, atento a lo que suceda. 


Artículo 62: El conductor de detenidos debe actuar en estricta coordinación con los otros compañeros asignados a la diligencia, y con la respectiva jefatura, a fin de garantizar el correcto desempeño de sus funciones previa planificación del trabajo a realizar. En toda diligencia, la Jefatura debe señalar un responsable.


Artículo 63: Cuando se deban presentar menores de edad, tanto en su conducción como en el transporte, los dispositivos de seguridad a utilizar no pueden ser iguales a los establecidos para los adultos, así entonces la utilización de las medidas señaladas anteriormente para éstos, no pueden aplicarse en forma indiscriminada para aquellos, por lo cual deben restringirse únicamente para casos objetivamente calificados, y se debe informar a la autoridad judicial respectiva, la causa que motivó el  empleo de dichas medidas.  


Artículo 64:  Ante amenaza de bomba, incendio, temblor u otro acto causado por el hombre o evento de la naturaleza, el jefe de la Sección de Cárceles o Unidad Policial respectiva está facultado para ordenar el retorno a los Centros de Detención de los privados de libertad que se encuentren en las celdas, sin requerir de previo autorización de las autoridades a cuya orden se encuentren, comunicándole posteriormente la situación. En los casos de privados de libertad que no se les haya resuelto su situación jurídica, se trasladarán a otras dependencias Judiciales o de los Ministerios de Justicia y Seguridad Pública, que ofrezcan mejores condiciones de seguridad.


CAPÍTULO X

DISPOSICIONES PARA LA REALIZACIÓN DE PERICIAS QUE REQUIERAN LA INTERVENCIÓN CORPORAL DEL IMPUTADO

Artículo 65: En todas aquellas pericias que deba practicar el Organismo de Investigación Judicial y que requieran la intervención corporal del imputado, deberán observarse las disposiciones contenidas en los siguientes artículos.


Artículo 66:  De previo a proceder a realizar una evaluación pericial que requiera la intervención corporal del imputado en los términos señalados en el artículo 88 del Código Procesal Penal, se deberá contar con la autorización escrita de la Autoridad Judicial competente.  Dicha orden deberá indicar la posibilidad de realizar la pericia aún contra la voluntad del imputado, en los casos que  se requiera.


Artículo 67: En el caso que el privado de libertad se resista a la intervención corporal, el perito contará con los servicios de un médico acreditado por el Poder Judicial para tal efecto, a fin de que valore y diagnostique sobre su estado de salud en el sentido que  puede ser sometido a la intervención corporal sin ningún riesgo. En caso contrario el perito se abstendrá de realizar el acto y lo hará del conocimiento inmediato  del gestionante.


Artículo 68: El privado de libertad debe estar informado en qué consiste  la pericia a la que  será sometido, y se le invitará a firmar el acta correspondiente. En caso de negarse se dejará constancia. 


Artículo 69: La intervención corporal del imputado, sin excepción alguna, deberá ser realizada por un Médico Forense o un perito calificado.  El profesional que lleve a cabo la intervención deberá respetar en todo momento la integridad física, la salud y el pudor del imputado.


Artículo 70: Toda intervención corporal del imputado se realizará en un lugar acondicionado para esos fines, el cual deberá contar con las medidas de seguridad y privacidad necesarias.


Artículo 71: Durante el acto deberán estar presentes los servidores encargados de la custodia, quienes se mantendrán en el habitáculo, procurando que en todo momento se respete el pudor del detenido. Salvo lo establecido en el artículo 61.


Artículo 72: Si previo a su inicio o durante la realización de la intervención corporal el imputado se opusiera, se suspenderá de inmediato y se  dará aviso a la Autoridad Judicial que ordenó la diligencia o la comisionada por ésta, con la finalidad de que se haga presente y sea garante de los derechos del imputado en la ejecución del acto.


Artículo 73: Cuando el  privado de libertad se oponga a la intervención corporal y exista orden de la autoridad competente de realizarla aún en contra de su voluntad, los Conductores de Detenidos o el personal de Investigación del Organismo deberán proceder de la siguiente manera:


a)         El privado de libertad se trasladará a las celdas del Complejo mientras se reúne el personal de apoyo en el consultorio designado por la Sección de Clínica Médico Forense.


b)         Cumplido el punto anterior  se procederá a la evaluación médica para determinar el estado de salud que permita la contención.


c)         El psiquiatra forense o el psicólogo clínico explicará al privado de libertad lo ordenado por la autoridad judicial y el procedimiento a seguir y solicitará su colaboración. En caso de rehusarse se  procederá a la contención mecánica y restricción de movimientos como lo dicta el arte médico, auxiliándose del mobiliario requerido para procurar la integridad del privado de libertad y los intervinientes en la pericia.


d)         Se notificará a la autoridad competente el resultado de la diligencia.


Artículo 74: El defensor del imputado podrá presenciar la realización del acto, en los términos en que lo establece el Código Procesal Penal.  El Fiscal o  Juez que participe en la diligencia deberá velar porque el defensor no interfiera en el normal desarrollo de la diligencia.


Artículo 75: Cuando el imputado no comprenda el idioma oficial o presente alguna discapacidad que le impida comunicarse, tendrá derecho a que se le designe un traductor o intérprete, sin perjuicio de que por su cuenta nombre uno de su confianza.


DISPOSICIONES FINALES

Artículo 76:  El incumplimiento de las disposiciones del presente manual, acarrea responsabilidad disciplinaria, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de las demás sanciones contenidas en nuestro ordenamiento jurídico.


Artículo 77: El presente manual rige a partir de su publicación.

            

San José, 27 de  mayo del 2002. -

 

 

 

 

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General  de la Corte
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CIRCULAR  Nº 40-2011

Asunto:         Reglamento de Evaluación.-

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena, en sesión Nº 6-11, del 7 de marzo de 2011, artículo XXIII, aprobó el siguiente Reglamento:

“REGLAMENTO DE EVALUACIÓN

 

CAPÍTULO I: DE LA NATURALEZA DE LA EVALUACIÓN

 

Carácter de la evaluación

 

Artículo 1.-  La evaluación de los aprendizajes en la  Escuela Judicial y en las unidades de capacitación tendrá un carácter sistemático que permitirá obtener evidencias, durante el proceso educativo y al finalizar este, de los aprendizajes y las competencias desarrolladas según sea la naturaleza y temática de la acción formativa o de capacitación.

Las personas que se desempeñen como docentes, o sean participantes de las actividades académicas de la Escuela Judicial y de las unidades de capacitación, deberán sujetarse al reglamento de evaluación vigente y a las políticas aprobadas por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

 

Finalidades de la evaluación

 

Artículo 2.- La evaluación tendrá carácter continuo, y su finalidad es: diagnóstica, formativa, sumativa y certificativa. 

 

Formulación de políticas evaluativas

 

Artículo 3.- La propuesta de políticas en materia evaluativa se presentará ante la Dirección de la Escuela Judicial y su aprobación corresponde al Consejo Directivo de esta.

 

Definiciones

 

Artículo 4.- Para los efectos de este reglamento se entenderán los siguientes conceptos en la manera en que se indica:

 

Carácter continúo de la evaluación: significa que la evaluación se desarrolla a lo largo de todo el proceso educativo. 

 

Finalidad diagnóstica de la evaluación: la evaluación permite obtener información previa para guiar y reorientar las acciones educativas.

 

Finalidad formativa de la evaluación: la evaluación identifica el avance o progreso del o de la participante en relación con los objetivos de aprendizaje y el desarrollo de competencias.

 

Finalidad sumativa de la evaluación: la evaluación identifica el avance o progreso del o de la participante a efecto de asignar una determinada calificación oficial según su rendimiento en cada actividad académica.

 

Finalidad certificativa: a partir de la evaluación sumativa, se certificará el aprovechamiento o demostración, por parte del o de la participante, de los aprendizajes o competencias logrados.  

 

Matrices o escalas de evaluación: Son instrumentos utilizados para describir, cuantificar o registrar el grado de desarrollo de un aprendizaje o competencia que se desea evaluar, en relación con una persona o una situación, en el contexto educativo, sea este presencial, a distancia o in situ. Los criterios de calificación de este tipo de instrumentos, serán conocidos con antelación por parte de la persona participante. 

 

Pruebas orales: Son aquellas que se aplican a la persona participante en forma verbal por parte del o de la docente; debe resolverse y calificarse en el mismo acto de acuerdo con las pautas previamente definidas y que son expresadas en una matriz o escala de evaluación.

 

Pruebas escritas: Son instrumentos en los que se establece por escrito una serie de planteamientos a los que la persona participante responde también de manera escrita y le permite demostrar, principalmente, los aprendizajes o las competencias de tipo cognoscitivo adquiridas. Pueden ser impresas o digitales.

 

Pruebas prácticas o de ejecución: Mediante las pruebas prácticas se busca verificar el desarrollo y aplicación, por parte de las personas participantes, de ciertas destrezas psicomotoras  principalmente a partir de la ejecución de ciertas tareas o acciones que han sido previamente planificadas y ejercitadas durante la actividad académica. Para su calificación se requiere el uso de las matrices o escalas de evaluación.

 

Documentos: Consiste en un conjunto de escritos impresos o digitales elaborados por parte de la persona participante, tales como informes de investigación, ensayos, wikis, foros, blogs, resolución de cuestionarios, sentencias e informes diversos.  Deben establecerse criterios que faciliten una calificación objetiva a partir del empleo de matrices o escalas de evaluación.

 

Prueba ordinaria: es aquella que se aplica durante el desarrollo de la actividad académica.

 

Prueba de reposición: es la que se podrá aplicar en caso de que el o la participante falte justificadamente a la prueba ordinaria.

 

Prueba extraordinaria: es  la que se aplica a quien no aprobó la actividad académica de acuerdo con lo que establece este reglamento. Abarca la totalidad de los contenidos de la actividad académica; se aplicará una única vez. 

 

CAPÍTULO II: DE LA DEFINICIÓN DE LA ESTRATEGIA DE

EVALUACIÓN Y TIPOS DE INSTRUMENTOS

 

Definición de las estrategias de evaluación de los aprendizajes

 

Artículo 5.-  Las estrategias de evaluación deberán quedar expresadas en el plan curricular, acorde con el tipo de aprendizajes y de competencias que se pretenden desarrollar. Corresponde al o a la docente, con el asesoramiento y aprobación del o de la profesional en métodos de enseñanza, construir los instrumentos requeridos previo al inicio de la actividad académica.

 

Tipos de instrumentos de evaluación

 

Artículo 6.- Los tipos de instrumentos para evaluar el rendimiento del o de la participante serán: matrices o escalas de evaluación; pruebas orales, escritas (impresas o digitales), prácticas y documentos (impresos o digitales), con el fin de permitir una evaluación integral de la persona participante. En la evaluación deben considerarse las distintas competencias definidas en el diseño curricular, la confección de cuadros de balanceo y el tipo de instrumento más apropiado.

 

Las pruebas pueden ser realizadas individualmente, en grupos, en clase o fuera de ella, según se defina en el diseño curricular de la actividad académica de que se trate. 

 

Aprobación de instrumentos de evaluación

 

Artículo 7.- Los instrumentos de evaluación deberán ser revisados y aprobados por el o la profesional en métodos de enseñanza de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación.

 

Uso de los instrumentos de evaluación

 

Artículo 8.- Los instrumentos de evaluación utilizados en las actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, son de uso discrecional de la Escuela Judicial y de estas unidades conforme los fines institucionales. Su uso fuera de tales ámbitos deberá ser autorizado por la dirección o jefatura correspondiente.

 

Evaluación y “Guía de la persona participante”

 

Artículo 9.- Los contenidos y objetivos de la actividad académica, la metodología, cronograma y las pautas evaluativas correspondientes, incluidas las matrices o escalas de evaluación, deberán abarcarse dentro de la “Guía de la persona participante” que se entregará con suficiente antelación, dependiendo de los requerimientos de la actividad académica.

 

Esta guía debe incluir, además, las condiciones generales del curso respecto de la asistencia, aprobación, justificación de ausencias, entre otros.

 

Ajustes en la evaluación

 

Artículo 10.- Si en forma excepcional, durante la oferta de la actividad académica surge la necesidad de aplicar otros instrumentos de evaluación no previstos en el diseño curricular, estos deberán ser conocidos por la persona gestora y aprobados por el o la profesional en métodos de enseñanza, y comunicarse a las personas participantes al menos con cinco días hábiles antes de su aplicación. 

 

Artículo 11.- La Escuela Judicial,  las unidades de capacitación y la persona docente deberán proveer las adecuaciones curriculares de acceso y ayudas técnicas que requieran las personas con algún tipo de discapacidad.

  

Tipos de pruebas

 

Artículo 12.- Los y las participantes en actividades académicas de aprovechamiento deberán presentar pruebas ordinarias. Cuando corresponda, realizarán la de reposición o extraordinaria. Tales evaluaciones podrán ser orales, escritas, prácticas o documentales. 

 

Aplicación de pruebas ordinarias

 

Artículo 13.- Toda actividad académica de aprovechamiento deberá evaluarse al menos por medio de una prueba ordinaria. La realización de las pruebas ordinarias será obligatoria para el y la participante, de acuerdo con lo que se señale en la “Guía de la persona participante” de cada actividad académica. 

 

Pruebas de reposición

 

Artículo 14.- La persona participante deberá presentar pruebas de reposición, cuando no asistan justificadamente a una prueba ordinaria, siempre y cuando la justificación presentada se ajuste a lo establecido por el presente reglamento para casos de ausencias. Esta prueba deberá realizarse en los siguientes quince días naturales después de aplicada la ordinaria.

 

Prueba extraordinaria

 

Artículo 15.- La persona participante que obtenga como calificación final un promedio igual o superior al sesenta (60) pero inferior al setenta (70) por ciento, tendrá derecho a realizar una prueba extraordinaria. La calificación final que se asigne, no será superior al setenta por ciento (70%), aunque obtenga en la prueba una nota superior.  

 

Reprogramación de pruebas

 

Artículo 16.- Si excepcionalmente una prueba programada no la puede aplicar la persona docente en la fecha señalada, se reprogramará el día y hora convenidos entre los y las participantes y la persona docente, con autorización previa del gestor o gestora de capacitación. 

 

Pérdida de instrumentos de evaluación por parte de la persona docente

 

Artículo 17.- El extravío o pérdida comprobada de cualquier prueba de un o una participante por la persona docente, le da derecho a la persona participante a obtener la totalidad del porcentaje de la prueba extraviada.

 

Resultados de las evaluaciones

 

Artículo 18.- El o la docente informará a los y las participantes el resultado obtenido en su evaluación dentro de los diez días hábiles siguientes a su ejecución, de forma impresa o digital. El resultado de las pruebas orales y de ejecución se entregará de manera inmediata.

 

Entrega de calificaciones finales

 

Artículo 19.- El o la docente está en la obligación de entregar a la Escuela Judicial o a las unidades de capacitación respectivas, las calificaciones finales dentro de los diez días hábiles siguientes a la conclusión de la actividad académica. La Escuela Judicial y las unidades de capacitación serán responsables de actualizar el registro correspondiente en el Sistema Integrado de Gestión Administrativa.

 

Modificación de calificaciones finales por la persona docente

 

Artículo 20.- Una vez entregada el acta de calificaciones finales de una actividad académica a la Escuela Judicial o a las unidades de capacitación, las modificaciones justificadas a aquélla, debido a un error comprobado, se tramitarán solamente con la firma de la persona docente y del gestor o gestora de capacitación.

 

CAPÍTULO III: DE LA ASISTENCIA Y REALIZACIÓN DE PRUEBAS

 

Obligación de realizar las pruebas

 

Artículo 21.- Es obligación de los y las participantes presentarse o remitir las pruebas evaluativas, a la hora y fecha establecidas en la “Guía de la persona participante”.

 

Registro de asistencia y de realización de pruebas

 

Artículo 22.- Los y las docentes deberán consignar en un registro la  realización de pruebas evaluativas por parte de las personas participantes y su asistencia a sesiones presenciales cuando corresponda. 

 

Consignación de ausencias

 

Artículo 23.- El o la participante que se retire o no asista a la actividad académica sin justificación válida, será calificado en el registro con "NSP" (No se presentó). 

 

Justificación de ausencias o no entrega de pruebas

 

Artículo 24.- Se admitirán como causas de justificación para no presentarse o no entregar una prueba las siguientes:

 

a) Incapacidad del o de la participante, justificada en el “Aviso o boleta de incapacidad por enfermedad y licencias” extendido por la Caja Costarricense del Seguro Social o el Instituto Nacional de Seguros. 

b) Fallecimiento o enfermedad grave comprobada de algún o alguna familiar en primer grado de consanguinidad o afinidad.

c) Matrimonio del o de la participante.

d) Nacimiento o adopción de un hijo o hija del o de la participante.

e) Otras razones de fuerza mayor, siempre que el gestor o gestora de capacitación las acepte y estén debidamente documentadas.

 

Requisitos de la justificación por incumplimiento en la entrega o realización de pruebas

 

Artículo 25.- La justificación debe presentarse por escrito, dentro del plazo de cinco días hábiles después del día en que se realizó la prueba, ante la persona docente con copia al gestor o a la gestora de capacitación de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación.  La persona gestora de capacitación resolverá lo pertinente en un plazo máximo de ocho días hábiles después de la entrega de la justificación. En la justificación deberá especificarse la causa de la ausencia y adjuntarse el medio probatorio respectivo.

 

CAPÍTULO  IV: DE LAS IMPUGNACIONES

 

Tipos de recursos

 

Artículo 26.- Las calificaciones obtenidas por las personas participantes podrán ser impugnadas mediante los recursos ordinarios de revocatoria y apelación.

 

Plazo de interposición

 

Artículo 27.- Los recursos ordinarios deberán interponerse dentro del término de tres días hábiles a partir de la entrega a la persona participante del instrumento de evaluación debidamente calificado por el  o la docente. Deberán ser debidamente sustentados y ofrecer la prueba respectiva.

 

Trámite del recurso

 

Artículo 28.- Es potestativo usar ambos recursos ordinarios, de revocatoria y apelación, o uno de ellos, siempre que se respeten los términos estipulados en el artículo anterior.

 

Procedimiento de interposición

 

Artículo 29.- El recurso de revocatoria se interpondrá ante la persona docente, quien deberá resolverlo dentro de los tres días hábiles posteriores a su interposición. En el caso del recurso de apelación, el o la docente se limitará a emplazar al recurrente ante la persona gestora de capacitación responsable de la actividad académica y remitirá la documentación correspondiente, así como un informe sobre la fundamentación del acto impugnado, quien resolverá en un plazo no mayor de cinco días hábiles. En caso de resolverse en contra de la persona participante, esta puede presentar el recurso de manera fundamentada, ante la instancia superior (coordinador o coordinadora de Unidad de Capacitación o el Director o Directora de la Escuela Judicial). 

 

CAPÍTULO V: DE LA APROBACIÓN DE LAS

ACTIVIDADES ACADÉMICAS

 

Nota mínima de actividades académicas de aprovechamiento

 

Artículo 30.- Las actividades académicas de aprovechamiento impartidas por la Escuela Judicial y por las unidades de capacitación deberán ser aprobadas con una nota mínima de setenta por ciento, en el entendido de que los y las participantes han asistido al menos al 80% de las sesiones presenciales. Podrán justificar un máximo de 20% de ausencia a dichas sesiones.

 

Cuantificación de actividades académicas de aprovechamiento

 

Artículo 31.- Las calificaciones de las actividades académicas de aprovechamiento se cuantifican en una escala de cero a cien, con redondeo a la unidad más próxima para el promedio final.

 

Aprobación de actividades académicas de participación

 

Artículo 32.- Las actividades académicas de participación serán aprobadas por los y las asistentes cuando se presenten a la totalidad de las horas que lo componen o cumplan con las obligaciones que se establezcan en cualquier otra modalidad de estudio. En las actividades presenciales solo se admitirán ausencias justificadas si la actividad académica tuviere una duración superior a las 14 horas. Para los ciclos de conferencias solo se admitirán ausencias justificadas en el caso de que estos superaren las 8 horas. Se podrá justificar un máximo de 20% de las sesiones.

 

CAPÍTULO VI: DE LOS CERTIFICADOS

 

Tipos de certificados

 

Artículo 33.- Al concluir una actividad académica, el o la participante tendrá derecho a recibir un certificado que puede ser de alguno de los siguientes tipos, de acuerdo con la naturaleza de la actividad académica: 

    

a) Certificado de aprovechamiento académico, el cual se otorgará en las actividades académicas con una duración mínima de 32 horas en las cuales se ha practicado evaluación de los aprendizajes. 

 

b) Certificado de participación, el cual se otorgará en las actividades académicas de al menos 16 horas de duración, en las que no se aplican pruebas de evaluación. También se otorgará este certificado en el caso de ciclos de conferencias que tengan una duración mínima de 8 horas.

 

Entrega de certificados

 

Artículo 34.- A los y a las participantes con derecho a certificado de aprovechamiento, se les entregará éste dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la conclusión de la actividad académica. Los certificados no retirados se conservarán por un  plazo de dos meses a partir de su emisión, luego de lo cual serán destruidos y no podrán ser reimpresos nuevamente. En el caso de los certificados de participación, estos se entregarán al finalizar la capacitación. La Escuela Judicial y las unidades de capacitación procurarán emitir sus certificados en forma digital.

 

Pérdida del derecho a certificado de aprovechamiento

 

Artículo 35.- El o la participante perderá el derecho a obtener certificado de aprovechamiento cuando: 

    

a) Repruebe la actividad académica por no alcanzar la nota mínima de setenta por ciento.

b) Se ausente injustificadamente a cualquiera de las sesiones presenciales o se ausente justificadamente a más del 20% de estas sesiones.

c) Incurra en falta grave en el desarrollo de la actividad académica. 

 

Pérdida de certificado de participación

 

Artículo 36.- Los y las participantes no tendrán derecho a obtener certificado de participación, si incurren en el supuesto c) del artículo anterior. Asimismo si no cumplen con la asistencia mínima prevista en este reglamento para ese tipo de actividad o con los requisitos que se establezcan en el caso de los cursos virtuales.

 

Firmas de los certificados

 

Artículo 37.- Para tener validez dentro del Poder Judicial, los certificados de participación y de aprovechamiento de actividades de capacitación judicial deberán ser emitidos por la Escuela Judicial y por las unidades de capacitación y firmados física o electrónicamente por el Director o Directora de la Escuela Judicial, o por la autoridad que se defina dentro de cada unidad.

 

Certificaciones

 

Artículo 38.- La Escuela Judicial y las unidades de capacitación, a solicitud del o de la participante, extenderán certificaciones relativas a las notas obtenidas, aprobación de actividades académicas, matrícula, tiempo efectivo de asistencia a actividades académicas y otros extremos de similar naturaleza. Dichas certificaciones se extenderán dentro de los quince días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud.

 

CAPÍTULO VII: DISPOSICIONES FINALES

 

Derogatorias

 

Artículo 39.- Deróguese el Reglamento de Evaluación del Rendimiento Académico y Aprovechamiento Escolar del veintiséis de  setiembre de mil novecientos noventa, así como el artículo 24 del Reglamento de la Escuela Judicial.  Asimismo, modifíquense los artículos 22 y 25 del anterior Reglamento para ajustarlo a lo que se establece en el presente Reglamento.

 

Este reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial.”

San José, 5 de abril de 2011

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 1149-11

Ashley
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CIRCULAR Nº 19-2012

 Asunto:      Recomendación del uso de las Cámaras Gesell, como un         mecanismo para evitar la revictimización.-

 

A LOS JUECES Y JUEZAS DEL PAÍS QUE CONOCEN MATERIA CONTRAVENCIONAL Y VIOLENCIA DOMÉSTICA 

SE LES HACE SABER QUE:

 

El Consejo Superior, en sesión N° 106-11, celebrada el 20 de diciembre de 2011, artículo LXXV, a solicitud de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial y de la Secretaría Técnica de Género, acordó comunicarles los siguiente: 

Se recomienda el uso de las cámaras Gesell,  como un mecanismo para evitar la revictimización.

Dichas cámaras están instaladas en los siguientes Circuitos Judiciales: San Carlos, San Ramón, Liberia, Santa Cruz, Turrialba, Grecia, Golfito,  Pérez Zeledón, Primer y Segundo  Circuito Judicial de San José, Ciudad Judicial San Joaquín de Flores, Cartago, Guápiles, Limón, Alajuela. 

·    Las Cámaras de Gesell son un dispositivo de gran utilidad instaladas con el propósito de disminuir la revictimización de personas que han sufrido violencia doméstica cuyo propósito fundamental es que se graben las audiencias de tal forma que no se  exponga a la víctima a situaciones de tensión o violencia adicionales.

 

·    Propicia un ambiente de mayor seguridad y confort para las personas en situaciones de violencia; permite mantener la privacidad y facilita y mejora la capacidad de expresión de la(s) persona(s) entrevistadas.

 

·    Pueden participar en la audiencia o entrevista varias personas y solo una realizar el interrogatorio ya que cuenta con dos  aposentos: una sala de entrevista y una de grabación donde se ubican quienes estén interesados(as) en escuchar la declaración sin ser vistas por la persona entrevistada.

 

·    Las Cámaras de Gesell están indicadas para emplear con personas adultas o menores de edad que han sufrido violencia, para testigos en estas situaciones, personas con discapacidad o cualquier otra condición de vulnerabilidad.

 

·    Las Cámaras de Gesell están a cargo de las administraciones de los diferentes circuitos judiciales donde se encuentran instaladas y es ante ellas que se hace la solicitud de uso.

 


 

             San José, 6 de febrero de 2012

 

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

Ref.: 3853-2011.

David Z
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 CIRCULAR Nº 24-2012

 

 Asunto: “Manual de Uso de las Cámaras de Gesell”.-

 


 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS  

 


SE LES HACE SABER QUE:

 


 


El Consejo Superior, en sesión N° 5-12, celebrada el 24 de enero de 2012, artículo XLIX, aprobó la divulgación del siguiente manual:


 

“Manual de uso de Cámaras de Gessell”

 

Finalidad y Principios Generales:

 

1)  El fin de las Cámaras de Gesell es la no revictimización de mujeres, personas menores de edad, personas adultas mayores, personas con discapacidad, que figuren como víctimas o testigos, en procesos judiciales, sin perjuicio de que sea utilizado en otros casos en que las circunstancias de la persona requiera de este espacio para no ser revictimizada.

 

          2)  Los principios que regirán, en todo momento, el uso de las cámaras, son:

 

a)             La no revictimización.  

b)             Acceso a la justicia.

c)             Igualdad.

d)            Debido Proceso.

 

Diligencias para las cuales podrá  utilizarse la Cámara:

         

          La Cámara podrá utilizarse para facilitar la celebración de entrevistas, testimonios, valoraciones periciales, reconocimientos, procesos de capacitación e inducción en el uso de la cámara mediante simulacros, y otros casos en que su uso se justifique, de conformidad con el fin para el que fueron instaladas.

 

Criterios de Prioridad en la Asignación del uso de las Cámaras:

 

       Cuando la cámara sea solicitada para dos diligencias de manera simultánea, tendrá prioridad aquella que se trate de víctimas de violencia doméstica o sexual, testigos de violencia, víctimas y testigos que su integridad haya sido amenazada en razón de procesos de familia. 

 

En la asignación de horarios de uso, siempre deberá preverse la posibilidad de atender situaciones imprevistas que hagan necesario el uso de la cámara. 

 

Administración del Espacio Físico y Audiovisual

 

1)   Las Cámaras de Gesell están bajo la rectoría de la Dirección Ejecutiva.

 

2)   Las Unidades y Sub-unidades Administrativas serán las responsables de administrar el espacio físico, el uso y mantenimiento del equipo, para estos efectos deberá nombrar a la(s) persona(s) encargadas, de manera que responda al cien por ciento de las necesidades de las(os) usuarias(os).

 

3)   Las Unidades y Sub-unidades Administrativas serán las responsables de llevar la agenda de uso de las cámaras.

 

4)   Para la administración de las Cámaras se deberá contar al menos con dos tipos de registro: una agenda de asignación de uso del espacio y un libro para la verificación de estado del equipo técnico y de la sala.

 

5)   La administración deberá remitir a Planificación, un informe trimestral del uso de las Cámara, así mismo remitirá  copia de dicho informe de la Secretaría Técnica de Género y a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial.

 

Responsabilidades de las personas intervinientes:

 

De previo a la realización de la diligencia:

 

1.    Quien hace la solicitud deberá valorar que los criterios de utilización de la Cámara de Gesell cumplan con lo estipulado en este manual.

 

2.    Quien requiera la cámara deberá  completar y entregar el “formulario de solicitud para el uso de la cámara” con una antelación de al menos tres días; excepto cuando se trate de una circunstancia imprevista, en cuyo caso deberá tramitarse de inmediato.   

 

3.    La Unidad o Sub-unidad debe verificar el cumplimiento de los criterios de uso de las cámaras y responderá en forma inmediata. De lo cual dejará constancia. Cuando por motivos excepcionales no se pueda emitir la respuesta en forma inmediata la administración cuenta con un plazo de 24 horas para responder obligatoriamente.

 

4.    La Administración podrá responder mediante aprobación, con observaciones o denegatoria del uso. En caso de no aprobarse la solicitud deberá comunicarlo a quien solicitó  con la debida justificación del rechazo. 

 

5.    Si existiera inconformidad con lo resuelto por la administración, resolverá la Dirección Ejecutiva, debidamente fundamentado.  

 

6.    Quien solicita deberá, con el apoyo de la Administración, asegurar que las personas intervinientes con intereses contrapuestos que participen en la diligencia, no coincidan en las salas de espera o cualquier otro lugar de las instalaciones judiciales.

 

7.    Cuando se requiera la grabación de la diligencia, el/la solicitante deberá prever del material de grabación correspondiente. 

 

Durante la Diligencia:

 

1. En la asignación del uso de la cámara, la administración deberá preveer que la sala esté a disposición del solicitante a la hora en que la misma fue asignada.

 

2. Para evitar la revictimización, no se interrumpirá la celebración de una diligencia aunque la misma se extienda, para ello deberá tomarse en cuenta los posibles tiempos intermedios entre las diferentes diligencias programadas.

 

3. Solamente las personas indispensables para realizar la diligencia estarán presentes en el recinto (Cámara).

 

4. Para todos los efectos, se entenderá que el recinto está dividido en dos áreas: el área para ubicar a las personas observadas, denominado en lo sucesivo “Áreas de Trabajo” y el área para ubicar a las personas observadoras, denominando en lo sucesivo “Áreas de Observación”.

 

5. En el área de trabajo solo estarán presentes las personas sobre la cual recaerá la diligencia y la persona experta correspondiente. En los casos que sea estrictamente necesario se permitirá la presencia de una tercera persona que facilite la comunicación (traductor/intérprete) y/o de una/un acompañante de confianza, de conformidad con la Directrices de No revictimización.

 

6. En la Sala de Observación estarán presentes quien solicitó la diligencia y las personas que considere indispensable para la realización de la misma, siempre de conformidad con los procedimientos establecidos y la capacidad física del lugar.

 

7. En la Sala de Observación la comunicación estará coordinada por la persona solicitante y se hará llegar al receptor a través de la/el experta ubicada en la Sala de Trabajo.

 

Después de la Diligencia:

 

1.    Al finalizar la diligencia, la persona encargada de la administración deberá entregar lo grabado al responsable de la diligencia, de lo cual deberá dejar constancia en el formulario “Solicitud de Uso de la Sala”.

 

2.    Inmediatamente después de la diligencia la administración deberá dejar constancia del funcionamiento del equipo técnico y de la sala.

 

El material grabado será accesible a las partes pero dentro de los recintos judiciales, no podrá ser reproducido y entregado para proteger la imagen de las víctimas.

 


        San José, 14 de febrero de 2012

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

Ref.: 289-2012.

Dz

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:48:45.



image41.emf
Circular de 

Secretaría de la Corte N° 066-2012.rtf


Circular de Secretaría de la Corte N° 066-2012.rtf
avi-1-0003-4054


Circular de Secretaría de la Corte N° 066 - 2012


18 de Mayo del 2012

Fecha de Publicación: 13 de Junio del 2012

Descriptores/Temas: undefined

Documentos citados: - Publicaciones 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°066 del 18 de mayo del 2012


 

 CIRCULAR Nº 66-2012

 

 

Asunto: Protocolo para la Gestión Pericial.-

 

 

A LAS AUTORIDADES JUDICIALES QUE CONOCEN DE LA MATERIA DE FAMILIA

 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

 

El Consejo Superior, en sesión N° 41-12 celebrada el 26 de abril de 2012, artículo XLIII, aprobó el siguiente protocolo:

 

PROTOCOLO DE LA GESTIÓN PERICIAL

1.  OBJETIVO:

Brindar insumos metodológicos mediante los cuales los y las profesionales de trabajo social y psicología, rendirán el resultado de sus investigaciones, acorde con los fines de la oralidad y que permita una participación más activa de las partes en el proceso.

 

2.  ALCANCE:

Este documento establece una guía para la presentación de dictámenes en las audiencias orales, para ello, se parte de los siguientes enfoques: Derechos Humanos, Perspectiva de Género, Contextual, Generacional, Psicodinámico y Sistémico, así como otras teorías y enfoques que también estén reconocidos por la comunidad científica, el Poder Judicial y el Departamento de Trabajo Social y Psicología.

 

Los y las profesionales de psicología y trabajo social realizan valoraciones periciales en los siguientes procesos de familia: Régimen de Interrelación Familiar; Guarda, Crianza y Educación; Suspensión de Patria Potestad, Divorcio, Nombramiento de Tutores y Curadores, Salidas del País, Utilidad y Necesidad Pensión Alimentaria, e insania, siento estos tres últimos competencia solamente de trabajo social. 

 

En el caso de insania se valora solo social, considerando lo dispuesto por el Consejo Superior, acta 19-2005, artículo LV, de que el dictamen sobre las capacidades mentales debe ser emitido por el Departamento de Medicina Legal, para determinar el estado de interdicción de la persona evaluada.

 

En cualquier otro proceso judicial, si la autoridad judicial estimara conveniente la valoración pericial, el equipo interdisciplinario, analizará oportunamente la solicitud, de conformidad con el criterio emanado por el Departamento.

 

3.   DOCUMENTOS RELACIONADO

		CÓDIGO

		NOMBRE DEL DOCUMENTO



		Documento Externo

		 

Convenciones, Declaraciones y Acuerdos Internacionales que suscriba Costa Rica.  La Constitución Política, Leyes, Códigos, Decretos, Circulares, Acuerdos de Entes Superiores, Reglamentos y Jurisprudencia, atinente a la materia. 

 

Las Leyes Orgánicas, los Códigos de Ética, los Reglamentos, Acuerdos de Asambleas Generales de los respectivos Colegios Profesionales.

 

Otros de origen externo al Juzgado y a la Oficina Regional de Trabajo Social y Psicología, necesarios para garantizar la legalidad de los procesos y actos.



		Documentos Internos

		Manuales de procedimientos, lineamientos de intervención y directrices definidas por: la Corte Suprema de Justicia, el Consejo Superior, las Comisiones Institucionales de Trabajo y el Departamento de Trabajo Social y Psicología.  Protocolo e instructivos sobre realización de audiencias orales.





 

4. DEFINICIONES

Aclaraciones: Solicitud emitida por la autoridad judicial a iniciativa propia o de las partes involucradas sobre algún tema específico del Dictamen emitido, que le genera duda. 

 

Acompañamiento: Es una intervención que puede ser realizada por profesionales en Trabajo Social   o Psicología y se lleva a cabo en una sesión, durante la entrevista o durante un allanamiento con personas menores de edad y con personas que presentan alguna condición de vulnerabilidad, tal como personas insanas, con discapacidad o personas adultas mayores, que requieran el apoyo. 

 

La participación y actuación del o la profesional en entrevista o allanamiento, deberá quedar consignada en la respectiva acta que emite la Autoridad Judicial

 

Actualizaciones: Solicitud emitida por la autoridad judicial a iniciativa propia o de las partes involucradas, sobre una situación o condición que pudo haber variado del momento en que se emitió el Dictamen a la fecha de la audiencia oral. 

 

Puede ordenarse una actualización en aquellas situaciones en que por las condiciones de vulnerabilidad o riesgo en que pueda encontrarse una persona, se requiera conocer la evolución de la situación que fue objeto de resolución judicial. 

  

Adiciones: Solicitud emitida por la autoridad judicial a iniciativa propia o de las partes involucradas sobre algún aspecto relevante para la resolución del caso, que no fue considerado en el Dictamen. 

 

Allanamiento:   La Autoridad Judicial, previa coordinación a la fecha del allanamiento, solicita la intervención de la Oficina de Trabajo Social y Psicología, en la que el o la profesional debe participar en equipo, con el juez o jueza y otros funcionarios y funcionarias. El fin de brindar acompañamiento en estos procesos es dar contención y apoyo a las personas menores de edad u otras personas, que se encuentre en condición de vulnerabilidad, en caso de requerirlo y si las circunstancias lo posibilitan.

 

Con respecto a las personas menores de edad, de conformidad con el artículo 36 de la Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia, le corresponde el acompañamiento a los y las profesionales en Trabajo Social y Psicología de esa institución; sin embargo, cuando la Autoridad Judicial no cuenta con este recurso, podrá solicitar la colaboración a la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial.

 

Al participar el o la profesional en el allanamiento, por las características inherentes a esta intervención, se recomienda, en la medida de lo posible, inhibirse de intervenir en una investigación pericial posterior, o viceversa, siempre que se disponga de otros profesionales que puedan asumir la valoración.

 

Ampliaciones: Solicitud emitida por la autoridad judicial a iniciativa propia o de las partes involucradas, para profundizar alguna temática expuesta en el Dictamen.

 

Dictamen: Informe oral o escrito, que evidencia los resultados de la investigación pericial y las conclusiones técnicas de la misma.

 

Acompañamiento en Entrevista:  El abordaje está orientado a brindar contención a la persona, en caso de que se descompense emocionalmente o presente una situación de crisis, que le dificulte o limite para participar de la entrevista. El fin es contribuir a que recupere el equilibrio emocional y pueda tener un participación activa, para ello se debe considerar la afectación, confusión o la ambivalencia que pueda estar experimentando debido al proceso judicial, así como dudas, temores, ansiedad o  culpa, entre otros aspectos. 

 

Asimismo, el o la profesional puede contribuir a generar un ambiente de empatía y confianza, en el que la persona se sienta motivada para la entrevista, misma que será dirigida por la Autoridad Judicial y en la que el perito o perita puede intervenir para facilitar su desarrollo, pero no para asumir la dirección de esta. 

 

Investigación Pericial: Es la aplicación de una serie de técnicas e instrumentos científicos que permiten al perito (a),emitir un criterio técnico sobre la situación, persona o grupo familiar evaluado. 

 

ORTSP: Oficina Regional de Trabajo Social y Psicología.

 

Peritaje/peritación: Proceso de investigación que se práctica en el ámbito judicial que tiene como resultado el análisis y relación de elementos que permitan a la autoridad judicial visualizar desde una perspectiva de la cual no es experta, las condiciones personales, sociales y la interacción entre las mismas que sea significativas con respecto a la pregunta judicial. Trabajo o estudio que hace un perito.

 

Perito (a) : Persona experta en una técnica, ciencia o arte, neutral al proceso judicial, que posee conocimientos teóricos o prácticos que se relacionan con su experticia, quien brinda comprensión técnica en torno al conflicto o situación en estudio, con el objeto de contribuir en la toma de decisiones judiciales. Debe poseer formación específica reconocida en su área profesional, asì como del sistema judicial, habilidades comunicacionales y capacidad de sistematizar el conocimiento en un Dictamen.

 

Pregunta Judicial: Motivo que fundamenta la peritación, es definido por la autoridad judicial y toma como parámetro el interés del proceso legal a dirimir.

 

 

5. CONTENIDO

 

5.1. Solicitud de prueba pericial 

 

Esta petición se hace cuando existe algún requerimiento por parte del Juez, quien, con el fin de obtener más elementos probatorios para resolver el proceso judicial en trámite, solicita el peritaje. Para tales fines, éste, debe convocar al equipo psicosocial a una sesión de trabajo, en la que se determina la modalidad de abordaje para definir el tipo de intervención de acuerdo a la especificidad del caso. 

 

Al concluir la sesión de trabajo, el Juez encargado del proceso judicial debe emitir una resolución judicial para informar a las partes sobre la pericia ordenada y la fecha de la entrevista pericial acordada, e instruir al Técnico Judicial acerca del traslado del expediente del caso, a la Oficina de Trabajo Social y Psicología. 

 

Es responsabilidad del Perito asignado asistir a la reunión convocada por el Juez, definir la metodología a aplicar en la investigación pericial, realizar la peritación y emitir el dictamen correspondiente, para responder a la pregunta judicial. 

 

El Técnico Judicial es la persona encargada de operacionalizar las ordenanzas del juzgador, convirtiéndose en un canal de comunicación que facilita los insumos necesarios para que el perito se informe acerca de la situación manifiesta en el proceso legal en trámite. Es su deber trasladar el expediente judicial a la ORTSP una vez notificadas las partes de la resolución que ordena el peritaje. Además, debe comunicar de manera expedita, al Auxiliar Administrativo de esa Oficina, acerca de otros aspectos relevantes de la gestión procesal (desestimaciones, conciliaciones, otros), que se requieran para optimizar la intervención pericial y la realización de la audiencia oral, así como, evitar que el perito realice acciones innecesarias para el proceso judicial. Este funcionario es el encargado de llevar un registro donde se pueda monitorear el plazo de espera de la peritación solicitada. 

 

Esto, con el fin de emitir, en caso que se requiera, recordatorios al perito o al equipo psicosocial asignado. 

 

El Auxiliar Administrativo de la ORTSP es la vía de comunicación con el Técnico Judicial a cargo del caso a peritar. Además, es el facilitador de los insumos para que el perito se informe acerca de la situación manifiesta en el expediente judicial en trámite y otros, propios de su cargo, que se requieran durante la investigación pericial. Es su responsabilidad llevar registro de las solicitudes de peritaje, del trámite de los expedientes judiciales dentro de la ORTSP, de la apertura y el cierre de los expedientes periciales, que estarán debidamente foliados. Es labor de este funcionario organizar y custodiar estos documentos en el archivo correspondiente.  

5.2 Coordinación de señalamiento para audiencia oral

 

Concluido el trabajo investigativo, el Perito asignado debe informar al Auxiliar Administrativo de la ORTSP para que coordine con el Técnico Judicial encargado del caso, la fecha y hora de la audiencia oral en la que se rendirá el dictamen, conforme el protocolo e instructivos de oralidad vigentes en el Juzgado.

 

5.3 Audiencia oral:

 

Para a la audiencia oral, el Perito debe elaborar una guía escrita que le facilite la exposición de sus hallazgos y las conclusiones periciales derivadas. Esta guía abarcará información básica sobre: Datos generales de la (s) persona (s) o situación (es) evaluada (s), cuál fue la pregunta judicial, qué metodología aplicó, que resultados obtuvo y las conclusiones a las que llegó. 

 

Antes de iniciar el debate este funcionario debe entregar al Juez, por escrito, las conclusiones del peritaje, en un documento que contenga, además, los datos generales del caso: Nombre de la (s) persona (s) evaluada (s), número de sumaria, tipología legal, fecha de evaluación y la metodología aplicada. 

 

Durante la audiencia, le corresponde al Perito exponer oralmente los resultados de su investigación, con un lenguaje accesible e inteligible para las personas asistentes y contestar las preguntas o cuestionamientos, que le sean formuladas por la autoridad judicial, las partes y sus asesores. 

 

En caso que se requiera y sea pertinente, dentro de la audiencia o posterior a ella, se le podrá solicitar a este funcionario, llevar a cabo ampliaciones, adiciones o aclaraciones de temas tratados en su investigación y si fuese necesario, deberá hacer actualizaciones de la misma, de acuerdo con las solicitudes que, en ese sentido, haga la autoridad judicial.  

 

El plazo para fijar la fecha de entrega de este dictamen será a más tardar tres días hábiles a partir de la solicitud. La adiciones y actualizaciones, serán rendidos por escrito, en un plazo definido por el propio perito o perita.

 

        San José, 18 de mayo de 2012

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

Ref.: 3922-2012

Ángela

 

 

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 24-03-2022 15:50:49.
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 CIRCULAR Nº 67-2012

 

Asunto: Reglas Prácticas del Tribunal de la Inspección Judicial Modelo de Costa Rica.-

 

A TODOS LOS SERVIDORES Y SERVIDORAS JUDICIALES

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena, en sesión N° 10-12 celebrada el 12 de marzo de 2012, artículo XXVII, dispuso comunicarles lo siguiente:

 

REGLAS PRÁCTICAS DEL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL MODELO DE COSTA RICA

 

I. ASPECTOS GENERALES

 

1.     Principios que inspiran el Nuevo Modelo del Tribunal de la Inspección Judicial: En la reorganización de las modalidades de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial, rigen los siguientes principios inspiradores:

 

a)    La Justicia como un servicio público e instrumento de desarrollo humano.

b)    La persona usuaria como el eje central de la Administración de Justicia.

c)    La Oralidad de los procesos.

d)    La reorganización de las labores administrativas enfocada a la    realización efectiva de Audiencias Orales, con la finalidad de una justicia más eficiente.

e)    El aprovechamiento de las economías de escala, que permitan utilizar los servicios administrativos centralizados.

f)     Enfoque de no discriminación y transversalidad de género.

g)    Transversalización de los valores institucionales.

h)    El aprovechamiento de las Tecnologías de Información y Comunicación.

 

              Estos principios se ven reflejados en todos los elementos del nuevo proceso, desde el cambio en los valores institucionales hasta en las características del nuevo enfoque de trabajo y los nuevos procesos.

 

2.   Se establece la coordinación del trabajo de la Inspección Judicial, por equipos con responsabilidades bien definidas: 

 

a)             Se separa el área de tramitación del caso, del área de atención de la Audiencia Oral y dictado de la  sentencia. Para la labor de tramitación un equipo de profesionales llamados Inspectores Instructores -en adelante I.I.- dirigen la investigación asistidos por tres técnicos judiciales. Una sección integrada por los tres Inspectores Generales (Sección A) junto a un técnico de apoyo, escuchará a las partes en audiencia y producirá las sentencias orales. Cuando la cantidad de trabajo así lo amerite y los recursos los permitan, otra sección denominada “B”,  será integrada por un Tribunal Emergente con apoyo de un técnico judicial.

 

b)           Se conforma un equipo especializado en la atención a la persona usuaria, integrado por dos técnicos judiciales; así como un equipo de recepción de documentos e ingreso de casos al sistema y escaneo, integrado por el coordinador judicial y el actual notificador, en vista de la considerable reducción de su trabajo al realizarse las notificaciones de forma automática.

 

c)              La Unidad de Investigación (tres oficiales) darán soporte a todas las investigaciones en las que se requiera indagación adicional.

 

d)           Como parte del personal de apoyo del Tribunal un técnico judicial tendrá como función principal agendar todos los señalamientos de ambos tribunales y realizar el seguimiento de la audiencia.

 

e)              El Equipo de Gestión estará a cargo de la Secretaría de la Inspección junto a los Inspectores Generales, quienes procurarán la mejora continua del despacho y procurará el balanceo de las cargas de trabajo y el cumplimiento oportuno de las tareas de todos los funcionarios. 

 

3.       Con la tramitación asistida por medios tecnológicos se logra:

 

a)                       Visualizar de una manera sencilla el expediente digital,

b)                       Minimizar la cantidad de pasos para la incorporación de documentos externos y que este paso resulte sencillo para los usuarios al realizarlo, 

c)                       Lograr incorporar documentos externos y archivos de audio de una manera masiva, 

d)                       Consultar los expedientes que están pendientes de tramitar por cada usuario. 

e)                       Proveer al despacho de un sistema de controles para lograr la mejora continua en la duración de los trámites, entre otros beneficios. 

 

4.              Los inspectores generales propietarios mantendrán a su cargo la dirección jerárquica de la Inspección Judicial, correspondiéndole al Presidente del Tribunal, resolver de forma inmediata los problemas administrativos que sean  se presenten en el despacho; sin embargo, sus decisiones no pueden prevalecer sobre las que dicte el cuerpo colegiado por mayoría. 

 

I. Tramitación del procedimiento:

 

1.     Los casos se tramitarán utilizando la herramienta virtual conforme a las siguientes reglas: 

 

a)    Cada funcionario del despacho tendrá en su buzón electrónico, tareas previamente definidas de acuerdo al equipo del que forme parte, de manera que sólo podrá visualizar las que le corresponden, evitando inducirlo a error.  

 

b)    Por otro lado, todo el personal del despacho podrá autocontrolar su gestión  por medio de las alertas que permiten visualizar de una manera amigable (con colores tipo semáforo) la duración del expediente en una ubicación, por caso, por tarea y por rol.  

 

c)    Todos los oficios que se realicen en cualquier etapa de la tramitación, deberán ser digitales, es decir no se deben imprimir ni firmar de manera tradicional y serán enviados a la oficina receptora por medios electrónicos. Deberá coordinarse con el despacho receptor para que indique un correo dónde recibirlo.  

 

d)    Cada proceso se llevara acabo conforme a lo indicado en la sección XI.

 

I.      Distribución de trabajo: 

 

1.     La distribución del trabajo se hará de manera equitativa conforme a las siguientes reglas: 

 

a)    El coordinador judicial deberá utilizar el módulo de asignación automática de causas, en el que se incluye un rol para los auxiliares que conformen el equipo de órgano director, otro para los auxiliares que apoyan al Tribunal, otro para los investigadores, otro para los inspectores del órgano director y otro para los inspectores de la Sección A y B del Tribunal. 

 

b)    Los roles por tipos de asunto son los siguientes: Rol de apelaciones, rol de acoso sexual, rol de acoso laboral, rol de asuntos generales, rol de rechazos de plano, rol de asuntos de pleno derecho o documentales, rol de consultas.

 

c)    Se asignará de forma equitativa un caso por vez a cada inspector, técnico judicial y/o oficial. 

 

d)    Ningún auxiliar pertenecerá a un inspector, es decir, no es permitido que si se asigna un Inspector ello determine cuál es el auxiliar que tramitará la causa. Debe existir un rol para todos los casos

 

e)    Casos del artículo 199 de la LOPJ: Los asuntos del artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial serán distribuidos únicamente entre los tres inspectores que conforman la sección A y sus auxiliares. 

 

f)     Entre los roles, deberá el coordinador judicial mantener uno en el que se establezca cuál es el Inspector Instructor encargado de tamizar denuncias nuevas. En los casos de acoso sexual y laboral se turna entre todos los inspectores; en los demás casos y durante el periodo de transición sólo tamiza y toma las denuncias el Licenciado Jesús Ramírez

 

II.  INFORMES MENSUALES 

 

1.      Sobre los informes, se generarán a partir de la información incluida en el sistema virtual. Por ejemplo, es posible generar informes/consultas que muestren los siguientes datos sobre las audiencias:

a)     Producción por Rango de Fecha.

b)     Acumulado por mes, o trimestre o anual u otro periodo.

c)      Audiencias realizadas y suspendidas por tipo.

d)     Producción por inspector y por la totalidad de inspectores del despacho.

 

III.      SISTEMA DE CONTROLES ELECTRÓNICOS: 

 

1.      El libro de entradas y libro de apelaciones serán sustituidos por los controles generados por el sistema informático. Será el equipo de gestión el encargado de obtener del sistema la información, hacer los ajustes y tomar decisiones en caso de existir inconsistencias. El libro de juramentaciones y de votos se llevarán únicamente de manera electrónica en una hoja de Excel. El primero será llevado por la Secretaría (equipo de gestión) quien recibirá la firma holográfica a los funcionarios. El segundo será un libro electrónico creado en “común” para que los auxiliares del tribunal puedan acceder a la información. 

 

IV.       INCIDENCIAS CON EL SISTEMA INFORMÁTICO 

 

1. A partir del momento en que finalice la implementación de los sistemas informáticos, cualquier incidencia o consulta que se genere por parte de jueces o auxiliares, con relación a errores, capacitación, uso de las herramientas, etc., serán reportados a Asistencia Tecnológica extensión 4777, quienes de acuerdo a los reportes del circuito atenderán la consulta. 

 

2. Luego quien reporta, deberá informar por correo electrónico a la Secretaría de la Inspección cuál fue el reporte realizado, a quién se lo asignaron, y cuándo se  solucionó. 

 

3. La Secretaría llevará un documento electrónico denominado “Incidencias Tribunal de la Inspección Judicial”, allí se anotará el detalle de lo reportado y cuándo se le dio respuesta a la inquietud. De ser necesario y con la intención de unificar y estandarizar procesos se comunicarán a los compañeros los cambios o mejoras en los sistemas informatizados. 

 

V.   ÁREA DE ATENCIÓN A LOS USUARIOS Y USUARIAS:

 

1.     Un equipo especializado, integrado por dos técnicos judiciales (actualmente supernumerarios) están asignados a la atención de las personas usuarias.

 

2.     A las partes interesadas que soliciten acceso el expediente físico en el mostrador, se les explicarán las nuevas formas de trabajo del Tribunal de la Inspección Judicial Modelo y todas las posibilidades que tendrán para ver el expediente digital y gestionar en línea (presentación de escritos, quejas nuevas, etc.). 

 

3.     Una vez digitalizado el expediente, no podrá entregarse a los usuarios el expediente físico para su revisión y sólo en casos de personas con discapacidad excepcionalmente se podrá imprimir la resolución de interés. 

 

4.     A todos los usuarios que se presenten al mostrador, de manera inmediata, se procurará entregarles su clave de gestión en línea para que puedan litigar por Internet, es decir observar el expediente, presentar solicitudes y demandas nuevas por este medio, así como señalarlo como medio de notificaciones. 

 

5.     Para facilitarle al usuario el ingreso a la plataforma, se deberá verificar que los datos del interviniente estén completos en el sistema, por ello al entregar la clave se debe actualizar la información. 

 

6.     Como segunda opción de acceso al registro digital del proceso (REDIP), el equipo de atención a los usuarios podrá confeccionar y entregar un disco con la información que solicite la parte. Si el usuario no aporta el disco la primera vez, el despacho lo suministrará. 

 

7.     El equipo de atención al usuario está facultado para entregar claves de gestión en línea y reproducir discos con los expedientes digitales cuando así lo soliciten las partes.  Las copias certificadas se entregarán en un DVD.  

 

8.     Una de las computadoras ubicadas en la recepción, sirve como medio de consulta para los usuarios interesados en observar el REDIP quienes deberán hacer uso racional del recurso.

 

9.     Esta área no tomará denuncias o quejas nuevas, esta labor será resorte exclusivo del equipo de Instrucción, de acuerdo a la asignación del caso, el auxiliar o el inspector tomará la queja y mediante el uso del “pad de firmas” podrá, sin necesidad de imprimir, recolectar la firma del quejoso e incorporar el documento al expediente. 

 

VI.       RECEPCIÓN Y TRÁMITE DE DOCUMENTOS: 

 

1.     La recepción de escritos físicos y digitales, será realizada por los técnicos judiciales destacados en el área de atención al usuario.

 

2.     A partir del lunes 26 de setiembre del 2011, el despacho recibe todos los escritos de manera digital. Los que se presenten de forma escrita serán escaneados e incorporados al expediente electrónico.  

 

3.     Todos los documentos, expedientes y otros que ingresen al despacho por medio del conserje, serán entregados inmediatamente al coordinador judicial para que proceda a escanearlos e incorporarlos en el sistema virtual. 

 

4.     Todos los documentos físicos, ya escaneados, serán almacenados para que en su oportunidad sean destruidos de acuerdo a las políticas de la institución. No deberán ser utilizados para tramitar, consultar o resolver. 

5.     El área de atención a los usuarios y el área de escaneo podrán digitalizar todos los ampos con información útil que el despacho requiera conservar, y guardarlos como documentos digitales por carpetas a cargo del coordinador judicial, de manera que los documentos físicos también se envíen a destrucción. 

 

6.     El escáner utilizado en esta área debe recibir mantenimiento al menos una vez al mes.  El coordinador Judicial deberá coordinar con el Departamento de Tecnología de la Información a la extensión 4777. 

 

VII.   INGRESO DE CAUSAS NUEVAS AL SISTEMA INFORMÁTICO: 

 

1.     El coordinador Judicial será el encargado de recibir en un buzón las quejas nuevas enviadas por Gestión en Línea; también recopilará las quejas nuevas enviadas por fax, correo electrónico, quejas directas, anónimas o cualquier otro medio. 

 

2.     Todas las quejas presentadas, deberá el coordinador judicial, ingresarlas al Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, les asignará un número de queja nueva y por medio del rol automático las asignará un inspector instructor, técnico judicial del II, Tribunal A y B, e investigador.  

 

3.     También tendrá a su cargo reentrar todos los expedientes que provienen de otras oficinas o bien que se encontraban archivadas digitalmente y deben ser tramitadas otra vez. De previo a su ingreso en el sistema, deberán ser escaneados los expedientes físicos reentrados.

4.     En los asuntos nuevos o reentrados, el coordinador judicial deberá asignar el rol, crear intervinientes y consignar por primera vez medios de notificación. Para ello, durante el transcurso del proceso, cada vez que sea necesario actualizar medios de notificación, incluir nuevos intervinientes o consignar la información correcta sobre alguno de los intervinientes, será el técnico judicial el encargado de esta tarea. En los casos en que de manera reiterada esta función no se realice, podrán tomarse medidas disciplinarias al respecto. 

 

5.     Durante el trámite de la causa, cuando sea necesario asignar un oficial de investigación o bien establecer cuál es el Tribunal que por rol realizará la audiencia oral (juicio o masiva),  se enviará el expediente al coordinador judicial, para que en el SCGDJ asigne por rol automático a quien le corresponde.

 

 

 

 

 

VIII. ÁREA DE ESCANEO, TRANSFORMACIÓN DE LOS DOCUMENTOS FÍSICOS: 

 

         Una vez ingresados, se deberán escanear todos los expedientes físicos en el menor tiempo posible, mediante los siguientes pasos:

 

a)      Se desarman los expedientes físicos y se quitan todas las grapas, hojas dobladas o rotas deben ser reparadas.

b)     Se escanean todos los folios que conformen un expediente físico y todos sus legajos de prueba u otros similares.

c)      Se verifica que cada folio escaneado sea visible y que no falte ninguno por escanear. (Verificación de la calidad de lo escaneado)

d)     Luego, se arma el expediente físico tal cual estaba. 

e)       Los documentos ya digitalizados, se guardan como una imagen PDF.

f)       Luego se crean archivos no mayores a 10 megas (la cantidad de hojas que se pueden incluir en 10 megas, depende del tipo de escáner y calidad de la imagen). 

g)      A cada archivo creado se le debe asignar un nombre, que debe ser consecutivo y dependiendo del tipo de legajo, por ejemplo: legajo principal parte 1, legajo principal parte 2, legajo de prueba parte 1….

h)     Luego en la herramienta virtual se incorporará cada archivo digitalizado como un documento adjunto identificado por nombre y número. 

 

IX. ÁREA DE TRÁMITE:

 

1.     Toda gestión que realicen técnicos judiciales e inspectores debe tramitarse por medio del sistema informático. Se procurará que las partes intervinientes lo hagan por medio del sistema de Gestión en Línea.

 

2.     Una vez que el expediente nuevo, reentrado o el escrito estén debidamente escaneados e incorporados al sistema así como asignados a un inspector instructor, auxiliar e investigador, continuará el proceso de trámite.

 

3.     Una vez asignada la causa el Inspector Instructor (I.I.), éste podrá girar y registrar en un caso particular alguna instrucción al técnico judicial y posteriormente visualizar el estado de la ejecución de esa instrucción.

 

4.     De igual manera, el personal auxiliar enviará al inspector todos los asuntos que deba conocer y las consultas por medio del sistema informático. 

 

5.     Los técnicos judiciales enviarán a los Inspectores a firmar digitalmente todos los documentos que confeccionen: traslados, prevenciones, oficios, comisiones, citas, etc.

 

6.     Las comisiones serán firmadas digitalmente por el Secretario, quien devolverá los expedientes por medio del sistema al técnico responsable. 

 

7.     Los inspectores y técnicos judiciales deberán utilizar los machotes, plantillas o formularios ubicados en el SCGDJ,  confeccionados especialmente para este despacho modelo.

 

8.     El traslado de cargos se hará completo, es decir: con un detalle del contenido de la queja y la descripción de la prueba que se aporte, de manera que al momento de notificar personalmente ese traslado únicamente se imprimirá la resolución firmada digitalmente y no se harán copias de todo el expediente para entregar al encausado. 

 

9.     Además en el traslado de cargos, se indicará a las partes que al momento de ofrecer prueba testimonial, deben especificar sobre cuáles hechos en particular declararán o bien si es documental, qué se pretende probar.

 

10.        En el traslado de cargos se indicará a la parte que si no trae la prueba a la audiencia se le declarará inevacuable, así como cada una de las recomendaciones aquí contenidas.  

 

11.        La mayoría de las resoluciones se notificarán de manera automática al firmarse electrónicamente, a excepción del informe de investigación, del traslado de cargos, de la comisión del traslado y de la sentencia. 

 

12.        El traslado de cargos se notificará personalmente porque la ley expresamente así lo establece. 

 

13.        En el caso de los traslados de cargos que deben ser notificados fuera de la jurisdicción, el técnico judicial realiza una resolución de comisión y la envía a firma al secretario; luego junto al traslado el técnico enviará la comisión por correo electrónico al coordinador del despacho donde sucedieron los hechos o bien a la OCN de esa localidad.  Cuando se envíe un correo electrónico a otra oficina para comisionar la notificación de un traslado de cargos, la información adjunta no puede superar los 2 megas, por ello únicamente se enviarán dos documentos digitales: el traslado de cargos y la comisión. 

 

14.        Cuando la parte involucrada conteste el traslado de cargos y ofrezca prueba con la indicación de cada hecho que pretende probar, el I.I. deberá realizar una resolución sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de cada prueba ofrecida, lo anterior utilizando los principios de razonabilidad, pertinencia y utilidad de la prueba. 

15.        La prueba admitida deberá indicar nombre completo y demás calidades de los testigos o bien describir claramente el documento, así como el hecho que se pretende probar con esa prueba. En la misma resolución se señalará para la celebración de la audiencia oral. 

 

16.        Todas las excepciones previas y de fondo interpuestas en la fase de investigación deberán ser resueltas por el I.I. de previo a la realización de la audiencia de debate (o de recepción de prueba y dictado de sentencia) tal y como lo faculta el Artículo 188 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

 

17. Excepciones a la convocatoria de la audiencia oral: 

 

a)    Cuando en la investigación no se haya ofrecido prueba testimonial o el asunto sea de pleno derecho, el Inspector Instructor podrá prescindir de la audiencia y enviar el expediente al Tribunal para que lo resuelva sin más audiencia.  

 

b)    Así mismo, aún cuando se hubiera ofrecido prueba y el II estime que el asunto es improcedente, una vez abierta la audiencia, podrá excusarse ante el Tribunal para retirarse, en los caso en que el quejoso comparezca con patrocinio letrado. 

 

X.    ÁREA DE INVESTIGACIÓN: 

 

1.     En los casos en que se requiera recabar prueba durante la instrucción, el I.I. enviará el expediente por medio de una tarea en el sistema al coordinador judicial para que turne al investigador y de una vez él lo envíe al investigador asignado por rol para que confeccione el informe dentro de un plazo prudencial. 

 

2.     Cuando el I.I. solicite la investigación de un asunto al equipo de investigación deberá especificar de manera clara y concreta que es lo que quiere que se investigue. El Investigador seguirá el criterio del I.I. para hacer la investigación. 

 

3.     Los Inspectores Instructores solicitarán al equipo de Investigación que un caso se investigue, solamente cuando se justifique, y no cuando la información pueda ser obtenida mediante la solicitud de una prueba documental (certificación, constancia, informe) a otra dependencia. 

 

4.     Los informes de investigación que genere el Equipo de Investigación, en los que no se obtenga resultado, podrán ser escuetos y sólo contendrán indicación de las personas entrevistadas así como la conclusión de que la investigación no arrojó resultado positivo.

 

5.     Todos los informes del equipo de investigación se incorporarán al REDIP y se firmarán digitalmente. 

 

6.     Los informes de investigación serán enviados al I.I. por medio del sistema, luego de su estudio el II podrá ordenar que se ponga en conocimiento de las partes el informe rendido. 

 

7.     Los investigadores no podrán dedicarse a estudiar expedientes judiciales  para analizar cuestiones de fondo. Este tipo de análisis de cuestiones de fondo le corresponde al II. 

 

8.     Cuando el I.I. investigue “retraso judicial” no solicitará informe al equipo de investigación sino que solicitará un informe al Juez Coordinador del despacho respectivo. 

 

 

XI. AUDIENCIAS ORALES: 

 

1.     Una vez que el expediente esté instruido, el técnico judicial asignado para realizar todos los señalamientos del despacho, agendará electrónicamente una fecha, por cada asunto, para la realización de la audiencia oral.

 

2.     Al seleccionar una fecha en la agenda electrónica, deberá considerarse: cuál es el tribunal, cuántos testigos se evacuarán, si se requiere videoconferencia, sala u oficina, entre otros aspectos generales.

 

3.     Mientras existan dos secciones del Tribunal, se señalarán dos audiencias por semana por cada Inspector Instructor. 

 

4.     Lo que ya se haya señalado para el mes de diciembre del 2011, debe redistribuirse entre ambas secciones del Tribunal  en cantidades iguales.

 

5.     Los días miércoles de cada semana, se señalarán las audiencias masivas de todos los inspectores instructores. 

 

6.     La segunda audiencia de los días jueves, se reservará en la agenda electrónica para posibles continuaciones. 

 

7.     Los días viernes no se señalarán audiencias orales, salvo casos urgentes o exista atraso en la gestión de los asuntos. 

 

8.     Hasta que la Administración del circuito otorgue el visto bueno de la fecha y hora seleccionada en la agenda electrónica, se podrá confeccionar la resolución del señalamiento. 

 

9.     Si existe un choque de audiencias, buscará una nueva fecha y hora, y esperar el visto bueno de la Administración, para luego confeccionar la resolución de señalamiento.

 

10.        La resolución que señala hora y fecha se notificará de forma automática.

 

11.        Quien agende una audiencia, realizará el Protocolo de Seguimiento de Audiencias, que consiste en registrar en el sistema informático la siguiente información:

a)    Datos generales de la audiencia.      

b)    Estado de la celebración de la audiencia.

c)    En caso de suspensión deben quedar registrados los motivos de esta suspensión.

d)    Registrar la información de las llamadas realizadas para recordar la celebración de las audiencias a las partes.  

 

12.        Todo el personal del despacho, podrá consultar la información relativa a las audiencias señaladas y realizadas en cualquier momento. 

 

13.        También es posible incluir en la agenda actividades o apuntes que requieren la reserva de un espacio en la agenda, de manera que sea visible para todos los compañeros y se evite escoger una fecha en que el personal no se encuentre disponible, por ejemplo: cursos, vacaciones, citas médicas, etc.

 

14.        Todo el personal podrá consultar la programación de las audiencias por un rango de  fechas dadas, desplegando los horarios y duración de las audiencias con el detalle general, de manera que puedan conocer cómo está su agenda o la de los compañeros. 

 

15.        Será únicamente el grupo de gestión el que deberá semanalmente verificar cuántas audiencias en total se suspendieron, los motivos y deberá tomar las medidas inmediatas para evitar que nuevamente se suspendan. 

 

16.        Cuando por factores externos deba suspenderse una audiencia, el plazo para reprogramar en la agenda, no deberá exceder de los quince días, y deberán las partes en el mismo acto quedar notificadas de la nueva fecha.

17.        Cada audiencia realizada debe ser actualizada en la agenda electrónica, es decir se debe indicar su resultado: suspendida, realizada, continúa, etc. 

 

18.        Antes de iniciar la audiencia oral, el técnico judicial debe entregar a cada miembro del tribunal la guía de seguimiento de audiencia oral que previamente elaboró con todos los datos de interés: nombre der las partes, su calidad, si fueron notificados, y observaciones generales. 

 

19.         Dinámica de la audiencia oral:

a)    No se recibirá prueba mediante el sistema tradicional, sino mediante el sistema de producción por audiencias. Esto implica: 

i.       La presencia del Tribunal en audiencia, con un inspector informante (órgano director del procedimiento o inspector instructor) y un defensor cuando corresponde. 

ii.    La audiencia será grabada totalmente y se aplicará para ello el protocolo de oralidad en materia penal. 

iii.  Una vez realizada la identificación del tribunal, la causa y las partes el Tribunal indicará las reglas a seguir durante la audiencia. 

iv.   Acto seguido el Tribunal dará la palabra a las partes para que formulen sus alegatos iniciales.

v.     El Tribunal invitará a las partes a realizar sus alegatos finales en el mismo acto.

vi.   Una vez terminada la audiencia, retirarse a deliberar durante un plazo no mayor a diez días dejando a las partes citadas para la producción de la sentencia oral que quedará notificada en el acto y no requerirá formal notificación escrita. 

vii.        La defensa presentará y expondrá su recurso oral en la misma audiencia, para lo cual el Tribunal invitará a las partes a renunciar al término del emplazamiento para lograr enviar el asunto de inmediato ante el superior.

 

b)    Las decisiones masivas serán conocidas por el Órgano Director  quien solicitará audiencia ante el Tribunal.

 

20.         El inspector presidente deberá grabar directamente en el sistema informático Toda audiencia oral que se realice en una oficina. No se requiere la colaboración de personal auxiliar para grabar o hacer respaldos. 

 

21.         Como excepción, cuando las audiencias se realicen en una Sala de Juicio, por tratarse de una videoconferencia, se grabará en audio y video en el sistema de grabación que exista, luego se guardará la totalidad de la actividad en un DVD original y se confeccionará otro de respaldo.  

 

22.        Durante las audiencias orales no es necesario que los técnicos judiciales permanezcan durante toda la audiencia. 

 

23.        El inspector presidente, confeccionará en el sistema informático una minuta que no debe ser firmada por las partes. 

24.        Esa minuta será registrada en el sistema como tipo de resolución, en ella se debe especificar hora, fecha, lugar, presentes, y el “Por tanto” tal cual se dictó, esto incluye las recomendaciones a los despachos. 

 

25.         Una vez finalizada la audiencia y confeccionada e incorporada la minuta, el inspector presidente enviará el expediente al técnico judicial mediante una tarea. 

 

26.         El técnico judicial confeccionará los oficios que correspondan una vez dictada la sentencia oral, tramitará los recursos que se presenten y cerrará estadísticamente la causa cuando finalice o se envíe hacia otros despachos. (Por ejemplo, Consejo Superior). 

 

27.        Cuando se requiera que un expediente digital sea conocido por el Consejo Superior (Secretaría de la Corte), se seguirán los siguientes pasos:

 

a)    El técnico judicial del Tribunal de la Inspección Judicial enviará a la Secretaría del Consejo Superior un correo electrónico informando que existe un caso que será sometido a su conocimiento.

b)    A partir de ese momento, el Consejo Superior podrá observar el expediente digital por medio del sistema informático. 

c)    Una vez que la Secretaría  reciba la capacitación correspondiente enviará su resolución por medio del sistema de Gestión en Línea, de modo que ya queda ubicado en el expediente respectivo y la Secretaría recibirá un comprobante de que ya se envió y se incorporó al expediente digital.

d)    Durante la fase de transición la secretaria enviará sus resoluciones por los medios tradicionales. 

 

28.         Sólo en casos excepcionales la Inspección Judicial enviará las actuaciones a instancias superiores u a otros despachos mediante una copia  del REDIP en un DVD/CD. Serán los técnicos judiciales de apoyo al tribunal los encargados de confeccionar esta copia del proceso.

 

29.        Al finalizar el proceso de trámite, se colocará cada expediente digital terminado y/o cerrado estadísticamente en la ubicación denominada “archivo electrónico”. En consecuencia ya no se deberán hacer lotes ni remesas para los expedientes completamente digitales. 

 

30.         Si en el transcurso del tiempo se requiere retomar el trámite de una causa archivada, deberá reabrirse; esta función está a cargo del equipo de ingreso al sistema y digitalización.

 

XII. ÁREA DE CONTROL DE DESPACHOS JUDICIALES

 

1.     El área de control de despachos está a cargo de Inspectores que velarán en sus visitas por que se cumplan las políticas institucionales expresadas en la sección I.1 de las presentes reglas, así como las otras que defina la Corte Plena y el Consejo Superior.

 

2.     Cuando se requiera investigar y acusar un asunto conocido en las visitas que se refiera exclusivamente a retardo judicial, los inspectores realizarán el traslado de cargos y presentarán su solicitud (acusación) en audiencia oral. En el resto de los casos serán los I.I. quienes darán curso a la queja.

 

3.     Durante las visitas realizadas a cada despacho se valorarán los indicadores de la Gestión Administrativa que a continuación se detallan:  

 

a)    Sobre el desarrollo de las Audiencias Orales:

 

i.       Que las audiencias inicien puntualmente, así como los reinicios luego de los recesos. 

ii.    Que el trato hacia las partes y todos los intervinientes sea respetuosa en las audiencias. 

iii.  Que se utilice un lenguaje comprensible.

iv.   Que al abrir la audiencia se indiquen claramente las reglas con las que se va a trabajar en la audiencia.

v.     Para los efectos de que el inspector visitador pueda valorar la dirección de las audiencias  podrá hacerse presente a ellas por tratarse de un fin institucional que beneficia a los usuarios. 

vi.   Que se resuelva oralmente en la audiencia.

vii.        Que se grabe la audiencia y al inicio se haga la prueba de grabación para asegurarse que los sistemas no fallan y que se entregue copia en DVD a las partes.

viii.     Al finalizar la resolución oral se le advierta a las partes sobre la posibilidad que tienen de renunciar al plazo de la apelación y formularla oralmente en el acto.  

 

b)    Sobre la realización efectiva de las Audiencias Orales:

 

i.      Por cada etapa del proceso, cuántas audiencias fueron: suspendidas, conciliadas, realizadas y continuadas. 

ii.    Por cada juez o jueza, cuántas audiencias se suspendieron, conciliaron, realizaron y continuan.

iii. Los factores internos que inciden en la suspensión de audiencias y acciones tomadas para disminuir ese porcentaje. 

iv.  Cantidad y tipo de audiencias realizadas por despacho, por etapa y por juez.

v.    Tiempo de duración del caso desde que ingresó hasta que se resolvió en audiencia. Así como la duración del trámite de la causa desde que ingresa al despacho hasta que se devuelve a su oficina de origen o despacho correspondiente.

vi.  Cantidad de resoluciones orales: por tipo de proceso, por etapa, por juez. 

vii.       Porcentaje de resoluciones orales versus resoluciones escritas por juez y por despacho. 

 

c)     Sobre el circulante y tareas en el sistema informático:

 

i.       Comportamiento del circulante del despacho.

ii.    Cantidad y antigüedad de casos pendientes de resolver en el Despacho con menos de 30 días, entre 30 y 90 días y más de 180 días.

iii.  Cantidad y antigüedad de Casos pendientes por resolver por juez y en cada etapa del proceso. 

iv.  Duración promedio de los casos en cada etapa del proceso.

v.     Promedio de tiempo de resolución de una solicitud. 

vi.  Antigüedad de las tareas asignadas a los jueces y técnicos judiciales, de 4 a 6 días, de 7 a 20 días y más de 20 días.

vii.       Cantidad de asuntos en rebeldía y tiempo de permanencia en el despacho.

viii.     Control de tiempos muertos en el sistema informático.

 

4.     En los casos en que estos datos no sean aún obtenidos por los juzgados los inspectores de visitas motivarán a los jueces coordinadores y a los coordinadores judiciales para que los obtengan.  

 

5.     Los inspectores visitadores solicitarán informes periódicos a los despachos que consideren oportunos. Tal informe será rendido bajo la fe de juramento con las consecuencias legales para quien falte a la verdad,

 

6.     En caso de incumplimiento en la presentación de los reportes/informes anteriores se podrá iniciar causa disciplinaria.   

 

 

ANEXO 1

 

DISTRIBUCION DEL PERSONAL POR EQUIPOS DE TRABAJO CON RESPONSABILIDADES DEFINIDAS
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ANEXO 2

 

MINUTA DE AUDIENCIA ORAL

TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL

 

 

Tribunal de la Inspección Judicial, al ser las xxxxxxx del día xxxxxxxx

 

Presentes las partes: 1, 2, 3, 4, en la oficina (sala) xxx. 

Realizamos audiencia oral de xxxxxxxxxx (recepción de prueba, audiencia final, dictado de sentencia o etc.…) en la instrucción de la causa numero xxxxx, contra xxxxx en perjuicio de xxxx por la supuesta falta de xxxxx, en la que resultó: 

 

“Por tanto” (anotar el por tanto de lo resuelto, únicamente.) 

 

La totalidad de la audiencia y todas las incidencias allí presentadas fueron grabadas en formato DVD (o bien en el escritorio virtual, especificar en cuál) registro digital al que las partes podrán tener acceso en caso de requerirlo.  Es todo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXO 3

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

TRIBUNAL DE LA INSPECCION JUDICIAL

PROTOCOLO DE ACTUACIONES

GUIA PARA REALIZAR UNA AUDIENCIA ORAL

 

*De previo al inicio verificar que el equipo funciona adecuadamente -prueba de sonido*

Fecha: ___________________________________________________________

Hora: _____________________________________________________________

Lugar: ____________________________________________________________

Comparecientes: (se puede preguntar a las partes el nombre o solicitarles se identifiquen ellas mismas, se van identificando una por una y en calidad de qué están presentes). 

Nombre del Juez (a):_________________________________________________

 

Datos de la causa:

No. Único:

Tipo de Proceso:

 

*Se hacen del conocimiento de los presentes las reglas sobre la dinámica de la audiencia oral en razón de que este despacho es el Tribunal de la Inspección Judicial modelo de Costa Rica. 

 

Tales reglas son:

1. Las partes tienen la obligación de haber preparado su intervención en la audiencia.

 

2. No pueden leer escritos, aunque ocasionalmente podrán hacer uso de una guía para transmitir datos complejos, nombres, números entre otros.

 

3. Es obligación de las partes entregar al Juez información de calidad para la resolución del caso, en razón de que se resolverá con la información producida en la audiencia, en caso de que alguno de los litigantes considere que un documento o información es importante para la solución del caso, debe hacerlo notar al Juzgador dentro de sus alegatos orales en la audiencia. El Juez no suplirá el mal desempeño de los litigantes, ni revisará el expediente o carpeta.

 

4. En sus intervenciones las partes deberán guardar el respeto debido al contrario y a las demás personas presentes en la sala, no se permitirán expresiones ofensivas ni alusiones personales. Tampoco el uso de teléfonos celulares, motivo por el cual se les ruega apagarlos.

 

5. Lo resuelto puede ser objeto de recurso. 

 

6. Se insta a las partes a renunciar al plazo de la apelación y a formularla oralmente en el acto. Para ello el interesado deberá manifestar que apela e indicar el nombre del motivo (falta de fundamentación, falta de prueba, etc.)  

 

 7. Igualmente se hace saber que las partes podrán obtener copia del respaldo de audio de la audiencia, para ello deberán suministrar un DVD nuevo al despacho. En caso de no poder suministrarlo, la Administración lo suplirá.

 

 

        San José, 18 de mayo de 2012

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

Ref.: 27-2012

Ángela
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ADICION

CIRCULAR Nº 173-2012

Asunto: Política de igualdad en los servicios de gestión humana del Poder Judicial.-


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena, en sesión Nº 33-12, celebrada el 17 de setiembre de 2012, artículo XXII, acordó disponer las siguientes:

 

“POLÍTICA  DE IGUALDAD EN LOS SERVICIOS DE GESTIÓN HUMANA PODER JUDICIAL, COSTA RICA”

 

INTRODUCCIÓN

 

El Poder Judicial, consecuente con los compromisos asumidos por el Estado costarricense en la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Mujeres, Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad   aprueba en el  año 2005  la Política de Equidad de Género y en  mayo del 2008 la Política  de Igualdad para las Personas con Discapacidad  ambos instrumentos   son una manifestación de profundo respeto al principio de igualdad.

 

En estas  declaraciones  se  asegura que todas las acciones del quehacer judicial incorporen y garanticen la igualdad de oportunidades y la transversalidad de género y discapacidad  entendida esta como un proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las mujeres y las personas con discapacidad de la población, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, para que todos los servicios se brinden en condición de igualdad y equidad.

 

El Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial  por medio de la resolución 475-2009 se aboca en la elaboración de una Política  de Igualdad  en los Servicios de Gestión Humana que regulen  las estrategias y valores de dicho departamento en relación a las mujeres y las personas con discapacidad.

 

 En la elaboración de esta propuesta participaron activamente integrantes de del departamento de Gestión Humana y personas usuarias de los servicios que otorga dicho departamento  quienes a través de la elaboración de un diagnóstico  identificaron  los principales obstáculos para el acceso a la justicia de poblaciones que dado el sistema de socialización patriarcal se encuentra en una situación de desventaja y discriminación en los servicios que otorga la gestión humana.

 

Una vez identificadas  las debilidades, fortalezas, amenazas y oportunidades en el diagnóstico se dio inicio a un procesos democrático de validación de un documento borrador de política con el personal del departamento así como  personas usuarias de los servicios,  a todas ellas nuestro profundo agradecimiento.

 

La presente Política   tiene por objeto cumplir con las obligaciones establecidas en los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos así con la normativa jurídica interna y de esta manera operacionalizar la implementación de los compromisos asumidos

 

Establece  una vía  o camino a los cambios    y  las acciones que el departamento  de gestión humana  debe  ejecutar en el avance a lograr el principio de igualdad. Adicionalmente  fundamenta   las bases para el desarrollo de un plan estratégico que permita  cumplir con los compromisos que aquí se asumen.

 

El documento cuenta con los siguientes apartados:

 

1-               Implementación y Ejecución de la Política de Equidad de Género

2-               Fundamentación Jurídica

3-               Objetivos que busca la política

4-               Lineamientos y Estrategas por áreas de Gestión Humana que orientan las acciones a seguir

5-               Plan de Acción y Responsables

6-                Glosario terminológico que ayuda a la comprensión de la política en general

 

Esperamos que la presente política pernee el accionar de la gestión humana y fortalezca institucionalmente al Poder Judicial 

 

Considerando que:

 

·        Que existe un amplio marco jurídico de protección de los derechos humanos  tanto a nivel  nacional como internacional que tutela entre otros, los derechos de igualdad sin discriminación  y los derechos al trabajo y las garantías laborales; derechos  consagrados  en la Declaración Universal de Derechos Humanos
[4], Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales

, entre otros.

 

·         Que el Estado Costarricense ha  ratificado los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo: 1 de  Número de hora de trabajo, 14 Relativo a la Aplicación del Descanso Semanal. 87 Relativo a la Libertad Sindical, 102 Relativo a las Normas Mínimas de la Seguridad Social, 11 Relativo a la Discriminación en materia de empleo y ocupación, 122  Relativo a la Política de Empleo y 159 Readaptación Profesional y Empleo a Personas Inválidas.

 

·        Que la  Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación hacia la Mujer (CEDAW, 1979) compromete a los Estados a que, a través de sus normas, se promueva la igualdad para las mujeres y les otorga la facultad de aplicar medidas temporales de carácter especia  con el fin de disminuir las desigualdades causadas por la discriminación de género.

 

El artículo 11 establece el derecho al trabajo de las mujeres, a  las mismas oportunidades de empleo y no sufrir de discriminación en la selección y reclutamiento de personal, el derecho a elegir libremente de profesión y empleo rompiendo con la división sexual del trabajo, igual salario a trabajo de igual valor, a la seguridad social tales como jubilación, enfermedad, invalidez, vejez etc., a vacaciones pagadas, a la salud ocupacional y salvaguardia de la función reproductiva, a que no se discrimine por razones de matrimonio, maternidad, no se de despidos por maternidad, gozar de la licencia de maternidad,  servicios de cuido para los hijos/as, protección durante el embarazo.

 

·        Que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará, 1994), que a nivel de América Latina y el Caribe fue aprobada por la Organización de Estados Americanos (OEA) y reconoce el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. El artículo 1 establece que las normas se aplicarán en el ámbito del trabajo y en su artículo 2 determina que el acoso sexual es una forma de violencia contra la mujer. 

 

·        Que la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad  en su artículo  27 que reconoce el derecho al trabajo de esta población, a la no discriminación  en la selección y reclutamiento de personal,  a igual salario a trabajo de igual valor, derecho a sindicalizarse,  a capacitación y formación profesional, a la rehabilitación profesional entre otras

.

·        Que  Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad que es un instrumento  que busca la igualdad para este colectivo en su artículo  3 hace referencia a la obligación del Estado de eliminar la discriminación en el empleo que sufren las personas con discapacidad.

 

·        Que la Constitución Política costarricense reconoce el   a la igualdad, derecho al trabajo, a un salario mínimo, a una jornada  de cuarenta y ocho horas, al descanso, a sindicalizase, a paro y huelga, a suscribir  convenios colectivos y  a recibir una indemnización  por despido injustificado







 

 

        ·  No Discriminación

 

La eliminación de toda distinción, exclusión o restricciones basada en el sexo, edad, preferencia sexual, discapacidad, religión, etc., que tenga por objeto o resultado el menoscabar o anular el reconocimiento, goce, o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales relacionadas con la gestión humana.



[12]

 

·  Autonomía Personal

 

Consiste en otorgar la capacidad  jurídica y de actuar real a las mujeres y personas con discapacidad  como sujetas plenas de derechos y obligaciones. Ello implica el derecho que tienen todas las personas de tomar todas las decisiones de su vida y participar activamente en  las actuaciones institucionales
[13].

 

· Diversidad 

 

Todas/os somos igualmente diferentes; esto rompe con el paradigma de un modelo de persona ejemplo de la humanidad impuesto por la socialización patriarcal que otorga privilegios y ventajas a aquellas poblaciones que  están más cerca de cumplir con el paradigma de ser humano impuesto. Incorporar el principio de la diversidad de los seres humanos los cuales tiene diferentes intereses y perspectivas sobre una misma situación, no siendo posible la jerarquización estos para establecer uno dominante y único. Las relaciones  laborales no están exentas  a  configurar  modelos paradigmáticos de las y los trabajadores/as que invisibiliza los intereses y necesidades de la diversidad social. 












[18] 


 

Estos principios   servirán de guía para la toma de decisiones en la administración de  los recursos humanos.

 

1-Imperativo Estratégico: Planificación Estratégica como herramienta para promover las  condiciones de igualdad y no discriminación en la Gestión Humana

 

Objetivo General

 

Promover los principios de igualdad y no discriminación en la planificación estratégica.

 

Alcance

 

Poder Judicial, a través de las instancias formales y competentes.

 

Objetivos Específicos

 

1-Promover a través de la  misión, visión y valores  la igualdad de género y accesibilidad  a nivel institucional.

 

2-Incorporar el  enfoque de gestión humana con perspectiva de género y de discapacidad en la planificación estratégica.

 

3-Medir y cuantificar los objetivos de la política de igualdad de género y accesibilidad en la gestión humana.

 

Lineamientos 

 

Divulgar    la política  de igualdad de género y accesibilidad de la gestión humana.

 

Incidir en una misión, visión y valores que promuevan la igualdad de género y accesibilidad a nivel institucional.

 

Incorporar el  enfoque de gestión humana con perspectiva de género y de discapacidad en la planificación estratégica

 

Implementar a través de las instancias competentes la política de igualdad de género y accesibilidad en la gestión humana en los planes anuales operativos (PAO)

 

Promover a través de las instancias competentes la incorporación de proyectos que fomenten el principio de igualdad de género y discapacidad en los presupuestos institucionales. 

 

Proponer  a través de las instancias competentes, ajustes  organizacionales o de reestructuración que promuevan la igualdad para las mujeres y personas con discapacidad

 

Promover programas  de  teletrabajo y servicios de apoyo con ayudas técnicas para los funcionarios (as) con discapacidad en los distintos puestos.

 

Revisar y adecuar  el Manual de Puestos incorporando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

Evaluar y monitorear  según la instancia competente, la implementación de la política de igualdad de género y accesibilidad en el Poder Judicial. 

 

2- Imperativo Estratégico: Sistema  de Reclutamiento y Selección de Personal no segregantes que rompen con la división sexual del trabajo

 

Objetivo General

 

Establecer condiciones de igualdad de género y accesibilidad en los procesos de atracción, reclutamiento y selección de personal

 

Alcance

 

Consejo de la Judicatura / Consejo de Personal / Escuela Judicial / Subproceso de Reclutamiento y Selección de Personal/ Sección Administrativa de la Carrera Judicial  y funcionarios/as  judiciales que participan en la selección de personal

 

Objetivos Específicos

 

Eliminar prejuicios relacionados con la división sexual del trabajo y el enfoque asistencial de la discapacidad.

 

Promover  mecanismos de atracción de personal accesibles para la diversidad de oferta  laboral del mercado.

 

Incorporar la perspectiva de género y la discapacidad en el proceso de  de reclutamiento de personal.

 

Establecer un sistema de selección de personal libre de prejuicios discriminantes. 

 

Incidir en la no discriminación  contra las mujeres y personas con discapacidad  en los procesos de reclutamiento y selección de personal 

 

Garantizar una distribución equitativa de las oportunidades a partir de la definición de políticas y la ejecución de acciones afirmativas tanto en la carrera judicial como en la carrera profesional, que permitan a las mujeres, posicionarse en pie de igualdad con respecto a los hombres. Las acciones afirmativas son todas aquellas medidas especiales que adoptan los Estados y sus instituciones con el objetivo de garantizar la igualdad de facto entre mujeres y hombres, dichas medidas no se consideran discriminatorias respecto a la igualdad formal de personas, ya que buscan implementar el principio de igualdad, según lo dispuesto en la normativa interna y así mismo, en los instrumentos jurídicos a nivel internacional, ratificados por Costa Rica, entre los cuales destacan la Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW) aprobada en 1979 (artículos 4° inciso 1), 5) y 11); la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, la Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer, la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia. (Adicionado en virtud del acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 33-12, celebrada el 17 de setiembre de 2012, artículo XXII).

 


 Lineamientos 

 

Procesos de sensibilización y  concientización  al personal del Consejo de la Judicatura / Consejo de Personal / Escuela Judicial / Subproceso de Reclutamiento y Selección de Personal/ Sección Administrativa de la Carrera Judicial  y funcionarios/as  judiciales que participan en la selección de personal dirigido a eliminar la discriminación por razones de género y discapacidad.

 

Establecer   medidas especiales de carácter temporal en los programas de prácticas profesionales   para mujeres y personas con discapacidad

 

Desarrollar prácticas de atracción de personal accesible y participativo sin sesgos en razón de género y accesibilidad

 

Diseñar una ruta de  reclutamiento y selección de personal que incorpore la perspectiva de género y de la discapacidad.

 

Revisar las pruebas  de reclutamiento y como se aplican  para asegurar la igualdad de condiciones en quienes participan.

 

Diseñar pruebas apropiadas para asegurar la selección del personal  idóneo, sin discriminación, que otorgue los servicios a la diversidad de usuarios.

 

Establecer mecanismos de traslados con perspectiva de género y discapacidad.

 

3-Imperativo Estratégico: Procesos de Inducción y Capacitación que incorporan la perspectiva de género y discapacidad. 

 

Objetivo General

 

Promover  una cultura de igualdad y no violencia por razones de género y discapacidad.

 

Alcance

 

Escuela Judicial / Unidades de Capacitación y  Gestión de Capacitación

 

Objetivos Específicos

 

Incorporar los principios  institucionales de igualdad y no violencia por razones de género y discapacidad en los programas de inducción y formación.

 

Capacitar y sensibilizar  al personal para ofrecer un servicio sin discriminación

 

Lineamientos 

 

Desarrollar un programa de inducción que promueva la igualdad de género y  de discapacidad

 

Diseñar de un programa de capacitación institucional dirigido a mejorar la atención para los usuarios(as) de los servicios judiciales  mujeres y personas con discapacidad 

 

Elaborar  programas de concientización para reducir la violencia laboral de género y la que se presenta en contra de las personas con discapacidad.

 

Incorporar la perspectiva de género y discapacidad en la  currícula de los cursos  de formación y capacitación.

 

Establecer medidas especiales de carácter temporal en la capacitación y formación de mujeres y personas con discapacidad.

 

Brindar adecuaciones curriculares, servicios de apoyo o ayudas técnicas cuando se requieran en los  cursos de formación y capacitación que se otorguen.

 

4-Imperativo Estratégico: Sistemas de compensación y Beneficios libre de prejuicios sexistas o discriminantes contra las personas con Discapacidad

 

Objetivo General

 

Garantizar un sistema de compensación y beneficios  libre de prejuicios sexistas o discriminantes contra las personas con discapacidad.

 

Alcance

 

Corte Plena, Consejo Superior, Consejo de Personal y áreas responsables de Gestión Humana

 

Objetivos Específicos

 

Garantizar compensaciones justas incorporando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

Diseñar  esquemas de beneficios con la perspectiva de género y discapacidad

Lineamientos 

 

Analizar y clasificar los puestos incorporando la perspectiva de género y discapacidad. 

 

Incorporar en los manuales de puestos las   ayudas técnicas y servicios de apoyo  para  cada posición según corresponda.

 

Promover condiciones laborales que no resulten limitativas para que  mujeres y personas con discapacidad puedan acceder a las disponibilidades y zonajes en igualdad de condiciones.

 

Promover beneficios complementarios incorporando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

5-Imperativo Estratégico:   Evaluación del Desempeño y Carrera Profesional  con perspectiva  de género y accesibilidad.

 

Objetivo General

 

Promover sistemas de evaluación del desempeño que mejoren los servicios judiciales con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Alcance

 

Corte Plena, Consejo Superior, Comisión de Evaluación del Desempeño y Departamento de Gestión Humana/Subproceso de Evaluación del Desempeño.

 

Objetivos Específicos

 

Retroalimentar al sistema y a los operadores de justicia sobre los resultados obtenidos en su gestión en función de los requerimientos de las personas usuarias de los servicios judiciales.

 

Contribuir a una mejor  distribución y planificación del recurso humano, con base en los parámetros históricos obtenidos en el sistema de evaluación del desempeño, coadyuvando en la efectiva toma de decisiones.

 

Obtener insumos para retroalimentar otros procesos de la gestión humana, como la capacitación, promociones, reconocimientos, becas,  carrera profesional, entre otros; de manera que se identifiquen potencialidades en el personal que permitan mayores logros  en brindar servicios de calidad 

 

Lineamientos 

 

Mejorar la relación de eficiencia institucional  y desarrollo del talento humano  para brindar un servicio de calidad con perspectiva de género y accesibilidad. 

 

Establecer un sistema de evaluación del desempeño con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Promover mejoras en el servicio considerando la evaluación del desempeño con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Promover la Carrera Profesional considerando los resultados de la evaluación del desempeño  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Diseñar  planes de carrera y planes de sucesión considerando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

6-Imperativo Estratégico: Ambiente laboral y Salud Ocupacional   tomando en cuenta las necesidades de la diversidad humana

 

Objetivo General

 

Fomentar  ambientes saludables  acordes a las necesidades  de las funcionarias/os con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Alcance

 

Servicios de Salud, subproceso de Salud Ocupacional, subproceso de ambiente laboral, Unidad de Atención psicosocial del O.I.J.

 

Objetivos Específicos

 

Prevenir y reducir los accidentes laborales con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Establecer planes de emergencia tomando en cuenta la diversidad de género y la discapacidad.

 

Lineamientos 

 

Ambientes laborales saludables para los servidores y servidoras judiciales, considerando la perspectiva de género y accesibilidad. 

           

Seguridad ocupacional  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Sistema de información  que incorporen las variables sexo y discapacidad

           

Sistema de  prevención y atención de emergencias   para los servidores y servidoras judiciales, considerando la perspectiva de género y accesibilidad. 

           

7-Imperativo Estratégico: Cultura Organizacional  y entorno  social  considerando la perspectiva de género y accesibilidad  en el  ambiente laboral.

 

Objetivo General

 

Desarrollar y promover una cultura organizacional y entorno social con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Alcance

 

Subproceso de Ambiente Laboral.

 

Objetivos Específicos

 

Incidir en cambios de la cultura organizacional  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Lineamientos 

 

Promover una cultura que mejore el ambiente laboral considerando la perspectiva de género y discapacidad.

 

Promover la investigación  para instaurar la cultura organizacional del mejoramiento del acceso a la justicia de la mujer y las personas en condición de discapacidad

 

8- Imperativo Estratégico: Bienestar Social inclusivo 

 

Objetivo General

 

Establecer programas de bienestar social inclusivos. 

 

Alcance

 

Subprocesos Servicios de Salud, ambiente laboral y salud ocupacional. 

 

Objetivos Específicos

 

1-Promover prácticas  saludables  en el  ambiente laboral.

 

Lineamientos 

 

Promover el autocuido de las/os funcionarias/os del Poder Judicial   desde una perspectiva de género y discapacidad.

 

Crear programas de mejoramiento de la salud mental  desde una perspectiva de género y la discapacidad

 

Establecer programas de prevención y recuperación para todo el personal del Poder Judicial con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Diseñar programas de preparación para el jubileo con la perspectiva de género y discapacidad.

 

9-  Imperativo Estratégico: Procesos de  Comunicación Organizacional de la Gestión Humana  accesible y libre de prejuicios.

 

Objetivo General

 

Mejorar los procesos de  comunicación organizacional de la Gestión Humana desde la perspectiva de género y de la discapacidad

 

Alcance

 

Gestión Humana.

 

Objetivos Específicos

 

Brindar un servicio de comunicación organizacional  accesible y comprensible

 

Ofrecer información  libre de prejuicios  discriminatorios contra las mujeres y las personas con discapacidad

 

Lineamientos 

 

Establecer  un sistema de información confiable y objetivo entre Gestión Humana y funcionarios/as judiciales  sobre la calidad del servicio brindado a las mujeres y personas con discapacidad.

 

Ofrecer servicios de comunicación interinstitucionales accesibles, comprensibles y libres de prejuicios en relación con las funciones y responsabilidades de Gestión Humana.

 

10- Imperativo Estratégico: Relaciones Laborales libres de violencia y discriminación

 

Objetivo General

 

Establecer relaciones laborales libres de  violencia y discriminación por razones de género y discapacidad.

 

Alcance

 

Subprocesos de Servicios de Salud, ambiente laboral y salud ocupacional; inspección judicial, inspección fiscal, inspección de la defensa pública  y asuntos internos del OIJ.

 

Objetivos Específicos

 

Reducir los conflictos generados en la institución.

 

Mejorar las relaciones  inter genéricas

 

Incorporar la perspectiva de género y accesibilidad en el sistema de resolución de conflictos laborales

 

Lineamientos 

 

Relaciones inter genéricas basadas en la igualdad, respeto y tolerancia

 

Medios de solución de conflictos  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

GLOSARIO

 

Accesibilidad (Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad) medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales.

 

Actividades Básicas de la Vida Diaria (ABVD): Son las tareas y acciones más elementales de la persona, que le permiten desenvolverse con un mínimo de autonomía e independencia; como por ejemplo: el cuidado personal, las actividades domésticas básicas, la movilidad esencial, el reconocimiento de personas y objetos, la facultad de orientación, la capacidad de entender y ejecutar órdenes o tareas sencillas, entre otras.

 

Ajustes razonables (Convención sobre los derechos de las personas con Discapacidad) se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales;

 

Androcentrismo: Consiste en ver el mundo desde lo masculino tomando al varón de la especie como parámetro o modelo de lo humano. Dos formas extremas de androcentrismo son la ginopia y la misoginia. La primera constituye el repudio u odio a lo femenino y la segunda, a la imposibilidad de ver lo femenino o a la invisibilización de la experiencia femenina 

 

Apoyos y servicios: Cualesquiera servicios, recursos auxiliares, ayudas técnicas y asistencia personal, requeridos por las personas con discapacidad, que le faciliten su autonomía personal y garanticen oportunidades equiparables de acceso al desarrollo que hagan posible expresar  y comunicar sus  sentimientos, necesidades, decisiones  y deseos, reflejando lo que la persona quiere, con un trato  de confianza  y respeto. 

 

Autonomía Personal: Es la capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa, decisiones, en el ámbito público y privado, acerca de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias  individuales y propias.  La autonomía personal está integrada por los siguientes componentes: La autodeterminación, que consiste en el respeto a la persona  permitiendo la toma de decisiones, el desarrollo individual, holístico y el fomento a  la capacidad de decidir; la auto expresión, que implica aceptar la diversidad de lenguaje y desarrollar mecanismos de comunicación e interpretación si fuese necesario y; la responsabilidad, que es asumir las consecuencias de los actos  conforme con los otros elementos de la autonomía personal

 

Ayuda técnica "para personas con discapacidad", es cualquier producto, instrumento, equipo o sistema técnico usado por una persona con discapacidad, fabricado especialmente o disponible en el mercado, para prevenir, compensar, mitigar o neutralizar la deficiencia, discapacidad o minusvalía. NOTA: Las ayudas técnicas son nombradas frecuentemente como "dispositivos de asistencia" o "tecnología de apoyo".(En 2004 se abrió un proceso de revisión de la ISO que aun no ha terminado. Esta definición puede ser modificada.)

 

Comunicación (Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad) La «comunicación» incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la información y las comunicaciones de fácil acceso;

 

Deber ser de cada sexo: Consiste en partir de que hay conductas o características humanas que son más apropiadas para un sexo que para el otro. 

 

Deficiencia  En la Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud se define "Deficiencias" como los problemas en las funciones o estructuras corporales tales como una desviación significativa o una "perdida".

 

Dicotomismo sexual: Consiste en tratar a los sexos como diametralmente opuestos y no con características semejantes. 

 

Discapacidad (Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad) El término "discapacidad" significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social. 

 

Diseño para todos  El Diseño Universal es una estrategia cuyo objetivo es hacer el diseño y la composición de los diferentes entornos y productos accesibles y comprensibles, así como accesibles, sencillos, intuitivos y eficaces para todo el mundo, en la mayor medida y de la forma mas independiente y natural posible, sin la necesidad de adaptaciones ni soluciones especializadas de diseño. 

 

Resolución del Consejo de Europa (Sección: Documentos) 

 

Diseño universal (Convención sobre los Derechos de las  Personas con Discapacidad  se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El «diseño universal» no excluirá las ayudas técnicas para grupos particulares de personas con discapacidad, cuando se necesiten.

 

Discriminación contra la  mujer: "...toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera".
[19]

 

Discriminación por Razones de Discapacidad (Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad ): El término "discriminación contra las personas con discapacidad" significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales. 

 

Doble Parámetro: Es similar a lo que conocemos como doble moral. Se da cuando la misma conducta, una situación idéntica y/o características humanas son valoradas o evaluadas con distintos parámetros o distintos instrumentos para uno y otro sexo. 

 

Familismo: Consiste en la identificación de la mujer-persona humana con mujer-familia, o sea, el hablar de las mujeres y relacionarlas siempre con la familia, como si su papel dentro del núcleo familiar fuera lo que determina su existencia y por ende sus necesidades y la forma en que se la toma en cuenta, se la estudia o se le analiza. Esta forma de sexismo también se da cuando se habla de la familia como si la unidad, como un todo, experimentara o hiciera cosas de la misma manera o como si las diferencias en el impacto o en las actividades de las personas que conforman la familia fueran irrelevantes. 

 

Género: Es construcción histórico-social que se ha hecho de las atribuciones y características sociales, culturales, políticas, psicológicas y económicas que se consideran definitivas de los hombres y las mujeres y de los comportamientos esperados de unos y de las otras en esta sociedad. 

  

 

 

 

 

  

 

 

 

 

Igualdad: Cuando se hace referencia a la  igualdad  significa tratar igual a lo que es igual y diferente a lo que es diferente.

 

En general se cree que la simple declaración  formal de la igualdad  garantiza  el goce de este derecho. En ocasiones la igualdad real no es suficiente al no valorarse la equidad la igualdad en el caso concreto donde se valoren las diferencias  y se parte de la frase “Todos somos igualmente diferentes” la  igualdad  rompe con un paradigma  o modelo  a seguir para establecer que la diferencia  es la base de la igualdad.

 

Insensibilidad al Género: Se presenta cuando se ignora la variable género como un variable socialmente importante y válida, o sea, cuando no se toman en cuenta los distintos lugares que ocupan los hombres y mujeres en la estructura social, el mayor o menor poder que detentan por ser hombres o mujeres. 

 

Lenguaje  (Convención sobre los Derechos  de las Personas con Discapacidad) «lenguaje» se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras formas de comunicación no verbal; 

 

Limitaciones en la actividad  Son dificultades que una persona puede tener en el desempeño/realización de las actividades. 

 

Medidas específicas (Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad)  que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad. 

 

Participación Es el acto de involucrarse en una situación vital. 

Clasificación Internacional del funcionamiento, de la discapacidad y de la salud, OMS, 2001. 

Perspectiva de género: La inclusión de las múltiples formas de subordinación y discriminación que frente a los hombres experimentan las mujeres de distintas edades, etnias o razas, condiciones socioeconómicas, discapacidades, preferencias sexuales, ubicaciones geográficas, etc., dando lugar a una diversidad entre las mujeres, que influye en la manera en que experimentan la mencionada subordinación y discriminación.

 

Seximos: Es la creencia -fundamentada en un serie de mitos y mistificaciones- que declara la superioridad del sexo masculino, creencia que resulta en una serie de  privilegios para ese sexo que se considera superior. Estos privilegios mantienen al sexo femenino al servicio del sexo masculino, situación que se logra haciendo creer al sexo subordinado que esa es su función “natural” y única”.

 

Sobrespecificidad: Es la otra cara de la moneda y consiste en presentar como específico de un sexo ciertas necesidades, actitudes e intereses que en realidad son de ambos sexos

 

Sobregeneralización: Se da cuando un estudio, teoría o texto sólo analiza la conducta del sexo masculino pero presenta los resultados, el análisis o el mensaje como válidos para ambos sexos.

 

Sociedad patriarcal:    Es el sistema que mantiene y reproduce la subordinación y discriminación de las mujeres y como estructura de dominio se articula con otras condiciones de los sujetos, como la nacionalidad, la edad, la clase, la etnia, la opción sexual, la condición física, la creencia religiosa, política, etc. Cada hombre y cada mujer ostentan diferentes condiciones que le aumentan o le disminuyen sus formas de opresión, pero las mujeres como género siempre están sujetas al dominio público y político de los hombres.

 

Violencia de género: De conformidad con el artículo primero de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la violencia contra la mujer incluye cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.”Se declara acuerdo firme.”

 

San José, 9 de octubre de 2012

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

Ref.: 8626-2010. / Angela
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[10] Principio que se fundamenta en el artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, Convención Interamericana para le Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad artículo 1 y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad artículo 3 y 5. HYPERLINK \l "_ftnref7" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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[11] Principio que se fundamenta en el artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer - CEDAW. Para el caso de las personas con discapacidad es importante  evidenciar que el artículo1 de la Convención Intermaericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad  establece como sujeto del derecho no solo las personas con discapacidad sino aquellas  que  se perciben socialmente  como  personas con discapacidad artículo 1 .La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad  establece el principio de no discriminación en su artículo3 y 5

 

[12] Principio que se fundamenta en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer - Belem do Pará.

 Para el caso de la población con discapacidad  el derecho a la no violencia  en el artículo 16 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
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[13] Este principio se encuentra claramente reconocido tanto en la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad  en su artículo  4 inciso 2 y en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad artículo 19.
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[14] Este principio está reconocido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en su prólogo establece: “Reconociendo además la diversidad de las personas con discapacidad”
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[15] .  Principio que se fundamenta en el artículo 1 de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer – CEDAW, artículo 1 de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y el artículo 5.
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[16] Principio que se fundamenta en el articulo  1 de la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
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[18] Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad,, artículo 5.  HYPERLINK \l "_ftnref15" \o "Presione aquí para ir al texto" 
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[19]    Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 1. ed. San José: Centro Para el Desarrollo de la Mujer y la Familia, CMF, Colección Documentos N.4, Legislación N.3, 1994.
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CIRCULAR Nº 173-2012

 

 Asunto: “Política de igualdad en los servicios de gestión humana del Poder Judicial”.- 

 

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

 

La Corte Plena, en sesión Nº 33-12, celebrada el 17 de setiembre de 2012, artículo XXII, aprobó la siguiente Política de Igualdad en los Servicios de Gestión Humana del Poder Judicial, cuyo texto literalmente dice: 

 

“POLÍTICA  DE IGUALDAD EN LOS SERVICIOS DE GESTIÓN HUMANA PODER JUDICIAL, COSTA RICA”

 

INTRODUCCIÓN

 

El Poder Judicial, consecuente con los compromisos asumidos por el Estado costarricense en la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Mujeres, Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad   aprueba en el  año 2005  la Política de Equidad de Género y en  mayo del 2008 la Política  de Igualdad para las Personas con Discapacidad  ambos instrumentos   son una manifestación de profundo respeto al principio de igualdad.

 

En estas  declaraciones  se  asegura que todas las acciones del quehacer judicial incorporen y garanticen la igualdad de oportunidades y la transversalidad de género y discapacidad  entendida esta como un proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las mujeres y las personas con discapacidad de la población, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, para que todos los servicios se brinden en condición de igualdad y equidad.

 

El Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial  por medio de la resolución 475-2009 se aboca en la elaboración de una Política  de Igualdad  en los Servicios de Gestión Humana que regulen  las estrategias y valores de dicho departamento en relación a las mujeres y las personas con discapacidad.

 

 En la elaboración de esta propuesta participaron activamente integrantes de del departamento de Gestión Humana y personas usuarias de los servicios que otorga dicho departamento  quienes a través de la elaboración de un diagnóstico  identificaron  los principales obstáculos para el acceso a la justicia de poblaciones que dado el sistema de socialización patriarcal se encuentra en una situación de desventaja y discriminación en los servicios que otorga la gestión humana.

 

Una vez identificadas  las debilidades, fortalezas, amenazas y oportunidades en el diagnóstico se dio inicio a un procesos democrático de validación de un documento borrador de política con el personal del departamento así como  personas usuarias de los servicios,  a todas ellas nuestro profundo agradecimiento.

 

La presente Política   tiene por objeto cumplir con las obligaciones establecidas en los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos así con la normativa jurídica interna y de esta manera operacionalizar la implementación de los compromisos asumidos

 

Establece  una vía  o camino a los cambios    y  las acciones que el departamento  de gestión humana  debe  ejecutar en el avance a lograr el principio de igualdad. Adicionalmente  fundamenta   las bases para el desarrollo de un plan estratégico que permita  cumplir con los compromisos que aquí se asumen.

 

El documento cuenta con los siguientes apartados:

 

1-               Implementación y Ejecución de la Política de Equidad de Género

2-               Fundamentación Jurídica

3-               Objetivos que busca la política

4-               Lineamientos y Estrategas por áreas de Gestión Humana que orientan las acciones a seguir

5-               Plan de Acción y Responsables

6-                Glosario terminológico que ayuda a la comprensión de la política en general

 

Esperamos que la presente política pernee el accionar de la gestión humana y fortalezca institucionalmente al Poder Judicial 

 

Considerando que:

 

·        Que existe un amplio marco jurídico de protección de los derechos humanos  tanto a nivel  nacional como internacional que tutela entre otros, los derechos de igualdad sin discriminación  y los derechos al trabajo y las garantías laborales; derechos  consagrados  en la Declaración Universal de Derechos Humanos, Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales[5] Protocolo Facultativo de la Convención Americana de Derechos Humanos[6], entre otros.
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·         Que el Estado Costarricense ha  ratificado los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo: 1 de  Número de hora de trabajo, 14 Relativo a la Aplicación del Descanso Semanal. 87 Relativo a la Libertad Sindical, 102 Relativo a las Normas Mínimas de la Seguridad Social, 11 Relativo a la Discriminación en materia de empleo y ocupación, 122  Relativo a la Política de Empleo y 159 Readaptación Profesional y Empleo a Personas Inválidas.

 

·        Que la  Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación hacia la Mujer (CEDAW, 1979) compromete a los Estados a que, a través de sus normas, se promueva la igualdad para las mujeres y les otorga la facultad de aplicar medidas temporales de carácter especia  con el fin de disminuir las desigualdades causadas por la discriminación de género.

 

El artículo 11 establece el derecho al trabajo de las mujeres, a  las mismas oportunidades de empleo y no sufrir de discriminación en la selección y reclutamiento de personal, el derecho a elegir libremente de profesión y empleo rompiendo con la división sexual del trabajo, igual salario a trabajo de igual valor, a la seguridad social tales como jubilación, enfermedad, invalidez, vejez etc., a vacaciones pagadas, a la salud ocupacional y salvaguardia de la función reproductiva, a que no se discrimine por razones de matrimonio, maternidad, no se de despidos por maternidad, gozar de la licencia de maternidad,  servicios de cuido para los hijos/as, protección durante el embarazo.

 

·        Que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará, 1994), que a nivel de América Latina y el Caribe fue aprobada por la Organización de Estados Americanos (OEA) y reconoce el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. El artículo 1 establece que las normas se aplicarán en el ámbito del trabajo y en su artículo 2 determina que el acoso sexual es una forma de violencia contra la mujer. 

 

·        Que la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad  en su artículo  27 que reconoce el derecho al trabajo de esta población, a la no discriminación  en la selección y reclutamiento de personal,  a igual salario a trabajo de igual valor, derecho a sindicalizarse,  a capacitación y formación profesional, a la rehabilitación profesional entre otras

.

·        Que  Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad que es un instrumento  que busca la igualdad para este colectivo en su artículo  3 hace referencia a la obligación del Estado de eliminar la discriminación en el empleo que sufren las personas con discapacidad.

 


·        Que la Constitución Política costarricense reconoce el   a la igualdad, derecho al trabajo, a un salario mínimo, a una jornada  de cuarenta y ocho horas, al descanso, a sindicalizase, a paro y huelga, a suscribir  convenios colectivos y  a recibir una indemnización  por despido injustificado[7].

 


·        Que conforme a la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad[8] se establecen una serie de obligaciones estatales dirigidas a asegurar la igualdad y equidad para las personas con discapacidad y los derechos laborales cuerpo normativo que establece el derecho al trabajo, a la no discriminación en el empleo, a la capacitación prioritaria de esta población,  al asesoramiento de los patronos y las obligaciones del Estado.

 

·        Que en la Plataforma de Acción de la IV Conferencia Mundial de la Mujer (1995) se establece como uno de sus objetivos estratégicos “garantizar la igualdad y la no discriminación  ante la ley y en la práctica”.  Y, entre otras medidas se insta a los países a revisar las leyes nacionales y las prácticas jurídicas con el objeto de asegurar la aplicación y los principios de todos los instrumentos internacionales de derechos humanos, revocar aquellas leyes que discriminen por motivos de sexo y eliminar el sesgo por género en la administración de justicia.

 

Con especial interés  la Plataforma de Acción  puntualiza en relación con la gestión humana determina:

 

·                   Implementación de las normas internacionales del trabajo  y acciones normativas relacionadas a la igualdad entre trabajadores y trabajadoras

·                   Creación de empleo y erradicación de la pobreza

·                   Protección social y condiciones de trabajo

·                   Tripartismo, diálogo social y fortalecimiento de las organizaciones de trabajadoras y empleadoras.

 

·        El Programa de Acción de la Conferencia Internacional de Población y Desarrollo (Cairo, 1994), que reconoce los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres como derechos humanos.

 

·        La Plataforma de Acción de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995), que compromete a los Gobiernos a su aplicación y a garantizar que todas las políticas y programas incorporen una perspectiva de equidad de género.

 

·        La Declaración del Milenio (Nueva York, 2000), que incluye entre las metas de desarrollo del milenio la equidad de género.

                                                                                           

·        Que el Poder Judicial en noviembre del 2005 aprobó la Política  de Equidad de Género y en marzo del 2008 la Política  de Igualdad para las Personas con Discapacidad  

 

·        Que el Departamento de Gestión Humana   realizó un diagnóstico en el cual identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las líneas de acción a seguir. Dicho documento de diagnóstico constituye una base fundamental de esta política ya que plantea y orienta las medidas a tomar en  planificación estratégica, reclutamiento y selección de personal, inducción de personal, capacitación de personal,  compensación y beneficios, carrera judicial y evaluación del desempeño, salud ocupacional, cultura organizacional y clima social, bienestar social y comunicación organizacional. 

 

Reconociendo:

 

§                   Que existe una realidad social identificada por las instituciones nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad económica, jurídica, política, ideológica que viven las mujeres y  personas en condición de discapacidad en la sociedad costarricense.

 

§                   Que esa desigualdad social  tiene como uno de los pilares fundamentales la división sexual del trabajo y la segregación laboral para las personas con discapacidad

 

§                   Que el Poder Judicial  ha  realizó diagnósticos sobre la igualdad de de género en el 2004  y acceso a la justicia de las personas con discapacidad en el 2006 y el departamento de gestión humana en el 2010 sobre la igualdad de género y discapacidad en la gestión humana del Poder Judiciales. En los  cuales  se identificaron  las desigualdades existentes, las necesidades y las líneas  de acción por seguir. 

 

§                   Que dichos documentos de diagnóstico constituye una base fundamental de la política, ya que plantea y orienta las medidas que se deben tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la gestión humana.

 

§                   Que las mujeres y  personas en condición de discapacidad son muy diversas  por razones de género, edad, condición económica, tipo de discapacidad, orientación sexual, creencias, etc.

 

§                   Que la interpretación de la igualdad como principio complejo que ha venido construyéndose  por la lucha de los grupos sociales excluidos tradicionalmente. Y desde este punto de vista la igualdad formal no refleja la condición y las oportunidades de las mujeres en relación con los hombres o entre personas con discapacidad y aquellas que no tienen discapacidad lo que implica:

 

§      Aplicar la igualdad formal  no contempla la igualdad basada en la diferencias 

 

§      La creencia de la igualdad formal  no tiene sustento cuando se evidencian las  desigualdades que atentan contra los derechos humanos de las mujeres y las personas con discapacidad.

 

§      El reconocer las diferencias es promover la no discriminación y el reconocimiento pleno del principio de igualdad e

 

·        Que se asume en su totalidad los principios enunciados en el Código de Ética de la justicia como un servicio público; la independencia judicial; apertura del Poder Judicial a la sociedad (transparencia); mejoramiento de la administración de justicia; el acceso efectivo a las instancias judiciales; así como  los deberes de capacitación judicial, reserva, e imparcialidad.  

 

·        El Poder Judicial debe institucionalizar y oficializar de forma efectiva la Política de Equidad de Género y la Política  de Igualdad para las Personas con Discapacidad  que asegure a todos personas que laboran en el  Poder Judicial el conocimiento,, respeto y tutela sus derechos 

 

Tomando en cuenta los siguientes principios:

 

 · Igualdad y Equidad con Perspectiva de Género

 

Todas las actuaciones  relacionadas con la administración  de la gestión humana deberán procurar  alcanzar la igualdad y equidad  de los seres humanos sin distinción alguna  por razones de género, edad, etnia, discapacidad, preferencia sexual etc. 

 

  ·  No Discriminación

 

La eliminación de toda distinción, exclusión o restricciones basada en el sexo, edad, preferencia sexual, discapacidad, religión, etc., que tenga por objeto o resultado el menoscabar o anular el reconocimiento, goce, o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales relacionadas con la gestión humana.  

 

· No Violencia

 

La violencia en el ámbito laboral  contra las mujeres  y las personas con discapacidad  constituye una violación de las libertades fundamentales limitando total o parcialmente el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos humanos. La violencia  en el ámbito laboral incluye la violencia física, sexual, psicológica y patrimonial.  El principio busca la prevención, detección, sanción y erradicación de la violencia para asegurar el desarrollo individual y social de las mujeres y personas con discapacidad  y su plena participación en todas las esferas  laborales.

 

·  Autonomía Personal

 

Consiste en otorgar la capacidad  jurídica y de actuar real a las mujeres y personas con discapacidad  como sujetas plenas de derechos y obligaciones. Ello implica el derecho que tienen todas las personas de tomar todas las decisiones de su vida y participar activamente en  las actuaciones institucionales.

 

· Diversidad 

 


Todas/os somos igualmente diferentes; esto rompe con el paradigma de un modelo de persona ejemplo de la humanidad impuesto por la socialización patriarcal que otorga privilegios y ventajas a aquellas poblaciones que  están más cerca de cumplir con el paradigma de ser humano impuesto. Incorporar el principio de la diversidad de los seres humanos los cuales tiene diferentes intereses y perspectivas sobre una misma situación, no siendo posible la jerarquización estos para establecer uno dominante y único. Las relaciones  laborales no están exentas  a  configurar  modelos paradigmáticos de las y los trabajadores/as que invisibiliza los intereses y necesidades de la diversidad social. [14]

 

El Resultado

 

· Discriminatorio

 

Sirve para ampliar el principio de no discriminación en el caso de que la distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga un resultado que menoscabe o anule el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos se configura como un acto discriminatorio. Ello implica que acciones u omisiones que no tengan intención de discriminar pero si un resultado discriminante deben ser igualmente abordados  por las personas que administran los recursos humanos 

 

· Equidad en la Conciliación y Mediación

 


En los procesos de conciliación y mediación deberá buscarse un equilibrio entre los intereses de las personas, la relación laboral que los caracteriza sea esta horizontal o vertical y tomar en cuenta las condiciones de subordinación y discriminación resultado de la socialización patriarcal. En caso de que no puedan equilibrarse las condiciones deberá recomendar a la parte en situación de desigualdad acudir a otras formas para resolver  el conflicto. En el ámbito laboral  no  se debe conciliar o mediar en casos de acoso sexual.[16].

 

· Deber de Orientación

 

Toda persona que tenga a su cargo la  administración de los recursos humanos  tiene el deber de orientar    a sus colaboradores y colaboradoras, así como a las usuarias y usuarios especialmente cuando se trata de poblaciones discriminadas como son las mujeres y  personas con discapacidad  que podrían desconocer sus derechos, obligaciones   o los procedimientos. 

 

 · Principio Protector

 

Su objeto es nivelar las desigualdades entre trabajadoras y patronos/as. Parte de una disparidad social que requiere una  corrección para asegurar  una equidad social. Se aplica en la relación laboral en todos los desequilibrios de poder, ya sea económico o por construcción social.  Contempla tres reglas: indubio pro operario, la norma más favorable y  la condición más beneficiosa. 

 

·Principio Protector

 

En caso de duda en la interpretación de una norma o situación,  toda persona que tenga a su cargo la  administración de los recursos humanos debe considerar aquella interpretación o valoración que sea más favorable para la parte trabajadora.

 

·La Norma más Beneficiosa 

 

Entre varias normas  aplicables quien administra los recursos humanos  deberá considerar la más beneficiosa para la parte que se encuentra en condiciones de desventaja por razones de género y discapacidad. 

 

 

·La Condición más Beneficiosa 

 

No se deben disminuir las condiciones más favorables en que pudiera hallarse la parte trabajadora adquiridas legalmente. Cuando existe una situación mejor anterior, concreta y determinada, el patrono deberá respetarla. 

 

·Principio de la Irrenunciabilidad de Derechos 

 

La imposibilidad de privarse voluntariamente, con carácter amplio y anticipado, de los derechos concedidos por la legislación laboral. 

 

·Principio de Continuidad 

 

Ante la duda sobre el plazo del contrato   se estima la duración del mismo en la mayor extensión  posible,  conforme a los hechos y la  realidad demostrada.  

 

·Principio de la Primacía de la Realidad 

 

La preferencia que se le da a lo que ocurre en la práctica de la relación laboral, en vez de  a lo que surge de los documentos. 

 

·Principio de la Buena Fe 

 

El deber que tienen ambas partes de la relación laboral de cumplir lealmente sus obligaciones y  derechos. 

 

·Principio de la Razonabilidad 

 

La afirmación esencial de que el ser humano en sus relaciones laborales, procede y debe proceder conforme a la razón.

 

  ·Principio de Accesibilidad

 

Consiste en brindar facilidades para que todas las personas puedan  en su actividad laboral movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios que requieren y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicación.

 

 · Principio de Autorepresentación:

 

 Consiste en desarrollar mecanismos de participación laboral y ciudadana en todas las instancias de la gestión humana del Poder Judicial donde las mujeres y personas con discapacidad, como colectividad social, participen en la toma de decisiones.[18] 

 

Estos principios   servirán de guía para la toma de decisiones en la administración de  los recursos humanos.

 

1-Imperativo Estratégico: Planificación Estratégica como herramienta para promover las  condiciones de igualdad y no discriminación en la Gestión Humana

 

Objetivo General

 

Promover los principios de igualdad y no discriminación en la planificación estratégica.

 

Alcance

 

Poder Judicial, a través de las instancias formales y competentes.

 

Objetivos Específicos

 

1-Promover a través de la  misión, visión y valores  la igualdad de género y accesibilidad  a nivel institucional.

 

2-Incorporar el  enfoque de gestión humana con perspectiva de género y de discapacidad en la planificación estratégica.

 

3-Medir y cuantificar los objetivos de la política de igualdad de género y accesibilidad en la gestión humana.

 

Lineamientos 

 

Divulgar    la política  de igualdad de género y accesibilidad de la gestión humana.

 

Incidir en una misión, visión y valores que promuevan la igualdad de género y accesibilidad a nivel institucional.

 

Incorporar el  enfoque de gestión humana con perspectiva de género y de discapacidad en la planificación estratégica

 

Implementar a través de las instancias competentes la política de igualdad de género y accesibilidad en la gestión humana en los planes anuales operativos (PAO)

 

Promover a través de las instancias competentes la incorporación de proyectos que fomenten el principio de igualdad de género y discapacidad en los presupuestos institucionales. 

 

Proponer  a través de las instancias competentes, ajustes  organizacionales o de reestructuración que promuevan la igualdad para las mujeres y personas con discapacidad

 

Promover programas  de  teletrabajo y servicios de apoyo con ayudas técnicas para los funcionarios (as) con discapacidad en los distintos puestos.

 

Revisar y adecuar  el Manual de Puestos incorporando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

Evaluar y monitorear  según la instancia competente, la implementación de la política de igualdad de género y accesibilidad en el Poder Judicial. 

 

2- Imperativo Estratégico: Sistema  de Reclutamiento y Selección de Personal no segregantes que rompen con la división sexual del trabajo

 

Objetivo General

 

Establecer condiciones de igualdad de género y accesibilidad en los procesos de atracción, reclutamiento y selección de personal

 

Alcance

 

Consejo de la Judicatura / Consejo de Personal / Escuela Judicial / Subproceso de Reclutamiento y Selección de Personal/ Sección Administrativa de la Carrera Judicial  y funcionarios/as  judiciales que participan en la selección de personal

 

Objetivos Específicos

 

Eliminar prejuicios relacionados con la división sexual del trabajo y el enfoque asistencial de la discapacidad.

 

Promover  mecanismos de atracción de personal accesibles para la diversidad de oferta  laboral del mercado.

 

Incorporar la perspectiva de género y la discapacidad en el proceso de  de reclutamiento de personal.

 

Establecer un sistema de selección de personal libre de prejuicios discriminantes. 

 

Incidir en la no discriminación  contra las mujeres y personas con discapacidad  en los procesos de reclutamiento y selección de personal 

 

Garantizar una distribución equitativa de las oportunidades a partir de la definición de políticas y la ejecución de acciones afirmativas tanto en la carrera judicial como en la carrera profesional, que permitan a las mujeres, posicionarse en pie de igualdad con respecto a los hombres. Las acciones afirmativas son todas aquellas medidas especiales que adoptan los Estados y sus instituciones con el objetivo de garantizar la igualdad de facto entre mujeres y hombres, dichas medidas no se consideran discriminatorias respecto a la igualdad formal de personas, ya que buscan implementar el principio de igualdad, según lo dispuesto en la normativa interna y así mismo, en los instrumentos jurídicos a nivel internacional, ratificados por Costa Rica, entre los cuales destacan la Convención para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW) aprobada en 1979 (artículos 4 inciso 1, 5 y 11); la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, la Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer, la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia. (Adicionado en virtud del acuerdo tomado por la  Corte Plena, en sesión Nº 33-12, celebrada el 17 de setiembre de 2012, artículo XXII). 

 

Lineamientos 

 

Procesos de sensibilización y  concientización  al personal del Consejo de la Judicatura / Consejo de Personal / Escuela Judicial / Subproceso de Reclutamiento y Selección de Personal/ Sección Administrativa de la Carrera Judicial  y funcionarios/as  judiciales que participan en la selección de personal dirigido a eliminar la discriminación por razones de género y discapacidad.

 

Establecer   medidas especiales de carácter temporal en los programas de prácticas profesionales   para mujeres y personas con discapacidad

 

Desarrollar prácticas de atracción de personal accesible y participativo sin sesgos en razón de género y accesibilidad

 

Diseñar una ruta de  reclutamiento y selección de personal que incorpore la perspectiva de género y de la discapacidad.

 

Revisar las pruebas  de reclutamiento y como se aplican  para asegurar la igualdad de condiciones en quienes participan.

 

Diseñar pruebas apropiadas para asegurar la selección del personal  idóneo, sin discriminación, que otorgue los servicios a la diversidad de usuarios.

 

Establecer mecanismos de traslados con perspectiva de género y discapacidad.

 

3-Imperativo Estratégico: Procesos de Inducción y Capacitación que incorporan la perspectiva de género y discapacidad. 

 

Objetivo General

 

Promover  una cultura de igualdad y no violencia por razones de género y discapacidad.

 

Alcance

 

Escuela Judicial / Unidades de Capacitación y  Gestión de Capacitación

 

Objetivos Específicos

 

Incorporar los principios  institucionales de igualdad y no violencia por razones de género y discapacidad en los programas de inducción y formación.

 

Capacitar y sensibilizar  al personal para ofrecer un servicio sin discriminación

 

Lineamientos 

 

Desarrollar un programa de inducción que promueva la igualdad de género y  de discapacidad

 

Diseñar de un programa de capacitación institucional dirigido a mejorar la atención para los usuarios(as) de los servicios judiciales  mujeres y personas con discapacidad 

 

Elaborar  programas de concientización para reducir la violencia laboral de género y la que se presenta en contra de las personas con discapacidad.

 

Incorporar la perspectiva de género y discapacidad en la  currícula de los cursos  de formación y capacitación.

 

Establecer medidas especiales de carácter temporal en la capacitación y formación de mujeres y personas con discapacidad.

 

Brindar adecuaciones curriculares, servicios de apoyo o ayudas técnicas cuando se requieran en los  cursos de formación y capacitación que se otorguen.

 

4-Imperativo Estratégico: Sistemas de compensación y Beneficios libre de prejuicios sexistas o discriminantes contra las personas con Discapacidad

 

Objetivo General

 

Garantizar un sistema de compensación y beneficios  libre de prejuicios sexistas o discriminantes contra las personas con discapacidad.

 

Alcance

 

Corte Plena, Consejo Superior, Consejo de Personal y áreas responsables de Gestión Humana

 

Objetivos Específicos

 

Garantizar compensaciones justas incorporando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

Diseñar  esquemas de beneficios con la perspectiva de género y discapacidad

Lineamientos 

 

Analizar y clasificar los puestos incorporando la perspectiva de género y discapacidad. 

 

Incorporar en los manuales de puestos las   ayudas técnicas y servicios de apoyo  para  cada posición según corresponda.

 

Promover condiciones laborales que no resulten limitativas para que  mujeres y personas con discapacidad puedan acceder a las disponibilidades y zonajes en igualdad de condiciones.

 

Promover beneficios complementarios incorporando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

5-Imperativo Estratégico:   Evaluación del Desempeño y Carrera Profesional  con perspectiva  de género y accesibilidad.

 

Objetivo General

 

Promover sistemas de evaluación del desempeño que mejoren los servicios judiciales con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Alcance

 

Corte Plena, Consejo Superior, Comisión de Evaluación del Desempeño y Departamento de Gestión Humana/Subproceso de Evaluación del Desempeño.

 

Objetivos Específicos

 

Retroalimentar al sistema y a los operadores de justicia sobre los resultados obtenidos en su gestión en función de los requerimientos de las personas usuarias de los servicios judiciales.

 

Contribuir a una mejor  distribución y planificación del recurso humano, con base en los parámetros históricos obtenidos en el sistema de evaluación del desempeño, coadyuvando en la efectiva toma de decisiones.

 

Obtener insumos para retroalimentar otros procesos de la gestión humana, como la capacitación, promociones, reconocimientos, becas,  carrera profesional, entre otros; de manera que se identifiquen potencialidades en el personal que permitan mayores logros  en brindar servicios de calidad 

 

Lineamientos 

 

Mejorar la relación de eficiencia institucional  y desarrollo del talento humano  para brindar un servicio de calidad con perspectiva de género y accesibilidad. 

 

Establecer un sistema de evaluación del desempeño con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Promover mejoras en el servicio considerando la evaluación del desempeño con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Promover la Carrera Profesional considerando los resultados de la evaluación del desempeño  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Diseñar  planes de carrera y planes de sucesión considerando la perspectiva de género y accesibilidad.

 

6-Imperativo Estratégico: Ambiente laboral y Salud Ocupacional   tomando en cuenta las necesidades de la diversidad humana

 

Objetivo General

 

Fomentar  ambientes saludables  acordes a las necesidades  de las funcionarias/os con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Alcance

 

Servicios de Salud, subproceso de Salud Ocupacional, subproceso de ambiente laboral, Unidad de Atención psicosocial del O.I.J.

 

Objetivos Específicos

 

Prevenir y reducir los accidentes laborales con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Establecer planes de emergencia tomando en cuenta la diversidad de género y la discapacidad.

 

Lineamientos 

 

Ambientes laborales saludables para los servidores y servidoras judiciales, considerando la perspectiva de género y accesibilidad. 

           

Seguridad ocupacional  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Sistema de información  que incorporen las variables sexo y discapacidad

           

Sistema de  prevención y atención de emergencias   para los servidores y servidoras judiciales, considerando la perspectiva de género y accesibilidad. 

           

7-Imperativo Estratégico: Cultura Organizacional  y entorno  social  considerando la perspectiva de género y accesibilidad  en el  ambiente laboral.

 

Objetivo General

 

Desarrollar y promover una cultura organizacional y entorno social con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Alcance

 

Subproceso de Ambiente Laboral.

 

Objetivos Específicos

 

Incidir en cambios de la cultura organizacional  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Lineamientos 

 

Promover una cultura que mejore el ambiente laboral considerando la perspectiva de género y discapacidad.

 

Promover la investigación  para instaurar la cultura organizacional del mejoramiento del acceso a la justicia de la mujer y las personas en condición de discapacidad

 

8- Imperativo Estratégico: Bienestar Social inclusivo 

 

Objetivo General

 

Establecer programas de bienestar social inclusivos. 

 

Alcance

 

Subprocesos Servicios de Salud, ambiente laboral y salud ocupacional. 

 

Objetivos Específicos

 

1-Promover prácticas  saludables  en el  ambiente laboral.

 

Lineamientos 

 

Promover el autocuido de las/os funcionarias/os del Poder Judicial   desde una perspectiva de género y discapacidad.

 

Crear programas de mejoramiento de la salud mental  desde una perspectiva de género y la discapacidad

 

Establecer programas de prevención y recuperación para todo el personal del Poder Judicial con perspectiva de género y accesibilidad.

 

Diseñar programas de preparación para el jubileo con la perspectiva de género y discapacidad.

 

9-  Imperativo Estratégico: Procesos de  Comunicación Organizacional de la Gestión Humana  accesible y libre de prejuicios.

 

Objetivo General

 

Mejorar los procesos de  comunicación organizacional de la Gestión Humana desde la perspectiva de género y de la discapacidad

 

Alcance

 

Gestión Humana.

 

Objetivos Específicos

 

Brindar un servicio de comunicación organizacional  accesible y comprensible

 

Ofrecer información  libre de prejuicios  discriminatorios contra las mujeres y las personas con discapacidad

 

Lineamientos 

 

Establecer  un sistema de información confiable y objetivo entre Gestión Humana y funcionarios/as judiciales  sobre la calidad del servicio brindado a las mujeres y personas con discapacidad.

 

Ofrecer servicios de comunicación interinstitucionales accesibles, comprensibles y libres de prejuicios en relación con las funciones y responsabilidades de Gestión Humana.

 

10- Imperativo Estratégico: Relaciones Laborales libres de violencia y discriminación

 

Objetivo General

 

Establecer relaciones laborales libres de  violencia y discriminación por razones de género y discapacidad.

 

Alcance

 

Subprocesos de Servicios de Salud, ambiente laboral y salud ocupacional; inspección judicial, inspección fiscal, inspección de la defensa pública  y asuntos internos del OIJ.

 

Objetivos Específicos

 

Reducir los conflictos generados en la institución.

 

Mejorar las relaciones  inter genéricas

 

Incorporar la perspectiva de género y accesibilidad en el sistema de resolución de conflictos laborales

 

Lineamientos 

 

Relaciones inter genéricas basadas en la igualdad, respeto y tolerancia

 

Medios de solución de conflictos  con perspectiva de género y accesibilidad.

 

GLOSARIO

 

Accesibilidad (Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad) medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales.

 

Actividades Básicas de la Vida Diaria (ABVD): Son las tareas y acciones más elementales de la persona, que le permiten desenvolverse con un mínimo de autonomía e independencia; como por ejemplo: el cuidado personal, las actividades domésticas básicas, la movilidad esencial, el reconocimiento de personas y objetos, la facultad de orientación, la capacidad de entender y ejecutar órdenes o tareas sencillas, entre otras.

 

Ajustes razonables (Convención sobre los derechos de las personas con Discapacidad) se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales;

 

Androcentrismo: Consiste en ver el mundo desde lo masculino tomando al varón de la especie como parámetro o modelo de lo humano. Dos formas extremas de androcentrismo son la ginopia y la misoginia. La primera constituye el repudio u odio a lo femenino y la segunda, a la imposibilidad de ver lo femenino o a la invisibilización de la experiencia femenina. 

 

Apoyos y servicios: Cualesquiera servicios, recursos auxiliares, ayudas técnicas y asistencia personal, requeridos por las personas con discapacidad, que le faciliten su autonomía personal y garanticen oportunidades equiparables de acceso al desarrollo que hagan posible expresar  y comunicar sus  sentimientos, necesidades, decisiones  y deseos, reflejando lo que la persona quiere, con un trato  de confianza  y respeto. 

 

Autonomía Personal: Es la capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa, decisiones, en el ámbito público y privado, acerca de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias  individuales y propias.  La autonomía personal está integrada por los siguientes componentes: La autodeterminación, que consiste en el respeto a la persona  permitiendo la toma de decisiones, el desarrollo individual, holístico y el fomento a  la capacidad de decidir; la auto expresión, que implica aceptar la diversidad de lenguaje y desarrollar mecanismos de comunicación e interpretación si fuese necesario y; la responsabilidad, que es asumir las consecuencias de los actos  conforme con los otros elementos de la autonomía personal

 

Ayuda técnica "para personas con discapacidad", es cualquier producto, instrumento, equipo o sistema técnico usado por una persona con discapacidad, fabricado especialmente o disponible en el mercado, para prevenir, compensar, mitigar o neutralizar la deficiencia, discapacidad o minusvalía. NOTA: Las ayudas técnicas son nombradas frecuentemente como "dispositivos de asistencia" o "tecnología de apoyo".(En 2004 se abrió un proceso de revisión de la ISO que aun no ha terminado. Esta definición puede ser modificada.)

 

Comunicación (Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad) La «comunicación» incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la información y las comunicaciones de fácil acceso;

 

Deber ser de cada sexo: Consiste en partir de que hay conductas o características humanas que son más apropiadas para un sexo que para el otro. 

 

Deficiencia  En la Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud se define "Deficiencias" como los problemas en las funciones o estructuras corporales tales como una desviación significativa o una "perdida".

 

Dicotomismo sexual: Consiste en tratar a los sexos como diametralmente opuestos y no con características semejantes. 

 

Discapacidad (Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad) El término "discapacidad" significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social. 

 

Diseño para todos  El Diseño Universal es una estrategia cuyo objetivo es hacer el diseño y la composición de los diferentes entornos y productos accesibles y comprensibles, así como accesibles, sencillos, intuitivos y eficaces para todo el mundo, en la mayor medida y de la forma mas independiente y natural posible, sin la necesidad de adaptaciones ni soluciones especializadas de diseño. 

 

Resolución del Consejo de Europa (Sección: Documentos) 

 

Diseño universal (Convención sobre los Derechos de las  Personas con Discapacidad  se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El «diseño universal» no excluirá las ayudas técnicas para grupos particulares de personas con discapacidad, cuando se necesiten.

 


Discriminación contra la  mujer: "...toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera".[19]

 

Discriminación por Razones de Discapacidad (Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad ): El término "discriminación contra las personas con discapacidad" significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales. 

 

Doble Parámetro: Es similar a lo que conocemos como doble moral. Se da cuando la misma conducta, una situación idéntica y/o características humanas son valoradas o evaluadas con distintos parámetros o distintos instrumentos para uno y otro sexo. 

 

Familismo: Consiste en la identificación de la mujer-persona humana con mujer-familia, o sea, el hablar de las mujeres y relacionarlas siempre con la familia, como si su papel dentro del núcleo familiar fuera lo que determina su existencia y por ende sus necesidades y la forma en que se la toma en cuenta, se la estudia o se le analiza. Esta forma de sexismo también se da cuando se habla de la familia como si la unidad, como un todo, experimentara o hiciera cosas de la misma manera o como si las diferencias en el impacto o en las actividades de las personas que conforman la familia fueran irrelevantes. 

 

Género: Es construcción histórico-social que se ha hecho de las atribuciones y características sociales, culturales, políticas, psicológicas y económicas que se consideran definitivas de los hombres y las mujeres y de los comportamientos esperados de unos y de las otras en esta sociedad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Igualdad: Cuando se hace referencia a la  igualdad  significa tratar igual a lo que es igual y diferente a lo que es diferente.

 

En general se cree que la simple declaración  formal de la igualdad  garantiza  el goce de este derecho. En ocasiones la igualdad real no es suficiente al no valorarse la equidad la igualdad en el caso concreto donde se valoren las diferencias  y se parte de la frase “Todos somos igualmente diferentes” la  igualdad  rompe con un paradigma  o modelo  a seguir para establecer que la diferencia  es la base de la igualdad.

 

Insensibilidad al Género: Se presenta cuando se ignora la variable género como un variable socialmente importante y válida, o sea, cuando no se toman en cuenta los distintos lugares que ocupan los hombres y mujeres en la estructura social, el mayor o menor poder que detentan por ser hombres o mujeres. 

 

Lenguaje  (Convención sobre los Derechos  de las Personas con Discapacidad) «lenguaje» se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras formas de comunicación no verbal; 

 

Limitaciones en la actividad  Son dificultades que una persona puede tener en el desempeño/realización de las actividades. 

 

Medidas específicas (Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad)  que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad. 

 

Participación Es el acto de involucrarse en una situación vital. 

Clasificación Internacional del funcionamiento, de la discapacidad y de la salud, OMS, 2001. 

Perspectiva de género: La inclusión de las múltiples formas de subordinación y discriminación que frente a los hombres experimentan las mujeres de distintas edades, etnias o razas, condiciones socioeconómicas, discapacidades, preferencias sexuales, ubicaciones geográficas, etc., dando lugar a una diversidad entre las mujeres, que influye en la manera en que experimentan la mencionada subordinación y discriminación.

 

Seximos: Es la creencia -fundamentada en un serie de mitos y mistificaciones- que declara la superioridad del sexo masculino, creencia que resulta en una serie de  privilegios para ese sexo que se considera superior. Estos privilegios mantienen al sexo femenino al servicio del sexo masculino, situación que se logra haciendo creer al sexo subordinado que esa es su función “natural” y única”.

 

Sobrespecificidad: Es la otra cara de la moneda y consiste en presentar como específico de un sexo ciertas necesidades, actitudes e intereses que en realidad son de ambos sexos

 

Sobregeneralización: Se da cuando un estudio, teoría o texto sólo analiza la conducta del sexo masculino pero presenta los resultados, el análisis o el mensaje como válidos para ambos sexos.

 

Sociedad patriarcal:    Es el sistema que mantiene y reproduce la subordinación y discriminación de las mujeres y como estructura de dominio se articula con otras condiciones de los sujetos, como la nacionalidad, la edad, la clase, la etnia, la opción sexual, la condición física, la creencia religiosa, política, etc. Cada hombre y cada mujer ostentan diferentes condiciones que le aumentan o le disminuyen sus formas de opresión, pero las mujeres como género siempre están sujetas al dominio público y político de los hombres.

 

Violencia de género: De conformidad con el artículo primero de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la violencia contra la mujer incluye cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.”Se declara acuerdo firme.”

 

San José, 22 de marzo de 2013

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

 

 

Ref.: 12245-2012. / David Z
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°181 del 26 de octubre del 2012


CIRCULAR Nº 181-2012

 

Asunto:          Procedimiento para solicitud y entrega de equipo y mobiliario especial.-

 

A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES DEL PODER JUDICIAL 

 

SE LES HACE SABER QUE:

 

 

El Consejo Superior, en sesión Nº 62-12, celebrada el 28 de junio último, artículo LXV, dispuso hacer de su conocimiento el siguiente:

 

PROCEDIMIENTO PARA SOLICITUD Y ENTREGA DE EQUIPO Y MOBILIARIO ESPECIAL

 

La entrega de equipo especial procederá para la atención de las servidoras y los servidores judiciales con padecimientos o lesiones específicas como las musculoesqueléticas, casos de obesidad u otros en las que se determine que la asignación de equipo o mobiliario especial resulta necesaria. Para ello se realizarán los estudios integrales que correspondan de conformidad con las diferentes áreas de especialidad que componen el Departamento de Personal. El área de Salud Ocupacional es la instancia técnico-profesional responsable del procedimiento de asignación del mobiliario y equipo especial.


 


1.  Para la solicitud de equipo o mobiliario especial,  el servidor o servidora judicial deben remitir la gestión al Área de Salud Ocupacional o entregarla a los Técnicos en Salud Ocupacional que laboran en los diferentes Circuitos Judiciales del país en el formulario anexo, el que puede observarse también en la página WEB del Departamento de Personal. 


 


2. Junto con la gestión se podrá adjuntar documento médico en el que se describa el padecimiento o la lesión, su ubicación, las limitaciones físicas y motoras, la indicación de asignar equipo o mobiliario especial, así como cualquier otra recomendación pertinente. Estos documentos médicos (dictamen, certificado o peritaje médico) deberán ser emitidos por médicos especialistas de la patología de que se trate. También se podrán aportar documentos que emita el Instituto Nacional de Seguros en los que recomiende la asignación de equipo o mobiliario especial. La fecha de emisión del dictamen no puede exceder a tres meses en relación con la fecha de la gestión. 


 


3. En los casos en que no se presente el documento citado en el punto anterior o éste tenga más de tres meses de emitido, el servidor o servidora judicial, con la sola presentación de la gestión, acepta ser remitido a valoración del Departamento de Medicina Legal, que de considerarlo necesario realizará las inter consultas médicas que se requieran, a efecto de emitir el correspondiente dictamen médico sobre la valoración efectuada y la recomendación de asignación equipo o mobiliario ergonómico especial.  


 

4. El Área de Salud Ocupacional una vez recibidas las gestiones procederá a: 


 


·                    Verificar que cumplan con los requisitos establecidos.


·                    De no cumplir, se hará la comunicación formal a la persona interesada para que en un plazo máximo de 30 días hábiles cumpla con lo faltante. De no hacerlo la solicitud será archivada sin mayor trámite.


 


5. El Área de Salud Ocupacional dará prioridad a las solicitudes de personas con padecimientos o lesiones específicas, en donde se establezca que la dotación de equipo o mobiliario especial es determinante para evitar un trauma mayor al que ya padece la persona, según los documentos médicos aportados. Para ello,  podrá apoyarse con el criterio del Departamento de Medicina Legal.


 


6. El Área de Salud Ocupacional  será la responsable de elaborar los informes técnicos- profesionales que correspondan. Para ello además de considerar la información médica que se adjunte según sea el caso, deberán como mínimo realizar las siguientes actividades:


 


i.   Visita al puesto de trabajo del o la solicitante.


ii.  Entrevista al servidor o servidora gestionante. 


iii. Mediciones antropométricas.


iv. Revisión de las condiciones ergonómicas del puesto.


 


7.  Una vez elaborados los informes del caso, el Área de Salud Ocupacional  será la encargada de realizar los trámites necesarios para la entrega del equipo o mobiliario especial por parte del Departamento de Proveeduría. En caso de no contarse con el equipo o mobiliario recomendado en inventario,  se procederá a su adquisición por los medios que corresponda, en el tanto se cuente con contenido presupuestario.


 


El Departamento de la Proveeduría en el despacho de mercadería claramente especificará que el equipo o mobiliario especial es para uso exclusivo del servidor o servidora judicial a la que se le asignó. La jefatura en donde labore el servidor o servidora a la que se entregó este equipo o mobiliario especial, deberá tomar las previsiones correspondientes.


 


8. El equipo o mobiliario especial es para uso exclusivo del servidor o servidora judicial a quien se le asignó, indistintamente de los puestos u oficinas en que ésta se pueda desempeñar durante la relación laboral. En consecuencia, deberá cumplir con las siguientes disposiciones:


 


i.        Si por problemas de espacio, escasez de equipos o mobiliarios u otros, y estos deban ser utilizados por otros servidores o servidoras (por ejemplo durante una incapacidad) deberá comunicarlo a la jefatura inmediata para establecer los controles y previsiones necesarias para evitar cualquier daño al equipo o mobiliario.


 


ii.      Si el servidor o servidora judicial a la que se asignó el equipo o mobiliario especial concluye su relación laboral o no requiere más de éstos, la jefatura inmediata será responsable de hacer la devolución al Departamento de la Proveeduría.


 


iii.    Cuando el servidor o la servidora a la que se le asignó  equipo o mobiliario especial se traslade a otra oficina,  la Administración le   prestarán ayuda para que sea trasladado al nuevo despacho. 


 


9. Cuando el equipo o mobiliario especial se dañe, la reposición debe solicitarla el servidor o servidora judicial que lo tiene asignado con el visto bueno de la jefatura de la oficina en que labora directamente al área de Salud Ocupacional con copia a la Dirección Ejecutiva y al Departamento de Proveeduría, con explicación del por qué se daño el equipo. El Área de Salud Ocupacional en coordinación con el Departamento de Proveeduría procederán a realizar los trámites necesarios para la renovación del equipo o mobiliario especial. Por su parte, la Dirección Ejecutiva determinará si procede o no la apertura del respectivo procedimiento de responsabilidad civil por los daños que presenta el equipo o mobiliario especial. 


 


           10. El Área de Salud Ocupacional deberá dar seguimiento a  los casos de servidores y servidoras que cuentan con equipo o mobiliario especial, con el fin de monitorear su uso, los ajustes que éste requiera, la vida útil y las condiciones en que se encuentra, así como cualquier otro aspecto de interés relacionado con el puesto de trabajo y las circunstancias de discapacidad, enfermedad o lesiones que originaron la asignación de equipo especial.


 

San José,  26 de octubre de 2012

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

Ref. 4929-2012 / Angela
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CIRCULAR Nº 014-2013

 

 

Asunto:   Estrategia de Comunicación sobre la Institucionalidad 

                 del Poder Judicial.-

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión Nº 32-12, celebrada el 10 de setiembre de 2012, artículo LXIX, aprobó la siguiente “Estrategia de Comunicación sobre Institucionalidad del Poder Judicial”, cuyo texto literalmente dice:

 

“Estrategia de Comunicación sobre la 

Institucionalidad del Poder Judicial”

 

Setiembre 2012

           Antecedentes

 

La presente estrategia surge por acuerdo de Corte Plena, en la  sesión del lunes 11 de junio de 2012. En el que se solicitó, al Despacho de la Presidencia, al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y al Magistrado Fernando Castillo,  la estructuración de una estrategia  que tiene como objetivo fortalecer la Institucionalidad del Poder Judicial. 

          Introducción

 

En el documento se plantea la situación actual que evidencia la necesidad de estructurar una estrategia de Institucionalidad del Poder Judicial y la situación ideal que se pretende lograr luego de ejecutarla. También, se formulan  los objetivos, públicos metas, temas y medios por los cuales se divulgará.  

 

            Panorama actual

 

En los últimos meses, el Poder Judicial ha sido objeto de críticas por parte de los medios de comunicación, afectando su imagen ante la ciudadanía costarricense.

 

La Institución está cuestionada por diferentes situaciones: unas emergentes desde la Corte Suprema de Justicia y otras por temas generales del Poder Judicial tales como la judicatura, incapacidades, pensiones, etc.  Estas situaciones son expuestas por los medios de comunicación a la ciudadanía, generando una opinión pública negativa hacia el Poder Judicial. Ante este panorama, no se ha logrado menoscabar los efectos de las notas publicadas, ya sea a través de la atención a medios de comunicación o a través de la información y educación. El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional se ha mantenido activo, realizando campañas de educación, sensibilización e información que se consolidan como esfuerzos para reforzar la Institucionalidad del Poder Judicial (por ejemplo la campaña de testigos y la campaña “Póngase en los zapatos de la persona usuaria”, entre otras). Se ha reaccionado con derechos de respuesta. Además, se han elaborado notas que explican e informan sobre estos temas a los públicos internos y medios de comunicación externos. 

 

A pesar de dichos esfuerzos, existen otras áreas que no han sido reforzadas a lo interno, entre estas, la ausencia de vocerías especializadas en cada tema, que expresen la posición del Poder Judicial a los medios de comunicación; incluso se han hecho esfuerzos importantes por capacitar profesionales en el área, pero cuando los medios de comunicación requieren intervención de personas voceras por parte del Poder Judicial son muy pocos los funcionarios y funcionarias que lo hacen.  También hay falta de cohesión entre los órganos judiciales para trabajar en conjunto por fortalecer la imagen.

 

            Panorama Deseado

 

Ante la crítica mediática y la opinión pública generada, el Poder Judicial se propone unir esfuerzos en comunicación para estructurar una estrategia proactiva, sistemática y permanente para consolidar paulatinamente una imagen positiva que fortalezca la Institucionalidad de este Poder de la República, siempre con respeto a su política inclusiva. 

 

Lo ideal es promover una ciudadanía informada acerca del accionar del Poder Judicial, que conozca y comprenda su función para que tenga su propio criterio como resultado de equilibrar la información que genera nuestra Institución y la que transmiten los medios de comunicación y así se facilite su acceso a la justicia.

 

En cuanto a los medios de comunicación, se pretende tener una postura clara y constante en las temáticas que atañen al Poder Judicial. Esto mediante la selección y entrenamiento de personas voceras especializadas que den a conocer la posición oficial a la ciudadanía.
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            Objetivo General

 

Generar una imagen positiva hacia el Poder Judicial, como eje esencial de la democracia costarricense, con el fin de incrementar el respeto y la confianza ciudadana hacia la Institución y facilitar el acceso a la justicia como lo estipula el artículo 3 de la Declaración de Quito.

 

            Objetivos Específicos

 

·        Informar sobre temas judiciales, con el fin de incrementar el conocimiento sobre la Administración de Justicia  y con ello destacar la importancia de su Institucionalidad.

·        Educar sobre el accionar judicial para incrementar la comprensión acerca de la toma de decisiones. 

·        Sensibilizar sobre la labor judicial, destacando la utilidad de los servicios que se brindan  a la ciudadanía.  

·        Promover la equidad de género y el acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, reconociendo el valor e importancia de la adecuada y oportuna divulgación de las sentencias que incluyen la perspectiva de género y los derechos humanos de las mujeres y de grupos vulnerables, en las transformaciones de los patrones socioculturales, a fin de evitar la distorsión mediática y estereotipada de la información”.

 

            Avenidas estratégicas y estrategia 

 

Las siguientes avenidas estratégicas se deben ejecutar como un todo, su orden de mención no implica que una se ejecuta primero que la otra, sino que en la medida de lo posible se desarrollan simultáneamente.

 

            Información

·        Sobre la labor de cada Órgano Judicial.

·        Sobre procedimientos para la tramitación de servicios. 

·        Sobre las acciones positivas que realiza el Poder Judicial y su influencia positiva en la vida cotidiana de la ciudadanía.

·        Sobre la igualdad de género y acceso a la justicia a personas en condición de vulnerabilidad.

 

Se informará a la ciudadanía y al personal judicial sobre temas judiciales a través de diferentes medios que se detallan en las tácticas del presente documento.

 

            Educación

·        Sobre estructura y funcionamiento del Poder Judicial (enfatizar en el concepto de justicia, su significado e importancia para hombres y mujeres).

·        Sobre las decisiones tomadas por diferentes actores internos incluyendo aquellas que tengan un componente de género.  

·        Sobre el Poder Judicial como pilar fundamental de la Institucionalidad Democrática, que le permita distinguir a la ciudadanía entre la crítica al funcionario o funcionaria y el respeto a la Institucionalidad.

 

Se educará a la ciudadanía y al personal judicial acerca del accionar judicial a través de diferentes actividades que se describirán en las tácticas propuestas en el presente documento.

 

            Sensibilización

 

·        Sobre el papel estratégico del Poder Judicial en el Sistema Democrático Costarricense.

·        Sobre la importancia de la Administración de Justicia (enfatizar en el concepto de justicia, su significado e importancia para hombres y mujeres).

·        Casos concretos en que el Poder Judicial ha beneficiado a personas usuarias (hombres y mujeres).

·        Sobre la labor específica demostrada con datos estadísticos disagregados por sexo y edad[1].
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·        Acercamiento estratégico con actores clave de la sociedad civil.

·        Sobre valores cívicos tendientes al fortalecimiento y defensa del Poder Judicial como componente esencial de la Institucionalidad Democrática.  

 

Se sensibilizará a la ciudadanía y al personal judicial acerca de la labor judicial a través de diferentes medios tal como se describe en las tácticas del presente documento.  

 

          Públicos Meta

 

·        Ciudadanía

·        Niñez y adolescencia

·        Jóvenes colegiales y colegialas

·        Población adulta

·        Abogacía 

·        Personas adultas mayores

·        Personas en condición de vulnerabilidad

 

·        Grupos de poder político (referentes)

 

·        Personal judicial

 

·        Personas usuarias

 

          Concepto

 

Se creará un concepto para toda la estrategia que deberá mantenerse en materiales impresos como en audiovisuales. 

 

El concepto consistirá en un grupo de personajes realizados en líneas simples, para que toda la población de grupos etarios, etnia, raza, religión, orientación sexual y género diferentes pueda sentirse identificada. Estos personajes deberán ser variados y lograr la representación de todos los públicos del Poder Judicial (niños, niñas, jóvenes, población adulta, personas adultas mayores, abogados y abogadas, personas con discapacidad, de diferentes grupos minoritarios, étnicos, migrantes y actores políticos  etc.)

 

Además, se creará un eslogan  con lenguaje inclusivo para toda la campaña que le dé unidad y resuma el mensaje principal que el Poder Judicial desea transmitir a la ciudadanía con la campaña. El concepto de Institucionalidad del Poder Judicial y justicia se incluirá en la campaña como una parte importante de la labor del Poder Judicial.

 

La Institución deberá apropiarse del eslogan que se establezca para la campaña para que sea identificado, interiorizado y creído por cada uno de los públicos. Parte de esto, se logrará incluyendo el eslogan en todos los materiales internos y externos de la Institución (papelería, campañas, comunicados, publicaciones, páginas electrónicas, etc.) La idea es que el eslogan se convierta en una frase con lenguaje inclusivo que describa al Poder Judicial, la importancia de su Institucionalidad y lo represente en todos los campos en que tiene injerencia. 

 

El concepto y eslogan deberá ser parte de las principales actividades que realice el Poder Judicial (por ejemplo: las vocerías lo divulgarán en sus entrevistas sobre diversos temas, se mencionará en Consejos ampliados, presentación de programas institucionales, etc.)

            Tácticas

            Estrategia de información:

 

		Externas

		Internas



		·        Detección de los principales temas y servicios que le interesan a la ciudadanía para informarlos con un cierre de mensaje que remita a la Institucionalidad del Poder Judicial (trámites para pensión alimentaria, retiro de cuerpos de Ciencias Forenses, robo de vehículos, denuncias, violencia doméstica, paternidad, programas institucionales que agilizan los servicios, etc).  

 

·        Cuñas para radio: 12 formatos de cuñas (con locución de hombre y mujer) de 30 segundos cada  una.  Todas con el tema principal sobre  la Institucionalidad del Poder Judicial.  Seis de ellas tendrán exclusivamente el mensaje clave explicado con diferentes ejemplos como: (usted puede hoy ser víctima y mañana una persona imputada, las leyes evitan que se cometan injusticias, las personas tienen derecho a que se les dé un juicio justo y el Poder Judicial lo promueve, defiende sus derechos, El Poder Judicial hace que se aplique la ley para evitar que se cometan injusticias, etc.) y las otras seis expondrán un servicio específico del Poder Judicial pero tendrán el cierre sobre la Institucionalidad del Poder Judicial, manteniendo de esta forma la misma identidad y concepto que toda la campaña tiene. La pauta de estas cuñas en las diferentes emisoras (de todas las provincias) promoverá que se den espacios a personas expertas judiciales para que sean invitadas a dichas emisoras a hablar de servicios y programas específicos del Poder Judicial a favor de la ciudadanía.  A dichas personas expertas se les hará  una ficha técnica donde se les recuerde el punto específico sobre el concepto de esta campaña que será muy importante mencionar en el transcurso de la entrevista que se le realice.  También, se coordinará la posibilidad de que se le consulte directamente sobre ese tema por medio de la persona periodista a cargo de la entrevista.  Es importante mencionar que los espacios que la Sección de Prensa gestione en forma gratuita en otros medios, tales como prensa escrita, televisión y radio para conversar sobre servicios del Poder Judicial, también contarán con una inducción a la persona experta para que en algún momento se refiera al concepto de Institucionalidad judicial.

 

·        Video animado informativo del Poder Judicial que puede ser transmitido a través del Canal Judicial, televisión, Redes Sociales y pantallas en lugares de alto tránsito de personas. Estos videos, además de sonido, deberán contener los principales mensajes por escrito para facilitar la comprensión. Además, se trabajará con personajes y/o voces tanto de mujeres como de hombres.

 

·        Carteles digitales, y vallas para la colocación de videos y mensajes.

 

·        Información sobre el mayor acceso de las mujeres a la justicia y acciones concretas con la asesoría de la Comisión de Género.


 

·        .Coordinar la colocación de mensajes a través de otras organizaciones mediante la cooperación interinstitucional (ejemplos: Colegio de Periodistas y Colegio de Abogados y Abogadas).

		·        Cápsulas informativas.

 

·        Afiches informativos.

 





 

            Estrategia de educación:

 

		Externas

		Internas



		 

·        Gestionar espacios en programas televisivos y de radio dirigidos a diferentes públicos (ejemplo: Noticieros, RG elementos, etc. tal como se describirá más adelante en la estrategia de prensa).

 

·        Conferencias de magistrados y magistradas por regiones, donde se expongan temas judiciales de interés para la ciudadanía, tanto para hombres como para mujeres..

 

·        Promover la publicación de artículos de opinión positivos acerca del Poder Judicial por parte de funcionarios y funcionarias judiciales especializadas. 

 

·        Participación activa de personas voceras del Poder Judicial en medios de comunicación. 

 

·        Promover que algunos magistrados y magistradas escriban un artículo cada seis meses en el que se resalte la importancia del Poder Judicial para la Institucionalidad Democrática, así como las acciones positivas que se desarrollan en beneficio de los intereses públicos. Estos artículos serían enviados a través de correos electrónicos, Redes Sociales, periódicos locales y sectoriales.

 

·        Hacer una lista con los nombres de magistrados y magistradas que están dispuestas a escribir.  Además, incluir otros funcionarios y funcionarias judiciales expertas que puedan escribir o participar en los medios de comunicación con temas específicos. Es importante que se definan nombres de magistrados y magistradas que puedan colaborar, dar acompañamiento para tomar decisiones estratégicas sobre temas específicos con el fin de dar una reacción más inmediata (como  parte del Protocolo de Crisis) a los medios de comunicación. Se necesita la aprobación por parte del Consejo Superior, de una circular donde se haga atenta instancia a los jueces y juezas para que faciliten la información a este Departamento en forma más ágil y oportuna o sea que los jueces y juezas tengan el deber de facilitar la información  que sea posible desde el punto de vista legal.  Ello con el fin de que se pueda dar la asesoría en comunicación adecuada en el tiempo real, así como brindar la información que legalmente sea permitida. 

 

·        Además, hacer atenta instancia a los jueces y juezas para que cuando conocen alguna información divulgada en un medio de comunicación sobre un caso que ellos/ellas han llevado y detecten que la información no es cierta, se lo comuniquen lo antes posible al Departamento para hacer las aclaraciones del caso. 

 

·        En la semana de celebración del Año Judicial, se realizará una campaña intensiva en medios de comunicación, potenciando la labor y la importancia del Poder Judicial para la ciudadanía.

 


·        Mayor participación de los magistrados y magistradas en los planes de visitas de estudiantes que ejecuta la Institución, incluso en el Programa de Atención a Visitantes Extranjeros con el fin de que se transmita también el mensaje a nivel internacional. 

 

·        Promover que personas externas a la Institución generen artículos de temas como el acceso a la justicia, de la mujer, clase trabajadora, violencia doméstica, entre otros. Además, se promoverán las invitaciones a promover cambios socioculturales dirigidos a erradicar la violencia y la discriminación contra las mujeres.  

		 





            Estrategia de sensibilización:

 

		Externas

		Internas



		·        Mupis en paradas de buses y zonas de alto tránsito de personas. 

 

·        Cápsulas informativas sobre servicios del Poder Judicial pero con un cierre de Institucionalidad, colocándolas también en Redes Sociales (tal como se ha realizado con la campaña de la Denuncia Penal ).

 

·        Mensajes clave en Redes Sociales que generen opinión.

 

·        Cuñas con representación de género y con el mismo formato que la cuñas de la campaña de testigos.

 

·        Cintillos en periódicos nacionales.

 

·        Brouchures para las personas usuarias con una misma identidad gráfica que se utiliza en la campaña.

 

·        Volantes.

 

·        Gestión de espacio en las pantallas en vías públicas y vallas publicitarias para la colocación de videos y mensajes.

 

·        Coordinar la colocación de mensajes a través de otras organizaciones mediante la cooperación interinstitucional (ejemplos: Colegio de Periodistas el cual tiene un espacio en su Web para mensajes de las personas agremiadas, Colegio de Abogados y Abogadas).

 

·        Reportajes de hombres y mujeres destacadas dentro de la Institución con la asesoría de la Comisión de Género.

 


·        Coordinar un Congreso Anual con la colaboración del Colegio de Abogados y Abogadas, con el objetivo principal de resaltar la importancia del Poder Judicial en la Gobernabilidad Democrática.

 


·        Acercamiento estratégico de los magistrados y magistradas con actores clave de la sociedad civil (cámaras empresariales, sindicatos, federaciones de estudiantes, cooperativas, solidaristas, asociaciones comunales, autoridades universitarias, etc.). En ellas, se explicaría la importancia del Poder Judicial y las acciones que se emprenden a favor de los intereses públicos, así como para escuchar a los sectores. 

 

·        Incluir conferencias sobre la Institucionalidad del Poder Judicial y los servicios que brinda en el temario del Ciclo de Videoconferencias de la Escuela Judicial para que sean vistas por el personal judicial y la ciudadanía de las diferentes regiones. El contenido de estas videoconferencias sería la importancia del Poder Judicial en el Sistema Democrático, su posición orgánica, funciones y explicación de las principales políticas judiciales que se están desarrollando. 

 

·        Curso sobre Periodismo Judicial coordinado e impartido por la Escuela Judicial, diseñado para periodistas, en horarios convenientes, con módulos cortos sobre diferentes temas judiciales, de los cuales se entregaría certificado.  Dicho curso sería gratuito para las personas periodistas que ejercen como tales.

 

		- Cápsulas informativas.

 

- Afiches para colocar en el Poder Judicial y en las comunidades e instituciones (para ello se requiere el apoyo de las administraciones regionales y de las contralorías de servicios con el fin de hacer contactos con las fuerzas vivas de las comunidades y colocar los afiches respectivos).

 

·    Banners colocados en todas las sedes regionales que serán vistos tanto por personas usuarias como por servidores y servidoras judiciales.

 

·    Actividades del Centro Infantil del Poder Judicial. Al menos una vez al año  realizar una actividad en la Institución en la cual participen los niños y niñas del Centro Infantil con el fin de que se identifiquen con el Poder Judicial y sean agentes multiplicadores, asimismo para que sus padres y madres se motiven y generen mayor apego a la Institución.





 

          Recomendaciones

 

·        Concluir la política de comunicación institucional que está en proceso, la cual regula y unifica los esfuerzos en comunicación del Poder Judicial.

 

          Estrategia de prensa 

Objetivo General: 

Divulgar en los medios de comunicación nacional las acciones positivas que realiza el Poder Judicial y apoyar la campaña sobre institucionalidad que implementará la Corte Suprema de Justicia, con el fin de que la ciudadanía tome conciencia  de la importancia del Poder Judicial como eje central  de nuestra democracia.


Objetivos específicos:

a)        Promover en medios de comunicación nacional, regional, digitales y redes sociales las acciones de los programas de mejoramiento de la gestión de los despachos judiciales aprobados por Corte Plena y Consejo Superior.


b)      Generar en programas de opinión radial un clima favorable para el Poder Judicial con la intervención de jerarcas judiciales para tratar temas sobre los programas, proyectos y políticas institucionales dirigidas a hacerle frente al retraso judicial.  Es importante mencionar que a cada programa de televisión que asistan las personas expertas judiciales, llevarían el banner de la campaña de Institucionalidad para que se muestre en las tomas, además se llevarán tomas de apoyo (que tenga la Escuela Judicial en sus archivos) sobre cada tema específico con el fin de que mientras la persona está en la entrevista se gestione que el canal utilice dichas tomas como ilustración de lo que se está hablando. Estas tomas incluirán imágenes de hombres y mujeres. Ello lo gestionaría prensa de antemano con el respectivo medio.  Asimismo, tal como se menciona en la estrategia general, se elaborará una ficha técnica a las personas expertas con el fin de que tengan a mano que dentro de los puntos que tocarán en la entrevista es importante que mencionen la importancia de la Institucionalidad judicial, para lo cual se les dará también una inducción previa a cada participación en los programas. 


c)      Colocar en medios de comunicación escrita comentarios, firmados por jerarcas judiciales, sobre temas de gobierno judicial. 


d)      Establecer alianzas estratégicas con personas (aliados y aliadas) afines al Poder Judicial para que escriban comentarios positivos relacionados con los proyectos y programas de la Institución incluyendo aquellos sobre el acceso de la mujer a la justicia y otras poblaciones en condición de vulnerabilidad.


e)      Coordinar con los medios regionales y alternativos informaciones judiciales de carácter institucional que benefician a la comunidad donde están ubicados. 


f)        Establecer alianzas estratégicas con agrupaciones nacionales que son generadoras de opinión pública.


g)      Potenciar el interés periodístico en resoluciones de Salas Primera, Segunda y Tercera.


h)      Realizar grabaciones de audio y video sobre temas de interés institucional con los recursos existentes para divulgarlos a través del Canal Judicial. Siempre velando por que las tomas incluyan a hombres y mujeres.


 


		MATRIZ DE IMPLEMENTACIÓN   

ESTRATEGIA DE COMUNICACIÓN SOBRE LA

INSTITUCIONALIDAD DEL PODER JUDICIAL

 

		

		

		



		Medio 

		Descripción 

		Cantidad 

		Responsable 



		 

Pauta en cuñas de radio

 

		 

Programa Horizontes 

 

Radio Sinai  (Pérez Zeledón).

 

Radio Cultural (Guanacaste)

 

Radio Casino (Limón) 

 

Radio Bahía (Puntarenas)

 

Radio Santa Clara 

(San Carlos)

		 

511 cuñas durante seis meses 

		 

Despacho de la Presidencia de la Corte y Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional. 



		 

Publicación en periódicos nacionales (cintillos publicitarios) 

		 

Periódico La Extra

1/8 de página (base: 26.5 cm. y altura: 3.9 cm.)

 

Periódico La Nación 

Un cintillo en blanco y negro de 5x2 (base: 26.56 cm. y altura: 7.37 cm.)

		 

8 cintillos distribuidos entres los seis meses de campaña.

 

		 

Despacho de la Presidencia de la Corte y Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional.



		 

Inserto de volante informativo (servicios que brinda el Poder Judicial)

		 

Periódico La Nación 

 

Tamaño 8,5” x5.5”, couché 90, full color.  

 

 

Enfoque del volante informativo: trámites del Poder Judicial. 

 

		 

10.000 volantes distribuidos entre las diferentes provincias de Costa Rica. 

		 

Despacho de la Presidencia de la Corte y Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional.



		 

Publicidad exterior 

 

 

		 

Mupis: 1 catorcena de 150 caras. 

 

Trasera de buses: 

10 buses durante un período de tres meses 

 

Cartel digital 

(pantalla móvil)

Samsung 40” alta brillantez, marco delgado 11 mm. 

 

Súper Vallas 

Dimensión 12.16 x 4.50 metros

 

		 

Mupi: 150

 

Trasera de buses: 10 

 

Cartel digital: 3

 

Súper Vallas: 3 

		 

Despacho de la Presidencia de la Corte y Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional.



		 

Publicity: espacios gratuitos en medios de comunicación  masiva. 

		 

Se contactará a medios de comunicación masiva para obtener de manera gratuita espacios en televisión, radio y medios impresos. Con el fin de de llevar a expertos judiciales a conversar sobre temas de interés de la institución. 

 

		 

 

		 

Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional



		 

Producción de  cuñas 

		 

Locución profesional a dos voces (hombre y mujer). 

 

Cuñas de 30 segundos. 

 

Enfoque: derechos de las personas usuarias, utilitario (trámites del Poder Judicial) e institucionalidad del Poder Judicial. 

 

		 

Producción de 12 cuñas. 

		 

Despacho de la Presidencia de la Corte y Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional.



		 

Material impreso

		 

Afiches 

Tamaño 20x15

 

Banner 

Tamaño estándar 

Los banner se rotaran por los diferentes circuitos judiciales.

 

Desplegables 

Trípticos, tamaño carta. 

 

		 

Afiches: 6000

 

Banner: 25 

 

Desplegables: 12.000

 

 

		 

Depto. de Artes Gráficas del Poder Judicial y Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional 



		 

Producción de video animado institucional. 

 

 

		 

Video sobre el funcionamiento y estructura del Poder Judicial. 

		 

1 video 

		 

Escuela Judicial

Tecnología de la Información

Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional



		 

Producción de video animado de servicio

 

		 

Creación de video informativo para las personas usuarias. 

		 

1 video

		 

Depto. de Planimetría



		 

Producción de tour virtual 

		 

Elaboración de sitio Web sobre la infraestructura del Poder Judicial. 

 

		 

1 diseño

		 

Sección  de Planimetría



		 

Cinespot

		 

Anuncios de 15 segundos en las salas de juicio seleccionadas 

		 

 

		Escuela Judicial en coordinación con el Depto. de Prensa y Comunicación Organizacional.”





 


 

San José, 4 de marzo de 2013

 

 


 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia

 

 

Ref.: 12403-2012.

Dz
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[1] Las estadísticas serán agregadas por sexo y edad, cuando existan los datos.
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CIRCULAR Nº 057-2013

 

 

Asunto:      Ley Contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT).-

 

 

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

 

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior en sesión N° 19-13, celebrada el 28 de febrero de 2013, artículo LXXII, a solicitud de la Secretaría Técnica de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la trata de Personas (CONATT) de la Dirección General de Migración y Extranjería, acordó hacer de su conocimiento la “Ley Contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT)”, publicada en el Alcance Digital N° 27, del 8 de febrero del año en curso, que literalmente dice:  

“N° 9095

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA:

 

LEY CONTRA LA TRATA DE PERSONAS Y CREACIÓN DE LA

COALICIÓN NACIONAL CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE

MIGRANTES Y LA TRATA DE PERSONAS (CONATT)

 

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- Fines

Los fines de la presente ley son:

a) Promover políticas públicas para el combate integral de la trata de personas.

b) Propiciar la normativa necesaria para fortalecer la sanción de la trata de personas y sus actividades conexas.

c) Definir un marco específico y complementario de protección y asistencia a las víctimas de trata de personas y sus dependientes.

e) Impulsar y facilitar la cooperación nacional e internacional en el tema de la trata de personas.

ARTÍCULO 2.- Principios generales

Para la aplicación de esta ley, se tendrán en cuenta los siguientes principios: 

a) Principio de igualdad y no discriminación: independientemente del proceso judicial o administrativo que se lleve a cabo para la investigación del delito de trata de personas, las disposiciones contenidas en esta ley deberán aplicarse de manera tal que se garantice el respeto de los derechos humanos de las personas víctimas de este delito, sin discriminación alguna por motivos de etnia, condición de discapacidad, sexo, género, edad, idioma, religión, orientación sexual, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen, nacionalidad, posición económica o cualquier otra condición social o migratoria.

b) Principio de protección: se considera primordial la protección de la vida, la integridad física y sexual, la libertad y la seguridad de las personas víctimas del delito de la trata de personas, los testigos del delito y las personas dependientes de la víctima, que se encuentren bajo amenaza, sin que sea requisito para otorgar la protección la colaboración de la víctim con la investigación o la presentación de la denuncia. Cuando la víctima sea una persona menor de edad debe tomarse en cuenta el interés superior de esta, así como todos sus derechos fundamentales dispuestos en la normativa vigente.

La presente ley contempla un enfoque integral y diferenciado según las necesidades de cada víctima y sus dependientes, así como las competencias de cada institución involucrada.

c) Principio de proporcionalidad y necesidad: las medidas de asistencia y protección deben aplicarse de acuerdo con el caso en particular, y las necesidades especiales de las personas víctimas y de los dependientes de esta previa valoración técnica.

d) Principio de confidencialidad: toda la información y actividad administrativa o jurisdiccional relacionada con el ámbito de protección de las víctimas del delito de la trata de personas, sus dependientes y testigos del delito serán de carácter confidencial, por lo que su utilización deberá estar reservada exclusivamente para los fines de la investigación o del proceso respectivo. Esta obligación se extiende a todas las instancias judiciales y administrativas, tanto públicas como privadas, así como a todos los medios de comunicación colectiva y redes sociales.

e) Principio de no revictimización: en los procesos que regula esta ley debe evitarse toda acción u omisión que lesione el estado físico, mental o psíquico de la víctima, incluyendo la exposición ante los medios de comunicación colectiva y las redes sociales.

f) Principio de participación y de información: la información se emitirá de forma clara, precisa y en idioma comprensible. Las opiniones y las necesidades específicas de las víctimas deben ser consideradas cuando se tomen decisiones que las afecten. En el caso de las personas menores de edad, el derecho de expresión debe ser garantizado en todas las etapas del proceso, atendiendo siempre a su interés superior.

g) Interés superior de la persona menor de edad: en estricto apego a lo que establece la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas y el Código de la Niñez y la Adolescencia, en toda acción pública o privada que involucre a una persona menor de edad debe prevalecer su interés superior, el cual le garantiza respeto a sus derechos con la atención y protección adecuadas. La determinación del interés superior está dada a partir de la condición de sujeto activo de los derechos y las responsabilidades que tiene la persona menor de edad, su edad, el grado de madurez, la capacidad de discernimiento y las demás condiciones personales, las condiciones socioeconómicas donde se desenvuelve y la correspondencia entre el interés individual y el social. Le corresponde al Patronato Nacional de la Infancia asumir la atención, protección y asistencia de la persona menor de edad, de acuerdo con su mandato constitucional.

h) Principio de dignidad humana: la persona víctima tiene derecho a un trato justo e igualitario con el debido respeto a su dignidad humana, especialmente en lo relativo a su autonomía personal e integridad física, sexual, emocional, moral y psicológica.

 

ARTÍCULO 3.- Ámbito de aplicación

Esta ley se aplica al combate integral de todas las formas de trata de personas y actividades conexas, sea nacional o transnacional, esté o no relacionada con el crimen organizado, y al abordaje integral de las personas víctimas de este delito y sus dependientes previa valoración técnica. En el caso de personas menores de edad se deben atender las disposiciones establecidas en el Código de la Niñez y la Adolescencia y la legislación conexa nacional e internacional.

ARTÍCULO 4.- Fuentes de interpretación

Constituyen fuentes de interpretación de esta ley todos los instrumentos internacionales y nacionales de derechos humanos vigentes en el país o cualquiera que se ratifique en esta materia, los cuales, en la medida en que otorguen mayores derechos y garantías a las personas, privan sobre la Constitución Política. En particular, serán fuentes de interpretación de esta ley:  

a) La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo 2000). Ley N.º 8302, de 12 de setiembre de 2002, publicada en La Gaceta N.º 123, de 27 de junio de 2003.

b) El Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas especialmente Mujeres y Niños que Complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Ley N.º 8315, de 26 de setiembre de 2002, publicada en La Gaceta N.º 212, de 4 de noviembre de 2002.

c) El Pacto Internacional sobre los Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo. Ley N.° 4229, de 11 de diciembre de 1968, publicada el 17 de diciembre de 1968.

d) La Convención Internacional contra la Esclavitud y la Convención Suplementaria contra la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud.

e) El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Ley N.° 4229, de 11 de diciembre de 1968, publicada el 17 de diciembre de 1968.

f) La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. Ley N.° 3844, de 16 de diciembre de 1966, publicada en La Gaceta, de 7 de enero de 1967.

g) La Convención y el Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. Ley N.° 8089, de 6 de marzo de 2001, publicada en La Gaceta del 1 de agosto de 2001.

h) La Convención de los Derechos del Niño y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía. Ley N.° 8172, de 7 de diciembre de 2001, publicada el 11 de febrero de 2002.

i) El Protocolo a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados. Ley N.° 6079, de 29 de agosto de 1977, publicada el 5 de octubre de 1977.

j) El Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes. Ley N.° 8459, de 12 de octubre de 2005, publicada el 25 de noviembre de 2005.

k) El Estatuto de la Corte Penal Internacional. Ley N.° 8083, de 7 de febrero de 2001, publicada el 20 de marzo de 2001.

l) La Carta de la Organización de los Estados Americanos.

m) La Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José. Ley N.° 4534, de 23 de febrero de 1970, publicada el 14 de marzo de 1970.

n) La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belem do Pará”. Ley N.° 7499, de 2 de mayo de 1994, publicada el 28 de junio de 1995.

ñ) La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad. Ley N.° 7948, de 22 de noviembre de 1999, publicada el 8 de diciembre de 1999.

o) La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Ley N.° 8661, de 19 de agosto de 2008, publicada el 29 de setiembre de 2008.

p) La Convención Interamericana contra el Tráfico Internacional de Menores. Ley N.° 8071, de 14 de febrero de 2001, publicada el 21 de mayo de 2001.

q) La Convención Interamericana sobre Restitución de Menores. Ley N.° 8032, de 19 de octubre de 2000, publicada el 10 de noviembre de 2000.

 ARTÍCULO 5.- Concepto de trata de personas

Por trata de personas se entenderá el promover, facilitar o favorecer la entrada o salida del país o el desplazamiento, dentro del territorio nacional, de personas de cualquier sexo para realizar uno o varios actos de prostitución o someterlas a explotación o servidumbre, ya sea sexual o laboral, esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud, trabajos o servicios forzados, matrimonio servil, mendicidad forzada, extracción ilícita de órganos o adopción irregular.

 ARTÍCULO 6.- Concepto de actividades conexas

Para efectos de esta ley son actividades conexas de la trata de personas: el embarazo forzado, la actividad de transporte, el arrendamiento, la posesión o la administración de casas de habitación y locales con fines de trata de personas, la demanda por parte del cliente explotador de los servicios realizados por la víctima, así como otras actividades que se deriven directamente de la trata de personas.

 CAPÍTULO II

DEFINICIONES

ARTÍCULO 7.- Definiciones

Para los efectos de la presente ley se definen los términos siguientes:  

a) Adopción irregular: la que se produce sin mediar los presupuestos establecidos en la Ley N.º 5476, Código de Familia, de 21 de diciembre de 1973, y sus reformas.

b) Arrendante: quien por una contraprestación permite el uso y aprovechamiento de un bien de su propiedad o que tiene a cargo.

c) Arrendatario: quien paga por el uso y aprovechamiento de un bien o propiedad de otra persona o personas.

d) Combate integral: acciones orientadas a intervenir, prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, así como las medidas tomadas para atender y proteger a sus víctimas y dependientes.

e) Dependientes: personas que dependen directamente de la víctima de trata de personas y se encuentran bajo riesgo inminente relacionado con este delito, sin importar si son mayores o menores de edad. Esta dependencia se determinará previa valoración técnica del Equipo de Respuesta Inmediata.

f) Desarraigo: toda acción orientada a separar a una persona del lugar o medio donde ha vivido, donde ha tenido su círculo familiar y/o los vínculos afectivos y culturales.

g) Desplazamiento interno: traslado permanente o temporal de una o más personas de su lugar habitual de residencia y/o de la actividad económica hacia otro diferente dentro de los límites del territorio nacional, sin que medie una relación específica de distancia.

h) Engaño: crear hechos total o parcialmente falsos para hacer creer a una persona algo que no es cierto.

i) Embarazo forzado: toda acción orientada a promover, facilitar o realizar el embarazo de una mujer, mayor o menor de edad, con la finalidad de obtener un beneficio económico o de otro tipo con la venta del producto del embarazo, así como de cualquiera de sus órganos, tejidos, fluidos y demás componentes anatómicos.

j) Esclavitud: situación y condición social en la que se encuentra una persona que carece de libertad y derechos por estar sometida de manera absoluta a la voluntad y el dominio de otra.

k) Explotación: obtención de un beneficio económico o de otro tipo para el explotador o para terceros, mediante la participación o el sometimiento de una o más personas por fuerza o engaño a cualquier tipo de acto o estado que lesione o anule sus derechos humanos fundamentales tutelados en los instrumentos nacionales e internacionales sobre la materia.

l) Extracción ilícita de órganos: sustracción de uno o más órganos humanos sin aplicar los procedimientos médicos y jurídicos legalmente establecidos.

m) Matrimonio forzado o servil: toda práctica en virtud de la cual una persona, sin que le asista el derecho a oponerse, es prometida o dada en matrimonio a cambio de una contrapartida en dinero o en especie entregada a sus padres, madres, a su tutor, a su familia o a cualquier otra persona o grupo de personas. El matrimonio forzado o servil también se produce cuando una persona contrae matrimonio y es sometida a explotación.

n) Medidas de atención primaria: acciones inmediatas que se dirigen a brindar atención y protección a una persona víctima del delito de trata y se refieren específicamente a la asistencia que se le debe brindar en necesidades básicas, alojamiento seguro, atención integral de salud, asesoría legal y medidas de protección física.

ñ) Medidas de atención secundaria: acciones a corto, mediano y largo plazo dirigidas a facilitar el proceso de atención, protección de la persona víctima del delito de trata y sus dependientes previa valoración técnica, lo que incluye, cuando corresponda, la repatriación voluntaria a su país de origen o residencia, o su reasentamiento en un tercer país.

En caso de que la persona víctima decida quedarse en nuestro país, estas medidas incluyen asistencia económica, acceso al trabajo y la educación formal y vocacional, definición del estatus migratorio y dotación de la documentación, asistencia médica y psicológica prolongada, cuando se requiera; lo anterior, en procura de la adecuada reintegración social.

Estas medidas serán determinadas por el personal especializado de los organismos a cargo de la acreditación y atención de víctimas del delito, que se definirán tanto en la presente ley como en su reglamento.

o) Mendicidad forzada: persona que es obligada por otra a pedir dinero para beneficio del tratante o de terceros. El consentimiento para llevar a cabo la mendicidad no es válido en caso de personas menores de edad, adultas mayores o con discapacidad, o bajo cualquier otra situación de vulnerabilidad.

p) Poseedor: quien sin ostentar la condición de propietario de un bien lo tiene a su cargo o en posesión.

q) Plataforma de servicios: programas y servicios que ofrece el Estado mediante las instituciones que lo conforman.

r) Prácticas análogas a la esclavitud: incluye la servidumbre por deudas, la servidumbre laboral (de la gleba), los matrimonios forzados o serviles y la entrega de personas menores de edad, para su explotación sexual o laboral.

s) Prevención: es la aplicación de todas aquellas acciones de preparación, delimitación, planificación y ejecución encaminadas a anticipar, disminuir e impedir el fenómeno de la trata de personas, en sus diferentes modalidades.

t) Prostitución forzada: situación en la cual la persona víctima es manipulada u obligada a ejecutar actos que involucran su cuerpo, para satisfacer deseos sexuales de otras personas, con o sin remuneración por ello.

u) Reintegración: proceso ordenado, planificado y consensuado con la persona víctima de trata, que tiene como objetivo facilitar su recuperación integral y retorno a la vida en sociedad con pleno disfrute de sus derechos humanos.

v) Restitución de derechos: comprende el disfrute de los derechos humanos de la persona víctima sobreviviente de la trata, en especial la vida en familia, el regreso al lugar de residencia, cuando sea seguro, y la reintegración al trabajo, incluida la posibilidad de formación continua, el apoyo psicológico y la devolución de los bienes que le fueran sustraídos como resultado de la acción de las tratantes o los tratantes.

w) Servidumbre: estado de dependencia o sometimiento de la voluntad en el que la persona victimaria induce, explota u obliga a la persona víctima de este delito a realizar actos, trabajos o a prestar servicios con el uso del engaño, amenazas y otras formas de violencia.

x) Situación de vulnerabilidad: cualquier circunstancia en la cual el individuo no tiene otra alternativa que someterse a la situación.

y) Trabajo o servicio forzado: es el exigido a una persona bajo la amenaza de un daño o el deber de pago de una deuda espuria o por engaño.

z) Transportista: es una persona física o jurídica que promueve, facilita o ejecuta el traslado de bienes y personas por la vía terrestre, aérea, fluvial o marítima, y que para efectos de esta ley ese traslado se utiliza para la comisión del ilícito de trata de personas o sus actividades conexas.

aa) Víctima de la trata de personas: persona que haya sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, a consecuencia del delito de trata de personas y actividades conexas, sea nacional o extranjera.

 

CAPÍTULO III

COALICIÓN NACIONAL CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO

DE MIGRANTES Y LA TRATA DE PERSONAS

ARTÍCULO 8.- Creación

Se crea la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas, que en adelante se denominará la Coalición o por sus siglas Conatt, cuya integración y funciones se regirán por lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.   

ARTÍCULO 9.- Objetivo

La Coalición será la responsable de promover la formulación, la ejecución, el seguimiento y la evaluación de políticas públicas nacionales, regionales y locales, para la prevención del tráfico ilícito y la trata de personas, la atención y protección de las víctimas, y la persecución y sanción de los responsables, lo que incluye la revisión de la normativa nacional y su adecuación a los compromisos internacionales contraídos por el Estado costarricense, y la capacitación y especialización del recurso humano institucional. Asimismo, le compete la valoración de los proyectos que serán sujetos de recibir presupuesto del Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (Fonatt), creado por la presente ley.

ARTÍCULO 10.- Integración de la Coalición

La Coalición estará integrada por el jerarca o la jerarca o su representante, de las siguientes instituciones:  

a) La Caja Costarricense de Seguro Social. Ejes de atención y prevención.

b) El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial. Ejes de atención y prevención.

c) La Dirección General de Migración y Extranjería. Ejes de atención, prevención, procuración de justicia y de información, análisis e investigación.

d) La Dirección General de Tránsito. Eje de prevención.

e) Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional. Eje de información, análisis e investigación.

f) La Fiscalía General de la República. Ejes de procuración de justicia y de información, análisis e investigación.

g) El Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia. Ejes de atención y prevención.

h) El Instituto Costarricense de Turismo. Eje de prevención.

i) El Instituto Mixto de Ayuda Social. Ejes de atención y prevención.

j) El Instituto Nacional de Aprendizaje. Ejes de atención y prevención.

k) El Instituto Nacional de las Mujeres. Ejes de atención, prevención y procuración de justicia.

l) El Ministerio de Educación Pública. Eje de prevención.

m) El Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública. Ejes de atención, prevención e información, análisis e investigación.

n) El Ministerio de Justicia y Paz. Eje de prevención.

ñ) El Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. Ejes de atención y de información, análisis e investigación.

o) El Ministerio de Salud. Ejes de atención y prevención.

p) El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Ejes de atención y prevención.

q) La Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito. Eje de atención.

r) El Organismo de Investigación Judicial. Ejes de procuración de justicia y de información, análisis e investigación.

s) El Patronato Nacional de la Infancia. Ejes de atención y prevención.

t) La Secretaría Técnica de la Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial. Ejes de prevención y procuración de justicia.  

Las funciones de cada institución dentro de la Coalición serán definidas en el reglamento de la presente ley. 

ARTÍCULO 11.- Observadores

Pueden asistir como observadores a las sesiones de la Coalición representantes de cualquier institución pública, de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), del Alto Comisionado para las Naciones Unidas para los Refugiados (Acnur), de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), así como otros representantes de organismos internacionales y de organizaciones sociales relacionados con la materia, que sean invitados por la Conatt.

  

ARTÍCULO 12.- Funciones de las comisiones técnicas permanentes

Las comisiones técnicas permanentes ejercerán las siguientes funciones, de la forma que se establezca en el reglamento de esta ley:  

a) Proponer, dirigir, impulsar, coordinar y supervisar la implementación, el seguimiento, la actualización y la ejecución de la política nacional contra la trata de personas y sus actividades conexas, mismo que contemplará las siguientes áreas de acción:  

1.- Promover la prevención.

2.- Facilitar la atención integral de las víctimas.

3.- Velar por la protección de las víctimas.

4.- Coadyuvar a la adecuada represión.

5.- Impulsar políticas públicas de persecución criminal.

6.- Propiciar el fortalecimiento de la información, la investigación y el análisis en los casos de trata de personas.

7.- Mejorar y fortalecer la coordinación interinstitucional de las entidades responsables del combate integral contra la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes.  

b) Recomendar la suscripción y ratificación de acuerdos, convenios o tratados y otras gestiones que se requieran para fortalecer la cooperación internacional contra la trata de personas.

c) Revisar el cumplimiento de los acuerdos y convenios internacionales que Costa Rica haya suscrito en materia de derechos humanos, así como los relacionados con la trata de personas y actividades conexas.

d) Participar en las reuniones de los organismos internacionales correspondientes en materia de trata de personas e intervenir en la aplicación de los acuerdos derivados de ellas; en especial, los relacionados con la trata de personas y los temas afines a la Coalición.

e) Brindar asistencia técnica a organismos públicos y privados que desarrollen programas, proyectos o cualquier otro tipo de actividades de prevención, atención y protección a las víctimas de la trata de personas y migrantes afectados a consecuencia del delito de tráfico ilícito de migrantes, previa coordinación con las instituciones rectoras involucradas al efecto.

f) Impulsar la profesionalización, sensibilización y capacitación de los funcionarios públicos y privados de los organismos relacionados con el Plan Nacional contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes.

g) Promover la creación de redes interinstitucionales a nivel local y regional, para que ejecuten acciones e impulsen políticas para la prevención, protección, atención, represión y sanción, en materia de trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes.

h) Velar por la incorporación de acciones de prevención, atención, protección, información, capacitación y otras relacionadas con la trata de personas en los planes anuales operativos de las instituciones.

i) Promover el desarrollo de servicios y programas oportunos, tanto públicos como privados, orientados a brindar asistencia directa a las personas víctimas de trata y afectados por el tráfico ilícito de migrantes, de conformidad con lo dispuesto en los protocolos respectivos que complementan la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.

j) Desarrollar y ejecutar campañas de sensibilización, educación y orientación a la ciudadanía, especialmente hacia las poblaciones más vulnerables, para prevenir el desarrollo de este tipo de criminalidad y la victimización de las personas afectadas.

k) Formular y dar seguimiento al Plan Nacional Estratégico contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes de la Conatt.

l) Revisar y referir a la Conatt los respectivos informes financieros y contables, con fundamento en la reglamentación de la presente ley.

m) Revisar y recomendar a la Conatt la aprobación o denegación de los proyectos de las diversas instituciones públicas, entidades, organizaciones no gubernamentales y organismos internacionales.

n) Informar a la Junta Administrativa de la Dirección General de Migración y Extranjería los proyectos aprobados, según lo establecido en la presente ley.

ñ) Otras que esta ley y su reglamento dispongan.  

ARTÍCULO 13.- Organización

La estructura de la Coalición estará compuesta de la siguiente manera:

a) La Coalición en pleno: estará integrada por los jerarcas de las instituciones que la conforman o sus representantes formalmente designados. Sus acuerdos se tomarán por mayoría simple.

b) La Secretaría Técnica de la Conatt: es la instancia de coordinación y representación a nivel nacional y regional de la Conatt adscrita a la Dirección General de Migración y Extranjería.

c) Las comisiones técnicas, permanentes o especiales que se establezcan en el reglamento de esta ley.

d) Equipo de Respuesta Inmediata: es un cuerpo especializado para la atención primaria de las personas afectadas por la trata de personas.  

ARTÍCULO 14.- Secretaría Técnica

Estará a cargo de la Dirección General de Migración y Extranjería, siendo su máximo representante el director o la directora general, quien a su vez preside la Conatt. La Dirección General de Migración y Extranjería, con el apoyo de las demás instituciones que integran la Conatt estipuladas en esta ley, aportarán a nivel técnico y operativo lo necesario para el funcionamiento adecuado de la Secretaría Técnica, de acuerdo con sus competencias respectivas.

ARTÍCULO 15.- Objetivo

La Secretaría Técnica velará por la adecuada coordinación técnica, política y administrativa de la Conatt y las comisiones técnicas que se establezcan en el reglamento de esta ley.

CAPÍTULO IV

POLÍTICA NACIONAL CONTRA LA

TRATA DE PERSONAS

ARTÍCULO 16.- Política nacional de prevención y combate integral de la trata de personas

El Gobierno de Costa Rica, mediante la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas, establecerá las medidas necesarias para la articulación de una política nacional de prevención y combate integral de la trata de personas y sus actividades conexas, así como la atención y protección de sus víctimas como parte de la política criminal preventiva y sancionatoria del Estado.

El Estado adoptará esta política mediante decreto ejecutivo. Las acciones estratégicas de dicha política que competan a las autoridades de otras ramas u entes autónomos, instituciones estatales, no estatales, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales y que por su naturaleza no puedan ser dictadas por decreto ejecutivo, serán adoptadas por el nivel jerárquico superior de la respectiva entidad por medio del acto administrativo correspondiente y serán incorporadas en los planes operativos de las diferentes instituciones del Gobierno de Costa Rica.

Los objetivos de la política nacional contra la trata de personas serán los siguientes:  

a) Promover, garantizar y coordinar políticas públicas para la prevención de la trata de personas.

b) Propiciar la normativa necesaria para fortalecer la investigación y sanción del delito de trata de personas.

c) Definir un marco específico y complementario de protección y asistencia a las víctimas de trata de personas y sus dependientes.

d) Impulsar y facilitar la cooperación nacional e internacional en el tema de trata de personas.

e) Otros objetivos que se consideren necesarios.

ARTÍCULO 17.- Coalición

La Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas elaborará, implementará por medio de sus instituciones y dará seguimiento a las diferentes acciones estratégicas contenidas en la política nacional, en coordinación con las instituciones estatales, no estatales, organizaciones de la sociedad civil y los organismos internacionales, de acuerdo con sus competencias y el apoyo que brinden a la lucha contra la trata de personas.

ARTÍCULO 18.- Acciones estratégicas

Las acciones estratégicas contenidas en la Política Nacional se formularán de acuerdo con los siguientes ejes:  

a) Eje de atención y protección a víctimas.

b) Eje de prevención.

c) Eje de procuración de justicia.

d) Eje de información, análisis e investigación.

e) Eje de coordinación institucional.  

Cada uno de estos ejes tomará en cuenta las acciones de cooperación nacional e internacional, así como de evaluación y seguimiento respectivo.

CAPÍTULO V

EQUIPO DE RESPUESTA INMEDIATA

ARTÍCULO 19.- Creación

Se crea el Equipo de Respuesta Inmediata, que en adelante se denominará ERI, bajo la coordinación de la Secretaría Técnica. Su integración y funciones se regirán por lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.

El ERI es un cuerpo especializado interinstitucional para la activación de medidas de atención primaria de las personas víctimas de la trata y sus dependientes.

ARTÍCULO 20.- Integración del ERI

El ERI estará integrado por una persona representante de las siguientes entidades, mediante designación formal y dos suplentes:

 

a) La Caja Costarricense de Seguro Social.

b) El Instituto Nacional de las Mujeres.

c) El Ministerio de Seguridad Pública: Dirección General de Fuerza Pública.

d) El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

e) El Ministerio Público: Oficina de Atención y Protección de la Víctima del Delito y la Fiscalía Especializada en el Delito de Trata de Personas.

f) El Organismo de Investigación Judicial.

g) El Patronato Nacional de la Infancia.

h) La Policía Profesional de Migración.

i) La Secretaría Técnica de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas.  

También serán invitados a participar cuando sea requerido por el ERI, en calidad de asesores técnicos y cooperantes, representantes de las diferentes organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, y de organismos tanto nacionales como internacionales.

 ARTÍCULO 21.- Convocatoria

El ERI debe convocar, por la naturaleza del caso en particular, a las instituciones necesarias para brindar atención integral en el caso de las personas sobrevivientes víctimas de trata.

ARTÍCULO 22.- Representantes del ERI

El jerarca o la jerarca de cada una de las instancias públicas indicadas en el artículo 20 designará una persona representante propietaria y dos suplentes con conocimientos técnicos especializados en materia de trata de personas, que mantendrá sus funciones por un período de dos años prorrogables, de manera que se garantice la continuidad de las acciones del ERI.

ARTÍCULO 23.- Ámbito de acción

El ERI tendrá potestad para desarrollar su trabajo en todo el territorio nacional. De ser necesario, el ERI coordinará la constitución de equipos regionales de respuesta inmediata de acuerdo con el crecimiento de la demanda de atención.

ARTÍCULO 24.- Funciones

Las funciones del ERI serán las siguientes:

 

a) Recibir y dar respuesta a todas las posibles situaciones de trata de personas que le sean referidas en el marco de sus atribuciones.

b) Ejecutar las acciones de intervención inmediata requeridas para garantizar la atención, protección y seguridad de las personas que se sospeche sean víctimas de trata, así como de aquellas debidamente acreditadas como tales, en coordinación con las autoridades competentes u otras instancias.

c) Identificar, mediante un proceso de valoración técnica especializada, las situaciones de trata de personas puestas en su conocimiento y procurar el acceso de las víctimas a las medidas de atención primaria.

d) Acreditar, mediante resolución técnica razonada, la condición de víctima de trata de personas, a efectos de que pueda tener acceso a la plataforma de servicios integrales para las víctimas sobrevivientes de este delito. La acreditación deberá dictarse en un plazo no mayor a los siete días hábiles desde su conocimiento, mediante mayoría simple de los integrantes del ERI.

e) Coordinar el acceso inmediato y sin restricciones al proceso de identificación y documentación de las presuntas víctimas.

f) Coordinar medidas de protección migratoria para las víctimas no nacionales.

g) Cualquiera otra que sea necesaria para garantizar la protección y seguridad de las personas víctimas sobrevivientes.

ARTÍCULO 25.- Requerimientos

Para el eficaz cumplimiento de sus responsabilidades y para garantizar una respuesta inmediata, los integrantes del ERI estarán sujetos al régimen de disponibilidad que les permita capacidad de respuesta las veinticuatro horas del día, así como facilidades de comunicación, transporte y seguridad policial.

ARTÍCULO 26.- Cláusula de confidencialidad

Toda información relacionada con los expedientes administrativos de las personas víctimas de trata, por su naturaleza tendrá carácter confidencial y será de manejo exclusivo de las personas integrantes del ERI que estén a cargo del caso, y así será declarado. La Secretaría Técnica mantendrá un total control sobre el acceso a este tipo de información. El mismo deber de confidencialidad aplica para otras personas que tengan acceso a esta información.

CAPÍTULO VI

PROTECCIÓN Y PRIVACIDAD DE LA INFORMACIÓN

ARTÍCULO 27.- Manejo de información

El manejo de la información, así como su confidencialidad, es responsabilidad de cada una de las instituciones y organizaciones integrantes de la Coalición, así como de los diferentes cuerpos especializados que abordan el tema, incluidos en la presente ley.

ARTÍCULO 28.- Confidencialidad

Toda la información relacionada con un caso de trata de personas es confidencial, tanto la obtenida en el proceso de investigación como la suministrada por la víctima y los testigos en sede judicial o administrativa o ante funcionarios de entidades privadas, y de uso exclusivo para fines judiciales en el proceso penal por las partes directamente interesadas y acreditadas.

ARTÍCULO 29.- Protocolo de actuaciones 

Todas las instituciones públicas y privadas a cargo de la identificación, asistencia a víctimas y persecución del delito de trata de personas en el país, de común acuerdo, implementarán y aplicarán un protocolo de actuaciones que se detallará en el reglamento de la presente ley, sobre la recepción, el almacenamiento, el suministro y el intercambio de información relacionada con casos de trata de personas.

 ARTÍCULO 30.- Denuncia

La denuncia, así como la respectiva entrevista de la persona víctima y/o los testigos durante las actuaciones judiciales o administrativas, se llevará a cabo con el debido respeto a su vida privada y fuera de la presencia del público y los medios de comunicación. El nombre, la dirección y otra información de identificación, incluyendo imágenes, de una persona víctima de trata de personas, sus familiares o allegados, no serán divulgados ni publicados en los medios de comunicación ni en las redes sociales.

ARTÍCULO 31.- Plataforma de Información Policial

Para los efectos de la recolección, el procesamiento y el análisis de información estadística y académica sobre las características, las dimensiones y los efectos de la trata interna y externa en Costa Rica, así como para la formulación de las políticas, los planes estratégicos, el informe anual, el mapeo de realidad nacional y regional, y los programas que permitan medir el cumplimiento de los objetivos trazados en la política nacional de la Conatt, se contará y coordinará con la Plataforma de Información Policial establecida en el artículo 11 de la Ley N.° 8754, por medio de la Secretaría Técnica de la Coalición, para la obtención de la información requerida.

ARTÍCULO 32.- Información estadística y académica

La información estadística y académica suministrada a la Secretaría Técnica se podrá dar a conocer al público, en resúmenes numéricos, informes y estadísticas que no incluyan datos personales de las víctimas o de carácter judicial, que no interfieran en las investigaciones de la Policía o del Ministerio Público, con el Programa de Atención y Protección a las Víctimas y que no permitan deducir información alguna de carácter individual que pueda utilizarse con fines discriminatorios o amenazar la vida, libertad e integridad personal y la intimidad de las víctimas.

CAPÍTULO VII

PREVENCIÓN

ARTÍCULO 33.- Responsabilidad

Corresponde a las instituciones del Estado integrantes de la Coalición, de acuerdo con sus competencias, destinar el personal y los recursos necesarios para la aplicación de medidas concretas que desalienten la demanda de la trata de personas, faciliten su detección, alerten a la población en general y, en especial, a las personas funcionarias de entidades públicas y privadas sobre la existencia y los efectos de esta actividad criminal.

Estas acciones tendrán como fundamento sensibilizar a la sociedad civil, a las personas funcionarias públicas y privadas sobre la temática y se realizarán en estricta coordinación con la Secretaría Técnica de la Coalición en tres áreas específicas: divulgación, detección y capacitación.

 ARTÍCULO 34.- Asesoramiento

Corresponde a la Secretaría Técnica de la Coalición asesorar a las autoridades municipales para que incluyan, en sus planes de desarrollo, programas de prevención de la trata de personas y de atención a las víctimas del delito en el marco de los derechos humanos, procurando una integración dentro de la comunidad. Lo anterior, sin detrimento de las iniciativas que promueva y realice dicha Secretaría Técnica en instituciones públicas y privadas y la comunidad en general, con el apoyo y la coordinación con las instituciones correspondientes.

ARTÍCULO 35.- Campaña de educación y orientación

Todo medio de comunicación masiva cederá gratuitamente, a la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas, espacios semanales hasta del cero coma veinticinco por ciento (0,25%) del espacio total que emitan o editen, para destinarlos a campañas de educación y orientación dirigidas a combatir los delitos de trata de personas o el tráfico ilícito de migrantes.

Dichos espacios no serán acumulativos, cedibles ni transferibles a terceros y podrán ser sustituidos por campañas que desarrollen los propios medios, previa autorización de la Coalición; para ello, deberá coordinarse con la Secretaría Técnica de esta Coalición. Para efectos del cálculo anual del impuesto sobre la renta, el costo de los espacios cedidos para los fines de este artículo se considerará una donación al Estado.

Los espacios cedidos deberán ubicarse en las páginas, los horarios o los programas de mayor audiencia, de acuerdo con el segmento de población al que vayan dirigidos.

CAPÍTULO VIII

ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS

ARTÍCULO 36.- Denuncias penales

El Estado costarricense procurará en todo momento que las víctimas interpongan las denuncias penales respectivas ante sospecha del delito de la trata; sin embargo, la debida atención y protección integral a las víctimas de la trata de personas, nacionales o extranjeras, no dependerá de la interposición de dicha denuncia.

ARTÍCULO 37.- Derechos

Además de lo establecido en la Ley N.º 8720, Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás Sujetos Intervinientes en el Proceso Penal, las víctimas de la trata de personas tienen derecho a:  

a) Protección de su integridad física y emocional.

b) Recibir alojamiento apropiado, accesible y seguro, así como cobertura de sus necesidades básicas de alimentación, vestido e higiene.

c) Como parte del proceso de recuperación, tener acceso a servicios gratuitos de atención integral en salud, incluyendo terapias y tratamientos especializados, en caso necesario.

d) Recibir información clara y comprensible sobre sus derechos, su situación legal y migratoria, en un idioma, medio o lenguaje que comprendan y de acuerdo con su edad, grado de madurez o condición de discapacidad, así como acceso a servicios de asistencia y representación legal gratuita.

e) Contar con asistencia legal y psicológica.

f) Contar con el tiempo necesario para reflexionar, con la asistencia legal y psicológica correspondiente, sobre su posible intervención en el proceso penal en el que figura como víctima, si aún no ha tomado esa decisión. Este período no será menor a tres meses.

g) Prestar entrevista o declaración en condiciones especiales de protección y cuidado según su edad, grado de madurez o condición de discapacidad e idioma.

h) La protección de su identidad y privacidad.

i) Protección migratoria incluyendo el derecho de permanecer en el país, de conformidad con la legislación migratoria vigente, y a recibir la documentación que acredite tal circunstancia, de conformidad con la Ley N.° 8764, Ley General de Migración y Extranjería.

j) La exoneración de cualquier tasa, impuesto o carga impositiva, referida a la emisión de documentos por parte de la Dirección General de Migración y Extranjería, que acredite su condición migratoria como víctima de trata de personas.

k) Que la repatriación o el retorno a su lugar de residencia sea voluntaria, segura y sin demora. Cuando se trate de personas menores de edad, además de lo anterior, su repatriación o retorno debe ser acompañada de conformidad con los protocolos establecidos.

l) Que se les facilite información y acceso a entidades idóneas para lograr el reasentamiento, cuando se requiera su traslado a un tercer país. En el caso de niños, niñas y adolescentes víctimas de delito, además de los derechos precedentemente enunciados, se garantizará que los procedimientos reconozcan sus condiciones de sujetos plenos de derechos acorde a su autonomía progresiva. Se procurará la reintegración a su núcleo familiar o comunidad, si así lo determina el interés superior.

Cuando se trata de personas víctimas con discapacidad se atenderán sus necesidades derivadas de la condición de discapacidad que presentan.

Los derechos citados en este artículo son integrales, irrenunciables e indivisibles.

ARTÍCULO 38.- Medidas de atención primaria a las víctimas

Las medidas de asistencia a las víctimas deberán incluir:  

a) Disponer de un alojamiento adecuado, accesible y seguro. En ningún caso se alojará a las personas víctimas del delito de trata en cárceles, establecimientos penitenciarios, policiales o administrativos destinados al alojamiento de personas detenidas, procesadas o condenadas.

b) Atención de la salud y la asistencia médica necesarias, incluidas, cuando proceda y con la debida confidencialidad, las pruebas para el VIH, embarazo, desintoxicación y otras enfermedades.

c) Asesoramiento y asistencia psicológica, de manera confidencial y con pleno respeto de la intimidad de la persona interesada, en un idioma, medio y lenguaje que comprenda.

d) Información clara y comprensible acerca de la asistencia jurídica para representar sus intereses en cualquier investigación penal o de otro tipo, incluida la obtención de la compensación del daño sufrido por los medios que establece la ley, cuando proceda, y para regular su situación migratoria.

e) Servicios de traducción e interpretación de acuerdo con su nacionalidad y costumbres, y condición de discapacidad. En la medida de lo posible y cuando corresponda, también se le proporcionará asistencia a las personas dependientes de la víctima.

Todos los servicios de asistencia se facilitarán de común acuerdo con las personas víctimas y teniendo en cuenta las condiciones específicas y garantías de derechos de las personas menores de edad o con algún tipo de discapacidad.

  

ARTÍCULO 39.- Obligación de informar sobre posibles casos de víctima de trata

Cualquier funcionario de entidades públicas o privadas que determine, en razón de su función, que existen motivos razonables para presumir que una persona es víctima del delito de trata, coordinará de manera inmediata con los miembros del Equipo de Respuesta Inmediata, el Ministerio Público o por medio del servicio 911, de acuerdo con lo establecido en el reglamento de la presente ley y los protocolos de actuación aprobados.

ARTÍCULO 40.- Identificación de la persona víctima

Las autoridades judiciales y administrativas correspondientes realizarán todas las diligencias necesarias para determinar la identidad de la víctima extranjera y sus dependientes, cuando no cuenten con los documentos que los acrediten. De igual forma, se procederá con la coordinación entre el Registro Civil y otras instituciones en la identificación de víctimas nacionales. La ausencia de documentos de identificación no impedirá que la víctima y sus dependientes tengan acceso a todos los recursos de atención o protección a los que se refiere esta ley. De igual forma, no debe supeditarse el otorgamiento de la categoría migratoria especial de trata de personas, estipulada en el artículo 94, inciso 10) de la Ley N.º 8764, a la falta de documentos de identificación.

El ERI será el responsable de las coordinaciones necesarias para facilitar esa documentación.

ARTÍCULO 41.- Derecho a la privacidad y reserva de identidad

En ningún caso se dictarán normas o disposiciones administrativas que dispongan la inscripción de las personas víctimas de la trata de personas en un registro especial, o que les obligue a poseer un documento especial que las identifique expresamente como víctimas de trata de personas o a cumplir algún requisito con fines de vigilancia o notificación.

Asimismo, y según lo establecido en la presente ley, se hace extensivo el principio de confidencialidad a todos los medios de comunicación, para el adecuado manejo de los casos y la protección de las víctimas y los demás actores involucrados.

ARTÍCULO 42.- Medidas de atención especial para personas menores de edad

Además de otras garantías previstas en esta ley, se aplicarán las siguientes medidas con las personas menores de edad víctimas:  

a) Recibir especial atención y cuidado, en especial cuando se trate de lactantes.

b) Cuando la edad de la persona víctima es incierta y existan razones para creer que se trata de una persona menor de edad, será considerada como tal, a la espera de la verificación de su edad, según los mecanismos establecidos.

c) La asistencia será proporcionada por profesionales capacitados para tal efecto y de conformidad con sus necesidades especiales, fundamentalmente en lo que respecta a alojamiento, educación y cuidados.

d) Si la víctima es una persona menor de edad no acompañada, el Patronato Nacional de la Infancia gestionará, ante las autoridades que correspondan, todas las diligencias necesarias para establecer su nacionalidad e identidad y la localización de su familia, acorde con el interés superior de la persona menor de edad y en seguimiento de los protocolos existentes.

e) En caso de que la persona menor de edad no tenga representante legal o que quien pueda ostentar esa posición represente un nivel de riesgo al interés superior de la persona menor de edad, el Patronato Nacional de la Infancia, según establece la ley, asumirá su representación legal.

f) Los niños, las niñas y los adolescentes víctimas deben ser informados sobre las medidas de asistencia, protección e incidencias del proceso en su idioma natal y en formato accesible, de manera que sean comprensibles para ellos.

g) En el caso de personas menores de edad víctimas o testigos, las entrevistas, los exámenes y otras formas de investigación se llevarán a cabo por profesionales especialmente capacitados, en un ambiente adecuado y en un idioma o medio comprensible para la persona menor de edad y en presencia de sus padres o tutor legal, si las circunstancias lo permiten; en caso contrario, de un representante del Patronato Nacional de la Infancia.

h) En el caso de las personas menores de edad víctimas y testigos, los procedimientos judiciales se llevarán a cabo siempre en audiencia privada fuera de la presencia de los medios de comunicación y público en general. Las personas menores de edad víctimas y testigos deberán rendir siempre testimonio ante el tribunal, sin la presencia de las personas imputadas; para ello, el Tribunal tomará las medidas pertinentes, a fin de garantizar los derechos correspondientes.

ARTÍCULO 43.- Medidas especiales para personas en condición de discapacidad y adultas mayores

Además de otras garantías previstas en esta ley, se aplicarán las siguientes medidas con las personas en condición de discapacidad:  

a) Respeto a su integridad física, sexual y mental en igualdad de condiciones con las demás.

b) Recibir especial atención y cuidado, en razón del tipo de discapacidad.

c) Respeto de su identidad, dignidad, autonomía individual, libertad de tomar decisiones propias e independientes.

d) Respeto de sus facultades y capacidades.

e) Acceso, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, y a los servicios e instalaciones previstos en esta ley.

f) Protección prioritaria en situaciones de riesgo.

g) Facilidad de la movilidad personal de la forma y en el momento que lo deseen.

h) Recibir servicio de apoyo personalizado.

i) Acceso a la justicia mediante ajustes de procedimientos adecuados a su condición de discapacidad o edad para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales.

ARTÍCULO 44.- Instituciones responsables de asistencia a víctimas de trata

Cuando las víctimas de trata sean personas menores de edad, el Patronato Nacional de la Infancia (PANI) será la entidad encargada de suministrar la atención, la protección de derechos y la asistencia requerida.

Si se trata de víctimas mujeres mayores de edad, esta responsabilidad de asistencia le corresponde al Instituto Nacional de las Mujeres (Inamu). Si son personas adultas mayores, se deberá coordinar con el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (Conapam).

Si las víctimas son personas con discapacidad mayores de dieciocho años y menores de sesenta y cinco años, el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, por medio de su función rectora, coordinará con las demás instituciones del Estado las competencias que les correspondan, para suministrarles la atención y asistencia que requieran de su programa de protección.

ARTÍCULO 45.- Participación de la persona víctima en el proceso

Las autoridades competentes en sede judicial o administrativa deberán proporcionarle, a la persona víctima del delito de trata de personas, la oportunidad de presentar sus opiniones, necesidades, intereses e inquietudes para su consideración en las diferentes fases del proceso penal o los procedimientos administrativos relacionados con el delito, ya sea directamente o por medio de su representante.

ARTÍCULO 46.- Protección de víctimas y testigos del delito de trata de personas y actividades conexas

En caso de que la víctima haya decidido formular la denuncia y colaborar con las autoridades, se procederá conforme a lo establecido en la Ley N.º 8720, Protección a Víctimas, Testigos y Demás Sujetos Intervinientes en el Proceso Penal.

ARTÍCULO 47.- Protección de víctimas de la trata de personas y actividades conexas

Las víctimas de la trata de personas que decidan no presentar la denuncia o colaborar con las autoridades podrán recibir protección policial ante situaciones de amenaza, previa valoración del riesgo. La protección estará a cargo del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, conforme al programa de protección que establece el reglamento de la presente ley.

  

ARTÍCULO 48.- Repatriación y retorno

Las autoridades competentes deberán facilitar la repatriación voluntaria de las víctimas de trata de personas y personas dependientes de la víctima nacionales en el exterior, sin demora indebida o injustificada y con el debido respeto de sus derechos y dignidad, previa determinación de su condición de nacional. De igual forma se procederá con las personas extranjeras que retornen a su país de origen o de residencia permanente, incluida la preparación de los documentos de viaje necesarios. La repatriación y el retorno en todos los casos serán voluntarios y se realizarán con el consentimiento informado de la víctima, previa valoración del riesgo y con la debida asistencia.

En todos los casos se solicitará la cooperación de las representaciones diplomáticas correspondientes.

En caso de retorno de una víctima de trata de personas a Costa Rica no se registrará en sus documentos de identificación y no se almacenará en otros registros migratorios el motivo de su ingreso, en tal condición, y se le proporcionará todas las medidas de protección y asistencia que establece la presente ley.

Las personas menores de edad víctimas o testigos no podrán ser retornados a su país de origen, si en razón de una valoración del riesgo se determina que esto contraría su interés superior, en tanto pone en peligro su seguridad e integridad personales.

ARTÍCULO 49.- Reasentamiento

El proceso de reasentamiento procederá cuando la víctima o sus dependientes no puedan retornar a su país de nacimiento o residencia y no puedan permanecer en Costa Rica por amenaza o peligro razonable que afecte su vida, integridad y libertad personales.

ARTÍCULO 50.- Reintegración

Las instituciones del Estado, conforme a sus competencias, establecerán programas orientados a facilitar y apoyar la reintegración familiar, comunitaria, social, educativa, laboral y económica de las víctimas de trata de personas y sus dependientes. La Comisión de Atención de Víctimas de la Conatt determinará las medidas de reintegración y el apoyo técnico y económico, cuando corresponda.

Tanto en los procesos de repatriación voluntaria, reasentamiento y reintegración se respetarán los derechos humanos de la víctima y sus dependientes, se tomará en cuenta el criterio de la víctima y se mantendrá la confidencialidad de su condición de víctima de trata de personas. Estos procedimientos serán detallados en el reglamento de la presente ley.

ARTÍCULO 51.- Asistencia a víctimas costarricenses en el extranjero

Cada representante diplomático o consular de Costa Rica en el extranjero deberá brindar la asistencia necesaria propia de sus competencias a las ciudadanas y los ciudadanos costarricenses que, hallándose fuera del país, resultaran víctimas de los delitos descritos en la presente ley y facilitar su retorno al país, si así lo pidieran; lo anterior, en estricto apego a la legislación nacional e internacional relacionada con esta materia y sin perjuicio de lo que establece la Ley N.° 8764, Ley General de Migración y Extranjería, en relación con las funciones de las representaciones consulares como agentes migratorios en el exterior.

CAPÍTULO IX

FINANCIAMIENTO

ARTÍCULO 52.- Creación

Se crea el Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (Fonatt).

Dicho Fondo será financiado con el cobro de un dólar moneda de los EUA (US$ 1,00) en el impuesto de salida del país establecido en la Ley N.° 8316, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional, de 26 de setiembre de 2002.

ARTÍCULO 53.- Destinación del Fondo

La constitución y los dineros del Fondo serán única y exclusivamente destinados al financiamiento de gastos administrativos y operativos para la prevención, investigación, persecución y detección del delito de trata de personas; atención integral, protección y reintegración social de las víctimas de trata de personas acreditadas, nacionales y extranjeras, así como el combate integral del delito de tráfico ilícito de migrantes. Para los gastos administrativos no podrá destinarse más de un veinte por ciento (20%) de los recursos recaudados.

ARTÍCULO 54.- Autorización

Se autoriza a la Junta Administrativa de la Dirección General de Migración y Extranjería para que suscriba y gestione los fideicomisos operativos que le sean necesarios constituir, para el cumplimiento de los fines de la presente ley.

ARTÍCULO 55.- Suscripción de los contratos de fideicomiso

Los contratos de fideicomiso deberán suscribirse con bancos públicos del Sistema Bancario Nacional, de conformidad con la normativa vigente, seleccionados de acuerdo con la mejor oferta entre las recibidas, a partir de la invitación que se realice.

ARTÍCULO 56.- Obligaciones del fideicomiso

El fiduciario deberá cumplir las obligaciones que le imponen las disposiciones legales vigentes, así como las que se derivan del contrato de fideicomiso que se suscriba. Los recursos que se administren en los fideicomisos deberán invertirse en las mejores condiciones de bajo riesgo y alta liquidez. Los fideicomisos y su administración serán objeto de control por parte de la Contraloría General de la República.

Los fideicomisos se financiarán con los recursos establecidos en el artículo 52 de la presente ley.

  

ARTÍCULO 57.- Declaración de interés público

Se declaran de interés público las operaciones realizadas mediante el fideicomiso establecido en la presente ley; por lo tanto, tendrán exención tributaria, arancelaria y de sobretasas para todas las adquisiciones de bienes y servicios.

ARTÍCULO 58.- Plazo

El ente recaudador deberá depositar los dineros cobrados del impuesto establecido en el artículo 52 de la presente ley, dentro de los veinte días naturales del mes siguiente de su recaudación, y trasladarlos al fideicomiso establecido.

ARTÍCULO 59.- Financiamiento

Las instituciones públicas, así como las entidades y las organizaciones no gubernamentales avaladas por la Conatt, podrán solicitar financiamiento para los proyectos que coadyuven con los objetivos de la presente ley.

Para estos, efectos deberán presentar los respectivos proyectos ante la Conatt, para que esta los apruebe o deniegue.

Los requisitos, plazos, informes y demás aspectos relacionados con lo anterior serán establecidos en el reglamento de la presente ley.

ARTÍCULO 60.- Plan nacional estratégico

Corresponde a la Conatt la formulación de un Plan nacional estratégico contra la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes, en el que se definan las metas, las prioridades y los proyectos para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley. Los proyectos a ejecutarse con los fondos del Fonatt deben estar contenidos en dicho Plan y ser debidamente aprobados por la Conatt para que sean presentados ante la Junta Administrativa de la Dirección General de Migración y Extranjería (DGME).

ARTÍCULO 61.- Comisión Técnica Permanente de Gestión de Proyectos

Las instituciones públicas, las entidades, las organizaciones no gubernamentales o los organismos internacionales que pretendan el financiamiento de algún proyecto, deberán presentarlo a la Comisión Técnica Permanente de Gestión de Proyectos un mes antes del inicio de cada año fiscal, término dentro del cual deberán ser conocidos y revisados por esta Comisión, la cual remitirá una recomendación técnica a la Conatt para que esta los apruebe o deniegue.

ARTÍCULO 62.- Presupuesto autorizado

La Conatt, por medio de su Secretaría Técnica, emitirá la directriz vinculante a la Junta Administrativa de la Dirección General de Migración y Extranjería de los proyectos que fueron valorados y aprobados, a los cuales se les debe otorgar el presupuesto autorizado para su implementación y ejecución.

ARTÍCULO 63.- Convenios

Para casos de utilidad y necesidad se deberán firmar los convenios requeridos con instituciones públicas, entidades, organizaciones no gubernamentales y organismos internacionales, los que deberán cumplir con la apertura de las cuentas corrientes requeridas en el Sistema Bancario  Nacional.

ARTÍCULO 64.- Informe anual

Cada institución pública, entidad, organización no gubernamental y organismos internacionales deberán presentar un informe anual relacionado con la ejecución e implementación de los proyectos a la Comisión de Gestión de Proyectos, mediante la Secretaría Técnica, un mes antesdel cierre fiscal.

ARTÍCULO 65.- Rendición de cuentas

La Comisión de Gestión de Proyectos y la entidad fiduciaria respectiva brindarán un informe anual de rendición de cuentas a los miembros de la Conatt, acerca de los proyectos ejecutados con los recursos del Fonatt.

ARTÍCULO 66.- Auditoría

Anualmente, el Fonatt será objeto de una auditoría externa.

Toda la información sobre la operación y el funcionamiento de Fonatt deberá encontrarse disponible para la auditoría interna del Ministerio de Gobernación y Policía.

ARTÍCULO 67.- Donaciones deducibles

De conformidad con la Ley N.° 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril de 1988, serán deducibles del cálculo del impuesto sobre la renta, las donaciones de personas, físicas o jurídicas, públicas o privadas que realicen en beneficio de los planes y programas que autorice la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas.

ARTÍCULO 68.- Recursos inembargables

Los recursos referidos en el presente capítulo serán inembargables, para todos los efectos legales.

ARTÍCULO 69.- Prohibición

Se prohíbe destinar bienes y recursos del Fonatt a otros fines que no sean los previstos en la presente ley.

  

CAPÍTULO X

DISPOSICIONES PROCESALES

ARTÍCULO 70.- No punibilidad

Las víctimas del delito de trata de personas no son punibles penal o administrativamente por la comisión de faltas o delitos, cuando estos se hayan cometido durante la ejecución del delito de trata de personas y a consecuencia de esta, sin perjuicio de las acciones legales que el agraviado pueda ejercer contra el autor o los autores de los hechos.

ARTÍCULO 71.- Deber de denunciar

Las funcionarias y los funcionarios públicos estarán obligados a denunciar, ante los órganos policiales especializados o ante el Ministerio Público, cualquier situación que constituya sospecha razonable de actividad de trata de personas o tráfico ilícito de migrantes. Poseen igual obligación los miembros y representantes de las instituciones y organizaciones que conforman la Coalición Nacional.

ARTÍCULO 72.- Anticipo jurisdiccional de prueba

El anticipo jurisdiccional de prueba se gestionará de forma inmediata y en todos los casos, cuando una persona sea identificada por el procedimiento correspondiente como víctima de trata de personas y esté dispuesta a rendir entrevista o declaración en el proceso penal.

ARTÍCULO 73.- Acción civil resarcitoria

Cuando el tribunal declare al imputado penalmente responsable del delito de trata de personas o sus actividades conexas, y se haya ejercido la acción civil resarcitoria por parte de la víctima y si así procediera, también lo condenará al pago de la reparación del daño provocado a la persona víctima. La condenatoria civil debe incluir:  

a) Los costos del tratamiento médico.

b) Los costos de la atención psicológica y la rehabilitación física y ocupacional.

c) Los costos del transporte, incluido el de retorno voluntario a su lugar de origen o traslado a otro país cuando corresponda, los gastos de alimentación, de vivienda provisional y el cuidado de personas menores de edad o de personas con discapacidad, en que haya incurrido.

d) El resarcimiento de los perjuicios ocasionados.

e) La indemnización por daños psicológicos. 

El estatus migratorio de la persona víctima o su ausencia por retorno a su país de origen, residencia o tercer país, no impedirá que el tribunal ordene el pago de una indemnización con arreglo al presente artículo.

Las autoridades judiciales correspondientes, con el apoyo de las representaciones consulares y diplomáticas, realizarán todas las gestiones necesarias para localizar a la víctima y ponerla en conocimiento de la resolución judicial que le otorga el beneficio resarcitorio.

El daño sufrido por la víctima será valorado por un perito nombrado por el tribunal y debidamente capacitado para ese efecto.

CAPÍTULO XI

REFORMAS

ARTÍCULO 74.- Reformas al Código Penal

Se reforman los artículos 192, 193 y 376 del Código Penal. Los textos dirán:  

“Artículo 192.- Privación de libertad agravada

La pena de prisión será de cuatro a diez años cuando se prive a otro de su libertad personal, si media alguna de las siguientes circunstancias:  

1) Cuando la víctima sea una persona menor de dieciocho años de edad o se encuentre en una situación de vulnerabilidad o discapacidad.

2) Por medio de coacción, engaño o violencia.

3) Contra el cónyuge, conviviente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, o un funcionario público.

4) Cuando dure más de veinticuatro horas.

5) Cuando el autor se prevalezca de su relación de autoridad o confianza con la víctima o su familia, medie o no relación de parentesco.

6) Cuando el autor se aproveche del ejercicio de su profesión o de la función que desempeña.

7) Con grave daño en la salud de la víctima.  

Artículo 193.- Coacción

Será sancionado con pena de prisión de tres a cinco años, quien mediante amenaza grave o violencia física o moral compela a una persona a hacer, no hacer o tolerar algo a lo que no está obligado.”  

“Artículo 376.- Tráfico de personas menores de edad

Será reprimido con pena de prisión de ocho a dieciséis años, quien promueva, facilite o favorezca la venta, para cualquier fin, de una persona menor de edad y perciba por ello cualquier tipo de pago, gratificación, recompensa económica o de otra naturaleza. Igual pena se impondrá a quien pague, gratifique o recompense con el fin de comprar a la persona menor de edad.

La prisión será de diez a veinte años, cuando el autor sea un ascendiente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, el encargado de la guarda, custodia o cualquier persona que ejerza la representación de la persona menor de edad. Igual pena se impondrá al profesional o funcionario público que venda, promueva, facilite o legitime, por medio de cualquier acto, la venta de la persona menor. Al profesional y al funcionario público se le impondrá también inhabilitación de la duración del máximo de la pena para el ejercicio de la profesión u oficio en que se produjo el hecho.”

ARTÍCULO 75.- Adición del artículo 192 bis al Código Penal

Se adiciona el artículo 192 bis al título V, sección I del Código Penal. El texto dirá:  

“Artículo 192 bis.- Sustracción de la persona menor de edad o con discapacidad

Será reprimido con prisión de diez a quince años, quien sustraiga a una persona menor de edad o con discapacidad cognitiva o física, del poder de sus padres, guardadores, curadores, tutores o personas encargadas. La pena será de veinte a veinticinco años de prisión, si se le infligen a la víctima lesiones graves o gravísimas, y de treinta y cinco a cincuenta años de prisión, si muere.

Cuando sean los padres, los guardadores, los curadores, los tutores o las personas encargadas quienes sustraigan o retengan a una persona menor de edad, con discapacidad o sin capacidad para resistir, serán sancionados con pena de prisión de veinte a veinticinco años.”   

ARTÍCULO 76.- Adición del artículo 362 bis al Código Penal

Se adiciona el artículo 362 bis al título XVI, sección I del Código Penal. El texto dirá:  

“Artículo 362 bis.- Venta o distribución de documentos públicos o privados

Será reprimido con pena de prisión de tres a seis años, quien comercialice o distribuya un documento público o privado, falso o verdadero por cualquier medio ilícito y de modo que resulte perjuicio. La pena será de cuatro a ocho años de prisión, si quien comercializa o distribuye el documento es un funcionario público.”

ARTÍCULO 77.- Adición del artículo 377 bis al Código Penal

Se adiciona el artículo 377 bis al título XVII, sección única del Código Penal. El texto dirá:

 “Artículo 377 bis.- Tráfico ilícito de órganos, tejidos y/o fluidos humanos

Será sancionado con pena de prisión de ocho a dieciséis años, quien posea, transporte, venda o compre de forma ilícita órganos, tejidos y/o fluidos humanos.”

  

ARTÍCULO 78.- Adición del artículo 175 bis al Código Penal

Se adiciona el artículo 175 bis al título III, sección III del Código Penal. El texto dirá:

 “Artículo 175 bis.- Sanción a propietarios, arrendadores, administradores o poseedores de establecimientos

Será sancionado con pena de prisión de tres a cinco años, el propietario, arrendador, poseedor o administrador de un establecimiento o lugar que lo destine o se beneficie de la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes o sus actividades conexas.”

 ARTÍCULO 79.- Adición del artículo 162 bis al Código Penal

Se adiciona el artículo 162 bis al título III, sección I, del Código Penal. El texto dirá:

“Artículo 162 bis.- Turismo sexual

Será sancionado con pena de prisión de cuatro a ocho años, quien promueva o realice programas, campañas o anuncios publicitarios, haciendo uso de cualquier medio para proyectar al país a nivel nacional e internacional como un destino turístico accesible para la explotación sexual comercial o la prostitución de personas de cualquier sexo o edad.”

ARTÍCULO 80.- Adición del artículo 189 bis al Código Penal

Se adiciona el artículo 189 bis al título V, sección I del Código Penal. El texto dirá:

"Artículo 189 bis.- Explotación laboral

Será sancionado con pena de prisión de cuatro a ocho años, quien induzca, mantenga o someta a una persona a la realización de trabajos o servicios en grave detrimento de sus derechos humanos fundamentales, medie o no consentimiento de la víctima. La pena será de seis a doce años de prisión, si la víctima es persona menor de dieciocho años de edad o se encuentra en situación de vulnerabilidad."

ARTÍCULO 81.- Reforma del artículo 33 del Código Procesal Penal

Se reforma el artículo 33 del Código Procesal Penal. El texto dirá:

 “Artículo 33.- Interrupción de los plazos de prescripción

Iniciado el procedimiento, los plazos establecidos en el artículo trasanterior se reducirán a la mitad para computarlos, a efectos de suspender o interrumpir la prescripción. Los plazos de prescripción se interrumpirán con lo siguiente:

 a) La comparecencia a rendir declaración indagatoria, en los delitos de acción pública.

b) La presentación de la querella, en los delitos de acción privada.

c) La resolución que convoca a la audiencia preliminar.

d) El señalamiento de la fecha para el debate.

e) Cuando la realización del debate se suspenda por causas atribuibles a la defensa, con el propósito de obstaculizar el desarrollo normal de aquel, según la declaración que efectuará el tribunal en resolución fundada.

f) El dictado de la sentencia, aunque no se encuentre firme.

 La interrupción de la prescripción opera, aun en el caso de que las resoluciones referidas en los incisos anteriores sean declaradas ineficaces o nulas posteriormente.

La autoridad judicial no podrá utilizar como causales de interrupción de la prescripción otras distintas de las establecidas en los incisos anteriores.”

ARTÍCULO 82.- Reforma del artículo 107 de la Ley N.º 8764

Se reforma el artículo 107 de la Ley N. ° 8764, Ley General de Migración y Extranjería. El texto dirá:

“Artículo 107.-

La Dirección General de Migración y Extranjería podrá otorgar permanencia temporal a víctimas de trata de personas, previa acreditación y recomendación del Equipo de Respuesta Inmediata, en cumplimiento de los tratados y los convenios internacionales.”

ARTÍCULO 83.- Reforma de varios artículos de la Ley N.º 8764

Se reforman los artículos 246, 247 y 248 de la Ley N.° 8764, Ley General de Migración y Extranjería. El texto dirá:

“Artículo 246.-

Se crea la Junta Administrativa de la Dirección General de Migración y Extranjería, en adelante denominada la Junta Administrativa.

La Junta Administrativa tendrá desconcentración mínima del Ministerio de Gobernación y Policía, y contará con personalidad jurídica, instrumental y presupuestaria, para administrar el presupuesto de la Dirección General, el Fondo de Depósitos de Garantía, el Fondo Especial de Migración y el Fondo Social Migratorio, creados mediante esta ley, así como el Fondo Nacional contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes (Fonatt).

La Junta Administrativa podrá adquirir bienes y servicios, y suscribir los contratos respectivos, todo para el cumplimiento de los fines de la Dirección General, de conformidad con la presente ley.

Artículo 247.-

 

La Junta Administrativa estará integrada por los siguientes miembros:

1) El titular del Ministerio de Gobernación y Policía o su representante.

2) Quien ocupe la Dirección General o su representante.

3) Quien desempeñe la jefatura de Planificación Institucional de la Dirección General.

4) Quien funja como director administrativo-financiero de la Dirección General.

5) Quien funja como director regional.

 La Junta Administrativa deberá convocar a la persona coordinadora de la Secretaría Técnica de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas y a un representante de la Comisión de Gestión de Proyectos, en el tanto se traten asuntos relativos a proyectos o fondos del Fondo Nacional contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes (Fonatt).

La Junta Administrativa podrá convocar a las sesiones a la persona física o jurídica que, según sea el asunto, se requiera para asesorar, con carácter de voz pero sin voto. Tanto las personas titulares como sus suplentes deberán cumplir los siguientes requisitos: ser funcionario del órgano que representa, no tener conflicto de intereses en las actividades migratorias y ser de reconocida solvencia ética y moral. Quien ocupe la Dirección General de Migración y Extranjería podrá ser sustituido por quien tenga a su cargo la Subdirección.

 Artículo 248.-

Serán funciones de la Junta Administrativa: 

1) Formular los programas de inversión, de acuerdo con las necesidades y la previa fijación de prioridades de la Dirección General.

2) Recibir donaciones de entes públicos o privados, nacionales o extranjeros, y contratar.

3) Autorizar bienes y servicios; autorizar la suscripción de los contratos respectivos para el cumplimiento de los fines de la Dirección General, de conformidad con la presente ley. Autorizar la apertura de fideicomisos.

4) Aprobar los planes y proyectos que le presenten las diferentes unidades administrativas de la Dirección General, a efectos de mejorar su funcionamiento.

5) Solicitar informes de la ejecución presupuestaria a las diferentes unidades administrativas de la Dirección General, cuando lo considere conveniente.

6) Administrar el Fondo Social Migratorio, según el artículo 242 de la presente ley.

7) Gestionar los recursos de los fideicomisos del Fondo Nacional contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes (Fonatt).

8) Las demás funciones que determine el reglamento de la presente ley.”

ARTÍCULO 84.- Reforma del artículo 249 de la Ley N.º 8764

Se reforma el artículo 249 de la Ley N.º 8764, Ley General de Migración y Extranjería. El texto dirá:

“Artículo 249.-

Se impondrá pena de prisión de cuatro a ocho años, a quien conduzca o transporte a personas, para su ingreso al país o su egreso de él, por lugares habilitados o no habilitados por las autoridades migratorias competentes, evadiendo los controles migratorios establecidos o utilizando datos o documentos legales, o bien, falsos o alterados, o que no porten documentación alguna.

La misma pena se impondrá a quien, de cualquier forma, promueva, prometa o facilite la obtención de tales documentos falsos o alterados, y a quien, con la finalidad de promover el tráfico ilícito de migrantes, aloje, oculte o encubra a personas extranjeras que ingresen o permanezcan ilegalmente en el país.

La pena será de seis a diez años de prisión cuando:  

1) La persona migrante sea menor de edad, adulto mayor y/o persona con discapacidad.

2) Se ponga en peligro la vida o salud del migrante, por las condiciones en que ejecuta el hecho, o se le cause grave sufrimiento físico o mental.

3) El autor o partícipe sea funcionario público.

4) El hecho sea realizado por un grupo organizado de dos o más personas.

5) Cuando la persona sufra grave daño en la salud.”

ARTÍCULO 85.- Adición del artículo 249 bis a la Ley N.º 8764

Se adiciona el artículo 249 bis a la Ley N.º 8764, Ley General de Migración y Extranjería. El texto dirá:

 “Artículo 249 bis.-

Se impondrá pena de prisión de cuatro a ocho años, a quien promueva, planee, coordine o ejecute el tráfico ilícito de migrantes nacionales hacia un segundo, tercero o más países por lugares no habilitados o habilitados por la Dirección General de Migración y Extranjería, aun cuando el inicio del traslado se realice por la vías legales establecidas por dicho ente, o bien, evadiendo los controles migratorios establecidos o utilizando datos o documentos falsos o alterados, o se encuentren indocumentados.

La misma pena se impondrá a quien, de cualquier forma, promueva, prometa o facilite la obtención de documentos legales, o bien, falsos o alterados o encubra transacciones financieras legales o ilegales que afecten el patrimonio de la persona afectada o de sus garantes, con la finalidad de promover el tráfico ilícito de migrantes nacionales, y a quien coordine, facilite o efectúe acciones tendientes a alojar, ocultar o encubrir a personas nacionales que ingresen o permanezcan legal o ilegalmente en un segundo, tercero o más países, con la finalidad de consolidar el tráfico ilícito de migrantes.

La pena será de seis a diez años de prisión cuando:

1) La persona migrante sea menor de edad.

2) Se ponga en peligro la vida o salud del migrante, por las condiciones en que ejecuta el hecho, o se le cause grave sufrimiento físico o mental.

3) El autor o partícipe sea funcionario público.

4) El hecho se realice por un grupo organizado de dos o más personas.

5) A consecuencia del tráfico ilícito de migrantes, la persona resulte ser víctima de trata.” 

ARTÍCULO 86.- Reforma del artículo 2 de la Ley N.º 8316

Se reforma el artículo 2 de la Ley N.° 8316, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional, de 26 de setiembre de 2002. El texto dirá:

 “Artículo 2.- Tarifa del tributo

El monto del tributo establecido en el artículo anterior será de veintisiete dólares estadounidenses (US$27,00), por cada pasajero que aborde una aeronave, y estará constituido por los siguientes conceptos:  

a) Un impuesto de doce dólares estadounidenses con quince centavos (US$12,15), a favor del Gobierno Central.

b) Una tasa de doce dólares estadounidenses con ochenta y cinco centavos (US$12,85), por concepto de derechos aeroportuarios a favor del Consejo de Aviación Civil.

c) Una tasa de un dólar estadounidense (US$1,00), por concepto de ampliación y modernización del Aeropuerto Internacional Lic. Daniel Oduber Quirós, el Aeropuerto Internacional de Limón, el Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños y los demás aeródromos estatales existentes.

d) Una tasa de un dólar estadounidense (US$1,00), con el propósito de cumplir las funciones y responsabilidades asumidas por el Estado costarricense en combate al crimen organizado, según lo previsto en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, y el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, que complementan la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, y las actividades específicas de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas.

 Los recursos referidos en el inciso c) se administrarán de acuerdo con lo indicado en el párrafo segundo del artículo 66 de la Ley N.º 8131, Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001, y sus reformas, de forma tal que se depositarán para el efecto en una cuenta abierta por la Tesorería Nacional, en el Banco Central de Costa Rica. Estos recursos financiarán el presupuesto del Consejo Técnico de Aviación Civil y se destinarán exclusivamente a la ampliación y modernización de los aeropuertos y aeródromos del país. La Tesorería Nacional girará los recursos de conformidad con las necesidades financieras de dicho Consejo Técnico, según se establezca en su programación presupuestaria anual.

En virtud de que en el inciso b) de este artículo se modifican los ingresos del Consejo Técnico de Aviación Civil, con base en las proyecciones realizadas por el Poder Ejecutivo y con el propósito de no afectar el equilibrio financiero del contrato de gestión interesada en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, cada año, en el primer trimestre, el Poder Ejecutivo realizará una liquidación de los ingresos del Consejo Técnico de Aviación Civil recibidos conforme a lo aquí establecido y los comparará con los montos que habría recibido según la normativa que se deroga. Si el monto recibido por el Consejo Técnico de Aviación Civil es mayor, deberá reintegrar al Estado dicha diferencia y, en ese caso, la suma por reintegrar no se considerará parte de los ingresos del aeropuerto.

Los recursos referidos en el inciso d) se depositarán por la Tesorería Nacional, mediante el procedimiento correspondiente, al Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (Fonatt).

El tributo podrá ser cancelado en colones, al tipo de cambio de venta establecido por el Banco Central de Costa Rica, vigente en el momento de cancelar el tributo.” 

ARTÍCULO 87.- Adición del inciso e) al artículo 158 del Código de Familia

Se adiciona el inciso e) al artículo 158 del Código de Familia. El texto dirá:  

“Artículo 158.-

[…]

e) Cuando uno o ambos padres sustraigan, retengan, ocasionen lesiones, vendan, promuevan, legitimen o faciliten, por cualquier medio, que las personas menores de edad bajo su autoridad parental sean víctimas de trata o actividades conexas.”

  

CAPÍTULO XII

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 88.- Orden público

Esta ley es de orden público y deroga todas las demás disposiciones legales que se le opongan o que resulten incompatibles con su aplicación.

ARTÍCULO 89.- Reglamentación

El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los noventa días posteriores a su publicación.

Rige a partir de su publicación.

Dado en la Presidencia de la República, San José, a los veintiséis días del mes de octubre del año dos mil doce”.

              San José, 25 de marzo de 2013.

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia
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